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A Mati, por su incondicional y permanente apoyo y a Carlos y Elena, que han sufrido en silencio.

Sin ellos, no habría logrado llegar hasta aquí.


 



 





 





 





 





 





“Con mucha suerte, se puede sobrevivir a ser enterrado vivo, pero a un consejo de guerra…”

PIERRE LEMAITRE (Nos vemos allá arriba)
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ADVERTENCIA A LECTORES NO AVISADOS
 
 
 
Si tienes en tus manos este libro quizá te interesen estas indicaciones.
Es un libro sobre una materia árida. Aunque he tratado de hacerlo algo digerible creo que apenas lo he conseguido.
Si observas el índice comprobarás que en la segunda parte del libro aparecen diez apartados, llamados anexos, que ocupan un espacio superior al 40 por ciento de su contenido. Estos anexos están relacionados con determinados capítulos de la primera parte del libro y están concebidos para su lectura por las personas que estén verdaderamente interesadas en los aspectos más especializados del asunto.
El lector es libre de organizar su lectura como le plazca, pero yo sugiero que comience por el principio y se prolongue hasta el capítulo denominado Artículos y entrevistas, inclusive y, desde ahí, salte hasta el Epílogo. Quienes tengan más tiempo, ganas o interés pueden abordar la lectura de los anexos, bien al final de la lectura que recomiendo, bien intercalándolos con las llamadas que a cada uno de los anexos aparecen a lo largo del texto de la lectura sugerida.
El autor agradece todas las aportaciones que suscite la lectura del libro y ofrece su comentario sobre las mismas si son remitidas a 8anos8meses8dias@gmail.com.
 
 



 
 
DEDICATORIA
 
 
 
El día 27 de diciembre de 2012 les envié a mis hermanos esta carta:
 
“Qué tal todos:
 
No quería dejar pasar más tiempo sin hacer algunos comentarios, acerca de la pasada comida de Navidad.
Antes que nada, espero que en casa de Pablo vaya todo mejor y nos podamos ver para Reyes. Nosotros en Nochevieja y Año Nuevo nos quedamos en casa.
Después hay que resaltar lo agradable que resultó el encuentro, lo que hay que agradecer, sin duda, fundamentalmente, a los anfitriones.
Pero, el asunto principal al que quiero hacer referencia (last, but not least) tiene que ver con un comentario de Nacho relacionado con mi 'affaire' de los ERE. Concretamente, cuando dijo que yo iba a terminar como Papá. Debes reconocer, Nacho, que no fuiste muy sutil, ni muy caritativo. Pero no te preocupes, no tiene importancia en familia y, además, hace mucho tiempo (casi desde el principio) que tengo la sensación de estar viviendo un episodio, en algún sentido, similar al que le tocó vivir a él. Pero hay diferencias y no poco importantes algunas. A mí se me está reprochando, de manera desvergonzada, desde luego, que, supuestamente, haya incumplido o cumplido deficientemente mis obligaciones. En cambio, Papá se vio envuelto en problemas, precisamente, por cumplir con su obligación. Yo no recuerdo muy bien los pormenores del calvario que debió sufrir Papá en la Diputación. Quizá Mamá recuerde algo más. Pero sí recuerdo una cosa: Papá era el técnico responsable de personal laboral de la Diputación y, en calidad de tal, emitió un informe desfavorable a un convenio que pretendía firmar la Corporación con su personal y que, probablemente, finalmente firmó, que incumplía flagrantemente los límites a los incrementos salariales establecidos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Esto es algo que, con frecuencia, hacen políticos irresponsables, que disponen de los recursos públicos como si fuera pólvora del Rey. Se saltan leyes y reglamentos con la finalidad de evitar conflictos laborales y de otro tipo. Cosas similares a la que advirtió nuestro padre las he visto numerosas veces en mi vida y las auditorías que he dirigido las han denunciado. Incluso recuerdo una ocasión en la que llegué a emitir un 'informe de actuación' (qué ironía) y sé perfectamente quién es el propietario del cajón donde está cuidadosamente guardado. En un ejercicio en el que el límite de incremento salarial era el 2%, el Gerente de una empresa pública de la Junta con una plantilla considerable firmó un convenio con su personal acordando una subida del 9%. El convenio fue conocido y quizá ratificado por el Consejo de Administración, que presidía el Viceconsejero del departamento.
Volviendo a Papá, es probable que tuviera dificultades profesionales y hasta culturales para entenderse con los políticos socialistas que gobernaron la Diputación de Córdoba desde 1979. El diputado responsable de personal era un tal Matías Camacho que creo que tenía un peluquín y regentaba un quiosco de prensa en Las Tendillas. Pero, a nuestro padre no lo arrinconaron por su ideología, sino porque a unos políticos recién llegados e irresponsables les resultaba molesto que un funcionario profesional cumpliera con su obligación y les entorpeciera sus tejemanejes con sus informes. Así lo recuerdo yo y así creo que debemos recordarlo todos. Es una historia muy vieja, que no atiende a ideologías ni a épocas históricas determinadas.
Andando el tiempo, parece que me ha tocado sucederle. Hasta el momento, con mejor suerte. Por un lado, en esta época no es tan fácil arrinconar a un funcionario y yo, por ahora, no estoy, ni mucho menos, arrinconado. Mi función es realizar auditorías de diferentes aspectos de la Agencia Tributaria de Andalucía y me consta que se presta atención al producto de mi trabajo. Por otro lado, aunque 'toco madera', espero que la salud me respete más que a Papá. No lo sabremos nunca con certeza, pero el episodio del que os he hablado y otros, como la aplicación de la Ley de Incompatibilidades, le afectaron mucho y, sin duda, contribuyeron a su prematuro y desdichado deterioro y, finalmente, a su desaparición, que tanto sentimos, de tan temprana. Todo esto creo que es un sobreentendido entre todos nosotros. Ahora, mientras vivo mis cuitas, siento una solidaridad retrospectiva con él y me mueve el impulso de rendirle íntimamente homenaje a un hombre al que los responsables políticos de la institución a la que pertenecía lo perjudicaron profesional y personalmente de un modo tan severo, como irreversible. Y, además, resulta que era mi padre, nuestro padre.
Espero no haberos entristecido, pues ni es mi intención ni hay motivo para ello. Creo que Papá merece ese pequeño homenaje, que a mí me hace feliz ofrecerle y supongo que a vosotros también. Y, por otro lado, como ya os he dicho, no hay motivo para pensar que Nacho tenga razón en su vaticinio.
 
Un abrazo a todos. Chiqui, si te parece, cuéntale esto a Mamá, supongo que le gustará.
 
Manolo.”
 
Nota: En el momento de la redacción de esta carta, ya había comparecido en la Comisión parlamentaria de investigación, pero aun no había sido imputado.
 



 
 
CITAS DE AUTORIDAD
 
 
 
En la España actual, comienza a ser cierto que donde más delitos se cometen es en los juzgados. Los ciudadanos asisten atónitos al espectáculo justiciero que algunos magistrados protagonizan, a la sombra de la crisis económica, sin percatarse de que a la que de verdad ponen en serios aprietos es a la Justicia en sí misma, más ciega que nunca. Se utiliza la instrucción como pena anticipada y derraman sospechas como ramilletes de perejil. Pocas veces en la historia de España las togas se han hecho notar tanto. Y no precisamente para bien. Fue siempre cuestión fundamental preguntarse quién vigila al vigilante o quién sentencia al sentenciador. Escuchan nuestras conversaciones, leen nuestros mensajes y se atreven a querer vivir nuestras vidas. ¿Cómo es posible que los jueces prácticamente nunca respondan por sus equivocaciones? Lo siento por ellos, pero, aunque algunos no lo crean, están hechos de hombres; por tanto, todas las cautelas y limitaciones a su acción son pocas. Esa es la reforma pendiente. O, de lo contrario, la Justicia se torna en discrecionalidad y en debilidad democrática.
 
Quién juzga al juez, ABC 16 de febrero de 2017
Bieito Rubido, Director del diario ABC
 



 
 
Es evidente que ha llegado el momento de abordar una seria reforma del proceso penal para que deje de ser pasto de acusaciones politizadas, dilaciones injustificadas e imputaciones infundadas o precipitadas. La persecución de los delitos de corrupción ha sido y es una causa justa y legítima que no puede ser la coartada de un ejercicio desproporcionado de la autoridad penal del Estado. Las imputaciones deben ser fiscalizadas más y mejor en el seno de la Fiscalía y por los propios tribunales, las investigaciones deben abreviarse sin esperar indefinidamente a que aparezcan indicios contra los sospechosos, la prisión provisional no puede ser utilizada como una herramienta de presión sobre el sospechoso que no colabora con la policía. El escarnio público de los investigados se convierte en una marca indeleble. La justicia justiciera tiene muchos devotos mediáticos que se entusiasman con las detenciones, los encarcelamientos provisionales y los procesamientos, pero miran a otro lado cuando el ciudadano ya deshonrado es absuelto o su causa es archivada.
 
Justicia justiciera
Editorial del diario ABC, 18 de mayo de 2019
 



 
 
Partimos de que cualquier ciudadano responsable y comprometido con los de valores democráticos aplica -aplicamos- tolerancia cero con la corrupción. Ello es compatible con la exigencia de respeto al Estado de Derecho y la custodia esmerada de algunas figuras como la presunción de inocencia y el derecho al honor. En caso de duda, se está a favor del reo; la carga de la prueba corresponde al acusador. Si arramblamos con estas garantías, y lo estamos haciendo, solo generamos inseguridad jurídica. Los ciudadanos tenemos derecho a que se persiga a los corruptos, y también a que jueces y fiscales sean escrupulosos con el ordenamiento jurídico y que las fuerzas del orden no caigan en abusos de poder. No puede ser peor el remedio que la enfermedad. Esta plaga que asola España, que pone bajo sospecha la política y la empresa por un uso presuntamente salvador del derecho penal, camina hacia la peor de las corrupciones: el exceso de quienes deben velar por el Derecho y dictar justicia. Un juez acaba de advertir a la UCO que o se cuenta la verdad o se calla uno, pero no se hace literatura con la vida de las personas.
 
La literatura de la UCO, ABC 27 de mayo de 2017
Bieito Rubido, Director del diario ABC
 



 
 
De nuevo estamos dejando el ejercicio de la política al albur de las decisiones judiciales. Son otros los códigos de la acción pública, y no siempre el penal. Uno de los problemas más serios de España son los jueces y fiscales de gatillo fácil.
 
Inquisición moderna, ABC 4 de mayo de 2019
Bieito Rubido, Director del diario ABC
 



 
 
LA salvaguarda de la presunción de inocencia para políticos y cargos públicos es una de las deudas pendientes de nuestra democracia. A menudo, la incoación de diligencias previas por parte de los Juzgados y la posterior imputación de dirigentes públicos concluye con el archivo de las actuaciones, con el levantamiento de la condición de investigado –antiguamente imputado–, o incluso con la absolución si el caso ha llegado a la fase de juicio oral. Es decir, judicialmente se proclama su inocencia. Sin embargo, la presión judicial y mediática suele convertir estas investigaciones, sobre todo si son por presunta corrupción, en un auténtico calvario procesal y personal para los afectados ya que el estigma social de una culpabilidad preventiva les acompaña ya de por vida, independientemente de que resulten exonerados durante la instrucción de un caso. Las consecuencias son demoledoras porque es habitual sobredimensionar la investigación de cualquier escándalo, pero si el escándalo naufraga antes de tiempo en los Juzgados, su archivo ni siquiera es noticia. Falta autocrítica en nuestra sociedad a la hora de imponer penas de telediario, y sobra la politización de la justicia como herramienta para desgastar al oponente. Un político apresado en las tenazas de una investigación judicial y mediática, por legítimas que sean en aras de la libertad de expresión, información y opinión, se convierte en un muñeco roto buena parte de las veces, sin resarcimiento alguno, ni siquiera moral. Se le criminaliza, se desgasta al partido al que pertenezca, se genera una atmósfera social de rechazo y desprecio, y cuando resulta absuelto, todo queda en el olvido excepto su condición de presunto culpable para la eternidad. Todo es legal, pero a democracia debería ser más generosa con la presunción de inocencia. No todo puede valer.
 
Maltrato a la presunción de inocencia.
Editorial del diario ABC, 10 de febrero de 20201
 
 



 
 
 
INTRODUCCIÓN
 
 
 
1. Este libro está dictado por el rencor, no me duelen prendas en reconocerlo. Luego están otras motivaciones, pero siempre detrás, en segundo plano.
Rencor contra las personas que han adoptado decisiones dentro del proceso judicial, a la postre todas erróneas, cuando no ilegales, que tanto me han perjudicado a mí, a mí familia, a mi fama, a mi patrimonio… Rencor contra los responsables políticos de la Junta de Andalucía, que me utilizaron como chivo expiatorio, poniendo las bases para mi persecución judicial. Rencor contra las personas de distinto rango y condición que han intervenido en el proceso judicial perjudicándome, ya fuera intencionadamente, ya fuera por falta de dignidad o entereza personal. Rencor contra las personas que han ayudado, con su influencia social en medios políticos y periodísticos, a la creación de un clima que ha hecho posible que yo me haya visto envuelto en una pesadilla que ha durado más de ocho larguísimos años. Y rencor hacia un sector de la sociedad, constituido en una auténtica jauría humana, que ha lanzado su fétido aliento a políticos, medios de comunicación, jueces y fiscales y que ha ocasionado que yo sufra una persecución política y judicial absolutamente injusta.
Todos los causantes de los desmanes y atropellos que he sufrido en estos años tienen nombre y apellidos y no pueden ampararse para obrar como lo han hecho ni en el cumplimiento de obligaciones legales o profesionales, ni en la obediencia debida. Como explicaré en el capítulo correspondiente, la verdad judicial que se plasma en mi absolución firme es tan axiomática que toda mente limpia debió percibirla desde los puros albores de este caso. La sentencia finalmente dictada establece mi absolución sin dejar resquicio alguno a la duda y pone de manifiesto que todas esas personas debieron obrar, precisamente, de forma distinta a como lo hicieron. Dejar en evidencia la vileza, la mendacidad y la corrupción intelectual de todos quienes despreciando la verdad tanto me han perjudicado es uno de los objetivos de este libro.
 
Cuando se conoció la noticia de mi imputación judicial, una buena amiga me dictó una sentencia apresurada y anticipada. Me dijo algo así como esto: “esta experiencia por la que vas a pasar, no sólo te va a alterar la existencia; te va a cambiar el modo de contemplar el mundo y la vida.” Y así ha sido. Yo era un individuo esencialmente social, y me tomaba como una obligación, casi siempre gozosa, la participación en todos los ámbitos de la vida social en los que un ciudadano debe estar presente. He votado siempre en todas las elecciones, he asistido a las manifestaciones en las que se reivindicaban aquellas cuestiones que creía que debía defender; hasta las antipáticas reuniones de las comunidades de propietarios me parecían un asunto de obligado cumplimiento.
Todo esto ha cambiado radicalmente. La tortura de los ERE me ha dejado un poso amargo, probablemente para siempre. Ha hecho aflorar en mi personalidad un deje de misantropía, que ya me es tan familiar, que casi me siento a gusto cuando decide, a veces parece que por su cuenta, dar rienda suelta a sus pulsiones antisociales.
Afortunadamente, ya puedo contemplar esta experiencia mirando hacia atrás sin miedo y aprensión, aunque con ira. Y, para no convertirme en estatua de sal y así aventar los espantajos que pretendan inmiscuirse en el presente he decidido embarcarme en la redacción de este libro, con el que pretendo, entre otras cosas, un ajuste de cuentas con ese pasado lóbrego. Lo he subtitulado “Crónica de una persecución”, pero, naturalmente, este libro, más que una crónica es la purga de mis humores.
 
Como cuento más adelante, me topé de bruces con el asunto de los ERE cuando un miembro de la unidad de policía adscrita a los juzgados de Sevilla me localizó en Londres, alterando para siempre la inmensa paz de la que disfrutaba en esa maravillosa ciudad, a la que había decidido retirarme durante seis meses, tras dimitir, profundamente decepcionado, del último cargo de designación gubernamental que desempeñé. Esto ocurrió el 11 de marzo de 2011 y, desde ese día, hasta el día en que me fue notificada la sentencia, el 19 de noviembre de 2019, transcurrieron ocho años, ocho meses y ocho días.
Al poco tiempo de volver a España me buscó la Guardia Civil para tomarme declaración, en dos ocasiones, durante un total de ocho horas. Acudí a aquellas citas sin abogado, con el espíritu franco y de colaboración con el que siempre he actuado en esta causa y con la confianza de comparecer como testigo y no como imputado. Es decir, como una persona de la que se desea obtener información para avanzar en una investigación referida a otras personas y no como alguien del que se sospecha que ha cometido graves delitos. Andando el tiempo, una Juez a la que Dios confunda, decidió imputarme por los mismos hechos, exactamente los mismos hechos, por los que fui interrogado, en calidad de testigo, por la Guardia Civil, en lo que sin duda constituyó una decisión procesal infame, de la que, además, me enteré por la prensa. Algo inaudito, aunque se haya convertido en una seña de identidad de los juzgados y tribunales en España.
Mientras estas cosas ocurrían, el escándalo de los ERE adquiría en los mentideros periodísticos, políticos y sociales una dimensión descomunal. Las investigaciones policiales y judiciales entraron de lleno en las oficinas de la Junta de Andalucía, provocando una deflagración con efecto metralla, que afectó a numerosos órganos, personas y entidades, traspasando las puertas del Consejo de Gobierno y llegando a colocar a los pies de la Presidencia de la Junta un proyectil, de efecto retardado, pero accionado por el mando que la dichosa Juez manejaba a distancia y a capricho.
En esa época comenzó a desarrollarse la estrategia de las altas autoridades de la Junta, hasta el más alto rango, y del Partido Socialista, consistente en la construcción de una línea Maginot que protegiera al presidente Griñán y a sus consejeros. Con el tiempo pudo comprobarse que aquella trinchera era apenas unos pocos sacos terreros, que consistió en culpar a la Intervención de la Junta por no haber emitido un informe de actuación. Del informe de actuación nadie había oído hablar jamás hasta entonces, pero se convirtió en las divinas palabras con las que pretendía confundirse a la parroquia. Y, vaya si se consiguió. No sólo confundió a la parroquia, sino a periodistas, jueces y fiscales y hasta a los auditores de la Cámara de Cuentas, todos los cuales encontraron en el famoso informe de actuación (su ausencia) la piedra filosofal que ayudaba a explicar los desmanes que se iban conociendo y, de paso, a endosárselos a un chivo expiatorio de conveniencia.
En esas estábamos cuando el PSOE pierde su mayoría absoluta en el Parlamento de Andalucía y busca en Izquierda Unida un socio que se la complete. Izquierda Unida acepta el trato, a cambio de entrar en el Gobierno de la Junta y haciéndole pasar al PSOE por el trago amargo de la Comisión de Investigación sobre los ERE.
La Comisión se convirtió en otra estación de mi particular viacrucis. Los principales responsables políticos de la Junta basaron sus defensas en poner a la Intervención de la Junta como escudo. La intervención del Presidente Griñán en la Comisión, estratégicamente colocada en el calendario detrás de la mía, sin posibilidad de réplica, constituyó un feroz ataque contra la Intervención de la Junta que, en aquel contexto, era tanto como decir contra mí. De nada sirvieron mis explicaciones, porque mi suerte estaba echada y la mayoría del PSOE e Izquierda Unida en la Comisión estableció, fraudulentamente, como explico en el libro, que la culpa del fraude de los ERE la teníamos el Director General de Trabajo y yo. Encajado ese golpe, fue un triste consuelo que el Pleno de la Cámara no llegara a muñir una mayoría suficiente para respaldar el dictamen de la Comisión, en un episodio que quedará en los anales del oprobio parlamentario. En un lugar de mi memoria quedará, también, la sensación, probablemente infundada, de que la carta pública que, con toda fiereza, le remití al Presidente del Parlamento, como un afligido remedo del J'accusse, contribuyó al fiasco parlamentario.
Mientras tanto, los auditores de la Cámara de Cuentas, sin encomendarse ni a Dios ni al diablo, plasmaban en el borrador de informe sobre los ERE la misma conclusión hábilmente sembrada por los responsables políticos de la Junta: la Intervención no emitió, indebidamente, un informe de actuación. Conclusión a la que llegaron sin ni siquiera intercambiar pareceres conmigo, el acusado de semejante olvido imperdonable.
En el inicio de mi periplo judicial, amigos y allegados y mi abogado intentaron consolarme diciéndome que la condición de imputado no supone ningún desdoro, y que está establecida en la Ley en garantía de mis derechos. Pues bien, tras acordar mi imputación, fui citado a declarar en el juzgado. El interrogatorio al que me sometió esta famosa Juez instructora se convirtió en un infierno, con preguntas capciosas e ininteligibles, algunas de las cuales ocupaban toda una página; siendo interrumpido y contradicho en numerosas ocasiones cuando mis respuestas no coincidían con sus prejuicios; con una duración desaforada de casi doce horas; y, todo ello plasmado en un acta en la que se negó a reflejar determinadas cosas que yo declaré, pero que no eran de su agrado. Pero, no debía inquietarme, estaba imputado y mi derecho de defensa estaba a salvo.
Al cabo de un tiempo, me entero por los periódicos, según la bonita costumbre ya citada, de que me han puesto una fianza de tres millones y medio de euros. Lo curioso de esta decisión es que se adopta meses después de haber decidido justo lo contrario y sin que entre ambos momentos se produjera en la causa ningún dato, hecho o circunstancia, en absoluto, que agravase o hiciese más verosímil la presunción de mi culpabilidad. O, al menos, nada de eso sirvió para motivar el sorprendente cambio de criterio de la instructora.
He dicho que la fianza me fue impuesta sin motivo, pero es más justo con la verdad decir que fue por un motivo realmente estrafalario. Me gané la fianza porque una imputada por unos hechos que nada tenían que ver con aquellos de los que yo era acusado, alegó agravio comparativo conmigo. Y esta Juez, tan sensible a las injusticias, decidió que, si ella tenía fianza, yo también debía tenerla. Aunque la mía era de tres millones y medio de euros y la de esta imputada quejica acabara siendo de 406 (sic) euros.
Para hacerse una idea de lo delirante de la fianza, podemos compararla con la que, por aquel tiempo, le fue impuesta a Rodrigo Rato: un millón y medio de euros. Un delincuente de poca monta a mi lado. En compensación, al menos, yo me pude ahorrar, aunque por los pelos, como también cuento en el libro, la humillante escena de que un policía me empuje hacia abajo la cabeza para hacerme entrar en el coche patrulla.
El efecto inmediato de la fianza es que queda embargado todo tu patrimonio, a menos que tu patrimonio supere los tres millones y medio de euros, que no es mi caso. Y lo que es más grave e injusto: quedan embargados todos tus bienes gananciales indivisibles, como tu propia vivienda, ocasionando un enorme daño a tu esposa, que nada tiene que ver con el asunto.
Para protegernos de una posible y futura ejecución de nuestro patrimonio, mi mujer y yo decidimos liquidar nuestra sociedad, tal y como detallo más adelante en el libro. Operación que nunca habríamos realizado y que nos costó cuatro mil euros que jamás recuperaremos.
Tras el episodio de la fianza, pensar que estar imputado es una garantía de mi defensa empezaba a parecer una broma sarcástica.
Posteriormente, fui citado a declarar en otra ocasión en el propio juzgado y hasta en el Tribunal Supremo. En toda ocasión he contestado a todas las preguntas que se me han hecho, nunca me he amparado en el derecho a no declarar para eludir preguntas de policías, jueces y fiscales y, por supuesto, siempre he dicho la verdad.
A lo largo de la instrucción interesé la práctica de una única prueba: la declaración de Luis Hinojosa, el mejor especialista en la Junta de Andalucía sobre las materias relacionadas con los hechos de los que se me acusaba. Pero, el Juez instructor no estaba dispuesto a escuchar milongas que le cuartearan las delirantes teorías incriminatorias que le había legado esa Juez legendaria. De modo que la prueba no fue admitida, mediante una resolución en la que el Juez se limitó a expresar su decisión, sin motivación alguna. He dicho bien: sin motivar, en absoluto, por qué denegaba la única prueba que solicité durante 4 años de instrucción. Por cierto, este Juez, mientras denegaba mi prueba, admitía otras muchas del Fiscal y de alguna otra acusación, que no perseguían otra cosa que reforzar los motivos de mi imputación, lógicamente, en mi perjuicio. Esta vez me costó más, pero yo seguía sintiéndome seguro de que mis derechos de defensa estaban protegidos por mi condición de imputado. Curiosamente, como explico en el lugar correspondiente, este testigo cuyo testimonio me fue denegado, declaró, a mi instancia, en el juicio, mereciendo para el Tribunal en su Sentencia el siguiente juicio, valga la redundancia: “el testigo Sr. Hinojosa, interventor de la Junta de Andalucía, en el que este tribunal apreció una cualificación y experiencia en la materia muy superior a la de otros testigos y peritos de las defensas.”
Pocas semanas después, el Juez dictó el auto, que debería estar redactando el día en que mandó a paseo a mi testigo, en el que acordaba mi procesamiento por los delitos de prevaricación y malversación. Durante la instrucción, presenté tres escritos de gran extensión (551 páginas, en total), en los que combatía con gran pormenor todas las teorías incriminatorias que se desprendían, fundamentalmente, de un informe pericial emitido por funcionarios del Ministerio de Hacienda. Pues bien, el Juez ignoró por completo todo ello, como ignoró las opiniones que vertí en las más de 8 horas que declaré ante la Guardia Civil y las más de 12 horas que declaré en el juzgado y otras 3 más en el Tribunal Supremo. ¿Qué quiero decir cuando digo que el Juez ignoró todo ello? Pues quiero decir exactamente lo que por ignorar entiende la Real Academia Española: “No hacer caso de algo o de alguien, o tratarlos como si no merecieran atención”. Exactamente eso. Todo lo escrito y todo lo dicho fue tratado como si no existiera, como si nunca hubiera sido dicho o como si nunca hubiera sido escrito. Nada de ello se tuvo en cuenta, ni siquiera para rebatirlo.
Naturalmente, recurrimos este Auto ante la Audiencia Provincial, que desestimó el recurso meses después mediante una resolución francamente insólita. Cuesta creer que las cosas son como yo las cuento, pero la prueba es bien simple y basta con acudir a la resolución judicial para comprobar la exactitud de lo que digo. En síntesis, la Audiencia empieza por afirmar, falsariamente, que nuestro recurso “no se refiere a (los) indicios” por los que el Juez me procesa. Y que “Ni una sola mención” hay en el recurso a las presuntas infracciones de las que erróneamente se me acusa. ¿De qué trataba el recurso, entonces?, se preguntará el lector. Pues bien, como, según esta brillante pieza judicial, el recurrente no expresa los motivos de su recurso, la Audiencia no se molesta en motivar por qué lo desestima. Lo desestima y que pase el siguiente.
A continuación, vinieron los fiscales con su escrito de acusación. Para empezar, los fiscales, antes de presentar su escrito en el juzgado, lo filtran a todos los medios de comunicación, a través de la Fiscalía General del Estado, de modo que cualquiera se enteró antes que yo de que era acusado de graves delitos, por los que estos fiscales indiscretos pedían que se me condenara a 6 años de prisión y 20 de inhabilitación. La indignación que me produjo esta filtración me impulsó a presentar una denuncia ante la Agencia Española de Protección de Datos, ante la que tuve que insistir, porque, de primeras, se sacudió el asunto con argumentos de extrema ineptitud. Mas, de nada sirvió mi insistencia, pues mi denuncia fue rechazada por dos veces. Esto me ratificó en la idea que ya sospechaba, de que un imputado en una causa penal es un ciudadano de segunda categoría, cuyos derechos (en este caso, el derecho a la protección de los datos personales) se encuentran al albur de la jauría, aunque esta jauría adopte la forma de Fiscalía General del Estado, como en este caso.
El escrito de acusación es un elemento importantísimo en un juicio penal, puesto que el acusado, de lo que debe defenderse es, precisamente, de aquello de lo que le acusa el Fiscal y no puede ser condenado si no es por los hechos y por los delitos de los que se le acusa. Resulta, pues, vital para un acusado que la acusación esté formulada en los términos más precisos posibles, ya que de lo contrario se le genera una grave indefensión.
Curiosamente, en el escrito de acusación del Fiscal el nombre propio que más se repite es el mío. Pero, no para detallar hechos punibles, sino para describir todos los informes de control que emitió la Intervención General, con mi firma. Paradójicamente, todas esas actuaciones, que suponían potentes contraindicios de la comisión de los delitos de los que se me acusaba, no me sirvieron para nada, porque, al final, el Fiscal formuló las peticiones de condena que ya he referido. Pero lo hizo en unos términos jurídicamente tan imprecisos, que hacían imposible defenderse de los mismos.
A estas alturas, mi confianza en la justicia ya estaba completamente resquebrajada. La sensación que me dejó la instrucción de la causa en su conjunto fue la de haber estado sujeto al Derecho penal del enemigo y no al de una sociedad libre y democrática, en la que se respeta el derecho a un juicio justo y con garantías, incluyendo entre ellas la elemental aplicación del principio de contradicción, sin cuya presencia no nos encontraremos ante un proceso, sino ante una ordalía. Los sucesivos jueces de instrucción y los fiscales no tuvieron el menor interés en confrontar las tesis incriminatorias con las tesis defensivas. De hecho, tanto los autos de procesamiento y apertura del juicio como los escritos de acusación están ayunos por completo de cualquier elemento dialéctico. Se limitaron a reproducir los argumentos utilizados por la infausta Juez para acordar la imputación en su día, sin tomar en consideración, ni siquiera para rebatirlos, los abrumadores argumentos en contrario presentados, tanto por mi abogado, como por mí mismo, a lo largo de toda la instrucción. Instrucción que nos podíamos haber ahorrado, porque no sirvió absolutamente para nada. Bueno, sirvió para hacerle perder el tiempo durante seis años a media docena de guardias civiles, años que podrían haber aprovechado para perseguir delitos reales, en lugar de delirios y a cinco funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), cuya dedicación habría sido mucho más útil en cualquier otra ocupación que en la de atender los caprichos de esta Juez. Bueno, y sirvió, también, para construir un monstruoso, desordenado e inmanejable sumario de más de un millón de folios, que heredó la pobre Juez María Núñez Bolaños, a la que ahora crucifican los mismos que otrora adoraban a la Diosa de la judicatura.
Mientras, la Juez campeadora se dedicaba a conceder entrevistas y a dictar charlas en los prestigiosos foros a los que era invitada, ofendiendo a quienes íbamos a ser juzgados y tratando de presionar al tribunal sentenciador, para que nos impusiera penas severas y desorbitadas responsabilidades económicas. Indignado por esta conducta infame de la Juez que me había imputado, presenté una denuncia contra ella ante el Consejo General del Poder Judicial. Al parecer, la conducta de esta señora no era merecedora ni de una simple reconvención, de modo que mi denuncia fue tirada al cesto de los papeles.
Con estos mimbres entré en el juicio. Lo primero que pedimos la mayoría de los acusados es que se nos permitiera declarar después de que lo hicieran testigos y peritos, algo perfectamente posible legalmente. La razón de esta petición era evidente. Los acusados necesitábamos que los fiscales concretaran los términos de unas acusaciones tan imprecisas como las que habían formulado y pensábamos que, a través de los interrogatorios a testigos y peritos lograríamos alcanzar un conocimiento que en ese momento no teníamos. Pero no hubo caso, pues el Tribunal desestimó la petición.
Durante el juicio, no solo debí defenderme de las acusaciones, porque quienes en realidad se emplearon a fondo contra mí no fueron los fiscales, sino algunos abogados defensores, fundamentalmente, aunque no solo, los de Griñán, Carmen Aguayo y Antonio Fernández y sus peritos. A lo largo de todo un larguísimo año, tuve que contemplar cómo estos abogados desplegaban constantemente su estrategia de defensa, consistente en desviar las responsabilidades de sus clientes hacia mí, mediante sus escritos de defensa, las preguntas a testigos y peritos y en sus informes de conclusiones definitivas.
Afortunadamente, la sentencia finalmente dictada ha rechazado todas las acusaciones y, estimando una buena parte de mis argumentos de defensa, ha acordado mi absolución.
 
 
2. Pero, no todo han sido hieles durante estos años. También ha habido mieles. No habría sido posible recorrer con entereza este período de mi vida si no hubiera contado con el calor y el apoyo de muchas personas. En primer lugar, el de mi familia más directa, mi mujer y mis hijos. Ellos han padecido conmigo los sinsabores de esta injusta persecución de la que he sido objeto, sin tener el conocimiento de los entresijos de un proceso tan enrevesado que tenemos quienes lo vivimos en primerísima persona, lo que no hace sino aumentar la incertidumbre y la angustia. En particular, Mati ha debido soportar las numerosas jornadas de preocupación, inquietud e incluso de miedo por las que hemos pasado, aportando siempre el apoyo emocional que necesitaba. En otros lugares del libro me refiero a las desastrosas consecuencias patrimoniales que ha debido sufrir, no solo injustas, sino completamente injustificadas y a la paciencia con las que las ha soportado. Si algo bueno nos ha reportado este sufrimiento es que el frente común que establecimos nos ha unido, como pareja y como familia.
El resto de mi amplia familia también ha vivido con zozobra mis tribulaciones y me han transmitido su cariño y apoyo a lo largo de todo el proceso.
Y, qué decir de mis amigos. De lo poco que no he perdido en estos años ha sido amigos. Más bien los he ganado. Todas las personas de mi círculo familiar y de amistades han creído en mis razones y en mi inocencia de un modo categórico. No tengo palabras para agradecer este incondicional apoyo que me han prestado.
Con frecuencia, me he cruzado por la calle con personas que me conocen, que han sentido la necesidad de expresarme su opinión sobre la injusticia de mi situación. No citaré a nadie en especial, porque han sido numerosos y siempre olvidaría a alguien. Pero sí quiero referir, en particular, las palabras de aliento que he recibido de bastantes personas que ocupaban cargos de responsabilidad en la Junta de Andalucía, algunos de altísimo nivel.
En este capítulo de agradecimientos no puedo dejar de mencionar a las personas que me sucedieron en el cargo de Interventor General de la Junta de Andalucía, Rocío Marcos, Adolfo García, Vicente Fernández, Asunción Peña y Amelia Martínez. Todos ellos han tenido conmigo un trato y una consideración durante todos estos años que me han hecho mucho más fácil el desempeño de mi vida profesional y su necesaria compatibilidad con mis vicisitudes judiciales. Aunque no puedo dejar de destacar a Vicente Fernández quien, más allá de lo dicho, me brindó gestos públicos de reconocimiento y apoyo que recordaré siempre.
Mención aparte merece mi compañera y, sin embargo, amiga, Teresa Arrieta. Además de la amistad que nos une, la cercanía profesional que hemos tenido estos años la ha hecho depositaria de todos los sinsabores que me ha producido el proceso, que ella ha intentado mitigar con palabras y gestos de alivio que siempre le agradeceré. En otro lugar de este libro me refiero al Informe que presenté en el juicio, elaborado y suscrito por Teresa, que supuso para ella un esfuerzo y un compromiso que nunca olvidaré. Como explicaré en su momento, este Informe ha resultado determinante del fallo absolutorio.
Qué diré de Pepe Rebollo, mi abogado. Pepe me estuvo asesorando desde mucho antes de mi imputación judicial, en mis vicisitudes en la Comisión de Investigación, en mis cuitas con la Cámara de Cuentas de Andalucía, los interrogatorios de la Guardia Civil y otras cuestiones. De modo que no tuvo más remedio que hacerse cargo de mi defensa, cuando yo se lo pedí, que es lo primero que debo agradecerle. A lo largo de todos estos años ha tenido que soportar a un cliente molesto, especialmente exigente y puntilloso, al que habrá tenido ganas de mandar a paseo en más de una ocasión y, si no lo ha hecho, ha debido ser porque no solo es mi abogado, sino mi amigo. La tarea que ha debido afrontar ha sido de una gran exigencia, no solo por la complejidad del proceso, sino por su disparatado tamaño y desmesurada duración, en todas sus fases. Para lo que ha contado con la ayuda de los colaboradores de su despacho, Elizabeth Alcalá, Pepe Rebollo, jr., María Eugenia Quintana y Amalia Rebollo, a los que hago extensivo mi agradecimiento, por su paciencia y saber.
Lamentablemente, estos colaboradores no pueden ayudarle en el desafío que la vida le ha obligado a afrontar contra la insidiosa enfermedad que le diagnosticaron en mitad del juicio. Con inexplicable fortaleza, se enfrentó a los últimos interrogatorios y al informe de conclusiones definitivas, simultaneándolos con los tratamientos a los que era sometido. Con toda justicia, la mayoría de sus compañeros en el estrado y hasta el propio Tribunal le agradecieron en términos sumamente elogiosos su talante y profesionalidad. Y no era para menos: Pepe rechazó hacer uso de una facultad que nadie podría haberle reprochado ejercer, como era la de solicitar la suspensión del juicio. Si ellos se lo agradecieron y elogiaron, a mí me faltan palabras para ponderar como se merece tan extraordinaria conducta, que tanto dice de su pundonor y profesionalidad.
Qué más voy a decir. Él es el principal responsable del resultado final del juicio, algo que contará en su haber profesional como una victoria, y al que deberá unir mi más caluroso agradecimiento por haberla conseguido.
 
 
3. El inmenso daño que este proceso me ha ocasionado no tiene resarcimiento posible. Con todo, mi visión del asunto es aun más pesimista. La instrumentación del Derecho penal con finalidades espurias y todos los instrumentos legales que lo facilitan continúan plenamente en vigor y nadie repara en ello. La incuria de jueces y fiscales para oponerse a estos abusos, al menos en esta clase de delitos, no tiene viso alguno de ser corregida. La completa inoperancia de las normas procesales para la defensa de los derechos de los injustamente acusados durante la instrucción penal está completamente interiorizada por jueces, fiscales y abogados. Por todo ello, continuará habiendo impotentes víctimas inocentes como yo lo he sido.
La imputación penal es una carga que un ciudadano tiene la obligación de soportar, sin que pueda esperar, ni la norma prevea, resarcimiento alguno, en caso de que la causa se archive o concluya con la absolución del injustamente perseguido. Muchas veces he pensado a lo largo de estos años que una buena parte de los padecimientos que he tenido que sufrir por mi persecución judicial no ha tenido sentido alguno. La inutilidad de la fase de instrucción es una convicción que impregna las estrategias de los abogados, que son renuentes a plantear iniciativas durante esta fase del procedimiento, debido a su contrastada ineficacia. Probablemente, los propios jueces y fiscales son también conscientes de ello, a pesar de la batalla que están dando para que se derogue la tímida reforma que propugnó que las instrucciones penales deben ultimarse, como regla general, en el plazo de seis meses. Como cuento a lo largo del libro, en mi caso, esta inutilidad ha sido paradigmática. No ha sido hasta la sentencia que la Justicia ha tenido a bien leerse con atención (o leerse, simplemente) los numerosos documentos existentes en la causa, anteriores al juicio e incluso anteriores a mi imputación, demostrativos de mi inocencia. En el caso de la pieza política de los ERE se da, además, una circunstancia específica altamente significativa. En dicha pieza se ha investigado y después enjuiciado la conducta de titulares de órganos administrativos que, por definición, se expresa preceptivamente por escrito: acuerdos, resoluciones, informes y otras diligencias, la mayoría de los cuales obraba en la causa incluso antes de que dichas personas fueran imputadas. ¿Qué sentido han tenido, pues, las horas de declaraciones de imputados y procesados, que los jueces y tribunales oyen como quien oye llover, cuando la prueba de sus actos estaba en los documentos que constan en el sumario? ¿Qué necesidad había de personarse en una causa y de asistir a un juicio, cuando tu propia presencia resulta por completo inútil y, por tanto, perfectamente prescindible? Finalmente, todos los acusados hemos sido juzgados a la vista, fundamentalmente, de los documentos en los que constan los citados acuerdos, resoluciones, informes y otras diligencias (o su omisión o ausencia), sin que los testimonios de los inculpados hayan tenido valor alguno para el Tribunal. Ahí está la sentencia para quien quiera comprobarlo.
Visto lo visto, hubiera preferido que el juzgado me hubiera comunicado la apertura de una investigación contra mí, detallando sus pormenores, dándome la opción de personarme o no, según mis intereses. Si dicha opción hubiera venido acompañada de la confidencialidad, de modo que nadie se hubiera enterado de mi condición de imputado, de buena gana le hubiera dicho a la Juez: usted investigue y cuénteme qué descubre, pero no me haga padecer la pena de telediario; ya le haré llegar yo mi opinión sobre sus hallazgos.
Pero las cosas no son así. Yo he tenido que padecer la pena del telediario y, después, la pena de banquillo y, además, en Sevilla, la pena de los soportales de los juzgados y de la Audiencia, por los que he tenido que pasear a lo largo de casi 9 años en numerosas ocasiones.
Finalmente, he sido absuelto. ¿Quién me resarce de los perjuicios de toda clase que me ha reportado esta injusta persecución?
Si este libro tuviera el efecto de abrir las mentes y terminara formando parte de un debate social sobre esta cuestión me daría por satisfecho.
 



 
 
 
EL CASO DE LOS ERE
 
 
 
Como es bien conocido, el escándalo de los ERE surge a raíz de unas investigaciones que llevaba a cabo un juzgado de Sevilla, cuya titular era una conocida Juez cuyos nombre y apellidos no merecen aparecer en este libro, ni son necesarios para ilustrar al lector; a menos que usted, amable lector, sea persa, en cuyo caso, le aconsejo que consulte la edición de Andalucía de cualquier diario de cualquier día del período al que se refieren estas líneas y, con seguridad, se topará usted con el personaje.
No es fácil saber en concreto cuál era el contenido de las investigaciones que desarrollaba esta Juez, pues todo aquello en lo que metía las narices se convertía inmediatamente en una causa oceánica, en una causa general contra los gigantes o molinos que encontraba a su paso. Lo único que podemos saber con certeza es que la investigación se refería a la empresa pública gestionada por el Ayuntamiento de Sevilla, Mercasevilla. En el seno de esas investigaciones se descubrió que en el expediente de regulación de empleo (ERE) tramitado por la empresa, para la extinción de los contratos de un cierto número de trabajadores y subvencionado por la Junta de Andalucía, se había colado un intruso. Ya tenemos aquí tres de los elementos clave de este caso: expedientes de regulación de empleo, ayudas de la Junta e intrusos. En el Anexo I encontrará el lector una explicación sobre estos tres elementos y todos aquellos que permiten adquirir una idea general sobre este fenómeno.
En apretada síntesis, el esquema general de la causa de los ERE ha consistido en enjuiciar una política desarrollada por el Gobierno de la Junta de Andalucía de ayudas a trabajadores y empresas incursas en procesos de reconversión, cuyos principales elementos organizativos y presupuestarios son los siguientes:
a) La gestión de las ayudas la llevó a cabo la Dirección General de Trabajo de la Consejería de Empleo, que le encargó su pago al Instituto de Fomento de Andalucía, posteriormente, Agencia para la Innovación y el Desarrollo de Andalucía (IFA-IDEA).
b) La financiación de esta política se estableció a través de transferencias de financiación (TF), que es una figura presupuestaria que permite transferir fondos desde la Administración (Consejería de Empleo) a una entidad instrumental (IFA/IDEA), sin que en el momento de transferirle los fondos se realice ningún control sobre su destino.
La aplicación conjunta de ambos mecanismos vino a producir, de hecho, un debilitamiento de los controles a los que estaba sometida la ejecución de esta política que, en la vertiente judicial del caso se ha considerado que es la causa o el origen de los presuntos fraudes cometidos, además de otras anomalías, como las importantes desviaciones presupuestarias ocasionadas.
 



 
 
 
¿POR QUÉ SE CREÓ ESTE SISTEMA?
 
Vamos a iniciar la respuesta a esta pregunta mediante dos ideas que desarrollaremos a continuación. En la primera nos preguntamos el porqué del encargo a IFA/IDEA del pago de las ayudas, siendo así que la entidad, haciéndose cargo únicamente de dicha función de pago, no parecía aportar valor añadido alguno a la gestión administrativa. Y la segunda se refiere a si la circunstancia de disponer de un sistema sin controles de la intervención (y otros efectos, como la aparente ausencia de límites presupuestarios) fue o no buscada de propósito. Ambas ideas se encuentran interrelacionadas.
Cuando se acude a una entidad instrumental para que colabore con la Administración en la gestión de una línea de ayudas o subvenciones suele hacerse con la finalidad de que la entidad instrumental se haga cargo de las labores que entrañan una mayor carga de trabajo, como la recepción de la documentación que se exige a los solicitantes, su valoración y evaluación, y el análisis de los justificantes aportados por los beneficiarios, acreditativos de la realización de la actividad subvencionada o, en definitiva, del correcto destino dado a los fondos entregados. Pero, lo que es completamente inhabitual es que la colaboración demandada a la entidad instrumental consista exclusivamente en el pago de la subvención o ayuda. No podrá argüirse en este caso que IFA/IDEA dispusiera de una tesorería más boyante que la propia de la Junta de Andalucía, si se tiene en cuenta que los recursos de aquella proceden en un 98% del Presupuesto de la Junta.
¿Cuál fue, entonces, el motivo que impulsó a la Consejería de Empleo a optar por el sistema puesto en práctica, a pesar de su, llamémosle caritativamente, heterodoxia? Para resolver esta cuestión ofrecen una pista absolutamente reveladora unas manifestaciones del que fuera Consejero de Innovación y procesado en la pieza política del caso, Francisco Vallejo, cuando declaró en calidad de imputado aforado ante el Juez instructor del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA). Cuando el Magistrado Instructor le pregunta a Vallejo sobre las razones por las que, en su opinión, se produjo esa disociación entre la DGTSS, que gestionaba la concesión de las ayudas, e IFA/IDEA, que materializaba su pago, Vallejo, apelando a su experiencia como miembro del Consejo de Gobierno de la Junta durante 15 años, consideró que las razones de dicha disociación debieron de ser las siguientes:
a) Por un lado, evitar la fiscalización previa de las ayudas, por razones de agilidad.
b) Por otro lado, Vallejo afirmó, y citamos literalmente, que “el IFA tiene un presupuesto estimativo; por tanto, el IFA puede disponer de dinero, más allá de que en su presupuesto tenga una cantidad asignada.” Es decir, que se habría escogido una fórmula que permitiera gastar más de lo presupuestado.
c) Y, finalmente, aprovechar la tesorería de IFA/IDEA, “en momentos en que no tuviera tesorería la Junta.”
Expuestas las razones que justificarían la disociación por la que le inquiere el Magistrado Instructor, el Sr. Vallejo concluye diciendo lo siguiente: “Yo creo que esos fueron los elementos esenciales -imagino, estoy hablando de lo que puedo imaginar como una persona que ha estado 15 años en el Gobierno-, los elementos centrales por los que, digamos, se creó este sistema.”
Desde nuestro punto de vista, estas manifestaciones del Sr. Vallejo tienen una importancia extraordinaria y su relevancia va más allá de ser la explicación o justificación de por qué se puso en marcha un programa que excluía la fiscalización previa de las subvenciones, para convertirse en la auténtica piedra angular del asunto de los ERE, en general. En efecto, la autoridad de este transcendental reconocimiento deriva del hecho, destacado por el propio declarante en este pasaje de su declaración, de que el Sr. Vallejo es una persona que ha estado 15 años en el Gobierno y, lo que es más importante, que estaba en el Gobierno en los años 2000 y 2001, cuando fue objeto de deliberación en la Comisión General de Viceconsejeros, en tres ocasiones sucesivas, un proyecto de Decreto regulador de esta materia, cuyo contenido insinuaba los propósitos a los que se refirió el Sr. Vallejo y cuando, finalmente, se puso en marcha este sistema, sin norma específica, a través de los dos instrumentos idóneos para la consecución de dichos objetivos: la presupuestación de las TF (que requirió su aprobación por el Gobierno) y la firma del Convenio Empleo-IFA/IDEA, de 17 de julio de 2001. Y, por otro lado, sin duda se puede presumir que el Sr. Vallejo realizó estas manifestaciones con la libertad que le confería el hecho de que, cuando las hizo, no se encontraba imputado por actos o hechos relativos al diseño y puesta en marcha del sistema, sino por las actuaciones derivadas del ejercicio del cargo de Consejero de Innovación, que sólo ostentó a partir de 2004, cuando ya se encontraba plenamente asentado dicho sistema.
Por razones de todo punto inexplicables, esta declaración del Sr. Vallejo, obrando en el sumario de la pieza política, no salió a relucir a lo largo del juicio, por lo que el Tribunal no la pudo tener a la vista y resulta harto improbable que la haya llegado a conocer.
Con todo, no es el Sr. Vallejo el único que ha sido consciente de estas características del modelo implantado. Quien fuera Presidente de la Junta de Andalucía, Manuel Chaves, en una entrevista publicada el 22 de octubre de 2013 en la revista Vanity Fair, afirmó: “Es cierto que el procedimiento que se estableció fue inadecuado y adoleció de falta de controles.” 
Y la también Presidente de la Junta de Andalucía, Susana Díaz, en una entrevista radiofónica en la cadena SER, que tuvo lugar el 8 de noviembre de 2013, afirmó que: “Hay cosas que no hemos hecho bien y no pasa nada por reconocerlo”, como “subvencionar en exceso algunas cosas que no tenían control, si no, no tendríamos ahora un conflicto judicial como el de los ERE; es decir, no habría pasado eso si hubiese habido otro tipo de controles.”
Las conjeturas de Vallejo en el TSJA merecen ser tenidas en cuenta. Para este destacado y experimentado representante del Gobierno de la Junta de Andalucía, el diseño del marco administrativo y presupuestario de los ERE debió de obedecer a los objetivos de eludir la fiscalización previa de las ayudas y permitir la concesión de ayudas por encima de las disponibilidades presupuestarias. Las manifestaciones de los dos expresidentes que hemos mencionado no llegan a tanto, pero, a posteriori, parecen declararse conscientes de que eso fue lo que ocurrió.
 
Relacionada en parte con este asunto no me resisto a contar una anécdota que viví personalmente, relativa al Consejero de Empleo Antonio Fernández. Aunque no la puedo situar temporalmente con exactitud, estoy seguro de que sucedió en los primeros años de la década de 2000 y, en todo caso, en una época en la que Antonio Fernández era aun Viceconsejero de Empleo. La anécdota a la que me refiero tuvo lugar en el transcurso de una reunión con muy numerosos asistentes, celebrada en el despacho del Viceconsejero de Hacienda. En un receso de la reunión salió a relucir una crisis empresarial que se encontraba en todo su apogeo en esos momentos y, cambiando impresiones sobre la misma, Fernández le auguró un negro desenlace ya que, en ese caso, al contrario que en otros, empresa y trabajadores no habían tenido la suerte de que la Administración de la Junta les tocase con su “varita mágica”. Esta expresión es reveladora, evidentemente, de que la concepción íntima de este responsable del área de Empleo de la Junta de Andalucía era la de que, ante crisis empresariales y laborales, la Administración ostentaba o, al menos, ejercía unas competencias dotadas de un grado de discrecionalidad, más que portentoso, puramente mágico.
Ya que me he detenido en Antonio Fernández y, aunque no venga a cuento en este momento, referiré un sorprendente comentario que salió de su boca uno de los primeros días del juicio de la pieza política. En un receso de las sesiones se acercó a mí para decirme, en tono de disculpa, más o menos, lo siguiente: “lamento que por nuestra mala cabeza te hayas visto envuelto en este proceso.” Me pareció un gesto de distinguida sinceridad. Lástima que fuera desmentido por las continuas acometidas que, tanto él, como su abogado y su perito me propinaron a lo largo de todo el juicio.
 
 



 
 
 
EL PROCESO DE LOS ERE, ¿UN PROCESO POLÍTICO?
 
 
 
El proceso judicial relativo al caso de los ERE, en lo que se refiere a la incriminación de las máximas autoridades de la Junta de Andalucía, ha estado, desde sus inicios, altamente contaminado desde un punto de vista político, de modo que cabe la sospecha de que la propia inculpación de dichas autoridades pudiera haber estado basada, más en motivaciones políticas que jurídico-penales. En las líneas siguientes me propongo describir una serie de hechos y circunstancias, unos conocidos y otros no tanto, que podrían acreditar la verosimilitud de la afirmación que acabo de hacer.
La tesis incriminatoria principal, por la que han estado imputadas hasta 52 autoridades y funcionarios de la Junta de Andalucía, parte de la base de que en el seno de la administración andaluza se habría producido una supuesta trama, en la que habrían participado, desde los Presidentes de la Junta, hasta funcionarios de mediano nivel, que habrían amañado los presupuestos de la Junta de Andalucía y otros instrumentos legales, con el fin de facilitar el uso fraudulento de fondos públicos por otras personas.
Esta construcción teórica ha venido basándose, en buena medida, en un Informe pericial elaborado, a instancias del juzgado, por funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), organismo dependiente del Ministerio de Hacienda.
Pues bien, vamos a aportar datos por los que podría llegarse a la conclusión de que, si ha habido una trama, complot o contubernio en el asunto de los ERE, éste puede haber sido, precisamente, el que ha dado como resultado el referido Informe de los funcionarios del Ministerio de Hacienda, más que la supuesta maquinación de autoridades y funcionarios elucubrada en la instrucción del caso.
Las diligencias judiciales del caso de los ERE fueron incoadas en el mes de enero de 2011. Durante el primer año de instrucción, la Intervención General de la Junta de Andalucía (IGJA) fue requerida para que emitiera una serie de informes, sobre diferentes cuestiones relacionadas con los asuntos que estaban siendo investigados por el juzgado. Atendiendo a dichos requerimientos, la IGJA emitió los correspondientes informes, los remitió al juzgado y este los incorporó a la causa.
No obstante, más de un año después, la Juez solicitó al Interventor General del Estado que designara a funcionarios a su cargo, para emitir un dictamen sobre distintas cuestiones relacionadas con la investigación en curso. Varios son los aspectos que conviene resaltar de este encargo:
En primer lugar, llama la atención que se encomendara un dictamen sobre cuestiones que ya estaban siendo informadas por la IGJA, que, además, es un órgano que goza de una idoneidad indiscutiblemente superior que la de la IGAE, dado su conocimiento y experiencia sobre la materia objeto de informe.
En segundo lugar, hay que resaltar el hecho de que la Juez no pareció sentir la necesidad de dicho asesoramiento durante más de un año de instrucción, debiendo constatarse que tal necesidad, curiosamente, parece aflorar inmediatamente después de que el Ministerio de Hacienda y la IGAE tuvieran unos nuevos inquilinos, concretamente, los resultantes de las elecciones recién ganadas por el Partido Popular (PP) en noviembre de 2011. El Ministro era Cristóbal Montoro, diputado del PP por Jaén, y, en cuanto al Interventor General de la Administración del Estado que recibió el encargo de la Juez, se trataba (y se trata) de un cargo con rango de Subsecretario, nombrado por el Gobierno, a propuesta del Ministro de Hacienda.
En tercer lugar, debe constatarse, también, que la Juez otorgó libertad absoluta al Interventor General para designar a las personas que consideró conveniente, sin condicionamientos en materia de conocimientos o experiencia ni de ningún otro tipo. Por tanto, el juzgado puso en manos de una autoridad política la facultad libérrima de designar a los funcionarios requeridos. No hace falta decir que dicha libertad fue ejercida con largueza, ni tampoco que los superiores jerárquicos de los funcionarios designados resultaron ser el Ministro de Hacienda y el Interventor General del Estado, con todas las consecuencias que se derivan de dicha relación de dependencia, como, por ejemplo, la siguiente: resulta inverosímil que, tanto el Ministro, como el Interventor General se hayan desentendido de un asunto de tal transcendencia, llevado a cabo por funcionarios designados por ellos y que son sus subordinados jerárquicos. Esta dependencia jerárquica de los peritos de la autoridad política que los designó abona la sospecha de que su trabajo haya podido estar influido políticamente, poniendo seriamente en duda la neutralidad del informe pericial. Por otro lado, podría decirse que las conclusiones del informe pericial no pueden atribuirse en exclusiva a sus autores, sino que pueden ser consideradas como conclusiones del Ministerio de Hacienda que dirigía el Sr. Montoro.
Al hilo de esta cuestión, resulta relevante poner de manifiesto que, en la fecha en la que el juzgado hizo el encargo, estaba personado como acusador popular en la causa Juan Ignacio Zoido, posteriormente Ministro del Interior del PP y, entonces, Alcalde de Sevilla por el mismo Partido. En el Sr. Zoido concurren dos circunstancias que resulta oportuno destacar en este momento. La primera, es su probable interés en el resultado de la pericia solicitada por el juzgado, por las razones a las que nos referiremos más adelante. Y, la segunda, es que el Sr. Zoido y la Juez instructora, viejos compañeros en los juzgados de Sevilla, al parecer, mantienen una antigua relación de amistad.
Dejaremos para más adelante el importantísimo asunto de la cualificación profesional de los funcionarios designados. Vamos a destacar en este momento, que, en quien ha ejercido de jefe del equipo de peritos, Jesús Ruiz-Ayúcar de Merlo, concurre la circunstancia de haber sido administrador judicial de, al menos, media docena de empresas de la trama Gürtel. No tenemos constancia de los procedimientos llevados a cabo por los juzgados correspondientes para designar a esta persona administrador judicial, ni si en dicha designación se garantizó que no existiera relación previa con los dueños y gestores de las empresas de dicha trama. Pero sí puede afirmarse, sin temor a error, que no fue designado en virtud de concurso público. Conviene destacar, además, un dato adicional: de acuerdo con información procedente del Registro Mercantil, el Sr. Ruiz-Ayúcar podría haber simultaneado su condición de perito del Juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla, con la de administrador judicial de las empresas de la Gürtel. Ante lo que cabría preguntarse: ¿asesoraba este señor por la mañana al Juzgado n°6 de Sevilla, mientras ponía al corriente por la tarde a sus jefes del Gobierno del PP de los pormenores de las empresas de la trama Gürtel?
A continuación, vamos a aportar un dato desconocido hasta ahora. Se trata de que la relación entre el equipo de funcionarios de la IGAE (residente en Madrid) y el Juzgado n°6 de Sevilla dispuso de un interlocutor especial. Estamos hablando del Delegado Especial del Ministerio de Hacienda en Andalucía, Antonio Franco González, alto cargo del Gobierno central, designado por el Ministro de Hacienda. Este alto cargo entregaba en el juzgado que instruía la causa de los ERE documentos relacionados con los informes solicitados al equipo de funcionarios de Madrid y, como resultaría insólito que una autoridad como el Señor Franco se limitara a llevar sobres a la oficina judicial, cual mensajero de motocicleta, debemos pensar que su papel ha debido tener mayor alcance. Por ello, cabe preguntarse, ¿qué hacía este alto cargo del Gobierno central en el despacho de la Juez, acaso ayudarle a bruñir los informes preparados en Madrid por el equipo de funcionarios del Ministerio? ¿Recibió instrucciones el Delegado Especial de sus superiores del Gobierno central, en relación con sus despachos con la Juez que instruía esta causa?
Este curioso papel del Sr. Franco en el asunto llegó a mi conocimiento merced a que el propio interesado se jactaba ante propios y extraños de la cercanía que lo unía a la Juez que instruía el caso, que para él debería ser como una especie de timbre de gloria.
 
Mientras tanto, el Partido Popular siguió ejerciendo la acusación popular en la causa de los ERE. Una acusación que ha estado encabezada por Juan Ignacio Zoido, quien, por cierto, era el Delegado del Gobierno en Andalucía en las fechas en las que la Administración Central pagó las sobrecomisiones y metió a los intrusos a los que nos hemos referido anteriormente, en los expedientes de Azucareras Reunidas y de la Faja Pirítica de Huelva. Por otro lado, no deja de resultar chocante que el Sr. Zoido acabara convirtiéndose en el jefe jerárquico de las unidades policiales que vienen prestando auxilio judicial en la causa, incluidas aquellas que han detectado presuntas irregularidades cometidas por el Gobierno del que él fue Delegado en Andalucía.
Es de sobra conocido que las pertinaces derrotas electorales en Andalucía llegaron a producir en el PP y sus bases sociales una extrema exasperación. Puede decirse que este Partido llegó a renunciar a obtener el Gobierno de la Junta de Andalucía en buena lid, decidiendo utilizar el Derecho penal como única arma de oposición. En este marco, la causa de los ERE fue la estrella principal de la campaña de hostigamiento judicial al Gobierno socialista en la Junta llevada a cabo por el PP. Todo periodista andaluz bien informado sabe que el factótum del PP en Andalucía en aquellos años se jactaba en privado de “lo bien que (le) había salido el asunto de los ERE”. Aparentemente, ha sido así. Por un lado, el PP colocó de acusador popular a un amigo de la Juez instructora. Logró que ésta le otorgara a un ministro del PP de obediencia andaluza la facultad de designar a los peritos judiciales que, a la postre, han elaborado la principal y casi única prueba de cargo existente en la causa. Utilizó al Delegado Especial del Ministerio de Hacienda en Andalucía en funciones no explicadas ante la Juez instructora. Y, finalmente, consiguió que el Presidente Rajoy hiciera ministro y pusiera al frente de la policía judicial que auxilia al juzgado del caso al antiguo acusador popular y, además, exdelegado en Andalucía de un Gobierno sobre el que pesan graves sospechas de irregularidades en los ERE en los que participó.
 
Soy consciente de que ninguno de estos hechos individualmente considerados permitiría afirmar que nos encontramos ante una causa política. Pero, contemplados en su conjunto, arrojan todos ellos un aroma perfectamente distinguible.
Algún malpensado quizá quiera sacar la conclusión de que con este razonamiento tengo la pretensión de echar tierra encima a todo el asunto de los ERE, como si nada irregular o censurable hubiera; pero se equivocaría. Lo que se ha pretendido razonar en estas líneas es lo siguiente:
a) Que la causa de los ERE ha tenido y tiene una carga política que excede, con mucho, de su alcance penal. Este sesgo político del proceso es atribuible, en exclusiva, al PP, que ha utilizado a la Justicia para lograr en los tribunales lo que no le otorgaban las urnas.
b) En concreto, los hechos que han dado lugar a la incriminación de la cúpula política de la Junta en la pieza denominada del procedimiento específico, sólo ha seguido adelante merced a una prueba de cargo, que es un informe pericial ayuno de consistencia técnico-jurídica alguna y contaminado desde un punto de vista político.
c) Lo anterior no excluye la existencia de responsabilidades políticas. No obstante, de existir éstas, estarían ya más que ventiladas.
d) Tampoco excluye la posible existencia de responsabilidades penales en el reparto de los fondos, desde mi punto de vista, atribuibles, exclusivamente, a quienes tomaron las decisiones correspondientes (el otorgamiento y la ordenación del pago de ayudas que pudieran ser fraudulentas) y a quienes se lo facilitaron. En este punto, a la Administración del Estado se le atribuyen actuaciones de naturaleza similar a las realizadas por órganos de la Junta (intrusos y sobrecomisiones), sin que la Justicia haya tomado contra los presuntos responsables medidas similares en intensidad y extensión con la ferocidad empleada contra las autoridades y funcionarios de la Junta.
 



 
 
 
PRELIMINARES
 
 
 
Algún tiempo después, frente a la Juez campeadora, había de recordar aquella tarde en la que estuve a punto de ser Secretario General de Empleo. Si hubiera aceptado aquella oferta envenenada, la noche en la que terminó mi primera declaración en el juzgado me habría debido enfrentar a un más que seguro auto de prisión.
He dicho oferta envenenada. En la primavera de 2010 se produjo un cambio de gobierno en la Junta. Llevaba 10 años de Interventor General de la Junta de Andalucía y una tarde recibí la llamada del recién nombrado Consejero de Empleo, Manuel Recio, ofreciéndome el puesto de Secretario General de Empleo, un cargo con rango de subsecretario en su consejería. Conocía a Recio de su época de Secretario General de Economía, aunque no habíamos tenido más trato que el de compartir algún consejo de dirección ocasional y tenía la impresión de que era un hombre serio y solvente. Recio adornó su oferta con unos breves elogios a mi trayectoria e invocó expresamente la voluntad del reciente Presidente José Antonio Griñán.
La oferta fue completamente inesperada, y me pareció inoportuna y, además, inapropiada, de modo que llamé inmediatamente a Carmen Martínez Aguayo, la Consejera de Hacienda, de la que yo dependía orgánicamente, como Interventor General. ¿Cómo es que un miembro del gobierno recién llegado andaba metiendo la cuchara en otro departamento?, me preguntaba. La verdad es que pronto pude comprobar que el asunto estaba urdido entre todos, a iniciativa o con el visto bueno del Presidente, y habían decidido que dejara de ser Interventor General y pasase a desempeñar un cargo de mayor rango en la Consejería de Empleo. No obstante, el plan tenía un pequeño defecto: nadie consideró necesario consultar con el interesado este baile de cargos. Tanto Griñán como Carmen Aguayo sabían que yo llevaba años solicitando que se elevara el rango del Interventor General, equiparándolo al de los cargos equivalentes en la Administración del Estado y en las principales Comunidades Autónomas. Quizá pensaron que se trataba de una reivindicación personal y que correría detrás del ascenso que me proponían. Pero mi propuesta de que el Interventor General tuviera rango de subsecretario no perseguía un reconocimiento personal, sino, simplemente, que el organigrama formal de la Junta reflejara lo que era una realidad: que la Intervención General es uno de los órganos de mayor relevancia y complejidad en la organización de la Junta de Andalucía. Le expresé a Carmen Aguayo mi sorpresa por la oferta de Recio y mi intención de rechazarla y seguir ocupándome del cargo que tenía encomendado hasta ese momento, pero ella me dejó suficientemente claro que esa era la voluntad del Presidente y que, en todo caso, ya no seguiría siendo Interventor General, puesto en el que sería cesado de modo inminente.
Esta cuasi feudal política de recursos humanos tenía toda la impronta de Griñán. No olvidaré un episodio que vivimos en los días de su llegada a la Consejería de Economía y Hacienda en el año 2004. A través de los secretarios generales nos transmitió su interés en que todos los cargos de la Consejería, nombrados por la anterior titular del departamento, le presentáramos una carta de dimisión, como muestra de pleitesía al nuevo señor feudal del castillo. Por supuesto, me negué a cumplir semejante ucase. Yo había sido nombrado y había desempeñado el cargo de Interventor General y los anteriores como una prolongación de mi carrera profesional y no por ninguna clase de vasallaje de tipo personal o político y no tenía por qué presentar mi dimisión. Si me quería cesar, que lo hiciera. Por otro lado, la muestra de desafecto hacia mí de Carmen Aguayo que revelaba este episodio, sin duda tenía que ver con el par de ocasiones en las que, como Interventor General, es decir, en el ejercicio de mis funciones y competencias, tuve que decirle de modo irrevocable que no podía acceder a lo que, de modo perentorio, me pedía. No entraré en los sonrojantes detalles de estos asuntos.
Resulta imposible no caer en la tentación de pensar que, con aquella oferta, aparentemente interesante profesionalmente, se me estaba tendiendo una trampa que, ahora, con la perspectiva del tiempo y viendo todo lo que ha llovido desde entonces, bien cabe calificar de macabra. Recordando la ferocidad con la que la Juez campeadora trató a los responsables de Empleo que iniciaron la vía para regularizar todo el despropósito de los ERE y, en particular, al último Director General de Trabajo, Daniel Alberto Rivera, me produce escalofríos nada más que imaginar la suerte judicial que habría podido correr si a mi historial como Interventor General entre los años 2000 y 2010, le hubiera unido unos galones de alto rango en el departamento de Empleo de 2010 en adelante. Por eso dije antes que el día en que fui citado a declarar me habría enfrentado a un más que seguro auto de prisión, sólo eludible con una fianza de cifras mareantes.
Es curioso recordar que mis protestas acerca de mi absoluto desconocimiento de la materia de Empleo, como causa para rehusar la oferta que se me hacía obtuvieron como respuesta algo así como: “para lo que te queremos allí no es necesario que tengas un discurso en materia de empleo”. Quién sabe si lo que realmente me quisieron decir fue: “A ver si eres capaz de arreglar ahora lo que tanto has criticado en tus informes”.
Cuando percibí la inevitabilidad del cese como Interventor General le anuncié a Carmen Aguayo que me marchaba tranquilamente a mi casa. El resultado, en términos de una óptima gestión de recursos humanos no parecía muy brillante. Quien había sido Interventor General de la Junta de Andalucía durante 10 años, bajo cuatro consejeros distintos - por cierto, el mandato más prolongado en el cargo de la historia de la autonomía - se marcha a su casa, contra su voluntad, por una torpe gestión de equipos humanos. Para evitar esa lectura, quizá también porque era mejor tenerme cerca y controlado o vaya usted a saber por qué, el Gobierno se sacó de la manga un puesto de nueva creación, la Dirección General de Finanzas, al que se le encomendaría la puesta en marcha del Instituto Andaluz de Finanzas (INAFIN), organismo que yo dirigiría, una vez que empezara a funcionar. Este chiringuito fue creado por Magdalena Álvarez, con un cometido difuso, más relacionado con un cierto ánimo de emulación que con claras y específicas necesidades funcionales. Hacienda era la única consejería que no disponía de, al menos, una criatura personificada a la que poder encomendarle determinados proyectos e iniciativas que, por diversas razones, no era fácil o no era posible, en absoluto, llevar a cabo a través de los servicios ordinarios del departamento y el INAFIN vendría a cubrir esa carencia, supongo. No obstante, los objetivos explícitos que a mí me encomendaron de la nueva criatura fueron los de convertir al INAFIN en una especie de entidad financiera, a través de la que se gestionaría toda o una buena parte de una nueva política de fomento. Una política que, en lugar de basarse en la subvención, se basaría en los préstamos, los avales y otros auxilios financieros.
 
Lo cierto es que el día 14 de abril de 2010 cesé como Interventor General y fui nombrado Director General de Finanzas. Pronto fue evidente que el proyecto del INAFIN no fructificaría y, en vista de que el puesto para el que había sido nombrado no tenía competencia alguna, presenté mi dimisión, que no me fue aceptada hasta el mes de noviembre de 2010, siete meses después de haber sido nombrado y mes y medio después de haberla pedido.
 
Tras esta dimisión terminó un período de 17 años en los que había desempeñado sucesivamente tres puestos de designación gubernamental, reingresando, formalmente, al puesto de funcionario al que tenía derecho, según mi posición en el escalafón. No obstante, solicité, simultáneamente, la suspensión de mi incorporación al servicio activo, ya que tomé la decisión de realizar un largamente acariciado proyecto personal: intentar aprender inglés.
 
Y, así, en enero de 2011 inicié una estancia en Gran Bretaña de seis meses aproximadamente, con la intención de resolver mi sempiterno problema con el inglés.
Resultaría imperdonable que no dejara reflejado aquí mi inmenso agradecimiento a la generosidad de Mati, mi mujer, que, bastante más allá de consentirlo, cofinanció mi proyecto y me animó a realizarlo.
No me detendré en los pormenores de mi inolvidable aventura británica, porque no es el objeto de este libro. Pero sí realizaré algún apunte significativo para la trama principal que me propongo contar.
Cuando llevaba unas semanas viviendo en Londres tomé conciencia de la profunda transformación que había experimentado mi vida en poco tiempo. Empecé a vivir con una familia de origen italosudafricana, aunque la lengua materna de todos sus miembros era el inglés, el único idioma que conocían, por otro lado. Eran dos padres de unos 40 años y tres hijos de 9, 8 y 5 años, con los que desayunaba y cenaba cada día, además de compartir otros quehaceres cotidianos. Acudía a diario a una academia de 9 de la mañana a 4 de la tarde y dedicaba el resto del día a charlar con compañeros de la academia, hacer los deberes para el día siguiente, pasear, leer cualquier cosa o charlar con mi familia de acogida. Los fines de semana, desde el viernes, que salíamos un poco antes, hasta la noche del domingo los pasaba aplicando un riguroso programa que me llevó a recorrer todos los lugares mencionados en una guía de 300 páginas que utilizaba de orientación. A veces quedaba con compañeros para visitar ciertos sitios o simplemente para pasar el día, pero otras veces hacía las rutas sólo. No diré que conocí todo Londres, pero sí estoy seguro de que abarqué lo más relevante, a menos de que mi guía tuviera graves lagunas. Y no sólo Londres. En los seis meses visité también Oxford, Bath y Stonehenge, Brigthon, Windsor y Eton, Gloucester y Tintern Abbey, Leeds Castle y Canterbury, y desde Cambridge, donde pasé el último mes, visité Ely y Norwich.
Desde que llegué a Gran Bretaña me impuse una inmersión en lo que a medios de comunicación se refiere, dejando de leer, por completo, prensa en español y de oír o ver emisoras de radio o televisión en español. Esta es la razón por la que tardé algún tiempo en enterarme de que el asunto de los ERE se había convertido en un escándalo. Durante semanas, ignoré por completo que el asunto llenaba las páginas regionales de Andalucía de todos los medios, incluso los nacionales, que el contenido de los informes de la Intervención sobre IFA/IDEA que habían rozado el asunto estaba en boca de todo el mundo y que un juzgado de Sevilla había abierto diligencias para investigar posibles delitos. Bueno, un juzgado no, el juzgado por antonomasia al que, por arte de birlibirloque, le iban cayendo todos los asuntos que parecían tener carnaza suficiente para atizarle penalmente a responsables de la Junta de Andalucía y así desgastar al partido que llevaba más de 30 años gobernándola.
Mi primer contacto con el asunto fue una llamada de teléfono de Rocío Marcos, mi sucesora en la Intervención General, para contarme que la policía judicial había estado en sus oficinas preguntando por mi paradero y que le habían dado cuenta de que no me encontraba en España y le habían facilitado mis teléfonos.
Al día siguiente recibí una llamada de alguien cuyo nombre no recuerdo, pero que se identificó como miembro de la unidad de la policía judicial adscrita a los juzgados de Sevilla y me manifestó su interés en hablar conmigo personalmente. Yo ya sabía que el interés de la policía judicial en mis datos de contacto no era para enviarme un crisma en Navidad, lo cual me fastidiaba profundamente. No tenía ninguna gana de interrumpir mi estancia en Gran Bretaña, desplazarme a Sevilla (donde no pensaba volver en varios meses) para hablar con esos tipos de un asunto del que casi nada sabía y, encima, hacerme cargo de todos los gastos ocasionados. Por eso, con toda intención le pregunté a mi interlocutor que dónde sería esa conversación que querían tener conmigo, habida cuenta de que yo residía en Gran Bretaña en ese momento. Me pareció que mi pregunta le abrió al policía un escenario inesperado y prometió solicitar los permisos oportunos para desplazarse a Londres a entrevistarse conmigo.
Por lo demás, este primer breve contacto con el asunto me dejó una penosa impresión. Mi interlocutor me explicó que su interés en mí residía en conocer cuáles habían sido mis responsabilidades políticas (¿) en el caso. No deja de ser sorprendente que la policía judicial se interese por las responsabilidades políticas de un cargo público, aunque vaya usted a saber qué entendía aquel policía por tal cosa.
Tras esta llamada realicé determinadas gestiones tendentes a evitar tenerme que desplazar a Sevilla para la entrevista que se me reclamaba, pero, lo cierto es que no volví a saber nada de aquel policía ni volví a ser molestado por este asunto durante mi estancia en Gran Bretaña.
Después supe que la Juez de instrucción, en ejercicio de sus poderes plenipotenciarios, había despedido a los policías nacionales que actuaban a su mando como policía judicial en la causa y los había sustituido por la afamada Unidad Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil, que tardó algo más en entrar en contacto conmigo.
 



 
 
 
LA POLICÍA NACIONAL Y LA GUARDIA CIVIL
 
 
 
Para la historia del caso de los ERE queda que la caprichosa decisión de la Juez, de sustituir a la Policía Nacional por la Guardia Civil (UCO) en la investigación, fue una de las razones y quizá la más importante, de que la instrucción de esta causa se hiciera interminable. Para empezar, hizo inútil el trabajo de varios meses realizado por la Policía Nacional, que no fue aprovechado por la UCO y no solo por las sempiternas desconfianzas que al parecer se dispensan ambos cuerpos policiales. La otra consecuencia retardataria de la instrucción fue la encomienda a la nunca suficientemente ponderada y afamada UCO de las labores de investigación de los hechos.
Respecto al desaprovechamiento de los trabajos de la unidad de Policía Nacional adscrita inicialmente al juzgado, voy a contar, como prueba, uno de los lances más chuscos del caso, al que me referiré también más tarde, cuando pondere los vicios y virtudes (las menos) de esta Juez.
Una de las falacias más constantes que determinados medios de comunicación han propalado a lo largo del proceso y, que se encuentra en la base del rendido endiosamiento que le han profesado a esta Juez campeadora, se refiere a los supuestos y constantes obstáculos que le habría puesto la Junta de Andalucía a su labor investigadora. Como bien se comprende, esta idea es en extremo maliciosa. Con ella se quiere hacer notar que la autoridad política estaría encubriendo los propios delitos cometidos por los funcionarios y altos cargos de la Administración. Debo decir con toda la contundencia de que sea capaz que esta acusación es completamente falsa. El episodio que voy a narrar es claramente demostrativo de un auténtico patrón de conducta de la Juez y ayudará al lector a hacerse una idea de la verdadera naturaleza del asunto.
 
En el mes de mayo de 2012, nuestra Juez favorita dictó una diligencia destemplada, exigiéndole a la Junta de Andalucía la entrega de un informe de la IGJA que, según ella, ya lo habría requerido por dos veces y, además, deslizó la siguiente insidia: “Ha sorprendido enormemente a este juzgado que pese al requerimiento reiterado a la Junta (...) este órgano haya tenido conocimiento del informe a través de la documentación aportada con el recurso interpuesto (...) Lo que demuestra sin lugar a dudas el fácil acceso que las defensas pueden tener a la documentación de la Junta y las dificultades que la propia Administración pone a este juzgado”
 
Pues bien, el día 25 de mayo de 2012, el diario El País publica una información con el siguiente titular: “(La Juez)
A. reclama un informe que la Junta envío a la policía hace 14 meses”. En la información, el redactor explica que “la juez del caso de los ERE ha censurado a la Junta por no haberle entregado un informe clave de la Intervención General pese a que se lo ha exigido por dos veces y la Junta ejerce como acusación en el caso. Sin embargo, el Gobierno envió dicho informe a la policía judicial el 25 de marzo de 2011. Cuatro días después la policía remitió un oficio al juzgado en el que supuestamente figuraba la información, incluido en el sumario de la causa judicial”.
Cuando la Juez conoce esta información, se revuelve contra ella y dicta otra diligencia verdaderamente inusitada, fechada el mismo día (esto es diligencia judicial y lo demás son tonterías), en la que, entre otras cosas, afirma: “En dicho artículo se inserta el oficio que remite la Intervención General de la Junta de Andalucía, que como se puede observar no va remitido a este juzgado, sino al Sr. Jefe de Policía Judicial Adscrita. Tanto este documento, como otros muchos que recabó dicha Unidad, se encontraban en una habitación cedida por el Decanato de los juzgados de Sevilla, para su custodia por parte de la propia policía, a la que este juzgado no tenía acceso, pues incluso carecía de llave de la misma. Por consiguiente dichos informes nunca fueron incorporados a la causa, ni se pudo dar traslado de los mismos a las partes.”
 
Obsérvese todo lo que se dice aquí:
a) En lugar de disculparse por las acusaciones e insidias lanzadas contra la Junta por, supuestamente, no facilitarle la información que le pide y sí ponerla a disposición de algunos imputados, se desentiende del asunto con el increíble argumento de que la documentación puntualmente aportada por la Junta a la investigación judicial lo fue a través de la policía judicial, que, por cierto, fue quien la solicitó, bajo la dirección de la Juez, y no directamente al juzgado.
b) La policía judicial, al parecer, le ocultaba documentos a la Juez que dirigía sus pesquisas, guardándolos en un cuarto al que la Juez tenía vedado el acceso al carecer de llave. Sin comentarios.
c) En definitiva, la Juez se desentiende de todas las diligencias practicadas bajo su dirección por la policía judicial, como si juzgado y unidad de policía adscrita al juzgado fueran dos unidades, no solo ajenas, sino, al parecer, vinculadas por una profunda desconfianza recíproca.
Creo que sobra todo comentario. Como dije anteriormente, en este tipo de episodios y otros análogos se basa la patraña voceada por determinados medios políticos y periodísticos, de que las autoridades de la Junta no han parado de poner palos en las ruedas a las investigaciones judiciales de esta Juez tan peculiar.
 



 
 
 
DECLARACIONES ANTE LA GUARDIA CIVIL
 
 
 
Dos meses después de mi vuelta a España, tras mi estancia en Gran Bretaña, en el mes de septiembre de 2011, recibí en mi domicilio una llamada de alguien que se identificó como capitán de la Guardia Civil, en la que, en un tono cordial y hasta diría que amistoso, me manifestó su interés en tener una entrevista conmigo, para tratar de cuestiones relacionadas con la investigación que estaban desarrollando sobre el asunto de los ERE. El hecho de que mi teléfono particular se encontrara en aquel momento a nombre de mi esposa y no al mío me hizo percatarme de que las pesquisas sobre mí de la Guardia Civil ya tenían cierto recorrido.
El oficial me ofreció para la entrevista el lugar que yo prefiriera, una cafetería (¿) o las propias dependencias policiales. Este emplazamiento me resultó extraño, pero no necesariamente irregular, pese a la informalidad de la cita, de modo que no desconfié y acudí el día señalado al lugar de mi elección, el Cuartel de la Guardia Civil de la Avenida de Eritaña, en Sevilla.
El Capitán me recogió en la entrada del establecimiento y me introdujo en una estancia en la que había dos personas más, identificadas también como guardias civiles, una de ellas a los mandos de un ordenador. Todos iban de paisano.
La entrevista duró cuatro horas, nada menos, y en ella fui preguntado por una serie de pormenores sobre la tramitación de las ayudas de los ERE, las funciones de la Intervención General y otros extremos. Al término me marché y no supe más hasta un mes aproximadamente después, cuando volví a recibir otra llamada del mismo Capitán, en la que me citaba de nuevo, pero esta vez con cierta formalidad, pues me indicó que el motivo de la cita era ser interrogado como testigo, diligencia de la que se levantaría acta. También me dijo que si no estaba satisfecho con la cita telefónica me citaría formalmente por escrito.
Acepté, de nuevo, la cita telefónica y acudí al mismo lugar el día señalado. Ese día, en la estancia había una persona más, un Comandante que se mantuvo reservado en un rincón, sin apenas intervenir a lo largo del interrogatorio. Como después he sabido, este Comandante era quien, al parecer, dirigía las investigaciones y gozaba de la absoluta confianza de la Juez instructora. Uno de mis compañeros interventores que declaró después que yo me contó una anécdota que se produjo al término de su interrogatorio. En tono informal, mi compañero, al despedirse de los guardias, les expresó su deseo de que todo cuanto había declarado convenciera a la juez instructora y quedasen aclaradas definitivamente las dudas que la susodicha pudiera albergar. El Comandante, con el aire de fatua suficiencia que se gastaba, le indicó a mi compañero que ya se encargaría él de hacerle entender a la Juez lo que él mismo considerara conveniente. Según se supo en el juicio, donde declaró como testigo, este mismo Comandante es el que visitaba a la Juez campeadora en su propio domicilio. También se le vio vivaqueando por la sala de vistas en algunas de las sesiones del juicio, en funciones no explicadas, supongo que en días francos de servicio.
Este segundo y formal interrogatorio se extendió a lo largo de otras cuatro horas. Cuando habían transcurrido dos horas, los agentes me ofrecieron un descanso, ofrecimiento que decliné, deseoso de terminar cuanto antes aquel engorroso trámite. No obstante, el descanso se produjo y, comoquiera que los cuatro agentes abandonaron la sala, dejándome allí solo, deduje que más que descansar, lo que ellos necesitaban era un receso para corregir a mis espaldas su estrategia, en vista de lo que venía declarando.
Al término del interrogatorio me entregaron el borrador del acta que había ido siendo redactada al hilo de preguntas y respuestas por uno de los agentes. Propuse pequeñas correcciones en el texto, alguna de las cuales irritó visiblemente al Comandante, probablemente porque entendió que con la redacción que yo proponía quedaba reducida la carga incriminatoria contra otras personas o contra mí mismo. Me mantuve firme en que lo que yo había declarado era lo que yo decía y no lo que estaba escrito en el borrador y finalmente quedó constancia en el acta de mi opinión.
Un tiempo después, la UCO entregó al juzgado un voluminoso atestado2, en el que daban cuenta de diversas diligencias practicadas, en relación con una de sus líneas de investigación, conteniendo sus comentarios sobre mi declaración. El dichoso tema del informe de actuación fue objeto de una de sus preguntas durante el interrogatorio, a la cual yo respondí brevemente, pronunciándome sobre la improcedencia de su emisión en su momento, en los mismos términos que siempre lo he hecho. Pues bien, en el atestado, la UCO dice lo siguiente sobre el particular:
 
“• En relación con la obligación incumplida (a juicio policial) por parte de la IGJA de confeccionar los informes de actuación en el caso de que los responsables de la empresa pública controlada no adoptaran las medidas necesarias para solventar las deficiencias observadas, manifiesta (se refieren al declarante, es decir, a mí):
«Que la IGJA NO EMITIÓ en ningún caso el INFORME DE ACTUACIÓN por dos motivos: PORQUE LAS DEFICIENCIAS NO CORREGIDAS CORRESPONDÍAN A LA CONSEJERÍA DE EMPLEO Y NO A IFA/DEA QUE ERA LA AUDITADA, y en relación al menoscabo de los fondos públicos, no se emitió porque NO HUBO NINGUNA RAZÓN ENTONCES PARA EMITIR EL INFORME, YA QUE EL POSIBLE MENOSCABO A LOS FONDOS PÚBLICOS SE HA CONOCIDO DESPUÉS.»
Esta última aseveración al respecto de que el menoscabo a los fondos públicos se supo después, no es compartido en modo alguno por el agente que suscribe, considerando que SÍ debió ser emitido dicho informe al encontrarse ese supuesto perfectamente integrado en lo que regula el precitado Decreto 9/1999 de 19 de enero.”
 
Obsérvese la osadía del agente que suscribe. Al ser preguntado por los motivos por los que la IGJA no emitió un informe de actuación, yo referí en mi respuesta determinados hechos, sin hacer ninguna valoración jurídica. Lógicamente, los hechos a los que yo me refería están directamente relacionados con los presupuestos legales en virtud de los cuales debe emitirse dicha clase de informes. Pero, mi respuesta no abre ninguna controversia de carácter jurídico, ni la naturaleza de la investigación que llevaban a cabo el agente que suscribe y sus adláteres les habilitaba para terciar de ese modo en el asunto. Pues, a pesar de todo ello, el agente que suscribe desprecia los hechos que yo le ofrezco (las deficiencias eran de la Consejería de Empleo y no de IFA/IDEA y en aquellos momentos no se tuvo conocimiento del menoscabo de fondos públicos), que es lo que debería haber valorado y concluye con una aseveración de carácter jurídico, desprovista por completo de la más mínima argumentación técnica. El atestado viene a decir: “la IGJA debió emitir un informe de actuación, porque yo lo digo.”
Pero esta fue y me imagino que sigue siendo una constante en las investigaciones de la UCO a lo largo de toda la instrucción de la causa. Los agentes encargados se constituyen en auténticos catedráticos de Derecho administrativo, financiero, mercantil, etc. y pontifican sobre todo tipo de asuntos sobre los que carecen clamorosamente de la cualificación adecuada (o de la más mínima cualificación) y que, además, se encuentran al margen de la naturaleza de sus funciones como policía judicial.
Mis relaciones con la UCO terminaron ahí y no supe más de ellos hasta que me los encontré en el juicio. Según pude comprobar, en la vista oral continuaron enseñoreando su impronta de catedráticos de Derecho, esta vez con el beneplácito del Presidente del Tribunal, que les permitió hacer a su antojo toda clase de interpretaciones de carácter jurídico.
 



 
 
 
COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN
 
 
 
El 14 de junio de 2012, casi un año y medio después de iniciada la instrucción judicial sobre el asunto, el Parlamento de Andalucía aprobó la creación de una comisión de investigación sobre las ayudas de los ERE concedidas entre 2001 y 2010. El PP lo había intentado reiteradamente durante la legislatura anterior, pero sus iniciativas siempre chocaron con la mayoría absoluta del PSOE. En junio de 2012, el PSOE había perdido la mayoría absoluta y necesitaba de Izquierda Unida, con la que gobernaba en coalición y este partido era firme partidario de la comisión de investigación.
Para entender el desarrollo y las conclusiones de la Comisión de Investigación, en lo que a mí me concierne personalmente, es importante no olvidar estos datos recién mencionados: IU impulsó y apoyó la creación de la Comisión, pero gobernaba en coalición con el PSOE. Estas dos circunstancias obligaron al PSOE a sumarse a la iniciativa, aunque arrastrando los pies y, por otro lado, colocaron a IU en una situación ridícula en el desarrollo de la Comisión de Investigación, de la que pretendió salir culpando al Interventor del fiasco de los ERE, como veremos más adelante.
Era evidente que no me iba a librar de comparecer en el aquelarre, toda vez que uno de los elementos más aireados del escándalo habían sido las auditorías de IFA/IDEA realizadas por la Intervención General, en las que habíamos detectado serias deficiencias administrativas y presupuestarias sobre el asunto.
El calendario de comparecencias ante la Comisión había previsto mi comparecencia en el tramo final y casi inmediatamente antes que los expresidentes Chaves y Griñán.
La estrategia de los principales responsables del Gobierno de la Junta que intervinieron antes que yo fue clara: su conducta no merecía reproche alguno, por cuanto fue guiada en todo momento por los criterios de la Intervención de la Junta. Como muestra de ello transcribo, a continuación, algunos breves pasajes de las comparecencias de los consejeros de Empleo, José Antonio Viera, Antonio Fernández y Manuel Recio y de la Consejera de Hacienda, Carmen Martínez Aguayo:
 
José Antonio Viera
“Y voy a concluir esta primera intervención para decir que a lo largo de mis cuatro años de mandato como Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico, desde abril de 2000 a mayo de 2004, no he recibido ni por escrito ni verbalmente ninguna recomendación de quien pudiera certificar o no la legalidad del procedimiento, la legitimidad de los presupuestos o el comportamiento de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico. Y cuando digo ninguno es ninguno. Lo digo para ilustrar ahora las preguntas. Que, en el caso que me vayan a preguntar sobre informes de la Intervención, como no he tenido ningún informe de la Intervención, pues, contestaré rotundamente que no.”
(…)
“A lo largo de cuatro años en los que yo soy Consejero, ese convenio3, la referencia de ese convenio ha pasado por este Parlamento, por las Comisiones de este Parlamento, ha pasado por la Intervención General, ha pasado por la Intervención delegada, ha pasado por la Secretaría General Técnica, ha pasado por la Confederación de Empresarios, ha pasado por los sindicatos... Es decir, que durante cuatro años —y no voy a referirme a los seis restantes, que es lo que se está investigando— ese convenio, que es el que da pie a todo el trabajo posterior que se ha hecho, nunca, nunca ha tenido ni una sola referencia negativa por parte de la Intervención.”
 
Manuel Recio
“Sí, en cuanto a lo que usted habla de Intervención, de si se tiene en cuenta o no se tiene en cuenta, le aseguro que todos los gestores que estamos en la Junta de Andalucía tenemos en cuenta lo que la Intervención nos dice. ¿Por qué? Porque es que la Intervención es quien fiscaliza, es la llave que abre y cierra las posibilidades desde el punto de vista administrativo. Todos hacemos caso a la Intervención. Y en este caso, a lo que usted me dice, yo creo que las alegaciones..., no son alegaciones, la Intervención lo que hace en esos informes es expresar una opinión sobre el procedimiento, pero no emite ninguna discrepancia, no hay ningún tema de informe de actuación. No hay ningún reparo.”
 
Antonio Fernández
“Con todo lo expuesto, Señorías, insisto, creo que queda meridianamente clara, por no decir transparente, la existencia de una partida presupuestaria con tres características, que eran aprobadas: es gestionada por un procedimiento específico, tenía una finalidad concreta y poseía unos destinatarios globalmente identificados. Y estas tres características están sustentadas en tres filtros que ha de pasar por parte de la Intervención —un filtro más que las ayudas gestionadas por los procedimientos ordinarios—. Esta partida, que sus Señorías aprobaban, pasa un primer filtro en los Presupuestos Generales, como he descrito anteriormente. Posteriormente, pasa un segundo filtro a la hora de transferir el dinero desde la Dirección General de Trabajo al IFA, que no lo puede hacer si no es con la aprobación, el informe favorable, de la Intervención General, Dirección General de Presupuestos y aprobación de la Consejería de Economía y Hacienda, y su publicación en BOJA. Y, finalmente, un tercer filtro, en la Intervención permanente e informe anual del IFA. Con lo cual queda claro que ni de oculto ni de descontrol se puede hablar de este procedimiento especifico.”
 
Carmen Martínez Aguayo
“El señor CARMONA RUIZ
— (…) ¿nos podría decir a qué controles estaba sometido el programa 31L?
La señora MARTÍNEZ AGUAYO
— En el marco de sus competencias, por la Intervención General, como responsable del control, con plena autonomía. Esos son los controles que hacía.
El señor CARMONA RUIZ
— ¿Pero el programa 31L estaba sometido a control previo, a fiscalización previa?
La señora MARTÍNEZ AGUAYO
— El programa 31L estaría sometido a los procedimientos que la Intervención considerara adecuados en relación con...
El señor CARMONA RUIZ
— (…) Me refiero a los expedientes de concesión de ayudas, ¿a qué control estaban sometidos?
La señora MARTÍNEZ AGUAYO
— A los controles que el interventor decide en cada caso.”4
 
Como se ve, la tesis central de los consejeros fue: la Administración, al parecer, camina al ritmo que le marca la Intervención y, en este caso, la Intervención no dijo nada o, en el mejor de los casos, lo que dijo fue tan insignificante que nadie se sintió compelido a actuar. Y, por otro lado, los controles a los que está sometido el gasto público y las diferentes entidades del sector público que lo gestionan no están establecidos en las leyes, sino que los establece la Intervención General, al parecer, a capricho.
 
El formato de las comparecencias acordado por la Comisión preveía que el compareciente realizara una primera intervención, en la que expusiera con libertad lo que estimara conveniente. A continuación, se sometería a las preguntas de los tres grupos parlamentarios (IU, PSOE y PP), otorgándose al compareciente un turno final.
Con la perspectiva del tiempo transcurrido me doy cuenta de que casi todo lo que sé sobre este asunto es lo que analicé y estudié mientras preparaba mi comparecencia ante la Comisión. Me tomé en serio la tarea, consciente de la importancia de la misma y con la finalidad de ser útil para el esclarecimiento de los hechos que pretendían investigarse. La Intervención General había expresado su opinión sobre cuestiones relacionadas con la gestión de estas ayudas, casi exclusivamente, con ocasión de las auditorías que realizó sobre la entidad IFA/IDEA y debo reconocer que, cuando saltó el escándalo, en los primeros meses de 2011, sólo guardaba en mi memoria un vago recuerdo del asunto. De acuerdo con una práctica que yo había implantado, el Interventor General se limitaba a dar traslado de las auditorías firmadas por los interventores actuantes a sus destinatarios legales. Con motivo de la firma de los escritos por los que se remitían las auditorías yo tomaba conocimiento de su contenido, que era mayor o menor, en función de diversas circunstancias: la importancia de la entidad auditada o el conocimiento que pudiera tener de la misma, las advertencias que pudiera hacerme el autor del informe y otras razones.
Para entender esta función que realizaba el Interventor General es preciso destacar algunos datos de contexto. La Intervención General de la Junta es una estructura de la que forman parte más de 60 unidades de control (intervenciones delegadas y otras unidades) que producen anualmente centenares, por no decir miles de informes, la mayoría de los cuales el Interventor General ni siquiera llega a conocer. El Instituto de Fomento de Andalucía, más tarde Agencia para la Innovación y el Desarrollo de Andalucía, era entonces una de las más de 200 criaturas personificadas que poseía la Junta de Andalucía en aquel momento, todas las cuales estaban sujetas al control de la Intervención General. La Intervención General realizaba anualmente tres informes sobre IFA/IDEA, de los cuales era responsable un interventor delegado. El Interventor General no realizaba las auditorías ni las firmaba. Como he dicho, se limitaba a dar traslado de las mismas a sus destinatarios.
En las semanas previas a mi comparecencia mantuve dos o tres reuniones con Carmen Aguayo, siempre convocado por ella, a alguna de las cuales asistió, también, Antonio Lozano, entonces Viceconsejero de la Presidencia. Supongo que querían conocer los pormenores de mi intervención, y, aunque debo reconocer que no recibí presiones que pueda calificar como insoportables sí recibí una recomendación y un triple ruego, procedentes, al parecer, del propio Presidente Griñán.
La recomendación fue que hiciera valer el trabajo desarrollado por la Intervención General en el asunto, algo juicioso y lógico, por otro lado.
En cuanto a los ruegos, se me pidió que afirmara que en el desempeño de mi puesto nunca se había perturbado la independencia que la Ley le reconoce al Interventor. En segundo lugar, que aseverara que la Intervención, en las materias que investigaba la Comisión, no había detectado ningún supuesto de fraude o menoscabo de fondos públicos. Y, finalmente, que no empleara el término ilegal o ilegalidad para calificar las deficiencias o irregularidades que se habían hecho constar en las auditorías de IFA/IDEA.
La verdad es que ninguna de las peticiones me planteaba ningún problema.
La recomendación de que sacara partido del papel de la Intervención General en el caso me satisfizo especialmente, porque me hizo creer, además, que se trataba de una recomendación sincera. En buena lógica, si la Intervención General, un departamento dependiente de la Consejería de Hacienda, funcionó adecuadamente, es algo que figurará en el haber del Consejero de Hacienda y, por tanto, de Griñán.
En lo que se refiere a los ruegos, los dos primeros eran la pura verdad y, no sólo no tenía ningún inconveniente en acceder a lo que se me pedía, sino que se trataba de dos ideas que debían formar parte de mi discurso ante la Comisión, aunque no me lo hubieran pedido. El tercero de ellos tiene más que ver con un componente irracional de la política y de los procesos de comunicación entre el poder y la opinión pública, en los que el lenguaje juega un papel fundamental, para enfatizar, velar o dirigir. Así lo entendí y no encontré ningún problema sintáctico, en mi intervención, para sustituir el término ilegalidad por el de incumplimiento legal u otros similares, orillando las palabras malditas.
Yo, por mi parte, reclamé garantías de que el molesto asunto del informe de actuación no seguiría utilizándose como añagaza para eludir responsabilidades, endosándoselas a una sugerida negligencia de la Intervención de la Junta, que no habría emitido tal clase de informe, debiendo haberlo hecho, lo que explicaría, según esta artimaña, la pasividad de Griñán y otros. Claramente se me dijo que no era posible ofrecerme tal garantía. Evidentemente, tras esta negativa, ellos debieron saber que yo sabría a qué atenerme.
Unas semanas antes de mi comparecencia le pedí a mi amigo Antonio Estepa que me acompañara en mi declaración. Antonio había sido mi superior jerárquico inmediato durante los años en los que desempeñó la Secretaría General de Hacienda. Los comparecientes teníamos derecho a ir acompañados de una persona, algo previsto, probablemente, para que aquellas personas que se encontraban en ese momento imputadas en la causa de los ERE pudieran ir acompañadas de su abogado. Yo utilicé la posibilidad que se me brindaba para buscar el calor de un amigo en un momento que barruntaba difícil. Antonio aceptó de inmediato, algo que siempre le agradeceré. En los días previos a mi comparecencia le envié el borrador de mi intervención para que la conociera y me diera su opinión, que enriqueció aquella con valiosas aportaciones. Un par de días después de nuestro intercambio de textos y sugerencias vía correo electrónico, la UCO citó a Antonio a declarar como testigo, dentro de las investigaciones que venía desarrollando por orden del juzgado. Ambos pensamos inicialmente que su citación tenía que ver con una posible interceptación de los correos electrónicos por la UCO. Con el tiempo he descartado dicha conexión, de la que nunca tuvimos pruebas, pero siempre quedará en mi mente la desagradable sensación de haber implicado a mi generoso amigo en un asunto del cual estaba él por completo ajeno en aquel momento, pero que, a la postre, le costó la demente imputación que padeció y el injusto procesamiento que lo llevó a juicio. Por cierto, Antonio Estepa fue llevado a juicio por el mero hecho de haber elevado a la Consejera de Hacienda, para que ésta, a su vez, lo elevara al Consejo de Gobierno, para su aprobación, un expediente de modificación presupuestaria de la partida de los ERE, de los 21 que se tramitaron en el período. Y de haberlo hecho, además, sustituyendo al responsable de dicho trámite, que se encontraba enfermo en ese momento (nuestro inolvidable amigo Antonio Roig), ya que no era un asunto de su competencia. Como lo oyen.
Mi intervención en la Comisión de Investigación completa puede consultarse en el Diario de Sesiones del Parlamento y su impacto en los medios, en los diarios del día siguiente. El objetivo que perseguí y creo que cumplí con solvencia fue doble. Por un lado, me propuse explicar el marco administrativo y financiero en el que se había desenvuelto la gestión de las ayudas de los ERE, destacando que, de acuerdo con la Ley, dicho marco constreñía las funciones de la Intervención a un ámbito francamente exiguo. En segundo lugar, demostré que la Intervención cumplió con sus obligaciones legales de control, pese a la estrechez de nuestras competencias en el asunto, y produjo numerosos informes en los que se advertía de irregularidades y deficiencias que debieron merecer la atención de sus destinatarios, en particular, de las autoridades de la Consejería de Empleo. Desde mi punto de vista, con ello cumplía, ni más, ni menos, que con la principal recomendación que había recibido del Presidente.
En la parte central de la comparecencia contesté a las preguntas de los tres diputados de los grupos presentes en la Comisión: Alba Doblas, por Izquierda Unida, Antonia Moro, por el PSOE y Rafael Carmona, por el PP.
El interrogatorio de Alba Doblas fue inofensivo. En aquel momento Izquierda Unida aun no se había dado cuenta de que su furor inquisitivo en el asunto de los ERE, que le había llevado a hacer la pinza con el PP e imponer al PSOE la creación de la Comisión de Investigación, podría llegar a ser suicida para sus intereses políticos como miembro del Gobierno de la Junta. De modo que la diputada Doblas aun no me veía como chivo expiatorio y sus preguntas no me causaron ningún problema. Más allá de la dificultad que entraña explicarle determinados pormenores de los procedimientos administrativos y presupuestarios a quien demostraba ignorarlo todo sobre la materia. Y eso que estamos hablando de una licenciada en Derecho.
Las preguntas de la representante del PSOE, en cambio, fueron insidiosas. La diputada Moro se pasó toda la comparecencia mirando una tableta y aporreando su teclado. Debe de ser interesante conocer los correos electrónicos que envió y recibió esta señora aquella tarde. Yo tengo una hipótesis. Una buena parte de las preguntas del PSOE iban dirigidas a tratar de implicarme en el proceso de elaboración del Presupuesto de la Junta. Se trataba de una estrategia dirigida a sugerir dos cosas. Por un lado, que la cuestión de las transferencias de financiación estaría en el Presupuesto de la Junta de Andalucía poco menos que por iniciativa de la Intervención General. Y, por otro lado, que la Intervención General tendría un papel de tal relevancia en el proceso de elaboración del Presupuesto y de su Ley reguladora, que sería responsable de no haber previsto los mecanismos necesarios para impedir que el fraude de los ERE hubiera tenido lugar y para atajarlo a tiempo, una vez producido. Y, si no fue así, se debería, sin duda, a la negligencia del Interventor General, por no utilizar los prodigiosos poderes, incluso legislativos, de que estaba dotado. En otro lugar de este libro me refiero al correo electrónico que el que fuera Secretario General de Hacienda, Buenaventura Aguilera, le remitió al anterior Viceconsejero y, posteriormente, Consejero de Hacienda, José Salgueiro y éste, a su vez, a Magdalena Álvarez, en el que el primero argumenta, precisamente, estas dos ideas que acabo de señalar: que la “arquitectura” de las transferencias de financiación sería una creación de la Intervención General (la Intervención como arquitecto del fraude de los ERE) y que la capacidad normativa de la Intervención era de tal naturaleza y potencia que sus propuestas se convertían en Ley del Parlamento de Andalucía con sólo ser formuladas (el Interventor General como el gran legislador presupuestario). Sencillamente ridículo.
Por tanto, la estrategia de convertirme en la cabeza de turco de los ERE estaba diseñada sin reparar en medios: para sus promotores, el Interventor General era el gran factótum del Presupuesto de la Junta y, por tanto, a él le correspondería toda la responsabilidad derivada de una deficiente configuración de las partidas presupuestarias o de los defectos e insuficiencias de la Ley del Presupuesto para evitar un empleo fraudulento de los recursos públicos.
En vista de todo lo anterior y negándole a la diputada Moro capacidad propia para perorar sobre estos asuntos, me permito insinuar que toda la batería de preguntas que me formuló estuvo dictada desde la Presidencia de la Junta por el mismísimo Viceconsejero de la Presidencia. Antonio Lozano, antes que Viceconsejero de la Presidencia, que era en ese momento, había sido Director General de Presupuestos y sosias de Buenaventura Aguilera, que lo sustituyó en el cargo. Como he podido saber por otras informaciones cuyas fuentes no debo revelar, Antonio Lozano es la persona a la que Griñán le encomendó la fontanería del caso y yo lo imagino aquella tarde ejerciendo de gran maestre de las cañerías de San Telmo, intercambiando correos electrónicos con la diputada que usaba febrilmente su tableta, incluso mientras me hacía preguntas.
Tiene cierta lógica que quienes habían sido los principales responsables del Presupuesto de la Junta durante casi todo el período de los ERE trataran de eludir sus responsabilidades, del tipo que fueran, desviándolas hacia otro lugar. Lo que no es tan lógico es que esto pretendiera hacerse atribuyéndole falsariamente a la Intervención General un papel en el proceso presupuestario de la Junta, que es, precisamente, el papel que le atribuye la Ley a la Consejería de Hacienda y a la Dirección General de Presupuestos, en particular.
El interrogatorio de Rafael Carmona no fue agresivo, lo que no quiere decir que fuera fácil, pues, pretendió que yo calificara con caracteres gruesos las deficiencias e incumplimientos detectados en las auditorías de los ERE. Creo que salí con bien del trance y días después, cuando me encontré con el diputado en una exposición de fotografía, le agradecí el tono empleado en sus preguntas.
Por lo demás, causó un cierto revuelo la alegoría que utilicé para explicar la relevancia de los informes de la Intervención General y la importancia de tomarlos en consideración. Lo que dije fue, literalmente, esto:
 
“Ante la evidencia de las deficiencias advertidas, se podría argüir que la Intervención podría haber hecho otra cosa distinta, no se me ocurre qué; pero lo que nadie podrá decir es que el camino seguido no fue adecuado, o que fuera equivocado, y mucho menos que había algún cauce legal específico aplicable al caso que fuese deliberadamente, ni siquiera inadvertidamente, orillado, evitado o eludido por la Intervención General.
Debo decir que considero especialmente pernicioso un planteamiento que subyace en algunas opiniones sobre esta cuestión, algunas de las cuales han tenido un amplio eco en los medios de comunicación. En ningún caso es admisible considerar, como a veces puede oírse, que los destinatarios de las auditorías no deban sentirse concernidos ni obligados a solventar las deficiencias que las mismas reflejen mientras la Intervención General no detecte un supuesto de fraude o no emita tal o cual informe. Si prosperase esta opinión, el control financiero de la Intervención General resultaría una ocupación fútil e inane, ya que sus destinatarios, por más graves que fueran las conclusiones de la auditoría, no se sentirían incumbidos por la misma.
Con independencia del procedimiento o de actuaciones concretas previstas en la norma, la importancia de una auditoría, como dije antes, reside en su contenido, y, si este pone de manifiesto la presunta existencia de graves deficiencias de gestión, ello obliga a su destinatario a tomar medidas, aunque dichas deficiencias no constituyan fraude o menoscabo de fondos públicos.
En este sentido, debo decir que carece del más mínimo apoyo legal la omisión de medidas de corrección de las deficiencias basada en que la Intervención no tituló su informe de determinada manera, no emitió informe de actuación o no repitió el informe al año siguiente; pero —permítanme, Señorías— lo más elemental de esta omisión no es que carezca de apoyo legal, sino que carece de sentido común, porque, si su vecino le advierte a voces por la ventana de que salen llamas por el extractor de humos de su cocina, usted ¿qué haría? ¿Llamaría inmediatamente a los bomberos para evitar una probable catástrofe o esperaría a que su vecino le confirmase la noticia por carta o por correo electrónico? Siguiendo con la alegoría, además, lo que sería francamente inaceptable es que, ante su descuido, el vecino acabase pagando el desaguisado. Y esto, Señorías, es en parte un juego retórico, pero no es ninguna broma.”
 
¡Ya lo creo que no fue una broma! La insistencia de los responsables políticos de la Junta y, en especial, del Presidente Griñán, en que la Intervención no emitió un informe de actuación, fue la razón principal que utilizó la Juez de instrucción, meses después, para imputarme sendos delitos de prevaricación y malversación.
Téngase en cuenta que, como he señalado anteriormente, la línea argumental que habían seguido las máximas autoridades de la Junta que habían comparecido antes que yo en la Comisión de Investigación se había basado en escudarse en que la Intervención General, gran factótum del Presupuesto y del gasto público, le habría dado el visto bueno a los desmanes cometidos con la partida de los ERE o, como mínimo, no habría hecho la más mínima advertencia sobre las deficiencias del sistema implantado y sus posibles consecuencias negativas. Por tanto, en aquel momento y en aquel clima me pareció imprescindible no limitarme a dar explicaciones legales y de procedimiento, que sólo serían entendidas por iniciados o por quienes estuvieran dispuestos a realizar un esfuerzo de atención y de análisis. Yo debía completar dichas explicaciones con un argumento de gramática parda al alcance de cualquiera. Y es lo que hice.
Inmediatamente después de mi comparecencia se anunció la suspensión y aplazamiento de las comparecencias de los expresidentes Chaves y Griñán.
En medios políticos y periodísticos se valoró este aplazamiento como una decisión motivada por la necesidad de reorientar sus intervenciones, en vista de la mía. No digo que no sea cierto, pero, si lo fuera, sólo denotaría una notable falta de temple, así como una sorprendente carencia de previsión y de discurso por parte de los presidentes. Porque, ¿qué esperaban que yo dijera en la Comisión? ¿Esperaban que no dijera nada; pero nada de nada? ¿Qué fue lo que les puso nerviosos? La parte, podíamos decir más delicada de mi intervención fue aquélla en la que describí los resultados de las auditorías de IFA/IDEA, algo, por lo demás, conocido, constando los informes íntegros en la propia Comisión. Y, además, esa era, justamente, la recomendación que recibí de Griñán. Lo único que yo añadí y en un tono bien moderado, es la idea de que dichas conclusiones describían deficiencias serias que debían ser subsanadas. Pero, y esto es lo que quiero destacar en este momento, atribuí la responsabilidad de dicha subsanación a la Consejería de Empleo. Expresamente excluí y, además, en varias ocasiones, al Consejero de Hacienda y, por supuesto, en ningún momento mencioné al Presidente de la Junta. Quiero recordar que el representante del PP intentó que yo culpara de pasividad al Consejero de Hacienda, pero no lo consiguió.
En definitiva, mi objetivo fue demostrar que la Intervención General cumplió con su obligación, que en el estrecho margen de actuación que le dejaba el marco presupuestario diseñado detectó deficiencias serias, pero no fraude y que dichas deficiencias debieron ser subsanadas por la Consejería de Empleo. La verdad, toda la verdad y nada más que la verdad y, además, coincidente con las recomendaciones y ruegos recibidos.
Con la perspectiva del tiempo mi tesis sobre este asunto es la siguiente. Desde el inicio del escándalo de los ERE, la estrategia del Gobierno y del PSOE fue atribuir las responsabilidades del fraude al Director General de Trabajo y al Interventor General, librando a los consejeros, incluidos los de Empleo y, por supuesto, a los presidentes. Conforme se iban produciendo las comparecencias y, más claramente, después de mi intervención, los estrategas tomaron conciencia de que su estrategia inicial hacía aguas. Yo me había encargado de poner el foco en los consejeros de Empleo. A fin de cuentas, fueron ellos los destinatarios de las auditorías de la Intervención General y no el Director General de Trabajo. Y, por otra parte, pese a que yo había excluido a los consejeros de Hacienda, debo reconocer que forzando los argumentos, no es menos cierto que ellos también fueron los destinatarios de las auditorías y su huida de la quema resultaba problemática. Por tanto, en mi opinión, la suspensión de la comparecencia de los presidentes se debió a un ataque de pánico al observar que la inundación había llegado a las mismas puertas del Consejo de Gobierno. Y que resultaba poco menos que imposible dejar fuera de las responsabilidades a los consejeros de Empleo y altamente problemático a los de Hacienda. Cuando se conoció el borrador de ponencia de la Comisión que presentó el PSOE todo esto quedó meridianamente claro: el PSOE excluía de responsabilidades a los consejeros de Empleo y, por supuesto, a los de Hacienda y responsabilizaba del fraude al Director General de Trabajo y al Interventor General.
La comparecencia de Griñán demostró que ya era tarde para cambiar de estrategia. Como me propongo describir con detalle a continuación, cualquier espectador no avisado que se hubiera asomado a la comparecencia de Griñán habría sacado una única conclusión: el Interventor es el culpable.
En el texto de la comparecencia que consta en el Diario de Sesiones del Parlamento de Andalucía aparecen no menos de 90 alusiones a la Intervención de la Junta, frente a, por ejemplo, 12 a la Dirección General de Trabajo. Esto pone de manifiesto lo que, más que un sesgo, supone una auténtica obsesión del compareciente.
De modo que el núcleo central de la comparecencia de quien, recordemos, era en ese momento, el Presidente de la Junta de Andalucía, fue un ataque brutal a la Intervención General de la Junta de Andalucía.
Desde que se destapó el escándalo de los ERE, Griñán había intentado zafarse de las responsabilidades que le acechaban tratando por todos los medios de endosárselas a los interventores de la Junta. Y ese continuó siendo su leitmotiv en la Comisión de Investigación. Con todo, esto no fue lo más obsceno de esta conducta elusiva. Lo más deshonroso es que el Sr. Griñán ejecutó este empeño cultivando una relación con la verdad, digamos que controvertida, por no decir inédita.
En el Anexo II de este libro se contiene un resumen de la declaración de Griñán en la Comisión. El castellano posee una miríada de términos para denominar la mayor o menor cercanía a la sinceridad y a la verdad de las expresiones humanas. Juzgue el lector cuál de ellas le cuadra mejor a las más conspicuas manifestaciones de Griñán ante la Comisión de Investigación del Parlamento de Andalucía sobre los ERE que desbrozaré en el referido Anexo II. En mi opinión, se trató de un ataque basado en medias verdades, en malévolas insinuaciones y en crudas y desnudas mentiras.
La simple contabilización de las menciones del Presidente Griñán produce una cifra escalofriante: en apenas 3 horas acusó a la Intervención de la Junta 23 veces de haber mantenido una conducta impropia, con argumentos cuya relación con la verdad fue, cuando menos, incierta.
En los compases finales de la comparecencia de Griñán se produjo el siguiente intercambio entre la diputada Alba Doblas, de Izquierda Unida y el compareciente: la diputada estaba tratando de saber por qué Griñán no había hecho caso a los informes de la Intervención y el compareciente respondía como podía y, de pronto, se produjeron esta pregunta y respuesta:
 
"La señora DOBLAS MIRANDA
—Señor Griñán, le voy a poner otro ejemplo. Si su coche le avisa con una lucecita de que le falta líquido de frenos, usted no espera a darse el tortazo, usted le pone el líquido de frenos.
El señor GRIÑÁN MARTÍNEZ
—Si al coche de un vecino le falta líquido de frenos, pues será el vecino el que tendrá que solucionar ese problema. A mí no me han dicho... No, yo no lo he visto, lo ha visto mi vecino. A mí no me han llegado nunca los informes de la Intervención. Nunca me han llegado los informes de la Intervención, señora Doblas. Se lo estoy diciendo. Nunca."
 
La transcripción literal de este pasaje no hace justicia a la desconcertante displicencia con la que se produjo Griñán, mostrándose completamente indiferente a un asunto que, le gustase o no, estaba reflejado en informes que le tenían a él como destinatario y que reflejaban importantes irregularidades y deficiencias. La contemplación de la escena me permitió a mí decir algún tiempo después que a Griñán los informes de la Intervención le importaban una higa.
Vista ahora con cierta perspectiva, la conducta del Presidente de la Junta de Andalucía resulta inexplicable. ¿Cómo se permitió el máximo responsable de la Comunidad Autónoma una agresión de tal calibre a una de las instituciones clave del Gobierno de la Junta de Andalucía? Recordemos que la Intervención General, no sólo es el superior órgano de control interno de la Junta, sino el máximo responsable de su contabilidad y de la rendición de sus cuentas ante el Parlamento y ante el Ministerio de Hacienda. Y, por otra parte, si tenemos en cuenta que la Intervención es un servicio del departamento de Hacienda, no se alcanza a comprender la reiteración con la que quien fue titular de dicha Consejería incurrió en la lamentable conducta de denigrar gratuitamente a aquella institución y a sus funcionarios. No puedo por menos que señalar, para finalizar, lo absurdo de semejante empeño pues, en todo caso, parece claro que el incalificable intento de Griñán de responsabilizar infundadamente a la Intervención General en ningún caso redundaría en su propio provecho al ser él mismo el superior jerárquico de aquélla.
 
La acometida de Griñán a la Intervención General fue de tal calibre, que me obligó a dirigir un escrito a la Comisión de Investigación, solicitando que se me diera la oportunidad de ofrecer mi punto de vista ante las declaraciones de algunos de los comparecientes que habían intervenido después de mí. El escrito lo presenté el día 29 de octubre de 2012, lo dirigí al Presidente de la Comisión, y, en él le ponía de manifiesto mi interés en ampliar el contenido de mi declaración, con el fin de salir al paso de las insidias, interpretaciones sesgadas y malintencionadas y evidentes falsedades proferidas por quienes habían comparecido después de mí ante la Comisión. Tales insidias y falsedades coincidían en ofrecer una imagen del desempeño por la Intervención de sus funciones relacionadas con las materias que eran objeto de examen por la Comisión que no podía calificarse, precisamente, de correcta y diligente, dibujando un escenario en el que parecían configurarse unas conclusiones de la Comisión de Investigación en las que se atribuirían responsabilidades a la Intervención o a los interventores en las irregularidades que se investigaban. Como así finalmente ocurrió.
En definitiva, pretendía con esta iniciativa salir al paso, sin citarlo expresamente, de todas y cada una de las falacias y sofismas que había proferido Griñán (aunque no sólo él) en su furibundo ataque a la Intervención. Por lo demás, la pertinencia de este escrito estaba más que justificada por el hecho de que Griñán había disfrutado del privilegio de ser el último en intervenir, sin que a los tan profusamente aludidos se nos diera la oportunidad de responder a los ataques.
El Presidente de la Comisión accedió a mi solicitud al día siguiente de presentarla, de modo que un día después presenté un escrito que titulé “Documento complementario a la comparecencia en la Comisión de Investigación sobre las ayudas sociolaborales a trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo y empresas en crisis otorgadas por la administración de la Junta de Andalucía durante el periodo comprendido entre los ejercicios 2001 y 2010, ambos inclusive”.
En este documento de 63 páginas me propuse defenderme de todos los ataques que había recibido, principalmente, por parte de Carmen Aguayo y Griñán. De entre todas las trampas y sofismas empleados, la más insidiosa y en la que Griñán se recreaba con especial regusto era la que atribuía a la Intervención la competencia de adoptar las medidas necesarias para combatir las irregularidades o fraudes que pudieran descubrirse en la gestión económica de la Junta.
Por eso, me interesa traer aquí aquel pasaje del documento que presenté ante la Comisión de Investigación, en el que salía al paso de tal infundio. Decía así el apartado VII del documento, denominado “Papel de la Intervención y de otros órganos en los supuestos de menoscabo”:
 
“Se ha podido oír en la Comisión que la Intervención habría podido realizar toda clase de actuaciones, si hubiera detectado fraude o menoscabo, algunas de ellas francamente prodigiosas. En este sentido, yo me permito sugerir, indiciariamente, que todas estas insinuaciones y conjeturas es posible que sólo sean muestra del desconocimiento de cuál es el régimen jurídico aplicable al supuesto planteado. Por eso, debemos referirnos ya sin más demora al artículo 110 de la Ley de Hacienda, que es el precepto que regula en la Junta de Andalucía cuál debe ser la reacción de los órganos administrativos ante un supuesto de menoscabo de fondos públicos.
Veamos el contenido del precepto mencionado. El apartado 1 del artículo 110 de la Ley de Hacienda establece que «Conocida la existencia de las infracciones enumeradas en el artículo anterior5, los órganos superiores de las personas presuntamente responsables y los órganos competentes para la ordenación de los pagos6 instruirán las diligencias previas y adoptarán, con igual carácter, las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Junta de Andalucía, poniéndolo inmediatamente en conocimiento de la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda y, en su caso, del Tribunal de Cuentas, para que procedan según sus competencias y conforme a los procedimientos establecidos».
Es decir, lo que señala este precepto es lo siguiente:
1º. Que los órganos primeramente concernidos por la existencia de un supuesto de menoscabo son el superior jerárquico del responsable del menoscabo y el ordenador de pagos. El Consejero de Hacienda es el ordenador general de pagos de la Junta.
2º. Que lo primero que deben hacer dichos órganos cuando conozcan un supuesto de menoscabo es instruir las diligencias previas y adoptar las medidas cautelares necesarias para asegurar los derechos económicos de la Junta de Andalucía.
3º. Que, lo que deberán hacer inmediatamente, a continuación, es poner los hechos en conocimiento del Consejero de Hacienda (salvo, lógicamente, que sea éste quien haya conocido el menoscabo) y, en su caso, del Tribunal de Cuentas.
Por su parte, el apartado 2 del artículo 110 citado establece que «La persona titular de la Intervención que en el ejercicio de sus funciones advierta la existencia de infracciones lo pondrá en conocimiento de la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda a los efectos previstos en el apartado anterior». Es decir, ni siquiera la Ley le atribuye al Interventor, como a los otros dos actores, la competencia y la correlativa obligación de adoptar medidas cautelares. Por otro lado, la actuación de la Intervención, por su propia naturaleza, se ciñe al acto u operación en la que se detecte menoscabo y, por tanto, no habría tenido, por sí misma, ningún efecto, ni sobre la operación afectada, en su caso, ni mucho menos, sobre el conjunto de las operaciones del Programa 31L pasadas, presentes o futuras.
Todo esto hay que valorar para enjuiciar algunas de las expresiones que han podido oírse en la Comisión, en el sentido de que si la Intervención hubiera detectado la existencia de ‘fuego’ habría debido ‘apagarlo’, porque cuenta con los instrumentos necesarios para ello; o que la Intervención es el órgano que tiene que hacer sonar las alarmas ante irregularidades y suscitar el procedimiento adecuado. Estas afirmaciones es evidente que desconocen lo dispuesto en el mencionado y transcrito artículo 110 de la Ley de Hacienda, ya que, como hemos dicho, el citado precepto emplaza, con preferencia sobre el interventor, al ordenador de pagos7 y al superior jerárquico del culpable, no solo a comunicar los supuestos de menoscabo que conozcan, sino a tomar medidas cautelares en defensa de los derechos de la Hacienda. Es decir, que deberán, no sólo hacer sonar las alarmas, sino coger el extintor.
Pero no solo eso. Si tenemos en cuenta que se ha privado legalmente a la Intervención de las principales armas de que disponía para detectar las irregularidades, ¿qué sentido tiene utilizar expresiones tan enfáticas, como que 'la Intervención es la encargada de hacer sonar las alarmas', si es evidente que ha quedado inerme para detectar el fuego? Es como si desactivamos la alarma contra incendios y pretendemos que nos avise cuando haya fuego.
Desde mi punto de vista, realizar conjeturas acerca de lo que la Intervención podría haber hecho o dejado de hacer, o especular con actuaciones que imaginariamente podría haber llevado a cabo resulta tan innecesario como gratuito. En este sentido, ¿por qué no decir, también, que quienes tuvieron conocimiento de los procedimientos no interpusieron denuncias penales; o que la Cámara de Cuentas no inició un expediente de responsabilidad contable; o que el Consejero de Hacienda no adoptó las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Junta de Andalucía, como le hubiera obligado el artículo 110.1 de la Ley de Hacienda? A poca imaginación que se emplee se podrían mencionar numerosas actuaciones o procedimientos que no se instruyeron o diligencias que no se practicaron, porque no se daban los supuestos de hecho habilitantes para ello. Pero nadie en la Comisión de Investigación se ha dedicado a hacer tales elucubraciones sobre lo que podría haber hecho hipotéticamente la Cámara de Cuentas o el Consejero de Hacienda o cualquier otro órgano. Y es justo que así haya sido, porque, en un caso tan extraordinariamente grave como el que investiga la Comisión, no es muy oportuno especular gratuitamente acerca de las actuaciones que hipotéticamente habrían podido realizar otros para erradicar el fraude, si hubieran concurrido determinadas circunstancias, que no han concurrido. Y hacerlo reiteradamente autorizaría a pensar que quien así obrase estaría movido por intenciones espurias o, cuando menos, equívocas.
La Intervención, en cambio, no ha gozado de esta consideración. Como se ha podido comprobar, diversos comparecientes ante la Comisión se han pronunciado acerca de toda clase de imaginarias actuaciones que la Intervención podría haber desarrollado si hubiera sucedido tal o cual cosa. Esto, como acabo de decir, son especulaciones innecesarias y gratuitas, en el mejor de los casos. Pero, se convierten en insinuaciones inaceptables si son reiteradas o si quienes las han proferido no han expresado con suficiente claridad si estaban o no hablando en términos hipotéticos.
Estas conjeturas e insinuaciones tienen, como mínimo, el efecto de sembrar dudas acerca de si la Intervención actuó o no correctamente. En algunos casos, incluso un oyente atento las ha podido tomar como auténticas acusaciones de negligencia y malas prácticas. Todo esto es, desde luego, injusto, siendo como es evidente que la Intervención cumplió sobradamente con todas sus obligaciones legales de control y rozaría lo inaudito que se insinuara una falta de diligencia, precisamente, en la única instancia que formuló advertencias de deficiencias e incumplimientos legales en numerosas ocasiones, aunque no fueran atendidas, como demostraré a continuación.”
 
He tenido especial interés en detenerme aquí y en transcribir el pasaje de mi escrito aclaratorio dirigido a la Comisión de Investigación, porque se trata de un asunto en el que la malevolencia de la estrategia del Gobierno, del PSOE y, en especial, del Presidente Griñán, consistente en convertirme en el chivo expiatorio de los ERE fue particularmente insidiosa y falsaria. Como demuestran las líneas anteriores, las reiteradas afirmaciones de Griñán ante la Comisión de que el Interventor es el encargado de tomar las medidas adecuadas o necesarias en los casos de fraude o menoscabo de fondos públicos 8se da de bruces con la declaración legal contenida en el artículo 110 de la Ley de Hacienda. Este olvidado precepto constituye, desde mi punto de vista, una de claves de bóveda del asunto de los ERE, tanto en su vertiente de responsabilidad política, como, en su vertiente penal. Si se quiere saber quién en la Junta de Andalucía está obligado a actuar y de qué modo en los casos de fraude o menoscabo de fondos públicos, de este precepto se desprende con claridad meridiana que la misión del Interventor es la de comunicar lo que ve a través de informes escritos y la competencia para adoptar medidas de protección de los intereses de la Hacienda Pública le corresponde al órgano superior del causante del fraude o menoscabo y al Consejero de Hacienda.
 
Aun tuve ocasión de presentar ante la Comisión un segundo escrito, antes de que terminara sus trabajos, en el que describí algunas de las marrullerías que había realizado la Cámara de Cuentas de Andalucía en mi perjuicio, con ocasión del informe emitido sobre los ERE. A este asunto me referiré in extenso cuando pose mi vista en el poco decoroso papel desempeñado por dicha institución en este asunto.
Como se podrá comprobar a continuación, ninguno de estos dos escritos causó el más mínimo efecto en los miembros de la Comisión. Se ve que, a esas alturas, ya habían oído y leído (esto, menos) lo suficiente y no necesitaban unas aclaraciones impertinentes como las que yo aportaba, que, además, desmontaban las conclusiones que la mayoría PSOE-IU ya tenía pergeñadas y que consistían, entre otras cosas, en presentarme como responsable del fraude de los ERE.
El Diario El Mundo, en su edición de Andalucía del día 3 de noviembre de 2012 informaba de que:
 
“Los socios del Gobierno bipartito de la Junta de Andalucía, PSOE e JU, desecharon ayer el informe del ex interventor, alegando que Manuel Gómez tuvo ocasión de decir todo lo que quiso ante la comisión de investigación de los ERE, por lo que consideran su escrito de extemporáneo.
El vicepresidente de la Junta de Andalucía, Diego Valderas, apuntó que el ex interventor tuvo la oportunidad de exponer su opinión en el seno de la comisión cuando compareció en su día. En rueda de prensa, Valderas indicó que no se va a meter en «Valorar lo que un exinterventor, en un momento determinado y en función de sus propias opiniones, sitúa y desarrolla sobre su propio trabajo y el trabajo de otros». En todo caso, el vicepresidente dijo que la comisión de investigación está prácticamente presta a ofrecer un dictamen a lo largo de este mes que pondrá el alcance de las responsabilidades políticas y administrativas que ha habido en todo este «entramado y escándalo».
La portavoz del PSOE en la comisión de investigación, la diputada Antonia Moro, mostró «extrañeza» por el escrito del exinterventor y recordó que nunca «instó a actuar» a la Junta. Ignorando lo ocurrido posteriormente, la diputada del PSOE llegó a afirmar que «los fondos públicos no estaban en peligro».
El presidente del PP-A, Juan Ignacio Zoido, calificó de «gravísimo» lo manifestado por el ex interventor y urgió a Griñán a dar «una explicación cuanto antes».
 
Yo ya me venía maliciando desde hacía semanas cuál iba a ser el desenlace de la Comisión de Investigación. Me encendió las alarmas una entrevista en el ABC de la diputada de IU en la Comisión de Investigación, y sagaz interrogadora9, Alba Doblas, publicada el día 27 de septiembre de 2012, que contenía el siguiente revelador pasaje:
 
“Pregunta: ¿El cortafuegos donde se pone?
Respuesta: Se puede hablar de distintas consecuencias en la responsabilidad y de grados. Y que hay una responsabilidad a medio camino entre la administración y la política en los órganos de control. No puede hablarse de un único responsable cuando ha habido todo un sistema. No pondría tanto el acento en las ayudas sociolaborales como en todo un sistema de ayudas a empresas. Nosotros no ponemos el cortafuegos
en Guerrero.”
 
¿Más claro? La periodista le pregunta dónde ponen el nivel de las responsabilidades que va a exigir la Comisión y la intrépida diputada se refiere, exclusivamente, a “los órganos de control”, mencionando al final y como de pasada, únicamente, a “Guerrero”. El inefable lapsus freudiano padecido por la diputada ponía en evidencia que, a esas alturas del partido, IU ya había picado el anzuelo que le había tendido el PSOE y, en una monstruosa sinécdoque, ya se agarraba con fuerza al clavo ardiendo de la responsabilidad política del Interventor General, como añagaza para conservar sus sillones recién estrenados en el Gobierno de coalición de la Junta de Andalucía.
Algunos días después, concretamente, el día 14 de octubre de 2012, el diario ABC reseñaba unas declaraciones del portavoz del PSOE en el Parlamento de Andalucía, Francisco Álvarez de la Chica, en las que manifestaba lo siguiente:
 
“Izquierda Unida está demostrando una «altura muy importante de responsabilidad y de sensatez» y ha «constatado que en un principio tenía una opinión de las cosas y que el propio desarrollo de la comisión y el conocimiento a fondo de los hechos le ha permitido llegar a una serie de reflexiones que no se parecen a las que inicialmente tenía». En este sentido, no prevé distanciamiento con IULVCA, apuntando que las relaciones entre ambos partidos son cotidianas, leales y fluidas en todos los aspectos.”
 
Finalmente, el 22 de octubre siguiente, El Correo de Andalucía informaba del contenido del primer borrador de conclusiones de la Comisión de Investigación, elaborado por IU, en los siguientes términos:
 
“El primer borrador, según fuentes de IU, delimita las responsabilidades políticas en los exconsejeros de Empleo, José Antonio Viera (en el cargo de 2000 a 2004) y Antonio Fernández (2004-2010). Con ambos fue director general de Trabajo el único imputado que aún permanece en prisión, Francisco Javier Guerrero. También señalan al exinterventor general de la Junta, al considerar que como alto cargo debe asumir responsabilidades por no haber elevado el grado de alerta ante el continuo ninguneo a sus advertencias sobre las irregularidades en la adjudicación y tramitación de las ayudas. Desde IU consideran que, durante la comisión, los indicios sobre la posible responsabilidad de los exconsejeros de Innovación y Economía, entonces José Antonio Griñán, no ha quedado probada. Se salva así el escollo de implicar al presidente de la Junta, al que si apuntará directamente el PP.”
 
No dispongo de pruebas de ello, pero, en mi opinión, existe una clara correa de transmisión entre la estrategia de la Presidencia de la Junta, valiéndose de la añagaza del informe de actuación, como valladar para proteger a Griñán y la utilización de este elemento por IULVCA, a última hora, en la Comisión de Investigación.
El grupo de Izquierda Unida en su propuesta de dictamen señaló que “Desafortunadamente, ni el IFA/IDEA – primer destinatario de esos informes -, ni la Consejería de Hacienda, ni las Consejerías de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de Empleo y de Innovación, adoptaron medidas para corregirlas.” (pág. 46 del documento de IU).
La lógica de este pasaje parece imponer que la responsabilidad de la incuria se le atribuya a los indolentes destinatarios de las auditorías, quienes, con su pasividad y despreocupación, permitieron que continuara la actividad irregular, hasta alcanzar las cotas ya conocidas. Pues, pásmense, IU no culpó a los indolentes, sino que culpó al Interventor. Para IU, el Interventor es responsable porque no emitió un informe de actuación.
Dije en mi comparecencia ante la Comisión que no se emitió un informe de actuación porque las deficiencias detectadas por la Intervención fueron causadas por la Consejería de Empleo y estaban, por tanto, fuera del ámbito de aplicación de este tipo de informes, que es el de entidades sujetas a control financiero y no a intervención previa, como la citada Consejería. Si vale la alegoría, la Intervención no emitió un informe de actuación en este caso, del mismo modo que un árbitro nunca señalaría un penalti en un partido de baloncesto, a riesgo de ir a parar al frenopático.
Como es bien conocido, los que venían usando desde hace casi dos años la añagaza del informe de actuación lo siguieron haciendo e IULVCA decidió en su propuesta de dictamen darles más crédito a ellos que a mí.
 
La propuesta de dictamen de la Comisión de Investigación del PSOE, en lo que a los asuntos que a mí me conciernen se refiere, era aun más insidiosa que la de IULVCA, estando plagada de falacias, cuando no de auténticas falsedades, en las que no me voy a detener, pues poco aportan al entendimiento general del trabajo y las conclusiones de la Comisión parlamentaria de investigación.
 
Una vez presentadas las propuestas de dictamen de los tres grupos políticos presentes en la Comisión, su Presidente elaboró y presentó la denominada Ponencia de Síntesis, en la que, supuestamente, se ofrecía un texto que recogiera lo esencial de las propuestas de los grupos, con el fin de facilitar su aprobación.
 
La llamada Ponencia de síntesis concluye de modo completamente infundado que la Intervención General de la Junta de Andalucía (IGJA) debió emitir un informe de actuación, y lo repite nada menos que siete veces, mencionando a la propia Intervención de la Junta de Andalucía, hasta en 33 ocasiones. Diríase que, más que una ponencia o un dictamen, se trata de una letanía, que repite cansina y obsesivamente la misma idea: el interventor es el culpable del fraude de los ERE por no haber emitido un informe de actuación.
Con todo, no es esta obsesión compulsiva lo peor del documento. Lo peor es que las conclusiones que incluye sobre el informe de actuación son erróneas a sabiendas, incurriendo estrepitosamente en la arbitrariedad. Es decir, son fraudulentas.
Decimos que las conclusiones sobre el informe de actuación son arbitrarias, porque son completamente opuestas a todos los antecedentes (datos, testimonios, informes, etc.) de los que dispuso la Comisión de Investigación. En efecto, la Comisión de Investigación, a lo largo del desarrollo de sus trabajos, recibió, al menos, las siguientes opiniones, acerca del asunto del informe de actuación:
- Mi propio testimonio oral ante la Comisión, en la que me manifesté tajantemente en el sentido de que la emisión de tal informe era improcedente.
- El Informe de la Cámara de Cuentas de Andalucía, de Fiscalización de las ayudas sociolaborales a trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo y empresas en crisis otorgadas por la Administración de la Junta de Andalucía. Ejercicios 2001-2010 que, sin perjuicio del anómalo tratamiento que le da al asunto del informe de actuación, nada reprocha a la Intervención General sobre el particular. 
- La opinión formulada por escrito por los tres últimos Interventores Generales de la Junta de Andalucía y por la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía, mediante sus alegaciones al Informe de Fiscalización de la Cámara de Cuentas, calificando como improcedente la emisión del informe de actuación.
- El Informe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas, emitido, precisamente, a propósito del Informe de Fiscalización sobre las ayudas sociolaborales, que se pronuncia, de modo particularmente elocuente e inequívoco, en los siguientes términos: 
 
“Con motivo del control financiero efectuado a IFA/IDEA la Intervención General de la Junta de Andalucía elaboró un informe adicional al Informe definitivo de cumplimiento de IDEA, ejercicio 2009 dirigido a la Consejería de Empleo, ya que en el curso del control referido, y al igual que en informes precedentes, se han puesto de manifiesto deficiencias en procedimientos de gestión de gastos que, si bien incluyen la participación de IDEA, competen a la Consejería de Empleo y en concreto a la Dirección General de trabajo y Seguridad Social.
Así se destacan como incumplimientos la generación de obligaciones de pago con terceros superando el límite de los créditos aprobados; la utilización inadecuada del procedimiento de transferencias de financiación y la gestión de la concesión de subvenciones excepcionales prescindiendo del procedimiento administrativo establecido. Se trata de actuaciones de la Consejería de Empleo y es a ella a quien corresponde subsanar tales anomalías.
Con base a lo expuesto no procede la emisión del Informe de Actuación que solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades como la Consejería de Empleo sometida a intervención previa o crítica del gasto, acto a acto.”
 
Frente a los abrumadores testimonios contrarios a las conclusiones del dictamen de la Comisión de Investigación, ni una sola opinión, ni un sólo informe se manifestó en el sentido de que la Intervención General hubiera actuado indebidamente, al no emitir el informe de actuación.
Téngase en cuenta que la cuestión acerca de la procedencia o improcedencia de un informe de actuación se resuelve, exclusivamente, mediante la interpretación y aplicación del artículo 12.5 del Decreto de la Junta de Andalucía 9/1999, sobre empresas públicas. Es decir, se trata de un asunto de naturaleza exclusivamente jurídica y que carece, por completo, del más mínimo carácter o alcance político. Por tanto, las conclusiones sobre esta cuestión resultan indisponibles para un órgano de naturaleza política, como la Comisión de Investigación, sin contar con los dictámenes o asesoramientos de los órganos idóneos que soporten sus conclusiones sobre este extremo.
Me van a disculpar el lector el grosor de la expresión, pero este asunto del informe de actuación ha sido, es y será una colosal falacia. Porque, admitamos por un momento que sea discutible si el Interventor debió o no emitir el malhadado informe. O mejor aún: admitamos que debió emitirse y no se emitió. ¿Acaso excusa este hecho a quienes recibieron las auditorías de no haber tomado medidas para atajar las gravísimas ilegalidades y déficits presupuestarios que les comunicó el Interventor?
La reiteración obsesiva con la que la Comisión de Investigación se refiere a la Intervención General y al asunto del informe de actuación adquiere sentido si se contempla desde la siguiente perspectiva:
Desde que las primeras informaciones periodísticas pusieron de manifiesto la magnitud y alcance del fraude de los ERE irregulares, la responsabilidad política de las más altas autoridades de la Junta de Andalucía apareció como evidente, algo que las investigaciones judiciales no hicieron sino confirmar. Consecuentemente, la mayoría de los antecedentes, testimonios e informes que recibió la Comisión de Investigación parecían conducir a la posible responsabilidad política del entonces Presidente de la Junta de Andalucía, Sr. Griñán, derivada de su anterior gestión como Consejero de Hacienda.
Siendo así las cosas, diversos responsables políticos de la Junta de Andalucía habían venido utilizando reiteradamente el asunto del informe de de actuación como una añagaza tras la que esconder su pasividad frente a las irregularidades en la gestión del Programa de ayudas de los ERE, detectadas desde la IGJA y otras instancias. Mencionamos, entre un sinnúmero de ejemplos que podrían mostrarse, las siguientes declaraciones:
- El entonces Presidente de la Junta de Andalucía, Sr. Griñán, en el programa Los Desayunos de TVE, el día 15 de junio de 2012, al ser preguntado por qué no se corrigieron las irregularidades del procedimiento que puso de manifiesto la Intervención en sus informes, manifestó: “No, ¡claro! El procedimiento, sin haber un informe de actuación, era un procedimiento, absolutamente, para que se hiciera por contraste o por contradicción con el Departamento.”
- La entonces Consejera de la Presidencia, Sra. Díaz Pacheco, manifestó a diversos medios de comunicación, el día 2 de junio de 2012 que “en 2001, (el Sr. Griñán) no era miembro del Consejo de Gobierno, sino diputado en el Congreso”, y “que no hay ningún informe de actuación por parte de la Intervención de la Junta de Andalucía que advierta de alguna irregularidad que debería conocer en su etapa posterior como consejero.”
Por ello, los grupos políticos que ostentaban la mayoría en la Comisión de Investigación, Izquierda Unida y el PSOE, que son los grupos que apoyaban al Gobierno de la Junta de Andalucía, diseñaron una estrategia tendente a evitar la que parecía inevitable declaración de responsabilidad de su Presidente y consecuente caída del Gobierno por él presidido. Conviene recordar que la Comisión de Investigación estuvo presidida por un diputado de Izquierda Unida. Este grupo político, que tiene una presencia institucional de carácter marginal en el conjunto de España, disfrutaba de sillones recién estrenados en Andalucía, que peligraban seriamente, según el curso que iba tomando la Comisión de Investigación.
Para evitarlo, se puso en marcha dicha estrategia consistente, entre otras cosas, en responsabilizar a la Intervención General de la Junta de Andalucía y a su titular del fraude de los ERE, por no haber emitido un informe de actuación y otras supuestas e imaginarias negligencias, lo que, supuestamente, excluiría la responsabilidad del Consejero de Hacienda.
De dicha campaña formaron parte las declaraciones que se han mencionado anteriormente y otras muchas con análogo objetivo, y tuvo diversos hitos. No fue el menos importante la declaración del Sr. Griñán ante la propia Comisión, en la que formuló, maliciosamente en unos casos y con escaso aprecio por la verdad en otros, hasta 18 insinuaciones de conducta negligente de la Intervención General de la Junta de Andalucía, que, como señalo en el lugar correspondiente, me vi obligado a puntualizar en la declaración que presté ante la Juez instructora, el día 25 de julio de 2013. Otro hito fue el Acuerdo de la Comisión de Investigación, del que la Ponencia de Síntesis fue oportuno y necesario antecedente, en el que, a sabiendas, se reprochó de modo arbitrario a la Intervención General el no haber emitido, de modo supuestamente indebido, el informe de actuación. Y finalmente, el propio Informe de la Cámara de Cuentas, al que nos referiremos oportunamente en otro momento.
 
El mismo día en el que tuve conocimiento del Acuerdo de la Comisión de Investigación presenté en el Registro del Parlamento de Andalucía una carta dirigida a su Presidente, en la que me quejaba de que un órgano parlamentario me hubiera honrado con el sambenito de chivo expiatorio del escándalo de los ERE y rogándole que impidiera que tal desatino fuera confirmado por el Pleno de la cámara.
Esta carta la remití la misma tarde de su presentación a todos los medios de comunicación, pero solo el diario El Mundo se animó a publicarla al día siguiente, en su Edición de Andalucía. El texto publicado por El Mundo, con algunas insignificantes alteraciones, respecto del presentado por Registro, es este:
 
«‘DIVINAS PALABRAS’
(Carta al Presidente del Parlamento de Andalucía, Sr. Gracia)
 
Sevilla, 23 de noviembre de 2012.
 
La Comisión de Investigación del fraude de los eres ha aprobado, por mayoría, su Dictamen de conclusiones, en el que censura a la Intervención General de la Junta de Andalucía por no haber emitido un informe de actuación. 
Sr. Presidente, el Dictamen de la Comisión de Investigación ha unido mi nombre al caso de corrupción más importante de la historia de España, en términos económicos. Y lo ha hecho ocultando deliberadamente los datos, testimonios e informes más relevantes y pertinentes de los que disponía la Comisión, todos ellos, sin excepción, opuestos al contenido de las Conclusiones aprobadas por mayoría. Se trata, por tanto, de un resultado fraudulento, que se une al inmenso fraude de los eres.
En efecto, Sr. Presidente, el Pleno del Parlamento de Andalucía y los ciudadanos deben saber que la mayoría de la Comisión ha ocultado que esta cuestión, de índole exclusivamente jurídica, quedó completamente zanjada, en sentido contrario al Dictamen, una vez que se pronunció sobre la misma el Gabinete Jurídico de un organismo independiente de la Administración, como es la Cámara de Cuentas de Andalucía, en los siguientes términos: “no procede la emisión del Informe de Actuación que solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades, como la Consejería de Empleo sometida a intervención previa o crítica del gasto, acto a acto” (Informe de la Jefe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas, de 5 de julio de 2012). No carece ni mucho menos de relevancia reflejar aquí, porque también lo oculta el Dictamen de la Comisión, que este criterio del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas es compartido (y lo han hecho por escrito) por los 3 últimos Interventores Generales de la Junta de Andalucía, incluido el actual y, como no podía ser de otra forma, por la propia Cámara de Cuentas, que nada reprocha a la Intervención General en su reciente informe definitivo sobre los eres.
¿No le parece, Sr. Presidente, que resulta pertinente preguntarse en qué dictamen, informe, testimonio o asesoramiento se ha basado la mayoría de la Comisión para llegar a semejante conclusión; o qué cualificación poseen sus integrantes para realizar por su cuenta y riesgo una interpretación jurídica contraria e incompatible con la que han realizado los órganos especializados ante la propia Comisión o que consta reflejada en los informes y demás documentos que han estado a su disposición?
Por otro lado, el Dictamen de la mayoría de la Comisión se limita a recitar repetidamente una acusación, como si fuera un mantra, sin señalar cuál sería la presunta causa legal desencadenante del informe de actuación, ni cuál sería su presunto destinatario, ni el presunto obligado a atender las presuntas recomendaciones de la Intervención. Y, ¿sabe por qué el Dictamen no aclara nada de eso, Sr. Presidente? Porque, como yo mismo le he explicado con detalle a la Comisión, a la vista está que con escaso aprovechamiento para la mayoría, el informe de actuación, en el caso del fraude de los eres, es de aplicación imposible, resulta impracticable, porque carece de causa legal, de destinatario y de ente u órgano obligado a actuar.
La conclusión de la mayoría de la Comisión sobre el informe de actuación podría ser calificada de caprichosa, si no fuera porque es extraordinariamente nociva y perturbadora. El Dictamen sostiene, Sr. Presidente, contra la letra, el espíritu y la lógica de la norma que lo regula, que la Intervención debe emitir un informe de actuación cuando tenga la sospecha de que una actuación pudiera causar un daño a la Hacienda Pública. Algunos de los miembros de la Comisión han acuñado para ello el ‘imaginativo’ concepto de “menoscabo potencial de fondos públicos”, cuyo sostén legal permanece hasta ahora recóndito. Sr. Presidente, estoy seguro de que los gestores públicos andaluces y todos los ciudadanos agradecerán de veras que los interventores hagan oídos sordos a semejante dislate, porque, si decidieran ponerlo en práctica, toda la gestión económico-financiera del sector público de la Junta de Andalucía quedaría inmediatamente empantanada.
Pero, donde el Dictamen de la Comisión de Investigación alcanza las más altas cotas de la extravagancia es al enjuiciar a la Consejería de Hacienda. Acaso usted habría augurado, Sr. Presidente, que la Comisión habría examinado y valorado la conducta, en relación con el fraude, de los diferentes órganos de un departamento que tuvo un protagonismo tan relevante en este caso de corrupción. Por ejemplo, de los titulares de la Consejería y de la Viceconsejería, que recibieron las auditorías en las que la Intervención ponía en su conocimiento las graves irregularidades descubiertas en la Consejería de Empleo y nada hicieron para combatirlas; antes al contrario, cebaron sin descanso la corrupta partida presupuestaria de los eres. O, por qué no, del titular de la Dirección General de Presupuestos, que incluía en el anteproyecto del Presupuesto de cada año la herramienta fraudulenta de las transferencias de financiación o que tramitaba los expedientes de ampliación de crédito con los que se alimentaba la insaciable partida presupuestaria, auténtico centro neurálgico de la corrupción. Si así lo hubiera vaticinado, Sr. Presidente, habría usted incurrido en un profundo error. Porque, en lo que se refiere a la Consejería de Hacienda, el Dictamen de la Comisión se limita, en exclusiva, a reprochar a la Intervención General de la Junta de Andalucía el incumplimiento de las obligaciones que la mayoría de la Comisión caprichosamente le atribuye.
En paradójica contradicción con el Dictamen, la Comisión de Investigación sabe que la Intervención advirtió hasta 15 veces de las irregularidades que se estaban produciendo en la gestión de las subvenciones del Programa 31L y ninguno de los destinatarios de las auditorías hizo absolutamente nada durante casi 10 años (que se dice pronto) para corregirlas, cuando podían haber terminado con el nido de corrupción en 24 horas, si hubieran tenido voluntad de hacerlo. Este descuido, probablemente punible, es la verdad de este asunto, Sr. Presidente, y lo demás son monsergas o excusas de mal pagador.
En las sociedades primitivas el poder se valía de ordalías y otros sortilegios para controlar y dominar al pueblo y evitar que se precipitara hacia conductas peligrosas para los intereses de los poderosos. Estos resabios no han desaparecido por completo en las sociedades contemporáneas y tengo la impresión de que algo de eso puede haber en este complot del informe de actuación. En este caso, políticos de ínfima categoría llevan meses (años ya) tratando de engañar a los ciudadanos con el señuelo del informe de actuación, ‘divinas palabras’ que utilizan como espantajo con el que pretenden alejar las sombras de las responsabilidades que se ciernen sobre ellos. Después del informe jurídico de la Cámara de Cuentas y de la opinión escrita de los 3 últimos Interventores Generales, quien quiera seguir engañando a los ciudadanos con esta añagaza del informe de actuación, como el sacristán valleinclanesco, deberá hacerlo en latín, porque en castellano sólo conseguirá embaucar a los 3 crédulos diputados de Izquierda Unida en la Comisión de Investigación.
Sr. Presidente, es lamentable que la mayoría de la Comisión no haya caído en la cuenta de que estas acusaciones tan infundadas no me afectan sólo a mí y a quienes me han sucedido en la Intervención General, sino que manchan el nombre y el prestigio técnico-profesional de la Intervención de la Junta de Andalucía, como institución, y de sus funcionarios, cuya moral y estímulo pueden verse seriamente afectados. Por si alguna duda había, ahora ya saben los interventores y casi me atrevería a afirmar que todos los empleados públicos de la Junta de Andalucía cómo se las gasta una comisión parlamentaria de investigación, cuya mayoría no ha dudado en utilizarlos como pantalla tras la que esconder las vergüenzas de políticos corruptos de la peor especie.
Tengo la impresión de que algún estratega de vuelo corto pensó que parapetarse tras los interventores sería un recurso fácil, porque estos llegarían a la misma conclusión que el personaje de la obra de Valle Inclán: “¡Sellar la boca para los civiles y aguantar mancuerda!” Craso error, Sr. Presidente. Ni me callé ni me aguanté entonces, ni lo hago ahora, ni, desde luego, lo haré después. Es la única conducta decente cuando un profesional del servicio público es agredido por una caterva de políticos cobardes y sin honor, quienes, para esquivar o encubrir las responsabilidades políticas, contables y penales derivadas del fraude de los eres, no han dudado en manchar el crédito, la integridad y la dignidad de los profesionales que han trabajado a su servicio.
Sr. Presidente, las consideraciones que se contienen en las líneas precedentes debieran bastar para que el Pleno del Parlamento de Andalucía no aprobase el Dictamen de la Comisión en los términos acordados. No nos hagan pasar a todos los andaluces la vergüenza de que toda España contemple cómo el Parlamento de Andalucía ratifica un bodrio del calibre que ha expelido la mayoría de la Comisión de Investigación. Por otro lado, sería un sarcasmo que difícilmente entenderían los ciudadanos persistir en el reproche al Interventor General de la Junta de Andalucía, con el desatinado, falsario y amortizado asunto del informe de actuación, mientras se ignora clamorosamente la incuria decenal de los sucesivos miembros del Gobierno de la Junta de Andalucía, que con tan poco provecho e interés recibieron las auditorías, verdaderos responsables, por acción u omisión, del más vergonzoso caso de corrupción de nuestra historia. 
Si tal fuera el resultado, Sr. Presidente, habrían protagonizado ustedes un episodio digno de entrar con todo merecimiento en la ‘Historia universal de la infamia’. Aunque, bien pensado, no es infame el adjetivo que mejor le cuadraría al episodio. Sería más adecuado motejar de grotesco semejante resultado, de modo que estoy seguro de que el Parlamento de Andalucía evitará cuidadosamente caer en él, con el fin de no convertirse en el hazmerreír de la nación.
Evite usted esa vergüenza, Sr. Gracia. Y le ruego que comprenda y, a su vez, disculpe el tono, a veces airado, de mi carta, que no tiene otro motivo que la evidente iniquidad de las injustas imputaciones de que he sido objeto.
Le saluda atentamente,
Fdo.: Manuel Gómez Martínez
INTERVENTOR GENERAL DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA 2000-2010
 
N.B.: Para conocimiento del Pleno del Parlamento de Andalucía adjunto a esta carta le remito los documentos que presenté ante la propia Comisión, incluida una copia del informe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas de Andalucía. El contenido de todos estos documentos, ocultado por la Comisión en su Dictamen, resulta fundamental para entender y extraer conclusiones solventes sobre el asunto del informe de actuación.
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Como lo que mal anda, mal acaba, la andadura de la Comisión acabó en un fiasco. Sometido el texto del Dictamen de la Comisión a votación por el Pleno, no llegó a aprobarse, dejando el episodio una estela de falta de seriedad y de inconsistencia del Parlamento de Andalucía que en nada benefició, ni a la propia institución, ni a la región, de la cual es su cámara representativa.
 
El caso de los ERE irregulares, lamentablemente, ha tenido y aun tiene una repercusión extraordinaria en los más diversos ámbitos de la vida social. Pero, este chusco episodio de la Comisión de Investigación ha ingresado, por derecho propio, en el ámbito de la literatura científica relativa a la actividad financiera del sector público.
En efecto, en una monumental obra colectiva dedicada al control y la responsabilidad en la gestión de los fondos públicos, se incluye un trabajo, firmado por el auditor del Estado y ex Director de la Oficina Nacional de Auditoría de la Intervención General de la Administración del Estado, en aquel momento, responsable de auditoría del sector público de PriceWaterhouseCoopers, D. Miguel Miaja Fol, en el que se puede leer lo siguiente:
 
“El dictamen de la Comisión del Parlamento de Andalucía que investigó el caso de inclusión fraudulenta de perceptores de ayudas en determinados expedientes de regulación de empleo (Parlamento de Andalucía, 2012) es un claro ejemplo de hasta donde se puede llegar cuando se olvida que el titular de una competencia mantiene la responsabilidad sobre su ejercicio y tiene un deber de vigilancia sobre aquellos en quienes la delega.
El objetivo de esta Comisión era investigar un fraude en la concesión de ayudas sociolaborales a trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo, entre cuyos beneficiarios habían aparecido personas que nunca habían trabajado en las empresas a que se referían estos expedientes. La Comisión analizó detalladamente las competencias de los distintos órganos de la administración, las actuaciones de cada uno de ellos y las debilidades del procedimiento que habían permitido la aparición de «intrusos» que se habían beneficiado irregularmente de unas ayudas a las que no tenían derecho.
La competencia para conceder las ayudas era del Consejero de Empleo, pero quien la había ejercido de manera irregular era el Director General de Empleo, que había seguido un procedimiento que permitía sortear determinados controles previos. En una auditoría, la Intervención General de la Junta de Andalucía había puesto de manifiesto que el procedimiento era inadecuado y adolecía de numerosas irregularidades, por lo que remitió al Consejero de Empleo un informe en el que ponía de manifiesto las irregularidades detectadas. Al no tomar el Consejero medidas para corregir estas irregularidades, en nuevos informes emitidos en años sucesivos se le reiteraron las mismas conclusiones.
La conclusión de la Comisión de Investigación, finalmente rechazada por el Pleno, era que había dos responsables políticos de las irregularidades que se habían producido: el Director General de Empleo, que realizó directamente las actuaciones irregulares y ...el Interventor General de la Junta de Andalucía (…).
Para nada consideró la Comisión que hubiera responsabilidad alguna en los sucesivos Consejeros de Empleo, bajo cuyo mandato se estuvieron cometiendo estas irregularidades a lo largo de diez años, ni siquiera en los que, conociendo las debilidades del procedimiento, pues reiteradamente se las comunicó la Intervención General, se inhibieron de actuar y consintieron que el Director General de Empleo siguiera abusando de unas competencias de las que ellos eran los titulares.”
 
Como puede verse, el autor de este trabajo ironiza sobre el hecho de que la Comisión de Investigación del Parlamento de Andalucía declarara la responsabilidad política del Interventor General, dejando de lado la de quienes, conociendo las debilidades del procedimiento (precisamente por las auditorías de la IGJA), se inhibieron de actuar y consintieron el abuso.
Sin duda es la circunspección que requiere el tono de una obra científica la que le ha impedido al autor reflejar la espuria motivación que impulsó a la mayoría del PSOE e Izquierda Unida en la Comisión de Investigación para adoptar el infame acuerdo que adoptó.
 
En definitiva y esta es nuestra opinión, las conclusiones de la Comisión de Investigación sobre los ERE carecieron de la más mínima solvencia técnica e intelectual. Esta es, sin duda, la razón por la que este dictamen no ha surtido efecto alguno, ni ha sido considerado como elemento relevante en el curso de la gigantesca investigación judicial sobre los ERE.
Al propio tiempo, llamo la atención sobre la posible responsabilidad en la que habrían podido incurrir los miembros de Izquierda Unida y el PSOE de la Comisión de Investigación, por adoptar el arbitrario acuerdo de que la IGJA habría dejado de emitir, indebidamente, un informe de actuación, a sabiendas de que todos los antecedentes de que disponían conducían a concluir justamente lo contrario. A falta de una previsión legal expresa, nos encontramos ante una auténtica prevaricación parlamentaria (resolver de modo arbitrario, a sabiendas), que debería ser castigada. Nada tiene que ver la arbitrariedad cometida con la libertad política o el derecho de participación política y no alcanzamos a comprender por qué la conducta de los funcionarios o la de los jueces es enjuiciada por estándares más exigentes que los aplicables a los parlamentarios, a los que se les permite la comisión de tales desmanes, con total impunidad.
 



 
 
 
CÁMARA DE CUENTAS
 
 
 
Por decirlo con palabras suaves, la Cámara de Cuentas de Andalucía es una de las instituciones que ha jugado un papel menos airoso en el asunto de los ERE, algo que no deja de ser cierto, por más que, tanto la institución, como sus miembros, ya sean directivos, ya sean funcionarios, como suele decirse, se hayan ido de rositas todos ellos. Como expondré a continuación, algunas de las conductas que les son achacables a miembros de esta institución tienen claros perfiles delictivos y, por ello, produjeron la apertura de diligencias penales, diligencias que no llegaron a avanzar por el evidente desinterés de los órganos encargados de su impulso.
El 5 de abril de 2011, el Parlamento de Andalucía solicitó a la Cámara de Cuentas de Andalucía la realización de un informe de fiscalización de las ayudas sobre los ERE. La Cámara de Cuentas incluyó este informe en su programación, realizándose los trabajos de control en los meses siguientes.
En los días finales del mes de mayo de 2012, el diario ABC publicó los detalles de un presunto borrador del informe de fiscalización solicitado a la Cámara de Cuentas, aparentemente ya ultimado, haciéndose eco de ello en los días siguientes el resto de los medios. De acuerdo con las informaciones publicadas, el borrador de informe describiría un panorama sobre la gestión de los ERE absolutamente devastador para todos los órganos implicados: el Gobierno, los departamentos de Empleo, Hacienda e Innovación, la Intervención General, a la que se le imputaría la no emisión indebida de un informe de actuación, etc.
La filtración del informe constituyó una actuación ilegal y probablemente delictiva, razón por la cual la Fiscalía incoó diligencias, que archivó a los pocos días, al no poder identificar al causante de la filtración y, según la Fiscal jefe de Sevilla de entonces, que, posteriormente fue Fiscal General del Estado, porque el delito de revelación de secretos tiene la consideración de "menos grave" y, al parecer, no les merecía la pena seguir investigando por tan poca cosa. A partir de entonces ya sabemos que la energía de la Fiscalía de Sevilla con los delitos menos graves se agota a los pocos días. ¡Qué contraste con los tiempos seculares que emplea la Justicia para otras cosas!
Aunque no contamos con la verdad judicial sobre el responsable o responsables de esta evidente infracción legal, debido al desinterés de quienes debieron perseguirla, nada cuesta imaginarlos dentro de la órbita del Partido Popular, que no pudo resistirse a la tentación de utilizar como munición contra el PSOE el Informe de la Cámara de Cuentas, desde el mismo momento en que lo tuvo en sus manos. La consecuencia de disparar el proyectil antes de tiempo fue el desencadenamiento de una serie de acontecimientos que, a la postre, debilitaron notablemente la carga letal de la bomba. Lo filtrado era un borrador de informe provisional que fue frenado por el órgano que debía aprobarlo, el Pleno de la Cámara, que ordenó que los servicios jurídicos de la institución emitieran un informe global sobre el texto y que se sometiera de nuevo a su consideración. En definitiva, el borrador filtrado era, meramente, la propuesta de informe elaborada por los funcionarios encargados del trabajo de auditoría, aspecto en el que voy a detenerme, aunque para referirme, exclusivamente, a las cuestiones que me conciernen personalmente, que fueron las relacionadas con el dichoso asunto del informe de actuación.
Según me refirió personalmente la que era Interventora General de la Junta de Andalucía durante la realización de los trabajos de fiscalización de la Cámara de Cuentas, mi sucesora en el cargo, Rocío Marcos, en las reuniones celebradas con los auditores, se trató el asunto del informe de actuación. En todo momento, la Intervención General les transmitió a los funcionarios de la Cámara que dicho informe no podía haberse emitido en este caso, porque no era procedente, pero los auditores hicieron oídos sordos a la opinión del órgano titular de la competencia para emitir ese tipo de informes.
Yo me pude hacer con el borrador de informe objeto de la filtración y pude comprobar que, efectivamente, reprochaba a la Intervención General que no hubiera emitido un informe de actuación, en los siguientes términos:
 
“En atención a los hechos descritos y conforme a la normativa por la que se aprueban los sucesivos programas de control financiero permanente, la Intervención debió emitir el denominado «Informe de Actuación» por haber constatado que los gestores de IFA/IDEA no adoptaban «las medidas necesarias para solventar las deficiencias detectadas» a lo largo de los ejercicios 2003 a 2008, y haber apreciado «circunstancias que por su importancia, pudieran ocasionar menoscabo de los fondos públicos»; y ello con independencia de que a partir de 2004 la entidad instrumental resultara adscrita a la Consejería de Innovación. Sin embargo, no consta la emisión por parte de la Intervención de Informe de Actuación.”
 
La indignación que me produjo la filtración del borrador de auditoría de la Cámara y la conclusión relativa al informe de actuación me impulsó a adoptar dos iniciativas. La primera fue dirigir un escrito al Presidente de la Cámara de Cuentas, en el que le solicitaba que se me facilitase el acceso y la copia de los papeles de trabajo de los auditores que habían realizado el informe de las ayudas de los ERE, en todo lo relacionado con el asunto del informe de actuación, así como de todas las versiones del informe y de cuantos documentos estuviesen relacionados con todo ello. Todas las normas de auditoría y el propio Manual de Procedimientos de la Cámara de Cuentas de Andalucía emplazan al auditor que se enfrente con un asunto en el que resulte determinante la interpretación de normas jurídicas, a solicitar un informe de los servicios de asesoramiento jurídico. A mi juicio, el asunto de la procedencia o no de un informe de actuación en este caso era un supuesto de libro, ya que determinar cuál de las dos posibilidades es la acertada consiste en interpretar y aplicar correctamente el precepto que regula este tipo de informes.10 La responsable del informe de fiscalización debió cumplir con esta norma de auditoría en este caso, solicitando un informe al Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas, habida cuenta de que la Intervención General le había expresado con toda claridad que estaba en desacuerdo con la interpretación que aquélla hacía de la norma jurídica aplicable. Por tanto, lo que yo pretendía con mi solicitud de acceso a los papeles de trabajo de la auditoría era conocer en qué se había basado la auditora responsable del informe de fiscalización, para concluir que se había producido un incumplimiento legal por la Intervención General, al no emitir un informe de actuación y, en concreto, si se había solicitado algún informe jurídico al respecto que avalara dicha conclusión.
Mi solicitud fue denegada en primera instancia y, en segunda instancia, mediante la desestimación del recurso de alzada que interpuse contra la denegación. Sin conocer lo que ocurrió después y que contaré con el pormenor que merece, las razones de la negativa de la Cámara a mi solicitud podrían haber pasado por meras excusas de mal pagador. Sonrojantes, desde luego, porque consistieron en negar el derecho que yo invocaba (y que tiene cualquier ciudadano a conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados, y obtener copias de documentos contenidos en ellos11), por la mera razón de que la Cámara de Cuentas no es una Administración Pública; pero, como digo, a priori, podrían pasar por excusas de mal pagador. No obstante, tras conocer lo que después ocurrió, dicha negativa adquiere perfiles más siniestros. Veamos.
Me referí con anterioridad al hecho de que, tras la filtración del borrador, el Pleno de la Cámara solicitó un informe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas, sobre el conjunto de dicho borrador. Pues bien, el informe finalmente emitido por la Letrada Jefe de dicho Gabinete Jurídico, a la sazón, Dª. Margarita Regli, sobre el asunto del informe de actuación, como vimos anteriormente, se pronunció en los siguientes y tajantes términos:
 
“Con base a lo expuesto no procede la emisión del Informe de Actuación que solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades, como la Consejería de Empleo sometida a intervención previa o critica del gasto, acto a acto.”
 
En vista de ello, cabe preguntarse: ¿sabía la responsable del informe de fiscalización, la funcionaria Nuria Mendoza Domínguez, cuál era el parecer del Gabinete Jurídico de la institución y, por eso, no solicitó el informe a que le obligaba el Manual de Procedimientos de la Cámara, ya que, de haberlo solicitado, no habría podido incluir en el informe la conclusión en la que había mostrado tanto interés? Porque, podrá acusársela de negligente en este caso, pero no es razonable considerarla necia. Por ello, debo descartar por completo que la señora Mendoza no fuera consciente de la transcendencia de esta conclusión. Por un lado, porque dicha conclusión avalaba la estrategia que desde la Presidencia de la Junta de Andalucía y el Partido Socialista se venía siguiendo desde el inicio del escándalo, tratando de excusar a Griñán del caso, sobre la base de que el Interventor General no había emitido un informe de actuación. Y, por otro lado, porque dicha conclusión suponía, en tal contexto, una gravísima acusación contra el Interventor General. Y, desde tales consideraciones, resulta inverosímil que la señora Mendoza no recabara, al menos, informalmente, el parecer de su colega la responsable del Gabinete Jurídico. ¿Qué ocurrió, entonces? ¿Se trató meramente de un ataque de soberbia de la auditora responsable, que decidió mantener dicha conclusión en el informe contra viento y marea? En todo caso, lo que no cabe duda es que las opiniones de la auditora coincidieron en aquel momento con el evidente interés de los círculos de poder en la Junta, de que la estratagema del informe de actuación quedara consagrada en el informe que iba a emitir la Cámara de Cuentas.
Las conclusiones que se extraen de todo ello respecto de la probidad y la independencia de la Cámara de Cuentas son desoladoras y aun lo son más si tenemos en cuenta que todo lo que he sugerido hasta ahora queda confirmado por lo que narraré a continuación.
Antes de continuar debo hacer aquí un breve excurso para referirme a la incalificable iniciativa de los fiscales en la causa de los ERE, a la que se unió jubilosa la Juez de Instrucción, siempre ávida de toda iniciativa que condujese a engrosar el embrollo, el número de imputados o de delitos, la carga incriminatoria o todo a la vez. Los fiscales solicitaron que depusieran como testigos en la causa todos los funcionarios que habían intervenido en la elaboración del informe de fiscalización y que se solicitaran a la Cámara de Cuentas todos los papeles de trabajo de los auditores en los que se sustentaran las conclusiones del borrador nonato filtrado. La evidente intención de esta iniciativa procesal era por completo inicua. Los fiscales y la juez pretendían con ello tratar de darle relevancia penal a los elementos preparatorios de la decisión, en lugar de a la decisión misma que finalmente adoptó el Pleno de la Cámara de Cuentas, único órgano legitimado para expresar el parecer de la institución. Dicho de otra manera: los fiscales y la juez pretendieron sacar rendimiento de documentos, actos, hechos u opiniones que no tenían validez alguna, en la medida en que no estuvieran reflejados en el informe definitivo que, finalmente, adoptó el Pleno de la Cámara de Cuentas, único documento válido y con el que debieron conformarse, en lugar de tratar de enredar de esa manera.
Como digo, la juez admitió las diligencias interesadas por la fiscalía, citó a declarar a toda una tropilla de funcionarios y requirió a la Cámara de Cuentas para que aportase los papeles de trabajo, mediante Auto de 12 de septiembre de 2014.
La Cámara cumplimentó una primera tanda de lo solicitado cuatro meses después, tiempo que nuestra Juez preferida aguardó mostrando una paciencia que no quiso mostrar en otros presuntos retrasos en los que incurrió la Administración de la Junta, para cumplimentar otras diligencias, por cierto, mucho más complejas que las interesadas a la Cámara de Cuentas.
Entre la documentación enviada por la Cámara al juzgado había un archivo de texto, denominado “G3-1 Necesidad del Informe de Actuacion (sic)”, que la Cámara de Cuentas pretendía hacer pasar por ser un memorando de trabajo de la auditoría. No obstante, examinado detenidamente dicho documento, cabe poner en duda que constituyera auténticamente un documento de trabajo de la auditoría. Veamos por qué partiendo de la siguiente premisa: los papeles de trabajo y los memorandos de conclusiones de una auditoría son los antecedentes lógicos y cronológicos en los que se fundan las conclusiones que se plasman en el informe de auditoría que se emite. De acuerdo con tal premisa, todo papel de trabajo o memorando de esta auditoría debe estar, necesariamente, datado en las fechas comprendidas entre el inicio de los trabajos de auditoría (8 de septiembre de 2011) y su finalización con la presentación del borrador filtrado, que tuvo lugar el día 16 de mayo de 2012.
Pues bien, tal y como pude comprobar, dentro de las propiedades del archivo de texto remitido por la Cámara de Cuentas y distribuido por el juzgado a las partes, constan los siguientes elementos, entre otros:
- El texto enviado al juzgado parece haber sido creado por un usuario llamado mendomnu, apodo que nada costará atribuir a la funcionaria responsable del informe, a la sazón, Nuria Mendoza Domínguez.
- El documento aparece creado el día 28 de junio de 2012, es decir, un mes y doce días después de terminado el trabajo de auditoría, que, como hemos dicho, finalizó el 16 de mayo de 2012. Si hemos partido de la premisa de que los papeles de trabajo y memorandos son los antecedentes lógicos y cronológicos del informe de auditoría, la falta de concordancia entre ambas fechas constituye un poderoso indicio de la falta de autenticidad como documento de trabajo de este documento. En este sentido, es interesante tener en cuenta que la totalidad de los documentos aportados por la Cámara de Cuentas al juzgado, según he comprobado yo personalmente, tenían la siguiente propiedad, en lo que a su fecha de creación se refiere:
i) La mayoría de ellos aparecen creados en el período comprendido entre el mes de octubre de 2011 y el mes de abril de 2012, es decir, la época de ejecución del trabajo de campo de la auditoría. Recordemos, la auditoría fue encargada por el Parlamento el 12 de abril de 2011, los trabajos comenzaron el 8 de septiembre de 2011 y el borrador filtrado se terminó el 16 de mayo de 2012. Esta circunstancia avalaría el carácter auténtico de la mayoría de los documentos aportados.
ii) Una porción de ellos tiene como fecha de creación diversos días del mes de enero de 2014. Parece evidente que esta porción de documentos no pueden ser los originales, ya que estos tendrían que estar datados, como fecha límite, el 16 de mayo de 2012. Ello puede deberse a que dichos documentos fueron tratados, antes de su traslado al juzgado. A mí no me fue posible saber si ese tratamiento constituyó un aggiornamento de los papeles o una mera preparación técnica de los textos originales, previa a su remisión al juzgado.
iii) El único documento que tiene una fecha distinta a los dos grupos anteriores, inexplicada, inexplicable y posterior a la entrega del informe de auditoría es el documento mencionado anteriormente, relativo al informe de actuación.
- Finalmente, el documento tuvo un tiempo de edición, desde que fue creado, de 500 minutos (8,33 horas), lo que implica una elaboración ciertamente laboriosa y descarta, en principio, que se trate de un documento creado mediante el mero copiado y pegado de textos elaborados previamente, operación que se lleva a cabo en breves segundos.
La potente impresión que producen estos datos se ve irremediablemente confirmada por la siguiente circunstancia. El primer borrador de Informe de fiscalización sobre las ayudas sociolaborales fue objeto de filtración a los medios de comunicación el 28 de mayo de 2012. Ello motivó que, el día 18 de junio de 2012, es decir, 10 días antes de la fecha de creación del documento de marras y un mes y dos días después de terminado el trabajo de auditoría, presentara un escrito, dirigido a la Cámara de Cuentas, en el que solicitaba la modificación de las conclusiones sobre el informe de actuación que se contenían en el texto filtrado. Pues bien, si se examina el presunto memorando aportado al juzgado, a la luz del documento que dirigí a la Cámara de Cuentas, se obtiene la vigorosa sugestión de que aquél está elaborado con la evidente intención de refutar éste.
Los siguientes ejemplos constituyen pruebas bastante sugestivas y concluyentes de lo que estamos sugiriendo:
 
- En la página 9 del documento que presenté a la Cámara de Cuentas, refiriéndome al Informe adicional a la auditoría de cumplimiento de IFA/IDEA del ejercicio 2003, se afirmaba que “La actuación no consistió, por tanto, en un control financiero de la Consejería de Empleo, ya que dicho departamento está sujeto a fiscalización previa y no a control financiero. Es importante remarcar esta idea: esta actuación de la Intervención General es un trabajo adicional y distinto a la auditoría de IFA/IDEA, aunque se refiere a actuaciones de la Consejería de Empleo conexas con aquella.”
El presunto memorando contesta a esta afirmación, en su página 2, en los siguientes términos: “Consecuencia de lo anterior, la IGJA realizó un informe adicional o complementario cuyo trabajo de campo se desarrolló en sede de la Consejería; en el propio informe adicional, ya se decía que éste formaba parte como anexo del de control financiero posterior. (…) Por lo tanto, esta actuación de control -posterior- cae plenamente dentro del ámbito objetivo previsto por el Acuerdo de 4 de marzo de 2003 para el ejercicio del control financiero posterior de la entidad”.
- En la página 6 del documento presentado por mí ante la Cámara se encuentra el siguiente texto: “De acuerdo con el artículo 12.5 del Decreto 9/1999, transcrito más arriba el informe de actuación procede en los siguientes casos: a) Cuando de las actuaciones de control financiero se desprendan circunstancias que, por su importancia, pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos. Ello implica, en principio, la concurrencia de los requisitos que la jurisprudencia del Tribunal de Cuentas viene entendiendo que son exigibles para un posible menoscabo de acuerdo con las particularidades de la responsabilidad contable, (…). En este sentido, sin perjuicio de los demás requisitos que deben concurrir, es importante destacar el elemento objetivo de que se haya ocasionado un daño o perjuicio económico, real y efectivo, no siendo suficiente que el gestor haya realizado un acto u omisión ilegal y negligente si el mismo no ha ocasionado un daño patrimonial cierto. Y, por otro lado, de acuerdo con lo dicho anteriormente, el causante del daño o menoscabo debe ser la entidad auditada.”
El supuesto memorando responde, en su página 5, lo siguiente: “En este sentido, no es posible trasladar al ámbito de la emisión del Informe de Actuación la doctrina y los requisitos exigidos por el Tribunal de Cuentas en los procesos de enjuiciamiento contable, dado que éstos se desenvuelven en el ámbito de la determinación de tal responsabilidad, lo que evidentemente exige un daño efectivo de los caudales (real y cuantificable), una acción u omisión dolosa o culposa, un sujeto causante del mismo, y una relación de causalidad entre la conducta del responsable y el daño cierto y efectivo causado.”
- En la página 13, el documento que presenté afirma que “Lo cual nos podría llevar a concluir, por cierto que, (…) el propio Informe Complementario emitido y remitido a Empleo podría ser considerado, (…) como un auténtico Informe de Actuación, ya que el contenido de uno y otro habrían sido sustancialmente coincidentes.”
Esta afirmación la contesta el pretendido memorando afirmando, en su página 4, entre otras cosas, que “no estamos ante un informe «sustitutivo» del de actuación, ni en el contenido, ni en su finalidad, ni en su tramitación.”
 
Si lo que sugerimos fuera cierto, algo que, en vista de los ejemplos anteriores resulta un punto más que verosímil, el memorando sería un documento falso o falsificado, porque tuvo que ser elaborado, necesariamente, después del informe y después del escrito que yo presenté, con la evidente triple intención de: i) en primer lugar, rellenar el vacío existente, ya que no había entre la documentación de la auditoría ninguna diligencia ni informe que avalase una conclusión tan grave y problemática como la del informe de actuación (recuérdese la negativa de la institución a facilitarme los papeles de trabajo relacionados con el asunto del informe de actuación); ii) en segundo lugar, aprovechar para refutar subrepticiamente, aunque, eso sí, un poco puerilmente, por lo descarado, los argumentos que yo había aportado en contra de dicha conclusión; y, iii) finalmente, pretendiendo que quedara todo ello consagrado como una actuación realizada puntualmente y no extemporáneamente.
Las sospechas que sobre la autenticidad de este documento y de todos cuyas fechas eran incongruentes con el trabajo desarrollado por los funcionarios de la Cámara me llevaron a pedirle a mi abogado que presentara la correspondiente denuncia ante el juzgado que instruía la causa, algo que hizo el día 7 de marzo de 2014. Uno habría imaginado, especialmente conociendo el habitual proceder de la Juez de nuestras desdichas, que una denuncia tal, en la que se formulaba una acusación de que diligencias interesadas por ella y cumplimentadas por un organismo de la Comunidad Autónoma de Andalucía pudieran ser falsas o falsificadas, habría desatado la cólera divina, emprendiéndola a mandobles a diestro y siniestro y empapelando a la plantilla completa de la Cámara de Cuentas. Nada de eso hubo. Al contrario, la Juez se limitó a darse por enterada de la denuncia y a acordar, en un Auto tipo ómnibus, a los que ya nos tenía acostumbrados, que “por lo que respecta a su (de mi procuradora) escrito de 7 de marzo, se dará traslado a la UCO para que practique diligencias en relación al contenido de dicho escrito.”
La UCO, que tan solícita se había mostrado para ejecutar, a veces del modo más cruento posible, otras instrucciones de su Señoría, no hizo absolutamente nada durante años, a pesar de que mi abogado, ante tal pasividad, le reiteró a la Juez, hasta en dos ocasiones, por escrito, la petición de que hiciera algo al respecto.
Finalmente, la UCO remitió, dos años después, un atestado al juzgado el día 9 de marzo de 2016, que fue una auténtica tomadura de pelo. En síntesis, la UCO se había limitado a hacer una copia del documento y a magrearla reiteradamente para tratar de demostrar que las propiedades del documento cuya relevancia yo resaltaba son fácilmente manipulables. Pero nada hizo para tratar de averiguar la autenticidad de dichas propiedades (fecha de creación del archivo, su autor, su tiempo de edición, etc.) interrogando a quienes deberían saberlo y, lo que es más importante, nada hizo para indagar por qué un documento que debió producirse en una fecha determinada refuta tan descaradamente los argumentos de un escrito presentado en una fecha posterior.
¿Cuál es la conclusión que se extrae de esta falta de interés, tanto del juzgado, como de la UCO? Pues es evidente: la Juez no tenía el más mínimo interés en que quedara desacreditada la conclusión de la omisión indebida del informe de actuación, uno de los puntales de la inicua imputación que mantenía contra mí y por eso nada hicieron para investigar lo que, a todas luces, podría haber sido un delito de falsedad documental y lo poco que hicieron, lo hicieron arrastrando los pies.
Nosotros por nuestra parte, indignados con las bobadas que contaba la UCO en su atestado, presentamos otro escrito al juzgado, aunque ya sabíamos que a nada conduciría, sino meramente a hacer ver que, idiotas, no éramos.
Por lo demás, en las fechas señaladas se produjo el inútil rosario de declaraciones de los funcionarios de la Cámara que habían intervenido en la auditoría. Para la historia bufa de este caso quedará el desahogo de la auditora responsable del informe, la señora Mendoza, al sostener sin pestañear que era ilegal destinar las transferencias de financiación a una finalidad distinta a la compensación de pérdidas de la entidad que las percibe. Es curioso que, ni esta funcionaria, ni ninguno de sus compañeros se hubieran sentido obligados hasta entonces a emitir tales opiniones en sus tareas de fiscalización de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales. En concreto, el comportamiento de la Cámara de Cuentas, en relación con las transferencias de financiación a IFA/IDEA del Programa 31L, se había caracterizado por la absoluta pasividad que no puedo por menos que calificar como de auténtica desidia, al dejar de realizar durante 10 años las actuaciones que estaban dentro de su ámbito de competencias respecto al citado Programa. En efecto, la Cámara de Cuentas, durante dichos diez años: i) no sintió la necesidad de formular ninguna salvedad, observación o recomendación en ninguno de sus informes anuales de fiscalización de la Cuenta General de la Junta, respecto de las TF del Programa 31L; ii) no incluyó jamás el Programa 31L en sus planes anuales de control de subvenciones, a pesar de que esta era prácticamente la única finalidad de dicho Programa; y iii) no realizó entre 2000 y 2010 ninguna auditoría sobre IFA/IDEA, la más relevante entidad instrumental de la Junta, por la cantidad y variedad de sus operaciones.
 
Como señalé anteriormente, canalicé mi indignación contra la filtración del borrador de informe de la Cámara de Cuentas a través de dos escritos. Al primero, en el que solicitaba acceder a los papeles de trabajo de la auditoría y a sus abundantes secuelas ya me he referido in extenso. El segundo fue un amplio escrito de 89 páginas, en el que me propuse demostrar lo infundado de las conclusiones vertidas en el borrador de auditoría sobre el informe de actuación, la ligereza con la que habían actuado quienes habían llegado a las mismas, por no decir la de los autores de la revelación indebida y reclamar su rectificación y la reparación del daño causado.
En otras páginas de este libro he razonado sobre el asunto del informe de actuación y a ellas me remito para no incurrir en reiteraciones innecesarias. Por tanto, de este escrito me limito a resaltar en este momento que expuse detalladamente que los autores del informe de fiscalización perpetraron innumerables incumplimientos de normas de auditoría generalmente aceptadas y del propio Manual de Procedimientos de la Cámara de Cuentas, lo cual podría ser una explicación plausible de la errónea conclusión a la que llegaron sobre el informe de actuación. Y, por otro lado, me quejé amargamente del injusto e injustificado trato recibido por el informe, de lo que es buena muestra este pasaje del escrito:
 
“En otro orden de cosas, interesa a quien esto suscribe destacar el sorprendente contraste que existe entre la severidad con la que el anteproyecto de informe de la Cámara de Cuentas ha juzgado la labor de control de la Intervención General (a pesar de las abrumadoras pruebas de rigor y diligencia en los controles realizados que se muestran en el punto Séptimo anterior y en el Anexo) y el clamoroso silencio mostrado por la Cámara de Cuentas a lo largo de los años en relación con este asunto. Y es que resulta realmente asombroso que no exista ningún pronunciamiento de la Cámara de Cuentas en todo el período 2001-2011, a pesar de las múltiples señales que ha recibido a lo largo del mismo de las presuntas debilidades y deficiencias que ahora revela en su informe. Ni siquiera el informe que motiva el presente escrito redime este abandono, puesto que no es mérito de la institución la iniciativa, sino del Parlamento que le hizo el encargo.
Resulta innegable que el rigor y la diligencia demostradas por la Intervención General ofrecen un vivo contraste con la inexplicable actitud pasiva del máximo órgano de control externo de la Junta de Andalucía a lo largo de tantos años. Que a su vez contrasta con su escasa elegancia, como muestra la ligereza con la que ha enjuiciado la labor de la Intervención General, precisamente incumpliendo toda clase de normas de auditoría y el hecho de que ni siquiera se haya recabado la opinión de quien esto suscribe, a la sazón responsable entonces del órgano al que el anteproyecto de informe imputa erróneamente la omisión del informe de actuación.
La Cámara de Cuentas no parece haber advertido el contenido de las Cuentas Generales rendidas por la Intervención General, ni de los Presupuestos de cada ejercicio, ni, por supuesto, de los numerosos informes emitidos por la Intervención General, que han estado a su disposición durante todos estos años y que prácticamente nunca ha solicitado.”
 
Para terminar con lo que he calificado como conducta poco airosa de la Cámara de Cuentas, en relación con el asunto de los ERE, me voy a referir a una declaración efectuada por el Presidente de la institución y a la carta que le remití y que ahora hago pública. 
Este es el texto de la carta remitida, en el que se incluyen las afirmaciones que la motivaron:
 
“CARTA AL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE CUENTAS DE ANDALUCÍA
Sevilla, 17 de junio de 2013
Sr. Presidente:
En una entrevista publicada hoy en el diario ABC, a la pregunta de por qué la Cámara de Cuentas no fiscalizó en diez años el programa de ayudas para empresas en crisis, ha contestado usted lo siguiente:
“Está claro que han fallado los mecanismos de control. Hay dos: el interno y el externo. Nosotros, el control externo, llegamos después de que los hechos han acaecido. El interno tiene más proximidad para identificar irregularidades. Los mecanismos de alerta que podía tener la Cámara no funcionaron.”
Verdaderamente, Sr. Presidente, ‘está claro’ lo que usted pretende decir sin acabar de decirlo del todo: ‘es el control interno, por su proximidad, el que debía haber detectado las irregularidades y eso ha privado a la Cámara de Cuentas de las alertas adecuadas’.
Como no puedo pensar que haya sido la mala fe lo que le ha movido a decir lo que ha dicho, prefiero concluir que ha sido la ignorancia la que le ha jugado una mala pasada y le ha hecho decir cosas tan erróneas como insidiosas.
Por eso, me veo en la obligación de remitirle esta carta, con la finalidad de precisarle algunos extremos de su desafortunada declaración.
Como todo el mundo sabe a estas alturas, la Intervención de la Junta, que es el órgano de control interno al que usted alude, no tuvo “proximidad” alguna a la gestión de las ayudas para empresas en crisis. La Intervención, ni llegó antes, ni llegó después. Simplemente, no llegó, porque fue excluida de la fiscalización previa de las ayudas, debido al modelo de gestión y financiación de las mismas.
No obstante, no deja de ser sorprendente que diga usted que los mecanismos de alerta de la Cámara de Cuentas no funcionaron. Porque, ¿cómo le llamaría usted a las siguientes advertencias?
- Los Informes de auditoría de la Intervención General alertaron de que la gestión del programa 31L comportaba un empleo inadecuado o ilegal de las transferencias de financiación y una supresión de los mecanismos ordinarios de control. Las auditorías también alertaron de que la gestión global de las ayudas podía ser nula de pleno derecho, por las graves irregularidades de procedimiento y porque estaban generando obligaciones por importes muy superiores a los créditos presupuestarios.
- Las propias cuentas anuales de IFA/IDEA incluidas en la Cuenta General de la Junta, y reseñadas por la misma Cámara en sus informes, reflejaron las desviaciones presupuestarias que provocaba la Consejería de Empleo, como consecuencia de la gestión de las subvenciones de los EREs, que alcanzaron en 2005 los ¡95 millones de euros!, importe suficiente para provocar el incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria de la Junta de Andalucía.
- Además, la auditoría de IFA/IDEA del ejercicio 2006, realizada por la compañía PriceWaterhouseCoopers (PwC), reseñada también por la Cámara de Cuentas en su Informe de la Cuenta General, recogió una seria salvedad relativa a las desviaciones presupuestarias de los EREs.
¿No le parecen suficientes o adecuadas estas alertas?
Sr. Presidente, con esta lamentable declaración parece haberse alineado usted, y no sería la primera vez, con quienes llevan años queriendo desviar las responsabilidades de todo tipo en el fraude de los EREs hacia la Intervención y sus funcionarios, culpándoles de toda clase de negligencias imaginarias.
Haría usted mejor en mirar hacia su propia casa, especialmente en el periodo desde que usted la preside, y tratar de evitar que vuelvan a ocurrir episodios tan vergonzosos como la filtración a la prensa del borrador del informe sobre los EREs. Se trata del pecado más grave que puede cometer un auditor: la indiscreción, la violación de la confidencialidad.
Por cierto, ya puestos, en esta línea de falta de rigor y probidad, debería usted explicar a la opinión pública un asunto que tiene todas las trazas de ser otro grosero incumplimiento de las más elementales normas y principios de auditoría. El informe provisional de la Cámara sobre los EREs, en coherencia con un dictamen de sus servicios jurídicos emitido al efecto, se pronunció sobre el controvertido asunto del informe de actuación en los siguientes términos: “La emisión del Informe de Actuación (…) solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades, como la Consejería de Empleo, sometida a intervención previa o crítica del gasto.” Pues bien, esta afirmación tan clara y tajante del informe provisional, por arte de birlibirloque, ha desaparecido del informe definitivo aprobado por mayoría del Pleno de la Cámara, sin que ninguna de las personas y entidades que formularon alegaciones solicitaran dicha supresión. Lo nunca visto, Sr. Presidente.
Es muy difícil sustraerse a la impresión de que esta trapisonda de la mayoría del Pleno de la Cámara de Cuentas no tuvo otro objetivo que halagar a otra mayoría de parecido jaez. La que se produjo en la Comisión parlamentaria de investigación sobre los EREs, para reprocharle a la Intervención General de la Junta de Andalucía, fraudulentamente, que no hubiera emitido un informe de actuación. Es decir, la mayoría del Pleno de la Cámara de Cuentas, ignorando olímpicamente sus propias normas de auditoría, ha demostrado un inusitado empeño digno de mejor causa en mantener en pie a toda costa la percha del informe de actuación. Percha en la que vienen colgando su sombrero quienes llevan años engañando a la opinión pública con la añagaza de que su pasividad ante el fraude se debió a que no recibieron el dichoso informe.
Si los ciudadanos llegan a albergar la sospecha de que las mayorías políticas del Parlamento son utilizadas para bruñir, hasta en los más pequeños detalles, los informes de la Cámara de Cuentas no tardarán en preguntarse por la utilidad de un organismo tan costoso.
¿Será usted capaz, Sr. Presidente, de disolver tales sospechas?
Atentamente,
Manuel Gómez Martínez”
 
Quizá pueda calificarse el tono de esta carta como agresivo o, al menos, desabrido. Pero, antes de emitir tal juicio, repare el lector en lo siguiente. A las alturas de la declaración del Presidente de la Cámara de Cuentas, las más importantes instituciones de la Junta de Andalucía, Parlamento, Presidente y diversos consejeros, ya se habían manifestado en la misma línea: el culpable del fraude de los ERE es el Interventor, por no cumplir con sus obligaciones. El Presidente de la Cámara de Cuentas vino a golpear en el mismo sitio.
 
Para finalizar con este capítulo debo reconocer, nobleza obliga, que la actitud de los funcionarios de la Cámara de Cuentas que declararon en el juicio, en lo que se refiere al dichoso asunto del informe de actuación, fue mucho más matizada que la que vertieron en el borrador de informe al que me referí anteriormente. Como señalo en el lugar correspondiente de este libro, este cambio de actitud merece mi elogio, pues hay que reconocer que lo más fácil para ellos habría sido ratificarse en lo ya dicho anteriormente y los importantes matices que introdujeron en sus declaraciones debieron hacerlos en presencia de un Tribunal y ante unos fiscales a los que dichas reconsideraciones no les hicieron ninguna gracia.
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El endiosamiento. Prensa y redes sociales.
 
En el mes de mayo de 2016, la periodista del ABC Mercedes Benítez anunció en su portal de Facebook la inminente publicación de su libro “Diosa o demonio”, cuya portada no dejaba lugar a dudas acerca del personaje al que iba a estar dedicado. En aquellos días le dije a Mercedes Benítez que el título del libro presagiaba un tono equidistante y que, si así era, no me parecería una obra de interés. Ante sus protestas de objetividad le expuse mi opinión en el sentido de que hay asuntos, como el racismo, la xenofobia, el maltrato a las mujeres y muchos otros, en los que no cabe la equidistancia. Y éste que ella abordaba en su libro era uno de ellos. Es más, aunque esto no se lo dije, sí que lo pienso, la equidistancia es a veces la capa bajo la que pretende ocultarse una indisimulada actitud favorable hacia una de las dos caras de la moneda. Parafraseando al Dr. Johnson, en ocasiones, la equidistancia se convierte en el refugio de los granujas. No digo, desde luego, que este sea el caso de la autora. Desde otro punto de vista, en el caso que nos ocupa, ser equidistante sería algo así como entender que, entre la vida y la muerte, la virtud estaría en la enfermedad.
Naturalmente, en las líneas que siguen no seré equidistante. Ni lo pretendo ni podría serlo, a menos que quiera ver frustrada una de las pretensiones de estas páginas que, como ya he declarado, es el ajuste de cuentas. Y este es el principal objeto de las cuentas que quiero ver saldadas.
Pero que no sea equidistante no quiere decir que no sea objetivo. Es más, en este caso me esforzaré en ser cabalmente factual y ceñirme a los hechos. Juzgue el lector.
Esta señora es un caso extraordinario en la sociedad española. Se ha encumbrado como una heroína a una persona por el simple hecho de haber ejercido sus funciones de juez instructora en determinadas causas, cuya importancia judicial se la ha otorgado ella misma, con su peculiar modo de ejercer la jurisdicción. Sus méritos han consistido en impulsar determinadas instrucciones judiciales cuajadas de políticos socialistas del máximo nivel, pero sin terminar ninguna y, lo que es peor, dejando todas ellas cuando las abandonó en un estado procesal absolutamente inmanejable, hechas unos zorros.
Un amplio sector de la opinión pública y de los medios de comunicación siente una rendida admiración, rayana, a veces, en la adulación más afectada, ante cualquier cosa que diga o haga la interfecta. Son numerosas las piezas de opinión de la mayoría de los medios de prensa en las que se ha venido justificando, ensalzando o enalteciendo la conducta de la Juez, hasta extremos a veces sonrojantes. En estos mismos medios, las informaciones que han venido dando cuenta de sus actuaciones jurisdiccionales o incluso privadas han arramblado con los mínimos estándares de objetividad, cayendo permanentemente en el elogio, cuando no en el ditirambo.
Por su parte, en las redes sociales Twitter y Facebook tenemos noticia de páginas murales de fans de la Juez, en las que sus partidarios expelen toda clase de exabruptos hagiográficos y publican enlaces a las publicaciones que tratan a su Diosa como se merece. No hemos dedicado tiempo a bucear en esta ciénaga, por razones obvias. El que tenga interés, a pie de página dejo los enlaces.12
 
Todo ello ha contribuido a la creación de un personaje (se trata de una juez, no se olvide), que se dibuja como un dechado de virtudes, sin mácula alguna que lo ensombrezca. Este resultado ha sido favorecido decisivamente por numerosos editoriales de medios escritos y otras piezas de opinión de conspicuos colaboradores, en cuanto son las que poseen mayor poder de influencia en la configuración de la opinión pública.
 
De todo ello surgió una leyenda, cuyas dos piezas fundamentales son: el dechado de virtudes que se le atribuyen a esta juez legendaria y la cantidad de obstáculos que el poder le habría puesto constantemente a su labor. 
 
La heroína sorteadora de obstáculos.
 
Vamos a empezar por esto último, los obstáculos que habría tenido que sortear nuestra heroína. Obstáculos que le habrían puesto los poderes que ella investigaba, con la finalidad de dificultar su egregia labor y así eludir sus responsabilidades en toda clase de desmanes que el fino olfato de la Juez justiciera descubría en cada esquina.
 
Veamos cada uno de los asuntos que tanto han contribuido a engrandecer la leyenda de nuestra heroína, como una luchadora infatigable contra los abusos y presiones que supuestamente recibía desde los poderes que ella investigaba.
 
El intento de recusación.
Una imputada en el caso Mercasevilla, la responsable del área económico-financiera de la entidad, recusó a la Juez por su interés personal en el asunto, basándose en el hecho de que su marido había sido el auditor de la compañía investigada y, posteriormente, había dejado de serlo, al habérsele resuelto el contrato profesional que lo ligaba a la empresa. La recusante alegaba, por un lado, que el marido, por el conocimiento que tenía de Mercasevilla, podría haber estado asesorando a su cónyuge en la causa que se ventilaba en su juzgado, poniendo de manifiesto, por otro lado, la pérdida de imparcialidad en la que habría incurrido la Juez, al haber sido despedido su marido como auditor de la entidad. Aunque la recusación fue rechazada por la Audiencia, no resulta fácil, ni razonable incluir este asunto en la nómina de los supuestos abusos y presiones que habría sufrido la Juez, por parte del poder que ella investigaba. Por una parte, porque la recusante, una empleada de Mercasevilla, lo fue a título personal, y, por otro lado, porque la recusación no estaría tan mal encaminada, cuando fue apoyada por la Fiscalía.
 
Las actas de los consejos de gobierno de la Junta.
Esto es simplemente una pamema, una tormenta en un vaso de agua, provocada por la soberbia de las partes contendientes, sin la más mínima enjundia. No es, por tanto, muestra de otra cosa que de lo ya dicho, ni puede servir para acreditar otra cosa que la ya expresada y, mucho menos, que este incidente pueda ser demostrativo de que el poder político influyó en la causa de los ERE en su beneficio. Veamos sucintamente de qué va este asunto.
A la Juez se le metió en la cabeza que la Junta le facilitase las actas de todos los consejos de gobierno semanales celebrados durante el período objeto de investigación (2000-2010), cerca de 500. Ella sabía perfectamente que esta prueba no iba a aportar absolutamente nada a la instrucción, pues las actas de los consejos sólo contienen el título de los acuerdos que se adoptan, un breve fundamento y poco más, sin reflejar ningún extremo de las deliberaciones. Y digo que lo sabía, porque en el momento en el que pide esta prueba documental ya figuraban en las diligencias judiciales varios acuerdos del Consejo de Gobierno de la Junta y ella se había hecho una idea de lo sucinto e insustancial de su contenido, más allá del objeto de lo acordado, que tendrá, en cada caso, el interés que tenga. Pues bien, siendo esto así, lo que debió hacer la Secretaría del Consejo de Gobierno es aportar al juzgado todas las actas y desactivar, de este modo, esta inútil y peregrina iniciativa de la Juez. En lugar de eso, alguien cuya identidad nada cuesta imaginar, en un ataque de soberbia institucional, decide rechazar la solicitud de la Juez, sobre la base de que las deliberaciones del Consejo de Gobierno son secretas y, por tanto, secretas deben ser las actas de sus sesiones. Y, como consecuencia, la Junta plantea un conflicto de jurisdicción ante el Tribunal Supremo. Qué mejor escenario para esta Juez, qué mejor argumento para reforzar su perfil de heroína que no se arredra ante las fauces del poderoso y corrupto dragón, que pretende ocultar sus fechorías con argumentos leguleyos. Como era de esperar, el Supremo le da la razón a la Juez y obliga a la Junta a aportarle las actas requeridas. ¿Aportaron algo a la instrucción? Por supuesto, no aportaron nada, pero dejaron en el ambiente ese insidioso aroma que colaboró al engrandecimiento de la leyenda y a extender la idea, ya como hecho incontrovertido, de que el gobierno socialista de la Junta boicoteaba las investigaciones de la Juez.
 
Bulos y escraches.
En este apartado se suelen citar varios ejemplos. En primer lugar, unas declaraciones de Alfonso Guerra, en las que se refería a la existencia, literalmente, de “una relación fuerte personal entre la jueza y el alcalde de Sevilla, Juan Ignacio Zoido”. Nunca he logrado entender dónde está la ofensa en esta afirmación, incluso aunque fuera falsa, que todo apunta a que no lo es. ¿Acaso no se refirió la ofendida a su colega Núñez Bolaños y lo repiten todos los medios cada martes y cada jueves, no limitándose a señalar su presunta amistad con el fiscal-consejero Emilio de Llera, sino aseverando que dicha amistad condiciona su independencia? Esto es absurdo por completo y no se nos ocurre otra explicación que esta: mentes calenturientas han debido relacionar las palabras de Guerra con ciertos bulos infames que corren por la ciudad, de los que no estamos dispuestos a hacernos eco en estas páginas.
Se mencionan también en este apartado las acusaciones a la Juez, de acompasar el calendario procesal al calendario electoral, en perjuicio del PSOE. Si bien es verdad que debe resultar poco menos que imposible sortear el denso y proceloso calendario electoral español, no deja de ser cierto que la Juez ha parecido escoger el dictado de algunas de sus más explosivas resoluciones en los momentos más delicados para el partido de sus víctimas procesales.
Y, en lo que se refiere al escrache sindical que padeció la juez en una ocasión, sin que merezca defensa alguna, tampoco puede decirse que dicha actuación sea muestra de una situación reiterada y persistente, en manera alguna.
 
Irregularidades procesales.
Se ha criticado a la Juez por la demora injustificada de citaciones, los interrogatorios inquisitoriales, la imputación selectiva de políticos dependiendo de si estaban o no aforados, la solicitud, a veces repetida, de expedientes y documentos de tamaños inmanejables y de dudosa utilidad para la causa, y un sinfín de prácticas irregulares. Hay quienes creen que estas denuncias suponen presiones inaceptables sobre la Juez. A mí, en cambio, lo que me parece realmente digno de destacar e inaceptable es que estas conductas procesales que se denuncian las permita sin escándalo el sistema judicial de nuestro país y que jamás hayan sido corregidas por los órganos superiores. En particular, la Juez retuvo para sí durante años la instrucción de la causa, orillando la circunstancia de que, desde el minuto cero, aparecían relacionadas numerosas personas aforadas, con el mismo o incluso más intenso nivel de vinculación con los hechos investigados que muchos de los imputados. Este hecho habría obligado a la Juez a apartarse de la instrucción, elevando el asunto al tribunal competente, algo que sólo hizo cuando… le salió de las narices, porque no hay otro motivo a la vista para explicarlo. Este clamoroso retraso indebido ha sido una vergüenza, de la que han sido cómplices varios de los órganos judiciales superiores, que parecieron mirar para otro lado, con el aparente vano objetivo de lograr que, con el tiempo, el asunto acabara disolviéndose y no les cayera encima.
En este orden de cosas, no olvide el lector el episodio narrado más atrás y las consecuencias que tuvo, en cuanto al retraso de la instrucción, relativo al despido de la unidad de la Policía Nacional y su sustitución por la UCO de la Guardia Civil y la desvergonzada actitud procesal de la Juez, desentendiéndose de las diligencias practicadas por aquellos, volviendo a pedir documentos ya aportados.
También cabe citar en este apartado de irregularidades procesales el episodio que se detalla más adelante, relativo a la presunta ocultación a las partes del Informe pericial de la IGAE.
 
Sin medios ni funcionarios.
Este es otro de los clichés. La Junta le niega a la Juez los medios personales necesarios para llevar a cabo su hercúlea tarea. Para empezar, tiene gracia que ese carácter hercúleo con el que se califica la tarea de su juzgado lo haya creado ella misma, merced a ese modo desaforado, cuando no atolondrado, de instruir. Nadie que no haya buceado, como yo he tenido que hacerlo, en el más del millón de folios de la causa puede hacerse una idea de lo ajustado de los adjetivos que acabo de usar, para calificar la labor instructora de esta Juez. Pues bien, a pesar de ese hecho demencial, ¿alguien se ha molestado en analizar con qué personal contaba el juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla, en relación con los asuntos que despachaba y en comparación con otros juzgados? Nunca vi tal análisis y, desde luego, ninguno de los que tan alegremente han endiosado a nuestra dilecta amiga se ha molestado en probar con un mínimo de rigor que ese ninguneo que se denuncia tenga el más mínimo soporte en datos contrastados.
 
Apartada de las macrocausas.
El propio título de este apartado ya constituye, por sí mismo, una falacia. A esta Juez no la ha apartado nadie de las macrocausas, como varios años después de que, felizmente, dejara de entender de ellas como instructora, continúan diciendo, impertérritos y faltando groseramente a la verdad, sus hagiógrafos. Los que dicen tal cosa lo hacen desconociendo (conscientemente) principios básicos del funcionamiento del poder judicial y, en última instancia, desconociendo, también (esta vez no estoy seguro de si conscientemente), reglas básicas de la sociedad y de las relaciones humanas. La Juez participó en un concurso para la cobertura de puestos de trabajo de jueces y magistrados, solicitando una plaza de magistrada de la Audiencia Provincial de Sevilla. Como sabe cualquiera medianamente informado, estas plazas no se cubren discrecionalmente, sino que las obtienen quienes tienen más méritos, de acuerdo con el baremo aplicable. Pero es que, aunque una mano negra hubiera decidido otorgarle a esta Juez el ascenso pedido, sin merecerlo, ¿cómo se le va a culpar de apartarla de las causas que lleva en su juzgado de origen, si esa es la consecuencia inexcusable de la decisión de la interesada de participar en un concurso y lograr un ascenso? Es decir, la única responsable de haber dejado de ser competente para instruir las macrocausas que le habían caído en suerte al juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla, es su titular, al participar en el concurso en el que obtuvo el ascenso.
Pero, es que, la cosa no queda aquí. Es que nuestra amiga, al concursar, había pedido garantías a quien, al parecer, podía dárselas, de que, si obtenía el ascenso, se le permitiría seguir destrozando vidas, honras y haciendas en su juzgado, como si fuera de su propiedad. Esta trama tiene su gracia, porque, ¿de qué naturaleza es el interés y la insistencia en que esta Juez continúe instruyendo las macrocausas; acaso no es espurio ese interés? ¿Debemos creer que nada tiene que ver el interés en mantener a esta Juez instruyendo los ERE, la Formación y otras causas, con el interés de los oponentes políticos de las víctimas de la Juez? Oponentes políticos, por cierto, que intervienen como acusación popular en los procesos instruidos por aquella. ¿Quién le otorgó garantías a su Señoría, para seguir mangoneando en las macrocausas?, ¿fueron quizá las terminales del PSOE, de Izquierda Unida o de los partidos nacionalistas en el CGPJ; o fueron, más bien, las del PP?
Al parecer, quien le otorgó garantías se arrepintió al poco tiempo y aquí, las razones esgrimidas por la Juez y todos sus corifeos son de aurora boreal. Según ellos, PSOE y PP coaligaron sus terminales judiciales en el CGPJ, para impedir que la Juez siguiera instruyendo, tapándose, así, sus respectivas vergüenzas. La explicación racional y objetiva es mucho más simple, pero muy poco caritativa para con nuestra amiga, que hizo aquí uno de esos ridículos que hacen historia, poniendo en cuestión, además, las virtudes que sus fans le atribuían, entre otras, la de su inteligencia. Es lógico que sus hagiógrafos olviden este dato tan perjudicial para la fama y el prestigio de su patrocinada, pero ahí está, para quien quiera leerlo y extraer la única conclusión lógica de todo ello. Estamos hablando de la carta que la Juez le envió al CGPJ, poniendo a caldo a su sucesora en el juzgado, la Juez Núñez Bolaños, a la que le dedica las siguientes lindezas:
 
- “…la agilidad debe estar absolutamente compenetrada con el rigor, y en este punto, como opinión personal pero apoyada a mi gran pesar en demasiados datos objetivos, la llevanza de este asunto por la nueva titular me genera una gran inquietud, pues al margen de sus escasos conocimientos de la misma, e incluso por qué no destacarlo, de la jurisdicción penal (…), dicha ausencia de confianza deriva de datos objetivos de su actuación.”
- “Se da la circunstancia que la prensa en general, cuestión que expongo como mero lector sin la menor certeza, pero que a la vez me inquieta, pone de manifiesto que la Sra. Núñez Bolaños está relacionada profesionalmente con Antonio Ojeda, hermano de Ángel Ojeda, en la impartición de cursos o ponencias en una Academia Jurídica y que mantiene una estrecha amistad con el Consejero de Justicia Don Emilio Llera, notorio detractor del trabajo de esta instructora.”
- “…siendo la finalidad de la medida de refuerzo , la agilidad y la eficacia en la tramitación de las causas complejas, que deben ser conjugadas con la seriedad y el rigor necesario, y que estas máximas por su normal desconocimiento en este momento no se dan en Dª Mª Ángeles Núñez, (…), mi gran preocupación ha dejado de ser la ralentización de las causas (que sin duda se produciría), sino la ausencia de confianza que su actuación me genera por su actuación en los ERES y en los Cursos de Formación.”
 
Al margen de que cada una de las afirmaciones que se acaban de transcribir merece una respuesta adecuada, la sensación que produce la lectura de este ataque a la compañera que la ha sustituido en el juzgado es la de que nos encontramos ante una iniciativa francamente insólita, por no decir extravagante. ¿A quién se le ocurre tildar a un compañero de profesión, en un documento oficial, de inepto, incompetente y corrupto? Si no conociéramos el paño, podríamos pensar que esta acometida es más propia de quien, o no está en sus cabales, o no tiene los pies en la tierra, o no vive en este mundo, ni conoce las reglas básicas de las relaciones sociales y de la convivencia entre humanos. Pero, como sabemos con qué bueyes estamos arando, este, llamemos desparpajo, en el ultraje y el desprecio que la Juez le ha propinado a su pobre sustituta, tiene más que ver con la sensación de impunidad en la que la vienen meciendo, por un lado, una opinión pública rendida a sus pies y, por otro, una autoridad gubernativa judicial que le ha tolerado siempre toda clase de desmanes. Todo lo cual le ha hecho creerse poseedora de una auténtica patente de corso.
En otro orden de cosas, ¿cómo es posible que este ataque tan grosero a una Juez, como el que nuestra amiga le ha propinado a Núñez Bolaños haya quedado sin respuesta disciplinaria? Misterios del mundo judicial.
Pero no debemos perder el hilo de nuestro discurso. Nos habíamos preguntado por las razones que le habían enajenado a nuestra amiga los apoyos con los que, al parecer, contaba, para seguir instruyendo las macrocausas, en comisión de servicios. ¿Acaso habría sido viable que esta Juez trabajara en colaboración y subordinación necesarias con la nueva titular del juzgado, su compañera objeto de sus invectivas y denuestos? ¿Qué otra alternativa le quedaba al CGPJ (PSOE, PP, nacionalistas, tanto da), que denegar la comisión de servicios?
 
La Juez virtuosa.
 
Entre el elenco de virtudes que sus partidarios le atribuyen a nuestra Juez favorita se encuentra la de su rigor profesional y su dedicación al trabajo. Cualquier cosa puede decirse de ella y, de hecho, cualquier cosa se ha dicho ya, pero, desde luego, estas dos virtudes no adornan precisamente a nuestra amiga. Veamos.
En lo que se refiere a su rigor y calidad como jurista es inevitable destacar cómo el ejercicio de su función jurisdiccional en el caso de los ERE ha estado plagado de errores de bulto, irregularidades, enredos procesales y un trato al justiciable más propio de una sociedad autoritaria que de una sociedad moderna que cuente con una Justicia democrática. Veamos algunos ejemplos.
 
1. En un Auto de 22 de julio de 2013 encontramos esta perla cultivada:
 
“Es obvio que la Ley de Presupuestos no debe contravenir el resto del ordenamiento jurídico: como la Ley General de la Hacienda Pública Andaluza, la Ley General de Subvenciones, la Ley 15/2001 o el Reglamento de Intervención entre otros.”
 
Los dislates que se contienen en este breve párrafo ponen de manifiesto una ignorancia que sonrojaría al más descuidado alumno del primer año de Derecho. La juez se adentra con su Auto en la procelosa senda de enmendar a Kelsen y todas las teorías del ordenamiento jurídico. Parece ignorar que las leyes nunca contravienen otras leyes, que una Ley no puede ser ilegal, que las leyes se derogan por otras posteriores y se relacionan entre sí formando un conjunto armónico, guiado por una serie de principios que permiten contemplar el ordenamiento jurídico como un todo integrado. Particularmente sorprendente resulta la afirmación de que la Ley del Presupuesto no pueda contravenir lo dispuesto en el Reglamento de Intervención, ofreciendo un curioso principio de primacía del reglamento sobre la Ley que, probablemente, hará sonreír a Romanones en su tumba.
 
2. En el Auto dictado por la Juez el día 11 de marzo de 2014, en el que, entre otras cosas, le impuso a Magdalena Álvarez una fianza de casi 30 millones de euros, se produjo del modo siguiente:
 
“El segundo paso, después de dos años de andadura, sería la introducción de dicha partida presupuestaria de las transferencias de financiación en el Presupuesto, concretamente en el año 2002 y de ahí en los sucesivos ejercicios económicos, tarea en la que también tendrían una importante participación los inculpados, pues la elaboración de los Presupuestos era una de las competencias de la Consejería de Economía y Hacienda. Para la inclusión de la partida fraudulenta en la Ley de Presupuestos, se aprovecharía la complejidad del lenguaje presupuestario, pues la clasificación económica del gasto por artículos y subconceptos sólo es accesible a expertos. El resultado de lo anterior serían unas Leyes de Presupuestos, que partían de los Anteproyectos elaborados por la Consejería de Economía y Hacienda a la que pertenecían los inculpados, que en relación al Programa 31L de la Dirección General de Trabajo de la Consejería de Empleo, serían frontalmente contrarios a gran parte del ordenamiento jurídico: a la Constitución Española (artículos 9.1 y 103.1), al Estatuto de Autonomía (antiguo art. 12, actual art. 103), a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (art. 3), a la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma Andaluza (arts. 38, 78 y s.s., art. 103 y s.s.), a la Ley 15/2001 de 26 de diciembre (art. 18), a la Ley General de subvenciones, al Decreto 254/2001 por el que se aprueba el Reglamento de subvenciones de la Junta de Andalucía y a la Orden de 22 de mayo de 1998 por la que se dictaban normas para la elaboración de los Presupuestos.”
 
Vuelve a decir que la delictuosa Ley del Presupuesto incumple otras normas del mismo e inferior rango, llegando, en este caso, a achacarle a la citada Ley delictiva el incumplimiento de ¡una Orden!
 
3. Nada menos que en la Exposición razonada elevada al Tribunal Supremo, en relación con las presuntas responsabilidades de personas que gozaban de fuero especial ante dicho órgano judicial (Chaves, Griñán, Zarrías, etc.), la instructora deslizó lo que sigue:
 
“El mismo Parlamento en el Reglamento de Concesión de Subvenciones de la Junta de Andalucía, artículo 1.2 del Decreto 254/2001 de 20 de noviembre, excluía de su ámbito de aplicación a las transferencias de financiación, reconociendo la radical diferencia en cuanto a su objeto, finalidad y tramitación legal de una y otra.”
 
La señora Juez demostró a lo largo de la instrucción la escasa estima en la que tiene a las instituciones regionales, incluido al Parlamento de Andalucía, al que no ha dudado en desdeñar, considerándolo inepto e inútil, como hemos señalado en otro lugar. Pero lo que encierra este pasaje de la que, probablemente, será la más importante resolución que haya dictado y dicte en su vida profesional, no es desprecio, sino otra cosa. Y, por si hubiera alguna duda de que la señora Juez realmente está convencida de que, en la Junta de Andalucía, es el Parlamento y no el Gobierno el que aprueba los reglamentos, inmediatamente después de citar el Reglamento de Subvenciones ya mencionado, señala lo que sigue:
 
“Sería pues contrario a las normas emanadas del propio Parlamento (se está refiriendo al Reglamento de Subvenciones de la Junta) que éste a sabiendas, aprobara que las transferencias de financiación se destinaran a algo distinto que no fuera cubrir las pérdidas de la actividad de la empresa, en este caso IFA/IDEA, como era conceder subvenciones para lo que se precisaba un crédito presupuestario específico.”
 
4. Ya nos hemos referido en otros lugares a la conducta de la Juez en los interrogatorios de los imputados. Basta con recordar aquí el tenor de las preguntas que me formuló en mi declaración como imputado, contrarias a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y cómo me interrumpía repetidamente, cada vez que mis respuestas no eran de su agrado, tratando de arrimar a sus ascuas mi testimonio. Sobre este asunto cabe también una reflexión general, que es la siguiente:
No parece haber una regla clara o, al menos, yo no la conozco, acerca del papel de un juez de instrucción en la declaración de un imputado. Pero, aunque, desde luego, no soy un experto en la materia, tengo ya una vasta experiencia como imputado, calidad con la que he declarado hasta en tres ocasiones en la causa en la que he estado incurso, una de ellas, ante esta Juez, otra ante su sucesora en el juzgado (Núñez Bolaños) y otra ante el instructor del Tribunal Supremo. Si en un proceso penal hay dos partes, acusación y defensa, parece estar dentro de la lógica que el juez debe jugar en la instrucción el papel de ordenar el proceso y velar porque se respeten las reglas y principios procesales, en especial, el de igualdad de armas. Así es como se condujeron en las respectivas declaraciones la Juez Núñez Bolaños y el Juez Jorge Barreiro del Supremo. Dejaron la iniciativa a las partes y ellos intervinieron para aclarar o precisar algún extremo. Pues bien, cualquiera con nociones básicas del proceso que asista a una de las sesiones presididas por esta Juez, en la que comparezca a declarar un imputado, podrá comprobar que su Señoría más parece un acusador que un juez neutral e imparcial. Como se describe en el capítulo en el que narro mi primera declaración, la juez toma el mando del interrogatorio desde el primer momento y sus preguntas tienen todas ellas un sesgo claramente acusatorio, prolongándose durante varias horas, tras las cuales, un imputado que no goce de arrestos suficientes quedará hecho un guiñapo en manos de los acusadores, que intervienen a continuación. En mi caso, como también se cuenta posteriormente, la mayoría de las acusaciones ni siquiera formuló pregunta alguna y el Fiscal apenas se interesó por un par de asuntos, más con carácter informativo que con el de abrochar acusaciones concretas contra el declarante. De modo que toda la carga acusatoria de la declaración estuvo en manos de la Juez.
 
5. Dentro de esta conducta anómala tiene un puesto relevante el artificio que utilizó la Juez en la instrucción, a cuenta del informe de los peritos de la IGAE. Los pormenores de esta argucia y sus letales consecuencias para los imputados, especialmente para mí, se cuentan en otros lugares. Baste con que digamos ahora que existen pruebas bastante concluyentes de que la Juez conocía la parte esencial de las conclusiones de dicho informe pericial, cuando me tomó declaración como imputado (a mí y a otros), informe que yo y los demás solo conocimos meses después. No es necesario aclarar que dicha circunstancia, si fuera cierta, que todo apunta a que lo fue, me produjo una intensa indefensión, máxime teniendo en cuenta que este informe, a la postre, ha sido casi la única prueba de cargo contra mí (y contra muchos otros) en el proceso.
 
En lo que se refiere a la supuesta laboriosidad de la Juez, su contraste con la realidad convierte esta suposición en pura caricatura. Como afirma la periodista Mercedes Benítez y conoce cualquiera que estuviera al corriente, en su etapa de instructora, la Juez aparecía por su despacho bien entrada la mañana, algo en sí mismo inaceptable. Que determinados interrogatorios se prolongaran hasta altas horas de la noche, además de suponer una tortura para la víctima del desmán, ni está justificado, ni es excusa para no cumplir con el horario regular de la oficina judicial. Estas pintorescas sesiones maratonianas parecían diseñadas, exclusivamente, para que los rendidos admiradores de su Señoría se hicieran lenguas sobre su tesón, fortaleza y supuesta dedicación al buen fin de la Justicia.
 
No nos extenderemos más acerca de las presuntas virtudes que, según sus hagiógrafos, adornarían a esta Juez. Pasemos ahora a otro de los aspectos de su conducta: su facundia sobrevenida.
 
La Juez se suelta el pelo.
 
Una de las características de las permanentes campañas encomiásticas de las que ha disfrutado su Señoría es la de que estos incondicionales apoyos mediáticos y sociales a los que me he referido, al no haber sido contrarrestados por ninguna iniciativa social de signo inverso, ni por ninguna actuación institucional dirigida a poner coto a los desmanes producidos por esta juez, podrían haber inducido en ella la creencia de vivir en un ámbito de impunidad inatacable, en el que cualquier actuación jurisdiccional parece posible, por desatinada que sea y cualquier opinión puede ser emitida, por descabellada, inoportuna, impropia o claramente infractora de leyes y reglamentos que fuera.
 
Y así, a partir de cierto momento, nuestra amiga decide soltarse el pelo e inicia una catarata de manifestaciones públicas en distintos medios, lugares y formatos. La juez estrella, que llevaba años alimentando su ego con sus pases de modelo bajo los soportales de los juzgados de Sevilla, seguida a corta distancia por una discreta escolta y cultivando una imagen pública de misteriosa efigie, bajo la que se ocultarían recónditos y profundos pensamientos, que se negaba a compartir con sus rendidos admiradores y con sus antagonistas, de pronto, nos abre la hondura de sus meditaciones y nos permite descubrir la verdadera índole del personaje.
Nuestra silenciosa jurisconsulta decidió soltarse la lengua y acudir solícita a los prestigiosos foros que la convocaron: una promoción de Derecho de la Universidad de Dos Hermanas, los alumnos de Derecho de la Universidad de Sevilla, una asociación de antiguos alumnos de una facultad madrileña, una desconocida fundación granadina, la inauguración de unas jornadas de la Asociación Hispalense de Medicina Estética....
 
Vamos a referirnos, a continuación, a lo más granado de estas manifestaciones públicas y podremos comprobar la insólita impertinencia con la que se conduce esta integrante del poder judicial, tan contraria a la sobriedad y circunspección que uno esperaría encontrar en quien tiene tan importante función social que cumplir. Su facundia nos permitirá, también, hacernos una idea sobre su elocuencia y sabiduría y comprobar si están justificados los epítetos que le regalan continuamente sus fieles y admiradores.
 
	Intervención en el Foro para la Concordia Civil de Granada. 19 de enero de 2017.

Resulta paradójico que esta desconocida fundación con ese nombre invite a disertar a la persona que más ha hecho por la discordia civil en Andalucía en los últimos lustros. La juez campeadora ha ejercido la jurisdicción de un modo tan cruel y sañudo contra ciudadanos inocentes, provocando tal nivel de dolor y aflicción entre sus víctimas, que está inhabilitada para perorar en cualquier foro de la concordia que se respete a sí mismo. Condición ésta última que, sin duda, no concurre en este ignoto foro granadino.
No diremos nada acerca del tema de la perorata: la independencia judicial. Sobre ello fue a pontificar la amiga del acusador particular en la causa de los ERE. ¡Manda h…!
Sin embargo, animo a los lectores a que se asomen en este vídeo13 a la indescriptible vaciedad de las palabras de la conferenciante; un discurso por completo inane, fútil, insustancial y trivial.
Este es el personaje que, para su vergüenza, han endiosado los medios de comunicación durante más de un lustro, ponderando la supuesta discreción y el hieratismo de que hacía gala en el desfile que protagonizaba a las tardías horas en las que acudía a su juzgado cada mañana, como si fueran muestras de una honda sabiduría, de un conocimiento magistral, de un discernimiento aristotélico. Ha bastado que abriera la boca sin la protección que le procura la tarima inexpugnable e inapelable de su juzgado para que se pudiera comprobar su verdadero jaez: pura nadería, el vivo ejemplo de la mediocridad.
 
	Presunta entrevista en el diario El Mundo. 29 de enero de 2017.

Como un elemento más de esta bochornosa y empachosa campaña permanente de endiosamiento del personaje en la que se encuentra embarcada la mayoría de los medios de comunicación, el diario El Mundo publicó14 una entrevista, dizque realizada con la Juez campeadora, presentada a todo trapo, con llamada en la portada, dos páginas completas sin anuncios y gruesos titulares y entradillas.
Como podrán comprobar los pacientes lectores del panegírico, esta señora no tiene absolutamente nada que decir. Hasta el punto de que el redactor de la entrevista se ve obligado, para rellenar el inmenso hueco que la vacuidad de la entrevistada le ha dejado, a transcribir párrafos y párrafos de la charla (llamarla conferencia se antoja desmedido) que la interfecta evacuó recientemente en Granada ante el rendido auditorio convocado por la ignota fundación a la que nos acabamos de referir.
El redactor de la información afirma haber sido honrado con 40 minutos del valioso tiempo de la Juez y el resultado no puede ser más penoso. Nunca este género periodístico había caído tan bajo, ni 40 minutos fueron tan exiguos. Pero es que el personaje, ni en 40 años sería capaz de dar contenido a media página de una hoja parroquial.
 
3. Intervención en el Foro de Opinión Cívico de la Comunidad Valenciana. 26 de abril de 2017.
En este foro, su Señoría se despachó a gusto contra los fiscales, dedicándoles, entre otras, estas lindezas, según reflejaron los medios de comunicación: acusó al Gobierno de utilizar a los “fiscales como lacayos”; “los fiscales Anticorrupción no mueven un dedo si no reciben órdenes de Madrid”; "los fiscales son implacables en los delitos comunes, pero no se comportan de la misma manera en los casos de corrupción"; "conceder la instrucción a un Ministerio Fiscal absolutamente politizado dejará al juez como si fuese una figura de piedra. No hay garantías de que nos llegue la realidad de lo que se ha investigado"; "si se revocan las causas (por las audiencias provinciales) es porque el fiscal se implica poco"; "se limitan los plazos, pero se le dan las llaves al Ministerio Fiscal que no se mojan en las investigaciones judiciales y se mantienen al margen"; y este bonito colofón de vena populista: "es necesario que el pueblo se involucre (acusación popular), porque nos podemos encontrar que el fiscal ponga fin a una investigación siguiendo órdenes del Gobierno".
 
4. Intervención en un acto de la Plataforma Cívica por la Independencia Judicial de Valencia. 14 de diciembre de 2017.
En esta intervención, la Juez habría dicho, también públicamente, según recogieron los medios de comunicación, que la sentencia (del caso de los ERE) le genera una “incertidumbre fea”, poniendo en cuestión la neutralidad e independencia de los jueces y magistrados llamados a dictarla.
Como se explica en otro lugar, la Juez niega haber dicho tal cosa, ante lo que sólo nos cabe afirmar la verosimilitud de lo publicado. En efecto, ¿a quién se le podría ocurrir inventarse tan remilgada expresión y ponerla inopinadamente en boca de esta señora, y con qué intención lo habría hecho? Reconózcase lo absurdo e ilógico del caso.
 
5. Entrevista en el diario ABC. 21 de mayo de 2018.
En esta entrevista publicada en el diario ABC, la Juez alcanzó las más altas cotas de facundia. Vean, si no, estos ejemplos:
- Sobre la responsabilidad civil en la causa de los ERE: “La renuncia al ejercicio de la acción civil en dicho procedimiento penal me parece una actuación desleal con el patrimonio público que gestiona la Junta, contraria a los intereses generales y por ello contraria a la Constitución y demás normativa nacional y autonómica, y que además podría ser constitutivo de un nuevo delito de malversación, lo cual podría generar responsabilidades penales. Ello está establecido específicamente en el nuevo artículo del Código Penal de la malversación, que se titula «administración desleal del patrimonio público». Y hay que tener en cuenta que el tiempo para ejercer esa acción de restitución por parte de la Administración son cinco años desde que pudo recuperarse el dinero. Por tanto, la presidenta de la Junta de Andalucía, Susana Díaz, podría incurrir en un delito de malversación si no reclama ese dinero. Los políticos tienen que actuar siempre en favor del interés general de la ciudadanía y no pueden renunciar jamás a recuperar un dinero que es público. Con independencia de que sea delito o no, ese dinero hay que reclamarlo porque se ha concedido bajo un procedimiento ilegal.
- Sobre la situación procesal de algunos de los acusados en dicha causa: “Griñán sí está imputado por prevaricación y malversación, pero Chaves sólo por prevaricación, cuando presuntamente, y de lo que se deduce de la instrucción, habría cometido la misma actividad que el señor Griñán, sin olvidar que fue en su etapa como presidente cuando dio comienzo a la actividad presuntamente ilícita. Habrá seguro mucho que hablar sobre los entresijos políticos, por quienes los conozcan, entre los cuales no me sitúo, que han hecho que la acusación haya sido sólo por prevaricación”.
-  Sobre su negativa a aceptar la colaboración de otros jueces, para agilizar los asuntos de su juzgado: “no me podía permitir el lujo de dar clases particulares a jueces que no tenían ni idea de por dónde tenían que coger esos temas.”
-  Sobre el pobre Álvaro Martín, su juez ayudante: “Era muy habitual cuando llegaba la una de la tarde, que ese compañero me dijera: me voy al club Pineda a almorzar con mi mujer o voy a recoger a mis niñas del colegio …"
 
Desde mi punto de vista, las manifestaciones relativas a la causa de los ERE tendrían como objetivo, bien directamente, bien a través de la creación de un estado de opinión en la sociedad, condicionar al tribunal sentenciador y a las acusaciones, incluida la acusación de la Junta de Andalucía, en la búsqueda de una condena penal en una causa por ella instruida, mediante una sentencia condenatoria severa y la determinación de exacerbadas responsabilidades pecuniarias contra los acusados.
Los otros dos comentarios que le dedica a sus compañeros se califican por sí mismos, lo que nos releva de la obligación de hacer cualquier apostilla.
 
6. Almuerzo-coloquio en el Club Siglo XXI. 4 de junio de 2018 
En este coloquio en el Club Siglo XXI de Madrid, al parecer, la Juez se habría expresado públicamente en términos críticos hacia la postura de las autoridades de la Junta de Andalucía, las cuales, siempre al supuesto juicio de la ponente, estarían, indebidamente, absteniéndose de exigir la responsabilidad civil de los excargos de la Administración acusados en la citada causa, cuantificando el importe de dicha responsabilidad en 850 millones de euros. Esta recriminación a las autoridades de la Junta de Andalucía habría venido, además, acompañada de los siguientes comentarios que recogieron los medios de comunicación:
“¿Cómo se quedan ustedes al saber esto? Igual que me quedé yo. Cuando yo lo instruí se pusieron fianzas que aseguraban la responsabilidad pecuniaria de todos los imputados”.
Debemos señalar, a propósito de esta cuestión, que la representación legal de la Junta de Andalucía en el proceso se ha reservado expresamente el ejercicio de la acción civil, en su momento. Y, por otro lado, que sorprende que se mencione una cifra en unos importes que merecen, al menos, estos dos comentarios:
a) En primer lugar, que dicha cifra no estaba determinada, habida cuenta de que aun no se había dictado sentencia en ningún proceso sobre el asunto y ni siquiera ha terminado la instrucción de las numerosas piezas en las que se ha dividido la causa.
b) Y, en segundo lugar, porque es bien conocido que, dentro de dicha cifra se encuentran comprendidas las cantidades que han percibido y continúan percibiendo pacíficamente miles de beneficiarios, que ni siquiera han sido llevados al proceso como partícipes a título lucrativo.
 
En la misma disertación que tuvo lugar en el Club Siglo XXI, la Juez habría comparado la causa de los ERE con una de las piezas del denominado caso Gürtel, sentenciada en fechas próximas a sus manifestaciones, haciendo referencia a la, a su juicio, mayor gravedad de aquella, respecto de esta. Al hilo de esta cuestión, no está de más reseñar que las diligencias del caso ERE, en las que la pena mayor solicitada por las acusaciones es la de 8 años de prisión, se encontraban en fase de juicio oral, cuando la Juez disertaba sobre ello, mientras que en el otro proceso se había dictado ya sentencia, en la que se han impuesto penas de hasta 50 años de prisión, por enriquecimiento ilícito personal de los condenados, circunstancia de la que no son acusados los procesados en aquella.
 
De nuevo en la charla del Club Siglo XXI, la Juez habría dicho que “la única reforma llevada a cabo en los últimos tiempos en la Audiencia de Sevilla han sido unos aseos nuevos para que los señores políticos de los ERE hagan sus necesidades en un cuarto de baño en condiciones”. Es evidente que con este comentario, esta señora pretendió predisponer al tribunal sentenciador y a la opinión pública contra los acusados en la causa de los ERE, sugiriendo que llegaban a juicio amparados por el poder político, que les construyó unos aseos de uso exclusivo y quién sabe qué otras gabelas y privilegios. Con todo, no es esto lo más grave de esta afirmación. Lo más grave es que es completamente falsa: los acusados en la causa no pudimos utilizar los aseos, efectivamente reformados, de la planta en la que se celebraba el juicio, ya que son de uso exclusivo por los funcionarios judiciales, sino que tuvimos que peregrinar por todo el edificio de la Audiencia, en jornadas de 8 horas, durante un año entero, en busca de aseos de libre acceso.
 
Lo mejor que podría decirse de este personaje es que es obstinadamente banal. Lo es, sin duda, lo que se conoce de su faceta personal y lo es su faceta jurisdiccional. Pero esto es lo que diríamos de ella si quisiéramos ser benevolentes, y no hay razón alguna para ello.
 
Se abre la veda.
 
¿Cómo es posible que todas estas manifestaciones no hayan recibido ninguna respuesta correctiva por parte de las autoridades gubernativas del poder judicial? Y no es porque dicha autoridad haya carecido de estímulos que exciten su celo. A continuación, vamos a referirnos a una serie de iniciativas, con diferentes orígenes, que se han desplegado con el objetivo de frenar los desmanes de esta Juez. Hasta el momento, todas ellas han fracasado.
 
1. En un despacho de la Agencia EFE, fechado el 31 de enero de 2017 y recogido por el diario La Vanguardia, se da cuenta de que “La Asociación de Fiscales y la Unión Progresista de Fiscales han emitido hoy un comunicado en el que critican las «gravísimas» acusaciones que hizo la juez M. A. contra los fiscales cuando dijo que conceder la investigación al Ministerio Público supone dejarla a disposición del Ejecutivo.
«Dar a entender que atribuir la investigación al Ministerio Fiscal supone dejarla en manos del Ejecutivo es una manifestación torticera y engañosa para la ciudadanía», subrayan las asociaciones en referencia a las afirmaciones de A.
Esa afirmación supone que A., que abrió macrocausas como los ERE, «desprecia la división de poderes que rige en nuestro país y la integración constitucional que tiene el Ministerio Fiscal en el Poder Judicial», añade el comunicado de los fiscales, al que ha tenido acceso Efe.
La comisión ejecutiva de la Asociación de Fiscales y el secretariado de la Unión Progresista de Fiscales califican las afirmaciones de A. como «gravísimas», y manifiestan su «absoluto rechazo a las mismas» así como su «honda preocupación».
De ser ciertas esas afirmaciones, añaden los fiscales, «sólo puede atribuírseles un carácter malintencionado al proceder de quien, por pertenecer a la Carrera Judicial, conoce perfectamente que el Ministerio Fiscal sólo se rige en su actuación por los principios de legalidad e imparcialidad».
Los fiscales explican que los principios de «unidad de actuación y dependencia jerárquica meramente» son «instrumentales al servicio» de la legalidad y la imparcialidad «con el fin de garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos, al asegurar la unidad de criterio en el funcionamiento de la Institución».”
 
Si tan gravísimas son las acusaciones formuladas por la juez campeadora, ¿por qué no se querellan contra ella o, al menos, la denuncian para que le abran un expediente disciplinario?
El día 5 de junio de 2018, la prensa informaba de que “El Pleno del Consejo Fiscal, elegido por votación por los fiscales, ha criticado este martes las declaraciones de la juez M. A. denunciando la politización del Ministerio Público. El Consejo ha emitido una nota en la que rechaza de forma unánime «las manifestaciones efectuadas el día de ayer por la magistrada M. A. que suponen un absoluto desconocimiento de nuestra Institución y ponen en entredicho, con el menosprecio que las mismas lleva implícito, la objetividad e imparcialidad del Ministerio Fiscal y sus integrantes»."
Posteriormente, el mismo Consejo Fiscal presentó una queja ante el CGPJ, que abrió diligencias, que, posteriormente fueron archivadas, sin sanción.
 
2. El 24 de mayo de 2018, el diario El Mundo daba cuenta de lo siguiente:
 
“En una actuación inédita, los jueces de instrucción sevillanos -de los que (la Juez) A. formaba parte hasta su marcha a la Audiencia de Sevilla- se reunieron ayer de forma extraordinaria con un solo punto en el orden del día: responder a las críticas de su ex compañera. Y lo hicieron a través de un durísimo comunicado difundido por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) en el que expresaron su «profundo malestar» contra A. La gota que ha colmado el vaso de la paciencia de los jueces sevillanos ha sido la reciente entrevista publicada por el diario Abc en la que la hoy magistrada de la Sección Séptima de la Audiencia de Sevilla se despachó contra jueces, fiscales, partidos políticos, personalidades y cargos públicos... Las críticas fueron especialmente hirientes en lo que respecta a los jueces de refuerzo con los que trabajó A. en su juzgado. De uno de ellos llega a afirmar en la entrevista que «cuando llegaba la una de la tarde era habitual que me dijera: me voy al club Pineda a almorzar con mi mujer, o me voy a recoger a mis niñas al colegio». Con ese juez, dijo en la entrevista, el juzgado estuvo «más retrasado que nunca». Pero no es el único al que cuestionó. También lanzó dardos contra los otros dos jueces de refuerzo que quiso ponerle el Alto Tribunal andaluz, cuya capacidad puso en entredicho. Hasta hace muy poco, los jueces que ahora la señalan eran los mayores defensores de M. A. ante los ataques de todo tipo y procedencia que ha recibido en estos años a cuenta de su labor en las investigaciones de las grandes causas de corrupción que impulsó. Lo recuerdan los propios jueces instructores en el comunicado hecho público este jueves. Ante cada crítica, salieron en defensa de su compañera y de la independencia judicial.
 
Esta queja de la Junta de Jueces de Sevilla se convirtió en otra denuncia, que acabó en el CGPJ, con el mismo resultado anterior: el archivo sin sanción.
 
3. Por su parte, el expresidente del Betis, Manuel Ruiz de Lopera, presentó una más que justificada denuncia contra esta Juez ante el CGPJ. Este asunto tiene miga. La Juez imputó y procesó a Lopera y a otras personas en un proceso que enjuició la Audiencia de Sevilla, que, finalmente, absolvió a todos los acusados. La denuncia de Lopera se basaba en unas declaraciones públicas que realizó la interfecta, en las que los periodistas le preguntaron su opinión acerca de la sentencia y ella se despachó desacreditando a la Audiencia y afirmando ser ciertos los siguientes hechos que la Audiencia había considerado no probados en su sentencia:
 Que los acusados habrían defraudado 25 millones de euros.
- Que el informe pericial en el que se basaba la acusación estaba fundado en hechos consumados, cuando la sentencia afirmaba que se trataba de meras conjeturas.
- Que no se descarta que las empresas de Lopera llevaran una contabilidad paralela.
 
El CGPJ abrió diligencias con el mismo resultado: archivo sin sanción.
 
4. Yo mismo, el 18 de julio de 2018, presenté una queja ante la Sala de Gobierno del TSJA contra la Juez, por entender, entre otras cosas, que con sus declaraciones sobre la causa en la que estaba incurso, pretendía presionar al tribunal sentenciador, con el fin de obtener una condena severa y el establecimiento de cuantiosas responsabilidades pecuniarias contra los acusados.
Esta queja fue trasladada por el TSJA al CGPJ y motivó la apertura de nuevas diligencias. Como consecuencia de dichas diligencias, se incoó un procedimiento disciplinario contra la Juez, por falta leve que, finalmente, fue archivado. Contra el acuerdo de archivo presenté un recurso cuyas consideraciones esenciales fueron las siguientes:
 
“Segundo: El Acuerdo que recurrimos señala que en la instrucción del expediente se han practicado las actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos y las responsabilidades eventualmente derivadas de ellos. Pero, lo cierto es que la resolución solo se refiere a la práctica de una diligencia: la comparecencia de la persona denunciada.
Resulta innegable que al instructor le asiste la libertad de optar por la práctica de las diligencias que estime más convenientes para el esclarecimiento de los hechos objeto del procedimiento incoado y su valoración jurídica. Pero no estamos tan seguros de que en esta ocasión haya obrado con acierto.
En efecto, practicar, como parece, una única diligencia y que esta sea la toma de declaración a la magistrada denunciada no parece una opción en exceso compatible con el principio de objetividad que debe presidir el actuar de los poderes públicos. En tal sentido, cabe preguntarse: ¿por qué no se han recabado testimonios o material soporte de la grabación que, con seguridad existe, de las intervenciones públicas motivo de la denuncia?; o, lo que es más importante: ¿por qué no se le ha pedido opinión a las personas u órganos a los que iban dirigidas las presiones, admoniciones e invectivas de la magistrada, a mi juicio, los hechos más graves mencionados en mi denuncia? Me estoy refiriendo, naturalmente, al Tribunal sentenciador del proceso en el que me encuentro incurso, a los servicios jurídicos de la Junta de Andalucía y a su misma Presidenta.
Tercero: Entrando de lleno en el contenido del Acuerdo que se recurre, me referiré, en primer lugar, a las presuntas infracciones muy graves contempladas en el artículo 417.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que considera falta muy grave «3. La provocación reiterada de enfrentamientos graves con las autoridades de la circunscripción en que el juez o magistrado desempeñe el cargo, por motivos ajenos al ejercicio de la función jurisdiccional». Desde mi punto de vista, las siguientes manifestaciones de la magistrada, reflejadas en mi escrito de denuncia, encajan, presuntamente, en la definición del tipo disciplinario definido en este precepto:
1. «La renuncia al ejercicio de la acción civil en dicho procedimiento penal me parece una actuación desleal con el patrimonio público que gestiona la Junta, contraria a los intereses generales y por ello contraria a la Constitución y demás normativa nacional y autonómica, y que además podría ser constitutivo de un nuevo delito de malversación, lo cual podría generar responsabilidades penales». Con estas palabras, la magistrada está acusando públicamente a los servicios jurídicos de la Junta de Andalucía y a sus responsables, entre los que aquella, como a continuación se verá, considera incluida a la misma Presidenta, de una acción desleal con el patrimonio público, contraria a los intereses generales, contraria a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, calificando dicha conducta como un presunto delito de malversación. Ninguna duda cabe de que estas palabras de la Sra. A. nada tienen que ver con su función jurisdiccional, como exige el precepto.
2. Otro de los comentarios que nos merece idéntica calificación es el siguiente: «la presidenta de la Junta de Andalucía, Susana Díaz, podría incurrir en un delito de malversación si no reclama ese dinero». El terminante carácter con el que se expresa aquí la magistrada excusa de cualquier comentario.
3. En la página web del Club Siglo XXI puede leerse, en su crónica del coloquio en el que participó la magistrada, lo siguiente: «Ha comentado su sorpresa de que por parte del Gobierno andaluz se haya renunciado en el procedimiento penal de los ERE a recuperar los 850 millones de euros de ayudas públicas concedidas a personas y empresas con un presunto (sic) presuntamente irregular. ‘¿Cómo se quedan ustedes al saber esto? Igual que me quedé yo’.»
Podrá decirse que ninguna de estas gravísimas acusaciones ha conducido, aparentemente, al enfrentamiento con las autoridades acusadas de tan graves conductas. No obstante, parece claro que el hecho de que las personas tan claramente señaladas por estas manifestaciones no hayan formulado denuncia o querella o realizado cualquier otra iniciativa contra quien tan gravemente les denuesta (un enigma para este recurrente) no empece a la gravedad de aquellas y a su idoneidad para provocar el enfrentamiento al que se refiere el precepto que invocamos.
También exige el precepto que la provocación de enfrentamientos con las autoridades por parte del juez o magistrado deba ser reiterada. Bien, aquí hemos ofrecido tres ejemplos.
Por lo demás, resulta de todo punto obvio que todas estas manifestaciones de la Sra. A. han sido por completo ajenas a su función jurisdiccional.
Frente a la contundencia de las manifestaciones de la denunciada, no desmentidas ni contradichas por la instrucción llevada a cabo, el Promotor se limita a señalar, por un lado, que mi denuncia no concreta qué autoridad ha sido la afrentada, algo de todo punto innecesario, puesto que es la propia denunciada la que pone en el punto de mira de sus declaraciones al Gobierno y a la Presidencia de la Junta de Andalucía, al acusarlos, nada menos, que de realizar una actuación desleal con el patrimonio público que gestiona la Junta, contraria a los intereses generales y por ello contraria a la Constitución y demás normativa nacional y autonómica, y que además podría ser constitutivo de un nuevo delito de malversación, lo cual podría generar responsabilidades penales.
Señala el instructor, por otro lado, que los enfrentamientos a los que se refiere el precepto que invocamos deben traducirse en la causación de afrentas y denuestos, circunstancias que, a su parecer, no concurrirían en el presente caso. ¿Qué podemos decir ante tal argumento? Si las gravísimas acusaciones que se acaban de reflejar no constituyen afrentas y denuestos contra las máximas autoridades de la Junta de Andalucía, es que tales términos castellanos carecen de significado alguno. El Diccionario de la Real Academia Española (DRAE) define afrenta, en su primera acepción, como «Vergüenza y deshonor que resulta de algún dicho o hecho, como la que se sigue de la imposición de penas por ciertos delitos». Y denostar, como «Injuriar gravemente, infamar de palabra». (Es evidente que cuando el DRAE emplea el término injuriar no lo está haciendo en su sentido jurídico penal).
Nosotros pensamos, por el contrario que, para que la conducta de la Sra. A. R. pudiera quedar amparada en su derecho a la libertad de expresión, como el instructor parece pretender, sus manifestaciones no debieron traspasar determinados límites que a un juez en ejercicio deben quedarle vedados. Obsérvese que la denunciada no se limita a calificar como erradas o dañosas las actuaciones de las autoridades denostadas. No; lo que la denunciada ha formulado son gravísimas acusaciones teñidas de valoraciones jurídicas, calificando la conducta de las máximas autoridades de la Junta de Andalucía como actos contrarios a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico y como delito de malversación. Esto es lo que denunciamos y consideramos presuntamente incurso en el artículo 417.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que considera falta muy grave la provocación reiterada de enfrentamientos graves con las autoridades de la circunscripción en la que el juez o magistrado desempeñe el cargo, por motivos ajenos al ejercicio de la función jurisdiccional. Porque consideramos que dichas manifestaciones son completamente idóneas para provocar el enfrentamiento al que se refiere el precepto, sin perjuicio de que, inopinadamente, dicho enfrentamiento no haya tenido lugar.
Cuarto: Por otro lado, el artículo 417.4 LOPJ considera, también, falta muy grave «La intromisión, mediante órdenes o presiones de cualquier clase, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional de otro juez o magistrado».
Considero que incurren, presuntamente, en dicho tipo punitivo las siguientes afirmaciones:
1. Las que se acaban de mencionar, como provocadoras de enfrentamiento con las autoridades de la demarcación de la magistrada. En este caso, en cuanto, al acusar de lenidad a una de las partes acusadoras en el proceso y exacerbar la presunta gravedad de las conductas enjuiciadas, se pretendería, notoriamente, presionar y condicionar al Tribunal sentenciador, en perjuicio de los acusados.
2. También constituiría esta clase de infracción la siguiente afirmación: «Griñán sí está imputado por prevaricación y malversación, pero Chaves sólo por prevaricación, cuando presuntamente, y de lo que se deduce de la instrucción, habría cometido la misma actividad que el señor Griñán, sin olvidar que fue en su etapa como presidente cuando dio comienzo a la actividad presuntamente ilícita. Habrá seguro mucho que hablar sobre los entresijos políticos, por quienes los conozcan, entre los cuales no me sitúo, que han hecho que la acusación haya sido sólo por prevaricación». Esta afirmación es extraordinariamente grave, a juicio de este recurrente. En efecto, aquí, la magistrada entra de hoz y coz en las calificaciones jurídicas del proceso, afirmando que, de acuerdo con lo instruido (conocimiento para el que, notoriamente, se vale de su experiencia como instructora, precisamente, de esta causa), el Sr. Chaves sería tan merecedor de la acusación de malversación como lo es el Sr. Griñán. Nos referiremos más adelante a la insinuación acerca de los supuestos entresijos políticos del asunto que desliza la magistrada en este pasaje.
Frente a ello, el promotor se limita a señalar que en mi denuncia no concurre ningún elemento constitutivo de tal falta, como serían la orden o presión junto con el fin de obtener o propiciar una resolución de determinado contenido.
Negar que estas expresiones tendrían por finalidad ejercer presión sobre el Tribunal, para que extreme su rigor con el Sr. Chaves y el resto de acusados implica un entendimiento del idioma castellano y sus sintagmas contrario, no solo a la retórica, sino a la lógica. Téngase en cuenta que todas estas manifestaciones han sido proferidas a los cuatro vientos a través de unos medios de comunicación ávidos de este tipo de informaciones. Unos medios de comunicación, por cierto, una buena parte de los cuales viene manifestando desde hace años una rendida devoción a la denunciada, rayana en la adulación y el ditirambo.
Por lo demás, nos vemos en la obligación de recordar al órgano al que nos dirigimos una circunstancia, no por conocida, menos pertinente para contextualizar la conducta de la magistrada denunciada. Es bien conocido, como decimos, que la actuación profesional de la Sra. A. R. viene sufriendo diversos reveses en los últimos años, merced a decisiones de los órganos judiciales superiores, cuyo detalle nos ahorramos, en aras de la brevedad y por razones de delicadeza. Desde esta perspectiva, nos encontramos ante una juez que aprovecha su incuestionable ascendiente sobre determinados medios de comunicación, para, mediante manifestaciones públicas que contarán con el efecto multiplicador de dicho altavoz, presionar al tribunal sentenciador de la causa en la que me encuentro incurso, con el fin de evitar una nueva resolución judicial (la sentencia del caso de los ERE), que ponga en entredicho, una vez más, su desempeño profesional como instructora. Y sin olvidar que esta incalificable conducta tiene lugar a despecho de la hiriente circunstancia de que no nos encontramos ante una esgrima jurídica más o menos sórdida en la que se complacería en chapotear la denunciada, sino que lo que está en juego es la vida, la libertad, el honor y la hacienda de personas concretas, entre las que se encuentra este recurrente.
Quinto: Vamos a examinar, a continuación, las infracciones que en nuestro escrito de queja consideramos graves, previstas en el artículo 418.1 LOPJ, que califica como infracción grave «La falta de respeto a los superiores en el orden jerárquico, en su presencia, en escrito que se les dirija o con publicidad». A mi juicio, se integraría, presuntamente, en este tipo disciplinario la manifestación de la magistrada, acerca de sus presentimientos sobre la sentencia del caso de los ERE. En efecto, en una charla impartida en Valencia, el 14 de diciembre de 2017, la magistrada habría dicho, también públicamente, según recogieron los medios de comunicación, que la sentencia (del caso de los ERE) le genera una «incertidumbre fea», poniendo en cuestión la neutralidad e independencia de los jueces y magistrados llamados a dictarla. Ante la falta de diligencias de investigación conocidas, realizadas por el instructor, tendentes a adverar la gravedad de esta afirmación, sólo nos cabe afirmar la verosimilitud de lo publicado. En efecto, ¿a quién se le podría ocurrir inventarse tan remilgada expresión y ponerla inopinadamente en boca de la Sra. A., y con qué intención lo habría hecho? Reconózcase lo absurdo e ilógico del caso. Sobre este particular, la magistrada, posteriormente, echó balones fuera, permítasenos la expresión, reconociendo que incurrió en un error al pensar que la sentencia de los ERE podría ser apelada ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA). Pero, haciéndolo así, ratifica, al mismo tiempo que, el juicio que, según los medios, le merecía el Tribunal de los ERE es realmente el que le merece el TSJA. Es decir, que dicho alto Tribunal le produce una incertidumbre fea (o expresión equivalente), respecto de las resoluciones que pueda dictar, debido a la falta de imparcialidad de los miembros de su Sala de lo Civil y Penal. Si, como ella dice, esto es lo que en realidad dijo en Valencia, con ello habría incurrido, presuntamente, en la infracción a la que se refiere este precepto, que castiga a quienes falten al respeto a sus superiores en el orden jerárquico, con publicidad.
Sexto: Por otro lado, el artículo 418.3 LOPJ también considera falta grave «Dirigir a los poderes, autoridades o funcionarios públicos o corporaciones oficiales felicitaciones o censuras por sus actos, invocando la condición de juez, o sirviéndose de esta condición». El Promotor de la acción disciplinaria ha ignorado por completo este elemento de mi denuncia y no se contiene en la resolución que recurrimos consideración alguna sobre el particular, razón suficiente para que insistamos sobre ello. En este sentido, a nuestro juicio, incurren presuntamente en esta infracción las reprobaciones y censuras contra las autoridades de la Junta de Andalucía, a las que nos referimos en el apartado Segundo de este Recurso, cuando razonamos que las mismas pueden estar incursas, asimismo, en la infracción muy grave contemplada en el artículo 417.3 LOPJ. De acuerdo con el DRAE censurar significa, en su segunda acepción, «Corregir o reprobar algo o a alguien». Y, el mismo Diccionario define reprobar como «No aprobar, dar por malo». Siendo esto así, nada costará admitir que, cuando la Sra. A. acusa a las autoridades de la Junta de Andalucía, incluida su Presidenta, de haber realizado una acción desleal con el patrimonio público, contraria a los intereses generales, contraria a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, calificando dicha conducta como un presunto delito de malversación de caudales públicos, estaría censurando o reprobando a dichas autoridades.
Debemos admitir que esta calificación que hacemos de la conducta de la magistrada denunciada solo entraría en juego en el improbable caso de que dichas manifestaciones no merecieran la calificación de infracción muy grave, en aplicación de los apartados 3 y 4 del artículo 417 LOPJ, bien por su idoneidad para provocar los enfrentamientos a los que se refiere el primero o la intromisión a la que se refiere el segundo. En lo que se refiere al artículo 417.3, recordemos que el instructor afirma en la Resolución que recurrimos que el precepto exige que la conducta infractora se materialice en afrentas o denuestos a las autoridades, para negar que las manifestaciones de la denunciada merezcan tal calificación. Pero, una cosa es que las graves descalificaciones perpetradas contra las autoridades de la Junta de Andalucía, incluida su Presidenta, no se consideren afrentas o denuestos (¿qué otra cosa podrían ser?, nos preguntamos nosotros) y otra muy distinta es que ni siquiera merezcan la calificación de censura o reprobación, incurriendo en el supuesto de infracción grave ya mencionado.
En lo que se refiere al segundo elemento del tipo punitivo contemplado en el artículo 418.3 LOPJ, relativo a la exigencia de que esta conducta se lleve a cabo por su autor invocando su condición de juez, o sirviéndose de esta condición, la misma queda ampliamente probada, teniendo en cuenta que la Sra. A. hace gala en sus declaraciones, reiteradamente, del conocimiento que tiene de los hechos sobre los que perora, por su condición de antigua instructora de las causas judiciales relativas a aquellos.
Séptimo: El artículo 418.5 LOPJ califica, también, como infracción grave, «El exceso o abuso de autoridad, o falta grave de consideración respecto de los ciudadanos, instituciones, secretarios, médicos forenses o del resto del personal al servicio de la Administración de Justicia, de los miembros del Ministerio Fiscal, abogados y procuradores, graduados sociales y funcionarios de la Policía Judicial».
A nuestro juicio, podría incurrir en esta infracción la insinuación, a la que antes nos referimos, en el sentido de que la liberación del delito de malversación, de la que se ha beneficiado el Sr. Chaves, se habría debido a una obscura maquinación de naturaleza política. No hace falta que la magistrada lo explicite. Con esta afirmación, la Sra. A. estaría acusando de infracciones gravísimas a los autores de tamaña fechoría, los principales de los cuales son perfectamente conocidos: el Juez Instructor que ordenó el procesamiento (viejo conocido de la Sra. A. y objeto de sus invectivas) y el Fiscal que ejerce la acusación (otro viejo conocido de la magistrada). A ellos habría que añadir a quienes desde fuera del proceso habrían influido (parece que políticamente) en ese resultado. Nada dice la Resolución que recurrimos, como justificación o excusa, sobre esta cuestión, por lo que solo nos cabe conjeturar si es que se considera reprobable y, por tanto, nada dice el instructor, porque nada puede decir en descargo de la denunciada o, por el contrario, porque se considera inocuo y hasta natural y, por tanto, no punible, que jueces y fiscales se dejen llevar por motivaciones políticas en sus decisiones. Cualquiera de las dos alternativas resulta inquietante para este recurrente.
Octavo: Como señalamos con suficiente claridad en nuestro escrito de queja, las apreciaciones públicas de la magistrada en el sentido de que los encausados en el juicio ya mencionado habríamos sido objeto de un trato de favor que habría llevado, nada menos, que a la construcción de unos nuevos aseos, para nuestro uso exclusivo, en las salas en las que se celebró el citado juicio, las consideramos una evidente falta de respeto y consideración hacia las personas aludidas, entre las que se encuentra el que esto suscribe, a las que se les atribuye un trato de favor inexistente.
Como el instructor del expediente disciplinario para nada se refiere a este elemento de mi denuncia, me veo en la obligación de ampliar mis alegaciones sobre este extremo. Lo que la Sra. A. dijo es que «la única reforma llevada a cabo en los últimos tiempos en la Audiencia de Sevilla han sido unos aseos nuevos para que los señores políticos de los ERE hagan sus necesidades en un cuarto de baño en condiciones». Es decir, la magistrada afirma que los encausados hemos sido objeto de un trato de favor, al construirse exprofeso para nosotros unos nuevos aseos. La principal perversidad que encierra esta afirmación es que este supuesto trato de favor nos lo habría proporcionado la Junta de Andalucía, que es la Administración competente en materia de infraestructuras de la Administración de Justicia. Repárese en que todos los encausados lo somos por acciones u omisiones realizadas en el ejercicio de nuestros cargos como titulares de órganos, precisamente, de la Junta de Andalucía. Repárese, también, en la extrema maldad de la insinuación. La Sra. A. le está diciendo al público en general, pero le está diciendo, también, al Tribunal sentenciador, que unas personas que van a ser juzgadas vienen arropadas por el poder político, que les construye exprofeso unos aseos y quién sabe qué otras gabelas y privilegios. Con todo, lo principal de esta maliciosa insinuación reside en su absoluta falsedad. Los encausados, no solo no dispusimos de aseos de uso propio, sino que ni siquiera pudimos utilizar, durante el juicio, los nuevos aseos efectivamente construidos, pero para uso exclusivo de funcionarios en la planta donde se celebra el juicio, teniendo que peregrinar por todo el edificio de la Audiencia, en busca de aseos de libre acceso, en jornadas de hasta diez horas diarias y durante un año entero.
Como es fácil de apreciar, esta conducta de la magistrada, además de encajar, presuntamente, en el tipo del artículo 418.5 LOPJ, entraría de lleno también en el supuesto del artículo 417.4 LOPJ, ya mencionado, que castiga al que presione a un juez o tribunal, ya que estas insinuaciones, como la mayoría de los comentarios de esta magistrada que denunciamos, perseguirían el evidente objetivo de influir en el Tribunal sentenciador, en perjuicio de los encausados.
Noveno: Nos vamos a referir, finalmente, a las infracciones que la Ley califica como leves. En este sentido, el artículo 419.1 y 2 LOPJ califica como infracciones leves:
«1. La falta de respeto a los superiores jerárquicos cuando no concurran las circunstancias que calificarían la conducta de falta grave.
2. La desatención o desconsideración con iguales o inferiores en el orden jerárquico, con los ciudadanos, los miembros del Ministerio Fiscal, médicos forenses, abogados y procuradores, graduados sociales, con los secretarios o demás personal que preste servicios en la Oficina judicial, o con los funcionarios de la Policía Judicial.»
Citamos estos preceptos a los solos efectos de su consideración con carácter subsidiario, para el improbable caso de que las faltas de consideración hacia superiores, iguales y hacia este recurrente no merezcan la consideración de las infracciones más graves consideradas anteriormente.
Décimo: Voy a terminar los fundamentos de este recurso con una reflexión final, que es la siguiente: lo que ponen en evidencia las manifestaciones de la magistrada Sra. A. R. que han sido objeto de consideración en este recurso y otras muchas que podrían citarse, es que la misma se viene produciendo públicamente amparada en lo que no es exagerado calificar como una auténtica patente de corso. Las numerosas descalificaciones e invectivas que ha proferido contra todo tipo de personas e instituciones no han merecido apenas respuestas individuales y las planteadas colectivamente lo han sido con notable timidez. Ello no es debido a que las opiniones de la magistrada gocen de especial autoridad o a que se encuentren especialmente respaldadas por la Ley o por la verdad, como hemos podido poner de manifiesto en este recurso. La razón exclusiva de esta situación es que la Sra. A. ha venido gozando del apoyo incondicional de cierta prensa no poco poderosa e influyente, circunstancia que, en general, ha tenido como consecuencia que los numerosos agraviados se contengan y no adopten las medidas de defensa que habrían sido lógicas, por miedo a la reacción de los citados medios. En este sentido, si el desenlace de este recurso resulta ser el mismo que han tenido las justificadas quejas del Consejo Fiscal y de la Junta de Jueces de Sevilla, se estaría dando pábulo y soporte a lo que me atrevo a calificar como una suerte de matonismo judicial, que, paradójicamente, quedaría amparado, precisamente, por quienes tendrían la obligación de defendernos al resto de los mortales de tales acometidas.”
 
El recurso terminaba solicitando que se anulara el acuerdo recurrido y en su lugar se dictase otro por el que se resolviera la incoación de expediente disciplinario contra la magistrada Dª M. A. R., por la comisión de infracciones muy graves.
 
Este recurso también fue desestimado.
 
No creo que resulte exagerado afirmar, en vista de los ejemplos anteriores, que la autoridad gubernativa judicial ha conferido a esta señora una auténtica patente de corso, para que ofenda gravemente a todo el que se le ponga por delante, y para que presione a los tribunales con el fin de intentar que su deficiente labor como instructora no se hundiera más de lo que ya estaba, con las sentencias absolutorias que le habían caído una encima de la otra.
 
5. En este último orden de cosas, merece traerse a colación otro asunto en el que el prestigio de esta Juez campeadora ha alcanzado cotas insuperables. Me refiero al asunto que ella instruyó, relativo a la venta de terrenos de Mercasevilla. En esta causa, muy en la línea del personaje, procesó hasta a El Tato. Un total de 10 personas, que resultaron todas ellas absueltas en una sentencia que ni siquiera recurrió el Fiscal, que, por cierto, vaya papelón hizo en la causa, aunque esto excede de nuestro interés en este momento y no nos detendremos en ello.
El diario El País reflejaba el día 21 de junio de 2017 los ecos de la sentencia en las víctimas de su Señoría, en los siguientes términos:
 
“Los diez juzgados y absueltos por la venta de suelos de Mercasevilla han criticado la instrucción del caso por parte de la juez M. A. y han destacado el sufrimiento personal que han padecido desde que el caso se abrió en 2009.
La abogada del exconcejal Antonio Rodrigo Torrijos (IU), Encarnación Molino, ha dicho a los periodistas que la instrucción del caso ha sido «innecesariamente larga», con un carácter «inquisitivo», sin «sensibilidad» y «viendo fantasmas donde no los había».
Este caso «deja daños colaterales. ¿Quién los repara?», ha preguntado la abogada tras criticar que este procedimiento ha sido «muy largo, duro y doloroso» y de subrayar que la Justicia tardía «no es de calidad».
También ha dicho que Torrijos «ha sufrido mucho» y ha añadido que, tras hablar con él, le ha comunicado que está «encantado» con la decisión de la juez de lo penal 13 de Sevilla, Yolanda Sánchez.
El abogado Jorge Piñero, uno de los acusados, ha afirmado en la puerta de los juzgados que estaba «eufórico» con su absolución, y ha asegurado que no le ha gustado la instrucción del caso por parte de A., que ha sido «demasiado larga».
José Joaquín Gallardo, decano del Colegio de Abogados de Sevilla y miembro de la defensa de Piñero, ha considerado «lamentable» el «derroche de medios» empleados en un asunto que no tenía «trascendencia penal».
Otros acusados y sus abogados han hecho manifestaciones en el mismo sentido, mostrando su satisfacción por la absolución de los diez acusados y criticando el sufrimiento que han padecido desde 2009.”
 
He tenido conocimiento de que Rodrigo Torrijos, uno de los absueltos, habría iniciado una reclamación, exigiendo la depuración de responsabilidades e, imagino, la correspondiente compensación, por los daños que le ha ocasionado el sufrimiento gratuito que le ha propinado nuestra heroica jurisconsulta. Tengo el mayor interés en conocer el resultado de esta novedosa iniciativa, aunque supongo que los compañeros de la culpable la arroparán como es debido y el pobre Torrijos se quedará con un palmo de narices. 
 
6. El buen hacer profesional de nuestra amiga, como era de esperar, continúa en su nueva labor como magistrada de la Audiencia Provincial de Sevilla. Podemos ver un buen ejemplo en lo que nos cuenta el nada sospechoso diario El Mundo del día 19 de enero de 2017:
 
“El 'estreno' de la magistrada M. A. en la Audiencia de Sevilla no ha pasado desapercibido a ojos del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA), que no sólo ha enmendado la plana a la antigua instructora de las macrocausas de corrupción sino que, además, ha cuestionado su labor a cuenta del primer juicio mediático que ha presidido la antigua instructora del caso ERE, el del supuesto soborno a la ex alcaldesa de la localidad sevillana de Bormujos, Ana Hermoso, con un bolso de Loewe. El Alto Tribunal andaluz ha rectificado de arriba a abajo la sentencia que redactó A. tras declarar el jurado popular culpable de cohecho a Hermoso y, además, la ha abroncado por excederse e incluir en el objeto del veredicto hechos que ninguna de las acusaciones había planteado y que perjudicaban a la acusada. En la sentencia por la que estima el recurso de la ex alcaldesa del PP, el TSJA ha incluido una dura reprimenda a la hoy magistrada de la Sección Séptima de Sevilla, hasta el punto de acusarla de saltarse la Ley del Jurado -en concreto el artículo 52.1.g-, que marca los límites del presidente de un tribunal del jurado a la hora de redactar los hechos que tienen que ser sometidos a la consideración de un jurado popular en su deliberación. En este caso, según censura el TSJA en la sentencia por la que corrige a la Audiencia sevillana, A. incluyó una motivación para el presunto soborno de Hermoso que no se había planteado por las acusaciones, los intereses personales de la ex regidora, cuando el bolso de Loewe había sido siempre considerado el pago y base del soborno. Lo que hizo A., a ojos del TSJA, fue perjudicar a la acusada introduciendo esos hechos, algo que prohíbe expresamente la Ley del Jurado. El TSJA recupera el bolso de lujo como el epicentro del caso y, como consecuencia, rebaja la gravedad del delito imputable a Ana Hermoso, hasta el extremo de que lo encaja en un artículo distinto del Código Penal que implica que ha prescrito. En definitiva, que no sólo anula la condena de la juez A., sino que deja a la ex alcaldesa sin responsabilidad alguna.”
 
Esta Sentencia del TSJA supone un golpe certero en la línea de flotación de los dos elementos principales en los que se asienta la leyenda de la Juez campeadora, tan querida de nuestras baturras opinión pública y publicada. Según esta leyenda, nuestra juez es una excelsa jurisconsulta, cuyo saber jurídico y ánimo de justicia sólo son comparables con su valentía y arrojo frente al poder. Esta Sentencia viene a poner las cosas en su sitio.
Por un lado, culpa a la juez de haber confundido los tipos penales, al condenar por un delito que no se había cometido, en lugar de por el que sí se había cometido. Con el estrambote de que éste último habría prescrito. ¡Manda h....! ¿Cabe mayor torpeza en un juez penal, que no saber identificar correctamente los tipos penales? Es la esencia de su oficio.
Pero, por otro lado, y no menos grave, el TSJA acusa a la Juez A. de haber perjudicado a la acusada, a la sazón, una pobre concejal de pueblo (una persona, sin duda, verdaderamente poderosa), introduciendo en la deliberación del jurado hechos que no habían sido alegados por las acusaciones, algo prohibido por la Ley. Es decir, ilegal.
 
7. Voy a transcribir, a continuación, la tribuna publicada en el diario El Mundo del día 4 de febrero de 2017, con el título “Descalificación perpetua” y que firmaron el entonces Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Jesús García Calderón, la entonces Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial de Sevilla y posteriormente Fiscal General del Estado, Mª José Segarra y otros fiscales cuyos nombres no revela el periódico. Es la respuesta a unas anteriores declaraciones de la Juez campeadora, en las que acusaba a los fiscales de ser flojos contra la corrupción, poniendo en cuestión su independencia del poder político. El texto supone un grado más en la escalada de desprestigio que se ha venido buscando esta señora y no tiene desperdicio. Es este:
 
“DICEN que suele vencer quien lamenta el conflicto. Quizá por eso los fiscales aprendemos muy pronto a comprender que nuestras posiciones no siempre son comprendidas por los demás. Contamos con un anacrónico marco normativo que exige nuestra discreción cuando recibimos alguna descalificación gratuita, si bien no nos exige llevar nuestra prudencia hasta el punto de la mudez, cuando pública y obstinadamente se siembra la semilla de la desconfianza hacia la institución a la que servimos. En cualquier caso, la vida en los tribunales no es fácil y resulta también ingrata cuando se enturbia por aquellos que buscan un protagonismo basado en distintas formas de vanidad. Como regla general, estamos acostumbrados a respetar el trabajo de nuestros compañeros y a someter el trabajo propio al juicio crítico de los demás. Normalmente, somos los primeros en hablar y los últimos en recurrir y la autocrítica es una obligación profesional para quienes aprenden a defender el interés social por encima de personalismos y otras trágicas deformaciones. Es obvio que la Fiscalía de Sevilla ha tenido que afrontar en los últimos años una enorme y compleja carga de trabajo. Ha enfrentado asuntos de una extrema dificultad y sometidos, muchas veces, al escrutinio público y al rigor de una realidad social y económica que no siempre ha facilitado su labor. Si analizamos este trabajo con perspectiva y objetividad llegaremos a la conclusión de que, en la mayor parte de las ocasiones, básicamente ha tenido razón en sus planteamientos y las imprecaciones vertidas contra su labor han sido muchas veces atrabiliarias y trufadas de una interesada y medida falsedad. Cualquier observador imparcial reconocerá que, en distintas ocasiones, se ha cuestionado el trabajo de abnegados y dignos profesionales con una ligereza y una parcialidad completamente inaceptables y, en la mayor parte de los casos, la Fiscalía de Sevilla solo ha respondido, como era su deber, con un discreto silencio. Pero cuanto estas graves descalificaciones gratuitas, plenas de obviedad, carentes de un mínimo rigor jurídico, hasta ridículas y pueriles en sus planteamientos más básicos, que solo buscan un aplauso fácil y sectario, proceden de profesionales del Derecho que ejercen la jurisdicción, resultan completamente lamentables. Son tristes, profundamente tristes e inapropiadas. Más, si cabe, cuando descansan sobre argumentos genéricos y manoseados que son frutos, tal vez, del propio descontento profesional de quienes los vierten. Quienes sostiene que todos los Fiscales son débiles o casi venales, sometidos con placer al capricho del poder político, temerosos de perder algunos abalorios o prebendas, obsesionados con la obediencia ciega a la jerarquía que solo impone la unidad de actuación, no saben lo que dicen. Quienes sostienen que la Fiscalía es un oscuro redil domesticado para apaciguar las ansias de justicia, no saben lo que dicen. No lo saben, porque si lo supieran, deberían cumplir con su deber y denunciar los hechos, concretar sus temores y referirse, con nombre y apellidos, a los autores de tamaño despropósito institucional. Creemos que si no lo hacen es porque conocen la tendenciosidad de sus afirmaciones. Si continúan agitando, con palabras tan meditadas como hirientes, su amargura, quizá, solo están calificando su extraña forma de ser.
 
El repaso a la Juez campeadora por parte de los fiscales contiene, entre otros, estos epítetos: vanidosa, carente de un mínimo rigor jurídico, ridícula, pueril, que sólo busca el aplauso fácil y sectario, lamentable, que no sabe lo que dice, tendenciosa, amargada y poseedora de una extraña forma de ser.
Para qué le voy a añadir yo nada. Aunque ganas me dan. Ya que se ha abierto la veda…
 
8. Para finalizar, me voy a referir a unas informaciones que publicó en su blog Indablog.es el periodista Eduardo Inda, relativas a una serie de actuaciones personales de la Juez campeadora que podríamos calificar de controvertidas.
El blog de Eduardo Inda ya no está disponible en Internet, pero el contenido de estas informaciones continúa disponible en el diario digital que dirige el mismo periodista, OK Diario y fue reflejado en el diario digital El Plural, el 25 de marzo de 2015, con el siguiente titular: “A. y su marido compraron por 150.000 euros una finca de lujo de 40 hectáreas que en 'A' cuesta 400.000. Con unos gastos de mantenimiento altísimos, el anterior propietario la adquirió seis años antes por un precio declarado de 363.000 euros.” Esta es la información publicada por El Plural:
 
“Sin duda esta información de Eduardo Inda y publicada en su blog personal, supone un scoop en toda regla y fruto de un trabajo de investigación relevante.
Inmensa finca de lujo y de las caras.
Según esta información publicada ayer, la juez A. junto a su marido, adquirieron una inmensa finca de 400.000 metros cuadrados en la localidad sevillana de Castillo de los Guardas. Esa operación fue declarada ante el notario en marzo de 2011 por un precio de 150.000 euros. Destaca el autor de la información que este precio está por debajo del valor del mercado que se situaría en unos 400.000 euros, 250.000 menos.
Fue adquirida 6 años antes, por 362.000 euros, A. la compra en 150.000.
Siendo llamativo que esta operación se cerró en una cifra equivalente a dos veces y media a la que su anterior propietario, Juan Romero Cuaresma, pagó para adquirir esta finca. Declaró que su coste fueron 362.000 euros. La zona de Castillo de los Guardas" es un paraje, a poco más de 50 kilómetros de Sevilla, con un entorno natural privilegiado y muy cotizado por los aficionados a la caza mayor que persiguen a ciervos, jabalíes como grandes trofeos. Un espacio natural plagado de encinares y de alto coste. En el lugar se hallan distintas fincas con lujosas edificaciones a donde acuden representantes de las familias adineradas de Sevilla amantes del campo, del mundo del caballo, de la ganadería y del deporte cinegético. Además de su cercanía a Sevilla, se ubica en las estribaciones de la Sierra de Aracena y Picos de Aroche, cuna del jamón ibérico de Jabugo.
Un precio muy bajo.
Las dudas de Inda se circunscriben al hecho de que la escritura de compraventa del anterior comprador de la finca detalla que pagó por ella 362.000 euros e 2011. Como se explica que seis años después la misma finca fuera adquirida por Ayala y su marido, abogado y administrador concursal, en un precio sensiblemente inferior. En este exclusivo enclave de Castillo de los Guardas, los precios no solo no han bajado sino que hay compradores buscando hacerse con alguna de estas lujosas fincas.
No resiste una comparativa con el valor de mercado.
Inda hace una comparativa con fincas a la venta ahora y constata como terrenos de 0,9 hectáreas se vende en 200.000 euros (la finca de Ayala tiene 40 hectáreas). Uno de 3 hectáreas se vende en 120.000 euros. Otro de 20 hectáreas, la mitad del de la jueza, se vende en 450.000 y así sucesivamente. Que la finca de marras fue adquirida por un precio muy inferior al mercado actual, además muy demandado, que da claramente demostrado.
Finca-chollo de lujo.
La descripción de la finca-chollo la presenta como una adquisición paradisíaca: encinas, lago particular con patos, vigilancia privada y diaria, casa de piedra, piscina (estas dos últimas edificaciones se construyeron posteriormente a su compra por el matrimonio Castro-A.) y una nave "teóricamente" ganadera. Todo su extenso entorno se encuentra vallado algo que puede haber costado incluso más que el propio precio pagado por la adquisición de la finca.
Pagaron 90.000 euros en efectivo.
Otro aspecto curioso es el de la forma de pago. 60.000 euros en dos talones bancarios y 90.000 euros en mano, en efectivo metálico, hecho, este último, que a Inda le parece que es una práctica muy poco común en este tipo de compras llevadas al registro.
Altísimo coste de inversiones y mantenimiento diario.
La otra gran pregunta que se hace es como un matrimonio que no debe de superar unos ingresos de 10.000 euros mensuales puede acceder a la compra, mejora y mantenimiento de este tipo de fincas reservadas a economías de "alto standing". Recordar que este amplio terreno y casa posee dos guardeses, vigilancia privada y necesita de informaciones de una manera frecuente.
Denuncia en la Agencia Tributaria.
Por último se revela que una denuncia presentada en la Delegación andaluza de la Agencia Tributaria contra el matrimonio Castro-A., señala que podrían haberse pagado unos 220.000 euros en B "teniendo en cuenta que los transmitentes adquirieron las citadas fincas en 2005 por 362.000 euros. A esta cifra habría que sumar el coste de construir una casa de 257 metros cuadrados, más jardín y piscina «que ascendería a 254.000 euros» según recoge el escrito en manos de Hacienda. Según estos cálculos el coste real de adquisición de esta propiedad sería de unos 750.000 euros incluyendo lo escriturado, «el que se hubiera pagado fuera del circuito, el coste de la edificación y el vallado».
¿Donación encubierta?
El marido de la juez A. da por «archivada» la denuncia. Pero si cabe destacar que «el 31 de diciembre de 2011 se produjo la disolución de la sociedad de gananciales de los denunciados, adjudicándose la mayor parte de los bienes de D. Jorge Castro García, produciéndose una donación encubierta al favor del mismo que no ha sido declarado a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones».
Pagos e inversiones a pulmón: sin ningún préstamo hipotecario.
También recuerda algo sorprendente para las cantidades millonarias que se están manejando: no se solicitó ningún préstamo hipotecario o al menos no consta. Y para finalizar un dato más comprometedor como es el que la vivienda, a fecha de octubre 2014, no se ha inscrito en el Registro de la Propiedad
 
Eduardo Inda continúa sacando a la luz informaciones sobre la lujosa y millonaria finca de la juez A. y su marido muy poco edificantes para quien imparte justicia. En su blog, "Inda blog", informó del coste de la finca de 40.000 metros cuadrados que la pareja adquirió en el paraje natural del entorno de la Sierra de Aroche, en concreto en la exclusiva zona reservada a la "jet society" sevillana, del municipio de Castillo de los Guardas. Una compra, que como informó ELPLURAL.COM, dará que hablar por la diferencia entre el precio en que se adquirió por los A. y los que rigen el mercado. También sorprende que la cantidad abonada por A. y su marido fuera infinitamente inferior al que su anterior propietario, pagó en 2011, seis años antes.
Materiales de lujos y piscina en vez de alberca para riego.
Veinte y cuatro horas después Inda vuelve a la carga con unos datos que empañan aun mas toda la operación de compra de la finca y su rehabilitación posterior. Dice el ex de "El Mundo" que la titular del juzgado de Instrucción número 6 de Sevilla junto a su marido, auditor y administrador concursal, se ha construido en dicha finca un chalet, que además de utilizar los materiales más caros del mercado, acoge una piscina en un entorno medioambientalmente muy protegido. Esto que en sí mismo no sería censurable, si lo es si se tiene en cuenta el tipo de licencias urbanísticas solicitados para dichas obras. También conviene reseñar que toda la zona de grandes encinares y numerosa fauna, está catalogada como no urbanizable.
Normas muy rígidas para construir más allá de usos agrícolas y ganaderos.
Según Inda para la piscina con muro y trampolín, se solicitó al Ayuntamiento de Castillo de los Guardas una licencia de "alberca de 4.000 metros cuadrados para uso agrícola". Viendo las fotos que se muestran no parece, para nada, que dicha construcción sea una alberca para riego agrícola. Tanto es así que el ayuntamiento denegó la primera petición de licencia. Posteriormente los A. recurrieron alegando que su uso era para el riego de 200 robles y para la repoblación de 400.000 metros cuadrados de campo. De esa forma se le concedió la licencia además de otra para una nave "ganadera". Su coste, 21.000 euros. Es relevante conocer que en esta zona de gran valor natural y paisajístico solo se autoriza las construcciones si son para retocar las construcciones preexistentes, no añadiendo ni un metro más de superficie y sujeto a normas muy severas.
Triquiñuelas urbanísticas en las licencias.
Otra licencia, y ya van tres, se solicitó para la construcción de un muro perimetral a la supuesta alberca reconvertida en piscina con trampolín. La cuarta y última licencia de construcción solicitada fue para un tejado.
Concretamente se pidió permiso legal del Ayuntamiento para "la reparación y consolidación de una cubierta" con un coste de 48.000 euros. Se trataría de supuestas triquiñuelas urbanísticas legales para terminar construyendo un gran complejo con un magnífico chalet de 254 metros por planta. No hay constancia de más solicitudes de licencias.
Marido de A. "visiblemente nervioso".
Inda cita en su blog una conversación mantenida con el marido de Mercedes A. donde denota estar "visiblemente nervioso" al preguntarle por estas licencias y pertinentes, o no, construcciones y reformas. Castro le informó de que tenían la licencia de ocupación así como certificado del pago del IBI. El matrimonio y sus cuatro hijos frecuentan esta finca acudiendo todos los fines de semana así como en vacaciones.
 
No soy partidario de dar pábulo a bulos y rumores que tengan por objetivo la destrucción de famas y personas, algo tan frecuente en la vida española. Si en este caso le estoy dando verosimilitud a esta información es por los siguientes motivos:
En primer lugar, porque procede de un periodista que cabe calificar de poco sospechoso de querer denigrar gratuitamente a la Juez campeadora. Un periodista, por otro lado, que no puede ser calificado de poco riguroso, ni de lo contrario, pero que, salvo que todo lo publicado sea una invención, de cabo a rabo, algo bastante improbable, como señalaremos a continuación, parece haber llevado a cabo un trabajo informativo notable, dados los numerosos datos que aporta.
La información me parece fiable, en segundo lugar, porque no tengo constancia de que haya sido atacada ni desmentida por los afectados, después de más de cuatro años de haber sido publicada.
¿Se ha hecho eco de estas informaciones algún medio de comunicación nacional, regional o local? Salvo la excepción de El Plural, la respuesta es no.
Las conductas que se refieren en estas informaciones afectan a funciones y competencias de todos los niveles territoriales de España: el local, en cuanto a la vigilancia de la normativa urbanística; el autonómico, en cuanto al cumplimiento de las normas relativas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, sobre Sucesiones y Donaciones y sobre el Patrimonio, y la policía de usos de los espacios naturales protegidos; y, el estatal, en lo que se refiere, al menos, al cumplimiento de la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y la de blanqueo de capitales.
En todos estos niveles de gobierno existen órganos representativos (plenos municipales, parlamento autonómico y Cortes Generales) en los que los grupos políticos plantean preguntas y otras iniciativas a sus correspondientes gobiernos sobre cuestiones de interés público. ¿Ha habido alguna iniciativa de esta naturaleza en el Pleno del municipio afectado, el Parlamento de Andalucía o las Cortes Generales? No nos consta.
Por mucho menos de lo que se insinúa en estas informaciones, periodistas y cantantes famosos, políticos, financieros y militares sin graduación han sido fusilados por los medios y han estado sujetos a procedimientos administrativos sancionadores o penales, han sufrido escraches, etc., etc. ¿Cuál es la razón de que en el caso de autos sus protagonistas se hayan ido de rositas?
La razón es clara, a mi juicio. La indecente campaña de endiosamiento de esta Juez llevada a cabo por sus medios periodísticos, políticos y sociales afines ha logrado, entre otros objetivos, que atacar a la Juez sea considerado sinónimo de estar a favor de la corrupción y esto es hoy una fuerza tan poderosa que deja paralizado a todo el mundo. En particular, el PSOE, principal objetivo de las acometidas de la interfecta, ha estado inmóvil, creyendo, erróneamente, por supuesto, que así se haría perdonar sus pecados.
En definitiva, todo esto no es sino una muestra más de la patente de corso de la que disfruta esta señora. Tanto la protege esta licencia, que no es extraño verla tan crecida.
 
 



 
 
 
IMPUTACIÓN Y PRIMERA DECLARACIÓN EN EL JUZGADO
 
 
 
El 28 de junio de 2013, es decir, dos años y medio después de iniciada la instrucción, la Juez dicta un Auto, en el que acuerda citarme como imputado, junto a otras 19 personas más, entre las que se encontraban Magdalena Álvarez y diversos altos cargos y directivos de las consejerías de Hacienda, Innovación y Empleo y de IFA/IDEA.
Los motivos por los que se acuerda mi imputación son escueta y literalmente estos:
 
“Por el indiciario conocimiento del uso indebido de las transferencias de financiación para el pago de ayudas sociolaborales y de los desfases presupuestarios que ello estaba generando, procede citar como imputado e instruirles (sic) de los derechos que les (sic) corresponde (sic), a Don Manuel Gómez Martínez, Interventor General de la Junta de Andalucía desde el 21 de mayo de 2000 hasta el 15 de abril de 2010.”
 
No dirá el lector que no resulta llamativo que se cite como imputada a una persona con tan magros argumentos, en un procedimiento que ya se prolongaba en ese momento alrededor de dos años y medio, tiempo más que suficiente para que la instructora dispusiera de un arsenal de elementos indiciarios de carácter criminal contra mí. Si es que tal cosa hubiese existido. Obsérvese que ni siquiera se expresa qué clase delito constituiría la conducta (¿) que tan escuetamente se describe.
Pero, centrémonos en la conducta presuntamente delictiva citada en el Auto de imputación. El Auto me acusa de conocer (conocer, no obrar o producir): a) que se estaría realizando (por otros) un uso indebido de las TF, y b) los desfases presupuestarios que dicho uso indebido estaba generando.
Dónde estaría la sustancia delictiva de tan execrable conducta es algo que el Auto ignora por completo. Como ignora que el uso indebido de una partida presupuestaria es una conducta que dejó de ser delictiva hace mucho tiempo, quizá desde antes de que la preclara autora del Auto estudiara la carrera de Derecho. Y, en lo que se refiere al conocimiento de los desfases presupuestarios, el Auto ignora también que dicho conocimiento, no sólo no puede ser delictivo, sino que es uno de los cometidos más importantes que desarrolla la Intervención General de la Junta a lo largo del año. Precisamente, entre sus obligaciones se encuentra la verificación de los desfases presupuestarios en los que puedan incurrir, como de hecho incurren, los diferentes órganos y entidades del sector público de la Junta de Andalucía, con el fin de registrarlos en la contabilidad oficial y comunicarlos a los órganos que ejercen la tutela financiera del sector público español: Ministerio de Hacienda, Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas y, en definitiva, la Comisión Europea.
¿Habría yo cometido delito por todos los desfases presupuestarios de los que tuve conocimiento en los 10 años en los que fui Interventor General? Por poner un ejemplo, en algunos ejercicios, el desfase presupuestario, solo del Servicio Andaluz de Salud, superó los mil millones de euros anuales. ¿Cometerán delito las numerosas personas que, por razón de su oficio, tienen anualmente conocimiento de los desfases presupuestarios que se producen en la Junta de Andalucía?
Como bien se comprende, la imputación de la que fui objeto, por la que se me impuso una fianza millonaria y que, finalmente me llevó a juicio, es por completo estrafalaria, indigna de un sistema de justicia penal que merezca tal nombre.
Nunca dejaré de pensar que el verdadero motivo por el que mi nombre, mi salud, mi fama y mi patrimonio fueron arrastrados por el lodo y expuestos al escarnio público durante casi siete años de mi vida está en el inciso final de la cita textual del Auto que trascribí más arriba: el hecho de haber desempeñado el puesto de Interventor General de la Junta de Andalucía durante diez años y no otra cosa es la razón de mi imputación. Auténtico derecho penal de autor.15
Con el subrayado he querido enfatizar una de las obsesiones de esta Juez. Se trata del sañudo encono con el que persigue a todo representante de la Junta de Andalucía que cae en sus manos. Esta animadversión determinó e impulsó su labor como instructora y aun la sigue impulsando en su destino como magistrada de la Audiencia Provincial, como lo demuestra su intervención en el caso de la Mina de Aznalcóllar, a la que me referiré más adelante.
Porque, antes de entrar en ello, quiero referirme a otra de las excentricidades del caso de los ERE. Me refiero a la anomalía que supone que la Juez campeadora, cuando logra su ascenso a la Audiencia Provincial, la autoridad gubernativa judicial la integrara, discrecionalmente16, en su Sala Séptima, a sabiendas de que dicha Sala era y sigue siendo la encargada de resolver la miríada de recursos contra actos producidos en las numerosísimas piezas de la causa global de los ERE. Es decir, esta Juez ha formado y sigue formando parte del órgano judicial encargado de resolver los recursos contra las diligencias de la instrucción acordadas por ella misma. La Audiencia Provincial de Sevilla, que tan puntillosa se ha venido mostrando para apreciar causas de abstención o recusación de determinados jueces en otros casos, parece contemplar impertérrita esta evidente apariencia de parcialidad de su Sala Séptima. Probablemente, estos magistrados, en su solipsismo, estarán convencidos de que basta con que la interfecta se abstenga en los asuntos que procedan de las piezas de los ERE para que la imparcialidad de la Sala quede garantizada. Yo, en cambio, creo que no hay que llegar a ser lo puntilloso que ha sido la Audiencia en otros casos para entender que la presencia de esta Juez en la Sala Séptima la ha contaminado irremisiblemente, de modo que su apariencia de imparcialidad ha quedado hecha añicos desde entonces. Pero, ¿qué sabré yo de estas cuitas judiciales?
Y, voy ahora con el conocido como caso de la Mina de Aznalcóllar, en el que la conducta procesal de la juez justiciera guarda íntima conexión con la que empleó en el tema de los ERE. El caso de la Mina de Aznalcóllar es un ejemplo de libro de lo que podríamos denominar empleo espurio del derecho penal, al que los jueces y tribunales correspondientes no le han cortado el paso; más bien al contrario. Veamos los hechos.
La Administración de la Junta saca a concurso la explotación de la mina. Se presentan dos empresas y la que pierde el concurso, disconforme con el resultado, no se limita a impugnarlo en la vía contencioso-administrativa, que también, sino que interpone una querella contra todas las personas que intervinieron en el procedimiento de adjudicación del concurso: miembros de la mesa, entre los que se encuentran la Directora General de Minas, la Letrada y el Interventor de la Consejería que instruía el expediente y los asesores de la mesa. En total, alrededor de quince personas, todas ellas empleados públicos profesionales. La querella se presenta por el más evanescente de los delitos, la prevaricación, es admitida a trámite y, como consecuencia, la policía judicial, es de suponer que por orden o con el conocimiento de la juez instructora, humilla a los funcionarios querellados en una cuerda de detenidos que, en calidad de tales, son llamados a declarar.
Este procedimiento penal es un disparate de cabo a rabo. Para empezar, ¿qué sentido tiene que un mismo asunto sea enjuiciado simultáneamente por la jurisdicción contencioso-administrativa y la jurisdicción penal? Si, para condenar por prevaricación hace falta que el juez penal concluya que se ha cometido una ilegalidad absolutamente grosera, ¿qué ocurrirá si, tras una condena penal por prevaricación, el juez de lo contencioso, que, para colmo, es el especialista en la materia, concluye que no hay ningún defecto de legalidad en la actuación enjuiciada? ¿Por qué no se establece la preeminencia del juez de lo contencioso, quien, más allá de la eventual ilegalidad administrativa que pudiera advertir en un asunto determinado, trasladará la cuestión al juez penal cuando observe indicios de delito?
Por otra parte, cualquiera que conozca el paño sabe perfectamente que es completamente imposible que quince personas, incluidos un interventor, una letrada y otros técnicos profesionales se pongan de acuerdo para, arbitrariamente y a sabiendas (requisitos del delito de prevaricación), proponer la adjudicación de la explotación de la mina a la empresa que sostenga la peor oferta de las dos que estaban en liza.
Tan es así que la juez instructora, contra su inicial furor acusatorio, decide finalmente el archivo de la causa. Pero la empresa querellante, disconforme con el Auto de archivo, presenta contra el mismo un recurso de apelación ante la Audiencia Provincial. Y, hete aquí que, desafortunadamente para los funcionarios querellados, la ponencia de la resolución del recurso le toca en suerte a nuestra inefable jurisconsulta, ahora ya vistiendo galones de magistrada de la Audiencia, que encuentra así la ocasión de dar rienda suelta a una de sus obsesiones favoritas: castigar a la Junta de Andalucía y a sus agentes.
La jurisprudencia del Tribunal Supremo tiene dicho reiteradamente que para perpetrar un delito de prevaricación su autor ha de cometer una ilegalidad tan grosera, que debe ser apreciable a primera vista, incluso por una persona lega en Derecho. Después de varios meses de instrucción, en los que se practicaron numerosas diligencias, la juez instructora acuerda el archivo porque no aprecia indicios de que se hubiera cometido una ilegalidad tan grosera, que debiera ser apreciable a primera vista, incluso por un lego en Derecho. Tanto más por los miembros de la mesa de adjudicación del concurso, en la que, como hemos dicho, se integran una letrada y un interventor.
Pues bien, una vez el asunto en la Audiencia Provincial, para la resolución del recurso presentado por la empresa querellante, nuestra amiga prepara su ponencia en la que, al contrario de lo que piensa su colega instructora, sí aprecia la existencia de indicios claros de que se habría cometido un delito de prevaricación, es decir, de que la mesa de adjudicación del concurso habría perpetrado, por unanimidad, arbitrariamente y a sabiendas, una ilegalidad tan grosera, que podría haber sido apreciada a primera vista hasta por un lego en Derecho… pero, no por una juez de instrucción, al parecer. La ilegalidad apreciada por la preclara ponente era tan patente, tan manifiesta, tan evidente, que necesitó ¡sesenta páginas! para demostrarlo, que es la extensión del Auto que resuelve el recurso. Pero tal extensión argumental fue necesaria, no para condenar con pruebas concluyentes, pues no era esa la fase en la que se encontraba el proceso, sino, meramente, para demostrar la existencia de indicios suficientes, no para procesar, siquiera, sino, solo, para continuar la instrucción. Sesenta páginas, nada menos. ¿No habrían bastado unas pocas líneas para demostrar lo que debe ser, esencialmente y por imperativo de la Ley, evidente a primera vista?
Qué es esto, sino una esgrima sórdida, en este caso perpetrada con la complicidad de los otros magistrados de la Sala que dictó el Auto por el que se anuló el archivo de la causa, sin voto discrepante.
Devuelta la causa a la instructora y tras la práctica de nuevas diligencias, de nuevo acuerda su archivo por segunda vez y, por segunda vez, la empresa perdedora del concurso lo recurre. Y, ¿a quién le toca la ponencia de este recurso en la Audiencia Provincial? Pues a quién va a ser. Y, ¿qué creen que acuerda el Auto por el que se resuelve el recurso, siendo ponente esta Juez inmarcesible? Pues, evidentemente, que se reabra la causa por tercera vez. ¿Acaso alguien lo dudaba?
Pues, había razones para dudarlo, mire usted. Al reabrir por segunda vez la causa, nuestra amiga había exigido que la IGAE emitiera un informe pericial sobre la legalidad del procedimiento seguido para la adjudicación de la mina. Y que la UCO examinara los correos electrónicos de todas las personas imputadas y de otras relacionadas. Y resulta que el dictamen de la IGAE concluye afirmando que el procedimiento ejecutado por la Administración para la adjudicación de la mina es correcto y ajustado a la legalidad. Y el atestado de la UCO afirma no haber encontrado en los 124.000 correos electrónicos analizados ninguna circunstancia de relevancia para el procedimiento penal en curso. En esta ocasión, los dos ayudas de cámara de los que se había venido sirviendo la Juez para urdir sus truculentas teorías incriminatorias en la causa de los ERE, la UCO y la IGAE, le vuelven la espalda. Quizá la utilización intensiva por parte de esta Juez de estos dos organismos no ha hecho otra cosa que abrasarlos y esta vez han huido de la quema.
Pero, nada de esto arredra a esta Juez incansable, para dar satisfacción a sus deseos. En esta ocasión, por un lado, le lleva la contraria a la IGAE y resuelve que el procedimiento administrativo adolece de graves irregularidades. ¿Para qué pidió la pericia?, cabe preguntarse. Y, por otro lado, echa a un lado a los tricornios y decide leerse los correos electrónicos ella misma, lo que le lleva a desmentir a su amadísima UCO, y concluye afirmando que sí que hay materia criminal en su contenido.
Consecuencia: la Audiencia Provincial, siendo ponente la incansable y, ¡ojo!, con la firma de otros cuatro magistrados, resuelve revocar el Auto de archivo y ordena que, por tercera vez, continúe la instrucción. Pero, esta vez, añadiéndole a la prevaricación otra catarata de delitos supuestamente cometidos por los pobres funcionarios que, al parecer, no se habían descubierto antes y añadiendo nuevos imputados a la causa, cuyas execrables conductas, al parecer, habían pasado desapercibidas hasta el momento.
Y en esas estamos. Contemplando este bonito deporte con el que justifican su sueldo abogados, jueces y fiscales y al que asisten estupefactos y con el ánimo encogido los justiciables, en este caso, los funcionarios querellados.
 
Nos habíamos quedado en el Auto de imputación, su brevedad e inconsistencia. A continuación, soy citado a declarar el día 25 de julio de 2013, a las 10:30, en calidad de imputado, advirtiéndome de que, si no comparezco con abogado, se me asignará de oficio.
Esta declaración fue la primera de la cuerda de imputados derivada del Auto de imputación y, quizá por ello, generó una cierta expectación, tanto en los medios, como en las partes personadas en el proceso, muchas de las cuales asistieron a mi interrogatorio, que tuvo que celebrarse en una sala de vistas, en lugar de en el despacho de la instructora, como habría sido lo habitual.
El día de autos, una plataforma de apoyo a esta Juez había convocado una concentración a las puertas del juzgado, lo que me hizo temer que a mi llegada a cuerpo limpio a la sede judicial podría ser objeto de insultos, vejaciones e incluso agresiones. Recogí a mi abogado en la Estación de Santa Justa, en compañía de mi mujer e hicimos tiempo en La hostería de El Prado tomando un café. A una hora prudencial nos encaminamos hacia el juzgado, momento en el que me abordó en plena calle Pablo López Villegas. Pablo había sido mi superior como Interventor General de la Junta a mediados de los años ochenta del pasado siglo. Depositó su confianza en mí encomendándome responsabilidades, probablemente por encima de mis capacidades en aquellos años, en los que empezaba mi aprendizaje en las labores de control y contabilidad del sector público, a las que él contribuyó significativamente. Andando el tiempo se volvieron las tornas cuando fui nombrado en el puesto que él había desempeñado y tuve el honor de ser su superior, en su calidad de Interventor de la Intervención Provincial de Sevilla. Pablo se detuvo conmigo brevemente para darme ánimos en el trance que iba a vivir inmediatamente, conducta por cuya bonhomía y carácter desinteresado le estaré siempre agradecido. Todas las miradas y cámaras que estaban allí presentes pudieron verle saludando efusivamente a uno de los imputados del caso de los ERE.
En esta misma línea debo citar, con idéntico agradecimiento, la iniciativa de mi compañero y amigo Juan Luque, que me sondeó con el fin de organizar una concentración de apoyo personal de mis compañeros de la Intervención de la Junta, a las puertas del juzgado. Iniciativa de la que le rogué que desistiera, por consejo de mi abogado. No sea que su Señoría se moleste o se sienta presionada.
Cuando nos aproximábamos a la puerta de la sede judicial, los miembros de la plataforma de apoyo a la instructora, en lugar de denostarme, como yo esperaba, prorrumpieron en gritos de otro cariz, entre los que recuerdo: “valiente”, “dales caña”, “cuéntalo todo” y cosas así.
Fueron unos instantes algo febriles, en los que la aglomeración y los gritos de los concentrados se unieron a la comitiva de cámaras y periodistas que pugnaban por conseguir imágenes y quizá algunas palabras del protagonista de aquella jornada judicial.
En el vestíbulo de la sala de audiencias en la que se iba a celebrar el interrogatorio se iban concentrando abogados de las distintas defensas y acusaciones, aumentando la temperatura de una sala ya de por sí caldeada. La soberana instructora apareció a las 11:15, tirando de su sempiterno trolley, tres cuartos de hora después de la hora a la que me había citado para declarar. No obstante, el inicio de mi declaración aun hubo de esperar más de una hora más. Esta es una de las constantes en la conducta de esta Juez, que emplea con el evidente objetivo de debilitar a sus víctimas, primero, despreciándolas, al obligarlas a comparecer en el juzgado mientras ella descansa tranquilamente en su casa y, después, destrozándoles los nervios, haciéndolas esperar durante horas para tomarles declaración. En mi caso, todo ello agravado por las tórridas temperaturas que debí soportar durante la espera en una estancia carente de aire acondicionado. Al parecer, la condición de imputado ofrece garantía de los derechos, pero no de la cortesía. Si es que hacer esperar dos horas a un imputado y a más de 40 personas que allí había, entre abogados, fiscales y otros funcionarios, es mera descortesía, que a mí me parece que es algo más grave.
En un rasgo de respeto hacia la institución y la persona que la encarnaba, a la postre, completamente inmerecido, había decidido comparecer a declarar vestido con un traje y una corbata, atuendo a todas luces inusual para mí y más en el mes de julio en Sevilla, lo que agravaba el malestar por las altas temperaturas.
Finalmente, a las 12:30 se abrió la puerta de la sala de audiencias, a la que fuimos entrando, no sin antes pasar por el chusco episodio de la entrega a un funcionario de nuestros móviles, que eran requisados y marcados con un número reflejado en la mitad rasgada de un posit amarillo, cuya otra mitad con el mismo número nos era entregada para recuperarlos a la salida. El asunto de los móviles durante las declaraciones se había convertido en una auténtica obsesión de esta Juez. Durante los primeros minutos de mi declaración, el funcionario encargado de la requisa de los teléfonos interrumpió la sesión para indicarle a su Señoría que el número de los presentes superaba en uno al de móviles incautados. Como niños de escuela primaria, la miríada de abogados presentes fue sometida a la humillante prueba de hacer salir al culpable de la fechoría. El autor, consciente de que la ferocidad de la instructora lograría encontrar el móvil escamoteado, previo cacheo de todos los presentes, si hiciera falta, reconoció avergonzado su culpa, entregando dócilmente el aparato al funcionario encargado.
Esta costumbre de la instructora, unida a su negativa a que sus interrogatorios fueran grabados en video o audio (algo inaudito, que permite la ley), no tenía otro objetivo, como pude comprobar inmediatamente, que impedir la prueba de las sevicias, ensañamientos y otras irregularidades a las que sometía a sus víctimas durante las declaraciones.
La escenografía de la declaración era, más o menos, la siguiente. La sesión era presidida en un estrado por la instructora, acompañada de la secretaria y otra funcionaria que tenía en su ordenador las preguntas que iba formulando la juez e iba escribiendo simultáneamente las respuestas. Pero, las respuestas que le dictaba la Juez en un tono apenas audible, no las realmente proferidas por el imputado. De hecho, no solo es que el acta finalmente redactada no reflejara la literalidad de las manifestaciones del imputado, sino que, con frecuencia, reflejaba cosas distintas, más del gusto de quien realizaba el dictado.
Enfrente de la instructora, a una distancia de apenas metro y medio, se hallaban dispuestas dos sillas para el declarante y su abogado, a la derecha del declarante se colocaron los fiscales y detrás, el resto de las acusaciones y todas las defensas presentes que, como dije anteriormente, fueron muchas ese día.
No estoy seguro de si obedece a normas escritas o consuetudinarias o al mero capricho de la instructora, pero el abogado no puede auxiliar al declarante en ninguna circunstancia durante la declaración, hasta el punto de que el mío me recomendó que ni siquiera le mirara antes de formular mis respuestas, para no provocar ningún equívoco con la fiera a la que me iba a enfrentar. Esta inutilidad de la defensa en esta fase del proceso es una muestra más de la inutilidad general de la fase de instrucción del proceso penal, que es la convicción íntima de los abogados defensores y la que inspira su estrategia profesional de defensa. Todo lo que un imputado pueda decir o aportar en la fase de instrucción podrá ser utilizado en su contra, mientras que los datos, argumentos o testimonios que jueguen a su favor no serán leídos ni escuchados, ni siquiera para rebatirlos. Así ocurrió, milimétricamente, en mi caso. Cabe reseñar en este momento que la inmensa mayoría de los imputados en este proceso se negaron a declarar durante la fase de instrucción, lo que es interpretado por el vulgo y por los medios, erróneamente, como una prueba de culpabilidad. Quizá huyendo de esa presunción, nunca me planteé no declarar, algo que cumplí hasta extremos pocas veces vistos, puesto que aquel día contesté a las preguntas que formuló la instructora y todas las defensas y acusaciones que, como ya se ha dicho, eran muy numerosas.
Así como la negativa a declarar se suele interpretar, erróneamente, como hemos dicho, como un reconocimiento de culpabilidad, igualmente errónea fue mi apreciación de que mi máxima inclinación a declarar pudiera reportarme alguna clase de ventaja basada en la presunta inocencia que se desprendería de dicha actitud colaborativa.
Con la perspectiva del tiempo considero que fue un error declarar aquel día, máxime, una vez que la Juez enseñó las cartas acusatorias que había tenido celosamente escondidas hasta ese momento. Nada positivo para mi defensa pude obtener de mi actitud de colaboración con la instrucción y, en cambio, pude salir gravemente malparado del interrogatorio y, si no fue así, fue por mi conocimiento de la causa, mi habilidad, mi fortaleza y, por supuesto, por la absoluta ausencia de carácter penal de los hechos de los que se me acusaba.
Por lo demás, es evidente que la negativa a declarar de la mayoría de los imputados no se debía a otra razón que a la absoluta inutilidad que para sus respectivas defensas representaba dicho testimonio. Si me lo permite el lector, este es el consejo que yo le doy: si alguna vez resulta imputado en una causa penal, por muy injusta que sea la imputación, cuando lo llame el instructor, no declare, no haga nada, no proponga ninguna prueba. Nada de eso lo va a librar de ir a juicio y solo logrará enseñar sus cartas que, en el único momento y lugar en el que deberá hacerlas valer y, eventualmente, serán eficaces, es en el acto del juicio. La instrucción penal no está concebida para que usted se defienda, es una mera diversión de jueces y fiscales, que dan de comer a una jauría mediática y social insaciable, mientras se tortura y se expone al escarnio público a un pobre ciudadano, que ha tenido la desgracia de que sobre él pese el indicio de haber cometido un delito, según la segunda acepción de la palabra que ofrece el DRAE: “indicio: 2. m. Cantidad pequeñísima de algo, que no acaba de manifestarse como mensurable o significativa.”
El acto se inició, pues, con la lectura por la juez de los indicios por los que me había citado a declarar como imputado. Esta es una de las claves de la conducta en perjuicio del justiciable desarrollada por esta Juez. Me remito en este momento a los motivos de mi imputación plasmados en apenas cuatro líneas del auto en el que se me citaba a declarar como imputado y que he transcrito más arriba.
Pues bien, en el acto de mi declaración, su Señoría se descuelga con la siguiente narración de hechos punibles que me imputa directamente:17
 
“Por SS., se le imputan los siguientes hechos: En el periodo 2000-2010 la Intervención General de la Junta de Andalucía, de la cual el hoy inculpado Manuel Gómez Martínez fue su máximo representante desde el 21 de mayo de 2000 al 15 de abril de 2010, expuso con reiteración, con motivo del control financiero permanente a IFA/IDEA desde el Informe de las Cuentas Anuales de 2001 hasta el Informe de Auditoría de Cumplimiento del ejercicio 2009, y especialmente en el Informe Adicional de Cumplimiento del ejercicio 2003, que por la Consejería de Empleo se estaban concediendo subvenciones sociolaborales excepcionales, prescindiendo de forma absoluta del procedimiento legalmente establecido, entre otros extremos de la fiscalización previa, y que ello se hacía a través de uso totalmente irregular por la citada Consejería del expediente de transferencias de financiación para el envío de fondos a IFA/IDEA, que es quién realizaba el pago de dichas subvenciones por orden de aquella.
Pese a conocer esta reiterada ilicitud y que la Consejería de Empleo estaba contrayendo con IFA/IDEA obligaciones que superaban extraordinariamente los límites de los créditos presupuestarios aprobados para ésta, Don Manuel Gómez Martínez obviaría conscientemente el cumplimiento de la legalidad vigente, indiciariamente de la manera que a continuación se expone:
1.- Informando favorablemente a 20 modificaciones presupuestarias propuestas por la Consejería de Empleo, al objeto de aumentar desde el año 2000 al 2009 el crédito de la misma destinado a la partida de Transferencias de Financiación a IFA/IDEA, cuya finalidad era la concesión de subvenciones del programa 31.L o de su anterior 22.E, sin procedimiento alguno, limitado al pago por dicha Agencia a los beneficiarios indicados por la primera. Estas 20 modificaciones presupuestarias, contrarias las seis primeras a las Leyes de Presupuesto de 2000 y 2001, y todas ellas de manera radical a la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma Andaluza 5/1983 y al art. 20 del Reglamento de Intervención, supuso un coste total para la Junta de Andalucía de 145.193.285 euros.
2.- Conociendo la indiciaria ilegalidad que se estaba cometiendo en la Consejería de Empleo en la concesión de subvenciones, puesta de manifiesto en extenso por el hoy inculpado como Interventor General en el referido Informe Adicional de fecha 11 de abril de 2005, no consta que comunicara la misma al Interventor Delegado en la Consejería de Empleo para que éste al realizar la fiscalización previa de los expedientes de transferencias de financiación a IDEA, pudiera haber interpuesto el correspondiente reparo suspensivo de conformidad con el art. 83 de la Ley General de Hacienda Pública, tanto por estimar que en los mismos no se cumplían los trámites esenciales del procedimiento de subvenciones, como por considerar que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebranto económico a la Junta, conociendo que el desfase presupuestario por tal motivo en la Consejería de Empleo por importe debidos a IFA/IDEA, que tuvo que anticipar los fondos para realizar los pagos ordenados por la Consejería, era de 38 millones de euros en el año 2003 y de 94 y 95 millones de euros en los años 2004 y 2005 respectivamente, según las Memorias de las Cuentas Anuales de la citada Agencia. Don Manuel Gómez en su condición de Interventor General, en virtud de lo establecido en el art. 72.2 y 81 del Reglamento de Intervención, tampoco avocó o recabó para sí la fiscalización de tales expedientes de gasto, como así estaba facultado para evitar personalmente tal uso irregular de fondos públicos.
3.- En este último sentido, el hoy inculpado conociendo que se estaban dando circunstancias, como la concesión de subvenciones sociolaborales con total ausencia de procedimiento, a través de créditos presupuestarios inadecuados, y muy por encima del techo de gastos de la Consejería de Empleo, lo que podía ocasionar menoscabo de fondos públicos, no inició, a sabiendas, el procedimiento reglado previsto en el art. 12.5 del Decreto 9/1999 de 19 de enero a través del Informe de Actuación que hubiese concluido necesariamente con la cuestión sometida a la consideración del Consejo de Gobierno, si antes no se manifestaba la conformidad y se cumplían las recomendaciones por la Consejería de Empleo y por la Consejería de Innovación. En cambio, intencionadamente emitiría el llamado “informe adicional al de cumplimiento” para presuntamente no forzar a los responsables políticos (Consejeros implicados y Consejo de Gobierno) a tener que pronunciarse sobre el tema, con independencia del conocimiento que los mismos tuvieran.
4.- Asimismo el Interventor General Don Manuel Gómez, conocería a través de los Informes de Cuentas Anuales de IFA desde el año 2001 y a través del llamado Informe Adicional, que la Dirección General de Trabajo estaba tramitando subvenciones excepcionales sin sujeción a trámite procedimental alguno, y de hecho en el citado informe adicional se tomó una muestra de 20 convenios de concesión de ayudas. Pese a ello, incumpliría de modo flagrante el art. 85 bis de la Ley General de la Hacienda Pública pues no ordenó que se realizara sobre estas subvenciones que sabía que se estaban concediendo, el necesario control financiero sobre los beneficiarios, con el objeto de comprobar el adecuado destino de las ayudas, lo cual hubiera evitado que muchas de ellas sirvieran para el enriquecimiento de ciertas personas.
Por su competencia de decisión sobre los fondos públicos, tales hechos serían presuntamente constitutivos de un delito de malversación del art. 432 y de un delito de prevaricación del art. 404, por dictar informes u omitir los mismos, acción u omisión que quebrarían de manera esencial el ordenamiento jurídico y que permitiría en connivencia con otros el torcimiento de la Ley y del derecho y el menoscabo de los fondos de la Junta de Andalucía durante más de una década.”18
 
El motivo por el que estos hechos no me fueron notificados con el Auto de imputación es evidente. La estrategia de esta juez consiste en enfrentar a los imputados a una imputación sorpresiva, que se mantiene cuidadosamente oculta hasta el día en que son citados a declarar. De este modo, tuve que enfrentarme a una tesitura en la que cabían tres posibilidades. La primera y más razonable era la de formular una protesta formal, por el carácter sorpresivo de la imputación y solicitar la suspensión del acto, con el fin de tener tiempo para analizar una acusación tan amplia y técnicamente compleja como la que se acaba de transcribir. La consecuencia de esta alternativa habría sido enfrentarme a la segura negativa de la instructora y al empeoramiento de mi situación como imputado, ya que la fiera castigaría antes o después la rebeldía. La segunda alternativa habría sido negarme a declarar, justificándolo, también, en el carácter sorpresivo de los hechos imputados, lo que habría tenido una consecuencia análoga a la anterior. Y, finalmente, la tercera alternativa era declarar, que fue por la que opté, pese a su riesgo e inutilidad, a los que ya me he referido.
Las dos primeras horas del interrogatorio fueron infernales. Algunas de las preguntas de la instructora eran capciosas, sumamente extensas, conteniendo diversas afirmaciones, algunas falaces, en frases subordinadas formuladas en un lenguaje obscuro, formando un laberinto que frecuentemente me hacía perder el hilo. He aquí un ejemplo, tomado del acta:
 
“5) Se han escuchado manifestaciones de ciertas personas que atribuían el uso irregular de las transferencias de financiación, porque las mismas estaban previstas en el Presupuesto.
 ¿Es cierto que Vd. entre al año 2000 y 2001 informó favorablemente a seis modificaciones presupuestarias, que redujeron la partida presupuestaria adecuada para la concesión de subvenciones, la 481 “Transferencias a Familias e Instituciones sin fines de lucro Acciones que generen empleo”, para incrementar en 91.456.012 euros otra partida que no existía en la Ley de Presupuestos de dichos años y que se había creado mediante la modificación presupuestaria a favor del Convenio con Hamsa poco antes de su incorporación, el 18 de abril de 2000, siendo esta partida de destino la 440.01, ambas del programa 22.E, una partida expresamente prevista para equilibrar la cuenta de pérdidas y ganancias del IFA, de acuerdo con la clasificación económica del gasto establecida en la Orden de 22 de mayo de 1998 de la Consejería de Hacienda?”19
 
El artículo 389 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal señala al juez que “Las preguntas (formuladas a los procesados) serán directas, sin que por ningún concepto puedan hacérsele de un modo capcioso o sugestivo.” Juzgue el lector.
Por otro lado, las preguntas a las que fui sometido no fueron del tenor apropiado para un acto de esta naturaleza: si yo había hecho esto o aquello o me había reunido con fulano o con mengano. ¡Quia! Algunas de las preguntas eran auténticos capítulos de un manual de Derecho presupuestario y ocupan páginas enteras del acta de la declaración, hasta el punto de que, en más de una ocasión, hube de advertirle a la preguntante de que me había perdido en su perorata.
Meses más tarde pude comprobar que ese manual de Derecho presupuestario que la instructora había ido desgranando en mi interrogatorio lo había extraído de un informe pericial que me fue entregado por el juzgado meses después de haber declarado en sede judicial y que, por tanto, desconocía por completo cuando se me tomó declaración. No sé si este hecho es habitual y admisible en Derecho o constituye una irregularidad procesal o algo más grave. Pero cualquiera puede hacerse a la idea de que mi declaración fue prestada en la más profunda indefensión.
Con todo, la obscuridad y carácter capcioso de las preguntas no fue lo peor a lo que hube de enfrentarme, sino las constantes interrupciones de quien dirigía el aquelarre. Más de seis veces, y siempre cuando mi respuesta rebatía abiertamente las obstinadas, inapelables y, a veces, falaces, afirmaciones que se contenían en el enunciado de las preguntas, fui interrumpido bruscamente por la Juez, hasta el punto de que, en más de una ocasión, tuve que decirle a la interruptora que, con su actitud, me estaba impidiendo responder a sus preguntas.
El diario ABC de Sevilla del día 26 de julio de 2013 recoge las declaraciones realizadas a los medios, tras mi interrogatorio, por el abogado del presidente Griñán y otros imputados, José Mª Mohedano, en los siguientes términos:
 
“Mohedano explicó que en varias ocasiones la juez A. interrumpió al exinterventor o incluso aseguró que éste se quejó de que no le dejaba terminar sus contestaciones. «No me deja contestar» o «yo ya no sé lo que me está preguntando», explicó el abogado, asegurando que se trata de un método que no considera apropiado para el interrogatorio de un imputado. Por ello insistió en que solicitará formalmente que se graben las comparecencias ya que, según dijo, estos incidentes que se producen, luego no constan en acta como tampoco consta la hora exacta en la que comienzan las comparecencias, siempre con cerca de dos horas de retraso. Mohedano también cuestionó el método de interrogatorio que emplea la juez A. quien, a su juicio, «cuando el imputado dice algo que no le gusta, intenta que se lo diga de otra manera». Algo que el letrado calificó como una vulneración de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.”
 
No puedo estar más de acuerdo.
 
A las dos horas de este desigual combate de boxeo, la Juez, visiblemente sudorosa y alterada, suspende la declaración, para un receso. Recibí el descanso con alivio, puesto que los agresivos ataques de la juez no eran fáciles de resistir y, además, habían llevado a mi ánimo la idea de que el interrogatorio marchaba mal, puesto que era evidente que la instructora no aceptaba ninguna de las explicaciones que yo le ofrecía de cada uno de los hechos y argumentos en los que basaba su imputación contra mí.
Decretado el descanso me puse de pie simultáneamente a que lo hiciera la Juez, encontrándonos así ambos frente a frente a una distancia de no más de metro y medio. Nos miramos y ella, inopinadamente, me formuló una pregunta por cuyo sentido aun hoy me pregunto. Sus palabras fueron: “¿Qué tal va(s)?” He puesto entre paréntesis esa ese, que denotaría un tuteo expresivo de una cercanía o confianza, no solo incompatibles con lo que acababa de vivir, sino inapropiadas para el momento y los protagonistas de la escena y, desde luego, inexistentes, pero lo he puesto porque es, francamente, lo que me pareció oír. En todo caso, ya que se me interpelaba, aunque fuera formulariamente, me tomé la pregunta al pie de la letra y le expresé mis quejas por el tono del interrogatorio, a lo que ella respondió con una breve justificación sobre el distinto papel que juega cada uno en la farsa. Tras ello, miró al soslayo, fuese y no hubo nada.
Todo esto ocurrió en presencia de todo el mundo, pero nadie pareció darse cuenta, incluido mi abogado, que se encontraba a corta distancia. La atención estaba en ese momento en el disfrute del descanso ofrecido. Con todo, este brevísimo y levísimo escarceo, sin duda, contribuyó a que afrontara la continuación del interrogatorio con las fuerzas intactas.
En la segunda parte de la sesión, el tono del interrogatorio cambió por completo, más relajado y cómodo para mí. Tanto las preguntas de la juez, como las de acusaciones y defensas, no me plantearon serios problemas, más allá de que se prolongaron hasta las once de la noche.
Con la perspectiva del tiempo, resulta particularmente llamativo que las acusaciones que finalmente sostuvieron la acusación contra mí en el juicio (Fiscalía, Partido Popular y Manos Limpias), o no formularon pregunta alguna o las que realizaron carecían por completo de carga incriminatoria. Si, después de dos años y medio de instrucción, las principales acusaciones no parecían tener elementos acusatorios, no es fácil comprender cuáles fueron las razones que les llevaron finalmente a formalizar su acusación y de las graves penas de prisión que solicitaron contra mí. Ya que, desde ese día en que presté declaración por primera vez en el juzgado, hasta que se formalizaron las acusaciones, no se produjo ningún hecho o circunstancia que agravara o hiciera más verosímiles las imputaciones que sobre mí pesaban
En los minutos finales, mi abogado me formuló una serie de preguntas, que tenían por finalidad rebatir y desmontar las numerosas insinuaciones malévolas y acusaciones falsas que el presidente Griñán había formulado contra mí en la Comisión parlamentaria de investigación. Preguntas ninguna de las cuales la Juez, visiblemente satisfecha, declaró impertinentes. El estrambote final del interrogatorio fue este:
 
Pregunta de José Rebollo: “¿Por qué cree Vd. que el Gobierno no prestó oídos a su auditoría?”
Respuesta de Manuel Gómez: “Esta auditoría fue remitida a tres miembros del Gobierno de la Junta y a la Dirección de IFA/IDEA, por tanto se remitieron a estructuras con un staff suficiente de personas para procesar y analizar el informe remitido y para decidir la adopción de las medidas oportunas. Andando el tiempo ha comprendido que la razón no está en la carencia de medios o el desconocimiento. Y lee un pasaje breve del Sr. Griñán donde una parlamentaria le pregunta de por qué no hizo caso a los informes de auditoría. Y como el Sr. Griñán diseñaba diferentes maneras de contestar, la Sra. Parlamentaria le dijo, le voy a poner un ejemplo concreto: «Si en su coche se enciende una lucecita que le falta líquido de frenos, Vd. le pone líquido antes de pegarse el tortazo». Ante lo que el Sr. Griñán contestó: «Si al coche de un vecino le falta líquido de frenos, pues será el vecino el que tendrá que solucionar este problema». Esta contestación leída no hace justicia a la impresión que ocasiona presenciar dicha respuesta, que pone de manifiesto una total displicencia y pasividad, y la incuria de la respuesta lo único que pone de manifiesto es que al Sr. Griñán los informes de Auditoría no le importaban nada.”
 
Al término de mi declaración se produjo un breve receso, tras el que tuvo lugar lo que llaman la vistilla de medidas cautelares, en la que las partes pueden proponer las que estimen oportunas: prisión provisional, fianza para asegurar responsabilidades económicas, etc. Recuerdo que, en los primeros minutos de mi declaración, mientras la juez desgranaba los importes de los expedientes de modificaciones presupuestarias aprobadas por el Gobierno de la Junta, con informe de la Intervención General (145.193.285 euros)20 y de los desfases presupuestarios (38, 94 y 95 millones de euros) que yo había debido conocer, me invadió el negro presagio de la fianza que podía caerme encima en cifras mareantes ese mismo día. La situación era, pues, inquietante. Anteriores imputados en la causa, bien es verdad que con responsabilidades más directas en los hechos, habían sido sometidos a fianzas de cifras siderales (600, 900 millones de euros) y a prisión preventiva que habían cumplido o estaban cumpliendo en ese momento. La Juez, en su línea, había demostrado un rigor sin límites. Envalentonado por la muestra de amabilidad que me había dispensado en el primer receso, le pregunté si tenía intención de decretar alguna medida cautelar ese día. Su respuesta negativa vino acompañada de un elocuente gesto facial (como si le hubiera preguntado la cosa más rara del mundo) y de un movimiento de cabeza característico. Como bien se comprende, todo ello me ayudó a afrontar la vistilla con cierta tranquilidad.
A la postre, ninguna de las partes solicitó medida alguna, limitándose el Fiscal a pedir que se me ordenara comunicar al juzgado cualquier cambio de domicilio.
Con ello terminó el acto, casi doce horas después de haber empezado. En la despedida, el letrado del presidente Griñán cruzó una mirada conmigo cabeceando, doliéndose probablemente de las respuestas a mi abogado que ya he referido, relativas a su cliente y el autoinvestido gran chamán de la abogacía sevillana, Baena Bocanegra, muy en su estilo, me soltó una admonición sobre el mismo asunto, calificando de inoportunas mis respuestas, aunque para nada le afectaban a su cliente.
Para el anecdotario queda el gesto de una elegante y atractiva señora, abogada que ejercía la acusación particular por el BBVA21 que, sin conocerme de nada y a despecho de su papel en el proceso, se acercó a felicitarme por mi desempeño en la declaración, lo que le agradecí con una mezcla de sorpresa y cortesía. Resultó ser la esposa del expresidente del PP de Andalucía, exvicepresidente del Gobierno y exministro Javier Arenas.
 
La declaración tuvo un segundo episodio, al día siguiente, con ribetes bufos, del estilo propio de su Señoría. Como mi declaración terminó tan tarde, cerca de las 12 de la noche, la Juez nos citó al día siguiente, a las 10 de la mañana, para la firma del acta. Según costumbre habitual de esta Juez, tres horas más tarde de la hora acordada nos facilitó el borrador del Acta, para que procediéramos a su lectura previa a la firma, por si teníamos alguna modificación que proponer. Inmediatamente me di cuenta de que el borrador estaba plagado de inexactitudes, e incluso de errores y lo comenté con mi abogado, que me pidió que me centrara en una o dos cuestiones y así lo hice. Entramos los dos al despacho de su Señoría, para indicarle que, en una de las respuestas, yo no había dicho lo que reflejaba el borrador, sino algo distinto. Comoquiera que la Juez negara que las cosas ocurrieron como yo decía y, por tanto, se negaba a rectificar el acta, tanto mi abogado, como yo, porfiamos por el asunto, aunque sin éxito. La Juez le preguntó a la Secretaria, allí presente, que quién era más bella, si Blancanieves o ella, a lo que la interpelada, obsequiosamente, contestó: usted, Señoría. Seguimos insistiendo, haciéndole ver que era absurdo que yo hubiera dicho lo que allí estaba escrito, porque era contradictorio con otras respuestas y, además, me suponía un perjuicio que no tenía sentido que me hubiera infligido a mí mismo. Pero no hubo caso. La diatriba terminó, en el más genuino estilo alayesco, afirmando la Juez que el acto de mi declaración había terminado el día anterior y que aquel era otro día y otro acto y yo lo que pretendía era modificar un acto ya terminado. Para los profanos debo advertir, para calibrar la doblez con la que se conduce esta señora, que la firma del acta de una declaración forma parte de la declaración misma y, si no puede practicarse en el mismo día, en este caso, por decisión de la propia Juez, dado lo tardío de la hora, la firma, aunque se realice al día siguiente, sigue formando parte de la propia declaración.
 
Como es natural, al día siguiente presentamos un escrito en el juzgado, argumentando que una de las respuestas que figuraban en el acta era errónea (realmente, era falsa, pues el error se le había advertido a la Juez, pero ese era un término incompatible con el estilo sobrio de mi abogado) y reseñando qué es lo que realmente yo había respondido.
 
 



 
 
 
POSIBLE PRISIÓN PREVENTIVA
 
 
 
Que la Justicia o la policía pongan sus ojos como imputado, acusado, investigado o como quiera llamársele, en una persona normal y corriente, no acostumbrada a vivir peligrosamente en los bordes de la vida social es una verdadera calamidad. Para empezar, se empiezan a devengar unos gastos de abogado y procurador que pueden acabar arruinando a quien no goce de una situación financiera boyante, incluso en el caso de que se produzca un sobreseimiento o una absolución. Pero, con todo, no es eso lo más grave. Lo peor es tener que enfrentarte al estigma social implícito en el hecho de que instituciones del Estado te persigan como presunto autor de una conducta tan vergonzosa, que revista los caracteres de uno o varios delitos. Evidentemente, si el delito es grave y conlleva penas de prisión, ni un temperamento robusto podrá evitar que, en determinados momentos, las peores pesadillas acudan a la mente.
La persecución por presuntos delitos viene acompañada, con frecuencia, de otros aditamentos, que convierten la acusación en una carga demasiado pesada. A veces, una imputación viene precedida de una detención. La policía te busca en tu domicilio a las 7 o las 8 de la mañana, cuando tus hijos están desayunando y tú preparándote para ir al trabajo. O aborda al acusado en plena calle a cualquier hora, sin importar de quien vaya acompañado o lo concurrida que esté la vía pública. Pero siempre todo con mucho aparato de coches, sirenas y luces restallantes, chalecos antibalas… y esposas, esposas para un detenido que la última idea que se le pasa por la mente en ese momento es la de salir corriendo. Da igual que el sujeto pasivo del alarde policial sea un peligroso terrorista o un pobre contable al que le acusan de enormes crímenes que, por supuesto, no tiene ni idea de haber cometido.
Pero éste no es el único inconveniente. Además están las fianzas, asunto en el que no me detendré en este momento, porque le dedicaré un apartado específico más adelante.
Y, finalmente, la prisión preventiva, medida ésta que dice la Ley que puede adoptarse cuando el delito del que se le acusa al imputado tenga señalada una pena de prisión superior a 2 años, aparezcan motivos bastantes para creerlo responsable criminalmente del delito y se persiga evitar un riesgo de fuga, la ocultación, alteración o destrucción de pruebas, que el imputado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima o que pueda cometer otros hechos delictivos.
Estoy hablando de estas cosas aquí para introducir aquello de lo que voy a hablar a continuación.
En los meses anteriores a la celebración de las comparecencias de la Comisión parlamentaria de investigación sobre los ERE mantuve diversos contactos con Carmen Aguayo, siempre a su requerimiento, en los que cambiábamos impresiones sobre la evolución de los acontecimientos policiales, judiciales y políticos. En una ocasión, cuya fecha no recuerdo, pero que debió de ser en el primer semestre de 2012, me citó, como siempre, en su despacho, con cierto misterio, ya que me indicó que no me podía adelantar por teléfono el motivo de la reunión. Una vez cara a cara me dijo que llevaba un tiempo asesorándose con un abogado, en el que se daba la circunstancia de que defendía habitualmente a guardias civiles, por lo que tenía contactos y cierta información sensible del instituto armado. Al parecer, las fuentes de este abogado en la UCO le habrían dicho que las unidades que estaban investigando el fraude de los ERE estaban preparando algunas actuaciones, entre las que se encontraría mi detención. En un primer momento, en parte por lo inesperado y en parte porque entonces yo aun creía que algo semejante no podía ocurrir en un país que yo consideraba judicial y policialmente civilizado, la advertencia me preocupó, incluso seriamente, pero no me hizo entrar en modo pánico. En las horas siguientes consulté el asunto con Pepe Rebollo y con un magistrado amigo y lo único que pudieron decirme es que no era lógico que la UCO hiciera tal cosa, pero, evidentemente, no lograron despejar el nubarrón que se me había puesto encima.
En los días y semanas siguientes sí se activó el modo pánico en algunas ocasiones. Recuerdo vívidamente una ocasión en la que, como todos los días, me dirigía a nadar a las siete menos veinte de la mañana y empecé a sufrir un miedo cerval, un miedo fisiológico, en el que sentía que el pelo de la cabeza se me erizaba y un escalofrío me recorría el cuero cabelludo. En la enésima glorieta de las que tengo que atravesar para llegar a la piscina giré en redondo buscando mi casa como un pobre toro escaso de casta busca el toril. Afortunadamente, antes de llegar a casa logré rehacerme diciéndome a mí mismo que no podía quedarme bloqueado por lo que entonces era sólo un rumor y, en otra de las glorietas volví a girar y me fui a nadar.
Como el tiempo pasó y el vaticinio no se cumplió, llegué a considerar que aquello, tuviera o no fundamento, había sido utilizado dentro de una estrategia de amedrentamiento de Carmen Aguayo, que tuvo otros episodios.
Pere hete aquí que, andando el tiempo, en una fecha que no recuerdo, pero que no resulta relevante, obtuve una información que parecía aclarar el asunto de mi presunta detención. A través de un amigo de entera confianza, cuyo nombre no voy a dar, tuve conocimiento de la infidencia de uno de los jueces auxiliares de la Juez campeadora, que le confió a mi amigo que la interfecta tenía decidida y preparada la orden a la UCO de que me detuviera y, al parecer, la decisión de ordenar mi ingreso en prisión. Se ve que debieron anteponerse asuntos más urgentes y el mío quedó sobre la mesa. Lo que demuestra, entre otras cosas, lo injustificado de la medida, si fue cierta, que todo apunta a que lo fue.
Pero, ¿por qué se detiene a una persona completamente arraigada, sin más medios de fortuna que su trabajo, que acudiría voluntariamente a declarar dónde y cuándo se le cite y, además, 10 años después de ocurridos los hechos por los que se le investiga? Sin duda, para quebrar su voluntad, para que deje de ser persona y se presente ante la Justicia como un guiñapo, propósito que emparenta a una cierta forma de administrar el poder del Estado con las etapas más obscuras de la historia de la humanidad.
 
 



 
 
 
PERITOS DE LA IGAE
 
 
 
Estos personajes se han convertido en uno de los elementos o piezas esenciales del proceso judicial de la causa de los ERE, por diferentes razones, casi todas ellas nefastas.
Lo más caritativo que puede decirse de su labor en el proceso es que ha estado aquejada de una insuficiencia técnica severa, insuficiencia, sin duda, relacionada en forma directamente proporcional con la de sus autores, cuya idoneidad para desempeñar el trabajo que se les encomendó es, cuando menos, incierta. La incertidumbre sobre la competencia de los peritos comienza desde el mismo momento de su designación, es, pues, originaria. No puede olvidarse que dichos peritos no fueron escogidos por el juzgado, ni siquiera fueron seleccionados mediante algún procedimiento objetivo, en el que se valorase su conocimiento y experiencia para abordar el cometido que se les confirió: nada menos que examinar y evaluar la actividad de las más altas magistraturas de la organización de la Comunidad Autónoma de Andalucía (Gobierno, Cámara de Cuentas y hasta el Parlamento de Andalucía). Nada de eso, los peritos fueron seleccionados libremente por la IGAE sin ningún criterio conocido.
Del perito que llevaba la voz cantante del grupo (solía firmar como Jefe del Equipo), Jesús Ruiz-Ayúcar de Merlo, destaca su agitada vida profesional en el sector privado en los años inmediatamente anteriores a su designación para dirigir esta pericia. Una consulta a las bases de datos al alcance de cualquier interesado en Internet permite comprobar que Jesús Ruiz-Ayúcar de Merlo ha sido Administrador, Administrador Único, Administrador Judicial, Secretario o Auditor de no menos de 34 sociedades privadas durante varios años inmediatamente anteriores a su designación como perito en esta causa. En muchas de ellas, al parecer, siguió ejerciendo durante los primeros meses de realización de la pericia judicial, haciendo gala de una versatilidad ciertamente notable y a despecho de las diferentes normas de incompatibilidad que pudieran ser aplicables. Es decir, el currículo profesional del responsable de la pericia es completamente ajeno al objeto de la misma. Entonces, si no fue su idoneidad profesional, ¿cuáles fueron las razones de su designación? Más adelante sugeriremos algunas otras claves que pudieran explicarlo.
Del resto de los peritos nada se sabe, si no es que sus currículos es más que dudoso que les habiliten para la realización del trabajo encomendado. Téngase en cuenta que, como hemos dicho anteriormente, la Juez ha emplazado a estos funcionarios a que analicen y valoren una realidad, como es la actividad de las máximas instituciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía, sobre la que carecen de la más mínima experiencia y que les es por completo ajena. Por otro lado, cabe preguntarse: ¿sería imaginable que tales funcionarios hubieran sido encargados de analizar el comportamiento de las Cortes Generales, del Consejo de Ministros o del Tribunal de Cuentas? Evidentemente, es algo por completo inimaginable, por absurdo.
Este caso es bien diferente al que se da, por ejemplo, en el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. En efecto, la Agencia Tributaria dispone en cada provincia de una unidad especializada de apoyo permanente a la administración de Justicia, quedando así asegurada la adecuada objetividad, cualificación y competencia técnica del auxilio pericial prestado a los juzgados y tribunales en materia tributaria, algo que dista de haberse cumplido en el caso de los peritos de la IGAE en la causa de los ERE. Es decir, en materia tributaria no es posible que una autoridad política designe a placer a los funcionarios que deban actuar como peritos en los procedimientos judiciales. En cambio, en el caso de los ERE, el juzgado le atribuyó a la autoridad política la facultad de designar libremente a los peritos y la autoridad política, lógicamente, hizo uso de la misma.
Debemos preguntarnos acerca de la cualificación de estos personajes para abordar los vastos campos del conocimiento, especialmente de carácter jurídico, que les encomendó su Juez madrina. Veamos qué es lo que les encomendó la Juez a estos señores. El Auto de 7 de febrero de 2012 señala en su parte dispositiva que: “Se acuerda la práctica de pericial contable22 a realizar por funcionarios de la Intervención General del Estado que versará sobre los extremos recogidos en el fundamento primero de la presente resolución”. Este Auto constituye el genuino paradigma del actuar profesional de esta Juez, caracterizado por su ramplonería, su doblez y cicatería.
Como hemos señalado, el Auto afirma estar acordando la realización de una pericia contable y lo destaca con fuegos de artificio tipográficos, para que el lector no avisado se encele con el adjetivo “contable”. Pero esto, simplemente, es un artificio. Estúpido, además, porque basta con acudir al fundamento primero del Auto, en el que la Juez detalla el contenido de la presunta pericia contable, para que el ardid quede por completo delatado. Veámoslo.
Dice el Auto en dicho fundamento primero lo siguiente:
 
“Deberá examinarse concretamente desde la perspectiva de la legalidad:
- La idoneidad del procedimiento utilizado a través de las transferencias de financiación para la concesión de tales ayudas, cuyo pago materializaría la agencia IDEA (y ello por lo que respecta a la Consejería de Empleo en virtud del Acuerdo Marco de 17-7-2001 y el Acuerdo de Encomienda de Gestión de 17-4-2010).
- La competencia para el otorgamiento de las ayudas.
- La asunción generalizada por la Junta de Andalucía de la obligación del empresario de abonar las prejubilaciones de sus trabajadores despedidos colectivamente.
- Si determinadas ayudas socio-laborales encubrirían verdaderas ayudas a empresas.
- El cumplimiento de los requisitos de autorizaciones previas por órganos comunitarios y autonómicos en función de la cuantía de la ayuda, y demás disposiciones legales en materia de ayudas de Estado.
- Si esas ayudas en sí mismas eran procedentes en atención a las circunstancias del beneficiario (bien porque se trataran (sic) de empresas en crisis, en cuyo caso deberá atenderse especialmente a las Directrices Comunitarias existentes en la materia, o que por el contrario tuvieran fondos suficientes para asumir la financiación del destino de la ayuda).
- Y en definitiva cualquier otro particular que afecte a la normativa que es de aplicación.”23
 
Como puede apreciar cualquier persona sin formación específica sobre la materia, llamarle a esto “pericia contable” es, como mínimo, un error. Aunque es evidente que es algo mucho más grave, que me abstengo de calificar como merece, de acuerdo con el diccionario e incluso, de acuerdo con el Código Penal, para no meterme en líos.
El asunto adquiere tintes particularmente absurdos si se tiene en cuenta que estos audaces funcionarios no se han limitado a dictaminar jurídicamente sobre los extremos que enumeró su Juez en el Auto de encargo. A lo largo de su trabajo como peritos en la causa han sentado cátedra sobre materias tales como el régimen jurídico de las ayudas de Estado en el ámbito de la Unión Europea, la potestad subvencionadora de las entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, las competencias constitucionales en materia laboral de la Comunidad Autónoma de Andalucía y el funcionamiento de las principales instituciones de la región, como el Parlamento y sus comisiones, el Consejo de Gobierno y la Cámara de Cuentas de Andalucía. Por cierto, y reiterando una idea expuesta más arriba, ¿cabe imaginar que un juez de instrucción en sus cabales encargue una pericia sobre el funcionamiento de las Cortes Generales, el Consejo de Ministros o el Tribunal de Cuentas? Pues eso es lo que, sin aparente escándalo, ha ocurrido impunemente en la causa de los ERE.
Es evidente que lo que nos encontramos aquí es con el encargo de un dictamen jurídico y no con una pericia contable, como el auto judicial pretende hacer ver. En realidad, no se trata de un error, sino de un artificio, con el que se trataría de velar dos circunstancias que, en cualquier otro tiempo y lugar, habrían hecho inviable una iniciativa procesal de semejante jaez. A saber:
En primer lugar, el contenido casi exclusivamente jurídico del encargo que la Juez les hace a los peritos resulta incompatible con su currículo. Detengámonos, siquiera sea brevemente, en esta cuestión. La Juez designa como peritos a un equipo de cuatro funcionarios, sólo dos de los cuales pertenecen a cuerpos del Estado en los que se exigía para su acceso poseer titulación universitaria superior. Los otros dos pertenecen a cuerpos auxiliares, para los que no se exigía estar en posesión de titulación universitaria superior. Pues bien, ninguno de los dos peritos de titulación superior es licenciado en Derecho. Su formación universitaria es la de economistas. Esta es, como hemos dicho, la primera razón por la que se denomina a esta diligencia judicial pericia contable. La Juez, en estilo puramente alayesco, les encarga una pericia jurídica a dos contables, salvando el absurdo con tan infantil astucia. Infantil, pero que se han tragado la Fiscalía, la Audiencia Provincial y el instructor del Tribunal Supremo, a todos los cuales les han colado el tinglado sin pestañear. Y no es porque a alguno de los confundidos no se le haya advertido. Yo mismo le advertí al instructor del Tribunal Supremo, cuando fui allí a declarar, a la vista está que con escaso provecho, de la verdadera índole de estos peritos.
La segunda razón de este eufemismo, de estar solicitando un informe jurídico, llamándolo pericia contable tiene que ver con el principio de Derecho procesal que se expresa en el brocardo iura novit curia, literalmente, el juez conoce el Derecho, de acuerdo con el cual, tendría difícil encaje en el proceso, en cualquier proceso, un informe pericial de carácter jurídico.
Como una confirmación irrebatible de todo cuanto llevamos dicho, en su declaración en el juicio, en el que depusieron durante un mes, ni una sola de las preguntas que se les formularon a estos peritos fue de carácter contable, teniendo la mayoría de ellas un alto contenido jurídico, sin especial escándalo del Tribunal, tan presto a atajar cuestiones, a veces nimias, ni del Fiscal, cuyo papel no debería limitarse a ejercer de parte acusatoria, sino de defensor de la legalidad.
Tampoco las defensas impugnaron esta pericia, con excepción de algún letrado, incluido el mío, en su informe final. La razón es evidente: las pericias presentadas por las defensas adolecen del mismo vicio que la pericia de la IGAE.
Por otro lado, estos funcionarios, en amigable coyunda con su Juez protectora, han observado una conducta procesal que, como mínimo, cabe calificar de controvertida. Nos remitimos a cuanto reseñamos en el Anexo III de este libro, en el que describimos las sospechosas coincidencias existentes entre los autos de imputación de la Juez y el Informe pericial de la IGAE. Como decimos en el referido Anexo III esta presunta anomalía procesal debió requerir la participación de estos funcionarios para su consumación.
Otra característica que debemos reseñar de este equipo de funcionarios es que su papel en la causa desprende un intenso tufo de contaminación política, a la vista de determinados hechos significativos de los que dimos cuenta en el capítulo correspondiente y a lo dicho allí nos remitimos.
Por todo ello, no resulta extraño que el trabajo pericial desarrollado por los funcionarios de la IGAE en la causa haya carecido del mínimo rigor exigible a un encargo de esta naturaleza. Los peritos han cometido numerosos errores y deficiencias técnicas en las consideraciones y conclusiones de los informes emitidos, que afectan, además, precisamente, a las cuestiones nucleares sometidas a su dictamen. En un escrito que presenté en el juzgado el 13 de mayo de 2016, a lo largo de 163 páginas se desgranan los errores y deficiencias detectadas más importantes, que, en comprimido resumen, se enumeran a continuación:
 
1. En un importante pasaje de uno de sus informes, sobre una de las cuestiones clave del asunto que nos ocupa, encontramos la siguiente perla: “Las modificaciones presupuestarias realizadas para aumentar el inadecuado concepto de Transferencia de Financiación a IFA-IDEA, con el que indebidamente se concedieron subvenciones sociolaborales y a empresas en crisis, no cumplieron uno de los principales requisitos legalmente establecidos, como es que la aplicación presupuestaria de destino sea la adecuada.” Este es uno de los numerosos ejemplos de la indigencia técnica en la que ha naufragado el trabajo de los peritos de la IGAE. Digámoslo sin ambages: la afirmación de los peritos no es que sea meramente errónea, es que es completamente falsa. No existe en el ordenamiento jurídico norma alguna que establezca tal requisito para los expedientes de modificación presupuestaria. Nótese que sobre esta afirmación falsa está montada una buena parte del argumentario incriminatorio contra la mayoría de los cargos públicos imputados, acusados de retorcer ese imaginario único destino legal que tendrían las transferencias de financiación.
 
2. La afirmación de los peritos de que 45 disposiciones de la Junta de Andalucía habrían establecido que el único destino posible legalmente de las TF es la compensación de pérdidas es errónea, en algún caso, o falsa, en la mayoría de ellos. De hecho, la inmensa mayoría de las 45 disposiciones citadas no contiene siquiera los sintagmas transferencia de financiación o compensación de pérdidas, ni ninguna otra a la que quepa darle un significado equivalente.
Sobre esta cuestión, sorprendentemente, y como un ejemplo entre varios de que estos peritos son capaces de decir en sus informes una cosa y la contraria, según convenga, en el dictamen que presentaron en el Tribunal Supremo el 19 de mayo de 2015, a petición del Magistrado Instructor, se desmintieron a sí mismos reconociendo paladinamente que la ley del Presupuesto "no pretende regular la naturaleza y destino de las transferencias de financiación, ni lo hace”. Recuérdese que las leyes de Presupuestos son unas de esas 45 normas que, supuestamente, habrían regulado la naturaleza y destino de las TF, según estos peritos tan tornadizos.
 
3. En el citado informe, los peritos, ante la evidencia de que el Reglamento de subvenciones de la Junta de Andalucía no establece la limitación al destino de las TF que ellos sostienen, pretenden establecer una engañosa equivalencia entre el concepto "actividades no singularizadas", utilizado por el Decreto y el concepto de su propia cosecha "déficits de las empresas públicas", equivalencia carente de apoyo legal alguno.
 
4. Respecto de las órdenes de elaboración del Presupuesto, en las que se regula la clasificación económica de las partidas de gastos, los peritos de la IGAE introducen subrepticia y engañosamente en su informe la idea de que dichas órdenes habrían establecido que las subvenciones de explotación (antecedente de las TF) tienen como finalidad exclusiva la compensación de pérdidas de la entidad perceptora, algo que las citadas órdenes no dicen ni han dicho nunca. Esta argucia del informe pericial resulta particularmente grosera, si se tiene en cuenta que los planes generales de contabilidad pública, tanto estatal, como de la Junta de Andalucía, establecen hasta tres finalidades diferentes a las subvenciones de explotación.
 
5. Los peritos de la IGAE interpretan erróneamente el artículo 18 de la Ley 15/2001, cuando afirman que dicho precepto establece que las TF sólo pueden destinarse a compensar pérdidas de la entidad perceptora. Ningún criterio de interpretación jurídica conduce a dicha errónea conclusión. Como se desprende de una interpretación, literal, sistemática, histórica y teleológica del precepto, el mismo no establece la prohibición de destinar las TF a una finalidad distinta de la compensación de pérdidas, sino que pretende, simplemente, evitar un absurdo gravamen por el Impuesto sobre Sociedades, derivado de una aplicación en exceso de las TF por las empresas públicas en sus cuentas de resultados.
 
6. Calificar de fraudulenta la partida “Otros gastos de explotación” del Presupuesto de IFA/IDEA, como hacen los peritos de la IGAE, es una afirmación errónea y tendenciosa. Un examen, apenas superficial, del proceso de presupuestación en IFA/IDEA permite percibir que dicha partida se ha utilizado, meramente, para cumplir con el principio de equilibrio presupuestario y no con un ánimo fraudulento ni ninguna otra oscura motivación. De hecho, los peritos de la IGAE no han ofrecido en sus informes ninguna alternativa hipotética para la presupuestación de dicha partida.
 
7. Los peritos de la IGAE yerran, de nuevo, cuando afirman que el Presupuesto de la Junta de Andalucía estableció que la TF del Programa de los ERE a favor de IFA/IDEA estaba destinada a la compensación de las pérdidas de esta. Por el contrario, tanto los estados de gastos del Presupuesto, que tienen rango de Ley, como las memorias y otros documentos que forman parte del contenido legal del Presupuesto establecen con claridad suficiente y sin ambigüedad que el destino de dicha TF es la financiación de un programa de subvenciones para empresas en crisis, con el objetivo del mantenimiento del empleo y del tejido productivo andaluz.
 
8. Pero, donde el desatino del equipo pericial llega al paroxismo es cuando afirman que la partida de las transferencias para financiar las subvenciones de los ERE es ilegal y fraudulenta, cuando el Gobierno la incluye en el Proyecto de Presupuesto y, en cambio, no lo es, cuando el Parlamento aprueba el Presupuesto, sin cambiar ni una coma al proyecto presentado por el Gobierno. Tan peculiar fenómeno sólo sería explicable apelando a una visión sobrenatural del proceso presupuestario, en virtud de la cual, los funcionarios de la IGAE estarían evocando una suerte de transustanciación presupuestaria, es decir, una pura superchería. Si la partida presupuestaria aprobada por el Parlamento en una norma con rango de Ley es legal, perdónese el pleonasmo, no puede ser ilegal su propuesta. Y, siguiendo un razonamiento paralelo, si la propuesta es ilegal, también habrá de serlo la Ley con el mismo contenido. Y éste es un paso que los peritos, pese a su audacia, no se han atrevido a dar. O no se les ha permitido darlo.
 
9. Los peritos de la IGAE reconocen en sus informes, como no podía ser de otra manera, que las cuentas anuales de IFA/IDEA reflejaban que las TF se destinaron al pago de las subvenciones de los ERE. Por eso, resulta sorprendente y hasta inquietante que en otro Informe emitido en enero de 2014 concluyan diciendo que la Cuenta General de la Junta, en la que se integran precisamente las cuentas anuales de IFA/IDEA, refleja que las TF se destinaron a la compensación de pérdidas de dicha entidad y no al pago de subvenciones sociolaborales.
 
En fin, estas son las piezas averiadas con las que se ha construido la teoría de la conspiración masiva para defraudar, que ha llevado al banquillo a la cúpula política de la Junta de Andalucía y a otros colaboradores y a la condena de muchos de ellos. Que todos estos errores, falsedades y supercherías no hayan sido advertidos por los distintos jueces y fiscales de todo rango que los han asumido a pies juntillas queremos creer que es otra de las excentricidades del caso de los ERE y no un rasgo general del proceso penal en España. Porque, para ser honestos, de este cuadro de honor debemos excluir al Juez Instructor del TSJA, que entendió de la causa de los aforados ante dicho órgano y a la actual titular del juzgado nº 6 de Sevilla que, en sus resoluciones, demuestran tener cogido con pinzas el informe de la IGAE.
 
De todas las deficiencias que hemos enumerado, nos parece particularmente grave:
a) Que el equipo pericial haya descrito en sus informes un contenido engañoso de determinadas normas. Con este artificio que hemos desvelado los peritos indudablemente han pretendido dotar a sus tesis de un apoyo normativo que el texto de las disposiciones engañosamente presentadas no les otorgaba.
b) Y, sobre todo, que hayan incurrido en la desconcertante conducta de afirmar una cosa y la contraria, sobre cuestiones nucleares sometidas a su dictamen, algo sólo explicable si lo que pretendían los peritos es ajustar sus consideraciones a conclusiones previamente establecidas.
 
En definitiva, este cúmulo de gravísimos errores y deficiencias del equipo pericial de la IGAE invalida por completo las conclusiones de sus informes sobre las materias examinadas.
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En el mes de septiembre del año 2014, la Juez de instrucción, inopinadamente, decidió imponerme una fianza de casi tres millones y medio de euros, para cubrir las responsabilidades que, en su día, pudieran serme impuestas, como autor de un delito de malversación de caudales públicos. Se trata de uno de los episodios más grotescos que he tenido que padecer en mi singladura judicial, en el que los diferentes órganos judiciales (incluyo a la Fiscalía entre ellos) que intervinieron en este penoso incidente procesal mostraron unas notables incuria y zafiedad jurídica y procesal.
La mayor parte de las fianzas que habían sido impuestas hasta el momento en el caso, lo fueron inmediatamente después de la declaración como imputados de las personas afectadas. Tras mi primera declaración, el día 25 de julio de 2013, ninguna de las acusaciones solicitó que se me impusiera fianza, ni la Juez me la impuso, pese a que lo había hecho en diversas ocasiones, sin mediar petición de parte. Ya he dicho en el lugar correspondiente que, al término de mi primera declaración, le pregunté a su Señoría si pensaba imponerme alguna medida cautelar y que su respuesta negativa vino acompañada de un gesto característico, algo así como si fuera un disparate la mera posibilidad que yo le planteaba. Por eso me pude ir de vacaciones en agosto de ese año con la convicción de que me había librado de una de las consecuencias más onerosas e infamantes de la condición de imputado: la de ver mi patrimonio embargado. Errónea ilusión la mía.
Tras las vacaciones, el 17 de septiembre de 2013, la Juez dictó una resolución sorprendente. El Fiscal había solicitado más de un año antes la imposición de una fianza de 205 millones de euros (has leído bien, lector: 205 millones24) a la imputada Mª José Rofa, una contratada laboral que instruía los expedientes de ayudas de los ERE en la Dirección General de Trabajo, petición a la que la Juez hizo oídos sordos y que fue reiterada en dos ocasiones por los fiscales. Pues bien, en el Auto, la Juez desestima la petición de los fiscales y acuerda que no procede imponerle fianza a la Sra. Rofa e, inopinadamente, nos mete en el mismo saco a Antonio Diz-Lois, que había sido funcionario de la Dirección General de Trabajo en los tiempos de Guerrero y a mí, para los que nadie había solicitado que se nos impusiera fianza alguna. He calificado este Auto de sorprendente y lo es por numerosas razones. ¿Por qué la Juez comete la incongruencia de negar la procedencia de algo (las fianzas de Diz-Lois y la mía) que nadie le había pedido? ¿Por qué no le impone fianza a Rofa, a pesar de que se lo pide el Fiscal?; ¿cuál es la razón de que se muestre remisa en este caso a causar daño a un imputado, algo que nunca le ha arredrado? Mi impresión es que todo obedece a una estrategia de la Juez, si bien, como suele, desarrollada toscamente. Y esa estrategia consiste en cuidar a la imputada Rofa, a la que pensaba sacarle jugosas declaraciones para reforzar la inculpación de las principales autoridades de la Consejería de Empleo, e incluso más arriba. Para ello no duda en utilizar argumentos falaces, como que no le impone fianza a Rofa debido a su contribución al esclarecimiento de los hechos, siendo así que, como le hacen ver los fiscales en su recurso, “Difícilmente puede hablarse de tal contribución cuando la imputada se acogió a su derecho a no declarar, negándose pues a contestar a pregunta alguna”, cuando fue citada a declarar en el juzgado. Aquí, a la Juez le traicionó el subconsciente, y le llevó a poner en pasado lo que no eran sino sus planes para el futuro. Con el mismo objetivo, preparó un paquete con tres personas (Rofa, Diz-Lois y yo), señalándole al Fiscal que las tres debíamos correr la misma suerte: si se pedía fianza para Rofa, la habría para los otros dos y, si no, no la habría para nadie.
Los fiscales, disconformes con la decisión de la Juez, el 1 de octubre de 2013 formularon recurso ante la Audiencia Provincial, pidiendo, exclusivamente, que se le impusiera a Rofa una fianza de 205 millones de euros. El sentido del recurso aparece con toda claridad en sus primeras líneas, donde los fiscales solicitan a la Audiencia que “se deje sin efecto únicamente el pronunciamiento relativo a la imputada María José Rofa Vega.” No obstante, estos fiscales, mostrando una notable incongruencia, en el recurso en el que pedían la fianza para Rofa mostraron su disconformidad con los motivos por los que la Juez no nos impuso fianza ni a Diz-Lois ni a mí, a pesar de no haber pedido fianza para ninguno de los dos.
La Audiencia Provincial, con fecha 14 de enero de 2014, quizá dejándose llevar por las incongruentes consideraciones de los fiscales, les estima el recurso y acuerda lo siguiente: “debiendo la Ilma. Sra. Magistrada-Juez de Instrucción dictar resolución adoptando (…) las medidas cautelares que con libertad de criterio considere”, respecto de Rofa, Diz-Lois y Gómez, a pesar de que nada pedía el Fiscal para estos dos últimos en su recurso, como hemos dicho. De momento, la Juez había logrado que la Audiencia Provincial se tragara el anzuelo y nos metiera a los tres en el mismo paquete que ella les había servido debidamente envuelto.
Como el Fiscal le advierte de que nada le había pedido respecto de las otras dos personas que pasábamos por allí, con fecha 31 de enero de 2014, la Audiencia Provincial dicta un nuevo Auto, esta vez referido exclusivamente a Rofa.
En ejecución del Auto de la Audiencia, con fecha 24 de febrero de 2014, la Juez le impuso a Rofa una fianza de 2 millones 54 mil euros, alegando que la impone porque la Audiencia le obliga a ello.
Con fecha 3 de marzo de 2014, Rofa presenta recurso de reforma25 ante la Juez, contra el Auto anterior, en el que le impone fianza. En su recurso, Rofa argumenta agravio comparativo con las dos personas que pasábamos por allí y a las que no se nos impuso fianza. El recurso de reforma fue desestimado el 16 de mayo de 2014 por la Juez, que no admitió, por tanto, el agravio comparativo alegado. Posteriormente, Rofa presenta recurso de apelación ante la Audiencia Provincial, para que le revoquen la fianza, de cuyo resultado hablaremos más adelante.
No obstante, nuestra querida Juez, el 22 de septiembre de 2014, antes de que la Audiencia resuelva el recurso de Rofa, decide ahora que sí, que sí hay un agravio comparativo entre Rofa y los dos que por allí pasábamos (Diz-Lois y yo) y decide ponernos una fianza a cada uno de 593 mil euros y 3 millones 467 mil euros, respectivamente.
Como era norma de la casa, me enteré por la prensa de una medida personal tan gravosa como ésta. La información la dio como primicia el diario El Mundo un lunes, aunque yo me enteré el domingo por la noche, según la costumbre que tenía entonces de leer los diarios del día siguiente entre las once y media y las doce de la noche, cuando empiezan a estar disponibles en Internet. Ni el Juez Decano de Sevilla, ni el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, ni el Consejo General del Poder Judicial, ni nadie ha incoado diligencias para corregir esta práctica del juzgado, de filtrar a determinados medios de comunicación diligencias judiciales que debían permanecer reservadas, según impone la Ley. En este caso, el documento que llegó a mis manos conteniendo el Auto judicial y que todavía conservo es un archivo de Microsoft Word. Este hecho infrecuente abona la hipótesis de que fue el juzgado el responsable de la filtración. No cabe culpar a las partes, ya que, cuando El Mundo publicó la noticia, el Auto no había sido notificado a las partes y, en todo caso, las diligencias judiciales se notifican a las partes en formato PDF y no en formato Word. Por cierto, por si alguien quiere curiosear, en las propiedades del documento aparece como autor del mismo “eballesteros”.
Los argumentos empleados por nuestra amada jurisconsulta para imponer las fianzas son para un manual de Derecho procesal penal. Dice el Auto que las fianzas se imponen, por un lado, porque el recurso presentado por Rofa “exponía con rotundidad el agravio comparativo y el desequilibrio que viene sufriendo la Sra. Rofa respecto de la situación de los Sres. Gómez y Diz-Lois, para los cuales aún no se habían dictado medidas de tal naturaleza, desequilibrio que comparte esta instructora, para cuya corrección se dicta la presente resolución”. Y, por otro lado, señala el Auto que “razones de justicia y de equidad obligan al dictado de medidas para ambos, dado que sus imputaciones se mantienen absolutamente vigentes”.
Como hemos dicho antes, la Sra. Rofa era una contratada laboral que, sin formar parte de la plantilla de la Dirección General de Trabajo, colaboraba en la instrucción de los expedientes de ayudas de los ERE. Pero, si alguien quisiera averiguar en qué consiste el agravio comparativo que pudiera existir entre aquélla y el Interventor General de la Junta de Andalucía, que no se moleste en consultar el Auto dictado por su Señoría, porque ni una palabra encontrará allí sobre ello. ¿Qué tienen que ver las tareas desempeñadas por la Sra. Rofa con las funciones y competencias del Interventor General de la Junta? Absolutamente nada.
Por lo demás, el Auto se limita a repetir los motivos de imputación leídos al comienzo de mi declaración como imputado, el día 25 de julio de 2013. Literalmente. No menciona ni un solo hecho, indicio o prueba que justifique la imposición de fianza, más de un año después de haber decidido expresamente lo contrario. Es decir, nada había cambiado en el proceso, que justificara ese cambio de criterio de su Señoría. Aunque, en honor a la verdad debemos decir que sí había cambiado algo. Sí habían aparecido datos nuevos, de los que no disponía la juez cuando resolvió que no procedía imponerme fianza. Pero se trata de elementos que venían a reforzar, precisamente, la decisión original de no imponer fianza y no a debilitarla y, mucho menos, a contradecirla. Me refiero a las consideraciones que se contenían en el escrito presentado por mi abogado el 21 de febrero de 2014, que, en 318 páginas, destrozaba las tesis contenidas en la imputación y en el informe pericial de la IGAE.
Por tanto, una mínima exigencia de decoro profesional hubiera obligado a la juez a rebatir los argumentos expuestos por mi abogado. Y, probablemente, habría sido, también, una exigencia legal, habida cuenta de que el Auto de la fianza supuso un cambio de criterio respecto de la decisión anterior. Desde esa perspectiva, desconocer, al motivar la imposición de fianza, el escrito contrario presentado unos meses antes no fue sino una marrullería procesal más de las numerosas irregularidades perpetradas a lo largo de toda la instrucción y consentidas por los órganos judiciales superiores. Desde mi punto de vista, la imposición de mi fianza, como tantas otras resoluciones dictadas por esta juez, estuvo fuertemente motivada por sus pulsiones personales. En este caso, dio rienda suelta a la rabia que le produjo el escrito contrario presentado por mi abogado, cuyos fundamentos hacían tambalearse, no sólo los motivos de mi imputación, sino los de otros muchos inculpados, propinándome una represalia en forma de una devastadora fianza millonaria sin pies ni cabeza.
Descartando el inútil recurso de reforma ante la propia Juez, mi abogado presentó, el 26 de septiembre de 2014, recurso de apelación contra la fianza impuesta, ante la Audiencia Provincial de Sevilla.
El 2 de marzo de 2015, la Audiencia Provincial estimó parcialmente el recurso de apelación de Rofa, afirmando, entre otras cosas, que no es verdad que la propia Audiencia obligara a la Juez a imponer fianza a Rofa y que la Juez había violado el principio constitucional de igualdad, al imponerle fianza a Rofa y no a Diz-Lois. Es decir, la Audiencia aprecia agravio comparativo entre Rofa y Diz-Lois, debido a la similitud de sus funciones26 e imputaciones, pero no entre Rofa y yo, a pesar de que en el recurso de aquélla se alega profusamente dicha discriminación, discriminación que, como decimos, no apreció la Audiencia.
Finalmente, la fianza de M.ª José Rofa quedó fijada en 408 (sic) euros, frente a los 205 millones de euros pedidos por los fiscales y los 2,05 millones impuestos por la juez. ¿A qué se debe esta insólita y desproporcionada discordancia?, cabe preguntarse. ¿Han estudiado en las mismas facultades de Derecho estos avezados juristas; aplican las mismas leyes procesales; juzgan los mismos hechos? No, querido lector, esto no es una lógica discrepancia jurídica, esto no es más que el producto de una esgrima sórdida, en la que se entretienen algunos de quienes tienen encomendada la sagrada función de impartir justicia en España o, al menos, en la ciudad de Sevilla.
El 16 de noviembre de 2015, la Audiencia Provincial anuló la fianza que me impuso la Juez. En palabras de Pepe Rebollo, mi abogado, en este tipo de asuntos hay que estar al resultado y no detenerse en tiquismiquis ni en pormenores de los razonamientos empleados por los órganos judiciales para concedernos lo que pedimos. En opinión del mismo Pepe Rebollo, con frecuencia te dan la razón, pero no por los motivos que tú aduces, sino por los que ellos consideran adecuados. Que para eso son más sabios y más listos que tú, añado yo. Y, también añado: aunque los motivos por los que estiman tu demanda, ni siquiera los hayas argüido, como en este caso. Otra vez esa esgrima sórdida. Veamos.
Es verdad que conseguí lo que pretendía y así pude enmendar los devastadores efectos que sobre nuestro patrimonio familiar había tenido la delirante fianza impuesta por la Juez, a los que me referiré enseguida. Pero, me indignaron algunas de las consideraciones empleadas por la Audiencia Provincial en su Auto, algo que comentaré después.
Merced a las ficciones de nuestro sistema jurídico, la fianza impuesta a una persona casada en régimen de gananciales, por un importe superior a su patrimonio, afecta a su cónyuge como si fuera coautor de los delitos que se le imputan a aquélla. En nuestro caso, el grueso de nuestro patrimonio, consistente en tres inmuebles, quedó embargado, teóricamente, en la mitad ganancial que a mí me correspondería, pero, realmente, el embargo fue total, merced al carácter indivisible de dichos bienes. Por otro lado, la amenaza del embargo que se cernía sobre nosotros desde meses antes, en vista de las atroces decisiones que venía adoptando la Juez sobre otros imputados, nos había movido a adoptar otras medidas de protección ante la amenaza latente, como, por ejemplo, retirar mi titularidad de la cuenta corriente en la que mi mujer cobraba su nómina, algo que, si no hubiéramos hecho, habría provocado el embargo del 50 por ciento de sus salarios ya cobrados, única fuente de ingresos de la que disponíamos ambos. Como es lógico, estas decisiones comportan diversos trastornos adicionales, derivados de la necesidad de modificar domiciliaciones bancarias, prever transferencias para evitar descubiertos y otras molestias de diverso grado. Finalmente, como ya he contado, tuvimos que liquidar nuestra sociedad, operación que tuvo un altísimo coste que jamás recuperaremos. Mi agradecimiento a la circunspección, rayana en la resignación, con la que mi mujer asumió este injusto y devastador perjuicio personal es infinito y constituye una de las razones por las que le dedico este libro.
Por lo demás, el Auto que anuló mi fianza contenía una declaración particularmente inicua, con la que me encelé con inútil insistencia entonces y que aun hoy me indigna y me sigue pareciendo una muestra elocuente del desmañado discurrir de la sala de la Audiencia Provincial encargada de resolver los recursos de la causa de los ERE.
Vaya por delante el hecho cierto de que el Auto que resuelve el recurso estima el mismo y anula la fianza impuesta. No obstante, la sala parece sentirse compelida a resolver lo contrario y se dedica con fruición a discutir una de las consideraciones de nuestro recurso contrarias a la fianza impuesta. Y, para rebatir nuestro argumento, en el sentido de que nada nuevo había ocurrido en la causa entre el Auto en el que la Juez declaró que no había motivos para imponer la fianza y el Auto que decretó la fianza que se recurría, afirmaba la sala en su resolución lo siguiente:
 
“Estimamos, al contrario, que entre uno y otro auto acontece un hecho trascendente para fijar la fianza que se cuestiona, que no es otro que el informe de la Intervención General de la Administración del Estado de noviembre de 2013 que pone de manifiesto las posibles infracciones cometidas por el Sr. Gómez a la hora de efectuar las funciones que tenía encomendadas.”
 
De las apenas cinco páginas y media que dedica el Auto de la Audiencia a razonar su decisión, recuérdese, estimatoria y revocatoria, por tanto, de la fianza, paradójicamente, emplea cuatro en transcribir parte del Informe de la IGAE, que vendría a reforzar el brillante argumento que cree haber encontrado para defender justo lo contrario, es decir, que mi fianza sería más que merecida. Argumento que, por otro lado, no había tenido en cuenta la Juez para tomar su decisión. Es decir, la Audiencia se pone en el lugar de la Juez y pergeña argumentos que no están en la litis y, además, contrarios a lo que se resuelve. ¿Es o no es una esgrima sórdida lo que práctica esta sala de la Audiencia Provincial de Sevilla? Por otro lado, y esto es lo más importante, porque sería una explicación plausible de su incongruente razonar, el Auto, que tan decididamente basa sus consideraciones contrarias a su decisión en una amplia cita del informe de la IGAE, demuestra que no ha entendido cabalmente el verdadero significado de dicho informe. En efecto, una lectura atenta y comprehensiva de la imputación formulada por la Juez y su comparación con el informe emitido por sus peritos de cabecera lleva a la necesaria conclusión de que el informe, más que reforzar los argumentos incriminatorios de aquélla, los ha debilitado claramente. Es decir que, utilizando las palabras de la propia sala que hemos transcrito más arriba, entre el Auto de imputación y el Auto de la fianza acontece, efectivamente, un hecho transcendente, que es el Informe de la IGAE. Pero, este hecho nuevo es transcendente, precisamente, para no imponer fianza y no para lo contrario, como cree la sala.
Para entender esto no se precisan unos conocimientos especiales de Derecho financiero; ni siquiera de Derecho, diría yo. Basta con una lectura atenta de los documentos, de las diligencias judiciales, vaya, que es lo mínimo que uno esperaría de quien debe resolver un recurso de esta naturaleza. Juzgue el lector.
Como he descrito con detalle en otro lugar, la Juez me imputó los delitos de prevaricación y malversación por cuatro conductas diferentes, cuatro acciones u omisiones distintas. Pues bien, tras el informe de la IGAE, dos de ellas quedan francamente debilitadas, por no decir inutilizadas. Veámoslo:
Por un lado, se me acusa de haber informado favorablemente 2027 modificaciones presupuestarias que vinieron a ampliar las dotaciones de la partida de los ERE. Veamos qué es lo que concluyen los peritos de la IGAE sobre esta cuestión:
 
“Dado que la Transferencia de Financiación no era una partida adecuada para concesión de subvenciones, y dado que la IGJA había puesto de manifiesto este hecho en sus informes, a tenor de la normativa antes citada, no resulta razonable28 que informara favorablemente las modificaciones presupuestarias que aumentaron dicha partida para esa finalidad.”
 
Es decir, donde la juez ve dos graves delitos, los peritos de la IGAE se limitan a afirmar que no les parece razonable la decisión adoptada por la Intervención General de la Junta. No que ésta sea ilegal, algo que no podían afirmar, porque sería erróneo o falso, sino, simplemente, que no lo consideran razonable.
El segundo elemento incriminatorio inutilizado por el Informe de la IGAE se refiere al control financiero de subvenciones. La juez en su imputación califica de delito de prevaricación y malversación el hecho de que yo no instara a los servicios de la Intervención General de la Junta la realización de un control financiero de las ayudas de los ERE. Y, sobre este particular, el Informe pericial de la IGAE se limita a señalar que: “no consta que por parte de la IGJA se haya efectuado el control financiero de dichas subvenciones concedidas por la Consejería de Empleo29.” Es decir, otra vez, donde la juez ve graves delitos, los peritos de la IGAE no aprecian ilegalidad ni irregularidad alguna. Otra cosa es la evidente mala intención con la que el informe de la IGAE formula esta consideración, máxime, sabiendo en qué manos iba a caer. Pero, en ningún momento afirman que la no realización de tales controles suponga un incumplimiento por mi parte de mis obligaciones. No podrían haberlo hecho, por cierto, porque no existe tal obligación legal. Por eso califico de malintencionados a los peritos de la IGAE, porque, ¿qué sentido u objetivo tiene reseñar en una pericia penal que no se ha realizado tal o cual cosa que no hay obligación legal de hacer, sino es, como mínimo, el de sembrar dudas sobre la probidad de aquel al que se imputa semejante omisión? En este sentido, ¿por qué no decir, también, que quienes tuvieron conocimiento de los procedimientos no interpusieron denuncias penales; o que la Cámara de Cuentas no inició un expediente de responsabilidad contable; o que el Consejero de Hacienda no adoptó las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Junta de Andalucía, como le hubiera obligado el artículo 110.1 de la Ley de Hacienda? A poca imaginación que se emplee, se podrían mencionar numerosas actuaciones o procedimientos que no se instruyeron o diligencias que no se practicaron, porque no existía una clara obligación legal de hacerlo.
 
Me queda por reflejar, para finalizar este capítulo sobre la fianza, un par de consideraciones adicionales. La primera es que la razón esgrimida por la Audiencia para anularla fue que la misma fue fijada a tanto alzado, algo, al parecer, contrario a la Ley, pero que no fue alegado por mi abogado en el recurso presentado. Por cierto, y dicho sea de paso. Puestos a utilizar argumentos de su propia cosecha, ¿por qué la Audiencia no revocó la fianza, simplemente, negando el agravio comparativo, único argumento utilizado por la Juez para imponerla? Recuerde el lector que, con ocasión del recurso de Rofa contra su fianza, la Audiencia ya había negado la existencia de dicho agravio comparativo. En cambio, este preclaro órgano judicial, que tan presto anduvo para atender los argumentos del Informe de la IGAE, aunque eran contrarios a su decisión, no se molestó en tomar en consideración, ni siquiera para rebatirlos, los numerosos argumentos contenidos en nuestro recurso a favor de revocar la fianza e ignoró por completo el escrito presentado por mi abogado, al que antes me referí, que pulverizaba los argumentos incriminatorios de la juez instructora y de los peritos de la IGAE.
Pues bien, como hemos visto, de acuerdo con el criterio de la Audiencia Provincial, mi fianza era más que merecida, aunque la anula, por estar mal cuantificada. De modo que, conocido el Auto de la Audiencia, lo lógico habría sido que la Juez hubiera impuesto de nuevo fianza por un importe correctamente cuantificado. Pero no lo hizo. ¿Por qué? Cualquiera sabe. Lo cierto es que este hecho es una muestra más de la errática y hasta atrabiliaria conducta procesal que he debido padecer en mi singladura judicial en la causa de los ERE.
 
A veces pienso que quien debí de estudiar en una extraña facultad de Derecho fui yo. Una facultad en la que se enseñaba que uno de los principios esenciales del proceso judicial es el principio de contradicción, principio que, donde no esté presente, no estaremos ante un proceso, sino ante una ordalía, pero principio por completo ausente de la instrucción de la causa de los ERE, como se acaba de ver y seguiremos comprobando a lo largo de este libro.
 
La segunda es otra de las excentricidades del caso, que paso a explicar. Una de las cuestiones más polémicas que arrastra el caso de los ERE es el de la cuantificación de las irregularidades, el fraude o, en definitiva, la malversación presuntamente habida. La Juez campeadora y los fiscales, cómo no, se abonan a la postura más tremendista y consideran que se habría malversado el importe total gastado en las partidas presupuestarias de las ayudas de los ERE entre 2000 y 2010, que, según quien haga los cálculos, se estima entre 700 y 850 millones de euros. En otros lugares de este libro explico la incongruencia que supone tomar como cifra del fraude la cifra total gastada, en la que están incluidas las ayudas concedidas a más del 95% de los trabajadores incursos en un ERE, ayudas de las que nadie está reclamando su reintegro, ni pidiendo que así se haga. Pues bien, si se suma el importe total de las fianzas impuestas por la Juez campeadora, la cifra supera los 3.200 millones de euros. Si partimos de la hipótesis generosa de que la cantidad defraudada, cuando finalmente se cuantifique, no llegará al 5% de la cantidad gastada (entre 35 y 42,5 millones de euros que, desde luego, no son moco de pavo), ¿qué juicio debe merecer que esta Juez haya impuesto fianzas en un porcentaje del 8.000% superior a la cantidad en la que habría de ser resarcido el erario público? ¿Responderá alguien algún día de los devastadores daños producidos por esta desmesura? Apuesten a que no.
 
 



 
 
 
AGENDA DE MANUEL GÓMEZ
 
 
 
Durante la instrucción de la causa los fiscales solicitaron y la Juez lo admitió, que se reclamaran a la Junta de Andalucía las agendas profesionales de una buena parte de los imputados, entre los que me encontraba yo. La cumplimentación de esta diligencia fue otra arbitrariedad, de las muchas que he debido padecer.
Para empezar, en la Junta de Andalucía, casi podría decirse que no existe o, al menos, no existía tal cosa como una agenda profesional. Desde mediados de los años 90 yo utilizaba como agenda la aplicación del paquete de Microsoft Office, que sincronizaba con mis dispositivos personales, pues, como es lógico, no iba a tener dos agendas, una personal y otra profesional. Pero nunca fui consciente de que la información que allí se registraba tuviera, digamos, carácter corporativo, de modo que la Administración, en este caso, a petición del juzgado, se viese obligada a facilitar unos datos que, en principio, consideraba completamente privados.
Probablemente este no será el caso del Presidente de la Junta o de un Consejero y, quizá, de un Viceconsejero, cuya agenda era gestionada, en aquellos tiempos, probablemente en papel, por su Secretaría y, en calidad de tal, constituiría un documento de carácter no privado.
Una vez que la Administración recibió la solicitud del juzgado, me interesé acerca del modo en que iban a cumplimentar dicha diligencia. Hacía ya casi cinco años que había dejado de ser Interventor General y me extrañaba que constaran registros informáticos de la agenda que había utilizado durante los años en los que desempeñé dicho cargo.
Pues, resulta que sí existían, pero, ¡qué casualidad!, los únicos registros que se conservaban eran los de mi agenda. Ni rastro de las agendas de los expresidentes ni de la de los exconsejeros. Traté de impedir que la información de mi supuesta agenda profesional fuera facilitada al juzgado. Para ello, argumenté que la agenda electrónica que constaba en los servidores de la Junta era mi agenda personal y no profesional, que los datos debían haberse destruido hacía cinco años y que su mera permanencia en el servidor, cinco años después de haber cesado como alto cargo de la Administración, era una irregularidad, atentatoria contra mi derecho a la intimidad. Pero, sin duda bajo la amenaza de las represalias que pudiera adoptar la Juez con los funcionarios renuentes, la información fue enviada y así apareció en el juzgado la agenda de Manuel Gómez. Allí podían verse las reuniones y otras actividades desarrolladas en el ejercicio de mi cargo. Pero también los cumpleaños de amigos y familiares, las citas del médico o de la peluquería y quién sabe qué más. En fin, cualquier cosa cuya exposición a la luz pública resulta, no solo inapropiada, sino probablemente ilegal.
En definitiva, yo no tenía ningún temor de que mi agenda profesional, es decir, mi agenda, desbrozada de todas mis actividades personales, fuera remitida al juzgado. Pero, lo que me tocaba las narices es que mi agenda fuera la única que apareció y que, además, se remitiera sin protección alguna de mi privacidad.
Como es natural, cuando la agenda llegó al juzgado se entregó a todas las partes y así me llegó a mí y pude enterarme de su contenido. La única información con un cierto morbo que pude encontrar fue una cita de un día de un mes de diciembre denominada “Zambomba de Empleo”. El Consejero de Empleo organizó una zambomba30 en una escuela de hostelería que estaba bajo su jurisdicción, a la que invitó a todo el Consejo de Dirección de la Consejería de Hacienda, que acudió a la zambomba, con su titular a la cabeza. El posible interés que pudo despertar en los más morbosos esta cita, seguramente quedó evaporado tras la lectura de otro registro de la Agenda, unos días más tarde, en el que se hacía constar: “Pagar la zambomba de Empleo: 50€”.
Que yo sepa, en este caso, las partes han sido más respetuosas con el secreto de las diligencias que en otras ocasiones y no he visto en ningún medio ninguna información sobre mi agenda. Aunque, probablemente, la agenda es tan aburrida que no tiene en sí misma ningún elemento de interés informativo.
 
 



 
 
 
EL CERDO TRUFERO
 
 
 
El día 7 de mayo de 2014, el abogado de los imputados José Antonio Griñán, expresidente y ex consejero de Economía y Hacienda, José de Haro, ex secretario general de Hacienda, Antonio Lozano, ex director general de presupuestos y Buenaventura Aguilera, ex secretario general de Hacienda y ex director general de presupuestos, presentó un escrito en el juzgado que instruía la causa de los ERE, en el que solicitaba la práctica de determinadas diligencias de prueba. La mayoría de ellas consistía en la solicitud a la Administración de la Junta de documentos de naturaleza económico-presupuestaria, que tendrían la velada finalidad de llevar al ánimo de la Juez que el verdadero responsable de la presupuestación de la partida de las TF para el pago por IFA/IDEA de las ayudas de los ERE y de los expedientes de modificación presupuestaria, en los que se incrementaba dicha partida habría sido yo mismo.
Antonio Lozano había sido Director General de Presupuestos de la Junta entre los años 2002 y 2009, cargo en el que lo sustituyó Buenaventura Aguilera, quien pasó a desempeñar después el cargo de Secretario General de Hacienda hasta 2013. De este último cargo dimitió el 25 de junio de 2013, pocos días antes de ser imputado en la causa de los ERE, en el mismo auto en el que fuimos imputados Magdalena Álvarez, Antonio Lozano, yo mismo y otras 17 personas.
Algunos meses después cayó en mis manos un correo electrónico que Aguilera le remitía el día 30 de julio de 2013 a José Salgueiro31 y este, a su vez, se lo reenviaba a Magdalena Álvarez, con el siguiente tenor literal:
 
“Te remito las modificaciones presupuestarias aprobadas en: 2000, 2001, 2002.
En 1999 y 2003 no nos consta que hubiera ninguna modificación del 31L.
Me están escaneando las solicitudes tuyas a Intervención general de propuestas normativas para la ley del presupuesto de cada año y su contestación. De esta información se deduce:
1. que toda la arquitectura de transferencias de financiación la propone la Intervención general (argumenta que es un instrumento que permite controlar mejor la financiación a los entes instrumentales que las subvenciones nominativas).
2. que participa activamente en la fase de elaboración de presupuestos (en contra de lo que dijo en la comisión de investigación) y que cuando hace una propuesta normativa se defiende por parte de la Viceconsejería (en Consejillo) y por la Consejera (en consejo de Gobierno) y finalmente es aprobada por el Parlamento de Andalucía.
Te mando un Excel con el crédito inicial que tenía la partida, las modificaciones realizadas, el número de expediente que coincide con los expedientes que te mando en PDF, el textual de la exposición de motivos que se recoge en el acuerdo y las personas que las firman. De esto se deduce:
1. que no hay ninguna que hayas firmado tú.
2. Las modificaciones presupuestarias tienen informe favorable de Intervención General. No pusieron reparo alguno ni a la aprobación de éstas ni a su contabilización cuando en la instrucción conjunta entre IG y la DGP que te envío hacen referencia a que deben comprobar requisitos formales y materiales. Es muy llamativo que la modificación del año 2000 sea la única (de todas la aprobadas hasta 2010) que hace referencia a la existencia de un convenio con IDEA y se acompaña del informe favorable de intervención cuando en el Presupuesto de ese año no estaba aprobada la transferencia de financiación.
Por último decirte que los expedientes de Titular de Consejería de Hacienda fueron destruidos en el momento procedimentalmente oportuno (por criterio de la comisión de archivos) por eso no te los mando. En algún caso sí te remito los acuerdos de consejo de gobierno (que hemos encontrado) en los que se aprobaban incrementar las partidas para ayudas sociolaborales si bien no tenemos el expediente de modificación que finalmente se aprobó algún caso, como podrás comprobar la generación contra no disponibilidad se realiza por un importe menor del que consta en el texto del acuerdo.
Recibe un cordial saludo
Estoy a tu completa disposición.”
 
Como puede comprobarse, en este correo trata de bruñirse una estrategia entre los responsables de la Consejería de Hacienda imputados en la causa de los ERE, mediante el desvío de sus presuntas responsabilidades hacia mí mismo, personalmente. La indignación que me produjo el conocimiento de estos hechos me indujo a adoptar dos iniciativas.
La primera fue la de enviar un comunicado a los medios de comunicación, denunciando los hechos de los que había tenido conocimiento. Este es el texto del comunicado:
 
“Estimado/a amigo/a:
Probablemente habrás tenido conocimiento de uno de los escritos distribuidos hoy por el juzgado de los ERE, en el que los imputados Antonio Lozano y Buenaventura Aguilera solicitan la práctica de determinadas pruebas (Documento 1). Podrás comprobar claramente del tenor de dicho escrito que el mismo se inserta en la estrategia diseñada por el PSOE e Izquierda Unida, los grupos políticos que gobiernan la Junta de Andalucía, de tratar de endosarle las responsabilidades del fraude de los ERE a la Intervención General de la Junta de Andalucía, liberando así a los máximos órganos políticos de la Junta. Los hitos principales de dicha estrategia han sido, hasta ahora, la inefable comparecencia ante la Comisión parlamentaria de investigación del anterior Consejero de Economía y Hacienda y Presidente de la Junta de Andalucía, Sr. Griñán, pretendiendo eludir sus responsabilidades en el asunto, tratando de endosárselas, de modo insensato, a la Intervención General; y el infame acuerdo final de la propia Comisión parlamentaria, cocinado por los diputados del PSOE e IU (para su vergüenza), en el que se culpaba del fraude a la Intervención General. Las iniciativas procesales de Lozano y Aguilera son una continuación de todo ello.
No obstante, el papel jugado por estos dos últimos en esta estrategia de desvío de responsabilidades ya viene de antiguo. Lozano fue el agente que colocó Griñán en la Viceconsejería de la Presidencia, para lidiar desde allí con la fontanería del caso de los ERE. Desde ese lugar, le dictó a la diputada Moro las malintencionadas preguntas que me hizo en mi comparecencia ante la Comisión de Investigación, siempre con el mismo objetivo: desviar las responsabilidades desde los órganos políticos hacia la Intervención General. Sería interesante, por cierto, conocer los correos electrónicos que se intercambiaron aquella tarde Lozano y Moro, que manoteaba sin descanso en su tableta electrónica en la Comisión de Investigación.
En lo que se refiere a Buenaventura Aguilera, hay que recordar que cesó como Secretario General de Hacienda pocos días antes de que lo hiciera Griñán como Presidente de la Junta y de que se conociera públicamente el auto judicial en el que se imputaba a 20 altos cargos y otros responsables administrativos. Sus andanzas desde su cese permiten sospechar que la ‘extraña’ dimisión habría tenido como objetivo liberar a Aguilera de toda ocupación y, así, poder dedicar tiempo y esfuerzos a hurgar en los legajos de la Consejería de Hacienda, en búsqueda de documentos con los que seguir sosteniendo la trama exculpatoria, culpando a la Intervención de la Junta y a su titular entre 2000 y 2010 del fraude de los ERE. Y a compartir sus hallazgos con otros imputados.
Esa afanosa búsqueda parece haber dado ciertos frutos. El primero fue el correo electrónico que se acompaña (Documento 2), en el que Aguilera pretende sugerir que la Intervención General de la Junta tuvo un papel determinante, tanto en los procesos de elaboración de los Presupuestos de la Junta, como en la aprobación de las modificaciones presupuestarias del Programa 31L, con el que se financiaban los ERE fraudulentos. En este caso, las 'imputaciones' que se hacen en el correo electrónico tienen un marcado carácter personal. Ya no aluden impersonalmente a la Intervención, sino que se refieren directamente a mí mismo, algo que se advierte con toda facilidad:
a) En primer lugar, en el comentario que se contiene en el texto del correo, del siguiente tenor textual: "en contra de lo que dijo en la comisión de investigación", alusión indudable a quien esto suscribe.
b) En segundo lugar, en la reveladora mención a "Manolo Gómez" que, en negrita, se contiene en la última columna del cuadro del archivo adjunto al correo electrónico denominado "Resumen modificaciones presupuestarias.xls", que también te acompaño a este correo electrónico, con la denominación de Documento 3.
El segundo fruto de la búsqueda fue el escrito presentado por su abogado en el que, ya a “tiro fijo”, pide que la Junta aporte los documentos que ellos han encontrado previamente, merced a la libertad de la que han dispuesto para hurgar a placer en los archivos.
Es evidente que Aguilera recibió en su momento el encargo de Griñán, dada la coincidencia entre los argumentos esgrimidos por éste y los diputados del PSOE en la Comisión de Investigación y los que se reflejan en el correo electrónico y en las iniciativas de su abogado. Esto explica, también, las facilidades de que dispuso en el acceso a los fondos documentales de la Junta de los últimos 15 años, algo que debió requerir salvoconductos y autorizaciones (y, por tanto, connivencias) que sólo las más altas instancias le pudieron facilitar. En concreto, puedo afirmar, sin temor a equivocarme, que el acceso a los documentos de que disfrutó Aguilera debió exigir la autorización de las máximas autoridades de la Junta. Nadie que conozca el paño podrá desmentirme.
La indignación que me causó comprobar todo ello me movió a dirigir a la Consejera de Hacienda el escrito que se acompaña como Documento 4, en el que, entre otras cosas, le instaba a abrir una información reservada, para averiguar quién había autorizado a Lozano y Aguilera a disponer con tanta libertad de los fondos documentales de la Junta.
Por lo demás, el empeño que se plasma en el correo electrónico de Aguilera y en las iniciativas del abogado de ambos resulta particularmente patético:
a) En primer lugar, se pretende hacer creer que las sugerencias normativas de la Intervención General son capaces de domeñar la voluntad, no sólo de la Comisión General de Viceconsejeros y del Consejo de Gobierno, sino del propio Parlamento de Andalucía. En este sentido, no será ocioso recordar que la ley no le confiere a la Intervención General ningún papel, en absoluto, en el proceso de elaboración del Presupuesto de cada año. Porque, ¿cuál es el órgano al que la normativa vigente le atribuye, con toda claridad, la competencia para elaborar el anteproyecto de Ley del Presupuesto y de sus estados de ingresos y gastos? Ya lo habrán adivinado: dicho órgano no es otro (en realidad, no puede ser otro) que la Dirección General de Presupuestos (véase el artículo 10.1.a) del Decreto 156/2012, de 12 de junio).
b) En segundo lugar, las personas que han desempeñado el cargo de Director General de Presupuestos y de Secretario General de Hacienda pretenden hacer creer que la citada Dirección General es un auténtico 'Don Tancredo', que no pinta nada, ni tiene ningún papel que jugar en materia de modificaciones presupuestarias, ni realiza análisis ni valoración alguna sobre el fondo y la oportunidad de modificar las cifras del presupuesto aprobadas por el Parlamento. Y que el auténtico protagonista de una modificación presupuestaria no es la Dirección General de Presupuestos, sino la Intervención General. Es una pretensión que debiera abochornar a quien la sostiene. No obstante, este 'original' enfoque de las competencias administrativas ayuda a explicar por qué la Dirección General de Presupuestos, cuyo principal cometido es la vigilancia del equilibrio presupuestario de la Junta, propuso, sin pestañear siquiera, la aprobación de las ampliaciones de crédito de la partida de los ERE, a pesar del notorio déficit que estaba ocasionando la Consejería de Empleo en dicha partida, a partir de 2004, tan abultado, que puso reiteradamente en peligro el cumplimiento del objetivo de estabilidad de la Junta de Andalucía. Téngase en cuenta que las causas del déficit de la partida de los ERE son las mismas que ocasionaron los fraudes millonarios: el descontrol propiciado por el modelo de gestión y financiación de la citada partida presupuestaria. Desde esta perspectiva, por tanto, este descuido de los responsables del Presupuesto de la Junta y de sus superiores se nos antoja particularmente comprometido para sus autores, ya que, si hubieran combatido y erradicado las causas del déficit, como era su obligación, es probable que hubieran desaparecido las causas del fraude.
Quedo a tu disposición para aclarar cualquier extremo que te suscite este texto y los documentos adjuntos.
Saludos,
Manuel Gómez
N.B.: Este correo electrónico y sus archivos adjuntos se lo he remitido a todos los medios de comunicación de los que poseo sus datos de contacto.”
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La segunda iniciativa que adopté fue remitirle a la Consejera de Hacienda un escrito, en el que denunciaba el pillaje del estaban siendo objeto los fondos documentales de la Junta, en mi perjuicio. El texto del escrito presentado fue este:
 
“Sevilla, 10 de julio de 2014.
Excma. Sra. Consejera de Hacienda y Administración Pública:
Le dirijo esta carta con un doble objetivo. En primer lugar, para poner en su conocimiento ciertos hechos que han venido ocurriendo en los últimos meses, que ponen de manifiesto determinadas vulnerabilidades de los archivos documentales de su departamento. Y, en segundo lugar, para formularle los ruegos que al final le diré.
Los hechos a los que me acabo de referir son los siguientes:
	El pasado día 30 de julio de 2013, el funcionario de esa Consejería e imputado en el caso de los ERE (Diligencias 174/2011, del juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla), Buenaventura Aguilera, remitió un correo electrónico a otros imputados en las mismas diligencias judiciales, en el que expone su convicción de que el proyecto de Presupuesto de la Junta de Andalucía y los expedientes de modificaciones presupuestarias no son un cometido de la Dirección General de Presupuestos, sino de la Intervención General y, concretamente, de quien esto suscribe, cuando estuvo al frente de dicho centro directivo. Para demostrar tan insólita teoría, el Sr. Ventura acompaña sus cavilaciones de una serie de documentos de la Consejería de los últimos 14 años (se adjunta como Documento nº1 el correo electrónico y los anexos de los que he podido disponer).
	El día 6 de mayo de 2014, la representación legal del citado Buenaventura Aguilera y de quien le precedió en el cargo de Director General de Presupuestos, y también imputado en la misma causa, Antonio Lozano, presentó ante la Audiencia Provincial de Sevilla un recurso, en cuya página 106 se afirma que se aporta una nota de reparos de la Intervención Delegada en la Consejería de Agricultura, cuyo contenido se glosa en el recurso (se adjunta copia del mismo, como Documento nº 2). Según he podido averiguar, este documento habría sido obtenido de los archivos de la Dirección General de Presupuestos.
	Recientemente, he tenido conocimiento de que, al parecer, le habría sido facilitada a una de las personas, anterior titular del departamento que usted dirige, copia escaneada de todas las comunicaciones remitidas por la Intervención General de la Junta de Andalucía a la Viceconsejería del departamento, entre los años 2004 y 2010 y algún otro documento adicional, de no poca relevancia.33

Cualquiera que conozca el paño, señora Consejera, podrá confirmarle que el acceso a los fondos documentales de la Junta de los últimos 15 años, que se deduce de los hechos descritos, requiere salvoconductos y autorizaciones que sólo ciertas instancias pueden facilitar. Desde mi punto de vista, todo ello debiera obligarle a tomar medidas, para impedir que se siga produciendo este pillaje de los fondos documentales oficiales y para castigar a los responsables de tales conductas.
La facilidad con la que determinadas personas disponen de los archivos resulta, en sí misma, sorprendente. Pero aun lo es más si se tiene en cuenta qué mal se compadece este desparpajo con la declaración realizada ante el juzgado por su Consejería, certificando que toda la documentación anterior a 2005 ha sido destruida (folio 22854 de las Diligencias 174/2011). En este sentido, estoy seguro de que el juzgado estará interesado en conocer las razones por las que no puede disponer de documentos de los que, en cambio, algunos parecen disfrutar con inusitada desenvoltura.
Por otro lado, Señora Consejera, estoy convencido de que a usted no se le escapa el verdadero tenor de estas iniciativas. Es evidente que las mismas se inscriben en la senda que abrió el anterior Consejero de Economía y Hacienda y Presidente de la Junta de Andalucía, en su inefable comparecencia ante la Comisión parlamentaria de investigación sobre los ERE, en la que pretendió eludir sus responsabilidades en el asunto, tratando de endosárselas, de modo insensato, a la Intervención General; que continuó la propia Comisión parlamentaria, con su infame acuerdo final; y que tiene como bufo estrambote, hasta ahora, el recurso de los señores Lozano y Aguilera, en el que sostienen la delirante teoría de que la elaboración del presupuesto de gastos de la Junta de Andalucía y la gestión de las modificaciones presupuestarias no son los principales cometidos de la Dirección General de Presupuestos, sino que la verdadera responsable de todo ello es... la Intervención General de la Junta. Por cierto, ¿no le parece, señora Consejera, que esta ignara concepción de las funciones y competencias de la Dirección General de Presupuestos que sostienen los susodichos explicaría algunas calamidades?
En vista de lo expuesto, le solicito que acuerde la apertura de una información reservada, con el fin de determinar si el saqueo documental que se deduce de los hechos descritos constituye infracción disciplinaria o penal de sus autores y actuar en consecuencia con el resultado de aquélla. 
Por otro lado, con el fin de servir al buen fin de mi defensa en la mencionada causa, asimismo, le solicito: 
1º. Que se me facilite copia de todos los escritos dirigidos por la Dirección General de Presupuestos a cualquier órgano o entidad de la Junta de Andalucía, entre los años 2000 y 2010, ambos inclusive.
2º. Que se me entregue copia de los informes sobre la situación de las diferentes entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, remitidos por la Intervención General a los titulares de la Viceconsejería de Economía y Hacienda, la Secretaría General de Hacienda y la Dirección General de Presupuestos, en su calidad de miembros de los consejos de administración u órganos asimilados de las citadas entidades, entre los años 2005 y 2010, ambos inclusive. 
3º. Que se me informe si el proyecto de Decreto cuya copia se acompaña como Documento nº3 fue objeto de deliberación en la Comisión General de Viceconsejeros o en el Consejo de Gobierno y se me facilite copia de las órdenes del día de la sesión o sesiones correspondientes, así como de las actas de las mismas.”34
 
La estrategia y los hechos que se deducen de los documentos que se acaban de transcribir, consistente en situar a la IGJA y a mí mismo en el centro de las responsabilidades del fraude de los ERE, fue diseñada en el inicio del escándalo desde los principales centros del poder político regional: Presidencia de la Junta de Andalucía y PSOE. Esta estrategia es la que guio a los tres extitulares de la Consejería de Hacienda imputados en la causa (Griñán, Álvarez y Aguayo), así como al exconsejero de Empleo Antonio Fernández, desde el inicio de la instrucción judicial y a lo largo del juicio oral. La llevaron a cabo los conjurados a través de declaraciones en los medios de comunicación, de sus testimonios en la Comisión de Investigación, en la instrucción y en el juicio, de iniciativas de sus abogados, mediante informes periciales y otras actuaciones, en los que se retorcía el espíritu y la letra de las normas vigentes, con el fin de ofrecer un panorama de las funciones de la IGJA que permitiera cargarle el mochuelo de los ERE.
Dentro de esta estrategia se encontraba la búsqueda en los archivos de la Junta de documentación que avalara lo que se presentaba como unas competencias prodigiosas de la IGJA, para diseñar el sistema empleado para la gestión de las ayudas de los ERE o para combatir las irregularidades que pudieran producirse. Búsqueda que el inefable Buenaventura Aguilera ejecutó a la perfección. Tras abandonar la Secretaría General de Hacienda, se incorporó a su puesto como funcionario en la Consejería de Hacienda, con el evidente cometido de rebuscar entre los legajos de los archivos de la Junta documentos que, supuestamente, acreditarían los portentosos poderes que yo habría ostentado como Interventor General, auténtico arquitecto de los ERE, en palabras del propio Buenaventura.
Con el material acopiado por este probo funcionario, su abogado (que lo era de Griñán et alii) presentó en el juzgado el escrito al que me referí al inicio de este capítulo, en el que le solicitaba a la Juez que esta, a su vez, le reclamara a la Administración los documentos hallados por Aguilera tras la afanosa búsqueda llevada a cabo, con el fin de aportarlos, oficialmente, como prueba de cargo contra mí.
Una de las evidencias que obtuve de este episodio y otros conexos que se relatan en el libro pone de manifiesto que la estrategia de desvío de responsabilidades hacia el Interventor General no se limitó a los expresidentes de la Junta y exconsejeros de Empleo, sino que alcanzó a la mayoría de los exresponsables de Hacienda procesados.
Todo muy edificante y revelador, como puede apreciarse.
 
 



 
 
 
EL PENDRIVE ANÓNIMO
 
 
 
En el año 2014, con matasellos del 5 de junio de ese año, recibí en mi domicilio, enviado por correo ordinario y sin remite, un pequeño sobre acolchado, conteniendo un pendrive y una breve nota sin firma, escrita con caracteres de imprenta en letras mayúsculas, con el siguiente texto: “Alguien ha hecho llegar a Carmen Martínez Aguayo copia de los documentos incluidos en el pendrive. Aunque no podrás usar los documentos en sí, espero que te pueda servir de ayuda la información contenida en ellos.”
Los documentos que contenía el pendrive eran varios centenares escaneados de los oficios mediante los que la IGJA le remitía a la Viceconsejería de Hacienda copia de todos los informes de auditoría que se iban emitiendo a lo largo de los años. Si lo que decía mi anónimo remitente era cierto, el envío de esta documentación a Carmen Martínez Aguayo tendría como finalidad acreditar la afirmación exculpatoria que ella había hecho en una rueda de prensa, y que reiteró en el proceso, de que recibía anualmente centenares de informes de la IGJA y que no era lógico exigirle la lectura de todos ellos.
Aunque el destinatario legal de dichos informes era el Consejero de Hacienda, según una fórmula inveterada, la IGJA se los remitía a la Viceconsejería, para que esta, a su vez, se los remitiera a su destinatario legal. Además de otras posibles razones, había una razón funcional de indudable importancia que justificaba dicha práctica y que era la siguiente. El gabinete del Consejero carecía de personal adecuado para analizar los informes de auditoría que le remitía la IGJA, ya que su personal estaba especializado y dedicado en exclusiva al apoyo al Consejero en su actividad política. En cambio, la Viceconsejería sí disponía de personal con capacidad para desarrollar dicha tarea de análisis y era, por tanto, más lógico enviar allí los informes cuyo destinatario era el Consejero.
De hecho, quiso la casualidad o la suerte que, entre la gavilla de documentos que contenía el pendrive, aparecieran algunas perlas. Se trataba de los resúmenes que se elaboraban en los servicios de la Viceconsejería, de los informes de auditoría recibidos de la IGJA. De los documentos que recibí de mi anónimo remitente se deducía claramente que en la Viceconsejería se elaboraban mensualmente resúmenes de los informes de auditoría de la IGJA recibidos, en los que se hacían constar sus conclusiones y salvedades más significativas. Yo conocía la existencia de estos trabajos de revisión de las auditorías por parte del personal de la Viceconsejería. Por un lado, porque era lógico que lo supiera, dada mi posición. Pero, por otro lado, no sólo yo, sino el personal de la IGJA también conocía este extremo, pues estaba acostumbrado a contestar consultas y aclaraciones que le solicitaban las personas que realizaban dichos resúmenes desde la Viceconsejería.
La existencia de estos resúmenes podría llegar a inutilizar dos de las líneas de defensa que venían utilizando Aguayo y Griñán desde los inicios del escándalo y que continuaron desarrollando, hasta el final del juicio.
En efecto, la existencia de esos resúmenes ponía de manifiesto que la Viceconsejera no necesitaba leerse todos los informes que recibía, sino que bastaba con que se leyera el resumen que le elaboraba su personal y, en su caso, solicitara ampliación de aquellos extremos que considerara necesario. Por otro lado, resulta menos verosímil y fácil de aceptar el desconocimiento del contenido de los informes por parte del Consejero Griñán, puesto que no darle traslado de dichos resúmenes, con la información perfectamente digerida, al destinatario legal de los informes constituiría una negligencia difícil de justificar. Téngase en cuenta, por otro lado, que cuando la IGJA le remitía los informes a la Viceconsejería lo hacía con la indicación de que se le trasladaran al Consejero, bien expresamente, o bien porque se citaba el precepto que establece que dicha autoridad es el genuino destinatario de los informes.
La Sra. Martínez Aguayo en su declaración en el juicio manifestó que los informes de control financiero que la IGJA le dirigía al Consejero de Hacienda eran examinados en los servicios de la Viceconsejería, por “funcionarios expertos en Derecho y Economía”.
Como es natural, el hecho de que desde la máxima dirección de la Consejería de Hacienda se examinaran los informes de control financiero por personas cualificadas, como ha declarado la Sra. Martínez Aguayo, ofrecía a la IGJA la garantía de que en dicho ámbito se tomarían las medidas adecuadas, que fueran competencia de la Consejería de Hacienda, en relación con las deficiencias puestas de manifiesto en los informes. En la confianza, también, de que si las medidas a adoptar desbordaran el ámbito de Hacienda, el Consejero siempre tenía la posibilidad que le brinda el artículo 57.3 del Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía (RIJA), de someter, si lo cree conveniente, al Consejo de Gobierno los informes de control financiero, para la adopción de las medidas que sean necesarias.
Consciente de todo ello, cuando fui citado a declarar en el Tribunal Supremo, dentro de la pieza especial instruida allí, en relación con las personas que gozaban de dicho fuero especial, episodio al que me refiero en otro lugar, llevé conmigo las copias de los resúmenes que me había facilitado el anónimo remitente. Durante mi declaración, hallé el modo de referirme a ellos e hice ostentación de su posesión. Esto pareció despertar el interés del instructor, que me solicitó la entrega los mismos, lo que cumplí al punto, lógicamente.
En mi declaración en el juicio también me referí a estos resúmenes, pero, lo cierto es que, lamentablemente para mí, su existencia no parece haber surtido el más mínimo efecto en la causa. Ni el Tribunal Supremo, ni la Audiencia Provincial de Sevilla, ni el Juzgado de Instrucción, ni las diversas acusaciones se han referido a ello en ninguna fase del proceso. Y digo lamentablemente, no porque tenga ni haya tenido interés en incrementar la carga acusatoria contra Griñán o Aguayo, sino porque la comprensión del sentido de estos documentos habría liberado, al menos en parte, la carga que contra mí pesaba, derivada de la estrategia de desvío de responsabilidades en la que se afanaban aquellos.
Hablando de la comprensión del sentido de estos documentos, que no parece haber sido aprehendido por jueces y fiscales, esto no es sino una muestra más de las dificultades de todo orden que he debido padecer para articular mi defensa a lo largo de todo el proceso. Y no solo frente a las acusaciones, sino frente a numerosas defensas, que, como se explica en diversos capítulos de este libro, plagaron la causa de trampas, embelecos y fullerías, con el fin de obscurecer los hechos y circunstancias acaecidos y las normas aplicables, en beneficio de sus clientes y en mi perjuicio.
Por lo demás, nunca he llegado a conocer la identidad de mi anónimo remitente. Tengo algunas conjeturas que no haré públicas, porque en nada ayudarían a mi benéfico amigo. Pero, si lee estas líneas, ha de saber que siempre le agradeceré el gesto que, con probable riesgo, tuvo conmigo, a pesar de que, finalmente, apenas haya resultado útil su afán.
 



 
 
 
DECLARACIONES EN EL TRIBUNAL SUPREMO
 
 
 
A lo largo del primer semestre del año 2015 se produjeron las declaraciones ante el Instructor del Tribunal Supremo, Alberto Jorge Barreiro, de los expresidentes Chaves y Griñán. Como ocurre en España en todos los procesos, cualquier interesado pudo conocer lo que ocurría en el seno de este procedimiento penal que, por imperativo legal, debía quedar reservado a las partes personadas. Del contenido de estas declaraciones daban cuenta los medios de comunicación y yo, que no era parte en esa pieza de los aforados, me pude hacer hasta con la transcripción de los audios que contenían las declaraciones de ambos expresidentes.
Por ello, tuve conocimiento de que ambos imputados, pero sobre todo Griñán, habían basado sus declaraciones, en buena parte, en desviar sus responsabilidades hacia la Intervención de la Junta. Que era tanto como decir que las habían desviado hacia mí mismo personalmente, puesto que era el único Interventor imputado en la causa.35
 
Declaración de Griñán 
 
Voy a transcribir, a continuación, los párrafos más significativos de la declaración de Griñán ante el Tribunal Supremo. Juzgue el lector, tras su lectura y la de mis acotaciones, la mayor o menor cercanía a la verdad de esta declaración.
 
1.  “…el Decreto 9/99 supuso un avance importantísimo en el control financiero. Esto lo promovió, si no me equivoco, la consejera Álvarez, y suponía que la actuación de la Intervención era reglada, ya no estaba en criterios de oportunidad política sino de regularización del procedimiento que había que seguirse en cada caso. Entonces la Intervención es la que tiene que decidir en cada momento si conforme a un expediente determinado promueve una actuación, no solo de Hacienda, porque Hacienda sencillamente no tiene competencia ninguna sobre ningún departamento, no hay una relación jerárquica, sino de competencia. Por lo tanto, lo que hace es promover que la Consejería de Hacienda en un momento determinado eleve al Consejo de Gobierno una cuestión determinada. Eso está en el apartado 5 del articulo 12 del Decreto 9/99” (pág. 8).
 
Como vemos, lo que dice Griñán en este momento es que lo que debió hacer la IGJA en el caso de autos es haber promovido que el Consejero de Hacienda hubiese elevado el asunto al Consejo de Gobierno, según establecería, supuestamente, el artículo 12.5 del Decreto 9/1999. Veamos qué dice el dichoso artículo 12.5:
 
“El informe de actuación se remitirá al titular de la Consejería de que dependa la respectiva empresa y al de la Consejería de Economía y Hacienda, para que, en el plazo de quince días, manifieste su conformidad o disconformidad con el contenido del mismo. 
En caso de conformidad, los responsables de la gestión de las respectivas empresas darán cumplimiento a las recomendaciones formuladas en los informes de actuación. 
Si, por el contrario, existiera disconformidad, el titular de la Consejería de Economía y Hacienda, previo informe de la Intervención General, someterá́ las actuaciones, en su caso, a la consideración del Consejo de Gobierno para que resuelva lo procedente”.
 
Como se desprende fácilmente del tenor literal del precepto, al emitir un informe de actuación, el Interventor no promueve nada. Se limita a emitirlo y serán otros (el consejero del que dependa la empresa auditada o el Consejero de Hacienda) los que promuevan, en su caso, la elevación del asunto al Consejo de Gobierno. Esto es más importante de lo que parece. La estrategia de la Presidencia de la Junta, desde el inicio del escándalo de los ERE, había venido siendo que, si la IGJA hubiera emitido un informe de actuación, otro gallo hubiera cantado. Se otorgaban al informe de actuación unos efectos ciertamente taumatúrgicos, afirmándose que habría detenido el fraude y que habría situado la cuestión, automática e inmediatamente, en la mesa del Consejo de Gobierno.
Desgraciadamente para mí, esta visión del asunto se la tragaron todos los medios de comunicación, que enseguida empezaron a decir que el informe de actuación era como un código rojo, el interruptor del fraude y expresiones similares, dándole cobertura al parapeto diseñado para la defensa de la cúpula política de la Junta. Y lo que es peor, esta idea del informe de actuación propagada por Griñán estoy seguro de que está en la base de mi imputación judicial y de la posterior acusación y procesamiento de los que fui objeto.
Contrariamente a esta visión cuasi mitológica, la eficacia legal de un informe de actuación es bien modesta. Como se desprende claramente de la letra del precepto que lo regula, la emisión de un informe de actuación no tiene otro efecto que situarlo en la mesa de sus dos destinatarios, solo el primero de los cuales (el consejero del que depende la empresa auditada) tiene establecida en la norma una obligación legal: manifestar su conformidad o disconformidad con el contenido del informe. Sólo en caso de disconformidad, el Consejero de Hacienda podrá (no deberá, puesto que la norma emplea el término “en su caso”)
elevar el asunto al Consejo de Gobierno. Pero, no por iniciativa del Interventor, sino por iniciativa propia o, también, habrá que entender, a propuesta del consejero disconforme.
El Interventor no posee, pues, ninguna facultad coercitiva en el procedimiento de los informes de actuación. Una vez emitidos, correrán la suerte que les quieran deparar sus destinatarios, que bien podría ser la de quedar arrumbados en un cajón. En el mismo cajón en el que quedaron arrumbados los numerosos informes, no de actuación, que emitió la IGJA sobre los ERE, durante diez años, con los mismos destinatarios del informe de actuación y alguno más, como el Consejero de Empleo, que era el que verdaderamente debió tomar cartas en el asunto, preferentemente sobre cualquier otro órgano o autoridad.
Al Instructor y al Fiscal del Tribunal Supremo les sonó a excusa que yo dijera en mi declaración que el informe de actuación bien podría haber quedado tranquilamente en un cajón, sin producir efecto alguno. Ambos se agarraban a la letra del artículo 12.5, como dando por hecho que, si el Interventor emitía un informe de actuación, todo el mundo se pondría firme y se acabarían todos los males del mundo. Yo les dije que la norma, por sí misma, no produce efecto alguno, como no lo produjeron las decenas de informes, no de actuación, que emitimos y que también deben atenderse y cumplirse. Parece mentira que dos profesionales de altura del campo penal se agarren a una interpretación tan garbancera de la norma administrativa y, encima, parezcan darle relevancia penal a las consecuencias de esta tosca interpretación.
Si les parece que esta visión del informe de actuación que yo ofrezco resulta inverosímil o no razonable les contaré un caso real. El único informe de actuación que se emitió bajo mi mandato como Interventor General de la Junta fue uno cuyo objeto era poner de manifiesto la grave irregularidad producida en una empresa pública, cuyos directivos habían firmado con los representantes de los trabajadores un convenio colectivo, en el que, socapa de una reclasificación de funciones de distintas categorías profesionales, se fijaba un incremento de la masa salarial del 9%, cuando el límite establecido por la Ley del Presupuesto en aquel ejercicio era del 2%. Si se tiene en cuenta que la empresa de marras tenía ya una plantilla de 2.296 personas en el año 2018, puede uno hacerse una idea del constante y periódico perjuicio a los caudales públicos de la Junta que se viene produciendo cada año y que se seguirá produciendo durante toda la vida de la empresa, por el convenio acordado, si su contenido fuera irregular, como entendía la IGJA que era. Si el fraude de los ERE queda cuantificado algún día, la cifra resultante quedará en pañales, frente a la que resulte de este otro caso que acabo de describir.
Pues bien, ¿qué ocurrió tras la emisión del informe de actuación en aquel caso? Nada, absolutamente nada. Bueno, sí, la Consejería competente mareó la perdiz, pero, finalmente, no hizo nada de lo previsto en el famoso artículo 12.5. ¿Y qué hizo la persona titular de la Consejería de Hacienda, tras recibir este informe de actuación? Nada.
 
2. “El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Intervención que elevo yo, añade un punto en el primer acuerdo, me parece que en el de 2006, en el primer acuerdo de 2006 y luego en el de 2007, dice, le estoy leyendo el de 2007: «las actuaciones de control financiero sobre los gastos, organismos y servicios sometidos a control financiero permanente y recogidos en el anexo del acuerdo de Consejo do Gobierno de 1993, implicarán la obligatoria presentación por parte de los responsables de dichos gastos, organismos o servicios en un plazo de 6 meses desde la recepción por estos de los informes definitivos. de un informe sobre el grado de implantación de las recomendaciones propuestas.» Y se añade: «la Intervención General de la Junta de Andalucía, en el plazo de 15 días, emitirá informe de actuación en aquellos casos en que los responsables de la gestión controlada no adopten las medidas necesarias para solventar las deficiencias observadas.» Y se añade: «Asimismo, se emitirá informe de actuación cuando se aprecien circunstancias que por su importancia pudieran ocasionar menoscabo de los fondos públicos»” (pág. 10).
 
Este es un puro argumento de trilero y además, ejecutado con escasa habilidad. Lo que pretende Griñán con esta alegación es señalar que el Gobierno de la Junta no se conformó con aprobar el ya mencionado Decreto 9/1999, que regulaba, como hemos visto, el informe de actuación (por cierto, antes de que llegara Griñán al cargo), sino que, al parecer, le recordaba año a año a la Intervención en acuerdos específicos la necesidad de que emitiera dicha clase de informes, cuando las entidades auditadas no solventasen las deficiencias advertidas o cuando apreciase menoscabo de fondos públicos.
Este asunto es un galimatías creado a propósito. Griñán lee en su declaración, más o menos literalmente, el texto de un Acuerdo del Consejo de Gobierno de 2007 que, efectivamente, dice lo que Griñán lee. No obstante, la clave se encuentra en la expresión que hemos subrayado en la cita textual transcrita más arriba. Este acuerdo de 2007 se refiere a un supuesto que nada tiene que ver con IFA/IDEA ni con las ayudas de los ERE. Este acuerdo es aplicable a los tributos cedidos por el Estado y gestionados por la Junta, las residencias de tiempo libre, las residencias de ancianos y otros supuestos análogos, contemplados en el anexo del acuerdo de Consejo de Gobierno de 1993, que Griñán lee expresamente, y no omite, porque sabe que ni el juez ni el fiscal que le están escuchando se van a enterar de qué significado tiene la mención de dicho Acuerdo de 1993. Es decir, el Acuerdo de 2007 que se invoca no supone ningún recordatorio de nada a la IGJA ni a nadie, algo, por otra parte, absurdo en sí mismo. ¿Desde cuándo los gobiernos se dedican a recordarle anualmente a sus departamentos (en este caso a la IGJA), mediante declaraciones formales, la necesidad de que cumplan las normas en vigor, como en este caso, el Decreto 9/1999?
Lo que viene a hacer el Acuerdo de 2007 es extender el régimen de los informes de actuación a los supuestos que he mencionado anteriormente (tributos cedidos, residencias, etc.) y nada más. Es decir, nada de lo que presumir, en relación con el interrogatorio al que estaba siendo sometido el declarante.
 
3. “El consejero de Hacienda (…) instruyó a la Intervención para que en caso de que no le hicieran caso en las consejerías afectadas o que pensara que pudiera producirse un menoscabo de fondos públicos, instruyeron el informe de actuación. De acuerdo, insisto, con el apartado 5 del artículo 12 del decreto 9 de 1999. Esto es lo que hace el Consejo de Gobierno una y otra vez, en 2006 y en 2007, y a si consta en el boletín oficial de la Junta, y así consta en los expedientes que se han remitido también por los propios peritos. Es decir, consta, manifiestamente, que la Consejería de Hacienda actuó conforme a la ley y no solamente adoptando fas normas que proponía la Intervención, sino al mismo tiempo instruyendo a la Intervención para que actuara en el caso de que no le fuera o no le hicieran caso las consejerías afectadas, o sobre todo, pudiera apreciar menoscabo de fondos públicos, lo cual seria incluso mucho más grave.” (pág. 10).
 
Un instante después el expresidente Griñán repite exactamente lo mismo, que ya empieza a convertirse en un mantra: qué negligente fue el Interventor que, a pesar de que se le repetía todos los años la obligación de emitir un informe de actuación, la incumplía reiteradamente, quedándose el pobre Consejero de Hacienda y los demás responsables políticos a ciegas, sin enterarse de lo que estaba pasando, y, lo que es peor, maniatados, por culpa del Interventor.
 
4. “la propia Intervención, que es la que tiene que actuar. Y llegado el momento, si después del reparo o después del informe de actuación no se le hace caso por el órgano correspondiente, elevarlo a través del consejero al Consejo de Gobierno.” (pág. 14).
 
Aquí se repite la falsa idea de que el Interventor eleva los asuntos al Consejo de Gobierno.
 
5. “que todas las leyes de presupuestos eran informadas por el interventor. Y en ningún momento se hizo observación ninguna a las transferencias al IFA, capitulo 4, capitulo 7.” (pág. 15).
 
Esta afirmación es no solo falsa, sino maliciosa. En primer lugar, el Interventor no emite informe a las leyes de presupuestos ni dicho informe se encuentra previsto en norma alguna. Por tanto, ¿qué observación debió haber hecho el Interventor en ese supuesto informe, si dicho informe no existe? Pero ahí queda la insidia: ¿por qué el Interventor no cuestionó las transferencias a IFA/IDEA con las que se pagaban los ERE, pudiendo haberlo hecho?
 
6. “la intervención en ningún momento repara las transferencias de financiación” (pág. 16).
 
Esta es otra insinuación malévola: ¿por qué debería el Interventor haber reparado las TF; es que había algún motivo? De hecho, no lo había, como se explica ampliamente en otro lugar, pero ahí queda la insidia.
 
7. En otro momento de su declaración, el instructor le plantea a Griñán que su afirmación reiterada de que la Viceconsejera no puso en su conocimiento, en ningún momento, las conclusiones de las auditorías de la IGJA sobre el asunto de los ERE no resulta verosímil, de acuerdo con máximas de experiencia. De la respuesta de Griñán destacamos este párrafo:
 
“Claro, yo en un momento determinado pregunto, cuando esto ya estamos hablando de 2011-2012, y se me informa de que todas las observaciones que se hacen en esos informes pueden perfectamente ser subsanadas por la propia Intervención. Que no es menester que intervenga el consejero a menos que se solicite por la propia Intervención su intervención, la actuación del consejero. Yo insisto mucho además en el procedimiento reglado, es decir, yo no puedo actuar no porque no conozca, sino porque además no tengo competencias para intervenir sobre otra consejería en la ejecución del gasto, si no me las proporciona un informe de la intervención, un informe de actuación de la intervención.” (pág. 19).
 
Esta respuesta entraña una falsedad y un sofisma. La afirmación de que todas las observaciones que se hacen en los informes de auditoría de la IGJA sobre los ERE “pueden perfectamente ser subsanadas por la propia Intervención” es lisa y llanamente falsa. El sofisma es la afirmación, muy cara a Griñán y que, a propósito de los ERE, repite en cuanto puede, venga o no a cuento, es la de que el Consejero de Hacienda no podía intervenir, a menos que existiera un informe de actuación.
Por no extendernos mucho en esto, fijemos nuestra mirada en las desviaciones presupuestarias que produjo la gestión de los ERE. Dichas desviaciones se elevaron en dos ejercicios a 94 y 95 millones de euros, respectivamente. Tales cifras, por sí mismas, podrían haber comprometido el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria fijado por las Cortes a la Comunidad Autónoma de Andalucía. Y tal incumplimiento podría haber acarreado serios perjuicios económico financieros a la Junta de Andalucía, incluida la imposición de sanciones, por parte del Gobierno central. Pero, al margen de ello, cómo es posible que un Consejero de Hacienda se declare ajeno e inhabilitado para actuar, frente a una anomalía, como es una desviación presupuestaria, de nada menos que casi 100 millones de euros. En fin.
 
8. En otra ocasión, el instructor le pregunta qué tiene que decir sobre los expedientes mediante los cuales el Gobierno, a propuesta de Griñán, acordó incrementar la partida de los ERE, ante la insuficiencia producida por las desviaciones presupuestarias que generaba el hecho de que la Consejería de Empleo otorgaba más ayudas que crédito tenía en la partida. En su respuesta, Griñán dijo, entre otras cosas, lo siguiente:
 
“El consejero de Hacienda no propone la modificación, eleva al Consejo de Gobierno la modificación correspondiente. Y la eleva siempre y cuando cuente con todos los avales que especifica la legislación, y así tiene que hacerlo. Es decir, necesita primero la conformidad de presupuestos, necesita al mismo tiempo un informe favorable de la Intervención General, porque si es desfavorable, no se puede elevar. Contrasta, ¿no? Es decir, si la intervención sabia o podía pensar que había irregularidades, no habría fiscalizado de conformidad las modificaciones presupuestarias” (pág. 21)
 
De nuevo, muy en la línea del personaje, volvemos a encontrarnos con una falsedad y con un sofisma. Es incierto que el Consejero de Hacienda no pueda elevar al Gobierno una ampliación de crédito que no cuente con informe favorable de la Intervención, porque dicho informe no es vinculante y, por tanto, permite que el Gobierno apruebe dicha ampliación, aun contando con informe desfavorable.
El sofisma consiste en sugerir que, si la Intervención sabía que había irregularidades en la gestión de las ayudas de los ERE, no habría informado favorablemente las ampliaciones presupuestarias. Y es un sofisma, porque este no es un motivo legal para que la Intervención emita un informe negativo. Lo cierto es que la Intervención sabía que existían dichas irregularidades y, a pesar de ello, informó favorablemente las ampliaciones de crédito, porque dichos expedientes, como está perfectamente acreditado, y así lo ratificó la Cámara de Cuentas de Andalucía, en su Informe sobre los ERE, cumplían todos los requisitos legales. Lo verdaderamente insólito no sería tanto que el Interventor General hubiera firmado los informes favorables indebidamente, como insinúa Griñán, sino que ninguno de los funcionarios que los examinaron y analizaron y pusieron a la firma del Interventor General los informes favorables se diera cuenta de que existía una causa legal para emitir informe desfavorable y, no solo miraran para otro lado, sino que indujeran a su superior a cometer una ilegalidad.
 
9. En otra pregunta, el instructor le requiere a Griñán para que exprese su opinión acerca de los informes de la IGJA que había conocido el Consejo de Gobierno, en los que se ponían de manifiesto las irregularidades que se venían detectando sobre el uso inadecuado de las TF, entre otros, en el caso de los ERE. La respuesta de Griñán no se aparta de la línea y viene a decir lo siguiente:
 
“Si la intervención en un momento determinado quiere que, sobre un asunto en concreto el Consejo de Gobierno tome una decisión ha de proponerla como tal, porque es lo que establece la ley” (pág. 27).
 
Baste decir en este caso que el ordenamiento jurídico de la Comunidad Autónoma de Andalucía no prevé ni un solo supuesto en el que la IGJA deba o pueda dirigirse al Consejo de Gobierno para proponerle tal o cual actuación. Siendo benévolos, que no hay razones para serlo, visto el contexto, se podría pensar que Griñán se dejó llevar aquí por su experiencia como ministro, en cuyo ámbito, el de la Administración General del Estado, sí son frecuentes los casos en los que está previsto que la Intervención General de la Administración del Estado se dirija directamente al Consejo de Ministros. Pero, como acabo de decir, no existe parangón en la Junta de Andalucía.
 
10. “Y ¿qué le dice el Gobierno a propuesta del consejero de Economía? Le dice: (…) La Intervención General de la Junta de Andalucía en el plazo de 15 días emitirá el informe de actuación en aquellos casos en que los responsables de la gestión controlada no adoptan las medidas necesarias para solventar las deficiencias y así mismo emitirá informe de actuación cuando se aprecien circunstancias que por su importancia hubieran (sic) ocasionar menoscabo de los fondos públicos” (pág. 28).
 
Como dije anteriormente y ahora tengo que repetir, este argumento es un puro embeleco. Lo que dice Griñán que el Gobierno le ordena supuestamente a la IGJA nada tiene que ver con el asunto de los ERE
 
11. “Pero luego en el plano presupuestario también actuamos de otra forma le pedimos a la intervención anualmente un informe sobre el proyecto de ley de presupuesto y la Intervención va haciendo o emitiendo permanentemente sus informes modificando una u otra cosa. Concretamente, sobre este tema de las transferencias de financiación o de encomienda de gestión, como le decía antes, cuando se hace el proyecto de ley de presupuestos, creo que es para 2007, la Intervención General propone modificar el régimen regulatorio de la encomienda de gestión. Y lo propone precisamente en la argumentación que da, para provocar en las empresas afectadas comportamientos de corrección o de subsanación de las deficiencias detectadas. Es decir, en el plano del control y de fiscalización, la Intervención puede actuar, reparando, poniendo, haciendo un informe de actuación. (…) Por primera vez se regula la encomienda de gestión porque nos dice la Intervención cuando hace esta propuesta, nos dice textualmente en la justificación que se le acepta en el Boletín Oficial de la Junta y figura el presupuesto del 2008 con la encomienda de gestión se dice que el principal objeto de la presente propuesta es integrar y consolidar el régimen legal de las encomiendas de gestión. (…) Pero no termina aquí, está la ley del 2009, al integrarse una regulación exhaustiva de la encomienda de gestión ya no hay ninguna opción a que por parte de los gestores no utilicen la encomienda de gestión. Porque la Intervención y luego el Parlamento han decidido que esta es la encomienda de gestión” (pág. 29).
 
Además de repetir aquí la afirmación incierta, sobre la existencia de un informe de la IGJA al proyecto de Ley del Presupuesto, Griñán da un paso más. Deténgase el lector en el texto transcrito de la declaración y, en especial, en el inciso final, para comprobar cómo se describe a la IGJA como el gran factótum legislativo y presupuestario de la Junta. Lo que la IGJA propone, el Parlamento lo aprueba. ¿Qué pintan aquí las consejerías y el Gobierno? Nada, al parecer.
 
12. Cuando el instructor le pregunta sobre el presunto incumplimiento por parte de la Consejería de Empleo, al otorgar las ayudas de los ERE, de los límites de edad establecidos en la normativa estatal para este tipo de ayudas, Griñán se va por las ramas y termina diciendo lo siguiente:
 
“Y eso sí, (si) el reconocimiento del derecho se produce en la Dirección General de Empleo tiene que haber fiscalización previa.”
 
Nada le había preguntado el instructor sobre el particular, pero él aprovecha para meter de matute una de las ideas fuerza de las tesis exculpatorias de los responsables políticos de la Junta, la de que las ayudas de los ERE debieron haber sido fiscalizadas por los interventores. Este es otro de los grandes sofismas made in Griñán. Las ayudas de los ERE debieron fiscalizarse por la Intervención, dicen Griñán y otros muchos, pero se orilla el hecho de que ninguna de ellas fue fiscalizada. Es este un curioso sofisma, puesto que, al soslayar el hecho patente, incontestable, de que ninguno de los centenares de ayudas tramitadas y pagadas fue fiscalizada, se deja de lado el importante (importantísimo, diría yo, según estas tesis) asunto de la responsabilidad de esta presuntamente clamorosa omisión. Esta cuestión tiene un alcance penal relevante y por ello debo detenerme en ella.
Pero, antes de entrar en profundidad en el asunto, diré que Griñán, antes de realizar la afirmación que he transcrito más arriba, realizó esta otra, igualmente desconectada de la pregunta que le había formulado el Instructor: “por lo tanto, no era un procedimiento para eludir la fiscalización previa.” Aunque el contexto en el que se produce esta afirmación es un tanto confuso, con el término procedimiento parece que Griñán quiere referirse al marco presupuestario general de los ERE, concretado en la partida de las TF en favor de IFA/IDEA, como instrumento presupuestario incluido en el Presupuesto de la Junta, para financiar las ayudas de los ERE gestionadas por la Consejería de Empleo y pagadas por IFA/IDEA36. Las tesis incriminatorias del proceso de los ERE parten de la base de que este procedimiento (o marco presupuestario, como le he llamado yo) perseguía eludir la fiscalización previa de las ayudas o, al menos, si no se perseguía expresamente dicho resultado, ese fue su efecto inevitable, opción esta última que yo comparto plenamente, como se explica con amplitud en otro lugar de este libro.
Pues bien, teniendo esto a la vista, debe tenerse en cuenta que el propósito de eludir los controles a los que está sometida la Administración en su actuar es un supuesto que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha venido aceptando como integrador del delito de prevaricación. De modo que cometería prevaricación quien haya adoptado una decisión administrativa que tuviera como objetivo eludir o sortear dichos controles. En este caso, la fiscalización previa de la Intervención.
Este es el notorio leitmotiv de este planteamiento: huir de la amenaza que se cierne sobre todos aquellos que han participado en el proceso presupuestario, tanto el de la aprobación del Presupuesto de la Junta, como el de las modificaciones presupuestarias, que pueden ser condenados por prevaricadores, al haber puesto en marcha, alimentado y mantenido en el tiempo un mecanismo mediante el que se eludía el control de las ayudas por la Intervención.
Dije anteriormente que la afirmación de que las ayudas debieron y pudieron ser fiscalizadas era un sofisma extraño, al pasar por alto quién era el responsable de que ninguna de las ayudas fuera realmente fiscalizada. La explicación que a veces se insinúa, de que dicha responsabilidad recaería, exclusivamente, en la Consejería de Empleo, que habría sido la obligada a presentar ante la Intervención los expedientes, para su fiscalización, es harto simplista. Porque, ¿cómo es posible que el programa de las ayudas de los ERE se mantuviera durante 10 años sin fiscalización, siendo esta, no sólo legalmente exigible, sino fácticamente viable?; ¿cómo es que nadie en tanto tiempo adoptó ninguna iniciativa tendente a solventar esta presuntamente grave anomalía? Es evidente que, aceptar este planteamiento, de que las ayudas debieron y pudieron fiscalizarse, interpela directamente a la IGJA. Aunque no sólo a ella. Efectivamente, la IGJA, como interpelada que se sintió por el asunto, formuló numerosas advertencias en sus informes, de que las ayudas no se estaban fiscalizando. Y dichas advertencias fueron dirigidas al Consejo de Gobierno, a los consejeros de Empleo, Innovación y Hacienda y al Director General de IFA/IDEA. En uno de los capítulos iniciales del libro, en el que se trata de explicar el asunto de los ERE para no versados, se detallan las numerosas ocasiones en las que la IGJA advirtió a diestro y siniestro de que las ayudas no se estaban fiscalizando.
En vista de todo ello, ¿qué valor exculpatorio tendría para Griñán y otros la insistencia en que las ayudas de los ERE pudieron fiscalizarse? A mi juicio, escaso, porque, si pudieron y debieron fiscalizarse y sabían que no se estaban fiscalizando, ¿cómo es que no hicieron nada para remediarlo?
La verdad de este asunto, que desgrano con todo detalle en otro lugar, es que las ayudas de los ERE no podían fiscalizarse, por mor del marco presupuestario (procedimiento le llama Griñán) empleado para su gestión. Si esto era buscado de propósito o no es algo que no puedo saber. Podría conjeturar, en base a máximas de experiencia, tan caras a los jueces penales, que me resulta inverosímil que dicho objetivo fuera buscado a sabiendas por los órganos de las Consejerías de Innovación y de Hacienda y de IFA/IDEA. Pero no mucho más puede afirmarse con rigor y poco más que eso hay en la causa judicial, si es que hay algo, que pruebe ese dato intencional, esencial para que se entienda producido el delito de prevaricación.
 
13. El Fiscal le formuló la siguiente pregunta:
“Vale, pero entonces, según se desprende de su testimonio, la única normativa que yo veo que hay en vigor son sus órdenes de Ministerio de Trabajo, las órdenes que se dictaron bajo su mandato, del 94 y del 95. ¿Es así o no es así? Si no, me corrige.
 
Griñán se vuelve a ir por las ramas y termina atribuyendo a la Consejería de Empleo la responsabilidad sobre la normativa de las ayudas y diciendo esto, sin venir a cuento: “en lo que corresponde a la actividad del gasto, quien tiene que controlarlo es la Intervención General, no la Consejería de Hacienda, sino la Intervención General.” La obsesión del compareciente va adquiriendo ya tintes verdaderamente inquietantes, más propios de las ciencias del comportamiento, que del Derecho penal.
 
14. A continuación, el Fiscal le preguntó que cómo era posible que el Convenio firmado entre la Consejería de Empleo e IFA/IDEA, que le daba cobertura al reparto de tareas entre ambas, en la gestión y pago de las ayudas, “haya podido ser el instrumento utilizado durante casi 10 años sin que nadie de la Consejería de Empleo ni de otros organismos de control de la Junta de Andalucía haya puesto como dice usted, reparos o ni siquiera los gestores administrativos hayan podido modificar eso.”
 
A lo que Griñán responde que el Convenio “Podía servir para una relación bilateral, pero en realidad eso no exime de si se reconocen internamente en Empleo los derechos que se puedan atribuir a partir de la partida presupuestaria 31L, eso no exime de la necesidad de una fiscalización previa que es la que si... El reconocimiento era de la Dirección General de Empleo y tenía que haber habido una fiscalización previa. Si el reconocimiento era de IFA, tenía que estar sometido a control financiero permanente. Pero eso lo decide el órgano gestor y lo fiscaliza la Intervención.”
 
Nada vamos a añadir a lo ya dicho, sobre la imposibilidad esencial de que las ayudas de los ERE fueran fiscalizadas por la Intervención.
 
15. Esta es otra pregunta del Fiscal: “Pregunto, la Consejería de Economía no se entera, el director general de presupuesto no se entera, el director de planificación tampoco ... ¿Nadie se entera de nada? Esa es la pregunta que le hago yo.”
 
Y esta es la respuesta de Griñán: “Nadie tiene obligación de saberlo. Nadie. ¿Por qué? Porque quien tiene la competencia la ejerce. Mire, la competencia legislativa la tiene el departamento a propuesta del Gobierno. La competencia de ejecución la tienen aquellos a los que se asignan los créditos y la competencia de fiscalización, de cómo se gasta, la tiene la Intervención. Ese es el mecanismo legal, y no hay otro.”
 
Está perfectamente claro: el Consejero de Hacienda, ni se entera, ni tiene por qué enterarse, aunque se lo diga el Interventor en sus informes. El que tiene que enterarse es el Interventor. ¡Manda h…!
 
16. El fiscal le hace este planteamiento al declarante: “…Ya sé que el propio interventor general dice: «no hago informe de actuación porque es un informe sobre el IFA, que no es el órgano gestor de las subvenciones». Eso es lo que dice, por eso no lo hace. Que no es el que concede la subvención perdón. Y entonces dice «no puedo hacer un informe de actuación». (…) Lo que le pregunto es: usted ni adoptó medidas ni su Consejería tampoco. Ni nadie adoptó ninguna medida pese a conocer esto. Y le digo que «pese a conocer esto, porque pese a que usted no conozca el informe adicional, en los años posteriores, 2006, 2007, 2008. La Intervención (…) en todos los informes definitivos de cumplimiento ha dicho lo mismo. Y ha expuesto las mismas irregularidades. Comprendo que quizás no ha ejercido sus funciones bien pero que ustedes no tenían conocimiento no puede afirmarlo así. Es imposible.”

 
A lo que Griñán responde: “Todas las modificaciones que se realizan, todas y cada una de ellas, fueron a instancias de la Intervención. Dice: «advierte una y otra vez, pero, ¿qué propone? Lo que propone es lo que se hace. Es decir, lo que propone dentro de la Consejería de Economía y Hacienda. A la Consejería de Economía y Hacienda le propone cambiar la regulación de la encomienda de Gestión, y la cambia. A la Consejería de Economía y Hacienda le propone regular la encomienda de Gestión, y la regula. Y a partir de ahí se transforma la transferencia de financiación en encomienda de Gestión.” 
 
A la pregunta del Fiscal: “¿dónde vas?”, responde Griñán: “manzanas traigo”.
 
Tras esta respuesta, el Fiscal le dice: “Qué voy a decir... Vamos a ver, es mejor que se lo lea, directamente. Está en todos los expedientes. En todas las cuentas anuales de IFA e IDEA, (…) Bien. Primero, «el expediente administrativo de transferencia de finalización utilizado por la Consejería de Empleo para el envío de fondos a IFA e IDEA es inadecuado para el gasto público realizado de subvenciones excepcionales». Dos: «Por la (Consejería de Empleo) se conceden subvenciones socio laborales regionales prescindiendo de forma absoluta del procedimiento establecido». El calificativo no es mío, es de la inspección. Creo que esa expresión es bastante grave como para no hacer nada nadie. Es que el problema es que no se ha hecho nada. No sé si me estoy explicando. Segundo: se generan así en la Consejería de Empleo obligaciones para la Junta de Andalucía sin cobertura presupuestaria». Dicho por la Intervención General de la Junta de Andalucía. «IDEA actuó de manera improcedente como entidad colaboradora. No solo porque no estaba publicado en el Boletín Oficial del Estado, sino que las subvenciones excepcionales no podían ser objeto de pago a través de entidades colaboradoras». Esto lo dice la Intervención, entonces, explíqueme. Todos estos han ido a su Consejería, yo no sé si se lo han comunicado o no, pero han ido a su Consejería fijo.”

 
Respuesta de Griñán: “lo que decía la Intervención era un reparo que no lleva a efecto de forma jurídica para paralizar la forma de actuación o para encomendar al Consejo de Gobierno que se modifique algo. Lo único que propone es que se modifique la Ley de Presupuestos. Primero, para mejorar la encomienda y segundo para regularla. Y las dos cosas se hicieron.”
 
De nuevo con la matraca de que nadie hace nada, porque la IGJA no le encomienda ninguna actuación concreta al Consejo de Gobierno. Ignorando, una vez más, que la IGJA no se dirige al Consejo de Gobierno en ninguna circunstancia e ignorando, también, que, en la Junta de Andalucía, además del Consejo de Gobierno, hay otros órganos con competencias propias, entre los que están los receptores de las auditorías de la IGJA.
 
Declaración de Chaves
 
Por su parte, la declaración de Manuel Chaves contuvo la misma intensidad de acusaciones hacia la Intervención de la Junta, pero con menos variedad de registros que los empleados por Griñán. Chaves se centró en dos asuntos, que repitió machaconamente: que todos los expedientes de modificación presupuestaria que había aprobado el Consejo de Gobierno de la Junta los había informado el Interventor y que él no tuvo conocimiento de las irregularidades de los ERE porque el Interventor General no le remitió a él o al Consejo de Gobierno un informe de actuación. Tan pesado se puso con este último asunto, que el Magistrado instructor del Tribunal Supremo se vio en la obligación de decirle:
 
“Yo solamente tengo que decirle que, con arreglo a la experiencia, una persona a la que nombran ustedes y que les hace tantas advertencias por escrito, el hecho de que no les lleguen informes de actuación tampoco puede tener la relevancia que ustedes le dan, y en sus declaraciones ante la Comisión Parlamentaria, por lo que he visto, reiteradamente aluden a la falta de informes de actuación. Sin embargo, ello estaría fundamentado si no hubiera dicho nada el interventor, pero tanto en las memorias como en los informes, es bastante claro y contundente en sus advertencias a pesar de lo que ustedes alegan aquí a presencia del Juez Instructor.”
 
En otro momento de su declaración, el Fiscal le pregunta:
 
“¿cómo es posible que ese informe adicional fuera trasladado a la Consejería de Hacienda, a la Consejería de Innovación, cuyo consejero además era presidente de IDEA, y a la Consejería de Empleo, de la cual no dependía IDEA pero como el supuesto déficit en el procedimiento se había practicado en Empleo, se tramite, se notifica a tres consejeros, y dice usted que no tuvo conocimiento por parte de ninguno de los tres pese a las gravísimas irregularidades que le han sido leídas. ¿Cómo es posible eso?”
 
A lo que Chaves responde:
 
“…si el interventor hubiera constatado la gravedad, tengo que decirlo; si el interventor general hubiera constatado la gravedad de cualquier actuación, en este caso, porque era ilegal o menoscabo, tenía una obligación, tenía una obligación, que era trasladarlo al Consejo de Gobierno, y no lo trasladó.”
 
El Fiscal le pregunta por qué sus consejeros no le informaron y Chaves responde que el que no le informó fue el Interventor General, haciendo uso de la manida falacia elaborada por Griñán, relativa a una inexistente obligación del Interventor General de trasladar sus informes al Gobierno, obligación que solo existe en la imaginación de los señores Griñán y Chaves y sus colegas. En este caso, esta falacia le sirve a Chaves para cubrir a sus consejeros, viniendo a decir que, si el Interventor no le informó, cómo le iban a informar sus consejeros.
Este fue, en fin, el tenor de la declaración del otro expresidente de la Junta.
 
Mi declaración
 
¿Por qué debía preocuparme por este cúmulo de sofismas y falacias que en mi perjuicio habían depositado en el Tribunal Supremo los dos expresidentes y, sobre todo, Griñán? Pues, es evidente. Aunque yo no estuviera imputado en la causa especial de los aforados en el Tribunal Supremo, era lógico pensar que, dada la íntima conexidad entre los hechos enjuiciados allí y los que se ventilaban en los juzgados de Sevilla, todos los indicios criminales que se fueran decantando en el Tribunal Supremo y su valoración jurídica, por autoridad y jerarquía, acabarían teniendo su influencia en las piezas juzgadas en Sevilla.
Por eso le planteé a mi abogado la conveniencia de solicitar declarar ante el Tribunal Supremo, cosa que hice, mediante el siguiente escrito, presentado el mismo día de su fecha:
 
 
“AL EXCMO. SR. MAGISTRADO INSTRUCTOR DE LA CAUSA ESPECIAL NÚM. 3/20619/2014 DE LA SALA SEGUNDA DEL TRIBUNAL SUPREMO.
Manuel Gómez Martínez, mayor de edad, con D.N.I. núm. (…), ante V.E. comparezco y, como mejor proceda, DIGO:
PRIMERO.- Actualmente me encuentro imputado en las Diligencias Previas núm. 174/2011 del juzgado de Instrucción núm. 6 de Sevilla, como consecuencia de actuaciones relacionadas con mi desempeño del cargo de Interventor General de la Junta de Andalucía, que ostenté desde el 21 de mayo de 2000 al 15 de abril de 2010.
SEGUNDO.- Recientemente he tenido conocimiento de las declaraciones prestadas ante V.E. por Don José Antonio Griñán Martínez y Don Manuel Chaves González, en calidad de imputados, en la causa especial citada en el encabezamiento del presente escrito, concretamente los días 9 y 14 de los corrientes, respectivamente.
TERCERO.- No parece ofrecer duda la relación existente entre la presente causa especial y el procedimiento que se sustancia ante el juzgado de Instrucción núm. 6 de Sevilla, toda vez que aquella dimana de éste por razón del aforamiento de los Sres. Griñán y Chaves, entre otros. Por ello, es evidente mi legítimo interés en las diligencias que se practican en la causa especial que V.E. instruye ya que, de una forma u otra, directa o indirectamente, pueden incidir en el procedimiento penal en el que estoy imputado, afectando en definitiva a mi derecho de defensa.
CUARTO.- Afirmo que tanto la declaración del Sr. Griñán como la del Sr. Chaves contienen numerosas manifestaciones absolutamente inciertas que, además de ofrecer una versión de los hechos que en modo alguno se ajusta a la realidad, perjudican gravemente mi propia defensa al derivarme falazmente responsabilidades que sólo a ellos incumben.
QUINTO.- Por lo expuesto, a mi derecho interesa prestar declaración ante V.E. en la causa especial que instruye para el debido esclarecimiento los hechos.
En su virtud,
SOLICITO A V.E. que, habiendo por presentado este escrito, se digne admitirlo y, en consideración a lo expuesto, acuerde de conformidad con lo interesado en el cuerpo del mismo, señalando a tal fin día y hora para que preste declaración.
Sevilla para Madrid, a 16 de abril de 2015.”
 
Recibido el escrito en el Tribunal Supremo, el Fiscal solicita, también, que se me cite a declarar, a lo que el Instructor accede, citándome, en calidad de imputado, para el día 28 de abril de 2015, a las 10 de la mañana.
 
Dos días antes, había remitido a los medios de comunicación una comunicación, del siguiente tenor:
 
“Una vez conocido el contenido de las declaraciones ante el Tribunal Supremo de los expresidentes de la Junta de Andalucía, Srs. Chaves y Griñán, he decidido solicitar prestar declaración ante el Magistrado que instruye la causa de los ERE en el Tribunal Supremo.
El motivo fundamental de mi decisión reside en el hecho de que, tanto Griñán como Chaves, han basado su defensa en tratar de desviar su evidente responsabilidad en el fraude hacia los interventores de la Junta de Andalucía.
Esta conducta de los dos expresidentes es una indignidad, desde varios puntos de vista:
En primer lugar, porque actúan embozados bajo el inicuo aforamiento tras el que se esconden, sin que los aludidos podamos responder.
En segundo lugar, porque es indecente desviar hacia los inferiores la responsabilidad por actos propios.
Y, en tercer lugar, porque las acusaciones están basadas en un cúmulo de invenciones que es preciso delatar.
Después de conocer el contenido de las declaraciones de quienes han presidido la Junta de Andalucía en los últimos 25 años me siento tan avergonzado de ser andaluz que, si fuera legalmente posible, pediría de inmediato mi desnaturalización.
En el asunto de los ERE, el Gobierno de la Junta de Andalucía, con respaldo de la mayoría del Parlamento y asistiendo como espectador mudo la Cámara de Cuentas de Andalucía, actuó como el Alcalde que decide apagar todos los semáforos de la avenida, con el presunto propósito de mejorar la fluidez del tráfico. Ahora, el Alcalde niega que él apagara los semáforos y pretende desviar su responsabilidad por los muertos en accidente hacia la policía de tráfico. Cuanto más insiste el Alcalde en ello más parece que el motivo de la medida no fue la fluidez del tráfico, sino permitir la huida de los ladrones con más facilidad.
Es también muy apropiada esta otra alegoría: el Gobierno de la Junta de Andalucía, con respaldo de la mayoría del Parlamento, al aprobar el Programa presupuestario con el que se financiaban los ERE, echó a rodar cada año un automóvil sin frenos. Y, como señaló Griñán en la Comisión de Investigación del Parlamento, a él no le importaba que el coche circulara sin frenos, porque el coche no era suyo. Ahora parece que el coche era del Interventor.
Este suspiro por el Interventor que exhalan el Sr. Griñán y el Sr. Chaves en sus declaraciones ante el Tribunal Supremo, lo que de verdad pone de manifiesto es que no necesitaban un interventor. Lo que realmente habrían necesitado es un tutor que, como a los menores de edad, supliera su falta de capacidad y competencia, en las diversas acepciones de ambos términos. O, mejor aún. Lo que habrían necesitado es un ángel de la guarda, que velara sus sueños de incuria y abandono.
Manuel Gómez Martínez
Fui Interventor General de la Junta de Andalucía entre 2000 y 2010
NB: Autorizo la publicación total o parcial por cualquier medio de la totalidad del texto.”37
 
Entramos al Tribunal Supremo entre dos barreras bien pobladas de periodistas y cámaras de televisión y tuvimos que aguardar un cierto tiempo en el vestíbulo al que daba la sala de vistas en la que debía celebrarse la declaración. Una vez dentro y, tras las advertencias de rigor, el acto se inició con preguntas del Fiscal. El Fiscal me sometió a un durísimo, aunque correcto interrogatorio, durante dos horas. El tenor de las preguntas me iba progresivamente convenciendo de que yo no me encontraba allí para aclarar extremos relacionados con los indicios que pesaban sobre quienes se hallaban imputados en el Tribunal Supremo. Casi todas las preguntas iban encaminadas a determinar mi participación en los hechos, por lo que acabé preguntándome por las razones por las que el Fiscal había solicitado mi citación si yo no era objeto de su proceso.
El Fiscal demostraba tener un mediano conocimiento de los aspectos generales del intrincado asunto de los ERE, aunque algunas de las preguntas que formulaba denotaban que era mucho lo que ignoraba del asunto. Y mucho peor: que era imposible que mis respuestas pudieran suplir ese vacío. Recuerdo que en más de una ocasión le dije al Fiscal que me costaba trabajo ofrecerle las explicaciones que él me requería. Era una forma velada de decir que la ignorancia que demostraba el planteamiento de la pregunta era tan supina, que para formular una respuesta adecuada a la misma había que remontarse hasta Adán y Eva.
No estoy seguro de si el Fiscal aceptó o no alguna de mis explicaciones, porque su nivel de exigencia en todo el interrogatorio no descendió ni un ápice.
A continuación, comenzó el interrogatorio del Juez instructor. Se trataba de un tipo de bastante edad, con un rictus, más que serio, hosco y con un comportamiento, más que severo, desagradable. Creo que fue en los primeros compases de sus preguntas cuando me dijo, repantingado en su silla, que la tarde anterior había estado leyéndose en su casa el Acta de mi declaración ante la Juez de Instrucción. Esa parece que fue su preparación para el acto de mi declaración, además de los numerosos conciliábulos que había celebrado con los peritos de la IGAE. Por tanto, presumo que ni siquiera conocía el extenso escrito de mi abogado, de réplica a las imputaciones de la Juez instructora y del Informe de la IGAE, que tanto monta.
El juez Jorge estaba obsesionado con el informe de actuación. A toda costa quería convencerme de que había incumplido mi obligación de emitir tal clase de informe. Insistía una y otra vez en que, ya que había detectado una situación de riesgo en la gestión de los ERE y lo había reconocido en diversas ocasiones en mi declaración ante la Juez y ese mismo día en el Supremo, debía haber emitido esa clase de informe. Y así, dale que te pego una vez y otra. El interrogatorio llegó a tener un carácter algo cómico, porque el Juez creía que yo no quería reconocer que la IGJA había detectado una situación de riesgo, porque, según su modo de ver, quería zafarme por ahí del reproche de no haber emitido el informe de actuación. La tarde anterior, en su casa, sentado en su sillón de orejas y enfundado en sus zapatillas de fieltro, leyendo el Acta de mi declaración ante la Juez campeadora, él ya se había hecho una idea de lo negligente que era ese interventor andaluz y ¿quién era yo para sacarlo de sus certezas; quién me había creído yo que era?
En mi declaración en Sevilla hice una interpretación gramatical del artículo 12.5 del Decreto 9/1999, que regula el informe de actuación, señalando que la expresión “aquellos casos en que se aprecien circunstancias que, por su importancia, pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos”, utiliza una perífrasis verbal compuesta por un pretérito imperfecto de subjuntivo (“pudiera”) y un infinitivo (“ocasionar”) y que, por ello, remitía más bien a situaciones pasadas y no futuras.
Pues bien, el Instructor, en un momento de su perorata, con una soberbia que sólo se adquiere tras una larga carrera en la judicatura, como la suya y que debe de recibir su bautismo de fuego en la escuela judicial, discute mi opinión afirmando lo siguiente:
 
“Usted habla aquí de una perífrasis verbal compuesta por pretérito imperfecto del subjuntivo y un infinitivo que no tiene por qué ser de futuro ni presente ni pasado, no sabemos lo que esta frase quiere decir, etc., etc. Entonces se sale por esa vía gramatical cuando se le estaba preguntando por eso, cuando usted sabe perfectamente que pudiera menoscabar significa exactamente igual que podría menoscabar o que podía menoscabar, o sea, gramaticalmente, la mera posibilidad o probabilidad, incluso, de menoscabar, así se explica en cualquier libro de gramática que podamos utilizar, por lo tanto no es que estemos en un hecho de pasado como usted habla de pretérito imperfecto, sino que es lo que se llama un post-pretérito y por tanto se puede referir al futuro, podría menoscabar en el futuro.”
 
Le estoy prestando algo de atención a este asunto, porque, como ya he dicho en algún otro lugar, la omisión, supuestamente indebida, de la emisión por la IGJA de un informe de actuación, ha sido casi la piedra angular en la que se ha basado mi imputación y final procesamiento por los delitos de prevaricación y malversación, nada menos. Y que dichas imputación, acusación y procesamiento se han venido basando en la interpretación literal del dichoso artículo 12.5 que ahora sostiene el instructor del Tribunal Supremo y que yo considero gramaticalmente errada por completo. No me voy a andar con circunloquios. Voy a transcribir, integra y literalmente, la página web de la RAE38, en la que se desarrolla el modelo de conjugación del verbo poder, reproducida en la Nueva Gramática de la Lengua Española de la RAE39:
 
	46. PODER

	INDICATIVO

	puedo

	puedes (podés)

	puede

	podemos

	podéis

	pueden

	pret. imperfecto/copretérito

	podía

	podías

	podía

	podíamos

	podíais

	podían

	pret. perfecto simple/pretérito

	pude

	pudiste

	pudo

	pudimos

	pudisteis

	pudieron

	futuro simple/futuro

	podré

	podrás

	podrá

	podremos

	podréis

	podrán

	condicional simple / pospretérito

	podría

	podrías

	podría

	podríamos

	podríais

	podrían

	SUBJUNTIVO

	presente

	pueda

	puedas

	pueda

	podamos

	podáis

	puedan

	pret. imperfecto/pretérito

	pudiera
o pudiese

	pudieras o pudieses

	pudiera o pudiese

	pudiéramos o pudiésemos

	pudierais o pudieseis

	pudieran o pudiesen

	futuro simple/futuro

	pudiere

	pudieres

	pudiere

	pudiéremos

	pudiereis

	pudieren

	IMPERATIVO

	puede (podé), poded

	FORMAS NO PERSONALES

	infinitivo

	poder

	participio

	podido

	gerundio

	pudiendo


 
Como puede apreciarse, la forma pudiera, empleada por el artículo 12.5, es un pretérito imperfecto de subjuntivo, tal y como yo sostengo, y no un pospretérito, como sostiene el Juez Jorge, ya que el tiempo pospretérito no se materializa en la forma pudiera, como sostiene el Juez Jorge, sino en la forma podría, como tiene establecido la Real Academia de la Lengua Española, en su Gramática. Por eso he insistido y sigo pensando que el precepto de marras se refiere a situaciones pretéritas (y, tal vez presentes), pero no futuras.
 
Mucho he reflexionado durante estos años sobre el malhadado asunto del informe de actuación, a pesar de lo difícil que es meditar sobre un asunto cuya esencia se encuentra, exclusivamente, en apenas unas líneas de un apartado de un artículo de un reglamento, que ya se ha transcrito en otro lugar de este libro: el artículo 12.5 del Decreto 9/1999. Y, si hay algo que posea sustancia jurídica en esa breve regulación es el concepto de “menoscabo de fondos públicos”. Todos los que se han enfrentado con este precepto a lo largo de la causa, desde el Magistrado instructor del Tribunal Supremo, hasta la Juez campeadora, pasando por los peritos de la IGAE, los auditores de la Cámara de Cuentas, los peritos catedráticos de Derecho financiero y administrativo, los fiscales y los catedráticos de Derecho de la Guardia Civil, han hecho una interpretación puramente garbancera de la norma de marras.
“Menoscabo de fondos públicos” es un concepto técnico, ciertamente complejo, perfectamente acuñado por la legislación, la jurisprudencia y la doctrina de la responsabilidad contable a lo largo del tiempo. En síntesis y sin demasiado despliegue dogmático, podemos decir que “menoscabo de fondos públicos” es el supuesto de hecho desencadenante de la responsabilidad contable: de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, “El que por acción u omisión contraria a la Ley originare el menoscabo de los caudales o efectos públicos quedará obligado a la indemnización de los daños y perjuicios causados”. Y, para que podamos encontrarnos ante un supuesto de “menoscabo de fondos públicos”, de acuerdo con la citada jurisprudencia, deben concurrir las siguientes circunstancias:
a) Debe haberse producido un daño a las arcas públicas, que debe ser real, no meramente potencial o hipotético, evaluable económicamente e individualizado.
b) Debe haberse cometido por autoridades o personal funcionario o laboral al servicio de la Administración o de sus entidades dependientes.
c) Debe existir dolo, culpa o negligencia graves en la conducta de los agentes productores del daño.
d) Debe ser consecuencia de acciones u omisiones contrarias a las leyes reguladoras del régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad y de control aplicables.
e) Debe existir una relación de causalidad entre la conducta dolosa o negligente y el daño realmente producido.
Durante el proceso, todos los intérpretes de la norma a los que me he referido han ignorado el concepto técnico jurídico de “menoscabo de fondos públicos”, probablemente, porque ignoraban su propia existencia y han sostenido un significado vulgar de este sintagma, como equivalente a un mero daño o perjuicio a los caudales o fondos públicos. No creo que haga falta mucho esfuerzo para convenir en que, si dos normas del ordenamiento financiero se refieren a un concepto tan específico como el de “menoscabo de fondos públicos”, el significado, contenido y alcance de dicho concepto ha de ser el mismo en ambas normas. Por eso digo que la interpretación que han hecho dichos exégetas es garbancera.
No obstante, sí ha habido personas y órganos que lo han interpretado en su sentido técnico jurídico, entre los que cabe destacar a los dos interventores generales que me sucedieron en el cargo, a la Jefe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas de Andalucía (los testimonios de unos y otra constan por escrito en el sumario) y los interventores de la Junta que declararon en el juicio. Y, en tal caso, ¿tienen la misma autoridad las opiniones de los interventores o de la letrada del órgano de control externo de la Junta de Andalucía, que las de un juez de instrucción, de un fiscal o de un magistrado del Tribunal Supremo? Por supuesto que no. Tienen más autoridad las primeras. En primer lugar, porque los primeros son especialistas en la aplicación del Derecho financiero y los segundos no y, en segundo lugar, porque los dos interventores generales, además, son, precisamente, o han sido, cuando ocupaban el cargo, que es cuando se pronunciaron sobre el asunto, los titulares de la competencia para emitir este tipo de informes.
Con la luz que arroja sobre esta cuestión el concepto técnico jurídico de “menoscabo de fondos públicos”, tal y como lo hemos descrito, podemos contemplar este reproche que se me ha hecho en el proceso, de no haber emitido indebidamente un informe de actuación, desde una perspectiva más aquilatada y técnicamente más precisa y no tan tosca como la que han venido sosteniendo los intérpretes de ocasión a los que hemos aludido.
Y, desde dicha perspectiva, debemos decir que exigir al Interventor que, ante una deficiencia o irregularidad que pueda conocer en el ejercicio de su función de control, emita un juicio, sobre si esa deficiencia puede desencadenar, en el futuro, la producción de un “menoscabo de fondos públicos”, es por completo absurdo. Resulta imposible concluir prospectivamente si una deficiencia administrativa pudiera terminar produciendo un daño efectivo a los caudales públicos, que reúna todos los requisitos que hemos enumerado más arriba. Por eso, la interpretación que siempre ha sostenido la IGJA, por cierto, el órgano competente para emitir este tipo de informes, es la de que el artículo 12.5 le obliga a emitir un informe de actuación, cuando conozca un hecho ya producido, es decir, del pasado que, al menos provisoriamente, pueda reunir las características del menoscabo de fondos públicos. Huelga decir que dicho juicio será meramente indiciario, por cuanto la competencia para enjuiciar la responsabilidad contable le corresponde en exclusiva al Tribunal de Cuentas.
Por todo ello, además de por el resto de los motivos expuestos anteriormente, resulta cuando menos sorprendente que personas y órganos especializados de la justicia penal (jueces y fiscales) le hayan venido dando relevancia penal (con una petición de penas de 6 años de prisión, no se olvide) a la omisión de un informe de actuación, con una interpretación tan rudimentaria y grosera de la norma financiera. Y qué decir de los especialistas en esta última materia (peritos de la IGAE, peritos catedráticos de Derecho financiero, auditores de la Cámara de Cuentas), que están obligados a conocer en profundidad las principales instituciones de esta rama del Derecho, entre las que se encuentra la de la responsabilidad contable/“menoscabo de fondos públicos”.
 
Me he quejado, queja reiterada en este libro, de que ninguno de mis argumentos de defensa expuestos a lo largo del proceso haya sido considerado, ni siquiera para rebatirlo. En este caso resulta difícil hurtarse a la sospecha de que esa preterición traería causa de la pura ignorancia sobre la materia, o de la propia conciencia de carecer absolutamente de argumentos mínimamente solventes que oponer a los míos.
 
Mi abogado no consideró conveniente formularme pregunta alguna en el Tribunal Supremo, pese a que yo deseaba que me diera cancha para remachar lo que ya le había contestado al Instructor y al Fiscal. Cuando el Juez instructor le ofreció el turno de preguntas, renunció al trámite. Esta postura procesal de mi abogado es una especie de pase del desprecio, muy grata a algunos abogados, o a todos, que hacen así alarde de suficiencia, queriendo transmitir la fortaleza de su posición procesal y la de sus patrocinados. En esos momentos uno debe tomar conciencia de que, como defensor, es un puro amateur, en el mejor de los casos y que la estrategia a seguir en un proceso la debe marcar un profesional, que para eso está. Es evidente que ya había dicho todo lo que tenía que decir y repetir lo mismo a preguntas de mi abogado, solo podía hacerle perder valor a lo ya dicho. En el fondo, si en una declaración como imputado, tras un intenso interrogatorio de la acusación y el instructor, tu abogado considera, con acierto, que no necesita hacerte preguntas, tu posición debe ser percibida como de fortaleza y no de debilidad. 
 
A continuación, el Juez dio la palabra a los abogados de las defensas, momento en el que indiqué, intencionadamente, que no iba a responder “al resto de acusaciones”. En ese momento, el abogado de Griñán montó uno de sus números, empeñándose en dar lectura a la catarata de preguntas, a cual más insidiosa, que tenía preparadas para mí. A pesar de que el Instructor le rogó que las presentara por escrito y se harían constar en el Acta, se empeñó en formularlas y así lo hizo.
 
Terminada la declaración, me pasaron a leer el Acta que había sido redactada por el Secretario de Sala del Tribunal Supremo. Nada más empezar a leer me di cuenta de que todo parecido entre lo que yo había declarado y lo que allí estaba escrito era pura coincidencia. En mi vida he visto un trabajo de esa naturaleza con una calidad tan ínfima, una verdadera calamidad. Le dije a mi abogado que ajustar el acta a la realidad me llevaría varias horas, pues no era una, ni dos ni tres las correcciones que había que hacer, sino centenares. Consultamos con el juez la posibilidad de firmar el acta otro día y no puso inconveniente, siempre que la firma se produjese en Madrid.
- ¡Oiga!, que yo vivo en Sevilla.
- Como si vive usted en Chamberí.
De modo que, por no incomodar a mi abogado, firmé aquel bodrio, en las funestas condiciones en las que estaba, algo que espero no tener que lamentar algún día.
 
Salí de mi declaración bastante deprimido, pensando que no había cumplido el objetivo de aclarar las responsabilidades de cada uno en el asunto. La visión que tengo de aquello con el paso del tiempo es más matizada. Es verdad que Instructor y Fiscal me trataron como si yo fuera su imputado, en lugar de su testigo, aunque imputado en otra causa conexa, que es lo que realmente era. De hecho, en un momento de la declaración, el propio Instructor, que me había citado, entiendo que erróneamente, como imputado, dijo lo siguiente: “Este señor ha venido a declarar porque ha pedido declarar. Ese es el motivo por el que ha venido a declarar. (…). Viene a declarar porque se ha enterado de unas declaraciones que le perjudicaban referidas por algunos de los imputados, y como le perjudicaban ha venido aquí a ejercitar en teoría su derecho de defensa. El instructor considera en este caso que es un testigo, un testigo/imputado, de los más nucleares del caso.”
Lo cierto es que a pesar de la intensa presión a la que fui sometido durante tres largas horas, logré decir lo que quería decir y solo me faltó tener a mano en esos momentos la conjugación del verbo poder, extraída de la Gramática de la RAE que transcribí más arriba. Otra cosa es que mis interlocutores aceptaran mis argumentos, pero eso es harina de otro costal. Yo ya me iba acostumbrando a ese principio básico de la justicia penal, de que la instrucción no le sirve al imputado para nada. ¿Y qué era eso, sino otra instrucción, aunque en el Tribunal Supremo? ¿Y qué era yo, sino un imputado?
 
A la salida del edificio del Tribunal, los servicios de seguridad y protocolo tenían preparado un espacio, por si quería realizar declaraciones a los medios. A pesar de mi bajo estado de ánimo, hice de tripas corazón y me presenté a hacer una breve declaración. A continuación, transcribo el vídeo de lo que publicó TVE en sus informativos:
 
“No voy a contestar preguntas. Voy a hacer una breve declaración. 
He pedido declarar en esta causa del Supremo como creo que es conocido, porque me he sentido injustamente acusado por las personas que han declarado con anterioridad, máximos responsables de la Junta en ese período. Pero hay también una razón adicional, aunque no la he hecho explícita. Las insinuaciones y acusaciones apenas veladas que hacen o que han hecho, de negligencia de la Intervención de la Junta, no me afectan solo a mí, sino que afectarían, de ser ciertas, que no lo son, a decenas de funcionarios de la Intervención General, que durante el período en el que se está investigando cumplieron siempre con sus obligaciones legales de control. Yo creo haber demostrado esta mañana en mi declaración que el sistema de gestión de las subvenciones de los ERE ha sido un sistema en el que la Intervención General no tuvo nada que ver. No fue consultada, no le fue comunicado cuando se puso en práctica, ni se la dotó de procedimientos adicionales de control. En cambio, en el exiguo marco de funciones que pudo desarrollar a lo largo de diez años sobre esta materia, emitió informes en los que puso de manifiesto irregularidades y deficiencias lo suficientemente graves como para que el Gobierno hubiera tomado medidas. Pero, durante diez años se ha hecho oídos sordos y se ha mirado para otro lado. Pero insisto, la Intervención en todo momento cumplió con su obligación legal de control. Yo creo que cualquier observador imparcial de este fenómeno y de las declaraciones que se están produciendo estos días en este Tribunal podría llegar a la misma conclusión a la que llegó el juglar y exclamar, como lo hizo él, pero es verdad que sin épica ninguna: ¡Oh!, Dios, qué buen vasallo si hubiese buen señor.”
 
 



 
 
 
DEFENSA JURÍDICA
 
 
 
Una de las consecuencias más desastrosas que acarrea que un juez o tribunal pose sus ojos en un ciudadano de a pie, llamándolo a declarar como imputado, es que, a partir de ese momento, debe contratar los servicios de un abogado y un procurador, que le represente y defienda en las actuaciones judiciales en las que se encuentra inmerso por mor de la imputación. Esto significa que ese ciudadano, aunque finalmente la causa se archive o, aunque llevado a juicio, resulte finalmente absuelto, deberá asumir personalmente los gastos de los servicios de abogado y procurador, sin que nada ni nadie se los compense, a menos que tenga la suerte de que la parte acusadora sea condenada en costas.
No obstante, esta situación puede ser algo diferente si el procedimiento judicial en el que uno puede verse envuelto, lo es por hechos o circunstancias relacionados con el ejercicio legítimo de funciones o cargos públicos, tal y como vamos a explicar a continuación.
 
Las relaciones jurídicas que implican que una persona realice un trabajo por cuenta de otro despliegan una serie de efectos que cualquiera, incluso de mente escasamente instruida, alcanza a comprender con facilidad. Es evidente que no será fácil encontrar a mucha gente, incluso en épocas de escasa oferta de trabajo, dispuesta a trabajar por cuenta ajena a cambio de nada, y mucho menos, poniendo dinero de su bolsillo. Esta idea tan sencilla implica que quien quiera que alguien trabaje para él deberá, por un lado, pagarle un salario justo y periódico y, por otro, compensarle o ahorrarle aquellos gastos directamente relacionados con el desarrollo de su trabajo, con el fin de evitar que el empleado sufra un empobrecimiento injusto. Por ejemplo, si el empleado ha de viajar con motivo de su trabajo, el empleador le satisfará los gastos de viaje, si necesita un equipo o ropa apropiados se los facilitará o compensará, etc.
Dentro de este tipo de gastos se encuentran, evidentemente, los que se le pueden ocasionar a un empleado, con motivo de actuaciones judiciales en las que se pueda ver envuelto, derivadas del ejercicio legítimo de las funciones desempeñadas para su empleador. Es decir, el empleado que siguiendo órdenes de su empleador se vea perseguido penalmente no tiene el deber jurídico de padecer la carga que supone atender los gastos de abogado, procurador, fianzas, etc., que conllevan ese tipo de procedimientos. Esta idea, que puede ser discutible en los casos de dolo y actuación del empleado al margen o en contra de las instrucciones del empleador, resulta absolutamente indiscutible si el procedimiento termina con el sobreseimiento o absolución del empleado.
Esta y no otra es la razón por la que el artículo 14 del Estatuto Básico del Empleado Público establece que los empleados públicos tienen, entre otros, el derecho “A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional, como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.”
Esta norma jurídica, que es aplicable, también, al personal directivo público, configura, pues, un derecho, no una potestad graciable de la Administración.
En la Junta de Andalucía esta materia está regulada en un Decreto, en el que se establece que los letrados de su Gabinete Jurídico asumirán la representación y defensa de los empleados públicos en toda clase de procedimientos judiciales que se dirijan contra ellos. El Decreto establece también que, en los casos en los que pudiera existir incompatibilidad material por la posición procesal que la Comunidad Autónoma haya de mantener en el mismo o en otros procedimientos, la Consejería competente podrá contratar los servicios de profesionales que se encarguen de la defensa de aquel personal.
Esto fue exactamente lo que pasó en mi caso. Comoquiera que los letrados de la Junta estaban personados, como acusación particular, en la causa de los ERE, no pude ser representado y defendido por dichos letrados. Como bien se comprende, en la concurrencia de esta circunstancia obstativa yo no tuve la más mínima responsabilidad y, si no se hubiera producido, no habría tenido que ocuparme en absoluto de mi representación y defensa, porque la habrían asumido dichos letrados. Como tampoco habría tenido que ocuparme, si hubiera sido la Junta la que, ante esa situación, hubiera contratado un abogado y procurador, para mi representación y defensa, tal y como le ordenaba hacer el Decreto. Pero tampoco hizo eso. De modo que, cuando fui imputado y citado a declarar con abogado, circunstancias que la Administración conocía perfectamente, al estar personada en la causa, como he dicho, me vi en la obligación de designar con toda urgencia un abogado y un procurador. Esta situación se la comuniqué inmediatamente a la Administración, al tiempo que le solicité que me reconociera el derecho a ser compensado por los gastos que dichas contrataciones iban a comportar. En ese momento, la Administración, bien podría haber valorado que, pese a actuar como acusación, no iba a formular acusación contra mí, como al final ocurrió y haber asumido directamente mi defensa con sus letrados. O bien podría haber asumido la contratación del abogado y procurador que había designado yo con urgencia.
Nada de eso hizo la Administración, sino que lo que hizo fue adoptar una resolución absolutamente cicatera e ilegal, como más tarde quedó demostrado. Situándose en una posición por completo paralegal, se abstuvo de contratar los servicios de abogado y procurador para mi defensa y representación, como le obligaba a hacer el Decreto y me reconoció el derecho a ser resarcido de los gastos que me ocasionaran dichos servicios contratados por mí, supuesto, por cierto, no previsto por el Decreto. Y, además, el derecho a ser compensado se reconoció con una serie de restricciones que hacían por completo ilusorio su ejercicio. Se trataba de tres restricciones, que no detallaré ahora, para no aburrir más al lector, que hube de combatir mediante un recurso ante la propia Administración, que fue desestimado y, posteriormente, mediante un recurso judicial, que gané de plano en primera instancia, obteniendo del Juez el reconocimiento de que todas las restricciones impuestas eran ilegales y, por tanto, habría que entenderlas por no puestas. La Administración no se conformó con el fallo y continuó entorpeciendo el ejercicio de mi derecho, interponiendo un recurso ante el TSJA, que fue rechazado, también, en todos sus términos. Como es lógico, todas estas actuaciones judiciales debí llevarlas a cabo con abogado y procurador, y devengaron los correspondientes gastos, que ni la Administración ni nadie me compensarán jamás.
Finalmente, la Junta de Andalucía solo ha accedido a abonarme algo menos de una tercera parte de los gastos de representación y defensa que me ha ocasionado el proceso. Esto me aboca, por tanto, a formular otra reclamación judicial, con sus costes no compensables correspondientes, para obtener el resarcimiento de los gastos realmente incurridos.
 
Lamentablemente, debo decir que esta mezquina conducta de la Administración de la Junta para con quienes le hemos prestado servicios de gran responsabilidad durante muchos años, con dedicación y lealtad, es fruto de un ambiente social y político determinado. Veamos a qué me refiero.
 
La Agencia IFA/IDEA tiene contratado un seguro que cubre los gastos de representación y defensa del personal a su servicio, que se vean envueltos en procedimientos judiciales en el ejercicio de sus funciones como empleados de la Agencia. Los acusados en la causa de los ERE que eran personal de la Agencia o miembros de su Consejo Rector reclamaron el abono de dichos gastos. Esto produjo un conflicto entre las dos compañías de seguros que habían asegurado dicho riesgo a lo largo del período, conflicto que han debido resolver, finalmente, los tribunales. Comoquiera que ninguna de las dos compañías quiso hacerse cargo de la indemnización, hasta que se resolviera el conflicto judicial, el Consejo Rector de la Agencia adoptó un acuerdo por el que resolvía anticipar a los afectados una parte del importe de los gastos, a expensas de lo que debiera pagar la compañía aseguradora que resultara finalmente obligada a ello.
En aquellos momentos, IULVCA gobernaba en coalición con el PSOE en la Junta y, cuando tuvo conocimiento del acuerdo del Consejo Rector de IFA/IDEA, obligó a su revocación y su caudillo, Antonio Maíllo, se jactó públicamente de la hazaña.
¿Qué cabe decir de esta hazaña? ¿Qué es lo que no entienden los comunistas andaluces? ¿Acaso piensan que el personal directivo de la Administración está sujeto a alguna especie de fuero monástico, que le obliga a sufrir unas cargas tan pesadas que no sufren el resto de los mortales?
¿Saben estos comunistas que entre las decenas de imputados hay personas que no son ni siquiera directivos; van a extender este criterio restrictivo de derechos a todo el personal de la Junta?
Me imagino que quienes trabajaron para ellos en los departamentos que les tocaron en el reparto de la coalición de gobierno se tentarán la ropa, rezando para no verse envueltos en cualquier refriega judicial, derivada de las actuaciones que realizaron cuando estaban en el gobierno, porque les llevará, con seguridad, a la ruina. Y tienen razones para estar preocupados. Tengan en cuenta que la mayoría de los empleados públicos imputados en el caso de los ERE, aunque sea por mero cálculo de probabilidades, van a ser sobreseídos o absueltos y van a reclamar su derecho a que se les resarza de los cuantiosos gastos, daños y perjuicios que les está ocasionando su imputación, y los van a exigir con los intereses correspondientes, lógicamente. En ese momento, tal vez, alguien se acuerde de quién forzó la atrabiliaria medida de impedir que IFA/IDEA cumpliera puntualmente con su obligación y del sobrecoste que eso conlleva. Y quizá ese alguien acabe concluyendo que ese sobrecoste injustificado supone una malversación de caudales públicos que no deba quedar impune. Si llega ese momento, alguno de los correligionarios del Sr. Maíllo que tan irresponsablemente forzaron ese acuerdo ilegítimo, seguramente serán mejor tratados y la Junta les pague el abogado. Lo que será más difícil de justificar es el pago del abogado del Sr. Maíllo, que correrá la misma suerte, por inductor, ya que el Sr. Maíllo no ostentaba en su momento ningún cargo que le diera derecho a ello.
 
Pero, veamos otro caso. El Gabinete Jurídico de la Junta decidió asumir la defensa del exconsejero Francisco Vallejo, en una de las piezas del caso Invercaria en la que se encuentra imputado. Inmediatamente, el máximo responsable del partido Ciudadanos en Andalucía, Sr. Marín, según recogieron los medios, declaró que "No es de recibo que abogados de la Junta defiendan a Vallejo", ya que éste "debe pagarse su defensa jurídica como hace cualquier andaluz, y no pagarla con el dinero de los andaluces". "La Junta de Andalucía no puede pagar la defensa legal ni de Vallejo ni de nadie", habría dicho también el dirigente de Ciudadanos. En parecidos términos se han pronunciado el partido Podemos y, cómo no, mariquita la primera, los monaguillos de Izquierda Unida. El Partido Popular ya se había pronunciado el día anterior, por boca de su Secretaria General, naturalmente, en la misma dirección.
Lo más suave que cabe decir de estos responsables políticos es que no saben de lo que están hablando.
Como hemos dicho, la Junta tiene un Decreto que regula este derecho, que le es aplicable al Señor Vallejo, como le es aplicable a todos los empleados públicos de la Junta. Pero no sólo eso. La Administración regional tiene y/o ha tenido concertadas pólizas de seguro que cubren y han cubierto la asistencia jurídica del personal docente, sanitario y de otros colectivos. En algunos casos, pásmese, Señor Marín, no sólo cubren los gastos de defensa, sino la asistencia jurídica en los procedimientos judiciales interpuestos por el propio personal asegurado, en defensa de sus derechos. Es decir, que la Junta no sólo les paga la defensa, sino el ataque. Al propio tiempo, diversas entidades públicas dependientes de la Junta de Andalucía tienen concertados seguros que cubren la asistencia jurídica de su personal.
Es decir, la Administración de la Junta ya viene asumiendo, desde hace mucho tiempo, gastos de asistencia jurídica de su personal, directivo o no. Por tanto, que quede meridianamente claro: la defensa jurídica del personal dependiente de la Junta de Andalucía, directivo o no, la están pagando todos los andaluces, como le pagan su sueldo, las dietas que devenguen, etc. Les guste al Señor Marín et alii, o no les guste.
Y, siendo esto tan claro, ¿por qué no lo entienden el Señor Marín y el resto de los responsables de los partidos que hemos citado?
Dejando al Sr. Marín en su limbo ideológico o lo que quiera que sea donde mora, este modo de razonar se antoja extraño en una mente dizque de izquierdas. ¿Este es el modo de prestigiar lo público de Podemos e Izquierda Unida, sometiendo a directivos públicos dedicados y comprometidos, que se han visto sujetos a un procedimiento penal del que van a salir sobreseídos o absueltos, a un empobrecimiento a todas luces injusto; restringiendo los derechos de los empleados públicos no directivos por caprichos políticos?
Señor Marín y compañía, ustedes no tienen ni idea de lo que hablan; o son ustedes unos demagogos, que expresan esas ideas con el único objetivo de darle carnaza a la jauría. Por otro lado, parece mentira que nadie hasta ahora les haya puesto en su sitio.
 
A esta fiesta no podían faltar los fiscales, que también se opusieron a que la Junta defienda al exconsejero Vallejo en el caso Invercaria porque, según su particular criterio, habría incumplido la legalidad de manera grosera y flagrante. Uno pensaba que eso es lo que se ventila en el proceso en el que está encausado el exconsejero y que la conclusión podría ser perfectamente la contraria a la que sostienen los fiscales. Pero, qué sabré yo del Estado de Derecho, del proceso penal y sus principios y garantías. ¿Soy yo fiscal acaso?
Qué modo más insolvente de pisotear la presunción de inocencia. Con todo, lo peor de esta iniciativa de la Fiscalía no es tanto la grave insolvencia del argumento, como que este se emplee con la finalidad de dificultar el derecho de defensa del exconsejero.
En el fondo, todo esto no pone de manifiesto sino la carencia de fundamento de esta acusación. Así de sobrados deben de ir de argumentos incriminatorios los fiscales en el caso Invercaria, que se dedican a atacar con saña a Vallejo con iniciativas que nada tienen que ver con la acusación penal en el proceso.
 



 
 
 
LA JUEZ MARÍA NÚÑEZ BOLAÑOS
 
 
 
Esta Juez de aspecto menudo e ideas claras lleva más de cuatro años enfrentándose a la tarea, esta sí, hercúlea, de arreglar el desordenado e inmanejable tinglado construido durante un lustro ominoso (entre 2010 y 2015) por la Juez campeadora, con la ayuda de los fiscales, de la UCO de la Guardia Civil y de la IGAE.
La Juez Núñez Bolaños está dando un magnífico ejemplo de dignidad, independencia y profesionalidad, desde que se hizo cargo del Juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla. Estos valores contrastan aun más si se tiene en cuenta el desastre que era su juzgado cuando ella comenzó su labor. Un juzgado cuya anterior titular tenía por deporte acumular macrocausas que convertía inmediatamente en redes de arrastre en las que capturar el mayor número posible de responsables de la Junta de Andalucía. Los efectos de esta gestión han sido catastróficos para las personas y sectores que han tenido la desgracia de caer en sus fauces y esto es lo más importante. Con todo, no paran ahí los estragos producidos por la Juez campeadora. La herencia que ha recibido su sucesora ha sido una suerte de sumarios gigantescos, inmanejables en su tamaño e inabarcables en su comprensión, fruto todos ellos de una megalomanía debidamente adobada con las filias y fobias de quien los perpetró. Con la aquiescencia, e incluso el aliento, en lo fundamental, de los fiscales y de los órganos judiciales superiores, conviene no olvidarlo.
El mérito fundamental de Núñez Bolaños y a lo que, presumimos, tendrá que seguir dedicando horas ingentes, consistirá en desenredar esta infernal madeja que le ha tocado en suerte y que su antecesora abandonó cuando ya no sabía qué hacer con ella, dejando tras de sí un panorama devastador de las personas, honras y haciendas que fueron el objetivo preferido de sus embestidas.
Resulta notable la distinta vara de medir que utilizan los medios de comunicación (todos) para referirse a la actual titular del Juzgado de Instrucción 6 de Sevilla y a la antigua titular, la Juez campeadora.
Cada vez que viene a cuento, o sin venir a cuento, todos los medios propagan acríticamente cada día la insidia lanzada por la Juez campeadora contra su sucesora, relativa a la presunta amistad de su marido con el exconsejero de Justicia de la Junta, Emilio de Llera. Según esta asechanza, esta presunta amistad incapacitaría a la juez Bolaños para impartir Justicia en los asuntos de su juzgado.
A esta campaña inmisericorde contra esta Juez justa que han emprendido ciertos medios de prensa se han unido, cómo no, los fiscales. El Fiscal Jefe Anticorrupción, a propuesta de los seis fiscales anticorrupción de Sevilla, presentó ante el CGPJ una denuncia contra la Juez, por retraso negligente en los asuntos de su juzgado y otros motivos.
Por cierto, y dicho sea de paso, ¿por qué hay en Sevilla nada menos que seis fiscales anticorrupción? ¿Acaso Sevilla es el Palermo de Giovanni Falcone? Las malas lenguas en la ciudad dicen que estos fiscales tienen destinos en propiedad en plazas poco apetecibles del ámbito rural o en pequeñas capitales y están todos ellos muy a gusto en Sevilla. Por supuesto, con ello no queremos decir que esta razón esté influyendo en su labor profesional, dándole un sesgo que permita justificar la existencia indefinida de tan sobredimensionada plantilla, porque sería una insidia en la que no vamos a caer.
 
Finalmente, el Servicio de Inspección del CGPJ ha rechazado contundentemente la denuncia de los fiscales, respaldando abiertamente la actuación de la Juez. Me parece del mayor interés transcribir la información que sobre el particular facilitaba recientemente el redactor de Diario de Sevilla Jorge Muñoz y que se transcribe íntegramente en el Anexo V del libro.





 
 
 
EL JUEZ ÁLVARO MARTÍN
 
 
 
Este juez, de nombre Álvaro Martín, está desarrollando una sinuosa carrera en los juzgados de Sevilla que tiene ciertos tintes inquietantes o, cuando menos, obscuros.
Para empezar a describir su perfil es necesario tener en cuenta que se trata de un cargo directivo de la Asociación Profesional de la Magistratura. De esta asociación es de la que se nutren todas las propuestas del Partido Popular para cubrir los puestos de la judicatura en los que los partidos políticos pueden meter la cuchara.
Su figura se continúa perfilando mediante un hecho revelador: siendo titular de un juzgado de Sevilla pidió voluntariamente que le adscribieran de auxiliar a otro distinto, para ejercer como lacayo de la Juez campeadora, lo que ya dice bastante del personaje, porque hay que tener estómago. Y digo lacayo y digo bien, porque, si el interfecto pensaba tocar pelo en el juzgado de esta Juez, no podía estar más equivocado. Su titular no le dio bola ni a quienes la sobrepasaban por su derecha, si es que eso es posible.
Cuando la Juez campeadora abandona su juzgado, dejándolo hecho unos zorros, la nueva titular le da a nuestro amigo el papel de su vida. El que le ha permitido empapelar a los expresidentes Chaves y Griñán. Eso sí, sin despeinarse.
Ha estado algo más de un año instruyendo varias piezas del caso ERE, principalmente la que afecta a los dos expresidentes de la Junta y a varias decenas de autoridades y funcionarios del gobierno regional. Bien puede decirse que se marcha sin haberse enterado de qué va el asunto, siendo buena muestra de ello las resoluciones que ha dictado sobre el cierre del período de instrucción y la apertura del juicio oral. Su Señoría no ha tenido en cuenta, ni siquiera para rebatirlos, ni uno solo de los argumentos en contra presentados por las defensas.
Una vez cumplido el objetivo de llevar a juicio a la cúpula política de la Junta, que, al parecer, era de lo que se trataba, abandona el juzgado en el que estaba de ayudante, dejando empantanada la mitad de la tarea que se le había encomendado y vuelve al juzgado del que era titular. De los seis asuntos que estaban a su cargo sólo termina 3, si es que los termina, como ahora veremos.
Porque, al abandonar, dejó impartidas instrucciones para que, inmediatamente, la causa de los expresidentes pasara a la Audiencia. Esta operación fue abortada en primera instancia, para lo que bastó la mera diligencia de la titular del juzgado nº 6, la juez Bolaños, que debió corregir la indolente orden de su ayudante en fuga, puesto que las diligencias no estaban, ni mucho menos, en disposición de pasar a la Audiencia. Había acusados que aún no habían presentado su escrito de defensa y, lo que es más importante: faltaba por ordenar, conforme a instrucciones escritas del CGPJ, el millón largo de folios de la demencial instrucción sin control llevada a cabo en esa causa. Y ello, sin olvidar que la decisión del juez Martín, que daba paso a la apertura del juicio oral, se encontraba recurrida ante la Audiencia Provincial por todos los acusados. Siendo esto así, ¿qué sentido tuvo elevar toda la causa a la Audiencia, cuando el propio tribunal pudo anular lo actuado?
 
En el momento de su marcha, el TSJA le agradece públicamente su trabajo y esfuerzo. Pero, ¡qué broma es esta! A este Juez le encargan que termine la instrucción de 6 causas judiciales 6. No 60, ni seis mil, no. Seis. Al cabo de año y medio se larga habiendo ultimado 3, o sea, la mitad del trabajo. Y, lo que es peor, del contenido de sus autos, como dijimos anteriormente, se desprende de un modo difícilmente contestable la escasa, por no decir nula atención prestada a los argumentos de los imputados. Es decir, años de instrucción, centenares de miles de folios, miles de horas de declaraciones, miles de páginas de informes periciales, no parecen haber servido para nada, porque, quien tenía la obligación examinarlos y, aplicando el principio de contradicción, resolver en consecuencia, no se ha molestado en rebatir ni uno solo de los argumentos en contrario presentes en la causa.
Entonces, ¡qué trabajo o esfuerzo le agradece el TSJA al Juez Martín!
 
Ahora parece que nuestro dilecto juez sigue buscando nuevos horizontes. No parece contento en el juzgado del que es titular y ha pedido otro distinto, donde quizá barrunte más posibilidades de perseguir a rojos y a otra gente de mal vivir.
No se dirá que no resulta inquietante el continuo baile de este juez.
 
 



 
 
 
AUTO PROA
 
 
 
Uno de los aspectos más sarcásticos del procedimiento judicial bajo el que he sido penalmente perseguido es su propia denominación procesal. En efecto, nuestro proceso se ha tramitado bajo las normas del denominado procedimiento abreviado. Y no es una broma. En el seno de dicho procedimiento, el Juez instructor, al terminar la instrucción dicta el denominado auto PROA, en el que concreta los indicios que considera probados, califica los delitos que se habrían cometido y señala las personas que deben ser procesadas. El Juez Álvaro Martín dictó el Auto PROA el 31 de mayo de 2016. A continuación, describiré brevemente el contenido de dicho Auto, en lo que a mí directamente me afecta.
 
En el epígrafe HECHOS, el Auto dedica los cinco primeros apartados a describir, en general, las conductas que considera penalmente relevantes, producidas por una colectividad de personas, entre los años 2000 y 2010. Es en el apartado Sexto donde el Auto individualiza las conductas y me dedica los siguientes párrafos:
 
“22º. Manuel Gómez Martínez. Interventor General de la Junta de Andalucía entre el 21 de mayo de 2000 y el 15 de abril de 2010. En su condición de Interventor General de la Junta de Andalucía, tras tener conocimiento, a través del Informe Adicional de Cumplimiento emitido en el control financiero permanente de IFA-IDEA del ejercicio 2003, presentado el año 2005, de que se estaban concediendo subvenciones excepcionales por la Consejería de Empleo a través del sistema de transferencias de financiación a IFA-IDEA, para que ésta obrase como mera caja de pagos, eludiendo el preceptivo procedimiento para la concesión de subvenciones y ayudas, omitió la adopción de las medidas para impedir que se mantuviese este sistema en los años sucesivos. Así, pese a conocer el destino de los fondos dispuestos a través de estas modificaciones presupuestarias, informó favorablemente a las modificaciones presupuestarias de 7 de diciembre de 2005; 7 de noviembre de 2006; 27 de noviembre de 2007; 22 de diciembre de 2008, que en este caso fueron cinco; y 1 de diciembre de 2009. Igualmente, no comunicó al Interventor Delegado de la Consejería de Empleo el destino que se estaba dando a las transferencias de financiación de la Consejería de Empleo hacia IFA-IDEA, vinculadas al programa 31 L, para que éste hubiese interpuesto reparo suspensivo a las mismas, conforme al Art. 83 de la Ley General de Hacienda Pública. Tampoco avocó para sí la fiscalización de los expedientes de tales transferencias de financiación para poder interponer él el correspondiente reparo suspensivo. Por último, omitió el deber de promover el control financiero sobre los beneficiarios de las subvenciones excepcionales que se estaban conociendo, pese a saber de su efectiva concesión y de las carencias de que adolecía la tramitación de la concesión de estas ayudas. El Sr. Gómez asumió así, cuando menos, la eventualidad de que los fondos vinculados a este procedimiento fuesen objeto de disposición discrecional, si no arbitraria, e, incluso, con fines ajenos a los intereses generales a los que estaban destinados, eludiendo la fiscalización previa de la Intervención General de la Junta de Andalucía, omitiendo el régimen aplicable en relación a la autoridad competente para la concesión de la subvención, con ausencia de bases reguladoras de la subvención, así como de convocatoria pública para su conocimiento por todo interesado en acceder a ella, con falta de control del cumplimiento, por parte del perceptor de la subvención, de los presupuestos o condiciones para disfrutar de la ayuda y con ausencia de un control posterior del destino dado a la subvención.”
 
Si el objetivo esencial de este Auto es la determinación de los hechos punibles y la identificación de la persona a la que se le imputan (art. 779.1.4ª LECr), deberíamos convenir que, en lo que a mí se refiere, los hechos por los que se me debió juzgar están acotados del siguiente modo:
a) En primer lugar, aparece una importantísima acotación temporal, en el sentido de que las conductas indiciariamente delictivas, en mi caso, sólo comenzarían tras la emisión del Informe definitivo de cumplimiento de IFA/IDEA del ejercicio 2003, que se produjo en julio de 2005. El Auto acota el marco temporal de las conductas de los diferentes imputados de distintas maneras. En todos los casos comienza definiendo el lapso de duración de los cargos de cada uno de los imputados y, a continuación, describe o, más que describir (sería un verbo muy generoso), enumera las conductas indiciariamente delictivas, señalando las fechas en las que las mismas tuvieron lugar, en unos casos y no en otros. En estos últimos, habría que entender que los hechos que motivan el procesamiento son todos los producidos dentro del lapso temporal en el que el imputado desempeñó el cargo correspondiente. Mi caso es el único en el que el Auto señala expresamente un marco temporal que sólo engloba algunos de los años en los que desempeñé el cargo de Interventor General: concretamente, entre el mes de julio de 2005 y el mes de abril de 2010.
b) En lo que se refiere a las conductas presuntamente delictivas, serían estas tres:
- Informar favorablemente a las modificaciones presupuestarias de 7 de diciembre de 2005; 7 de noviembre de 2006; 27 de noviembre de 2007; 22 de diciembre de 2008, que en este caso fueron cinco; y 1 de diciembre de 2009.
- No comunicar al Interventor Delegado de la Consejería de Empleo el destino que se estaba dando a las transferencias de financiación de la Consejería de Empleo hacia IFA-IDEA, vinculadas al programa 31 L, para que éste hubiese interpuesto reparo suspensivo a las mismas, conforme al Art. 83 de la Ley General de Hacienda Pública. O no avocar la fiscalización de los expedientes de tales transferencias de financiación para poder interponer yo mismo el correspondiente reparo suspensivo.
- Omitir el deber de promover el control financiero sobre los beneficiarios de las subvenciones excepcionales que se estaban conociendo, pese a saber de su efectiva concesión y de las carencias de que adolecía la tramitación de la concesión de estas ayudas.
 
De la panoplia de acciones u omisiones supuestamente irregulares que me achacaban la Juez campeadora y los informes periciales de las defensas, el Juez que ordena el procesamiento escoge estas tres. Ni que decir tiene que, tanto en mis declaraciones judiciales, como en amplísimos escritos presentados por mi abogado, con un total de 551 páginas, habíamos explicado circunstanciadamente y hasta la saciedad, con un océano de argumentos, el carácter perfectamente justificado y conforme a la legalidad de dichas acciones y omisiones en virtud de las cuales este Juez quería procesarme y, finalmente, me procesó. ¿Cree usted, amigo lector que, uno solo de la miríada de argumentos aportados en mi defensa, oralmente o por escrito, fue objeto de consideración por este Juez? Ni uno solo. Por eso me he permitido decir y diré toda mi vida, que no he sido leído ni escuchado. Los jueces me han tratado en este procedimiento como se trataba a un enemigo antes de las convenciones de Ginebra, como se trataba a una persona antes de la recepción del Derecho romano, cuando la humanidad superó la justicia a través de ordalías de la época primitiva y pasó a ser desempeñada por jueces racionales.
Finalmente, este Auto califica estas conductas como indiciariamente constitutivas de los delitos de prevaricación y malversación. No obstante, la sistemática del Auto tiene una peculiaridad muy reveladora. En una resolución de 98 páginas, dedica apenas tres páginas, al final del Auto, al delito de malversación, precisamente, el delito más grave por el que este Juez decide procesar a los encausados. Varios abogados personados en la causa explican esta asimetría del siguiente modo:
Cuando el Juez había terminado de redactar el Auto de procesamiento, estos abogados lo visitaron en su despacho, para tratar de sonsacarle el alcance que tendría su decisión. Al parecer, el Juez les habría llegado a enseñar la pantalla de su ordenador de sobremesa, ante la incredulidad que les produjo su afirmación de que en el Auto solo aparecería el delito de prevaricación, y no el de malversación, con el fin de que verificaran la autenticidad de lo que les estaba diciendo.
Una vez notificado el Auto y, al comprobar que el Juez no había cumplido lo que había asegurado que iba a hacer, estos mismos abogados fueron a pedirle explicaciones, es de imaginar que con un alto grado de frustración e indignación, pues ya les habrían vendido la especie a sus clientes. La respuesta que recibieron del Juez no pudo ser más sorprendente: según estas fuentes, el Juez les habría dicho que se había visto obligado a incluir el delito de malversación en el Auto, ante la amenaza de los fiscales de recurrir el Auto si no lo hacía así. Al parecer, a este Juez no le importaba demasiado que su Auto lo recurrieran las defensas40, pero, no quería que se lo recurriera el Fiscal.
Otros llegaron aun más lejos y relacionaron esta postura de los fiscales anticorrupción con una reciente visita del Fiscal Jefe Anticorrupción a Sevilla, su superior jerárquico, que les habría instado a acusar por malversación, algo con lo que, al parecer, los fiscales personados en la causa no estarían muy de acuerdo. Y tenían razones para no estarlo.41
Lo cierto es que el delito de malversación aparece en esta resolución judicial como un parche de yeso tirado sobre una pared ya bien maestreada.
En definitiva, lo que cabe concluir de este Auto es que se limitó a reproducir el relato incriminatorio que le había legado la primera Juez instructora, descafeinándolo, sin considerar, no sin admitir, sino sin ni siquiera considerar, ninguna de las alegaciones de los imputados.
En el Anexo VI de este libro tendrá ocasión el lector de comprobar cómo la construcción del delito de malversación en este Auto, en el que Juez Álvaro Martín acuerda procesar a la cúpula política de la Junta de Andalucía, está basado en una monstruosa falacia.
 
Como es natural, este Auto fue recurrido por mi abogado, combatiendo cada uno de sus elementos incriminatorios. De modo inaudito, aunque sin sorpresa, la Sala correspondiente de la Audiencia Provincial desestimó el recurso. Me pareció inaudita la decisión de la Audiencia porque afirmaba, contra toda evidencia, que nuestro recurso “no se refiere a (los) indicios” por los que el Juez me procesa; y que “Ni una sola mención” hay en el recurso a las presuntas infracciones de las que erróneamente se me acusa. Y, no me sorprendió lo más mínimo el Auto que resolvía el recurso, porque ya estaba acostumbrado a la incuria de esta Sala de la Audiencia. ¿Cómo es posible que se afirme que nuestro recurso no discutía los motivos de mi procesamiento? ¿A qué se dedicaba entonces, a glosar las virtudes del pimentón de la Vera? Pepe Rebollo, mi abogado, tan sobrio y circunspecto, en general, en sus valoraciones de las distintas vicisitudes del proceso, hubo de reconocer que este Auto de la Audiencia le había resultado descorazonador.
 
En los anexos VII y VIII del libro se contienen sendos resúmenes del escrito de acusación del Fiscal y del Auto de apertura del juicio oral dictado por el Juez Martín. Ninguna de estas dos piezas pasará a la historia de la jurisprudencia.
 
 



 
 
 
DENUNCIA CONTRA LOS FISCALES ANTE LA AEPD
 
 
 
El Gabinete de Comunicación de la Fiscalía General del Estado dio traslado a la generalidad de los medios de comunicación, el día 15 de septiembre de 2016, por la mañana, del escrito de acusación presentado por los fiscales Juan Enrique Egocheaga y Manuel Fernández Guerra, en la causa de los ERE, antes de que dicho escrito surtiera efecto en la misma y de que, por tanto, fuera conocido por los afectados, entre los que me encontraba.
Me pude hacer con una copia del correo electrónico que la FGE le remitió a un diario de tirada nacional, con el que le acompañaba el escrito de acusación firmado por los dos fiscales y un documento resumen para ayudar al periodista a redactar la noticia.
Los citados documentos hechos públicos contenían mi nombre y otros datos personales, así como las penas y responsabilidades económicas solicitadas por los citados fiscales en el procedimiento judicial. A mi juicio, esta revelación constituiría una infracción de la legislación de protección de datos, de la que serían responsables los fiscales firmantes del documento revelado y los miembros del Gabinete de Comunicación de la Fiscalía General del Estado, que lo hicieron público.
Por ello, formulé una consulta a los servicios de atención al ciudadano de la AEPD, consulta que mereció una respuesta que consideré insatisfactoria. De modo que la reiteré y recibí, entonces, una respuesta en la que, entre otras cosas, se señalaba lo siguiente: "no es posible la emisión de otra respuesta, por parte de este Área de Atención al Ciudadano, que no sea la indicación del Organismo (el Consejo General del Poder Judicial) en donde dicha consulta debe ser planteada, toda vez que se trata de una cuestión relacionada con actuaciones realizadas por juzgados o Tribunales, en la que no es competente esta Agencia conforme ha dictaminado el Tribunal Supremo, en sentencia de 2 de diciembre de 2011". 
Esta información más parece perpetrada por un servicio de confusión al ciudadano, por cuanto, ni los fiscales de la causa, ni el Gabinete de Comunicación de la Fiscalía General del Estado, presuntos autores de la infracción de la legislación de protección de datos que denunciaba, son órganos judiciales ni, por tanto, tiene el CGPJ autoridad alguna sobre ellos. Fiscales y Gabinete de Prensa de la FGE son órganos de la Administración Pública, sobre los que debe entender la Agencia. También me dirigí a la FGE, solicitándole explicaciones por una revelación que tanto me perjudicaba, recibiendo una respuesta que tampoco me satisfizo. Por todo ello, solicité a la AEPD la incoación del procedimiento sancionador correspondiente.
Mi solicitud fue denegada y, contra la denegación, presenté un recurso de reposición ante la Directora de la AEPD. Este es el texto del recurso:
 
“MANUEL GÓMEZ MARTÍNEZ, con DNI (…) por medio del presente escrito, interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN, contra la Resolución de la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos, de 31 de enero de 2017 y notificada el 22 de febrero siguiente, en la que acuerda denegar mi petición de incoación de expediente administrativo sancionador, contra el Gabinete de Comunicación de la Fiscalía General del Estado (FGE) y los fiscales D. José Enrique Egocheaga Cabello y D. Manuel Fernández Guerra.
FUNDAMENTOS DEL RECURSO
Primero: La Resolución recurrida parece dar a entender que la denuncia formulada se refiere, exclusivamente, a la nota de prensa en la que se daba a conocer que los fiscales habían presentado un escrito de acusación en la causa de los ERE. Pero, lo cierto es que el objeto de mi denuncia se refiere, esencialmente, al propio escrito de acusación, que se divulga urbi et orbi, remitiendo una copia del mismo a todos los medios de comunicación, antes de que dicho escrito hubiera surtido efecto en el procedimiento correspondiente. Es decir, antes, incluso, de que fuera conocido por el titular del juzgado y las partes personadas en el procedimiento.
Segundo: En el proceso en el que, de forma por completo inicua, como acabará demostrándose, me veo envuelto, ha sido frecuente la difusión a los cuatro vientos de toda clase de documentos judiciales sometidos a las reglas del secreto procesal. Pero nunca he acudido a esa Agencia a denunciar tales desmanes porque, o bien desconocía quién era su autor o, más a menudo, podían atribuirse a miembros integrantes del Poder Judicial, sobre los que esa Agencia carece de jurisdicción. No obstante, en esta ocasión, los autores de la infracción a las normas de protección de datos son funcionarios integrados en la Administración Pública, que han actuado a cara descubierta, amparados, sin duda, en la impunidad con la que habitualmente campan tales conductas. Este descaro nos ha permitido, por tanto, saber quiénes son y a qué órganos de la Administración Pública pertenecen los infractores.
Tercero: Señala, por otro lado, la Resolución que recurrimos que el escrito difundido por la fiscalía no revela mi vinculación con el procedimiento judicial de los ERE, puesto que ya era conocida, al haber sido tratada previamente en distintos medios de comunicación. De nuevo, el acto que se recurre vuelve a coger el rábano por las hojas, si se nos permite la expresión. Porque, lo que denuncio no es que los infractores hayan dado a conocer, mediante su acto ilícito, mi vinculación con el caso de los ERE. Lo que denuncio es que hayan divulgado otros datos personales míos que no eran conocidos y que no tenían por qué serlo en el momento en el que fueron divulgados. Me estoy refiriendo, evidentemente, a las abultadas penas de prisión y responsabilidades pecuniarias que los fiscales iban a solicitar contra mí en el proceso.
Cuarto: Me voy a referir, finalmente, a la consideración de la Resolución recurrida, en el sentido de que la difusión de los datos personales que denuncio estaría amparada por el derecho a la libertad de expresión e información (artículo 20 CE), al que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional tiende a otorgar una posición preferente, frente a otros derechos constitucionales. Nada tengo que objetar a la prelación de valores constitucionales mencionada, pero sí a que tal cosa venga a cuento en el caso que nos ocupa. Y es que, ¿de verdad quiere sostenerse, nada menos que desde el organismo estatal encargado de la protección de los datos personales de los ciudadanos, que existe un derecho a divulgar las penas y responsabilidades que pretende solicitar un fiscal contra un inculpado, antes de que lo conozcan el propio inculpado y hasta el juez que entiende de la causa? Verdaderamente, cuesta creer que con la apelación a las sagradas libertades de expresión e información pretenda blanquearse lo que no ha sido sino una indecente instrumentalización de la Justicia por funcionarios, con motivaciones exclusivamente políticas. En este caso, se ha pretendido, notoriamente, influir en la opinión pública mediante la divulgación extemporánea de escritos que contienen truculentas peticiones de condenas de prisión y responsabilidades económicas delirantes, con la finalidad de socavar ante los ciudadanos el prestigio del partido político contrario. En perjuicio, por cierto, no sólo de dicho partido, sino de cuantos pasábamos por allí.
En virtud de todo ello,
SOLICITO:
Que, aceptando las precedentes consideraciones se dicte acuerdo por el que se anule el acto recurrido y, en su lugar, se dicte otro, en el que se acuerde la incoación de expediente sancionador contra los denunciados.
SRA. DIRECTORA DE LA AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS”
 
Naturalmente, el recurso fue desestimado.
 
 



 
 
 
JUICIO ORAL
 
 
 
Cuestiones previas.
 
Al inicio del juicio, las partes pueden formular al tribunal las denominadas cuestiones previas, que pueden versar sobre diferentes asuntos: petición de nulidad de actuaciones o de pruebas, aspectos relacionados con la ordenación y el objeto del juicio y otras. En nuestro caso, me detendré en tres de las cuestiones que me suscitaron más interés: la nulidad de la designación como sustituto en la instrucción de la causa del Juez Álvaro Martín (planteada por varias defensas), la definición del objeto del juicio, incluyendo la concesión de las ayudas de los ERE, planteada por los fiscales, y la ordenación de la declaración de los acusados al final de la declaración de testigos y peritos, solicitada por todas las defensas. Todas estas cuestiones tenían gran relevancia para mi defensa y trataré de describirlas con cierto pormenor.
 
La designación del Juez Álvaro Martín.
Cuando la Juez Núñez Bolaños sustituyó a su antecesora como titular del juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla, se planteó un nuevo reparto de las causas entre la Juez titular y el Juez ayudante, Álvaro Martín. La anterior titular del juzgado no le había permitido tocar pelo a su ayudante en ninguna de las macrocausas, que ella guardaba como oro en paño como si fueran de su exclusiva propiedad. El Juez Martín tenía que conformarse con la llevanza de los asuntos ordinarios y de menor cuantía, lo que le permitía a la estrella de la judicatura dedicarse a tiempo completo a su deporte favorito. A la postre, de poco le valió al pobre Juez sustituto su colaboración con su leal compañera. Como hemos contado en otro lugar, en unas declaraciones en prensa, su leal compañera lo avergonzó públicamente, acusándolo de flojo y poco responsable.
La Juez Bolaños traía otros planes para el juzgado, entre los que se encontraba asignarle al Juez Martín finalizar la instrucción de varias piezas del caso de los ERE, entre ellas, la denominada pieza política, en la que estaban encausados los expresidentes Chaves y Griñán, yo mismo y otros 18 exresponsables de la Junta de Andalucía.
Tiene gracia la infame campaña de acoso y derribo de la Juez Bolaños, acusándola de favorecer a los antiguos cargos socialistas en la Junta, cuando de las primeras decisiones que tomó fue la de asignarle a su sustituto la instrucción de la pieza más política y otras que también implicaban a socialistas. Como ya hemos dicho anteriormente, el Juez Martín es un conspicuo representante de la derecha judicial, como secretario regional de la conservadora Asociación Profesional de la Magistratura.
El problema, a los efectos que nos ocupan ahora, es que la Juez Bolaños, cuando tomó posesión del juzgado, asumió la instrucción de la pieza política, como titular del órgano, convirtiéndose en la Juez ordinaria predeterminada por la Ley. De acuerdo con los argumentos expuestos por las defensas en el juicio, la asignación al Juez Martín de esta pieza habría entrañado una vulneración del derecho de todo acusado a ser juzgado por el juez ordinario predeterminado por la Ley. Se trata de un derecho fundamental, con rango constitucional, que tiene por objeto impedir que, mediante fullerías, los poderes públicos asignen las causas a jueces de conveniencia.
Esta cuestión previa fue rechazada, para mi disgusto. Las consecuencias de la estimación habrían sido devastadoras para la causa de los ERE, pues, habría ocasionado que la pieza política, mascarón de proa de toda la causa, fuera devuelta al juzgado, para la reanudación de la instrucción desde el momento en que se produjo la designación del Juez Martín. Es lo que se hubieran merecido la causa en su conjunto y toda la jauría que la jaleaba.
 
La definición del objeto del proceso.
Esta es una de las cuestiones más complejas de explicar y de entender de la causa de los ERE. Estoy seguro de que, ni quienes lo vivimos directamente, ya sea como profesionales (jueces, acusadores y defensores), ya sea como acusados, alcanzamos a aprehenderla en toda su amplitud.
Ya he explicado antes cómo el delito de malversación entra en el Auto de procesamiento con calzador y por imposición de los fiscales. La acusación de la que hemos sido objeto aquellos a quienes se nos atribuían sendos delitos de prevaricación y malversación, está definida en términos de lo que se llama técnicamente un concurso medial. Esto significa, en román paladino, que la ilegalidad prevaricadora que habríamos cometido, lo fue con el objetivo de malversar, es decir, de apropiarnos personalmente de fondos públicos o permitir, a sabiendas, que otros se apropiaran. Como primera consecuencia de este planteamiento, el delito de malversación, en esta causa, no sería un delito autónomo, es decir, si no queda acreditada la prevaricación, huelga analizar la malversación. Pero esto no es lo que ahora interesa.
Para explicar con la mayor sencillez posible el juego de la malversación en nuestro proceso me voy a basar en una descripción preliminar. En la causa de los ERE se pueden identificar dos elementos o bloques de conducta, presuntamente criminales, perfectamente diferenciados. En el primer bloque, se encuentran las decisiones adoptadas por diferentes órganos de la Junta de Andalucía, creando un marco presupuestario y administrativo (el denominado procedimiento específico) que, supuestamente, habría permitido que las ayudas de los ERE se otorgaran sin procedimiento, sin límite presupuestario y sin controles de la Intervención y, quienes, conociendo dicha consecuencia, no adoptaron las decisiones oportunas para su erradicación. En el segundo bloque, se encuentran las decisiones de concesión y pago de las ayudas, ejecutadas en el marco señalado anteriormente.
Pues bien, las decisiones del primer bloque, en hipótesis, podrían ser tildadas de prevaricadoras, si se acreditase la concurrencia de los diferentes elementos del tipo penal, cuestión en la que no vamos a entrar ahora. Baste con la hipótesis de que en ese bloque se produjeron resoluciones que podrían ser prevaricadoras. Pero, lo que resulta más difícil o imposible es que dichas decisiones pudieran encontrarse incursas en un delito de malversación. La razón es, aparentemente, bien sencilla. El delito de malversación requiere, entre otros requisitos y esencialmente, que se produzca un desplazamiento patrimonial entre el ente público propietario de los caudales malversados y un particular, a cuyas manos vienen a parar dichos caudales, apropiándoselos. Y, en el caso que nos ocupa, este desplazamiento patrimonial solo se produce en el momento en el que la entidad IFA/IDEA abona a los interesados las ayudas que le ordena la DGTSS. Ni siquiera la transferencia de los fondos de la TF entre la DGTSS (Tesorería de la Junta) e IFA/IDEA puede integrar el delito de malversación, puesto que dichos fondos permanecen en mano pública, mientras que IFA/IDEA no se desprenda de ellos, abonándoselos a sus destinatarios.
Por tanto, en una primera aproximación, aparentemente, la acusación de haber cometido un delito de malversación no podría sostenerse respecto de ninguna de las personas procesadas en la pieza política de los ERE, puesto que las decisiones de concesión y pago de las ayudas, únicos hechos presentes en la causa que pueden integrar dicho delito, no se enjuician en dicha pieza. Adicionalmente, debo decir que la mayoría de los encausados no ha participado en los procedimientos de concesión y pago.
Es cierto que la cuestión es mucho más compleja y, que los dos bloques de conductas de los que vengo hablando no son compartimentos completamente estancos. Existen instrumentos del Derecho penal que pueden interrelacionarlos. Por ejemplo, los autores de las conductas del primer bloque podrían ser acusados de colaboración necesaria, en la producción de los delitos del segundo bloque y, en concreto, del delito de malversación. Pero esto choca con otro obstáculo que se antoja difícil o imposible de sortear. Para que alguien pueda ser acusado de colaborador necesario de un delito, ese delito ha de tener un autor y ha de haberse producido un resultado y, tanto los resultados como los autores de los presuntos delitos en los que habrían incurrido quienes concedieron y pagaron las ayudas son el objeto de las diferentes piezas separadas de la causa principal, en las que se investiga, precisamente, la concesión y pago de las ayudas. Probablemente por esta razón, la Fiscalía, en la pieza política, ha acusado a todos los procesados en concepto de autores y no de colaboradores necesarios.
Ahora entra en liza otro elemento adicional, que coadyuva a dotar de mayor complejidad al asunto. Las diferentes piezas en las que se investigan individualmente las ayudas concedidas tienen vida propia. En dichas piezas se encontraban imputadas y acusadas de prevaricación y malversación determinadas personas, que también lo están en la pieza política, por los mismos delitos. Y estas personas han porfiado, con éxito total hasta el momento, por quedar excluidos de las diferentes piezas, por aplicación del brocardo jurídico que se expresa con el latinajo non bis in ídem, que viene a significar que nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos. La decisión la ha adoptado, al resolver recursos de los interesados, otra Sección de la Audiencia Provincial, distinta de aquella que enjuicia la pieza política. Dicha Sección ha entendido que, si los recurrentes están siendo juzgados en la pieza política por un delito de malversación, no pueden ser juzgados, a su vez, por el mismo delito, en las diferentes piezas separadas, relativas a las ayudas concedidas, individualmente. Los fiscales están recurriendo sistemáticamente todas las exclusiones que decreta la Juez de Instrucción, aplicando la doctrina refrendada por la Audiencia, derivada del principio non bis in ídem. La Sala de la Audiencia que resuelve los recursos, irritada porque los fiscales no se plieguen a un criterio tan reiteradamente sentado y recurran una y otra vez asuntos cuyo resultado ya conocen, les ha hecho ver en sus últimas resoluciones que no piensa cambiar de criterio, y ha culpado a los propios fiscales de haber caído ellos mismos en su propia trampa, con su empeño en mantener el delito de malversación en la pieza política. En el substrato de esta crítica o queja de la Sala de la Audiencia contra los fiscales se encuentra, no puede ser de otra manera, la consideración de que las personas que están siendo excluidas de las piezas separadas están siendo enjuiciadas en la pieza política, también, por la concesión y pago de las ayudas, pues, si no, no se entendería que estuvieran siendo acusadas de malversación. Aunque esto no es del todo cierto, como veremos inmediatamente.
Expuesto todo lo anterior, estamos en condiciones de entender, aunque sea someramente, en qué consiste esta cuestión previa solicitada por la Fiscalía. Los fiscales pretendieron que el Tribunal definiera el objeto del proceso, de modo que se entendieran comprendidos dentro del mismo los procedimientos de concesión y pago de las ayudas. Y el Tribunal, poniéndose de perfil, no les ha dicho ni que sí, ni que no. Lo que les ha dicho es que no está legitimado para definir el objeto del proceso, ya que este, cualquiera que sea, le ha venido definido por el Auto de Procesamiento y los escritos de acusación y el tribunal sentenciador se encuentra vinculado por dicha delimitación, sin que pueda modificarla.
Al margen o, podríamos decir que por encima de todas estas disquisiciones se encuentra un hecho, a mi juicio, incontrovertible. Y permítanme que lo exprese en el lenguaje más común y vulgar posible. Repitiendo, con otras palabras, algo que ya indicamos más arriba, el delito de malversación requiere que alguien se haya apropiado ilegítimamente de fondos públicos, en una cuantía determinada. Y esto es, precisamente, lo que se está ventilando en las diferentes piezas de las ayudas. De ello se ha hablado en el juicio de la pieza política, pero no se ha examinado ni un solo caso concreto, en el que se haya podido determinar quiénes son los responsables de la entrega y apropiación de los fondos públicos, su carácter ilegítimo y el importe concreto y determinado. Sin tales precisiones, desde mi punto de vista, no resulta posible una condena por malversación.
Toda esta controversia tiene, o puede llegar a tener unas consecuencias nefastas para el buen fin de la persecución de los delitos que se hayan podido cometer en el caso de los ERE. Para empezar, los responsables de la Administración que hayan sido absueltos en la sentencia de la pieza política no podrán ser juzgados por los mismos delitos en las otras causas, en las que ya han sido excluidos.
Pero, esto no es todo. En el marco presuntamente delictivo de la causa de los ERE no sólo hay cargos públicos. A pesar de que la primera Juez de Instrucción y la Fiscalía hayan puesto el foco fundamentalmente y durante años en los responsables de la Junta de Andalucía, lo cierto es que ninguno de ellos (ninguno) ha sido acusado de apropiarse personalmente de fondos públicos. La acusación de malversación se refiere al hecho de permitir que otros se apropiaran de dichos fondos. Concretamente, los perceptores (ilegítimos) de las ayudas de los ERE.
Pues bien, el delito de malversación, como delito típico de los funcionarios públicos que es, requiere de la presencia de un funcionario que tenga el poder de disposición sobre los fondos públicos malversados y que los malverse. A partir de aquí puede contemplarse la presencia de coautores del delito en calidad de lo que se denominan extraneus. En este caso, los particulares perceptores de las ayudas. Pero lo que no es admisible es que se condene a un extraneus, sin que se condene, simultáneamente, al funcionario autor principal del delito.
Pues bien, la sentencia dictada en la pieza política ha contradicho una buena parte de las consideraciones que acabo de formular y, a despecho de todas ellas ha condenado a varias personas a penas de prisión por haber cometido un delito de malversación. Y, para ello, no ha considerado necesario examinar los pagos de ayudas concretas presuntamente malversados, ni ha considerado necesario cuantificar el importe de la malversación. O, mejor, como ha considerado que el conjunto de la partida de los ERE ha sido malversada, no se ha sentido obligada a referirse a pagos concretos. Evidentemente, como ninguno de los perceptores de dichos pagos estaba acusado en la causa, ninguno ha sido, no ya condenado, sino ni siquiera mencionado. Veremos qué opina de todo ello el Tribunal Supremo, cuando resuelva los recursos presentados por los condenados. Si aceptara la tesis que sostiene que la malversación no tiene cabida en la pieza política, la situación de la causa en su conjunto podría tornarse en altamente comprometida, pudiendo ocurrir que, finalmente, nadie resulte condenado, ya que quien haya sido acusado y juzgado de malversación y, finalmente, absuelto de este delito, no podrá ser juzgado de nuevo en las piezas separadas. Y la razón no habría sido otra que el empecinamiento de la Fiscalía en acusar de malversación a los procesados en la pieza política. La avaricia rompe el saco, cabría decir aquí.
Por cierto, llegados a ese punto, en el que recursos públicos malversados en cuantía indeterminada, que podrían superar los diez millones de euros, pudieran quedarse, por la codicia persecutoria de los fiscales, no sólo sin sanción penal, sino, lo que es peor, sin posibilidad de ser recuperados para el Tesoro Público, ¿quién respondería del desaguisado? Nada cuesta imaginar qué habría ocurrido con un funcionario, que no fuera de las carreras judicial o fiscal, que, por un error profesional, en este caso, pregonado42, produjera un perjuicio a las arcas públicas de 10 millones de euros. El pobre ya se podría ir despidiendo de la vida.
 
El orden de la declaración de los acusados en el juicio.
La totalidad de las defensas planteó, como cuestión previa, que los acusados declarásemos después de que lo hicieran testigos y peritos. La Ley de Enjuiciamiento Criminal no prevé cuál deba ser el momento en el que se produzca dicha declaración. Aunque no soy experto, creo incluso que la Ley, ni siquiera prevé expresamente la declaración del acusado en el juicio. Se supone que podrá hacerlo, porque así lo impone su derecho de defensa, lo mismo que el acusado no tiene por qué declarar, acogiéndose a su derecho a no declarar, si ese es su interés. No obstante, existe una costumbre del foro de llamar a declarar al acusado y de que dicha declaración se produzca en primer lugar. Pero, se trata solo de eso: una costumbre.
El interés de las defensas en que los acusados declarasen al final tenía una doble motivación. En primer lugar, porque los escritos de acusación tenían unas formulaciones tan vagas e imprecisas, respecto de la práctica totalidad de los acusados que, en realidad, uno no sabía exactamente de qué se le acusaba y, por tanto, de qué se tenía que defender. Me remito, en lo que a mí se refiere, a lo que he expuesto en el apartado correspondiente al escrito de acusación. Por tanto, nuestro interés con esta petición residía en poder observar si a lo largo de los interrogatorios de testigos y peritos, la Fiscalía y las demás acusaciones, concretaban sus acusaciones, de modo que alcanzáramos a tener una idea más precisa acerca de nuestra acusación.
En segundo lugar y, directamente relacionado con lo anterior, pretendíamos evitar que las acusaciones aprovecharan los interrogatorios de los acusados, para terminar de armar unas acusaciones que estaban en ese momento en un estado completamente embrionario, por no calificarlas de un modo más grueso. Es cierto que eso lo podríamos haber evitado negándonos a declarar y, una vez que hubieran depuesto testigos y peritos, solicitando al Tribunal que se nos tomase declaración, petición cuya denegación habría sido problemática, porque podría afectar al derecho de defensa. No obstante, esta alternativa, a pesar de que yo la comenté con algunos de mis compañeros de banquillo y parecía razonable, no se llevó a efecto, por falta de ganas, por la dificultad y riesgos que entrañaba, o vaya usted a saber por qué.
Finalmente, en una decisión de esas que uno, que es Licenciado en Derecho, nunca llegará a entender, el Tribunal denegó esta cuestión previa. ¿Por qué? Porque sí.
 
Accidente.
 
El día 25 de enero de 2018, cuando apenas se habían celebrado media docena de sesiones del juicio, sufrí un accidente en el que me fracturé distintos huesos de los dos pies. A pesar de que tenía prescrito reposo absoluto durante cuatro semanas, el día en que se celebró la siguiente sesión del juicio me presenté en la Audiencia en silla de ruedas y con los dos pies escayolados. En el receso de la sesión de la mañana, que solía producirse sobre las 12 del mediodía, el Tribunal me autorizó a abandonar la sala y a no presentarme en los días sucesivos, en principio, sin un plazo determinado. Estuve de reposo absoluto en la cama hasta el día 5 de marzo de 2018, que me quitaron la escayola en uno de los pies. Al día siguiente recibí, a través de mi abogado, la orden del Tribunal de presentarme a declarar el día 7 a las 10 de la mañana. Por suerte, aunque aun tenía que desplazarme en silla de ruedas, ya podía realizar cortos desplazamientos con dos muletas. Mis cálculos, que se cumplieron, es que con las muletas podría superar la tarima y sentarme en la silla desde donde se realizaban las declaraciones. En las informaciones de ese día se publicó una foto, en la que el presidente Chaves, amablemente, me acerca la silla para ayudarme a tomar asiento.
Mi declaración duró una sesión y media del juicio, en total, ocho horas efectivas de preguntas y respuestas, sin contar los descansos. Téngase en cuenta que, como la totalidad de los acusados, sólo respondí a la Fiscalía y a mi propio abogado, pero no al resto de acusaciones ni a al resto de defensas, por lo que puede decirse que el 90% de mi interrogatorio lo consumieron los fiscales. Los interrogatorios de acusados, testigos y peritos fueron extenuantes. No era raro que se prolongaran por más de 3 horas, llegando a alcanzar en algunos casos las 12 horas. Los peritos han estado más de un mes deponiendo. Esta es una de las anomalías de este proceso. He seguido con interés el llamado juicio del procés, de cuya transcendencia y complejidad no cabe dudar. Pues bien, allí, los interrogatorios se ventilaban en una hora o menos, salvo raras excepciones y, desde luego, en ningún caso excedieron de las cinco horas. Es evidente que una buena parte del tiempo del juicio de los ERE ha sido una completa y total pérdida de tiempo, algo que debe anotarse en el debe del Presidente del Tribunal, que ha permitido que la sala se convirtiera, por momentos, más que en un juicio, en un foro académico, en el que distintos contendientes contrastaban durante horas interminables sus diferentes puntos de vista sobre las más diversas cuestiones del Derecho Financiero. Contendientes, por cierto, casi ninguno de los cuales era especialista en la materia, lo que aumentó la logomaquia hasta extremos ciertamente insoportables.
 
Mi declaración.
 
El día que me tocó declarar hacía menos de 40 horas que me había levantado de la cama, después de 40 días guardando reposo por mis fracturas. El Fiscal me tuvo más de 7 horas haciéndome toda clase de preguntas, en un tono bastante inquisitivo, como era habitual en los dos fiscales que nos habían tocado en suerte. En general, controlé el interrogatorio y creo que me desempeñé adecuada y favorablemente para mis intereses, aunque debo reconocer que el Fiscal me hizo perder los nervios en un par de ocasiones, en las que me puse algo faltón. Fue tan amplio el interrogatorio que no sabría qué destacar de su desarrollo. Me fijaré, pues, en algunas cuestiones, aparentemente anecdóticas, aunque ninguna de ellas carente de relevancia.
En un pasaje, el Fiscal, al introducir una de sus preguntas, me dijo algo así como: “Usted está aquí por no haber emitido un informe de actuación”. No recuerdo el contenido de la pregunta, pero, al contestarle, en medio de mi respuesta le dije: “Por cierto, ese reproche al que usted se refiere, sobre la no emisión de un informe de actuación, yo no lo he visto, ni en el Auto PROA43, ni en el Escrito de Acusación de la Fiscalía”. Esa declaración mía provocó varias reacciones claramente perceptibles. Por una parte, los fiscales se miraron pareciendo interrogarse mutuamente: “¿a quién se le ha olvidado esto?” Y, por otro lado, el Presidente del Tribunal pareció revolverse en su asiento, no sé si igualmente sorprendido que los fiscales o, más bien, porque había oído al acusado adentrarse en territorio prohibido: ¿quién era yo, un simple acusado, para atreverme, no ya a enjuiciar, sino ni siquiera a mencionar el contenido de actos procesales suscritos por jueces y fiscales? “Usted limítese a contestar sobre los hechos por los que le pregunten y absténgase de hacer valoraciones sobre actos procesales”, es el pensamiento que parecía bullir en la cabeza de este Presidente de frecuentes reacciones tardías. Ya había hecho alguna advertencia sobre asuntos análogos a otros acusados que habían depuesto antes que yo, pero, esta vez, dejó correr el interrogatorio. Como pude comprobar por este y otros episodios, entre los arcanos de la Justicia y del proceso existe un territorio reservado a los profesionales, que nos está vedado a los profanos, aunque seamos acusados de graves delitos y, además, especialistas en la materia. Todos los integrantes de la gran logia del proceso (abogados, jueces y fiscales) defienden ese territorio como un solo hombre y expulsan inmediatamente a quien, siendo ajeno, intenta adentrarse en él.
En otro momento, el Fiscal estaba mostrándome un documento en el que, quien fuera Director Financiero de IFA/IDEA, Antonio Diz-lois, impartía instrucciones en las que ordenaba subsanar alguna de las irregularidades puestas de manifiesto en los informes de la IGJA sobre los ERE, allá por el año 2008. Diz-lois, no sólo había sido Director Financiero de IFA/IDEA, sino que antes, también había sido Jefe de Servicio en la DGTSS. En calidad de ambas responsabilidades había sido imputado en la causa, aunque, finalmente, no fue procesado. Una de las razones por las que se había librado de la maldición que aun pesaba sobre mí, es porque, no recuerdo si el Juez de Instrucción o la Audiencia Provincial, entendieron que Diz-lois y otros imputados, que tampoco fueron procesados, habían iniciado el proceso de regularización de las irregularidades del programa de subvenciones de los ERE. Por ello, al responder al Fiscal, me permití observar la paradoja que suponía que Diz-Lois estuviera libre, mientras que yo estuviera sujeto a un proceso en el que me pedían seis años de prisión, siendo así que lo que hizo Diz-Lois no fue otra cosa que tratar de subsanar las irregularidades que, precisamente, le había comunicado yo al trasladarle nuestros informes sobre los ERE. Esto desató la ira del Presidente del Tribunal, que me reconvino muy seriamente, advirtiéndome de que me abstuviera de realizar ese tipo de consideraciones en el futuro. Al propio tiempo, me señaló, con evidente desenfoque, que yo había tenido la oportunidad, con los recursos que me ofrece la Ley, para, por medio de mi abogado, oponerme a que Diz-Lois quedara libre de acusación, y a combatir la que sobre mí pesaba. Esto es una muestra de cómo los jueces viven en una burbuja, en la que, la tupida red que constituye el entramado jurídico e institucional, una auténtica superestructura que conforma el sistema judicial, les impide ver y comprender cuáles son las pulsiones que nos asaltan a los seres de carne y hueso. ¿Acaso no puedo quejarme y señalar lo paradójico de mi situación, por el mero hecho de haber tenido la oportunidad de recurrir el Auto en el que se acordó mi procesamiento? ¿Acaso yo me había quejado de que Diz-Lois se hubiera librado de esta maldición bíblica? Evidentemente, un acusado no puede discutir con un Tribunal pero, de qué habría servido, si eso hubiera sido posible. Qué puede obtenerse de personas que son incapaces, no ya de sentir empatía hacia un procesado, sino que razonan de acuerdo con unas señales y unos códigos de comunicación interpersonal absolutamente incomprensibles para el común de los mortales. Por ello, me limité a pedir disculpas (?!) por el grave pecado cometido, no sin añadir que, de ninguna manera pudiera desprenderse de mis palabras que yo hubiera cuestionado la justicia de la situación de la que disfrutaba Diz-Lois.
Cuando eran más de la siete de la tarde del primer día de mi declaración, que había comenzado por la mañana, pedí al Tribunal que la suspendiera hasta el día siguiente, pues me encontraba francamente cansado y la fogosidad del Fiscal con sus preguntas no había mermado ni un ápice, a lo que el Tribunal accedió.
En la sesión del día siguiente y en los instantes finales del interrogatorio del Fiscal, este me preguntó que si ratificaba determinados extremos concretos de la declaración que presté en el Tribunal Supremo. Sabía que podía encontrarme en tal tesitura y, a pesar de lo minuciosamente que había preparado mi declaración, no había previsto ningún recurso para abordar este asunto, si se planteaba. A la postre, creo que fue mejor responder espontáneamente que formular una respuesta que pudiera parecer preparada ad hoc. La indignación con la que acudí a declarar al Tribunal Supremo me llevó a preparar una catarata de supuestos, previstos en el ordenamiento jurídico de la Junta de Andalucía, en virtud de los cuales todos quienes habían recibido nuestras auditorías habrían estado obligados a adoptar determinadas medidas contempladas en leyes y reglamentos, para subsanar las irregularidades que nuestros informes de auditoría denunciaban. Encontré los momentos adecuados para soltar casi todo lo que tenía preparado en la sala del Supremo y, el no encontrar eco ninguno, ni en el Juez, ni en el Fiscal, me dejó un sabor amargo, que contribuyó al pesimismo que me embargó al terminar mi declaración, del que hablé anteriormente. Siempre he sido plenamente consciente y jamás he olvidado ni olvidaré las acusaciones que aquella mañana lancé en el Tribunal Supremo contra los consejeros de Hacienda, Empleo e Innovación, pese a su aparente inutilidad. Pero, hete aquí que al Fiscal de nuestro juicio aquello no le había pasado desapercibido y ahora me pedía que ratificara, precisamente, esas acusaciones. Cualquiera que presenciara mi respuesta pudo comprobar, claramente, que, o bien la pregunta me había descolocado o no tenía ninguna gana de responder, o las dos cosas, que es lo que realmente sentí. De modo que empecé a balbucear y, entre dudas, le dije al Fiscal que, bueno, que si me leía aquello a lo que él se estaba refiriendo, le podría contestar. El Fiscal empezó a buscar entre sus papeles y fugazmente pasaron por mi mente mis acusaciones en el Tribunal Supremo y lo absolutamente inoportuno que sería que se oyeran de viva voz en la sala del juicio, de modo que, inmediatamente rectifiqué y le dije al Fiscal: "sí, me ratifico". En un gesto estratégico como no se había visto en el juicio hasta el momento, el Fiscal, inmediatamente después de oír mi respuesta, dirigiéndose al Tribunal dijo: “No hay más preguntas, Señoría".
A partir de ese momento comenzó el interrogatorio de mi abogado, mucho más breve que el del Fiscal, y que me permitió hacer hincapié en aquellas cuestiones que el Fiscal no quiso o no le interesó abordar con sus preguntas y que jugaban a mi favor.
Durante esta fase viví otro de esos episodios delirantes, muy propios del microcosmos judicial, tan ajeno a aquel en el que vivimos los seres normales y corrientes. En un instante del interrogatorio, el funcionario encargado no lograba localizar un documento, para su muestra en pantalla, con los datos que le facilitaba mi abogado. En ese momento terció el Presidente para decirle a mi abogado que debía señalar correctamente lo que se denomina la ruta del documento, para que el funcionario pudiera mostrarlo en la pantalla, instante en el que yo mismo comencé a deletrear la ruta del documento, con el fin de resolver el atasco. ¡Quién me mandaría a mí meterme donde no me llamaban! Inmediatamente, el Presidente, un punto alterado, como si yo hubiera pisado territorio prohibido (realmente lo había hecho) dijo: “No, no, pero usted no.” Es decir, que no podía ser yo mismo el que cantara de viva voz la ruta del documento, a pesar de que era yo el que la conocía, sino que tenía que ser mi abogado.
¿Saben qué pasó? Pues, que el documento no pudo mostrarse, porque mi abogado debía de tener la ruta erróneamente señalada en sus papeles y el funcionario no pudo encontrarlo. Pero, ¿quién era yo, un pobre acusado, para tratar de resolver tan magna cuestión procesal?
Al terminar mi abogado, el Presidente me hizo unas preguntas, en un tono con el que parecía querer decirme: “Amigo mío, te he pillado; a ver cómo explicas estas contradicciones en las que has incurrido en tu declaración". Se trata de cuestiones asaz farragosas y pido perdón al paciente lector por este pasaje por el que le voy a hacer transitar, si tiene paciencia para ello. Pero describir este breve (no llegó a cinco minutos) interrogatorio resulta vital para entender varias cosas. Por un lado, el fárrago en que consiste la causa de los ERE y, en concreto, las acusaciones que sobre mí pesaban. Y, no menos importante: cómo el Tribunal, a esas alturas del juicio, cuando ya habían transcurrido seis meses de preparación y cuatro meses de juicio, naufragaba en la ignorancia más supina sobre algunas de las nociones básicas de los hechos que se ventilaban en el proceso. Para mi desgracia, nociones relacionadas con algunas de las cuestiones más relevantes relativas a las acusaciones de las que debía defenderme.
El Presidente me hizo dos preguntas, la segunda con varias secuelas. En la primera me pedía que le aclarara esta presunta contradicción en la que yo habría incurrido:
Según el Presidente, por un lado, yo había ratificado la opinión que reflejaban los informes de la Intervención, en el sentido de que las TF no eran un instrumento presupuestario adecuado para financiar las ayudas de los ERE. Esto era cierto. Pero, por otro lado, poco después, siendo “la misma cuestión” (?!), según el Presidente, yo había manifestado que no ratificaba la apreciación de dichos informes, según la cual, a las ayudas de los ERE les sería aplicable la legislación sobre subvenciones; según lo que respondí al Fiscal, ahora yo no estaba de acuerdo en que fueran subvenciones.
Le respondí al Presidente que, al contrario de lo que él sostenía en su pregunta, las dos cuestiones a las que se había referido, en las que encontraba contradicción, no eran “la misma cuestión”, sino que eran dos cuestiones distintas, sobre las que, lógicamente, yo podría tener opiniones diferentes, habiendo cambiado de opinión sobre una de ellas y no sobre la otra. En honor a la verdad, no es que se trate de cuestiones distintas, es que no tienen nada que ver, conceptualmente, una con la otra y resulta realmente sorprendente que alguien las pueda confundir, incluso sin tener la obligación de entenderlas, para enjuiciarlas. Debe de ser algo común a la judicatura. El agradable Juez que me interrogó en el Tribunal Supremo, con el tono que se gastaba, debo decir que bien distinto al que me dispensaba el Presidente del tribunal de enjuiciamiento, ya me había dicho tres años antes, con cierto retintín, algo así como: “Sí, sí, ya sé que usted ha cambiado de opinión", refiriéndose a algo similar a lo que tenía confundido a mi Presidente.
Tras oír mi respuesta, el Presidente se limitó a decir: "Bien", y me formuló la segunda pregunta.
En esta segunda pregunta, el Presidente del Tribunal me pidió que aclarara por qué si yo me había pronunciado tajantemente, en el sentido de que las ayudas de los ERE no eran subvenciones, en otros momentos de mi interrogatorio, que él había recogido minuciosamente, me había referido a dichas ayudas, llamándolas subvenciones. A partir de aquí empezó un rifirrafe completamente surrealista, en el que trataba de explicarle al Magistrado que mi cambio de opinión, acerca de la naturaleza jurídica de las ayudas de los ERE, se produjo a raíz de la promulgación del Decreto Ley 4/2012, en el que se establece claramente que a dichas ayudas no les es de aplicación la legislación sobre subvenciones; que había tenido en cuenta el informe jurídico que acompañaba a la tramitación de dicho Decreto Ley, en el que se afirmaba que tales ayudas no eran subvenciones, en sentido estricto; que en la legislación y en la práctica administrativa, los términos subvenciones y ayudas eran intercambiables, empleándose como sinónimos; que algunos de los ejemplos que me había puesto, en los que yo había usado el término subvenciones, se referían a pasajes de mi declaración en los que describía el contenido de informes emitidos hacía varios años, cuando ni yo ni nadie dudábamos de que dichas ayudas eran subvenciones... Nada de esto convenció al Presidente, que seguía viendo contradicción en mi testimonio, de modo que no me quedó más remedio que acabar diciéndole: “Cuando yo he utilizado el término subvenciones, para referirme a las ayudas de los ERE, me he equivocado.”

 
En el receso que se abrió al término de mi declaración recibí sendas efusivas felicitaciones del Presidente Griñán y de Mohedano, su abogado, ambos por separado.
Esa misma tarde, las páginas web de los diferentes medios de comunicación, con buen olfato periodístico, destacaban de mi declaración el final del interrogatorio del Fiscal que acabo de narrar, en el que ratificaba mis acusaciones en el Supremo. Pero, no se limitaron a reflejar la pregunta del Fiscal y mi respuesta, sino que acudieron al documento en el que se plasma la transcripción de mi declaración en el Tribunal Supremo y desgranaron todas las acusaciones que allí había formulado, contra los consejeros de Hacienda, Empleo e Innovación. Es decir, todo aquello que yo no había querido que se oyera de viva voz en la sala del juicio.
Según me contó mi abogado, al día siguiente, mientras desayunaban en el hotel en el que ambos se alojaban, el abogado de Griñán le soltó una catilinaria, en la que me acusaba de desleal y traidor por el contenido de mi declaración y de haber pactado con el Fiscal, para acusar a su cliente a cambio de obtener un trato de favor. Mi abogado le hizo ver lo inapropiado, cuando no falso de sus acusaciones y, como no aceptaba la reconvención, lo dejó rumiando su arrebato. A partir de ese día y hasta el final del juicio la estrategia de este abogado estuvo plagada de ataques contra mí, algunos realmente violentos.
En mi memoria queda la inconsistencia que demostró Mohedano, felicitándome por mi declaración, y arrepintiéndose solo un día después, cuando vio en los periódicos qué significaba exactamente lo que yo había ratificado a petición del Fiscal. Algo que él debería saber, no solo porque era su obligación, sino porque había estado presente el día en que yo declaré en el Tribunal Supremo. No obstante, esta actitud tenía todas las trazas de ser una sobreactuación, para consumo de su cliente, con el fin de protegerse ante un posible resultado insatisfactorio del juicio. Si su cliente salía malparado habría sido por mi culpa, parecía querer decirle.
En otros momentos del juicio provocó escenas en las que públicamente me acusaba de traidor, de haber hecho pactos vergonzosos y de no sé cuantas cosas más, que explicaba en voz alta en los recesos del juicio, teniendo buen cuidado de que no estuviéramos presentes ni mi abogado ni yo. Estas cosas me las iban contando los periodistas u otros abogados o acusados, quienes ya estaban hartos de los numeritos de este abogado, que a nadie beneficiaban, sino a su ego.
Al hilo de este asunto, no puedo dejar de mencionar el hecho de que el propio Griñán ratificó su violenta declaración contra mí realizada en el Tribunal Supremo, hasta en dos ocasiones. Cuando fue llamado a declarar por el Juez Álvaro Martín, durante la instrucción de la causa, el día 16 de marzo de 2016, y cuando declaró como acusado en el juicio, el 11 de abril de 2018.
En definitiva, los aspavientos de este abogado no tenían justificación alguna. Griñán había ratificado, como yo, sus hostiles declaraciones en el Supremo, porque, en el fondo, ¿quién puede permitirse hacer lo contrario, sin incurrir en una inconsistencia injustificable?
Por lo demás, el reflejo en los medios de mi declaración fue desigual. La mayoría de ellos la valoraron en titulares como una rectificación, respecto de pronunciamientos anteriores. Y es cierto que rectifiqué algunas ideas, como las que ya he contado, algo lógico: habían pasado ya seis años y mucha agua bajo los puentes desde que declaré en la Comisión de Investigación.
Al propio tiempo, debe tenerse en cuenta la situación tan difícil desde la que debía defenderme. Visto muy esquemáticamente, se me acusaba de que, conociendo los hechos que se plasmaban en los informes de la IGJA, no haber realizado actuaciones más eficaces que la mera realización de los controles cuyas conclusiones se plasmaban en dichos informes y su remisión a sus destinatarios. Es lamentable que fuera así, pero así era. Sin entrar en profundidades técnico-jurídicas, repare el lector en lo siguiente: si los delitos de los que se me acusaba solo pueden cometerse en forma dolosa (intencional), ¿cómo puede calificarse de dolosa la conducta de quien denuncia en informes escritos y reiteradísimamente los hechos que conoce? Podría ser culposa (imprudente) su conducta, por no ir más allá de los informes, algo que yo niego tajantemente, pero, ¿dolosa? Pues bien, desde esa difícil posición, ya que se me acusaba de corresponsable de las irregularidades administrativas y presupuestarias que se habrían producido, en mi declaración me esforcé en suavizarlas, poniendo de relieve todos aquellos aspectos que minaban la truculencia con la que las acusaciones describían las actuaciones administrativas que estaban siendo enjuiciadas. No me refiero, por supuesto, a los presuntos fraudes cometidos, como los intrusos, las sobrecomisiones y las posibles subvenciones sin causa, hechos que yo no conocí hasta que saltó el escándalo. Me refiero a las actuaciones que fueron valoradas negativamente en nuestras auditorías, como el empleo inadecuado de las transferencias de financiación y la deficiente tramitación de las ayudas por la DGTSS. Era evidente que la visión siniestra que ofrecía la fiscalía, con apoyo en el Informe de la IGAE, sobre estas cuestiones podía y debía ser matizada y eso es lo que hice, con evidente propósito de servir a mi defensa, no a la de otros, aunque de rebote también les beneficiara mi testimonio. Era algo así como decirle al Tribunal: “yo no soy autor de las irregularidades de las que me acusa el Fiscal y, además, las denuncié, en cuanto las conocí, poniéndolas en conocimiento de quienes deberían haberlas corregido; pero, ya que el Fiscal insiste en considerarme coautor de dichas irregularidades, debo decir que las mismas, siendo serias, no son tan truculentas como las califica el Fiscal.”
Por cierto, desde esta perspectiva, qué poco se entiende que el Fiscal insistiera en acusarme. ¿No le habría sido más útil como testigo que como acusado, papel en el que no tuve más remedio que luchar para debilitar la acusación, la mía, pero, de rebote, la de todos? Las conclusiones finales del Fiscal en el juicio, de las que hablaré más adelante, me hacen pensar que la acusación que formularon contra mí no estuvo suficientemente meditada.
 
Declaración de Griñán.
 
Los días previos a su declaración como acusado en el juicio, el Presidente Griñán me explicó algunos pormenores de su contenido, y me ofreció reiteradas garantías de que su estrategia defensiva no iría dirigida contra mí. Lo escuchaba con el natural escepticismo que derivaba de su conducta en el pasado, pero no dejaba de desear que esta postura constituyera un esperanzador desmentido y desautorización de las algaradas del botarate de su abogado. De hecho, cuando le hice ver qué mal se compadecían todas las promesas que me estaba haciendo acerca de su declaración con la conducta de su abogado, me dijo algo así como: “mi abogado hace lo que le da la gana, no me hace caso y me tiene hasta los c…”
Lo cierto es que la declaración de Griñán fue modélica, cumpliendo escrupulosamente lo prometido. Y, no solo eso, sino que, en los dos recesos que se produjeron durante el interrogatorio, vino inmediatamente a mi asiento (yo seguía teniendo dificultades deambulatorias, debido a mi lesión) a preguntarme qué me habían parecido sus palabras y si debía rectificar algo de lo dicho por él en la sala del juicio. Esto me azoró particularmente, pero, la verdad es que, como ya he dicho, ninguna pega puedo ponerle a la declaración de Griñán, que pareció cumplir aquel día con todo rigor con el principio que debe guiar la conducta de un coimputado, consistente en centrar su estrategia procesal en su propia defensa, sin tratar de desviar las responsabilidades hacia otro lado.
Debió de ser aquel día en el que, por la tarde, cuando nos despedíamos en los alrededores del Prado de San Sebastián, hasta la siguiente sesión, comentando los pormenores del juicio y haciéndonos lenguas del nuevo clima que parecía haberse creado, Griñán llegó a decirme que no comprendía cómo las cosas habían llegado tan lejos entre nosotros, porque,
- “Nosotros éramos amigos, ¿no es verdad, Manolo?”
- “Sí”, le conteste yo, “hasta que dejamos de serlo.”
Efectivamente, José Antonio Griñán y yo, no sé si éramos amigos, pero mantuvimos una relación muy cordial, mientras él fue Consejero de Economía y Hacienda. Es más, yo he sentido, desde que lo conocí, una gran admiración por Griñán. Admiración intelectual y política. Es un hombre sabio, que sabe de todo y dispone de una memoria prodigiosa que le permite aprovechar su monumental conocimiento en todas las facetas de la vida que pude conocer de él. Lo cierto es que nuestros contactos no fueron muy frecuentes, porque un director general, que era el rango del puesto que yo desempeñaba entonces, no suele tener un contacto cotidiano con un consejero. Pero, a lo largo del tiempo pude disfrutar de sus conocimientos sobre música, cine, literatura, historia, política…; sabía hasta de caballos. Aun conservo un par de discos compactos que me regaló, en los que había grabado varias piezas de música de jazz ejecutada por míticas cantantes, cuyos títulos había escrito cuidadosamente de su puño y letra en la carátula. Recuerdo haberle regalado en aquel tiempo una excelsa novela de Gonzalo Hidalgo Bayal con este significativo título: Paradoja del interventor. El libro, que supongo en sus anaqueles, en alguna ocasión le habrá hecho pensar en lo paradójico de nuestras cuitas. Pocas semanas después de ser elegido Presidente, con motivo de su cumpleaños, le mandé la famosa pieza Happy Birthday, Mr. President, que Marilyn Monroe le dedicó al Presidente Kennedy en señalada ocasión. Un gesto algo baboso y adulatorio por mi parte, pero que reseño para denotar el clima existente entre nosotros.
En sus intervenciones de contenido político en los consejos de dirección de la Consejería me maravillaban la soltura y profundidad con las que manejaba los datos estadísticos, dándoles sentido como elementos necesarios para la toma de decisiones públicas. Datos del mercado de trabajo, de la pirámide de población, de las preferencias de los ciudadanos. Todo ello adquiría un sentido que rara vez o nunca he visto en un político.
Durante un tiempo intentó formar una especie de club de debate, al que invitó a un grupo de personas entre los que tuve la satisfacción de encontrarme. En cada reunión, un miembro del club debía prepararse una intervención sobre un tema previamente seleccionado, para exponerlo ante el resto y abrir, así, un debate sobre el asunto. Recuerdo dos temas que fueron objeto de análisis: el terrorismo y el Islam. Esta iniciativa no tuvo mucho recorrido. La razón bien pudo estar en que el resto de los contertulios no estábamos a la altura o bien, porque no le satisfizo la iniciativa por cualquier otra razón. Esto me decepcionó. En aquellos debates, Griñán ofrecía un perfil de persona liberal, en el más profundo sentido, y regeneracionista, que creo que es su auténtico perfil, y no tiene por qué coincidir con las políticas que desarrolló o que pudo desarrollar. Recuerdo, por ejemplo, cómo, en una ocasión, se estaba refiriendo a una de las encuestas periódicas del Centro de Investigaciones Sociológicas, en las que se pregunta a los encuestados en qué punto de la escala de 1 a 10 se sitúan, siendo 1 la extrema izquierda y 10 la extrema derecha. Después de referir que la media española ha estado siempre alguna décima por debajo del 5 y la media andaluza, alguna décima más hacia la izquierda, terminó diciendo que él se sentía más bien alrededor del 5. Otra vez, refiriéndose al subsidio agrario, afirmó que su superación debía ser un objetivo de Andalucía como región, porque estaba vinculado a un mundo de subdesarrollo que debíamos dejar atrás. Seguramente no le hará gracia que cuente estas cosas, pero fueron algunos de los elementos que reforzaron la admiración que sentí por él. Yo, que, dicho sea de paso, desde que tengo uso de razón política, siempre me he sentido a la izquierda del 5.
Cuando fue elegido Presidente, me ofrecí a participar en el sanedrín que le ayudó a elaborar el discurso de investidura, pero no fui admitido. El discurso de investidura de Griñán es una de las piezas políticas más importantes que se han oído en la España democrática. Sin dudarlo, es el discurso de mayor altura y hondura políticas que se ha oído en el Parlamento de Andalucía en toda su historia. Allí se esbozaron las líneas maestras de un programa de regeneración política y social que podía ser suscrito por cualquier persona o grupo de pensamiento democrático y liberal. Otra cosa es lo que pudo hacer su ejecutivo, que debió gobernar en coalición con Izquierda Unida, en el breve tiempo de que dispuso, antes de que el asunto de los ERE lo arrollara.
Por todo ello, nada costará imaginar que la estrategia que puso en práctica para defenderse del huracán de los ERE me produjo una honda decepción personal.
 
Declaración de Guerrero.
 
El Director General de Trabajo, Francisco Javier Guerrero, declaró durante la fase de instrucción que, en una fecha que no recuerdo, pero que tampoco él precisó demasiado, se produjo una reunión a la que habríamos asistido los viceconsejeros de Hacienda y de Empleo, el Director General de Presupuestos, el propio Guerrero y yo mismo. En dicha reunión, según Guerrero, se examinó la gestión que estaba llevando a cabo la DGTSS de las ayudas de los ERE y se habría adoptado el acuerdo de seguir adelante con el asunto, sin más. Algún periodista me preguntó en su momento por ello y yo negué tajantemente haber participado en dicha reunión.
El día en el que Guerrero declaró esto en el juicio no estuve presente, pues estaba liberado de asistir, debido a mis fracturas y, por tanto, no pude presenciar el incidente que se produjo en el receso. Según me han contado varios espectadores directos, en el descanso de la declaración de Guerrero, Antonio Lozano se le acercó y, poco menos que cogiéndolo por las solapas, le afeó la mentira que habría dicho el otro, al contarlo como uno de los asistentes a aquella supuesta reunión en la que, según Guerrero, le habríamos dado el visto bueno a todos sus desmanes. Debió de ser digno de ver cómo Lozano, 193 cm de altura y una envergadura proporcional se dirigía a su interlocutor en términos amenazadores.
La gracia del asunto está en que, al día siguiente, cuando Guerrero continuó declarando, rectificó sus palabras del día anterior, señalando que había incurrido en un error, pues Antonio Lozano no estuvo presente en la supuesta reunión.
Este asunto de la reunión quedó definitivamente desactivado el día en el que Agustín Barberá, otro de los presuntos asistentes, en su calidad de Viceconsejero de Empleo, negó, no solo su presencia, sino la mera existencia de la reunión. Este testimonio tenía especial valor, viniendo de quien venía, toda vez que lo declarado por Guerrero, si hubiera sido cierto, podría haber beneficiado a Barberá. Esto, por otro lado, es una muestra más de la honestidad y bonhomía de Agustín Barberá, probablemente una de las más injustas víctimas del caso
 
Declaración de los auditores de la Cámara de Cuentas.
 
Como ya he contado en otro lugar, dentro de la estrategia de la Fiscalía se encontraba sacar partido de las opiniones de los funcionarios de la Cámara de Cuentas que habían realizado los trabajos de control que se plasmaron en el borrador de informe de fiscalización de las ayudas de los ERE. Este borrador contenía conclusiones mucho más graves sobre las actuaciones de los órganos de la Junta que las que, finalmente, figuraron en el informe definitivo emitido por la Cámara de Cuentas. Ya he comentado anteriormente el juicio que me merece esta incalificable iniciativa de la Fiscalía, de querer aprovechar, con carácter incriminatorio, un documento sin valor alguno (el borrador de informe), en cuanto no se encuentre ratificado en el informe definitivo aprobado por el Pleno de la Cámara de Cuentas, único órgano capacitado para expresar el parecer de la institución.
En lo que a mis intereses en el proceso se refiere, como se recordará, el citado borrador preparado por los funcionarios concluía que la IGJA no habría emitido, indebidamente, un informe de actuación. En cambio, el informe definitivo señaló que la IGJA no emitió un informe de actuación, al no haber detectado ningún supuesto de menoscabo de fondos públicos, sin realizar ningún reproche por ello.
Puede decirse que al Fiscal, con su empecinamiento en citar a estos funcionarios y tomarles declaración en el juicio, le salió el tiro por la culata. En lo que se refiere al informe de actuación, los funcionarios que declararon afirmaron que la IGJA debió de tener sus razones, con la documentación y los hechos que conocía en su momento, para no emitir un informe de actuación y que dicha decisión no puede valorarse diez o quince años después, con la información de la que ahora se dispone. Uno de los funcionarios interrogados, Carlos Vaz, fue preguntado sobre si ratificaba un documento de trabajo de los auditores que realizaron la auditoría, que le mostró el Fiscal, del que ya he hablado anteriormente, en el que se sostenía que la IGJA debió emitir un informe de actuación. El declarante leyó atentamente el documento en la pantalla y, al terminar su lectura, dijo tajante y valientemente que, con los ojos de hoy, no lo ratificaba. Esto irritó visiblemente al Fiscal que, a partir de ese momento, le hizo varias preguntas en las que, con un cierto sarcasmo, trató de desacreditar al testigo.
Cuando terminó la declaración de Carlos Vaz, al que no tenía el gusto de conocer, se produjo un receso, momento que aproveché para alcanzar al declarante en el vestíbulo, antes de que tomara el ascensor, y felicitarle por su claridad y gallardía.
También declaró en el juicio Amelia Martínez, en aquellos momentos Consejera de la Cámara de Cuentas, designada a propuesta del PP, quien, sobre el asunto del informe de actuación, contestó en la misma línea que sus antiguos compañeros y, por tanto, en mi beneficio.
 
Declaración de Juan Antonio Cortecero.
 
Este testigo había sido, entre otras cosas, Viceconsejero de la Presidencia en la Junta de Andalucía y Subsecretario de Política Territorial del gobierno de la nación, ambos puestos bajo la égida de Chaves y Zarrías. Por tanto, sería lógico entender que, en su declaración como testigo, defendiera la posición de estos en el proceso. En esta línea, defendió muy enfáticamente que las ayudas de los ERE pudieron y debieron fiscalizarse, con una argumentación algo más elaborada, aunque no menos errada, que la oída hasta el momento en el juicio. Quizá por ello, al terminar su declaración, de un modo absolutamente sorprendente, por infrecuente, el Presidente del Tribunal agradeció al testigo su testimonio, calificándolo de esclarecedor, o algo así.
Yo contemplaba este interrogatorio desde mi casa, merced a la dispensa que nos había hecho el Tribunal de asistir a las sesiones y a que las mismas se retransmitían por Internet, y me quedé extraordinariamente preocupado con la coda del Presidente. Y por la circunstancia de que las tesis expuestas por el testigo no pudieron merecer la réplica, mediante preguntas de mi abogado, pues no se encontraba presente, por las razones que después diré.
 
Declaración del Letrado Mayor del Consejo Consultivo.
 
Al día siguiente de la declaración de Cortecero prestaba testimonio el Letrado Mayor del Consejo Consultivo de Andalucía y decidí asistir a la sesión. Durante su declaración, este testigo reiteró la tesis expuesta el día anterior por Cortecero, sobre la exigibilidad y posibilidad de la fiscalización de las ayudas de los ERE por la Intervención. Ese día asistió a la sesión en mi defensa Elizabeth Alcalá, abogada del despacho de José Rebollo, mi abogado. En su turno de preguntas, mi abogada le preguntó al testigo si no era más cierto que, para que la Intervención pudiera fiscalizar un gasto, era necesario que el expediente viniera encabezado por una propuesta de gasto, lo que el testigo corroboró, sin titubeo alguno. A continuación, le preguntó si el testigo compartía que los expedientes de las ayudas de los ERE no contenían ni podían contener una propuesta de gasto. En ese momento, el Presidente interrumpió el interrogatorio, impidiendo que el testigo contestara, afirmando que este ya había emitido claramente su opinión al respecto y declaró la pregunta impertinente, por reiterativa. Mi abogada no formuló protesta y continuó con la siguiente pregunta. Este incidente me produjo un profundo desasosiego, ya que se trata de una cuestión clave del proceso, y de las pocas, por no decir la única, en la que el Presidente del Tribunal, tan hermético, en general, con su apostilla a la declaración de Cortecero y su interrupción a mi abogada había demostrado que en su mente se había consolidado una tesis que no me beneficiaba en absoluto y sí a la mayoría del resto de los acusados. No es que fuera un asunto penalmente fatal de necesidad para mí, pero, desde mi perspectiva, me colocaba en una situación difícil de explicar y, cuando menos, desairada. ¿Cómo es que, conociendo que las ayudas de los ERE no se estaban fiscalizando, pudiendo haberse fiscalizado (este es el núcleo del carácter falaz de estas tesis) durante diez años me limité a plasmar dicho hecho en las auditorías y a comunicarlas a sus destinatarios? ¿Entenderá el Tribunal que la Intervención solo fiscaliza los expedientes que se le presentan y que no está obligada ni autorizada a ir en su búsqueda?
La verdad de este asunto es que las ayudas de los ERE, efectivamente, eran unos gastos que, en principio, no estaban exentos de fiscalización. Pero, -y esto es lo que mi abogada, infructuosamente, quiso poner sobre el tapete, con su pregunta declarada impertinente por el Presidente-, para que un gasto pueda ser fiscalizado requiere que el expediente venga encabezado por una propuesta de gasto. Esta propuesta, en el caso de los ERE, era de cumplimentación imposible, porque para formular una propuesta de gasto el órgano gestor necesita un crédito del Presupuesto, adecuado y en cuantía suficiente y, en este caso, dicho crédito no era el adecuado y ya se había agotado con la TF. Yo había declarado en varias ocasiones que la fiscalización de las ayudas de los ERE era un acto jurídico de contenido imposible, por inexistencia de objeto, ya que el objeto de la fiscalización no es, propiamente, el expediente de la ayuda de que se trate, sino la propuesta de gasto en la que el mismo se refleja, como expediente de gasto y tal propuesta de gasto era de aportación imposible por el órgano gestor de las ayudas.
Espoleado por la tribulación en la que me habían sumido las últimas declaraciones, al término de la declaración del Letrado Mayor del Consejo Consultivo y antes de que entrara en la sala el siguiente testigo, me puse en pie y levantando la mano, solicité la venia para dirigirme al Tribunal. Mi objetivo era expresar mi opinión de experto sobre este dichoso asunto de la fiscalización de las ayudas en los términos que acabo de exponer. El Presidente, con una celeridad desacostumbrada, me negó la palabra, con el argumento de que ya había tenido la oportunidad de expresar mi opinión en mi declaración y que la volvería a tener en el momento de la denominada última palabra. Me senté disciplinadamente, murmurando en tono audible, al menos, para los periodistas que se sentaban detrás: “tenía que intentarlo”.
Este intento de intervención desató una pequeña borrasca. A última hora del día, mi abogado me dijo que había recibido quejas irreproducibles de sus colegas y calificó mi actuación de nefasta para mi defensa, suponiendo, además, una erosión de su posición como defensor. Le expliqué las razones que me habían impulsado a hacer lo que hice, le aclaré que no había interrumpido el interrogatorio, como al parecer le habían contado, sino que había aprovechado el receso entre dos declaraciones y, en todo caso, le transmití mis disculpas por todo ello, para lo que le rogué que tomara en consideración que, en ningún caso, se me había pasado por la cabeza que tal iniciativa supusiera alguna clase de desconsideración hacia mi abogado. Por ello, le prometí que extendería mis disculpas expresas a Elizabeth Alcalá, presente ese día en la sala, cosa que hice inmediatamente después.
Es evidente que los abogados que fueron con las quejas al mío, además de servir al espíritu tribal o corporativo al que ya me he referido, se dolían por mi intento de desmontar una de las tesis que más beneficiaban a sus clientes, que eran acusados de establecer un sistema para eludir los controles de la Intervención.
La conversación con mi abogado ese día tuvo otro elemento de mayor importancia y transcendencia. Me comunicó que le habían diagnosticado una grave enfermedad, hecho en sí mismo tremendo y que justificaba su ausencia en las sesiones del juicio inmediatamente anteriores y vaticinaba incertidumbre para el futuro, merced a los tratamientos a los que debía someterse rápidamente.
Por lo demás, en conversación con Elizabeth Alcalá al final de la sesión me explicó los motivos por los que no formuló protesta al Tribunal, sobre la declaración de impertinencia de su pregunta, que me parecieron razonables.
Afortunadamente, en sesiones posteriores, aprovechando la declaración de los interventores de la Junta, pudimos ofrecer una visión contrapuesta sobre esta materia, favorable a nuestros intereses. Particularmente elocuente resultó el testimonio de Luis Hinojosa, lo que llevó al Fiscal, en su informe de conclusiones definitivas, a apostar por los argumentos expuestos por este interventor, “por su preparación y experiencia”, frente a la opinión de otros testigos.
En el Anexo IX del libro se contiene un resumen de lo más destacado de la declaración de este testigo. A mi juicio, un elemento de extraordinaria relevancia en la decantación del tribunal en favor de mis tesis.
 
Declaración de los interventores de la Junta.
 
El Fiscal había pedido en su escrito de acusación que declararan en juicio nada menos que doce interventores de la Junta, es decir, doce personas que habían prestado servicios bajo mi dirección y dependencia. No creo que haya ningún acusado en el juicio que haya merecido semejante despliegue acusatorio, como el que demuestra la amplia nómina de testigos propuestos por la Fiscalía para reforzar su acusación contra mí. Por suerte, no todos ellos estuvieron dispuestos a convertirse en testigos de cargo, a pesar de las malas artes, por no emplear otra expresión más gruesa, que empleó el Fiscal en alguna ocasión, para amedrentar al testigo, recordándole la existencia de diligencias penales en trámite, ajenas por completo al juicio, en las que se investigaban todas las TF que había recibido IFA/IDEA a lo largo de los años; como queriendo advertir al testigo de la posibilidad de verse envuelto en dichas diligencias. No obstante, otros interventores sí que parecieron prestarse gustosamente a las pretensiones del Fiscal. 
Tanto el Fiscal, como el abogado del Consejero de Empleo, Antonio Fernández, casi más este último, trataron de sacarle a los interventores todo lo que pudieron en mi perjuicio. Debo decir que los testigos de mayor rango en la Administración, con una sola excepción, no les ofrecieron a los dos acusadores ni una sola baza que utilizar contra mí, constituyéndose en auténticos valladares frente a todas las tesis con las que ambos pretendían incriminarme. No sabría a quien destacar en la bizarría con la que se condujeron en los larguísimos interrogatorios a los que, sin desfallecer, fueron sometidos. Rocío Marcos, que me sustituyera como Interventora General de la Junta, aguantó el más largo interrogatorio del juicio. Doce intensas horas en dos o tres jornadas interminables, en las que ofreció una visión institucional de los hechos enjuiciados, sin excluir las críticas a los aspectos más chuscos y carentes de defensa de la gestión realizada por la DGTSS. Teresa Arrieta, que había sido una de mis más cercanas colaboradoras, defendió con convicción todas las actuaciones realizadas por la IGJA, sin permitirse en un solo momento el fácil recurso empleado por otros de encogerse de hombros y mirar hacia arriba. Luis Hinojosa, testigo de lujo, según mi abogado, despejando con su habitual elocuencia toda la basura que pretendían arrojarle, en mi perjuicio. Charo Lobo, cuya inagotable fuente de conocimiento y experiencia tanto me había ayudado en la preparación de mi defensa, desmintió sus temores sobre su declaración, comportándose como una jabata imperturbable frente a las acometidas del abogado de Fernández. Mención aparte merece Victoria López. Cuando habría sido tan fácil para ella dejarse llevar por la orientación que llevaban las preguntas acusatorias o incluso por la desgana, decidió hacerles frente y realizó una defensa de la rectitud de las actuaciones de la Intervención de la Junta que llegó a emocionarme.
Todos ellos en el juicio ofrecieron una imagen de profesionales de excelente nivel. Esto no sólo me satisfizo porque ayudó a mi defensa, sino porque me hizo sentir el orgullo de haber dirigido una institución compuesta de profesionales de gran altura y que todo ello quedara de manifiesto públicamente.
Pero no todo fueron mieles. En este caso, no quiero dejarme llevar por el rencor, ni mostrarme demasiado severo con algunos otros testimonios de interventores que me perjudicaron y que no mencionaré. Tampoco referiré algún sonado ridículo que quedará en los anales del juicio, sin mayor transcendencia. Pero no puedo dejar de mencionar dos casos de iniquidad inexplicable. Inexplicable, al menos, para mí. Ellos sabrán sus razones.
El primero es el de Francisco Nieto, que había sido auditor de la IGJA y, en calidad de tal, había intervenido en las auditorías de IFA/IDEA. Como quiera que el Fiscal le preguntaba por las razones por las que la IGJA no había emitido un informe de actuación, su respuesta fue la siguiente: “el Interventor General sabrá por qué no se emitió el informe de actuación”. El lector no avisado debe saber, para entender la maldad de esta respuesta, que, si hubiera sido procedente emitir un informe de actuación, habría sido este funcionario, como auditor responsable del control realizado, el que debió haber elaborado y propuesto a su superior tal tipo de informe, algo que nunca hizo. Esta misma respuesta a la misma pregunta fue la que formuló otro interventor en la fase de instrucción. Si no cito su nombre es porque puedo apreciar que la motivación de este último, sino la decencia, bien pudo ser el intento de evitar su propia imputación, algo perfectamente posible en la fase de instrucción. Excusa de la que no puede valerse Nieto, para cuya conducta no encontramos otra inspiración que la pura mala intención de hacer daño.
El otro fue Ramón Gutiérrez, Interventor Delegado de la Consejería de Empleo durante una parte del periodo investigado, puesto que tenía entre sus cometidos la fiscalización de las TF. Este funcionario, cuando fue llamado a declarar como testigo ante la UCO de la Guardia Civil, durante la instrucción, decidió personarse acompañado de un documento que nadie le había pedido y que me ha producido intensos dolores de cabeza durante todo el proceso. Documento, por cierto, que él guardaba celosamente en su poder, muchos años después de abandonar su puesto de Interventor de Empleo, esperando, supongo, que llegara la ocasión oportuna para exhibirlo. Pero ¿por qué motivo este funcionario guardó en su casa copia de este documento y con qué objetivo se lo exhibió a la UCO? Francamente, no hay una explicación racional para ello. Pido disculpas al lector por lo abstruso de esta cuestión, a la que no le dedicaré más tiempo del preciso para que quede clara la catadura de este funcionario. El documento de marras era un oficio en el que yo, como Interventor General, le ordenaba que practicara una retención de crédito en el Presupuesto de la Consejería de Empleo, por el importe de la desviación presupuestaria que habíamos detectado en la gestión de las ayudas por la DGTSS. A partir de la entrada de este infausto papel en el proceso que, si no lo hubiera aportado este funcionario, probablemente nunca habría aparecido, fue objeto de intensos manoseos por parte de jueces, abogados y fiscales, que trataron de extraer de él, con notoria ineptitud y/o mala intención, según los casos, la consecuencia de que sería demostrativo de las portentosas facultades que tendría el Interventor General para frenar el fraude de los ERE y que, al parecer, no se habría atrevido a ejercer. Y, ¿cómo se defiende uno de una tesis como esta, relativa a un simple mecanismo contable cuya funcionalidad y efectos nadie entiende y sin fuerza alguna para frenar la frenética actividad extrapresupuestaria y extracontable de la DGTSS? Pues, con mucha dificultad. Que este dichoso papel me iba a causar graves problemas, sin duda, lo debió de imaginar su impertinente e inoportuno presentador y, a pesar de ello y de que nada le iba en el asunto, decidió presentarlo. Solo se me ocurre una atenuante, aunque nada bueno diga, no sé si de la dignidad, pero, desde luego, de la lealtad y entereza de este subordinado: que acudió aterrorizado a declarar ante la Guardia Civil y decidió llevarles un papel que demostraría que allí el que partía el bacalao era el Interventor General, pero no él, un simple Interventor Delegado, al que no se le podría culpar de nada. Tampoco dice gran cosa de su inteligencia, porque, ¿cómo no reparó este pobre hombre en el lío en el que podía haberse metido, simplemente con que yo hubiera negado haberle ordenado alzar la retención, afirmación sobre la que no pudo aportar más prueba que sus propias palabras? Afortunadamente para él, su superior jerárquico se comportó en todo el proceso con una notable consideración hacia sus subordinados, cabe decir que inmerecida en este caso.
En su declaración en el juicio, este funcionario no sólo no enmendó su poco airosa conducta durante la instrucción, sino que abundó en ella, echando balones fuera, o, mejor, despejándolos hacia arriba en la escala jerárquica. Este testigo debió pensar que por algo sería por lo que su superior era el único acusado por estas cosas por las que a él le preguntaban. Pues, que cargue con ellas, a fin de cuentas, ¿qué son seis años de prisión?
 
 
El informe de la IGJA que presenté durante el juicio.
 
A lo largo de todo el proceso, en su fase de instrucción, diversos imputados presentaron informes periciales, suscritos por profesores de universidad, que apoyaban sus tesis defensivas. Como ya he mencionado más de una vez, entre estas tesis defensivas se encontraba, con mayor o menor amplitud e intensidad, la acusación de un deficiente y negligente funcionamiento de la Intervención de la Junta, que sería la verdadera responsable de los desmanes producidos.
Al margen de la preocupación que me producían estas iniciativas, que venían a sumarse a las procedentes de los peritos de la IGAE, constituidos en auténticos peritos de las acusaciones, este asunto me tocaba las narices particularmente. Estas pericias de mis compañeros de banquillo son muy costosas y se rumoreaba que se las habría pagado el PSOE que, en algún caso, también estaría pagando los gastos de defensa de los acusados. Sin descartar que hubieran recibido la promesa de que se las pagara la propia Junta, dentro de la compensación de los gastos de defensa a la que tendrían derecho. Manda h…, pensaba yo, que la Junta les pague una pericia que me acusa a mí, otro empleado de la Junta del mismo proceso. Por cierto, recientemente he sabido que la Junta de Andalucía le ha reconocido a Magdalena Álvarez el derecho a que le compensen los gastos de desplazamiento de su perito para deponer en el juicio. Deposición en la que, entre otras cosas, se dedicó a culparme del fraude de los ERE. Ya se puede imaginar el lector la gracia que me produce que la Junta le reconozca a la acusada y condenada, Magdalena Álvarez el derecho al percibo de más de seis mil euros de los gastos de desplazamiento de su perito, que ha ido al juicio a acusarme y, la misma Junta, como contaré más adelante, me escatime a mí, que he sido absuelto, el resarcimiento de los gastos de desplazamiento de mi abogado. Dejemos de lado la circunstancia de que la asistencia de abogado en un juicio penal es obligatoria, circunstancia que no concurre, desde luego, en un perito.
Por eso, durante muchos meses, estuve barajando la posibilidad de que los mejores especialistas de la IGJA en las materias objeto de mi acusación, compañeros míos y antiguos subordinados, elaborasen un dictamen pericial para presentarlo en el proceso. Todos ellos accedieron a embarcarse en el trabajo, salvo dos excepciones, que siempre lamentaré, a pesar de que la iniciativa no llegó a fructificar. La verdad es que se trataba de una faena que exigía, no sólo mucha dedicación, sino el compromiso de personarse en la instrucción y en el juicio, para ratificar la pericia. De ahí el agradecimiento a los compañeros y amigos que estuvieron dispuestos a hacerlo. Me llegué a plantear la elaboración yo mismo del texto base de la pericia y que luego fueran ellos los que elaboraran el texto definitivo con sus propios criterios, que no podían diferir mucho de los míos. Pero, me fue imposible. Ya me había vaciado con tres extensísimos escritos presentados en el juzgado, en los que había tratado exhaustivamente toda la materia y era incapaz de volver a escribir un extenso y documentado papel con palabras distintas, de modo que abandoné la idea.
No obstante, seguía pensando que la opinión de la IGJA debía oírse en el proceso, de un modo institucional y no solo a través de sus funcionarios citados a declarar como testigos. Como ya he señalado, la IGJA estuvo emitiendo informes sobre diferentes asuntos durante el primer año de instrucción, que no parecieron encajar con la visión apocalíptica y las atroces respuestas penales que estaba preparando la Juez. Esas y otras razones igualmente inconfesables, a las que ya me he referido, provocaron el encargo de la pericia de la IGAE. Las consideraciones y conclusiones de los funcionarios de la IGAE, en lo que se refiere a las actuaciones de la IGJA, fueron particularmente erradas, cuando no ineptas o malintencionadas y, no solo mi defensa, sino el propio proceso, en general, necesitaban el contrapunto del órgano verdaderamente especializado en las cuestiones que tenían que ver con el control interno en la Junta de Andalucía, que no es otro que su Intervención General.
Por ello, preparé una iniciativa verdaderamente singular, que cumpliera con esa doble premisa. Elaboré un cuestionario de preguntas que cubrieran todos los aspectos relacionados con los relatos incriminatorios del Juez de instrucción, de los fiscales y de los abogados, dirigidos contra mí y se lo dirigí al Interventor General, en forma de solicitud, con el fin de que dicho cuestionario me fuera respondido oficialmente, para su presentación en el proceso. El Interventor General, Vicente Fernández, entendió que mi solicitud debía ser atendida y le encargó la elaboración de la respuesta a la funcionaria cuyo ámbito funcional era el más apropiado, en relación con las preguntas del cuestionario y que resultó ser Teresa Arrieta, a la sazón, Jefe de División de Control Financiero Permanente. Finalmente, la IGJA, con oficio firmado por el Interventor General, me remitió un informe de la citada Jefe de División, en el que daba respuesta a todas las preguntas del cuestionario. El resultado fue, en todos los sentidos, el que yo había apetecido. Mi experiencia había sido hasta el momento que ni jueces ni fiscales se leen los documentos muy extensos, como los que yo había presentado y, mucho menos, si sospechan que desarman las tesis que ya se han consolidado en sus mentes. Por eso, trataba de ofrecer ahora un documento breve que, en pequeñas píldoras, diera respuestas fundadas a numerosas cuestiones, como numerosos eran los asuntos de los que debía defenderme. El documento llegó a tiempo para su presentación antes del inicio del juicio oral y el Tribunal lo admitió como prueba en el juicio. Para mi satisfacción, este documento ha resultado determinante para el fallo absolutorio, transcribiendo la sentencia, literalmente, largos párrafos del Informe, en sus considerandos. Por ello y, en todo caso, mi agradecimiento a Vicente Fernández, Interventor General entonces, por acceder a mi petición y a Teresa Arrieta, por realizar materialmente un trabajo excelente, será eterna.
 
Los peritos.
 
La práctica de la prueba pericial en el juicio ha sido uno de los grandes fracasos de las defensas que habían presentado informes periciales en la causa, todos ellos suscritos por catedráticos de Derecho de distintas especialidades. Fueron las defensas de Griñán y Lozano, Magdalena Álvarez, Antonio Fernández y Carmen Martínez Aguayo. El resto de los peritos que intervinieron en la prueba son los que suscribieron los diversos informes de la IGAE, elaborados por decisión de la Juez de instrucción. Puede decirse que, si aquellos peritos eran de las defensas, estos, los de la IGAE, eran los de la acusación, a tenor de la actitud que adoptaron unos y otros en el juicio, que no fue otra que la que se deriva de los informes ya presentados durante la instrucción.
Algunas defensas formularon al Tribunal la solicitud de que la prueba pericial se practicara en un solo acto, de modo que todos los peritos depusieran conjuntamente. Aunque no me lo han dicho, estoy seguro de que estas defensas presumían que los peritos catedráticos de las defensas se comerían crudos a los funcionarios de la IGAE y que, por tanto, lo mejor era confrontarlos simultáneamente, de modo que el Tribunal apreciase la supuesta diferencia en solvencia y preparación que habría entre unos y otros.
Si fue así, fue un error de juicio realmente inexplicable. Muchos de los abogados asistieron durante la instrucción a la diligencia de ratificación de su informe por los peritos de la IGAE, ante la Juez de Instrucción, que duró más de ocho días, durante los que tuvieron tiempo más que suficiente para comprobar la verdadera índole de los susodichos peritos. A mí, que no asistí a dicha diligencia, porque no podía, me bastó con leer el acta en la que se plasmaba la misma para comprobar la altanería, rayana en la chulería, con la que los peritos de la IGAE respondían a las preguntas de las defensas y la contundencia con la que defendían sus tesis. Ello, unido a la alta cualificación que, por experiencia propia, sé que poseen los funcionarios de la IGAE, me persuadía de que los peritos iban a ser unos huesos duros de roer y, desde luego, que no se iban a amilanar por tener enfrente a unos catedráticos que, con seguridad, saben mucho menos de las cuestiones que se ventilan en el juicio que los funcionarios de la IGAE.
La inconveniencia de que la prueba pericial fuera conjunta, en base a las consideraciones que acabo de hacer, se la transmití a todo el que me quiso oír durante los meses previos a la práctica de la prueba en el juicio, aconsejando que se desistiera de la petición al Tribunal. A mi juicio, era más conveniente para las defensas, las de todos, que, en primer lugar, depusieran los peritos de la IGAE y dijeran lo que quisieran, sin contradicción y, después, depusieran los catedráticos, sin tener delante unas moscas cojoneras que les iban a refutar todo cuanto dijeran contrario a sus tesis.
El Tribunal, al que el juicio ya se le estaba alargando más de la cuenta, creyendo que la pericia conjunta ahorraría tiempo, vio el cielo abierto y accedió a la petición. A mi juicio, todos estaban equivocados, defensas y Tribunal. Aquellas, por lo ya dicho y este porque la pericia conjunta se hizo interminable, merced a las reiteradas réplicas, dúplicas, redúplicas y contraréplicas que se produjeron a lo largo de más de un mes y que el Presidente no supo o no quiso atajar. Estoy seguro de que si los peritos hubieran depuesto sucesivamente, el trámite se habría resuelto en una semana. Y, lo que es más importante: nos habríamos ahorrado el baño que recibieron todos los catedráticos, sin excepción, especialmente a manos Turrión, el capitán de los peritos de la IGAE.
Respecto del papel que jugaron los académicos, merece destacarse el desempeño de los catedráticos Zornoza y Martínez Lago, contratados por la defensa de Griñán y Lozano. Recuerdo vívidamente cómo los fiscales dejaron en evidencia a estos profesores, formulándoles una pregunta, aparentemente inocente, acerca del régimen jurídico y las modalidades de las modificaciones presupuestarias en la Junta de Andalucía. Ambos peritos, los dos catedráticos de Derecho Financiero, se miraron, como queriendo decirse mutuamente: “habla tú que a mí me da risa”. Tras un lapso de enojoso silencio, finalmente, uno de los dos rompió a hablar, respondiendo entre balbuceos, con apenas cuatro ideas y no del todo conexas.
Otro de los peritos de las defensas que tuvo su lucimiento fue el profesor de Derecho Administrativo de la Universidad Loyola, Juan Antonio Carrillo,44 que formuló una tesis en el juicio que pasará a los anales del Derecho Financiero y de la ciencia de la Hacienda Pública. En un momento de su deposición, aprovechó para exponer una tesis que traía muy elaborada y que, sin duda, publicará próximamente en revistas especializadas del máximo nivel y que él formuló así: “el Interventor General tiene la llave del grifo de los ERE.” Supongo, aunque él no lo expuso en el juicio, que esta tesis se encuentra respaldada por la doctrina más solvente, nacional y extranjera.
El día en el que este perito nos regaló este producto de su conocimiento, al terminar la sesión, me encontré en el ascensor con su cliente, a la sazón, Carmen Martínez Aguayo. Azorada por la situación embarazosa en la que la había colocado la reciente deposición de su perito, musitó: “no entiendo nada, Manolo”. A estas alturas sigo sin saber qué es lo que no entendía la Sra. Martínez Aguayo, porque su perito se había expresado esa tarde con extraordinaria claridad.
Por lo demás y como ya he señalado, mi vaticinio se cumplió y el perito de la IGAE, Ángel Turrión, y sus adláteres se enseñorearon de la práctica de la prueba pericial. Este funcionario, con aspecto de cantante de fados y voz grave y potente, no dejó de replicar a cada una de las intervenciones de sus oponentes durante el largo mes que duró su presencia en la sala. Cuando cualquiera del resto de los peritos terminaba su intervención, él levantaba la mano para replicarle, reiterando una y otra vez, como un martillo pilón, la media docena de ideas fuerza derivadas de los informes periciales elaborados por los funcionarios de la IGAE. La inmutabilidad del perito en sus tesis fue granítica, no se movió ni un ápice, ni uno sólo de los razonamientos expuestos por otros peritos o sugeridos por las preguntas de las defensas logró, no ya que rectificara, sino ni siquiera que matizara, aunque fuera levemente, alguna de las consideraciones o conclusiones de sus informes. Esta actitud le confería coherencia al trabajo de los peritos de la IGAE, pero le restaba credibilidad y neutralidad, a qué dudarlo. No es razonable que un trabajo plasmado en varios miles de páginas, como el que realizaron los peritos de la IGAE, no merezca la más mínima reconsideración, por nimia que esta fuera, una vez que se somete a la doble contradicción de las diferentes partes presentes en el proceso y de sus peritos.
Mi abogado sacó el partido que pudo de este perito de granito, con preguntas medidas, pero no logró arrancarle el más mínimo gesto que compensara el terrible daño que me había ocasionado el injusto y errado juicio sobre la labor desarrollada por la IGJA que se plasmaba en el Informe de la IGAE, la razón principal, por no decir la única, que me había llevado a juicio.
 
Los informes de las acusaciones.
 
Si alguien pudiera haber pensado que las tremebundas penas solicitadas por las acusaciones en sus escritos de acusación y calificaciones provisionales, al inicio del proceso, eran un ejercicio de máximos habría cometido un craso error, especialmente, en lo que se refiere a la Fiscalía y a la acusación popular del PP. El desarrollo de un año de juicio apenas influyó en sus calificaciones definitivas expuestas al final de la vista oral, ya que la única modificación importante que introdujeron fue la retirada de la acusación contra mi amigo Antonio Estepa, y, en todo lo demás, mantuvieron las peticiones de penas iniciales, con ligeros retoques.
Pero es que, además, la retirada de la acusación contra Antonio Estepa, lo único que puso de manifiesto fue lo injustificado de su imputación y procesamiento. El nombre de este acusado no salió a relucir a lo largo del juicio en ningún momento, lo que no es sino una muestra de su nula participación en los hechos que se investigaban. Algo, por otra parte, perfectamente conocido por los jueces de instrucción y los fiscales que, no obstante lo cual, decidieron mantener la imputación, procesarlo y acusarlo en el juicio. Durante la prueba pericial se produjo un incidente significativo relativo a este acusado. En un momento del interrogatorio de los fiscales a los peritos de la IGAE, se les estaba preguntando a estos por cada uno de los acusados, citando sus nombres sucesivamente, uno por uno, para que los peritos expusieran las conductas presuntamente irregulares que habría cometido cada uno de ellos. Cuando llegó el turno de Antonio Estepa, el perito que estaba en el uso de la palabra no encontraba nada qué decir sobre este acusado. Vamos, que no encontraba su nombre por ningún sitio. En ese momento, el capitán de los peritos le dijo al Fiscal, con tono de suficiencia, algo así como: “No se preocupe, lo está buscando mi compañera, que es un hacha, en su portátil y con seguridad aparece”. Tras varios minutos de enojoso silencio, los peritos tiraron la toalla y debieron reconocer que no tenían nada en sus papeles sobre Antonio Estepa. Desde ese momento, la retirada de la acusación estaba cantada.
Los fiscales destinaron varias horas a su informe, dedicándole a cada acusado un tiempo no inferior a 15 minutos; en algunos casos, hasta 30, en los que desgranaban los hechos presuntamente punibles que le atribuían a cada uno. No obstante, hubo tres excepciones. A tres de los acusados, José Salgueiro, Jesús Rodríguez Román45 y yo mismo, el Fiscal nos dedicó alrededor de 2 minutos, en los que realizó una faena de aliño, casi con desgana. De lo poco que dijo el Fiscal en estos dos minutos nada me pareció que tuviera alcance penal. En concreto, el Fiscal se refirió a tres omisiones que, a mi juicio, no implican reproche penal alguno. Estas omisiones, que el Fiscal consideró, finalmente, como las conductas individualizadas que justificarían cinco años de imputado, un año de juicio y una petición de condena a seis años de cárcel fueron:
a) No avocar la competencia del Interventor Delegado en la Consejería de Empleo para fiscalizar las TF, actuación a la que ninguna norma obliga al Interventor.
b) No volver a realizar en años sucesivos el examen de las ayudas de los ERE que se hizo en 2005. Ya he explicado que el propio control realizado en 2005 fue una propina a la que no estaba obligada la IGJA.
c) No realizar nuevas retenciones de crédito en años sucesivos, actuación completamente discrecional, a la que no me obligaba ninguna norma.
La impresión que transmitió la Fiscalía, en lo que a mí se refiere, es que su ánimo acusatorio se había desinflado. La comparación entre el duro interrogatorio al que me sometió el Fiscal en los primeros meses del juicio, con su alegato final desprende la sensación de que de aquel furor acusatorio no habían quedado ni las raspas. Esto, naturalmente, era una muy buena noticia, porque, ante una sentencia absolutoria, no sería razonable que el Fiscal se planteara recurrirla.
Acerca de este cambio de actitud del Fiscal a lo largo del juicio he llegado a algunas conclusiones, que cuento a continuación, a despecho de que pueda estar equivocado.
Cuando me planteé mi intervención en la Comisión parlamentaria de investigación, tomé conciencia, por primera vez, de que el enfoque que podía darle al asunto admitía diversos grados y yo opté, en aquel momento, por adoptar una postura que podría llamar institucional y descriptiva. Conté lo que había pasado, según la perspectiva que tuvimos desde la IGJA, sin cargar las tintas ni culpar a nadie de las consecuencias del sistema implantado. Me limité a decir que las advertencias de los informes de la IGJA no eran intranscendentes y que habrían obligado a tomar medidas, particularmente, a las autoridades de la Consejería de Empleo.
Después de la intervención del Presidente Griñán en la Comisión me di cuenta de que no había sabido leer adecuadamente el sentido de las intervenciones de varios miembros del Gobierno que habían comparecido antes que yo, heraldos de Griñán en la estrategia de desvío de responsabilidades hacia la Intervención. Traté de rectificar con el escrito que presenté ante la Comisión, en el que ya me referí a obligaciones concretas de algunos órganos, derivadas de normas en vigor, pero ya era tarde.
Durante la instrucción, en mi primera declaración ante la Juez campeadora, todavía me dolía de las consecuencias de la Comisión de Investigación y no me dolieron prendas en ser más tajante e incisivo, respecto de las responsabilidades de otros en el asunto.
Como el tiempo transcurría y no solo seguía imputado, sino que se me había impuesto una fianza atroz, empecé a tomar conciencia de que hablar de las responsabilidades de otros no me había reportado ningún beneficio, de modo que en la siguiente ocasión en la que declaré, ante la Juez Núñez Bolaños, declaración de la que no he hablado en este libro, opté por un enfoque diferente. Concretamente, elegí combatir los aspectos más controvertidos de las acusaciones, en materias tales como la legalidad de las TF, el régimen jurídico de las ayudas, etc., elementos que estaban en el núcleo de las acusaciones que pesaban contra mí y de las que, por tanto, debía defenderme.
Esta misma estrategia seguí en mi declaración en el juicio, como ya he explicado. Algunos interpretaron esta actitud como una marcha atrás, como si me desdijera de lo dicho anteriormente, pero es una visión muy simplista. Mi discurso apenas ha cambiado de contenido a lo largo del tiempo. Lo que ha cambiado es aquello en lo que he puesto énfasis en cada momento. Y, en concreto, la concepción, diseño y puesta en práctica del denominado procedimiento específico nunca me ha parecido delictivo y ni siquiera ilegal, en la mayoría de sus elementos. Me parece desacertado e imprudente, pero no ilegal. Lo que ha sido ilegal y, en algunos casos, probablemente delictiva, es la concesión y pago de las ayudas. Tampoco me ha parecido delictiva ni ilegal la omisión de actuaciones correctoras ante el conocimiento del contenido de los informes de la IGJA. Porque dicho contenido no da noticia de malversaciones y fraude, sino de irregularidades administrativas y presupuestarias, serias e importantes, pero no de aquellas cuyo desconocimiento consciente comporte la comisión de un delito o de una ilegalidad de otra naturaleza. Podrá comportar responsabilidad política, porque es evidente que debieron tomarse medidas, pero no responsabilidad contable ni penal.
Lo cierto es que esta visión defensiva y mi negativa a esparcir responsabilidades, que adopté en la segunda declaración en el juzgado y en mi declaración como acusado en el juicio no parecieron agradar a los fiscales.
En cambio, estoy convencido de que la ratificación de mi declaración en el Tribunal Supremo, en respuesta a la última pregunta que me formuló el Fiscal y que he descrito más arriba, supuso un punto de inflexión en su actitud hacia mí.
El Fiscal, en su informe de conclusiones definitivas, citó repetidamente pasajes de mi declaración en el Tribunal Supremo, utilizándolos como munición incriminatoria frente a otros acusados, algo que no había hecho hasta entonces, ni en su escrito de acusación, ni en su calificación provisional, ni a lo largo del juicio. Cada vez que me citaba me producía un estremecimiento, porque no es agradable sentirte ariete en manos del Fiscal, contra otros acusados. Por más que la conducta de algunos de ellos y sus abogados contra mí los hiciera merecedores de esta medicina. Diríase que mi ratificación le otorgó a mi declaración en el Tribunal Supremo un valor ante el Fiscal que hasta entonces no había tenido.
Es lamentable llegar a esta conclusión, pero, a estas alturas, estoy convencido de que una conversación franca con los fiscales, antes de que estos formularan su escrito de acusación, podría haber cambiado mi suerte. Pero, es tarde para lamentarlo.
 
No puedo dejar de mencionar a la acusación popular de Manos Limpias y, concretamente, al abogado que la representó en el juicio, el letrado Rafael Prieto. Este abogado es un hombre instruido, cordial, con una visión humanista del derecho y supongo que del mundo y la vida, que le llevó a adoptar en el juicio decisiones que, aunque sustentadas en el enfoque jurídico que él consideró apropiado en cada momento, estuvieron fuertemente influidas por ese humanismo del que hace gala.
A lo largo del juicio apoyó numerosos planteamientos de las defensas, algunos importantes, como la inadmisión de la acusación por el delito de asociación ilícita, que introdujo en el juicio la acusación popular del PP, extemporáneamente, a juicio del Tribunal y se mostró en todo momento comprensivo y favorable a las pequeñas decisiones de ordenación del proceso que nos hicieron la vida más fácil a los acusados.
En su escrito de calificación definitiva retiró la acusación contra Antonio Estepa, contra Francisco del Río y contra mí. Aunque no me gustaron los motivos que adujo para retirar su acusación, le haré caso en esta ocasión a mi abogado y no me detendré en esos tiquismiquis, centrándome en el resultado, por el cual, lógicamente, le estoy agradecido a este letrado.
 
En lo que se refiere a la acusación popular sostenida por el Partido Popular, aunque mantuvo su acusación contra mí en su calificación definitiva, en los mismos términos que el Fiscal, debo decir que lo hizo con escasa convicción. Es más, creo que ni siquiera fui citado en su informe de conclusiones definitivas, circunstancia que, supongo, daría alguna pista al Tribunal, sobre el auténtico interés de esta acusación en mi condena. Tengo la sospecha, por otro lado lógica, de que la postura de esta acusación, de completo seguidismo de la Fiscalía en sus calificaciones definitivas, fue impuesta por su cliente.
Mi relación con los dos letrados que representaron a la acusación popular del PP en el juicio fue bastante cordial. Al contrario que la de la mayoría, por no decir la totalidad del resto de acusados, que fue inexistente. Sin duda, hubo un asunto, al menos, en el que mi coincidencia con estos letrados fue absoluta: nuestra común aversión al rijoso letrado José Mª Mohedano y sus andanzas.
 
Los informes de las defensas.
 
En las calificaciones definitivas de las defensas hubo de todo, en calidad y cantidad y no me voy a detener en ello, pues haría este libro interminable. Sólo voy a referir un par de asuntos directamente relacionados conmigo.
En primer lugar, el hecho, no por pregonado, menos indecoroso, de que una mayoría de las defensas, con mayor o menor intensidad o elocuencia, utilizaron a la Intervención de la Junta y a mí mismo como escudo o directamente, como chivo expiatorio, como depósito al que arrojaron las responsabilidades que solo correspondían a sus clientes. Para ser justos, debo excluir de esta estrategia a las defensas de los acusados Juan Francisco Sánchez, Lourdes Medina, Javier Aguado, Jacinto Cañete, Miguel Ángel Serrano, Francisco del Río, José Salgueiro y Agustín Barberá. Si algunos de los no mencionados se sintieran incorrecta o injustamente omitidos puede deberse a algún error por mi parte, y pido disculpas anticipadamente por ello. Pero, si ese caso se diera, sería más probable que se debiera a la pura impostura o al cinismo. En efecto, a lo largo de todo el proceso y, fundamentalmente en el juicio, la Intervención ha sido el pim, pam, pum que han utilizado una buena parte de acusados y defensas. Pero, lo han hecho como si fuera la cosa más normal del mundo, olímpicamente, con naturalidad, porque era lo que había que hacer y, por tanto, el perjudicado (o sea, yo mismo) así lo debía entender, al parecer.
Una de las máximas de los abogados penalistas en este tipo de procesos es la de evitar a toda costa los ataques recíprocos entre coacusados, situación de la que nadie sale victorioso, salvo las acusaciones, que pescan en la refriega como los pescadores en río revuelto. Me consta que, desde antes del inicio del juicio se celebraron reuniones entre abogados, en las que se formularon promesas recíprocas con el objetivo de evitar el desvío de responsabilidades de unos a otros acusados. Es curioso cómo afamados penalistas, tanto de la capital, como de provincias, prescindieron de la aplicación de esa máxima en el juicio, llegando a olvidarse, en ocasiones, de la propia defensa de su patrocinado, para dedicarse con fruición a atacarme con toda clase de argumentos, mediante una interpretación ad hoc, cuando no sui generis o claramente inepta de las normas aplicables.
Me pregunto qué giro habría tomado el juicio si la estrategia de mi abogado desde el inicio de la vista oral, incluida mi declaración como acusado, hubiera consistido en atribuir las responsabilidades del fraude a Griñán, Antonio Fernández y Carmen Aguayo, con la misma agresividad y mala intención que emplearon sus abogados y peritos conmigo. Como los interesados saben perfectamente, argumentos no me habrían faltado y arrestos tampoco.
 
Mención aparte merece el letrado José Mª Mohedano, defensor de los acusados José Antonio Griñán y Antonio Lozano. Como ya he señalado en otro lugar, este abogado me acusaba en los descansos del juicio de traidor y de Judas, señalando en una ocasión que mi conducta tenía un nombre en Derecho penal, aunque no llegó a nominarla en ese momento.
El orden de intervención de los letrados en el juicio quedó fijado el primer día, según el cual, a Mohedano le tocaba emitir su informe de conclusiones definitivas en segundo lugar y mucho antes que mi abogado. Para conseguir que su intervención se fuera posponiendo y así informar después de mi letrado, protegiéndose de la replica que le pudiera propinar, estuvo alegando enfermedades, reales o imaginarias, durante varios días. Resultaba algo patético verle cómo se echaba ostentosamente unas gotas en los ojos, en plena sala del juicio, para que todo el mundo se percatara de la gravedad de su dolencia. Lo cierto es que finalmente logró lo que se proponía, con la inmerecida anuencia de mi abogado, al que el Tribunal le preguntó su opinión, ya que comportaba una ruptura de la regla establecida, dándole una lección de caballerosidad que este discutido abogado ni siquiera agradeció.
El informe de Mohedano fue simplemente ridículo. El 80 por ciento de su tiempo lo empleó en atacarme y hasta en insultarme, en lugar de defender a sus clientes. Finalmente supimos a qué figura del Derecho penal se refería cuando me insultaba por los pasillos de la Audiencia. En su informe me llamó arrepentido, vinculando esta acusación con la figura de los arrepentidos de la mafia siciliana.
También impugnó mi declaración en el Tribunal Supremo, por su carácter heteroincriminatorio, término con el que se adornó repetidas veces, hasta conseguir la mofa de la concurrencia allí presente.
No creo que esta estrategia de Mohedano y otros contra mí (por cierto, de carácter heteroincriminatorio) haya tenido eficacia alguna en favor de sus patrocinados. Pero, en los momentos en los que contemplaba todas estas acometidas que realizaban contra mí en el juicio otros acusados, no dejaba de pensar que, aunque de quien debía defenderme era de las acusaciones, todas estas letanías de las defensas tendrían que acabar haciendo mella en el Tribunal.
 
Otro abogado que tuvo una actuación poco digna en el juicio fue Víctor Moreno Catena. A pesar de los acuerdos de no agresión a los que me he referido, su informe de conclusiones fue un festival de desvío de las responsabilidades de su defendida, Carmen Martínez Aguayo, hacia la Intervención de la Junta, rematando la faena que ya habían realizado sus peritos anteriormente en la misma dirección, que él había reforzado con sus preguntas. Recuérdese la sagaz teoría de “la llave del grifo de los ERE”.
Y no me puedo resistir a contar un episodio chusco que protagonizó este abogado. Al término de uno de los recesos de las sesiones del juicio, al inicio de la fase de calificaciones definitivas de las defensas, Moreno Catena se acercó al estrado del Tribunal. El abogado que me representaba ese día en el juicio, Pepe Rebollo jr., estuvo al quite y se acercó al estrado, momento en el que pudo comprobar que Moreno Catena estaba tratando de enredar al Tribunal, instándole a que alterara el orden de intervención de las defensas y ordenara que el informe de conclusiones de mi defensa se produjera esa misma tarde. Era evidente que Pepe Rebollo sr. no estaba ese día en la sala, debido a sus tratamientos. Por tanto, lo que este abogado pretendía era, no solo lograr lo mismo que consiguió Mohedano, es decir, informar después que mi abogado y así protegerse de una posible réplica, sino abocar a que formulara las conclusiones de mi defensa el propio Pepe Rebollo jr., que sí estaba presente, aunque, evidentemente, no podría haberlo hecho, porque quien estaba preparando dicho acto no era él sino su tío. Mi abogado le recordó que la fecha de intervención de mi defensa ya había sido fijada para otro día por el Tribunal. En ese momento terció una de las magistradas miembros del Tribunal para afearle a Moreno Catena su falta de compañerismo, habida cuenta, entre otras cosas, de que el Tribunal ya había fijado la fecha de intervención de mi defensa para varios días después, dándole así la razón a mi abogado sobre este extremo. El incidente terminó con Catena dándose la vuelta y volviendo a su escaño avergonzado.
 
Finalmente, en este apartado quiero referirme al abogado Juan Carlos Alférez. Aunque no es de los más conocidos entre los presentes se daban (se dan) en él dos características que justifican de sobra esta mención.
Por un lado, es la persona, de todos los intervinientes en el juicio, que mejor se conoce la causa de los ERE y todos sus entresijos, a bastante distancia del siguiente. Y, por otro lado, está obteniendo importantes éxitos profesionales en el entramado judicial de los ERE y materias conexas en los órdenes contencioso administrativo, penal y no sé si contable.
Este abogado fue y sigue siendo una valiosísima fuente de información sobre las diligencias judiciales y el desarrollo del juicio. Información de la que siempre he podido disponer con la cordialidad y excelencia que se gasta este gran profesional. Por mi parte, siempre que durante el juicio me vino a la mente alguna ocurrencia que pudiera favorecer a Jacinto Cañete, su cliente, no dudé en transmitírsela por tierra, mar o aire, pues él estaba accesible y emitía y recibía por todos los medios a su alcance.
 
El informe de mi abogado será objeto de atención en el capítulo siguiente.
 
 



 
 
 
EL INFORME DE MI ABOGADO. 
 
 
 
A pesar de la nula eficacia que tuvieron nuestras alegaciones durante la instrucción, a lo largo de todo el proceso no he dejado de pensar constantemente en los argumentos de mi defensa. Pero, hay un momento clave del juicio oral, que es cuando tu abogado emite su informe, al final del juicio, a la vista de todo lo actuado. Es el momento de recapitular, reuniendo todos los elementos de prueba que juegan a tu favor y que debilitan los argumentos de las acusaciones. Con la finalidad de ayudar a mi abogado en la preparación de su informe final, preparé un documento con sugerencias, una buena parte de las cuales formaron parte del Informe que expuso en la sala del juicio.
Estas notas o sugerencias que preparé carecían por completo de contenido jurídico penal, ya que me centré en los aspectos de naturaleza jurídico administrativa o jurídico financiera, que es de lo que yo entiendo. Esto me da pie para reflexionar sobre una peculiaridad de la causa de los ERE, que durante todos estos años no ha dejado de producirme una sensación, mezcla de estupor e inquietud.
La materia de un proceso penal es el análisis de unos hechos, unas conductas y unas circunstancias fácticas, con el fin de concluir si tienen o no una relevancia penal que los haga acreedores de ser integrados en alguno de los tipos penales previstos en el Código y, en su caso, de atribuirles una pena determinada a sus responsables. Pues bien, nuestro proceso no se ha sujetado a este esquema simple. En la pieza política de los ERE los hechos apenas han sido objeto de consideración. El contenido de la instrucción y del juicio ha constituido, de forma exasperantemente abrumadora, un debate de naturaleza jurídica. Pero no jurídico penal, sino jurídico administrativa y jurídico financiera. Como le he dicho repetidas veces a mi abogado, en la causa de los ERE los hechos son Derecho, pero no Derecho penal. Los presupuestos materiales de los delitos que se imputaron y que fueron objeto de acusación eran unos hechos (por ejemplo, dictar una resolución o emitir un informe, o dejar de hacerlo, cuando ello habría sido obligado) que, por sí mismos, carecen de significación alguna para el Derecho penal, si no es tras un análisis de naturaleza jurídico administrativa y/o jurídico financiera, que determine su carácter arbitrario y groseramente ilegal. Esta situación se torna aún más compleja en mi caso, puesto que la mayoría de los reproches que me han hecho los jueces de instrucción y las acusaciones no ha sido de acciones, sino de omisiones: no haber emitido un informe de actuación, no haber reparado las TF, no haber realizado un control financiero de subvenciones, no haber repetido los controles individuales de las ayudas, no haber ordenado la realización de retenciones de crédito… Todo esto me sumía con frecuencia en un estado de ansiedad, similar a la de quien es sometido a una prueba diabólica. Durante ocho años he estado haciendo esfuerzos ímprobos (ante la Comisión de Investigación, la Cámara de Cuentas, el Juzgado de Instrucción, el Tribunal Supremo y el Tribunal del juicio oral) para demostrar que no estuve obligado a realizar las actuaciones cuya omisión se me achacaba, las más de las veces sin mencionar siquiera cuál era la ley o la norma de la que derivaba dicha supuesta obligación de hacer. Y este debate, sobre si la IGJA o yo mismo habríamos incurrido en una omisión indebida, era un debate de contenido jurídico administrativo o jurídico financiero o de ambos. Consistía en examinar y analizar, a la luz de dichos ordenamientos: las funciones y competencias atribuidas a la IGJA y a su titular y las condiciones de ejercicio de dichas funciones y sus elementos, como, por ejemplo, cuándo procede realizar un control financiero de subvenciones o reparar una TF, si dicha potestad es reglada o discrecional, sus plazos de ejercicio, etc.
Por tanto, el estupor y la inquietud a los que me referí al inicio de este capítulo tenían su origen en estas consideraciones que acabo de hacer. Todo ello, además, relacionado con una circunstancia adicional: la evidencia de que ni jueces, ni fiscales, ni abogados se manejan con soltura en este ámbito que no es el suyo. Recuerdo vívidamente cómo un coctel de todas estas sensaciones explosionó en mi ánimo ante una de las preguntas que me formuló el Fiscal del Tribunal Supremo, el día que fui allí a declarar.
- ¿Por qué no envió usted los expedientes de las ayudas a que los convalidara el Consejo de Gobierno, según dispone el artículo 9 del Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía?, me espetó este buen señor.
- ¿Qué le respondo yo a este tío, que demuestra con esa pregunta que lo ignora todo sobre el asunto?, fue lo único que la turbación de la pregunta me dejó pensar inmediatamente.
Porque, realmente, es difícil de explicar/entender que la Intervención no recibía los expedientes, ni está entre sus funciones reclamarlos; que los expedientes de ayudas, tal y como eran tramitados, no eran convalidables; que, en todo caso, carecían de crédito para ello; que el Interventor General no es el órgano competente para someter a convalidación un expediente susceptible de dicho trámite; y, en fin, que el citado artículo 9 no era aplicable al caso. Y cómo se lo explicas a un Fiscal del Tribunal Supremo, que se agarra a ese artículo 9 como quien hubiera encontrado la piedra filosofal.
Y qué decir del interrogatorio al que me sometió el Presidente del Tribunal de enjuiciamiento, en los minutos finales de mi declaración como acusado en el juicio, del que di cuenta en el apartado correspondiente de este libro. Tras ensayar, sin éxito, diversas respuestas a sus desconcertantes y desconcertadas preguntas, me vi obligado a decirle al Magistrado, para resolver la confusión en la que se hallaba sumido, que me había equivocado, algo que no era cierto, en absoluto.
 
Sorprendentemente, durante los cinco años de instrucción y un año completo de juicio oral el Derecho penal estuvo ausente casi por completo. Esta escasez de razonamientos en términos jurídico-penales por parte de todas las partes personadas y, sobre todo, por parte de las acusaciones, que se ha vivido en el proceso no es sino una muestra más del escaso alcance penal que tienen las conductas que han sido enjuiciadas en la pieza política del caso. Pero, por otra parte, como ya hemos señalado en otros lugares, esta carencia ha dificultado extraordinariamente el ejercicio del derecho de defensa, que ha debido hacerse a tientas, incluso en la fase crítica del juicio, en el momento de la formulación de las calificaciones definitivas.
 
En el Anexo X del libro se exponen los principales argumentos de carácter jurídico administrativo, jurídico financiero y jurídico penal manejados por mi abogado en la preparación de su informe.
 



 
 
 
LA SENTENCIA
 
 
 
Cuando el juicio quedó visto para sentencia el 18 de diciembre de 2018 sabíamos que nos quedaba una larga espera hasta conocer el fallo del Tribunal, aunque, en aquel momento, ni los más pesimistas apostaban a que la espera iba a ser tan larga; casi todos pensábamos que habría que aguardar hasta el verano, pero no más allá.
A lo largo de los once meses transcurridos desde la finalización del juicio hasta la notificación de la sentencia el día 19 de noviembre de 2019 nada se ha sabido sobre su contenido. Después del verano, los medios dieron cuenta de la reunión que mantuvo el Presidente del TSJA con el Tribunal de la Audiencia Provincial, tras la cual se informó de que la fecha probable de notificación sería el 26 de octubre, cuando terminaba el permiso conferido al Presidente para que se dedicara en exclusiva a redactar la sentencia, sobre la que también supimos que tendría más de mil páginas. La fecha del 26 de octubre no se cumplió. Oficialmente, porque el trabajo de composición del archivo de texto de la sentencia resultó más laborioso de lo previsto, aunque los peor pensados achacaron el retraso a la presunta intención del Tribunal de no interferir en el proceso electoral de las elecciones generales del 10 de noviembre.
Durante todo el año, cada vez que me venía a la cabeza la idea de que la publicación de la sentencia era un hecho que se produciría más pronto o más tarde, pero inexorablemente, trataba de representarme cómo tendría lugar un lance tan angustioso. Temía, en particular, que el Tribunal nos citara para una lectura pública del fallo e imaginaba la angustia que habría de sentir desde la notificación de la fecha, el propio día de la lectura y en los instantes previos al conocimiento de la suerte que habría de correr. En el mes de octubre el Tribunal Supremo había notificado el fallo de la sentencia del proceso catalán a través de los procuradores sin lectura pública. Esto me hacía confiar en que nuestro Tribunal empleara un procedimiento análogo, menos cruento que el que yo más temía. Para mí lo deseable habría sido que un buen día, sin avisar, el Tribunal notificara a los procuradores el fallo por vía electrónica. De este modo, sin prolegómenos, ese mismo día recibiría una llamada de mi abogado informándome de mi suerte.
En cambio, el Tribunal tenía otros planes y optó por una solución bastante alambicada, con la aparente intención de garantizar que no se produjeran filtraciones y todos los procesados conociéramos la sentencia simultáneamente. Nos citó a los acusados y a los procuradores, con varios días de antelación, para el día 19 de noviembre, a las 12 de la mañana, en la amplia sala de la Audiencia prevista para los juicios con jurado.
Ese día no pudo desplazarse a Sevilla Pepe Rebollo, por motivo de sus tratamientos, de modo que vino su sobrino del mismo nombre, abogado también del despacho, del que ya he hablado anteriormente. Quedé con él y con Antonio Estepa en el Bar España, con el fin de evitar La Hostería del Prado, que imaginaba concurrida por compañeros de banquillo, abogados y procuradores. Muy cerca de la hora de la cita llegamos al gran vestíbulo previo a la sala de audiencias, que se encontraba repleto de gente: acusados, abogados, procuradores y periodistas, estos últimos pululando discretamente por allí. El ambiente de animada charla entre los presentes no parecía presagiar el dramatismo de la escena que íbamos a vivir a continuación. Deliberadamente me mantuve en la periferia de la melé y casi de espaldas a la misma. No me apetecía saludar a algunos de los allí presentes. Si bien durante el juicio mantuve un trato educado y cordial con todos mis compañeros de banquillo y sus abogados, salvo alguna excepción, a pesar de las acometidas que recibí de no pocos, en esta hora postrera, saludar a algunas personas me parecía un ejercicio de hipocresía que prefería evitar. Los años transcurridos desde que el asunto de los ERE me atropelló, allá por el mes de marzo de 2011, me han hecho guardar un cierto rencor hacia determinadas personas y, algunas a las que consideraba parcialmente responsables de mi imputación judicial y de un intento, felizmente frustrado, de enviarme a prisión, se encontraban allí.
Finalmente se abrieron las puertas de la sala y acusados y procuradores fuimos llamados por el orden alfabético de estos últimos. Como ya lo sabíamos, no nos causó sorpresa que el Tribunal, inexplicablemente, no estuviera presente. Pudiendo haber notificado electrónicamente la sentencia, la citación de los acusados a ese extraño acto al que se nos convocaba habría exigido, por cortesía y vergüenza torera, la presencia del Tribunal. Pero tuvimos que conformarnos con la Secretaria y un par de oficiales, que ocupaban los estrados de las defensas cuando entramos en la sala. Nos fuimos sentando en los bancos del público y, una vez que habíamos entrado todos, se permitió la entrada de los abogados, que se sentaron en el mismo sitio hasta casi llenar el aforo.
A continuación, fuimos de nuevo llamados por el mismo orden y cada uno de nosotros, con su respectivo procurador, se acercó al estrado donde nos entregaron un pendrive con el contenido de la sentencia, firmando la aceptación de la entrega. Si hubiera sido capaz de abstraerme del inquietante momento que estaba viviendo, podría pensar que nos encontrábamos en el acto de entrega de las notas en el colegio.
Previamente habíamos sido advertidos de la prohibición de utilizar aparatos electrónicos en el interior de la sala, con la finalidad de evitar la filtración al exterior del contenido de la sentencia, con anterioridad a que todos los acusados dispusiéramos del fallo, que era lo que nos sería entregado a continuación.
Antes de la entrega del fallo uno de los letrados propuso que su lectura por los acusados se produjera a puerta cerrada, libres de miradas y objetivos indiscretos, propuesta que recibió el asentimiento general.
Cuando terminó la distribución de los pendrives, se entregó a cada acusado un sobre conteniendo las 4 o 5 páginas del fallo en papel. Como fui el último en recibir el pendrive, deliberadamente me quedé de pie cerca del estrado, lo que me permitió ser el primero en recoger el sobre. Una vez en mis manos, en lugar de volver a los bancos del público, decidí sentarme en los bancos de los acusados, que estaban dispuestos, como en todas las salas de juicios, de espaldas a aquellos y de frente al tribunal. A mi derecha se sentó Pepe Rebollo y a mi izquierda Antonio Estepa. Empecé a recorrer nerviosamente las páginas que me habían entregado, sin atinar a descubrir mi nombre inmediatamente y, por tanto, cuál era mi suerte. Por un instante me invadió una sensación de pánico, porque, donde creí que estaban los absueltos, yo no me encontraba. Pero mi turbación debió de durar 2 o 3 segundos, porque, inmediatamente, Pepe Rebollo prorrumpió en un sonoro grito de ¡absuelto!, al tiempo que se abalanzó sobre mí para darme un emocionado y prolongado abrazo. A continuación, encendí el móvil para comunicar a mi familia un mensaje de texto con una única palabra: “ABSUELTO”. Mientras, Pepe Rebollo llamaba por teléfono a su tío para comunicarle la buena nueva.
En los instantes siguientes repasé con más detenimiento todas las hojas del fallo y tomé conciencia de que la sentencia había producido una verdadera escabechina. Inopinadamente, esta apreciación me sumió en un cierto aturdimiento y, como consecuencia, la alegría que debía producirme el fallo parecía mantenerse silente. Esto me indujo a quedarme sentado, dándole la espalda al resto de los presentes, de modo que no percibí cómo cada uno estaba encajando el fallo. Inmediatamente después, las personas que habían conseguido salvar los muebles, librándose de la infamante malversación, y la consecuente condena de prisión, a las que, además apreciaba, se acercaron a felicitarme. También lo hicieron algunos (pocos) abogados, a quienes recuerdo perfectamente. Yo, por mi parte, recuerdo haber felicitado al Jefe del Gabinete Jurídico, Francisco del Río, la única persona que en ese momento me pareció susceptible de ser felicitada. No felicité a quienes se habían librado del delito de malversación del que se les acusaba, a pesar de que eran los mismos que me habían felicitado a mí. No sé si es que tardé en darme cuenta del significado que tenía su absolución parcial, o es que me parecía inapropiado hacerlo desde mi posición de absuelto total o fue fruto del aturdimiento del que ya he hablado. Recuerdo haberle transmitido mis sinceras condolencias a mi apreciado compañero de banquillo durante el año del juicio, a quien le deseo la mejor de las suertes, completamente merecidas, en su recurso de casación. Como también se la deseo a otros, cuyos nombres no es necesario que cite aquí, con los mismos merecimientos. Ellos lo saben porque se lo he dicho personalmente.
Salí el último de la sala y creo que también del edificio de la Audiencia, junto con Antonio Estepa y Pepe Rebollo, en dirección a La Hostería del Prado, donde había quedado con Mati y con mi hija Elena. En las fotos que he podido ver, se me ve a la salida con un rictus extremadamente serio, que parece desmentir la inmensa alegría que debería sentir en esos momentos.
El encuentro con mi familia fue emocionante: besos y abrazos y palabras de júbilo, aunque moderadas. Mati y Elena, que me habían traído a la Audiencia, estuvieron esperando las noticias en los alrededores del edificio judicial y a ellas se les unió nuestro amigo Fran Álvarez, poco antes de que yo llegara. Finalmente, nos encontramos todos en la terraza de la cafetería donde intercambiamos las primeras impresiones.
Mi mujer y mi hija me decían que parecía estar empanado y estaban en lo cierto. Seguramente se daban una serie de circunstancias, cuyo efecto conjunto fue el de sumirme en un cierto estado de shock. Mi total absolución, no por ansiada dejaba de resultar un tanto sorprendente, ya que contrastaba bruscamente con el conjunto del fallo de la sentencia. Por otro lado, la gravedad y cantidad de las penas impuestas, desde un primer momento, me infundió una multiplicidad de ideas y sensaciones desagradables. La primera y más importante, relativa a las personas condenadas, algunas de las cuales conocía desde hacía muchos años y con todas había convivido un año entero en un ambiente de preocupaciones compartidas. En segundo lugar, como ciudadano y como andaluz, la sentencia me parecía una afrenta que nuestra región no merecía. En tercer lugar, la severidad de las condenas y el rango de los condenados dejaba en muy mal lugar a la Junta de Andalucía, al fin y al cabo, mi empresa desde hacía 35 años. Y, finalmente, aunque no sabría en qué nivel de importancia situarlo, el fallo en su conjunto, aun sin conocer sus considerandos, es evidente que suponía una rotunda refutación de una buena parte de las consideraciones y conclusiones que a lo largo de meses y años se habían consolidado en mi mente, sobre el alcance penal de cada una de las vertientes del caso de los ERE que habían sido objeto del juicio.
 
En los meses anteriores, Mati y yo habíamos hecho planes sobre el viaje que emprenderíamos cuando conociéramos el resultado del juicio. “Si sale bien nos daremos un homenaje, que bien nos lo mereceremos”, decía uno. “No, cuando verdaderamente debemos homenajearnos es si sale mal, para compensar los sinsabores”, decía el otro. Finalmente, no hubo homenaje. Las consecuencias económicas del proceso habían dejado nuestra capacidad de ahorro en una cifra cercana a cero, por no decir negativa y, en ese momento, no podíamos permitirnos ninguna alegría. Nuestra celebración, pues, debió limitarse a cosas más modestas. Pero, que fueran modestas no les restó poder gratificante, en absoluto. Desde el mismo día de la sentencia y en los días y semanas siguientes recibí toda clase de agasajos, felicitaciones y parabienes de los más variados orígenes. Todo esto no compensa, por supuesto, el enorme y prolongado sufrimiento padecido por la persecución política y judicial, pero lo recibí como un premio que consideré, al menos en parte, merecido.
Las reacciones a mi veredicto de absolución destacaron, sobre todo, por su carácter emotivo. Como el día y la hora de la publicación de la sentencia fueron difundidos por los medios de comunicación, mucha gente estuvo pendiente ese día y a esa hora del resultado, a través de la radio, de las páginas de Internet de los diferentes medios o de otros canales de comunicación. Bastantes personas de todos los géneros, edades, y naturaleza e intensidad de su relación conmigo me han reconocido haber soltado alguna lágrima de emocionada alegría, tras el conocimiento de la sentencia. Muchos son los que me han enviado mensajes de texto, correos electrónicos y llamadas de teléfono para felicitarme por el resultado y transmitirme su emoción sobre el mismo. El día de la sentencia me acosté sin haber contestado 151 mensajes de texto y un número que no recuerdo de correos electrónicos y llamadas telefónicas. No diré que muchas, pero sí algunas personas desconocidas me pararon por la calle en los días siguientes para transmitirme su espontánea felicitación.
Dos días después de la publicación de la sentencia era un día laborable ordinario. A última hora de la mañana fui conducido por algunas compañeras de trabajo, con un señuelo intencionado, como pude comprobar inmediatamente, a la planta baja del edificio donde están las oficinas de la Intervención General de la Junta. Cuando salí del ascensor me percaté de que en el gran patio cubierto del edificio se encontraba concentrada, haciendo un círculo, una gran cantidad de mis compañeros. Desmintiendo mi habitual lentitud para percatarme de hechos y sucesos sorpresivos que ocurran a mi alrededor, advertí inmediatamente la índole de aquella concentración y me acerqué a los concentrados. Al aproximarme, la totalidad de los presentes comenzó a aplaudir, mientras yo me situaba en el centro del círculo. Sin saber hacia dónde mirar, ni qué cara poner, ni dónde poner las manos, me moví más o menos en redondo, como tratando de agradecer con la mirada -una mirada que supongo visiblemente azorada- la cariñosa distinción que se me estaba dispensando. Los aplausos no cesaban y, en un instante comenzaron a mezclarse con un intenso chaparrón que golpeaba sonoramente en los vidrios de la montera del patio, aumentando el clamor del momento. A los dos minutos cesaron los aplausos, que yo no quise interrumpir, de tan prolongados, no tanto porque habría resultado una descortesía, como porque la enorme dicha que me producían era mucho mayor que el embarazo.
La gente empezó a acercarse para felicitarme de la manera que cada uno consideró apropiada; para mí, lo eran todas. Los aplausos habían cesado, pero no así el chaparrón, que llegaba a hacer el ambiente del patio ensordecedor, e incapaz por completo para que me dirigiera allí a los presentes en agradecimiento por el generoso gesto que habían tenido conmigo. De modo que me aproximé a las escaleras que subían al primer piso y desde el cuarto o quinto peldaño improvisé unas palabras que sólo pudieron ser oídas por aquellos que lograron situarse en el reducido espacio en el que nos encontrábamos.
Algunos compañeros grabaron, tanto el aplauso del patio, como mi breve speech y, en los días siguientes, circularon los videos por las redes sociales, al principio, con carácter privado, pero, finalmente, llegaron a manos de los medios públicos de comunicación, muchos de los cuales los publicaron en sus páginas web. Francamente, no me importó lo más mínimo. Los graves delitos de los que fui acusado y procesado han tenido una publicidad infinitamente mayor que esta réplica que sólo muy modestamente ha podido contrarrestar el descrédito y el estigma que me habían sido infligidos.
En los días y semanas siguientes, grupos de amigos y compañeros me agasajaron en almuerzos o cenas en los que pude compartir con ellos algunos de los episodios de mi particular viacrucis, contemplados ya como escenas de un pasado lúgubre con tintes algo surrealistas en muchos casos y el alivio y la alegría inmensos que me estaban reportando la sentencia y sus secuelas. Un almuerzo en el restaurante La Garza, de San Bernardo, con mis compañeros de trabajo, los más cercanos, muchos de los cuales considero mis amigos, me resulto particularmente gratificante.
 
Pero vayamos ya sin demora al contenido de la sentencia. Es fuerte la tentación que siento de hacer una valoración de este fallo judicial en su conjunto, pero la voy a resistir. Fundamentalmente, porque no me siento completamente legitimado para ello, puesto que carezco de conocimientos y experiencia suficientes en Derecho penal, como para realizar un trabajo de esa naturaleza con la solvencia que requiere. Por eso, me limitaré a comentar los extremos que tienen que ver con mi absolución.
Empezaré por decir que la sentencia, en lo que a mí se refiere, ha satisfecho las expectativas más optimistas que yo hubiera podido albergar en los dos largos años transcurridos durante el juicio y la redacción del fallo. Entiéndaseme bien. La sentencia confirma y se basa en nuestros argumentos de defensa y, si eso me ha sorprendido es porque tales argumentos ya habían sido expuestos, tanto por mí, como por mi abogado, desde antes incluso de ser imputado judicialmente y durante toda la instrucción. Y, hasta el momento final de la sentencia, ningún órgano judicial les prestó la más mínima atención, como tampoco se la prestaron las acusaciones. Como he referido en diversas ocasiones en este libro, jueces y fiscales han ignorado olímpicamente durante años todas las pruebas y argumentos que he aportado en mi defensa, que no sirvieron en sus momentos procesales oportunos para frenar mi imputación, la fianza que me fue impuesta y mi procesamiento. Finalmente, como demostraré a continuación, el Tribunal sentenciador me absuelve, no por las razones esgrimidas en el juicio, sino por las que ya habían sido amplísimamente expuestas durante la instrucción, e incluso antes, sin perjuicio de que la mayoría de ellas, lógicamente, fuera reproducida en el juicio.
Voy a utilizar como referencia la versión oficial46
de la sentencia publicada por el Centro de Documentación Judicial (CENDOJ) del CGPJ, versión que, por cierto, tiene 632 páginas, es decir, apenas una tercera parte de las 1.821 que tenía la versión que nos fue notificada a los acusados. No obstante, salvo error por mi parte, el contenido de ambas versiones es el mismo.
La sentencia dedica a razonar sobre los argumentos acusatorios y defensivos que a mí se refieren apenas 12 páginas, de las que 4 se ocupan meramente de extractar los hechos de los que se me acusa que ya han sido expuestos en otros apartados de la resolución judicial.
Vamos a examinar cada uno de los elementos acusatorios, exponiendo los razonamientos de la sentencia.
 
Los elementos acusatorios o conductas presuntamente delictivas que analiza la resolución judicial son los siguientes:
a) Haber dejado sin efecto la retención de crédito acordada el 18 de octubre de 2004.
b) No realizar retenciones de crédito en años sucesivos.
c) Haber examinado sólo los expedientes de las ayudas concedidas por la DGTSS entre los años 2000-2005, con motivo del informe de cumplimiento del año 2003, y no los de años posteriores.
d) No haber emitido un informe de actuación.
e) No haber avocado la competencia del interventor delegado para la fiscalización de las transferencias de financiación del programa 31L.
f) Haber fiscalizado favorablemente las modificaciones presupuestarias de la partida de los ERE.
 
Se trata, por tanto, de seis conductas, seis acciones u omisiones diferentes, aunque las dos primeras se encuentran íntimamente relacionadas. Pues bien, de esas seis conductas, el Tribunal considera que tres de ellas (las b, d y e) han sido introducidas por el Fiscal subrepticiamente en su informe, pero no constaban en sus conclusiones definitivas, “No siendo desde luego el trámite del informe el momento procesal adecuado para hacerlo, en cuanto genera una evidente indefensión para la defensa, al impedir articular prueba”, dice la sentencia, que también señala que el Tribunal solo está vinculado “por los hechos contenidos en las conclusiones definitivas, por exigencias del principio acusatorio”. En consecuencia, la sentencia afirma que se atendrá “a los hechos imputados en el escrito de conclusiones definitivas, sin perjuicio de hacer algunas consideraciones sobre las alegaciones añadidas por vía de informe”.
Repare el lector, de nuevo, en la supuesta extrema gravedad de los hechos por los que el Fiscal solicitaba seis años de prisión y 20 de inhabilitación absoluta (los únicos que el Tribunal declaró aptos para basar sobre ellos una posible condena): i) haber dejado sin efecto la retención de crédito acordada el 18 de octubre de 2004; ii) haber examinado sólo los expedientes de las ayudas concedidas por la Dirección General de Trabajo entre los años 2000-2005, y no los de años posteriores; y, iii) haber fiscalizado favorablemente las modificaciones presupuestarias de la partida de los ERE.
Pues bien, veamos qué dice la sentencia sobre estas tres acusaciones, las únicas que podrían haber dado lugar a una condena por los delitos de prevaricación o malversación.
Como declaración inicial, que resulta aplicable a todas las acciones u omisiones supuestamente delictivas que me imputa el Fiscal, el Tribunal hace la siguiente declaración: “Lo primero que debemos señalar, es que una de las características esenciales del funcionamiento de la Intervención, es el carácter reglado de sus competencias. Es decir, que para cada una de las funciones que la Ley atribuye a la Intervención, se prevén en la norma tanto los supuestos en los que debe ejercerse, como el procedimiento a través del cual ha de llevarse a cabo. Y a este respecto, las acusaciones no aluden a qué deber legal, contenido en qué precepto, fue infringido por el acusado.”
Esta declaración de la sentencia está tomada en términos prácticamente literales del informe evacuado por mi abogado en el acto del juicio.
 
Haber dejado sin efecto la retención de crédito acordada el 18 de octubre de 2004.
La sentencia se pronuncia sobre esta cuestión en los siguientes términos:
 
“El Ministerio Fiscal señala que la retención de crédito ordenada por el acusado, el 18 de octubre de 2014 se hizo «ejerciendo las competencias que la ley le atribuye». Sin embargo, no se ha concretado por las acusaciones, qué norma atribuye expresamente dicha competencia o facultad de practicar retenciones de crédito.
La única habilitación legal expresa para efectuar retenciones cautelares de crédito que hemos encontrado, se contempla para el cierre del ejercicio.
 
Y, más adelante, señala:
 
Las retenciones cautelares de crédito son un mecanismo ordinario previsto en las normas contables de la Junta de Andalucía, para asegurar la cobertura presupuestaria de los compromisos de gasto adquiridos por la Administración, especialmente, con ocasión de las operaciones de cierre del ejercicio y de traspaso de saldos al ejercicio siguiente.
En ocasiones ocurre que el importe del presupuesto de un ejercicio en una partida presupuestaria determinada no alcanza para asumir los gastos de ese ejercicio, más los compromisos ya adquiridos que no han podido imputarse a los presupuestos de ejercicios anteriores.
Este mecanismo no impide que el órgano gestor del gasto satisfaga los compromisos de cualquier clase que ya tenga adquiridos, sino, meramente, que contraiga otros nuevos, mientras no satisfaga los más antiguos o incremente la dotación de la partida presupuestaria correspondiente, mediante una modificación presupuestaria.
Por tanto, el alcance de la facultad que se otorga a los interventores por las órdenes de cierre del ejercicio presupuestario consiste en habilitarles a practicar retenciones cautelares de crédito, para garantizar que, con cargo al presupuesto del ejercicio se satisfagan, en primer lugar, los compromisos ya adquiridos de años anteriores, antes de asumir otros nuevos."
 
Estos razonamientos de la sentencia reproducen las consideraciones que, sobre esta misma cuestión, se contienen en un escrito presentado por mi abogado en el juzgado, el día 6 de abril de 2016, es decir, durante la fase de instrucción y antes de que se produjera mi procesamiento y pudieron, por tanto, ser tenidos en cuenta por el Juez de Instrucción y las acusaciones en dicha fase del procedimiento, ahorrándome el procesamiento, la acusación y el juicio al que fui sometido.
 
Haber examinado sólo los expedientes de las ayudas concedidas por la Dirección General de Trabajo entre los años 2000-2005, con motivo del informe de cumplimiento del año 2003, y no los de años posteriores.
La sentencia se refiere a este asunto en los siguientes términos:
 
“Tenemos que reproducir aquí las consideraciones realizadas anteriormente sobre la existencia de una obligación legal que impusiera el examen de los citados expedientes. El hecho de que la Intervención General, en una ocasión, con carácter excepcional, analizase los expedientes de ayudas concedidas a lo largo de varios años, no justifica que se convierta lo extraordinario en norma, ni ello puede utilizarse contra el acusado.”
 
Y, más adelante, señala:
 
“…con carácter general no existe ninguna obligación legal de realizar el control financiero de subvenciones concretas; por tanto, tampoco existe tal obligación sobre las ayudas sociolaborales. No obstante, la práctica de gestión de estas ayudas hubiera impedido, que ni siquiera con un criterio estadístico se hubieran podido incluir en la muestra del plan de control, ya que como se ha dicho, las subvenciones y ayudas han de constar en el sistema contable de la Junta de Andalucía como pagadas y justificadas totalmente, lo que implica que estas subvenciones vayan unidas a un expediente de gasto, expediente que no existía para estas ayudas.
Sin necesidad de volver a analizar expedientes, los informes posteriores seguían indicando la existencia de irregularidades.”
 
Estas consideraciones de la sentencia son coincidentes con las que aportamos a la causa, con ocasión del escrito presentado por mi abogado al juzgado, con fecha 21 de febrero de 2014, es decir, cuando aun no había transcurrido ni un año desde que fui imputado. Y con tiempo suficiente para que los tres jueces de instrucción que conocieron de la causa sucesivamente, el Fiscal y las demás acusaciones, las hubieran tenido en cuenta. Si así lo hubieran hecho, me podría haber ahorrado el procesamiento, la acusación y el juicio al que fui sometido.
 
Haber fiscalizado favorablemente las modificaciones presupuestarias de la partida de los ERE.
Sobre esta cuestión, la sentencia se pronunció así:
 
“El artículo 44.1 de la Ley General de la Hacienda Pública de Andalucía vigente durante el periodo enjuiciado establece que «Las modificaciones de los créditos iniciales del Presupuesto se ajustarán a lo previsto en esta ley y, en su caso, al contenido de las leyes del Presupuesto».
Por su parte, el Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 149/1988, de 5 de abril, regula esta materia en los artículos 19 a 22, en una sección propia, distinta de las secciones de gastos y obligaciones, y de la de ingresos. Se constata con ello, de forma sistemática, el diferente tratamiento en las tareas de fiscalización que tienen los expedientes de modificación presupuestaria, respecto a los de ejecución de los créditos.
El citado Reglamento establece en su artículo 20:
«Cuando el expediente de modificación presupuestaria no se ajuste o contravenga lo establecido en la Ley General de Hacienda Pública o en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma, el Interventor correspondiente recabará del órgano proponente que se subsanen los defectos observados, o devolverá el expediente para que se amplíe su instrucción en los extremos deficientes».
La traslación de dichos requisitos a nivel práctico, consta en la Guía de Fiscalización de las modificaciones presupuestarias, que delimita el alcance del informe de la Intervención a este tipo de expedientes, enumerando los requisitos o trámites cuya concurrencia se debe verificar por la Intervención cuando emite un informe a un expediente de modificación presupuestaria. Son los siguientes:
Que consten en el expediente los documentos que señala la propia Guía, es decir, propuesta del documento contable que corresponda, solicitud de la modificación, memoria, e informes preceptivos.
La descripción en la Memoria de la incidencia de la propuesta de modificación en la consecución de los objetivos del Programa.
La perfecta correspondencia entre las aplicaciones presupuestarias afectadas, descritas en la solicitud, el documento en el que se autorizará la modificación y las que aparecen en la propuesta de documento contable, y
La competencia del órgano que aprobará la modificación presupuestaria.
En el caso objeto de enjuiciamiento, se infringían las órdenes anuales de la Consejería de Economía y Hacienda, pues había una inadecuada clasificación económica del gasto.
Aunque no todas las modificaciones presupuestarias incluidas en los escritos de conclusiones definitivas de las acusaciones fueron informadas por el acusado Manuel Gómez.
La primera de las modificaciones presupuestarias para ayudas sociolaborales, aprobada por el Consejo de Gobierno el 18 de abril de 2000, no fue informada por el acusado, sino por el anterior Interventor General de la Junta de Andalucía. En cuanto a las restantes, otras cuatro las firmó otro Interventor.
Ahora bien, hemos de señalar, que los informes de la Intervención General de la Junta Andalucía a los expedientes de modificación presupuestaria no son vinculantes. El carácter no vinculante supone que el órgano competente puede aprobarlos, aun con informe desfavorable de la Intervención.
Un eventual informe desfavorable de la intervención no tiene efectos suspensivos. De conformidad con el artículo 21 del Reglamento de la Intervención de la Junta Andalucía, un informe desfavorable de un interventor delegado a una modificación presupuestaria de la competencia del titular de una Consejería, no provoca una suspensión del expediente, sino, en caso de discrepancia, el desplazamiento de la competencia para resolver hacia el titular de la Consejería de Hacienda. La Ley no dice nada sobre los efectos de un informe desfavorable, cuando la Intervención General es el órgano competente para emitirlo.”
 
Estas consideraciones son una traslación prácticamente literal de los siguientes documentos:
 
- Un informe solicitado por la Juez de Instrucción a la IGJA y remitido por esta con fecha 20 de diciembre de 2011, es decir, casi un año y medio antes de haber sido imputado por esta misma Juez.
- El mismo escrito de mi abogado al que antes me referí, de fecha 21 de febrero de 2014.
 
En este caso bien puedo decir que, si esta Juez de mis desdichas se hubiera molestado en leer el Informe de la IGJA del año 2011 que acabo de citar, con el mismo interés con el que lo han hecho los magistrados del Tribunal que me ha juzgado, no solo me podría haber ahorrado el juicio, sino la pura imputación, la fianza y todos los quebrantos que de todo ello se derivaron.
 
Como dije anteriormente, las otras tres acciones u omisiones, de las seis utilizadas por el Fiscal para fundar su acusación y petición de las severas penas a seis años de prisión y 20 de inhabilitación, fueron planteadas extemporáneamente y, por tanto, no podrían haber servido para que el Tribunal me hubiera condenado en base a las mismas. No obstante, la sentencia se siente animada a formular consideraciones sobre estos otros tres extremos. Dada su intranscendencia para mi condena o absolución, solo me detendré en una de ellas, la relativa al informe de actuación, por la enorme relevancia que ha tenido este asunto durante todo el proceso. Pero no puedo dejar de decir que la sentencia refuta en los mismos y tajantes términos las otras dos acusaciones y lo hace, como en los casos anteriores, tomando sus consideraciones de documentos presentes en el sumario de la causa desde hace muchos años y, en todo caso, antes de mi procesamiento.
 
No emitir un informe de actuación, pese a las irregularidades detectadas y plasmadas en el Informe Adicional emitido en 2005.
La sentencia se refiere a este asunto en los siguientes términos:
 
“El artículo 12.5 del Decreto 9/1999, establece los supuestos en que procede la emisión del Informe de Actuación: «en aquellos casos en que los responsables de la gestión controlada no adopten las medidas necesarias para solventar las deficiencias observadas", y "en aquellos casos en los que se aprecien circunstancias que, por su importancia, pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos».
Hemos de señalar que se trata de un procedimiento que, en su caso, se desencadena como consecuencia de un informe de control financiero anterior (art. 12.1), bien por falta de atención a las recomendaciones formuladas en aquél, bien porque en el informe de control financiero se hayan hecho constar hechos o circunstancias que puedan merecer la calificación de menoscabo de fondos públicos. Del citado artículo 12 del Decreto 9/1999, se desprende que, en cualquiera de los dos casos, se requiere que el supuesto desencadenante del informe de actuación se aprecie en la actividad de la entidad controlada, ya que es ésta la que tendrá que cumplir, en su caso, las recomendaciones plasmadas en el informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía. Siendo así, dicha previsión carecería de sentido, si quien tuviera que cumplir las recomendaciones de la Intervención, plasmadas en el informe de actuación, fuera un órgano distinto a la entidad auditada. Por ello, la Consejería de Empleo no podría ser destinataria de un informe de actuación, al no estar sujeta a control financiero permanente, sino a otro tipo de fiscalización.
No podemos olvidar que, a la fecha en que se emite el informe adicional, IFA/IDEA ya no estaba adscrita a la Consejería de Empleo, sino a la de Innovación. Por lo que la destinataria del hipotético informe de actuación, según el artículo 12.5 del Decreto 9/1999, no sería la Consejería de Empleo, que era donde se manifestaban las deficiencias, sino la de Innovación, que no era la que tenía que corregirlas.
Quien tenía que corregir las irregularidades era la Consejería de Empleo, pues allí era donde éstas se producían, pero al no ser la destinataria del informe, ningún sentido habría tenido la emisión del informe de actuación.
Ello pudo ser el motivo por el que se emitió el informe adicional, poder dirigirlo a la Consejería en la cual se detectaron las irregularidades, y que era la que tenía corregirlas.
Viene a corroborar lo anteriormente expuesto:
- El escrito dirigido por la Intervención General de la Junta de Andalucía a la Policía Judicial, de fecha 25 de marzo de 2011, en el que se indica: «Entre 2001 y 2008 no se han emitido por la Intervención General informes de actuación al IFA/IDEA, al no considerarse que el informe de actuación tal como se encuentra regulado en el Decreto 9/1999 resultara de aplicación a las recomendaciones efectuadas en los citados informes. Dicho procedimiento está previsto para la subsanación de irregularidades de la actividad de la entidad auditada, mientras que las observadas ponían de manifiesto que habían de atribuirse al ámbito competencial de la Consejería de Empleo, y en concreto de la Dirección General de Trabajo».
- El escrito de la Intervención General de la Junta de Andalucía de 15 de febrero de 2012, dirigido al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, firmado por la Interventora General, Dª.  Rocío Marcos, en contestación a las peticiones realizadas por el Juzgado de Instrucción n° 6 de Sevilla, afirma lo siguiente:
«...En el curso de la realización de los informes de control financiero se advierten en ocasiones, deficiencias que responden a decisiones, no de la entidad a la que se controla, sino de la Consejería u Organismo que otorga financiación para determinadas actuaciones, se trate o no, de aquélla de la que la entidad auditada depende jerárquicamente.
La falta de regulación expresa del supuesto en que las deficiencias observadas corresponden a la gestión de centros directivos u órganos distintos de la entidad que es objeto del informe de control, deficiencias y recomendaciones que no pueden ser alegadas ni subsanadas por dicha entidad, determina la improcedencia de la tramitación prevista en el Decreto 9/99. En su lugar, la Intervención emite los denominados informes adicionales.
Estos informes adicionales, recogen de manera específica las irregularidades o deficiencias advertidas que se consideran atribuibles, no a la entidad, sino a los centros directivos de una Consejería u Organismo por razón de la financiación de actividades de dicha entidad. Estos informes, aunque se realizan en el marco del control financiero realizado a ésta, se emiten con autonomía respecto de los informes de Cuentas anuales, PAIF y Cumplimiento, y se emiten de forma expresa a la Consejería u Organismo que se considera responsable de las infracciones o irregularidades advertidas.
En el control financiero del IFA/IDEA no se realizaron por las razones expuestas informes de actuación, tal y como se comunicó en el escrito de esta Intervención General de 25 de marzo también remitido a la Unidad Adscrita, en el que asimismo se ponía de manifiesto que dicho procedimiento está previsto para la subsanación de irregularidades de la actividad de la propia entidad auditada, mientras que las observadas ponían de manifiesto que habían de atribuirse al ámbito competencial de la Consejería de Empleo, y en concreto a la Dirección General de Trabajo.
Por ello, lo que se realizó fue un informe adicional dirigido a la Consejería de Empleo... ».
- El Informe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas, cuando afirma: «Con base a lo expuesto no procede la emisión del Informe de Actuación que solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades, como la Consejería de Empleo sometida a intervención previa o crítica del gasto, acto a acto». 
- Así como las declaraciones prestadas en el acto del juicio por los testigos Dª. Rocío Marcos Ortiz, Dª. Teresa Arrieta Viñals y D. Ignacio García Revilla.
- El propio Ministerio Fiscal en su informe, manifestó que la gravedad de los hechos e incumplimientos que se recogen en los informes de control financiero, suponen una dación de cuenta más que suficiente para que la forma de proceder de la Consejería de Empleo hubiera cambiado y se hubieran puesto en marcha mecanismos que hubieran permitido, no ya el retorno a las arcas públicas de fondos públicos que nunca debieron haber salido, con una inmediatez temporal que hubiese facilitado su reintegro, sino que éstos dejaran de salir, año a año, de forma ilícita.”
 
Como puede apreciarse, la sentencia basa sus conclusiones sobre el informe de actuación, entre otros, en un informe que la IGJA remitió a la Policía Judicial y, es de suponer, que esta remitió al juzgado, en fecha 25 de marzo de 2011, es decir, apenas dos meses después de abiertas las diligencias judiciales del caso de los ERE. El mismo criterio de la IGJA le fue ratificado a la Juez en otro informe de 15 de febrero de 2012. ¿Por qué, a pesar de los claros argumentos expuestos por la IGJA tan tempranamente, para concluir que el informe de actuación era improcedente, la Juez campeadora decidió imputarme y, su sucesor en el juzgado procesarme y los fiscales acusarme? Cualquier respuesta que se me ocurre resulta irreproducible y, por tanto, haré mejor en callármela.
El Tribunal menciona otros testimonios, además de los dos informes ya citados, para apoyar su opinión sobre la improcedencia en este caso de la emisión de un informe de actuación, a los que habría que unir otros cuantos aportados por mí en mis declaraciones y en otras diligencias practicadas y que la sentencia no cita.
 
Finalmente, la sentencia realiza unas breves consideraciones de Derecho penal, que terminan por reforzar la decisión final sobre mi absolución. Son las siguientes:
 
“Por último, y no por ello menos importante, la concurrencia del dolo en el acusado, tanto en el delito de prevaricación como en el de malversación, de los que viene acusado, es incompatible con la denuncia reiterada que realizó en los sucesivos informes, de las irregularidades detectadas en la presupuestación y ejecución del programa 31L.
Como hemos expuesto al examinar el delito de prevaricación por omisión, al que nos remitimos, para evitar reiteraciones, la conducta omisiva de la que se acusa al acusado, en ningún caso puede entenderse constitutiva de una «resolución» administrativa, en los términos en los que el Tribunal Supremo viene admitiendo que la omisión es tipificable como acción o resolución prevaricadora.
Y por lo que al delito de malversación se refiere, las razones anteriormente expuestas, son igualmente válidas para el delito de malversación. Sin perjuicio, de las consideraciones adicionales que haremos a continuación.
Conforme a lo dispuesto en el artículo 432 del Código Penal, en el delito de malversación, la acción consiste en, con ánimo de lucro, sustraer o consentir que un tercero, con igual ánimo, sustraiga los caudales o efectos públicos.
Las acusaciones consideran corresponsables de la malversación a las personas destinatarias y receptoras del informe adicional al de cumplimiento de 2003, remitido en 2005. Sin embargo, no puede pasarse por alto que Manuel Gómez Martínez no era el destinatario, sino que como Interventor General, ordenó que en el marco de los trabajos de control financiero permanente del Instituto, del ejercicio 2003, se incluyeran trabajos específicos en relación a los convenios particulares que la Dirección General de Trabajo suscribía con el IFA para el pago de las ayudas sociolaborales, durante los ejercicios 2001, 2002, 2003 y 2004. Siendo el que advirtió a quienes sí tenían poder decisorio respecto del sistema que se estaba siguiendo, al remitirles el citado informe adicional.
El delito de malversación requiere como elemento subjetivo, ánimo de lucro propio o de tercero a quien se desvía el beneficio lucrativo (STS de 08/05/2018). Al igual que dijimos respecto del delito de prevaricación, la concurrencia del dolo en el acusado, es incompatible con la denuncia reiterada que realizó en los sucesivos informes, de las irregularidades detectadas en la presupuestación y ejecución del programa 31L.
Por último, señalar que a partir del Código Penal de 1995, desapareció la malversación por imprudencia, STS núm. 121/2007 de 14 de febrero de 2007.
Por todo lo expuesto, procede absolver al acusado de los delitos de prevaricación y malversación, de los que venía siendo acusado.”
 
 



 
 
 
PARLAMENTO DE ANDALUCÍA
 
 
 
A lo largo del proceso han sido objeto de intensos debates el papel del Parlamento en la configuración del sistema de gestión de las ayudas de los ERE y el grado de conocimiento por los parlamentarios de las peculiaridades de este sistema y de sus desviaciones.
Todos los que han sido acusados de participar en el proceso de diseño y mantenimiento del sistema han defendido, de un modo u otro, que es al Parlamento de Andalucía al que cabe atribuir la decisión última de establecer el sistema de los ERE, conclusión ésta que compartimos plenamente. Lo que nadie ha destacado, pero no queremos dejar de hacerlo nosotros, es la escasa dignidad que mostró dicha institución desde que se destapó el escándalo. Estamos convencidos de que, si el Parlamento de Andalucía hubiera asumido institucional y públicamente la responsabilidad y autoría del sistema implantado mediante leyes del propio Parlamento, muy distinta habría sido la suerte de las decenas de responsables políticos y administrativos de la Junta de Andalucía, sometidos a un proceso judicial por unos hechos que, en definitiva, consistieron en propuestas que, finalmente, el Parlamento sancionó mediante Ley. Es más, cuando el Parlamento afrontó una iniciativa de la Juez campeadora que pretendía investigar el grado de conocimiento por el Pleno y por la Comisión de Hacienda y Presupuestos sobre los hechos, en lugar de aprovecharlo para reconocer abiertamente su responsabilidad, se limitó a revolverse ante dicha iniciativa, combatiéndola con inocentes pellizcos de monja a la Juez instructora ante el CGPJ que, para colmo, le negó la razón.
 
Como es bien conocido, una de las alucinadas tesis centrales utilizadas por la Juez instructora para incriminar a la cúpula política de la Junta de Andalucía, tesis tomada prestada de los peritos de la IGAE, es que el Gobierno de la Junta engañó al Parlamento.
Se trata de una tesis tan inaudita, que parece mentira que se haya mantenido incólume, una vez que ha pasado por las manos de magistrados, jueces y fiscales. Francamente, no alcanzamos a comprender cómo esta estupidez ha llegado a ser un argumento incriminatorio en este proceso.
Pero, así ha sido y nadie lo debe desconocer. Entre otras cosas porque, de alguna manera, ha terminado siendo, de modo más o menos explícito, una de las piedras angulares de la sentencia.
En este sentido, debemos destacar que fue el Parlamento de Andalucía el autor de las leyes del Presupuesto en las que se contenían las TF que financiaban las ayudas de los ERE y fue el receptor de la Cuenta General de la Junta, en la que la DGTSS detallaba en qué se estaba gastando ese dinero que se ponía a su disposición Por eso, siempre he considerado que el Parlamento de Andalucía, institucionalmente, debió dirigirse a la sociedad y al juzgado, explicando cuáles eran las verdaderas naturaleza y alcance de su decisión. En su lugar, ha permanecido agazapado, librándose del reproche político y social derivado de una decisión presupuestaria, probablemente equivocada, y dejando a los pies de los caballos y a la intemperie penal a los agentes administrativos y políticos que ejecutaron el Presupuesto aprobado por el propio Parlamento, mientras este disfrutaba confortablemente de la impunidad que le ofrece su estatuto de inviolabilidad penal.
 



 
 
 
TRIBUNAL DE CUENTAS
 
 
 
El 6 de diciembre de 2016, el diario ABC daba a conocer a sus lectores una información con el siguiente titular: “Empresarios alertan de una «treta» de la Junta de Andalucía para salvar a Chaves y Griñán en los ERE”; y el siguiente subtítulo: “La administración denuncia ante el Tribunal de Cuentas sólo a los receptores del dinero y obvia a los altos cargos socialistas que lo dieron”.
La información alerta de una supuesta treta de los servicios jurídicos de la Junta, para salvar a Chaves y Griñán en los ERE. Se trata de una materia enrevesada y abstrusa donde las haya y cualquier error que se publique en los medios resulta indetectable, incluso para una persona bien informada. Y aquí se advierten varios errores o equívocos. Veámoslos. 
En primer lugar, se acusa a la Junta de Andalucía de no perseguir en la jurisdicción del Tribunal de Cuentas a personas, como los expresidentes Chaves y Griñán, que, según el periódico, serían responsables contables en la causa de los ERE que se sigue en dicho Tribunal, pero no se aporta prueba alguna de dicha responsabilidad y se oculta el dato fundamental de que en el procedimiento que instruye el Tribunal de Cuentas se encuentra personado el Ministerio Fiscal que, si hubiera considerado necesario ampliar el ámbito de las responsabilidades, lo habría solicitado al Juez instructor, como ya lo ha hecho, incluso abusivamente, en la causa penal.
En segundo lugar, simplemente, no es cierto que en el procedimiento que se sigue ante el Tribunal de Cuentas sólo estén encausados los receptores del dinero, como se da a entender en el subtítulo de la información. En dicha causa están procesados quienes recibieron el dinero, lógicamente, y quienes, supuestamente, se lo concedieron a aquéllos, los tres directores generales de Trabajo de la Consejería de Empleo.
 
Esta información pone de manifiesto otra de las excentricidades del asunto de los ERE, y nos da pie a explicarla en este momento. Es la siguiente:
El poder punitivo del Estado se está enfrentando a las presuntas irregularidades y fraudes de los ERE de un modo notablemente incongruente. Cuando el ordenamiento jurídico ha de afrontar el fenómeno de decisiones de órganos administrativos que presuntamente infringen la Ley y tienen como consecuencia la presunta apropiación indebida de fondos públicos por determinadas personas, dispone de diferentes respuestas de distinta intensidad, según la gravedad de las infracciones que se hayan podido cometer. Hablaríamos, así, de lo que podríamos denominar una escala de la punibilidad, que comienza en los ámbitos administrativo y contencioso administrativo, continúa por el de la responsabilidad contable y termina en el ámbito penal, como última ratio del Estado. O de una pirámide, en cuya base se situaría el Derecho administrativo y en su vértice el Derecho penal.
De este modo, las irregularidades que se hayan podido producir en la gestión de estos fondos públicos podrían ser calificadas, en primer lugar, como una irregularidad puramente administrativa, causante de nulidad o anulabilidad de las actuaciones realizadas y merecer, en su caso, una respuesta disciplinaria para sus responsables. En segundo lugar, en orden de gravedad, dichas presuntas irregularidades podrían ser calificadas como infracciones contables, con la obligación, de carácter no sancionador, de resarcimiento al Tesoro Público para quienes se hayan beneficiado de ellas o las hayan causado o de ambos, solidariamente. Y, finalmente, sólo en el caso de conductas especialmente graves, de acuerdo con los principios de intervención mínima y de última ratio, entrará en juego el Derecho penal.
En el caso de los ERE, y, ciñéndonos, únicamente, a los ámbitos contable y penal, se ha producido una inversión auténticamente subversiva, en el ejercicio del poder punitivo del Estado. Explicaremos por qué:
Desde una perspectiva puramente lógica resulta difícil, si no imposible, concebir una conducta que deba ser calificada de malversadora desde la óptica del Derecho penal (que exige el dolo), que no entrañe responsabilidad contable (para la que basta la simple negligencia) de sus autores. Y, correlativamente, es perfectamente concebible la ocurrencia de un supuesto de responsabilidad contable, que no cumpla los requisitos del tipo penal de la malversación. Por no concurrir el dolo, por ejemplo. Aplicando esta lógica, sería razonable pensar que, si se produjera una irregularidad de tipo económico-financiero con diversos autores, el número de responsables penales deberá ser siempre igual o inferior al de responsables contables, pero nunca superior. Pues bien, en el caso de los ERE, la pirámide de la que hablábamos se encuentra invertida, dado que han llegado a estar encausados penalmente hasta 52 autoridades y funcionarios y han sido enjuiciados, hasta el momento, 21, mientras que en el procedimiento contable sólo están procesados tres.
Por otro lado, carece por completo de sentido que una misma conducta malversadora sea enjuiciada simultáneamente por dos ámbitos jurisdiccionales diferentes, que pueden llegar a conclusiones distintas, cuando no opuestas. Es verdad que se trata de algo querido por el legislador, pero, no por ello adquiere sentido. Con dos particularidades, además. La primera, que la jurisdicción especializada en el empleo fraudulento de fondos públicos es el Tribunal de Cuentas y no los tribunales penales. Y esto no es una cuestión sólo teórica, como lo demuestran los numerosos errores y hasta disparates, que han cometido casi todos los jueces y fiscales de todo rango del orden penal que han intervenido en la causa de los ERE, por su deficiente conocimiento de las normas administrativas y financieras. En segundo lugar y no obstante lo dicho, aunque la Ley permite, sorprendentemente, que ambas jurisdicciones solapen su actuación, la jurisdicción que tiene preeminencia es la jurisdicción penal; es decir, la no especializada y aquella en la que es más fácil que se produzcan errores, generalmente en perjuicio del justiciable.
Se preguntará el lector: ¿qué hacen jueces y fiscales de los órdenes penal y contable para tratar de evitar los efectos aberrantes de esta doble jurisdicción? Nada, naturalmente. Cada uno va a lo suyo, jugando a esta esgrima sórdida en la que se encuentran en su salsa. Sórdida y, en este caso, autista. Porque, ¿no se han preguntado el juez y el fiscal penal por qué sus colegas de la jurisdicción contable, que están investigando y enjuiciando la misma malversación (exactamente la misma) sólo han llevado al proceso a los directores generales de trabajo? O, dicho de otro modo: ¿no les ha hecho pensar a nuestros jueces y fiscales penales el hecho de que la jurisdicción contable no haya apreciado, no ya dolo, sino simple negligencia, nada más que en los directores generales de trabajo y en ningún otro cargo público? ¿Cómo es posible que la jurisdicción contable, en la que basta la negligencia, enjuicie a tres y la jurisdicción penal, que exige el dolo, haya investigado a 52 y enjuiciado a 21? ¿Estudian en las mismas facultades estos profesionales, aplican los mismos códigos?
 
 



 
 
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ANDALUCÍA
 
 
 
El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía es uno de los pocos órganos judiciales que ha jugado un papel airoso en la auténtica constelación judicial que ha recorrido la causa de los ERE. Aunque, para ser justos, este elogio quien verdaderamente lo merece es el Magistrado de dicho Tribunal, Miguel Pasquau Liaño, en el desarrollo de sus funciones de instructor de la pieza de los aforados ante el TSJA.
Este tribunal abrió diligencias para investigar la conducta de los cargos públicos señalados por la Juez justiciera, que tenían la condición de diputados del Parlamento de Andalucía y, por ello, gozaban de fuero especial ante el TSJA.
Tras recibir la Exposición razonada de la Juez instructora, el TSJA designó a su propio Juez instructor, a la sazón, el Magistrado Pasquau Liaño, que tomó declaración, creo que a petición propia, a todos o a algunos de los aforados. El foro especial duró poco, porque el Parlamento andaluz fue disuelto y todos los diputados investigados fueron castigados por su partido, siendo descabalgados de las listas. Ese homenaje inverso a la presunción de inocencia que se ha enseñoreado de la vida política nacional.
Por ello, el Juez instructor del TSJA hubo de devolver las actuaciones al juzgado de Sevilla, mediante un Auto en el que daba cuenta de las actuaciones practicadas. Este Auto es la pieza judicial más valiosa que ha producido la causa de los ERE en las diferentes instancias por las que ha transitado hasta ahora. Lástima que haya tenido tan poca influencia en las resoluciones realmente decisorias de cada uno de los procedimientos. Sobre cada uno de los asuntos que examina, demuestra este Magistrado haber entendido el sentido y significado de los diferentes instrumentos e instituciones del Derecho presupuestario y, cuando estos son dudosos o controvertidos, lo expone llanamente, sin encomendarse a teorías más o menos truculentas ni apelar a intenciones nefandas de los protagonistas.
Para empezar, el Auto de este Magistrado, al contrario que la totalidad de las resoluciones judiciales de impulso del proceso en sus distintas fases, (imputación, fase intermedia, procesamiento...) dictadas antes de él y las que se han producido con posterioridad, contiene un apartado, concretamente su Fundamento Jurídico Cuarto, dedicado, pásmese el lector, a exponer “Los argumentos de los imputados”. Y así, por primera vez han podido verse en el proceso los argumentos que impugnan las delirantes teorías incriminatorias de la Juez campeadora, no directamente en boca de imputados y acusados o de sus abogados, sino plasmados en una resolución judicial, que les reconoce su propia existencia, la necesidad de ser tenidos en cuenta y la imposibilidad de su desconocimiento sin aportar argumentos de mejor Derecho.
Relea el lector este abigarrado párrafo por el que acaba de pasar y repare en que ahí está descrita la causa principal de las profundas decepción y desconfianza que siento hacia el sistema judicial penal español, en su conjunto, tras mi experiencia judicial, sentimiento que impregna muchos pasajes de este libro. Sentimiento derivado del hecho de que jueces y fiscales en todas las instancias por las que he pasado parecen no haber escuchado ni leído el formidable caudal de argumentos defensivos que he depositado en el proceso. Entiéndame el lector. No me quejo de que no me hayan dado la razón; me quejo de que se hayan ignorado mis monumentales razones, que han sido tratadas como si no existieran y así no tener que molestarse en examinarlas, al menos para combatirlas. Volviendo al párrafo anterior, lo que resulta realmente sorprendente es que me cause sorpresa, como me la causa, que un Auto de instrucción penal dedique un apartado a los argumentos de los imputados. Desde mi punto de vista, la lectura de este apartado resulta especialmente revelador de que, el modo como han abordado la causa de los ERE los jueces de instrucción de Sevilla, su Audiencia Provincial y el Tribunal Supremo, no es el único modo posible de impartir justicia en un asunto como este. Por eso me ha parecido del mayor interés transcribir en este libro el citado apartado del Auto del Juez Pasquau Liaño.
 
“Cuarto.- Los argumentos de los imputados.
Frente a esta tesis incriminatoria, los imputados y sus Letrados sostienen una tesis alternativa que, también resumidamente, insiste en los siguientes aspectos:
“A) No ha existido una decisión política adoptada en las altas esferas de la Administración andaluza consistente en habilitar un espacio de arbitrariedad para la concesión de las subvenciones y ayudas sociolaborales, sino un uso abusivo y desviado de la potestad subvencionadora en el ámbito de la Consejería de Empleo, en la fase de ejecución del presupuesto, sobre la que carecían de toda competencia y que no llegaron a conocer ni tenían por qué sospechar, habida cuenta de la obligación legal y constitucional de los responsables de la Consejería de Empleo de obrar conforme a Derecho. Todo lo más, según explicó con vehemencia el Sr. Vallejo Serrano en su declaración, pudo existir una voluntad de establecer un mecanismo de pago que resultase adecuado a las especiales necesidades de rapidez y agilidad en la intervención de la Administración para favorecer los acuerdos en las mesas de negociación entre empresas y trabajadores, así como para atender a necesidades de empresas en situaciones de crisis, lo cual habría de considerarse como una decisión política legítima en sí misma considerada, y validada año por año por la Ley de Presupuestos, al mantener la partida 31.L. Dicho de otro modo, la decisión de acometer una ágil política de ayudas sociolaborales y subvenciones a las empresas en crisis, y el modo de financiación escogido, habría creado objetivamente el riesgo de una utilización abusiva, pero no habría sido diseñada para tal finalidad ilícita, lo que por tanto no comporta ninguna responsabilidad de tipo penal, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que no se ventilan en este procedimiento, resultando por tanto que la imputación se basa en unas consideraciones difusas e hipotéticas de las que no resulta posible la defensa por no hacer referencia a hechos concretos, sino a un "sistema" mantenido por la Administración andaluza en su conjunto que en sí mismo no era determinante de un desvío de fondos públicos.
B) El mecanismo de las transferencias de financiación para dotar de fondos a la Agencia IDEA a fin de proceder al pago de las subvenciones acordadas por la Consejería de Empleo es en sí mismo neutro, y desde luego no es en sí mismo determinante de un procedimiento de concesión de subvenciones vulnerador de las garantías tendentes al buen uso de la facultad subvencionadora. Dicho de otro modo: la arbitrariedad podría haberse dado con otro mecanismo presupuestario, e, igualmente, pudieron haberse hecho las cosas conforme a Derecho de no haber interferido conductas delictivas de terceras personas que no tenían por qué preverse por los aquí imputados.
También sostuvieron (el Sr. Ávila y el Sr. Vallejo), en línea, por cierto, con lo sustentado por la representación de D. Manuel Gómez Martínez en su escrito de alegaciones de 21 de febrero de 2014 presentado en el juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla (Anexo III de la Exposición razonada) que el artículo 18 de la Ley 15/2001, que es considerado en la Exposición razonada como una «definición legal» de las transferencias de financiación de manera tal que impidiese su utilización para supuestos diferentes, no está en realidad regulando ni definiendo las transferencias de financiación, ni su ámbito de aplicación de manera vinculante para la Administración competente en materia de elaboración del Proyecto de Ley de presupuestos, sino estableciendo una correlación con la compensación de pérdidas de ejercicios anteriores con la sola finalidad de evitar un tratamiento fiscal desfavorable (tributación por el impuesto de Sociedades de las cantidades no aplicadas), de tal modo que no puede predicarse que su utilización para fines diferentes de la compensación de pérdidas de los entes instrumentales o empresas públicas de la Administración sea "ilegal". Igualmente sostuvieron (en particular el Sr. Ávila) que la delimitación de lo que es «actividad genérica» del ente instrumental y «finalidad concreta», es una cuestión de grado, siendo así que al ser el pago de las subvenciones la actividad más importante (presupuestariamente) acometida por el IFA/IDEA, no es forzado decir que se está financiando genéricamente a dicho ente.
C) En todo caso, y sobre todo, las resoluciones adoptadas en la fase de presupuestación (desde la confección del Anteproyecto del presupuesto de IDEA hasta la aprobación del Proyecto de Ley de Presupuestos por el Consejo de Gobierno) no podrían considerarse resoluciones (injustas) adoptadas en un asunto administrativo, como exige el tipo de prevaricación, puesto que sin la aprobación final en forma de Ley, es decir, en caso de rechazo por el Parlamento, todas esas resoluciones preparatorias decaerían y no producirían efecto alguno (Sr.Vallejo).
A ello añaden, en línea con lo también sustentado por el anteriormente referido escrito de la representación procesal de D. Manuel Gómez Martínez (folios 132 y ss. del mismo), que en las fichas presupuestarias, en la Memoria y en los «estados de autorización de gastos», se hacía mención expresa y transparente al denominado procedimiento específico (pago de las subvenciones del Programa 31.L por parte de IFA/IDEA con cargo a transferencias de financiación procedentes de la Consejería de Empleo, y vigencia del Convenio de 17 de julio de 2001), siendo así que, conforme a cierta jurisprudencia constitucional, tales documentos de estado de gastos e ingresos sí forman parte del contenido propiamente legal de la Ley de Presupuestos (y no sólo su texto articulado). En particular los estados de autorización de gastos podían ser objeto de discusión y enmienda parlamentaria, como efectivamente lo fueron en numerosas ocasiones (según afirmaron los tres imputados en su declaración), por lo que resulta inadecuado calificar de «ilegal» una decisión adoptada por el Legislativo: una ley puede ser inconstitucional, pero no puede ser ilegal, por lo que, entonces, tampoco puede ser ilegal una resolución administrativa que a la postre se convierte en ley.
Por último, dentro de este apartado, se señala igualmente que no es atendible el argumento de la Exposición razonada de que los parlamentarios al aprobar cada Ley de presupuestos no podían tener conocimiento de los detalles del denominado procedimiento específico dada su complejidad la opacidad con que aparecía en los documentos adjuntos al Proyecto de Ley presentado en el Parlamento; a juicio de los imputados, el modo de financiación y pago de las subvenciones del Programa 31.L era transparente tanto en la documentación que acompañaba al Proyecto de Ley, como en la Cuenta General o Memoria que cada año remitía al Parlamento la Cámara de Cuentas de Andalucía, existiendo además una Oficina de Control Presupuestario del Parlamento que podía prestar el asesoramiento suficiente para entender los documentos anexos al Proyecto de Ley de Presupuestos.
D) Por lo que se refiere al importante dato del conocimiento que tuvieran de las irregularidades que se estaban cometiendo en la fase de aplicación del Programa 31.L, los tres imputados que declararon negaron haber ni siquiera sospechado tal circunstancia antes de la investigación judicial y parlamentaria, y destacaron que el marco fue corregido una vez que se conocieron tales irregularidades. Por lo que se refiere a Dña. Carmen Martínez Aguayo y Don Francisco Vallejo Serrano, respecto de quienes consta en las actuaciones que por su condición de Viceconsejera de Hacienda y Consejero de Innovación recibieron el Informe Adicional de la Intervención General de la Junta de Andalucía de 25 de julio de 2005, en el que se ponían de manifiesto tales irregularidades, y sobre lo que fueron preguntados, ambos alegaron que no lo leyeron personalmente, para lo que adujeron dos tipos de razones:
- Una, legal, que por tratarse de un Informe emitido por la vía del art. 12.3 del Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía, ninguna actuación debían ni podían  - realizar al efecto, por cuanto su finalidad es advertir de las irregularidades al Centro de gasto (es decir, la Consejería de Empleo), y sólo en el caso en que por ésta no se adoptaran las recomendaciones sugeridas por la Intervención daría lugar a un procedimiento que pudiese concluir con un lnforme de Actuación de los contemplados en el artículo 12.5 del mismo Reglamento, en cuyo caso ya sí habría obligación de considerarlo y elevarlo al Consejo de Gobierno;
- Y otra, de carácter meramente fáctico: que eran muchos los informes que se recibían en las respectivas Consejerías, y que no suelen ser leídos por los titulares o máximos responsables de las mismas, por lo que habrían sido derivados a otros servicios de carácter técnico, particularmente en cuanto que por la naturaleza del informe (como se ha dicho) no tenía más finalidad que la informativa, al no requerir actuación concreta de ningún tipo. Por su parte, Dña. Carmen Martínez Aguayo también negó que fuera cierto lo declarado por el Sr. Gómez Martínez en su declaración judicial, quien afirmó que había comentado con ella en diversas ocasiones el contenido de dicho Informe. Este aspecto no ha podido ser objeto de más diligencias de investigación averiguaciones por este Instructor, pese a su importancia.
E) Por lo que respecta al déficit de control generado por el sistema escogido («procedimiento específico», con desdoblamiento de la entidad subvencionadora y la que procedía al pago, financiado con transferencias de financiación), sostuvieron que la técnica del control financiero permanente o a posteriori no es necesariamente menos eficaz que el control en origen, y que en otros ámbitos (como particularmente la Unión Europea) existe una tendencia hacia el control a posteriori, también para el caso de las subvenciones.
F) Por último, en lo que respecta a la participación en los Consejos Rectores de IFA/IDEA (el Sr. Vallejo como Presidente) de los tres imputados que han declarado, sostuvieron, de una parte, que el Consejo Rector no intervenía en la confección material de su anteproyecto de presupuesto, y menos aún en sus detalles técnicos (como es la consideración como «gasto», y por tanto pérdida compensable con transferencias de financiación, de lo que eran meramente «pagos» de las subvenciones), y que en los Consejos en que se autorizaban o se aprobaban Convenios entre el Director General de Trabajo y el Director de IFA/IDEA tal punto era considerado como de trámite, por lo que no se vieron compelidos a examinar la legalidad de la tramitación previa, máxime al tratarse IFA/DEA de una entidad instrumental que carecería de competencia para enmendar la decisión ya adoptada.
De todo lo expuesto puede inferirse, por un lado, que las premisas de las que parte la imputación sustentada en la Exposición razonada vienen siendo discutidas y controvertidas con argumentos de hecho y de derecho que deben ser considerados, y, por otro lado, que la decisión sobre las mismas no puede adoptarse sin una investigación complementaria, lo que en definitiva comporta que no puede en este momento procesal alzarse la imputación.”
 
Particular satisfacción me produce que el Auto cite, hasta por dos veces, uno de los escritos que presenté en la instrucción, en el que enmendaba de totalidad el Informe pericial de la IGAE y las delirantes teorías incriminatorias de la Juez campeadora, debido a los errores de bulto de que adolecen. Por primera y única vez en el proceso judicial, alguien parecía haberse molestado en su lectura.
La declaración final de este extracto contiene lo que resalté al inicio. El Magistrado dice que “las premisas de las que parte la imputación sustentada en la Exposición razonada (de la Juez instructora) vienen siendo discutidas y controvertidas con argumentos de hecho y de derecho que deben ser considerados”. Elemental.
Por otro lado, del conjunto del Auto se puede percibir cómo, con extrema sutileza, de las palabras de este Magistrado se desprenden las dudas que le ofrecen las teorías conspiranoicas en las que se basan las incriminaciones de la Juez campeadora.
Es cierto que la influencia de esta breve actuación del TSJA ha sido nula, porque, entre otras cosas, por las razones ya dichas, no llegó a entrar en el fondo del asunto. Siempre pensaré que fue un error gravísimo, además de una infamia y una cobardía las que cometió el Partido Socialista al descabalgar a estos aforados de sus listas. Si no se hubiera amilanado ante el fétido aliento de la jauría social y mediática, habríamos tenido la oportunidad, hace ya varios años, de que el asunto hubiera sido investigado por un Juez instructor en sus cabales jurídicos y enjuiciado por un tribunal de mayor rango.
Alguien podrá decir: “claro, ese Juez del TSJA, designado por el Parlamento de Andalucía, cómo va a investigar a los que lo han votado”. Yo le diría a quien tal objeción pusiera: “bien, bien, vaya usted a las resoluciones dictadas por este Magistrado, examínelas y compare su rigor con el que exhalan las de cierto juzgado de instrucción sevillano, de cuyo número no quiero acordarme.”
 
 



 
 
 
IZQUIERDA UNIDA
 
 
 
En la Comisión Parlamentaria de Investigación sobre los ERE, IULVCA le compró a Griñán la insensata especie de que entre los principales responsables del fraude de los ERE se encontraban los interventores de la Junta. Fue la reacción de pánico con la que el vendedor evitó una más que probable declaración por la Comisión de su responsabilidad política por el fraude y los compradores se protegieron de la posible pérdida de los sillones recién estrenados en la Junta. El resultado ya lo conocen todos ustedes: la conclusión de la Comisión de Investigación fue un fiasco inenarrable, que nos avergonzó a todos los andaluces. IULVCA, por ser el principal promotor, además de por presidir la Comisión, fue la genuina recipiendaria del ridículo y del descrédito derivados del acuerdo fraudulento adoptado por la mayoría de la Comisión. De tal calibre fue el bochorno que les produjo aquella infausta Comisión, que sus dirigentes parecieron aquejados de una suerte de desvarío, que les llevó repetidamente a adoptar las posturas más adánicas y atolondradas en el asunto de los ERE. Y, como de todo lugar se vuelve, menos del ridículo, los dirigentes de IULVCA se esforzaron incesantemente en acrecentar su propia fama. Veamos dos ejemplos.
Como hemos contado más atrás, el anterior líder de la formación, Antonio Maíllo, se mostró públicamente muy ufano por haber conseguido abortar el intento de la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía (IDEA), de cumplir con su obligación de atender la defensa jurídica de su personal, derivada de su imputación en las diligencias judiciales del caso de los ERE. Ya hemos explicado y no vamos a repetir las razones, que la defensa jurídica es un derecho de los empleados públicos, y no una decisión graciable de la Administración.
¿Por qué esta idea tan elemental no la entienden los dirigentes de IULVCA? La explicación no puede ser otra que el desvarío del que hablé al principio. Lo cierto es que IULVCA no explica las razones de su negativa, pero, de las declaraciones de sus dirigentes se infiere que no quieren que la Junta se haga cargo de la defensa jurídica de ninguno de los imputados de los ERE, porque, al parecer, son todos unos corruptos. Es decir, el extravío derivado del ridículo que hicieron en la Comisión de Investigación les lleva a no distinguir entre quienes intervinieron en las diferentes fases administrativas y presupuestarias que condujeron a que la Junta de Andalucía abonara las subvenciones de los ERE y quienes intervinieron en prácticas irregulares o fraudulentas, como los intrusos, las sobrecomisiones, etc.
Por tanto, una persona normalmente constituida, desde un punto de vista mental, debe entender que a IULVCA le parece corrupta la gestión global de las ayudas de los ERE, con independencia de que los trabajadores beneficiarios sean integrantes legítimos de un ERE o sean intrusos. Y por eso cree que quienes lo hicieron posible, aunque no conocieran, ni de lejos, el uso fraudulento que se estaba produciendo, deben ser condenados a la muerte civil y a la ruina, obligándoles a asumir con su propio patrimonio los cuantiosos gastos de su defensa.
Y, siendo esto así, IU nada dice acerca de que la Junta continúe abonando normalmente las subvenciones de todos los ERE legales, a pesar de que considera corruptos a los responsables políticos y administrativos que lo hicieron posible. Es más, en una singular cabriola, cuando la Junta se negó a pagar las ayudas del ERE de Hitemasa, amenazó con denunciar en el juzgado a los responsables del impago. La incoherencia y el ridículo no pueden ser mayores.
Por otro lado, qué lástima que IULVCA no cumpliera su amenaza, denunciando en los tribunales a los responsables de no abonar el ERE de Hitemasa. ¿Se imaginan ustedes, ver sentados en el banquillo a responsables políticos y administrativos de la Junta de Andalucía, acusados de haber hecho una cosa y la contraria? O, lo que es lo mismo, contemplar cómo se imputa a alguien por no pagar el ERE de Hitemasa, mientras permanecen imputadas decenas de personas, justamente, por haberlo pagado. Quién sabe, a lo mejor así se hubiera aclarado de una vez este enrevesado asunto.
Izquierda Unida sopla y sorbe a la vez y se va a acabar atragantando. Esto es una admonición, no una amenaza.
 
 



 
 
 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN
 
 
 
A lo largo del proceso he llegado a trabar contacto con diversos medios de comunicación, o, para ser preciso, con diversos periodistas. En unos casos, porque ellos me han buscado para que les confirmara o aclarara determinados extremos, algo a lo que estuve casi siempre abierto. En realidad, siempre, salvo que se tratara de cuestiones que no debía desvelar, por cualquier motivo. Ellos agradecían mis explicaciones y, en general, a mí me producían más beneficio que perjuicio. Como he señalado a lo largo del libro, la estrategia de varios de mis compañeros de la Administración, imputados en la misma causa que yo, consistió en embarrar el campo con interpretaciones interesadas, a veces torticeras, de normas y reglamentos, con el objetivo, las más de las veces, de exculparse ellos y echarme a mí el muerto. Por ello, casi siempre me pareció del mayor interés ofrecer mi visión de los hechos, con el fin de combatir las sesgadas opiniones que ofrecían otros, en mi perjuicio.
En otros casos fui yo el que contacté con los periodistas, cuando estuve interesado en transmitir alguna información u opinión o, simplemente, para recabar documentos o datos de los que ellos disponían y yo no.
La relación ha sido casi siempre cordial. Debo decir que, salvo en un caso, que no mencionaré, todos han respetado la reserva sobre datos que les he facilitado, cuando así se lo he pedido, o que no me citen como fuente de sus informaciones, cuando no me ha interesado.
En general, no me puedo quejar del trato informativo que me han dispensado los diferentes medios, derivado de las informaciones firmadas por los periodistas con los que tuve contacto. Otra cosa es la política informativa sobre el caso de los ERE, en general, de cada uno de los medios, alguno de los cuales ha incurrido en episodios que no solo no comparto, sino que me desagradan.
También debo alabar la profesionalidad de los periodistas que he tratado. Tardé en darme cuenta de que la cordialidad que me dispensaban era compatible con sus reflejos ante algunos intentos de intoxicación, que, como un novato en estas lides, probé, sin éxito, en alguna ocasión. Y, cuando hablo de intoxicación me estoy refiriendo, exclusivamente, a intentos de que se ofrecieran los perfiles más favorables a mis intereses en las informaciones que publicaban, no a propagar fake news, ni nada por el estilo.
Por otro lado, distintos medios me han abierto sus páginas, cuando he querido publicar mi opinión sobre diferentes aspectos del caso en forma de artículo, excepto el diario El País, que no quiso que apareciera en sus páginas un texto con mi firma, a pesar de mi insistencia.
En numerosas ocasiones, coincidiendo con las fases críticas del caso, me pidieron entrevistas, que casi nunca me interesó hacer, por razones de prudencia. Muy notable fue la persecución a la que me sometió, durante meses, una colaboradora del programa de Carlos Herrera.
También mantuve conversaciones e incluso, reuniones, en algún caso, en las que estuve barajando intervenir en tres programas que pidieron mi presencia: Informe Semanal, de TVE y El Objetivo, de Ana Pastor y Malas compañías: Historias anónimas de la corrupción, de Cristina Pardo, ambos de la Sexta. Por las mismas razones de cautela decliné estos ofrecimientos.
En un Capítulo posterior de este libro transcribo los artículos publicados con mi firma y las entrevistas realizadas.
 
La estrategia informativa del ABC de Sevilla
 
El diario ABC ha seguido una estrategia informativa del caso de los ERE que podemos calificar de muy combativa y teñida de una cierta militancia. En determinados momentos clave del proceso, este periódico tocaba a rebato a todos sus columnistas de cámara, y, en un solo día, podían encontrarse en la misma edición diversos artículos y columnas golpeando en el mismo yunque. Ya me he referido más atrás a las jornadas de exaltación alayesca que vivió el diario, con ocasión de la entrevista que la Juez campeadora se dignó otorgarle a una de sus redactoras, pero esto ocurrió en numerosas ocasiones. Por ejemplo, el domingo 16 de octubre de 2017 se conoció que la representación legal de la Junta de Andalucía había solicitado el archivo de la pieza política de los ERE. Como ya he señalado más atrás, esta iniciativa procesal no significó, en modo alguno, que la Junta de Andalucía entendiera que no ha habido responsabilidades penales de autoridades y funcionarios en el asunto de los ERE. De hecho, pocos días después, la misma representación legal presentaba su escrito de acusación en otra de las piezas separadas, pidiendo duras penas de prisión para un exconsejero, dos directores generales y otras personas.
La clave de la postura de la representación legal de la Junta de Andalucía consiste en considerar que las responsabilidades penales en este asunto se centran en quienes concedieron las subvenciones y ordenaron los pagos y, probablemente, sus superiores inmediatos. Pero no se extienden a otros ámbitos de la Administración.
El mismo día en el que se conoció la solicitud de archivo, el ABC desplegó toda su artillería pesada para tratar de desacreditar las tesis de los asesores jurídicos de la Junta. Nada menos que cuatro columnistas pusieron su talento al servicio de esta estrategia, en la edición del día 17 de octubre de 2016.
 
En la edición del mismo día, el periódico insertaba una información de dos páginas en la que, bajo el espectacular titular “Abren diligencias a la Agencia IDEA por un «delito masivo» de financiación”, quiso hacer pasar como gran noticia lo que no era sino un jeringo frío. Y, además, lo hizo con tintes completamente tremendistas y con el evidente afán de contraprogramar las informaciones sobre el bien fundado escrito de los abogados de la Junta. Las diligencias a las que se refiere esta información fueron abiertas más de un año antes y, sin duda, el periódico se hizo eco de ello en su día, por lo que el realce que se le daba ahora a la supuesta noticia tenía el indisimulado objetivo ya mencionado. Nada diremos del término "delito masivo" empleado en el titular, que se delata a sí mismo con ese lenguaje inmoderado.
Todavía unos días después, el periódico dedicó un amplio despliegue para tratar de convencer a sus lectores de que, nada menos que tres jueces, mantenían una postura contraria a la de los letrados de la Junta, ignorando por completo la postura de una cuarta Juez, la magistrada Núñez Bolaños, contraria a los otros tres y en la que se da la circunstancia, precisamente, de que era y es la titular del juzgado que entiende de esta causa.
 
Al margen de estos ejemplos, de lo que constituye una clara línea informativa del diario, debo decir, como ya he insinuado anteriormente, que la labor profesional del redactor habitualmente encargado de las informaciones del caso de los ERE, Antonio Rodríguez Vega, no merece reproche por mi parte. Este periodista es un profesional serio, que trabaja exhaustivamente sus informaciones, tratando de contrastarlas y ofrecerlas en un lenguaje claro y preciso, huyendo, por lo general, de los toques tremendistas que caracterizan los enfoques de otros colegas. 
Particular satisfacción me produjeron las entrevistas que me hizo este redactor y que publico más adelante en este libro. La primera en unos momentos en que arreciaban los ataques contra mí de la cúpula política de la Junta y la segunda más recientemente, cuando el asunto de los ERE ya era para mí casi una cosa del pasado.
Y qué voy a decir de las alabanzas que me han dedicado algunos de los columnistas del periódico tras la sentencia, y no cualesquiera. Nada menos que Ignacio Camacho, Fernando Iwasaki y Belmonte me dedicaron generosas columnas en los días siguientes, que inserto más adelante, que me llenaron de satisfacción y que distribuí ampliamente entre familiares, amigos y allegados. Espero que ni estos columnistas ni el propio diario me consideren un desagradecido por las críticas, apenas veladas, que he expuesto en las líneas anteriores sobre su línea informativa en relación con el caso de los ERE. Es evidente que esa línea informativa, al tratar la vertiente penal del asunto sin matices y con abstracción del conjunto de personas encausadas, me ha perjudicado clara e injustamente y por eso la critico. Incluso, como podrá apreciar el lector tras su lectura, el artículo de Ignacio Camacho al que me acabo de referir, a pesar de su carácter globalmente elogioso, mantiene aun un cauteloso recelo hacia mi comportamiento como Interventor General, relacionado con el dichoso asunto del informe de actuación. Comprendo que Camacho no conozca una sentencia tan procelosa como la de la pieza política en todos sus extremos. Y, comoquiera que la resolución judicial es absolutamente clara sobre este asunto, en una comunicación que le dirigí, agradeciéndole su artículo, me ofrecí, también, a aclararle personalmente esos recelos.
 
La estrategia informativa de El Mundo.
 
En lo que se refiere al tema de los ERE, no estoy seguro de que la línea informativa de El Mundo sea suficientemente ponderada. A ello se añade la especial dedicación del diario a una de sus bestias negras, el Presidente de la Junta Manuel Chaves, fruto de la inquina que debió despertarles la querella que aquel les interpuso y que, finalmente, perdió. Especialmente, en los años de plomo de la Juez campeadora, entre 2011 y 2015, el diario, que gozaba entonces de una bien nutrida sección de Andalucía, dedicaba casi cada día, al menos, una página al asunto de los ERE.
Por aquel entonces trabé relación con los dos redactores que firmaban conjuntamente las crónicas, Sebastián Torres y Antonio Salvador. Ambos me parecieron periodistas serios, rigurosos y fiables en las informaciones que ofrecieron a sus lectores que, por cierto, en ocasiones me perjudicaron, porque así era el tenor de los hechos de los que daban cuenta.
No obstante, debo mencionar un hecho, porque me parece significativo y quizá revelador. Cuando los recortes en el periódico dejaron la Sección de Andalucía reducida a apenas dos escuálidas hojas, uno de los redactores, Sebastián Torres, encontró trabajo en un nuevo destino, como jefe o asesor de prensa del Presidente del PP de Andalucía y entonces candidato a la Presidencia de la Junta, Juanma Moreno.
Por lo demás, no puedo expresar queja alguna contra el diario, sus periodistas y director, que me abrió las puertas del periódico para publicar diversos artículos, en los que expresé algunas opiniones que me interesó hacer públicas en momentos concretos. Ya he mencionado que también publicó la indignada carta pública que le remití al Presidente del Parlamento, con motivo de las conclusiones de la Comisión de Investigación. Por todo ello me siento muy agradecido y es justo que así lo señale.
Aunque no es una información del periódico, sí quiero mencionar unas palabras que me dedicó su director, Francisco Rosell, hablando en directo en el programa Espejo Público, el día siguiente al de la sentencia, en las que me llamaba “hombre justo” y se felicitaba por mi absolución.
 
La Razón
 
Para examinar la línea informativa que siguió y que continúa desplegando este diario, respecto del tema de los ERE, debe uno apartar los prejuicios, si los tuviere, que pudieran derivar de la figura del Director de su edición nacional, de la ubicación ideológica en la que habitualmente se encasilla al rotativo y cualquier otra hojarasca. A pesar de que la edición andaluza del periódico está muy bien surtida47 no es el medio informativo que ha informado con mayor extensión sobre el caso de los ERE, aunque sí lo ha hecho habitualmente y con la amplitud necesaria. Esto ya supone, en sí mismo, una opción informativa, coherente con la que se desprende del enfoque de los contenidos de las informaciones que ha venido ofreciendo, en general, sobre el caso. En mi opinión, la información de La Razón, vista en su conjunto, a lo largo de los años, ha sido la información más templada, independiente y objetiva de todos los medios informativos de cierta relevancia.
Ello se debe, sin duda, a la impronta del Director de la edición regional de aquellos años, Paco Reyero y al buen hacer de los profesionales que, habitualmente, se encargaban de las informaciones del caso, entre los que cabe destacar a Noelia Acedo, la periodista que con más frecuencia firmaba estas crónicas.
 
El País
 
El tema de los ERE casi nunca ha sido una prioridad para el diario El País. Como en el caso de La Razón, pero, en otro sentido, esto es, también, una opción informativa, coherente con la línea general del periódico. Este diario también se vio afectado por fuertes recortes, hasta el punto de que, aunque, nominalmente, continúa contando con una edición de Andalucía, distinta de la Nacional, las páginas específicas de Andalucía o no existen, o pasan completamente desapercibidas. Por tanto, el contenido de la información sobre los ERE, que nunca fue muy abundante, ha pasado a ser ínfimo.
El redactor habitual de las informaciones sobre el caso ha venido siendo Javier Martín Arroyo, profesional, también, serio y riguroso que, supongo que habrá tenido que luchar (solo lo supongo) con la tendencia general del diario, más bien favorable a los intereses del Partido Socialista.
 
Diario de Sevilla
 
Hablar de las informaciones de este diario sobre los ERE es hablar de Jorge Muñoz, sin duda el mejor cronista del caso, antes desde las páginas de Andalucía del periódico, en crónicas que aparecían, además, en el resto de cabeceras del grupo y ahora, también, desde el Blog del diario Juzgado de Guardia. Si algún día se escribiese la crónica de este caso, la consulta de los centenares, quizá miles de informaciones ofrecidas por este periodista resultará imprescindible, como me ha resultado a mí, en el momento de escribir estas líneas.
Las informaciones de Jorge Muñoz han jugado un papel indispensable, en la medida en que ha sido prácticamente el único medio de gran difusión regional que ha ofrecido, en ocasiones, una visión crítica del ritmo del proceso y sus avatares, motivo por el que muchos le estamos agradecidos, tanto a él, como a su cabecera.
 
Europapress
 
La agencia de noticias Europapress ha venido informando con rigor y precisión de todos los avatares de este proceso, en despachos que, afortunadamente, eran accesibles en Internet. Aunque las informaciones no aparecen con firma, creo que la mayoría de ellas se debieron a la pluma del redactor Juanjo Romero, aunque es verdad que hace un tiempo que abandonó dicha ocupación para trabajar en el Gabinete de comunicación del TSJA. En más de una ocasión felicité a este periodista por la rapidez y rigor con los que lograba destripar los farragosos documentos judiciales (autos, sentencias, recursos, etc.) de los que daba cuenta la Agencia.
 
 



 
 
 
COLUMNAS DEDICADAS
 
 
 
En este apartado voy a reflejar algunos de los artículos que me han dedicado columnistas de diversos medios, generalmente con ocasión de alguno de los episodios en los que he realizado intervenciones que han tenido repercusión pública.
 
El inquietante señor Gómez
 
Paco Reyero. Diario La Razón. 29 de agosto de 2012.
 
“El interventor Manuel Gómez, aunque sentado en frente de sus interrogadores, sobrevolaba la sala. No estamos hablando de la tentación de los sabios a pecar del vicio de la jactancia. Aunque a veces se le escapaba una risita, indulgente u ofidia, según, ante las parvularias preguntas de las diputadas del PSOE e IU. La socialista Moro y sus acompañantes de guadarropía, se empeñan en demostrar, día tras día, que Emilio Romero llevaba razón: «Siempre es preferible un malo a un torpe, porque con el torpe además se asume el riesgo de que te salte un ojo». Inquietos con el inquietante señor Gómez, los comisionados del PSOE activan el código rojo cada vez que alguien nombra a Griñán. Es decir Griñán y parece que van a saltar los detectores de humo. En su favor, en favor del PSOE, certifiquemos que la inquietud estaba justificada. El testimonio del ex Interventor General de la Junta sentenció que su departamento advirtió al Gobierno andaluz en 2005, que el Ejecutivo debió cambiar la forma de conceder las ayudas y que, sin embargo, no puso coto a los desmanes. Con gelidez, Gómez señaló que, pese a que el trabajo excedía la labor encargada, envió los informes a Empleo –la consejería del lío– y a Hacienda, el departamento que ocupaba desde 2004 el actual presidente de la Junta.
El compareciente se presentó acompañado de un antiguo jefe. Se dudaba, si Gómez, hombre de covachuelas, acostumbrado a vivir en la jungla burocrática y a esquivar las cerbatanas de oficina, necesitaba un «soporte afectivo» para pasar el trance. Por lo que se comprobó posteriormente, aquel hombre sentado a su lado era el notario silencioso de sus argumentaciones, su superior jerárquico, tan útil en el alpinismo funcionarial. Porque con la noticia mayúscula que Gómez vino a dar, también quedó explicada una suerte de biología. La biología administrativa de este interventor, obsesionado con la higiene documental y la asepsia en los procedimientos. Este modo de vida es el que ayer le permitió salir pimpante del amasijo de intereses cruzados del PSOE en la Junta. Indemne, rotundo e incluso ajeno, tras cohabitar, durante décadas, con cuatro consejeros de Hacienda, Magdalena Álvarez y Martínez Aguayo, entre otros. Tras conocerse el escándalo de los ERE, y tal vez por otros motivos, pidió una excedencia y se fue a vivir a Londres. En su blog personal cargaba contra el PP e incluyó un ilustrativo álbum de fotografías de Arenas para demostrar la hipótesis de que éste mentía cada vez que levantaba la ceja. Ayer, el parlamentario popular, Rafael Carmona, no se salió de la vereda legislativa para ir de la mano de Gómez por los sótanos de la administración regional. El interventor se los enseñó con el desdén del viejo guardés de una finca. Al inquietante señor Gómez se le define con el desmentido de que fue capaz de mandar un informe desde su despacho a una planta más arriba con certificado y acuse de recibo. Se trataba de construir un refugio antinuclear.”
 
 
Las divinas palabras del probo funcionario
 
José Manuel Cansino. Diario La Razón, 3 de diciembre de 2012
 
“Al día siguiente de uno de los centenares de crímenes de ETA hubo un humorista gráfico que, harto de la reacción política al uso, dedicó su viñeta a dibujar a dos personas. Una de ellas, indignada, reclamaba acciones duras contra los terroristas y la otra le contradecía haciéndole ver que «no había nada como un comunicado de enérgica condena».
Con las comisiones parlamentarias de investigación ocurre algo parecido. Pocas iniciativas más inútiles encuentro que su propia existencia. Primero, porque en ellas el Poder Legislativo se arroga unas atribuciones que lo son del Poder Judicial y segundo, porque si de exigir responsabilidades se trata, para ello ya está el criterio del ciudadano-votante que sabrá sancionar o premiar con su voto al culpable y al eficaz.
En la última semana ha circulado como la pólvora entre los departamentos universitarios de Economía Pública y también de los de Derecho Financiero, la carta que el ex interventor general de la Junta de Andalucía ha dirigido al Presidente del Parlamento andaluz en relación con el dictamen de conclusiones de la Comisión de los ERE.
La carta podría perfectamente haber circulado también por los departamentos de Literatura porque es una pieza de calidad literaria notable en la que el lenguaje técnico-jurídico se sostiene sobre el bastidor de la obra de teatro «Divinas Palabras» de Valle-Inclán.
El ex interventor golpea el argumento central del dictamen aprobado por la mayoría de la Comisión de los ERE cuando apunta al supuesto «Informe de actuación» que, según el dictamen, debería haber realizado la Intervención General de la Junta de Andalucía para impedir la tropelía de los ERE falsos. Tropelía que califica el ex interventor –con las cifras en la mente– del mayor caso de corrupción económica de España.
Efectivamente, el pretendido «Informe de actuación» no tiene ni causa legal (sin causa no puede haber efecto), ni destinatarios ni organismos que hubieran de tener en cuenta sus conclusiones. Y no sólo denuncia esto quien resulta señalado por el dedo acusador del dictamen, sino también el propio Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas (órgano de control externo que depende del propio Parlamento que acoge la Comisión de Investigación) y los tres interventores generales que le han sucedido en el cargo.
Pero la carta es literalmente excepcional, no sólo en su interés académico para la Economía Pública, el Derecho Financiero y, acaso, la Literatura valleinclanesca, sino también para el procedimiento judicial abierto. Su autor auxilia la labor de la Fiscalía y de los magistrados al apuntar hacia los órganos de la Administración autonómica que podían haber detenido la corrupción «en sólo 24 horas». Y todo ello, con sólo haber tenido en cuenta los informes de auditoría que la Intervención General estuvo remitiendo durante diez años a la Consejería de Hacienda. Diez años de inacción y quince auditorías recibidas. Un hecho tan elocuente como groseramente eliminado del documento final como si hubiese sido redactado con tinta de broma, como oportunamente ha escrito Félix Machuca.
Lo peor de todo esto hubiera sido la impunidad. Tenemos un país donde detentar un cargo público es asumir la sombra de la sospecha. Y esto vale desde Urdangarín hasta quien tiene cuentas en Suiza y no recuerda cómo. Esto no es bueno para nadie, ni para los políticos ni para el resto de ciudadanos.
La impunidad es la que explica un nivel de fraude fiscal tan elevado. No pagar impuestos es un resorte social al que el ciudadano recurre como actitud compensatoria ante el mangazo impune de quienes administran su dinero. 
Por eso la carta es también excepcional, porque contra pronóstico ha conseguido que Izquierda Unida se resista a la ignominia de respaldar semejante caso de corrupción. En este proceso me consta que ha jugado un papel importante el diputado comunista y profesor de Economía, Alberto Garzón. Pocos políticos se sobreponen al rédito cortoplacista de cambiar un voto con la nariz tapada por unos metros cuadrados más de moqueta; por eso deben ser reconocidos.
Al final el rechazo del dictamen debe ser celebrado no sólo por el PP y por el sector crítico de IU, sino también por aquella parte del PSOE que alertaba sobre tamaño error. Pero, sobre todo, debe ser celebrado por los ciudadanos.”
 
El Interventor y él
 
Manuel Ángel Martín. Diario ABC, 6 de noviembre de 2012.
 
“Los interventores son una lata. De hecho, todo órgano de control resulta molesto para los controlados, cuánto más si son personajes deseosos de hacer política.
Quien ponga chinitas en el camino de la discrecionalidad más o menos arbitraria o ponga pegas a las brillantes ideas de políticos adanistas, será tachado de burócrata o, peor aún, de quintacolumnista de la oposición. Los interventores se ocupan de que el gasto público se atenga a la legalidad presupuestaria y contable en las diferentes fases de su realización, a lo que se añade el control financiero, todo lo cual a los ciudadanos les importa un comino salvo en los casos de escándalos con proyección mediática. De siempre ha existido una asimetría valorativa entre los ingresos y los gastos. La gente es muy sensible a la presión fiscal y a los tributos, que son objeto de una intensa atención administrativa y académica, pero el gasto no despierta demasiado interés. Tal parece que una vez que el recaudador nos ha desplumado, nada puede hacerse con la recta, eficaz y eficiente utilización de los fondos. Sin embargo, y aunque sea por delegación, la ciudadanía ha ido desde el Antiguo Régimen ganando espacios de control y exigencia de responsabilidad sobre el empleo de esos dineros públicos que algunos piensan que no son de nadie. Tarea hoy complicadísima por la hipertrofia del sector público y por la «huida» del derecho administrativo, precisamente en pos de una pretendida mayor «agilidad». La Intervención de la Junta de Andalucía es un órgano de control interno y la Cámara de Cuentas lo es de control externo y a posteriori. La solvencia técnica y también moral (léase independencia de los partidos políticos) de ambas se pone a prueba en asuntos espinosos como es el de los ERE investigados por la comisión parlamentaria correspondiente. No parece que el desarrollo de las 12 sesiones de «investigación sobre ayudas sociolaborales 2001-2010» haya resultado negativo para los intereses del Gobierno andaluz, ni que las 189 páginas del complejo informe de la Cámara de Cuentas ayude a la clarificación de responsabilidades. No obstante, resulta aleccionador el careo virtual que hasta el final está manteniendo el ex Interventor General con el presidente Griñán. 
Vi por televisión las intervenciones de ambos (disponibles en la web del Parlamento de Andalucía). La del primero, técnica y completa, sin inculpaciones directas pero sin complejos a la hora de señalar cuándo y a quién había advertido de procesos irregulares. La del presidente Griñán, política y «sobrada», pero cometiendo la imprudencia de responder y «rebotar» algunas de las consideraciones del ex interventor que podían afectar a su presidencial responsabilidad. Una extraña defensa con cierto carácter de «excusatio non petita». Quizá por aquello de que «el que calla otorga» no se ha hecho esperar una aclaratoria respuesta del ex Interventor General en forma de misiva a la Comisión investigadora, que ya ha obtenido pintorescos comentarios de algunos representantes del Gobierno de coalición en la Comisión. Esto viene a animar algo la recta final de la tediosa y previsible elaboración del dictamen que se aprobará el día 22 y ratificará el Parlamento el 28 de noviembre, y que dirá aquello de los «cuatro golfos» culpables. Sorprende que el «animador» haya sido un interventor, pero ya les dije que son una lata.”
 
No disparen al interventor
 
Lucas Haurie. Diario La Razón, 21 de abril de 2015.
 
“Cuando Picasso le mostró a Gertrude Stein su retrato, la agitadora de la vanguardia parisina respondió que no se parecía a la mujer que aparecía en el cuadro. No sin retranca, el pintor la tranquilizó con un particular juicio de intenciones: «No se preocupe, ya se irá pareciendo». Lo que más teme Manuel Gómez Martínez, ex interventor de la Junta de Andalucía entre 2000 y 2010, es que su retrato vaya pareciéndose cada vez más al de Barrionuevo o Vera, segundos espadas que se vieron en el brete de purgar los pecados de los GAL ellos solitos. 
En el caso de los ERE, según entiende Gómez Martínez de las declaraciones de los santones de la Junta en el Tribunal Supremo, se anticipa un prendimiento al elemento de segunda fi la. Él, que fi gura en la infinita nómina de imputados por la jueza A. por «menoscabo de los fondos de la Junta durante más de una década» y por «dictar informes u omitir los mismos», se destapó con una petición de comparecencia en el Alto Tribunal. Su intención: rebatir lo declarado por Manuel Chaves y José Antonio Griñán, a quienes no les consta informe de la Intervención alguno en aquel periodo. Gómez Martínez es un funcionario que desde 1985 trabajó en la Intervención General de la Junta de Andalucía; entre 2000 y 2010, fue titular de la misma. Ascendió en la carrera hasta llegar a la cúspide técnica de la Administración. Ahora está en el punto de mira de sus jefes. Pero sin voto de lealtad al PSOE porque jamás militó y «ni siquiera simpatizó» –cuenta un funcionario de la Consejería de Hacienda–, ha decidido «tirar de la manta. Pero de ver dad, no como esos imputados que amenazan con hacerlo y luego se comen el marrón». 
Los empleados públicos de carrera, como la fuente consultada y el propio exinterventor, están mal vistos entre la grey política. Por eso, tras la exigencia de respetar el anonimato, el ex compañero de Gómez Martínez no tiene problema en explayarse contra «los dirigentes que tienen secuestrada a Andalucía desde hace treinta años y hora pretenden quedar como unos ingenuos a los que un grupo de personas que traicionaron su confianza les colaron unas asignaciones presupuestarias fraudulentas…que casualmente enriquecieron a muchos socialistas». 
Gómez Martínez fue interventor general con cuatro titulares de la Consejería de Hacienda. En este departamento se encuentra el meollo de las transferencias presupuestarias objeto de escrutinio en el caso de los ERE. Al parecer, fueron partidas que estuvieron durante una década bailando al son que les marcaba una mano invisible capaz de pintar la Capilla Sixtina si hacía falta. ¿Quién manejaba el pincel? «Es increíble que cientos de millones de euros se asignasen sin el conocimiento de los altos responsables de la Junta.  Que un grupito de funcionarios y cargos de tercera cometiesen ese fraude durante años sin que nadie se enterase… Eso no hay quién se lo crea». A falta de que el TS complete las diligencias y atienda o no la petición de la acusación particular para que comparezca, Gómez Martínez está siendo sujeto a un proceso de retrato que no le seduce en absoluto. Él se desmarca entre los recovecos del Leviatán andaluz. Los ex presidentes advierten de que nada les consta. Y su retrato aún no se parece al de Barrionuevo y Vera, pero, como diría Picasso, ya se parecerá.”
 
Manolo, 'El Interventor'
 
Federico Jiménez Losantos. Diario El Mundo, 28 de abril de 2015.
 
“Ni los tambores de Calanda, universalmente célebres gracias al más revoltoso de sus hijos, Luis Buñuel, hubieran podido hacer ayer una rompida del silencio tan atronadora como la de Don Manuel Gómez, al que popularmente se conocerá como Manolo, 'El Interventor', porque durante muchos años lo fue de la Junta de Andalucía y ayer cantó en el Supremo las verdades del barquero o del interventor o de Agamenón o del porquero de Agamenón, que la verdad es la verdad, dígala quien la dijere.
La verdad de Manolo, 'El Interventor', es muy sencilla: durante más de una década Chaves, Griñán y sus más significados consejeros se negaron a atender los informes que la Intervención General elevaba una y otra vez -y así 10 años largos- sobre la clamorosa ilegalidad del tinglado de los ERE. Ya se lo había dicho Don Manuel a la juez A., pero como los padrinos y predecesores de Susana Díaz se habían atrincherado en el Supremo para no dar cuenta de sus responsabilidades en el mayor atraco institucional de la Unión Europea, hasta ayer Don Manuel Gómez no había podido repetirlo ante el juez Barreiro: durante 10 años, en infinidad de ocasiones y en muchísimos informes. La Junta supo siempre que cometía no un delito sino un cerro de delitos, pero fiaba en la eficacia del delito por antonomasia, el de la impunidad, y tomaban a Manolo 'El Interventor' por el pito del sereno. Hasta que ayer sonaron el pito, la flauta, el tambor y el atambor.
El ritmo de Manolo, 'El Interventor', es casticísimo: o-delinques-tú-o-delinco-yo / yo-no-delinquí-delinquiste-tú / y-ole-catapún. Si 'El Kichi', letrista de chirigotas gaditanas y novio de Teresa Rodríguez, la podemita que dice que no será la Vicecasta de Susana Díaz, le pone letra a ritmo tan pegadizo, a lo mejor hasta disuade a la que -dicen- lo ha ungido aspirante a la alcaldía de Cádiz a cambio de resignarse, sólo por amor, a vicepresidir el Imperio de los ERE. El argumento clave para no apoyar tal continuidad es el que dio ayer Manolo, 'El Interventor': o han mentido todos los de la Junta diciendo que no había informes contrarios a sus fechorías o han mentido las decenas de funcionarios que han hecho los informes. Y como hasta Griñán ha reconocido «la barbaridad», o sea, el delito, sólo queda por identificar al culpable. Y para mí que Manolo, 'El 
Interventor', no ha sido.”
 
Código rojo
 
Artículo de Ignacio Camacho, en el ABC del 26 de noviembre de 2019.
 
“En el vídeo, distribuido a través de grupos de telemensajería, se ve a un hombre alto con gafas y pelo cano entrando en el vestíbulo de unas dependencias administrativas donde alrededor de treinta o cuarenta personas lo reciben con un intenso aplauso. Tan largo que al final se le nota entre conmovido y azorado. El hombre se llama Manuel Gómez y era el interventor jefe en la Junta de Andalucía durante el decenio de los ERE fraudulentos. Diecisiete veces advirtió por escrito a sus superiores de la irregularidad del método y otras tantas fue desoído por los responsables de Hacienda y Empleo, que a su vez lo acusaron de no haber insistido con suficiente énfasis en sus apercibimientos. La juez A. y sus sucesores lo metieron en el saco de las imputaciones: no encontraban justos en la Gomorra de los expedientes fulleros. Esas alertas quizá no llegaran nunca hasta José Antonio Griñán, perdidas en los cajones de sus subalternos, pero en la condena del expresidente han tenido un significativo peso. Gómez también fue procesado, junto al director de los servicios jurídicos del Gobierno, por prevaricación y malversación; perdió el puesto, reculó parcialmente -en su testimonio ante una comisión parlamentaria- sobre la gravedad del procedimiento y durante la prolongada instrucción sumarial se convirtió para sus compañeros en símbolo de la autonomía de los funcionarios para fiscalizar el presupuesto. La semana pasada salió la sentencia: sólo el letrado y él mismo han resultado absueltos.
A lo largo del juicio, el interventor fue el soporte sobre el que los demás inculpados colgaron sus argumentos defensivos. Nueve años de incertidumbre con toda su carrera en entredicho. Hubo controversia sobre el tiempo y la forma en que formuló sus avisos, y en especial sobre la ausencia de un código rojo, llamado informe de actuación, que podía detener automáticamente todo el mecanismo. Pero la docena y media de advertencias desechadas ha constituido un elemento decisivo para que el tribunal considerase que existió una omisión del deber de control en la cúpula del poder político. Por eso, más allá de su propio compromiso, es el colectivo funcionarial el que se ha sentido, de ahí la ovación, reforzado por el veredicto.
Gómez ha confesado a sus colegas guardar «un cierto rencor» por su amarga experiencia. El silencio, la vista gorda, la inercia, acaso le hubieran evitado problemas. O tal vez le habrían conducido, quién sabe, a la condena que ha evitado por cumplir con su conciencia. La suya es la peripecia que se vive a diario en una Administración sometida a la presión directa o indirecta de una política para la que las normas siempre parecen una molestia. Ningún aplauso le compensará ya la zozobra de una década pero al menos su reputación merece una defensa. Por defender la convicción de que al final, en caso de duda, no hay mejor guía que la ética.
 
Calvario y honor
 
Artículo publicado con el pseudónimo “Belmonte”, en el ABC del 27 de noviembre de 2019.
 
“Funcionarios de la junta han recibido con un aplauso al ex-interventor Manuel Gómez, el hombre que avisó con insistencia del saqueo de los ERE y a pesar de ello, o quizá por eso, fue imputado en el caso y ha debido soportar el calvario de la instrucción y el bululú del juicio público. Él dice que se siente aliviado pero que, probablemente, guardará rencor de por vida a sus victimarios, y no es para menos. Pero quizá debería celebrar con orgullo una absolución que repara sobradamente, en términos morales, tanto como denigra a quienes lo utilizaron como buco expiatorio para salvar el pellejo. La Función Pública -sobran ejemplos- se está convirtiendo en una profesión de riesgo para los trabajadores independientes. Y en esa orla figurará siempre encumbrado este Interventor ejemplar cuyas alarmas, de haber sido escuchadas, podrían haber ahorrado muchos millones y tanta vergüenza.”
 
Soplar el silbato
 
Artículo publicado por Fernando Iwasaki, en el ABC del 1 de diciembre de 2019.
 
“La absolución del interventor de la junta de Andalucía en el caso de los ERE me lleva a mirar con sana envidia las figuras del «whistle glower» anglosajón y del «glocken lauter» alemán, dos instituciones públicas cuyo cometido no es otro que dar la voz de alarma ante posibles episodios de corrupción y malversación. Un «whistle glower» sería el que sopla el silbato y un «glocken lauter» el que toca la campana, pero cuando he tratado este asunto con amigos y colegas traducen los términos como «chivato». ¿Desde cuándo quien da una voz de alarma es un «chivato»? Nuestra mentalidad hispánica y por lo tanto nuestro idioma español, llevan muy mal señalar conductas incorrectas o antisociales como la corrupción, porque o maliciamos que se llevan a cabo por venganza o consideramos que quienes alertan al respecto son «chivatos». ¿Y cuáles son los sinónimos de «chivato»? Todos negativos: «soplón», «delator», «cañuto», «malsín», «traidor» o «confidente». El más venial es «acusica» y tampoco tiene buenas connotaciones, porque es la palabra que se usa para que los niños aprendan lo feo que es ser «chivato». Sin embargo, en lengua inglesa y alemana los campos semánticos de la alarma y la alerta están muy bien diferenciados del chivatazo y la delación, porque advertir de una amenaza no debería convertir a nadie en un «soplón». El calvario judicial padecido por el interventor de la Junta de Andalucía debería hacernos pensar en la necesidad de contar -como en Alemania, Holanda, Estados Unidos o Reino Unido- con una figura semejante a la del «whistle glower» o el «glocken lauter». Es decir, alguien cuya misión sea dar la alarma o una voz de alerta. Sin embargo, para que esa institución sea justa e imparcial, la frontera entre el Estado y el Gobierno tendría que ser tan clara como la que debería separar la voz de alerta del chivatazo y por desgracia no es así, pues en los países de habla hispana los partidos que llegan al gobierno gestionan las instituciones estatales como si se tratara de un patrimonio particular, invadiendo incluso la esfera de otros poderes como el de la justicia. Una conducta no puede ser admitida como antisocial hasta que no convoque una censura unánime y me atrevo a afirmar que muchas personas consideran más condenable denunciar al corrupto que ser corrupto, porque entienden que es peor ser «chivato» que ser corrupto. Este universo de individuos es comprensivo con los corruptos porque se comportaría igual si tuviera la oportunidad y -por lo tanto- apostrofaría como «soplones», «chivatos» y «delatores» a todo aquel que alerte a la sociedad contra sus trinques y rapiñas. Don Manuel Gómez, interventor de la Junta de Andalucía, se comportó como un genuino «Whistle glower» o «glocken lauter» ante la trama de los ERE y ha tenido que pasar por unas procelosas horcas caudinas para demostrar que soplar el silbato no era ni delito ni «chivatazo», sino su deber como Interventor General.”
 
 
 



 
 
 
ARTÍCULOS Y ENTREVISTAS
 
 
 
En este capítulo incluyo diversas entrevistas que he realizado a diferentes medios de comunicación, así como artículos publicados con mi firma, sobre distintas cuestiones relacionadas con el caso de los ERE.
 
Entrevista en el diario ABC
 
El 7 de noviembre de 2012, el diario ABC publicó esta entre vista realizada por el redactor Antonio Rodríguez Vega:
 
“A Manuel Gómez Martínez (Córdoba, 1959) no han dejado de zumbarle los oídos en los últimos días. Pese a sus esclarecedoras declaraciones ante la comisión de investigación de los ERE el pasado agosto, desde el Gobierno andaluz, el PSOE e IU le han endosado, de forma más o menos velada, culpas por no actuar ante el reparto arbitrario de ayudas millonarias a empresas y a falsos prejubilados en una década. El funcionario, que dirigió la Intervención General de la Junta entre 2000 y 2010, no está dispuesto a que lo tomen por cabeza de turco de los desmanes en las conclusiones del caso ERE que el próximo día 22 aprobará la comisión parlamentaria.
 
—¿Qué le ha hecho romper de nuevo su silencio y ampliar con un nuevo informe sus declaraciones ante la comisión de investigación de los ERE?
—Se han producido declaraciones de miembros de la comisión, no desmentidas, en las que se pronunciaban en el sentido de que la Intervención o el Interventor General deberían ser declarados responsables del fraude en el dictamen. Y estoy convencido de que esas opiniones están influidas por las insinuaciones, acusaciones y falsedades proferidas en la Comisión. El documento que he presentado es oportuno y no extemporáneo, ya que sale al paso de consideraciones vertidas después de mi comparecencia, a las que, por tanto, no pude contestar en su momento. Me he limitado a repetir lo que ya dije con otros énfasis o enfoques, ya que parece evidente que no fui correctamente entendido la primera vez.
 
—Su informe complementario no ha sentado bien a diputados del PSOE e IU. ¿Teme que tengan ya un veredicto anticipado de culpabilidad «en términos políticos» contra usted?
—Parece evidente que IU ya tenía el veredicto, a tenor de las declaraciones de los señores diputados Castro y Doblas. Supongo que el tercer diputado de IU, con su silencio, está cumpliendo con rectitud su papel institucional. No obstante, espero haber convencido con mis argumentos a los tres grupos al margen de ideas preconcebidas.
 
—¿Cree que se han manipulado de forma intencionada sus palabras para «salvar» a los responsables políticos?
—Yo me quejo de que se describa a la Intervención como un órgano dotado de poderes prodigiosos para reprocharle, inmediatamente, que no los haya utilizado en este caso. Ésa es una visión tergiversada de la legalidad vigente. La Intervención sólo tiene potestades coercitivas o, mejor dicho, suspensivas, cuando ejerce la fiscalización previa. En los ERE, la Intervención fue excluida deliberadamente de la fiscalización previa de las subvenciones precisamente por los mismos que ahora le reprochan que no ejerciera esos supuestos poderes prodigiosos, que son sólo imaginarios. Como ha descrito certeramente la Cámara de Cuentas, el control de la Intervención, respecto de estas subvenciones, se limitó a auditar la labor de mandatario de pago de la agencia IFA/IDEA. En materia de auditoría, la Intervención no tiene ninguna facultad coercitiva ni suspensiva. Ninguna.
 
—Tras remitir su informe a la comisión, una diputada del PSOE, Antonia Moro, insistía en culparle a usted: «Si la Intervención hubiera apreciado este menoscabo de fondos públicos, hubiera instado a actuar, pero no lo hizo. Y si no actuó es porque nunca observó ilegalidades».
¿Tendría que haber apreciado ese menoscabo para que actuaran su superior jerárquico, el Consejero de Economía y Hacienda (José Antonio Griñán), o la Consejería de Empleo, como ordenante de los pagos de los ERE?
—Mire, empezando por el consejero de Empleo, le diré una cosa. Cuando recibió el informe de Intervención comunicándole que en la Dirección General de Trabajo se estaban tramitando subvenciones que, de modo generalizado, podían ser nulas de pleno derecho, hubiera bastado una orden verbal de los órganos superiores de la Consejería para que todo el tinglado de corrupción se hubiera desmantelado en 24 horas. Puede parecer una afirmación epatante, pero contrástela usted con cualquier funcionario. La actuación descrita, no por simple, hubiera sido menos eficaz. En lo que se refiere al Consejero de Economía y Hacienda, yo dije en la comisión de investigación que la ley no le impone una respuesta preceptiva ante una auditoría. Eso no significaba que el consejero debiera limitarse a archivar las auditorías que recibiera. Entre otros motivos, porque puede haber razones de oportunidad que le obliguen a actuar. Pero razones de oportunidad, no preceptivas legalmente. Y una de esas razones es que las conclusiones de la auditoría afecten a competencias de la Consejería de Hacienda.
Por otro lado, decir que el Consejero de Hacienda no actuó porque no recibió un informe de actuación, que es lo que le habría obligado a actuar, no es ni siquiera un subterfugio, es una pamplina que se desmonta con la mera lectura del artículo 12.5 del Decreto 9/1999. Conforme a dicho artículo, el obligado a actuar no es el consejero de Hacienda, sino el titular de la Consejería a la que esté adscrita la entidad a la que se refiera el informe de actuación.
 
—El Gobierno se ha escudado en la falta de este informe para no frenar las irregularidades, pese al limitado control de la Intervención sobre los ERE. Pero, ¿usted podría haber hecho algo más, como sostiene la Junta?
—Cuando comparecí en la comisión, en un par de ocasiones se me hizo una pregunta similar a esta que usted me hace. Yo intenté explicar, parece que con escaso éxito, que la Intervención hizo todo lo que estaba previsto legalmente, y un poco más. Por eso, la segunda vez yo pregunté, ¿qué es ese algo más que podía haber hecho la Intervención? Aún estoy esperando a que se me responda. Por cierto, yo nunca me he escudado en una laguna legal para justificar una supuesta pasividad, como he podido oír. Yo he dicho, repetidamente, que la Intervención, cuando estaba auditando al IFA, detectó deficiencias en Empleo y se encontró con una laguna legal evidente. ¿Qué ha de hacer cuando, con motivo de la auditoría de una entidad, la Intervención detecta irregularidades en otro órgano o entidad?
Lejos de no hacer nada, hicimos un informe especial no previsto en ninguna norma y se notificó a la Consejería de Empleo en fase provisional. Fue la primera vez que se hizo tal cosa. Cuando ese informe se convirtió en definitivo, se notificó, de nuevo, a las consejerías de Empleo, de Innovación y de Hacienda y al IFA. ¿Cómo puede decirse que la Intervención se escudó en una laguna legal para no actuar? Además, a quienes echan de menos un informe de actuación, ese informe pudo cumplir perfectamente el mismo papel, a pesar de que no era preceptivo: fue remitido al consejero del que depende la entidad y al de Hacienda, como dice el Decreto 9/1999 que hay que hacer.
Con todo lo que se sabe ya sobre el fraude y sus responsables, por acción o por omisión, seguir afirmando que la Intervención podía haber hecho algo más, sin decir qué actuación se omitió, es algo mucho más grave que una frivolidad o un comentario atolondrado. Puede llegar a ser una injuria o una calumnia y quienes sigan jugando alegremente con ello pueden terminar en los tribunales. Estas insinuaciones no sólo me manchan a mí, sino que extienden una insidiosa sombra de duda sobre un colectivo de funcionarios y algunos están francamente indignados de tanto comentario frívolo o malintencionado.
 
—Argumenta que el procedimiento no es que fuera ilegal, sino «inexistente». Pero, ¿no es una ilegalidad en sí misma que se repartieran subvenciones millonarias sin ninguna norma?
—En la comisión de investigación, el señor Carmona (PP) intentó que yo dijera que las operaciones con cargo al programa 31L eran ilegales y me puso frente a la evidencia de que las irregularidades descritas en las auditorías no permitían otro calificativo. Yo me negué a usar el término literal por un prurito, llamemos institucional, de no pronunciar un término tan grueso que habría tenido un innecesario impacto negativo y preferí hablar de incumplimientos legales. En vista del uso torticero que se ha hecho de mis palabras, es evidente que me equivoqué. El juicio jurídico que merecen las subvenciones es aún más grave que tildarlas de ilegales. Son nulas y eso quiere decir en Derecho que se reputan inexistentes, como si no hubieran existido. Y eso no lo digo yo, lo dice el Consejo Consultivo de Andalucía, el TSJA y, ¡agárrese!, lo dice la propia Consejería de Empleo, la Junta de Andalucía, que inició la declaración de nulidad masiva de todas las subvenciones del programa 31L.
 
—Lo dijo en su comparecencia, pero el propio José Antonio Griñán repitió después que el hecho de que las modificaciones presupuestarias que autorizó se acompañaran del preceptivo informe de la Intervención suponía un espaldarazo legal al sistema de reparto de las ayudas. ¿Por qué considera falaz este argumento?
—Cuando la Intervención emite un informe de una modificación presupuestaria, no puede juzgar la legalidad o regularidad de los gastos que se vayan a imputar a la partida cuyo crédito se modifica. Puedo comprender que resulte difícil entender esto, pero lo contrario sería subvertir el orden administrativo y presupuestario. Y, además, sería ilegal. A veces, la Intervención acompañaba sus informes favorables de una nota en la que informaba de los problemas de una partida. No se lo puedo asegurar, pero es bastante probable que, en las primeras modificaciones del programa 31L, la Intervención hiciera una advertencia de este tipo, bien escrita o bien verbal. No obstante, tratándose de una situación prolongada en el tiempo y conocida por los agentes implicados, si se siguieron tramitando modificaciones, pese a las auditorías, es porque no se vio oportuno abortar su ejecución por quien podía haberlo hecho. Que no era el interventor, por cierto, que carece de esas facultades mágicas que algunos, interesadamente, le atribuyen.”
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(Publicada en el diario El Mundo del día 24 de noviembre de 2012)
 
Mensaje de correo a Carlos Herrera.
 
El programa de Carlos Herrera, por las mañanas, en su época de Onda Cero, trató en numerosas ocasiones que yo interviniera, entrevistado por el propio Herrera, a lo que siempre me negué, por razones de prudencia. En otra ocasión, me inquietó una afirmación del periodista, en su habitual columna de los viernes en el diario ABC y me animó a enviarle la carta que transcribo a continuación. No es un artículo, ni una entrevista, pero me parece de interés su contenido.
“Sevilla, 2 de abril de 2013
Estimado Sr. Herrera:
Quiero pedirle disculpas, en primer lugar, por no haber atendido la petición de intervenir en su programa que me ha hecho en varias ocasiones una de sus colaboradoras. Comprendo perfectamente el interés periodístico de la pretensión y, además, lamento no haberla podido satisfacer, hasta ahora. Las razones de mi negativa, como le expliqué a la persona que me llamó, tienen que ver con mi difícil situación en este asunto, en el que estoy padeciendo el intento de los responsables políticos del fraude de convertirme en cabeza de turco, lo que me obliga a defenderme de tal desafuero y a hacerlo procurando no provocarles más de la cuenta, sabedor de que tienen un poder infinitamente superior al mío, que soy un simple ciudadano sin otro poder que la verdad.
Pero no es este el motivo de esta carta, sino su última columna del diario ABC, en la que termina señalando, si lo he entendido bien, que la encrucijada del caso de los EREs, en su vertiente judicial, se concreta, en estos momentos, en la actitud de dos de los principales imputados (los señores Fernández y Guerrero) y “en la aclaración de alguna de las contradicciones del interventor”.
Como usted comprenderá, el planteamiento que se deduce de su columna no me ha dejado, ni mucho menos, frío, teniendo en cuenta el eco en la opinión pública que le supongo a sus palabras. Tampoco le diré que me haya sorprendido. Llevo unos meses teniendo esporádicos contactos con colegas suyos de distintos medios y, a pesar de que debo reconocer que el viento no me es del todo adverso, he observado que calan con mayor facilidad en la mente de las personas los sofismas que sobre los EREs se transmiten desde el poder, que los complejos y necesariamente espesos razonamientos que a veces hay que hacer para explicar con rigor algunos de los asuntos más abstrusos relacionados con el caso. Por eso, reconozco que abordo con pesimismo esta tarea de tratar de precisarle apenas un par de extremos, que supongo que son algunos de los que han llevado a su ánimo la idea de las “contradicciones del interventor”. Me refiero, fundamentalmente, a los siguientes: el informe favorable de la Intervención a las ampliaciones de crédito de la partida de los EREs y el informe de actuación.
1. El Sr. Griñán ha justificado su aprobación de las ampliaciones de crédito de la partida de los EREs señalando, muy enfáticamente, que los expedientes contaban con el informe favorable de la Intervención General.
Debo empezar por señalarle que lo único que, según la Ley, la Intervención avala cuando informa una ampliación de crédito es: a) que los recursos con los que pretende financiarse están disponibles, b) que el expediente está completo, y c) que va a ser aprobado por el órgano competente. Y para nada enjuicia, ni debe enjuiciar la legalidad de los gastos de las partidas que se amplían o la regularidad del funcionamiento de los centros gestores de las partidas afectadas por la ampliación, como parece dar a entender el Sr. Griñán. Es decir, el hecho de que la Intervención General haya informado favorablemente la ampliación de una partida presupuestaria es perfectamente compatible con que la propia Intervención haya formulado advertencias, en sus auditorías, sobre el mal funcionamiento del órgano que vaya a recibir la ampliación de crédito. Se trata de ámbitos de actuación completamente distintos y al órgano que tiene que decidir sobre la ampliación (que no es el Interventor), que conoce, no solo el informe favorable a la ampliación, sino también las advertencias de la Intervención en las auditorías, y cualquier otro dato relevante, le corresponde valorar cuál es la decisión más adecuada, a la vista de toda la información de la que dispone. Por otro lado, debo decir, también, que el informe de la Intervención a las ampliaciones de crédito no es vinculante, ni siquiera cuando es desfavorable y mucho menos cuando es favorable.
Es muy importante destacar, a mi juicio, que esta definición sobre el alcance de las funciones de la Intervención General, al informar las ampliaciones de crédito es, exactamente, la tesis que sostuvo la IG en un informe remitido al juzgado que investiga el caso. Y ya no dirigía yo la IG en ese momento, sino una persona nombrada por Griñán.
Por tanto, fueron los órganos de la Consejería de Hacienda competentes en materia presupuestaria (Consejero, Viceconsejera y Director General de Presupuestos, fundamentalmente), y no el Interventor, quienes juzgaron que ampliar la partida corrupta de los EREs era una decisión, no sólo legal, sino oportuna y adecuada, a la vista, no sólo del informe de la IG al expediente de ampliación, sino de las demás circunstancias concurrentes, incluidos, desde luego, los resultados de las auditorías de la Intervención, en las que se ponían de manifiesto graves deficiencias en la gestión de los EREs por la Consejería de Empleo.
Entonces, ¿por qué siendo esto tan claro, insiste el Sr. Griñán en el argumento? Debo reconocer que no tengo una respuesta clara para ello. ¿Acaso se quiere sugerir que la Intervención General le daba el visto bueno a la gestión irregular de las subvenciones del Programa 31L; o que ignoraba el fraude, mirando para otro lado; o quizá que los miembros del Gobierno de la Junta son apenas unos peleles en manos de funcionarios incompetentes? ¿Será que el Sr. Griñán se siente retrospectivamente burlado por aprobar las ampliaciones de crédito que le pusieron a la firma? Y, si así fuera, me pregunto, ¿por qué la emprende contra el Interventor, que cumplió con su obligación, emitiendo el informe que se le pidió, en el único sentido en el que podía emitirlo? ¿Por qué no la emprende contra quienes gestionaban los expedientes de ampliación y le proponían que los aprobara, que eran, en línea jerárquica, la Viceconsejera y el Director General de Presupuestos? Es probable que el Sr. Griñán no quiera confundir a la opinión pública sobre este asunto tan relevante, de quién gestionaba y quién le ponía a la firma las ampliaciones de crédito al Consejero de Hacienda. Es probable, también, que estos aparentes equívocos que se desprenden de las palabras de Griñán nada tengan que ver con el hecho de que la persona que gestionaba las ampliaciones de la partida de los EREs sea la misma que ocupa ahora una alta responsabilidad en la Presidencia de la Junta (Viceconsejero de la Presidencia) y a la que, al parecer, y tal vez no por casualidad, el Presidente le tiene encargada la fontanería de este asunto de los EREs. Y es probable, finalmente, que tampoco tenga que ver con el hecho de que la persona con la que previsiblemente despacharía el asunto en última instancia sea ahora la Consejera de Hacienda de la Junta. Todo eso es probable.
Es innegable, por otro lado, que resulta difícil de entender que se otorgue tal relevancia al informe favorable de la Intervención a las ampliaciones de crédito y, simultáneamente, se ignoren por completo las irregularidades desveladas en las auditorías emitidas por el mismo órgano de control.
Los responsables presentes y pasados de la Consejería de Hacienda pretenden hacer creer a la opinión pública que el Consejero de Hacienda no tuvo más remedio que incluir en el anteproyecto de Presupuesto de la Junta la partida corrupta de los EREs y autorizar sus ampliaciones, por el mero hecho de que lo había solicitado Empleo, y las ampliaciones, además, las había informado el Interventor. Pero, francamente, esa imagen del Consejero de Hacienda como un simple Don Tancredo resulta un argumento un tanto naïf y tan ingenuo que, en Torretriana, sede de la Consejería de Hacienda, hasta los camareros de la cafetería se sonríen irónicamente cuando lo oyen. Si la realidad fuera así, Sr. Herrera, tendríamos que concluir que los Consejeros de la Junta son personas incapaces, en el más amplio significado de la palabra. Porque si para justificar su indolencia no tienen otro argumento que invocar al Interventor, es que son incapaces para desempeñar sus cometidos, para adoptar las decisiones propias de sus cargos, como son incapaces los menores de edad. En tal caso, es evidente que no necesitarían un Interventor. Lo que necesitarían es un tutor que complete su incapacidad o un ángel de la guarda que vele sus sueños de incuria y abandono.
2. Otra de las cantinelas es el dichoso asunto del informe de actuación (IA). Se pretende justificar la impávida lenidad de la Consejería de Hacienda y, en general, de todos los responsables, ante las irregularidades denunciadas en las auditorías, en el hecho de que la Intervención no emitiera un informe de actuación. Lo primero que hay que decir es que nos encontramos ante una cuestión de índole exclusivamente jurídica, con muy escaso alcance práctico. El IA es un mecanismo previsto en la ley para que la IG se dirija al Consejero del que dependa una empresa pública sujeta a auditoría, en dos casos concretos:
a) Cuando la empresa desatienda gravemente las recomendaciones de las auditorías.
b) Cuando al auditar la empresa el interventor detecte un supuesto de menoscabo de fondos públicos.
El informe de actuación tiene como finalidad que el Consejero del ramo (que no el de Hacienda), ordene a su empresa que acate las indicaciones de la Intervención y, si el Consejero no estuviera de acuerdo con el informe de actuación, pueda proponer que la discrepancia la resuelva el Consejo de Gobierno.
La IG (no sólo yo, lógicamente, sino todos los funcionarios responsables en el asunto) consideró, a lo largo de todo el período de los EREs, que no concurría ningún supuesto desencadenante del IA. Y no porque no hubiera detectado deficiencias graves, sino porque las deficiencias detectadas no estaban ocasionadas por una entidad sujeta a auditoría, sino por la Consejería de Empleo, que es un órgano que está al margen del régimen de los informes de actuación. Es decir, habría sido absurdo (además de alegal) emitir un informe de actuación dirigido al Consejero de Innovación, único posible destinatario de un IA, según la ley, en cuanto que de él dependía la entidad sujeta a auditoría, a la sazón IFA/IDEA, para que aquél le ordenara a IFA/IDEA que subsanara unas deficiencias que, en realidad, no había causado y, por tanto, no podría resolver, ya que era la Consejería de Empleo la responsable.
Que el informe de actuación no procedía en este caso lo han dicho, por escrito, en sus alegaciones al Informe de la Cámara de Cuentas, los dos últimos interventores generales de la Junta, por cierto, nombrados por Griñán, que son los que saben del asunto; y no porque los haya nombrado Griñán, sino porque son o han sido interventores generales. Y este criterio lo ha confirmado el Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas en un dictamen escrito.
No obstante, la IG nunca ha utilizado este razonamiento como una excusa para no actuar. La IG, consciente de la gravedad de los hechos que descubrió en la Consejería de Empleo, los plasmó en un informe, sin nombre especial, y lo dirigió a los mismos destinatarios a los que hubiera dirigido un informe de actuación (Consejeros de Innovación y de Hacienda) y, además, se lo dirigió a la Consejería de Empleo y a IFA/IDEA. Es decir, la IG hizo más que emitir un mero informe de actuación.
Pero es que, además, la excusa del informe de actuación, que tan frecuentemente ha utilizado el Sr. Griñán, en su boca, suena de todo punto incongruente. Porque, como dije antes, el informe de actuación, si se hubiera emitido porque hubiera sido procedente, que en este caso no lo era, a quien habría emplazado a actuar es al titular del departamento del que dependía la entidad auditada, y no al de Hacienda. En este caso, como le he dicho, el emplazado habría sido el Consejero de Innovación y no el Sr. Griñán. Y aquí no cabe sofisma de ninguna especie, sino la mera aplicación de la norma jurídica, que dice lo que yo acabo de describir (artículo 12.5 del Decreto 9/1999, sobre empresas públicas).
Desde mi punto de vista, este asunto del IA carece por completo de importancia real y tiene un alcance puramente nominal, es puro humo. Es apenas un MacGuffin que han puesto en circulación quienes tratan de zafarse de las responsabilidades que les acechan en el tema de los EREs, desviándolas hacia el IG.
3. Hay una tercera cuestión, más inespecífica, que puede haberle sugerido a usted la idea de las presuntas (permítame que las califique así, ahora que he cogido confianza) “contradicciones del interventor”. En algún comentario aislado de prensa he podido leer que la versión de los hechos que di en la Comisión de Investigación ha variado posteriormente, cuando me sentí atacado por otros comparecientes. Me llevaría tiempo demostrarle con pormenores, Sr. Herrera, que mi versión de los hechos no ha variado, no ya desde la Comisión de Investigación (septiembre 2012), sino desde el año 2002, en el que la Intervención General se encontró por primera vez con la partida de los EREs al hacer la auditoría de IFA/IDEA del ejercicio 2001. Pero como esa es la verdad y mi ventaja en este asunto, voy a intentar hacérselo ver tan brevemente como sea posible.
La Intervención nunca detectó los fraudes que ahora se conocen, entre otras cosas, porque fue legalmente apartada del tipo de controles que, eventualmente, podía haberlos descubierto. Lo que sí detectó y plasmó en sus informes la Intervención fue el caldo de cultivo en el que dichos fraudes se cometieron. Y dicho caldo de cultivo estuvo constituido por una serie de irregularidades y/o deficiencias administrativas y presupuestarias, que conllevaban importantes debilidades en los procedimientos, que se pusieron de manifiesto todos los años en las auditorías de IFA/IDEA: desde la correspondiente al ejercicio 2001; con toda contundencia en la auditoría del ejercicio 2003; y en todos los ejercicios posteriores.
Y lo que habíamos dicho en las auditorías es lo que hice valer en la Comisión de Investigación y lo que sigo diciendo ahora. Si hay alguna diferencia apreciable no es en el contenido de las ‘denuncias’, sino en el tono empleado para formularlas. En los informes, con lenguaje (o jerga) de auditoría; en la Comisión de Investigación, en un tono, llamemos institucional; y con indignación, cuando me he sentido injustamente atacado. Fíjese en este ejemplo:
En la Comisión de Investigación dije que la ley no le atribuye al Consejero de Hacienda una obligación legal expresa de actuar en un sentido determinado al recibir los informes de auditoría. Esto es una evidencia legal, no es una opinión. Pero también dije que eso no significaba que el Consejero recibiera las auditorías a beneficio de inventario, simplemente para colocarlas en un armario, sino que habría casos en los que habría razones de oportunidad que le obligaran a tomar medidas y que, entre dichas razones podía encontrarse que en la auditoría aparecieran cuestiones que afectaran a las competencias de la propia Consejería de Hacienda. Aunque a usted le parezca mentira, yo dije todo eso y lo puede confirmar en el Diario de Sesiones de la Comisión, a disposición del público en general. La claridad con la que me expresé en la Comisión (compatible con el recato y la prudencia en las formas) me ha permitido afirmar después, con la contundencia que ‘me salió del alma’ emplear, que el Consejero de Hacienda, lejos de adoptar medidas para subsanar las irregularidades que advertían las auditorías, siguió cebando la partida fraudulenta. ¿Por qué le digo que no hay contradicción en mis palabras? Porque una de las irregularidades que señalaron las auditorías era que la Consejería de Empleo estaba gastando en los EREs más de lo que tenía, es decir, estaba creando un agujero presupuestario, cuestión de plena incumbencia de la Consejería de Hacienda. Es decir, una de las razones que, en mi opinión, hacen aconsejable que el Consejero de Hacienda actúe. Pero que actúe para resolver el problema, no para mantenerlo o acrecentarlo. Y lo que hizo la Consejería de Hacienda, en lugar de frenar la deriva presupuestaria de Empleo, fue cebar sin descanso la partida de los EREs.
Si se fija, yo no he aportado datos nuevos que no se conocieran, ni he cambiado mi versión. Que la Consejería de Hacienda había tramitado numerosas ampliaciones en la partida de los EREs era bien conocido. Lo que he hecho ahora es una valoración de esos hechos, pero no en contradicción con lo que dije en la Comisión, sino, precisamente, en la misma línea aunque, desde luego, en otro tono.
En fin, Sr. Herrera, lamento que al final me haya quedado esto un tanto “enladrillado”. No sé si eran estos los asuntos que le han llevado a usted a hablar de las “contradicciones del interventor”. Si así fuera, me gustaría que su lectura le haya hecho cambiar de opinión y, si no, al menos, tenga en cuenta que el Interventor al que usted se refiere lleva meses teniendo que defenderse de los ataques de una caterva de políticos cobardes y sin honor, que en su huida despavorida de las responsabilidades que se ciernen sobre ellos lanzan sofismas que son intrincados como una red enmarañada y pegajosos como un chicle pegado a la ropa y, lo que parecen contradicciones, probablemente, no son sino tentativas, a veces, quizá fallidas, de zafarme de las argucias de unos sofistas que, ciertamente, no son mancos, en ningún sentido.
Sólo me resta agradecerle su atención y pedirle que utilice prudentemente los elementos más combustibles de mi carta, aquellos que pudieran servir para alimentar la pira en la que algunos quisieran quemarme.
Quedo a su disposición para aclararle cualquier extremo que sea de su interés sobre éste u otros asuntos.
Le saluda atentamente,
Manuel Gómez Martínez,
Interventor General de la Junta de Andalucía 2000-2010"
 
El Interventor sí alertó
 
Artículo publicado con mi firma en el diario El Mundo, el día 15 de julio de 2013.
 
El día 14 de julio de 2013 remití a mis conocidos y allegados el siguiente mensaje de correo electrónico:
 
“Te acompaño la maqueta de un artículo que publicará mañana la edición de Andalucía del diario El Mundo, en el que respondo a unas opiniones del Catedrático de Derecho Administrativo Luciano Parejo, publicadas en El País de hoy, en las que cuestiona la actuación de la Intervención de la Junta en el asunto de los EREs de un modo sospechosamente coincidente con las posturas del Gobierno de la Junta de Andalucía. El diario El País no ha querido publicar mi respuesta, de modo que he decidido atender la amable acogida que me ha dado El Mundo de Andalucía.
Con ello ratifico la postura que he mantenido hasta ahora, de salir al paso a todas las descalificaciones, ataques e insidias que se viertan en la plaza pública sobre mi labor y la del resto de funcionarios que colaboraron conmigo en la Intervención General de la Junta de Andalucía.
Como ya sabes por los claros testimonios que he venido dando en diferentes foros, estoy convencido de que la Intervención General de la Junta de Andalucía y todos sus funcionarios actuamos con plena rectitud y cumplimos con todas nuestras obligaciones legales en este desgraciado asunto. Por ello, tantas veces sea necesario responderé a los ataques y cuantas veces sea conveniente denunciaré la mala intención, la ignorancia, la desvergüenza o la simple estulticia de los atacantes, vengan de donde vengan y tengan el rango que tengan.
Mi actitud no ha sido nunca ni lo será la de tirar de ninguna 'manta', ni ningún otro gesto tremendista. Hasta el final de este asunto, que barrunto lejano, me limitaré a defender la rectitud de mi conducta y la de mis colaboradores, a defender nuestro trabajo de control de la forma que mejor sepa. Reconozco que es una labor muy fatigosa, en la que espero no desfallecer. Por eso, ningún gesto de apoyo y estímulo que reciba me parecerá superfluo.
Un fuerte abrazo,
Manuel Gómez”
 
Este es el artículo publicado por El Mundo:
 
“Los medios de comunicación han recogido unas opiniones de Luciano Parejo, catedrático de Derecho Administrativo en la Universidad Carlos III de Madrid, en las que dice, entre otras cosas, que “la responsabilidad de alertar de la Intervención exime en parte a los responsables de las consejerías que recibieron sus informes: Hacienda, Innovación y Empleo”; que “la Intervención tenía obligación de hacer un reparo”; y que “no está claro que el gestor responsable tuviera la capacidad de maniobra”.
Veamos cada cosa separadamente.
1. La Intervención no alertó.
El DRAE señala que alertar significa “poner alerta” o “estar alerta” y define el sustantivo alerta como una “situación de vigilancia o atención”. Por su parte, el Diccionario panhispánico de dudas, también de la RAE, destaca que la voz alerta procede “de la locución interjectiva italiana ‘all-erta’, con la que se instaba a los soldados a ponerse en guardia ante un ataque.”
Por tanto, debemos entender que lo que el catedrático ha dicho es que la Intervención no avisó o advirtió o puso en guardia o, en definitiva, alertó al Gobierno, para que estuviera atento y tomara medidas ante la posibilidad de que se produjera un hecho negativo o perjudicial. Veamos.
La Intervención General de la Junta de Andalucía, a lo largo del período en el que yo la dirigí (2000-2010), formuló numerosas advertencias sobre la gestión del famoso Programa 31L. Las principales fueron las siguientes:
a) La utilización inadecuada de las transferencias de financiación. La debilidad de esta figura consiste en que el gasto público efectivo (en este caso las  subvenciones) se encuentra excluido de fiscalización previa. Desde mi punto de vista, este es el elemento clave de la cuestión, porque de él derivan todas las demás circunstancias que han podido propiciar las irregularidades cometidas. Al desaparecer la fiscalización previa de las subvenciones se ha eliminado el elemento más eficaz de que dispone la Administración para disuadir o impedir y, a su vez, descubrir, según los casos, la aparición de conductas desviadas en el manejo de los caudales públicos.
Esto es algo evidente, que no requiere explicaciones adicionales. Si una auditoría pública alerta de un empleo inadecuado de las transferencias de financiación, está alertando, simultáneamente, de que el gasto público efectivo queda exento de fiscalización previa. No obstante, el informe de auditoría de cumplimiento del ejercicio 2003 se demoró explicando con detalle el significado que tenía, en términos de ausencia de control, el hecho de que las subvenciones se financiaran con transferencias de financiación.
En este sentido, la auditoría explicaba las diferencias entre el procedimiento aplicado por el Gobierno (transferencias de financiación) y el que la Intervención consideraba que hubiera sido el correcto (subvenciones), que está básicamente en la intensidad del control interventor previo al gasto y al pago.
El informe de auditoría alertó, también, de que la utilización de las transferencias de financiación para financiar actuaciones concretas, como las subvenciones excepcionales, puede provocar disfunciones en la labor de control y facilitar la producción de resultados contrarios a las leyes.
Esta alerta fue formulada en los informes de cuentas anuales de 2001, 2002, 2003, 2006, 2007 y 2009 y en los informes de cumplimiento de 2001-2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008 y 2009. Es decir, en 15 ocasiones, a lo largo de 9 años.
b) La segunda alerta fue la advertencia de que la Consejería de Empleo estaba gestionando las subvenciones al margen del procedimiento ordinario de gestión del gasto público y se reflejó en los informes de cumplimiento de 2001-2002, 2003 y 2004.
c) La tercera alerta fue que en la gestión de las subvenciones de los EREs se habían generado obligaciones por encima de los créditos presupuestarios. Esta alerta se refleja en los informes de cumplimiento de 2003, 2007, 2008 y 2009 y en los informes de cuentas anuales de 2003, 2007 y 2008.
d) La cuarta alerta fue que la Consejería de Empleo estaba gestionando subvenciones prescindiendo absolutamente del procedimiento legalmente establecido. La auditoría de cumplimiento del ejercicio 2003 enumeró pormenorizadamente la concurrencia de hasta 23 irregularidades legales distintas en un solo expediente, lo que llevó al auditor a formular la mencionada conclusión. Esta alerta aparece en los informes de cumplimiento de 2003 y 2004 y en el informe de cuentas anuales de 2007.
Juzgue el lector, a la vista de las anteriores consideraciones, si la Intervención alertó o no al Gobierno.
2. La Intervención debió reparar. 
Debo reconocer que me da un cierto pudor preguntar: reparar, ¿qué? Y cuesta calificar la sensación que uno experimenta al tener que recordarle a todo un catedrático que en el ejercicio del control financiero por la Intervención no existen los reparos; o que la gestión de las subvenciones de los EREs por la Consejería de Empleo no pasaba por la Intervención. De modo que, ¿de qué reparos estamos hablando?
3. No está claro que el gestor tuviera capacidad de maniobra.
Es posible que desde las alturas académicas se puedan decir impunemente cosas como ésta. Pero, desde el lugar en el que nos desenvolvemos el común de los mortales, no puedo sino reiterar algo que ya he dicho públicamente antes: hubieran bastado 24 horas para acabar con el fraude. Y para ello habría sido suficiente una lección, precisamente, de la parte general del Derecho Administrativo. Aquella en la que se explica la teoría de los órganos administrativos, su competencia y su relación vertical en base al principio de jerarquía.
Con todo, lo más relevante de estas ideas presuntamente ‘académicas’ no es su flagrante falta de fundamento. Me parece más interesante resaltar su alto grado de coincidencia con las tesis expuestas por Griñán y otros responsables políticos en la Comisión de Investigación y en diversas comparecencias parlamentarias y en los medios de comunicación.
Por otro lado, no puedo olvidar cómo el portavoz del Gobierno de la Junta de Andalucía se jactaba hace unos meses de disponer de dictámenes de catedráticos que avalaban supuestamente las tesis del Gobierno.
En vista de ello, se me ocurren algunos retos para el periodismo de investigación:
¿Habrá solicitado el Gobierno de la Junta de Andalucía o alguna persona o entidad cercana a sus miembros o a los partidos que lo sustentan algún dictamen a algún catedrático de Derecho Administrativo o de otra disciplina, sobre las materias anteriores u otras análogas?
¿Y, en caso afirmativo, se habrán pagado tales informes directa o indirectamente con fondos públicos?”
 
El Parlamento y el caso de los ERE
 
Artículo publicado, con mi firma, en el diario El Mundo el 11/03/2014
 
“A ESTAS ALTURAS caben ya pocas dudas de que el modelo presupuestario del Programa 31L fue el caldo de cultivo que favoreció el desarrollo del fraude de los ERE irregulares. Esto ha sido reconocido hasta por dos presidentes de la Junta de Andalucía, en declaraciones que tuvieron notable trascendencia pública.
En una entrevista publicada en el número 63, de 22 de octubre de 2013, de la revista Vanity Fair, el ex presidente de la Junta Manuel Chaves manifestó que «es verdad que los controles han fallado», para añadir, a continuación, aclarando el verdadero sentido de su afirmación, que «el procedimiento que se estableció fue inadecuado y adoleció de falta de controles». Es decir, el propio expresidente vino a reconocer que los órganos encargados del diseño, aprobación y establecimiento de los mecanismos de gestión y control en la Junta fallaron en este caso porque el procedimiento establecido para la gestión de las ayudas sociolaborales y otras ayudas a empresas fue inadecuado y adoleció de falta de controles.
Por otro lado, la actual presidenta de la Junta, Susana Díaz, en unas declaraciones en la cadena Ser el 8 de noviembre de 2013, afirmó, en relación con el caso de los ERE, que «hay cosas que no hemos hecho bien y no pasa nada por reconocerlo», como «subvencionar en exceso algunas cosas que no tenían control, si no, no tendríamos ahora un conflicto judicial como el de los ERE; es decir, no habría pasado eso si hubiese habido otro tipo de controles».
La reciente iniciativa judicial que ha provocado cierta controversia, al dirigir su mirada hacia el Parlamento, debe entenderse inscrita dentro del objetivo general de conocer a quién debe atribuírsele la decisión de establecer este modelo carente de controles.
Desde mi punto de vista, la respuesta es clara: fue el Parlamento, al aprobar las sucesivas leyes del Presupuesto, quien estableció un modelo presupuestario de las ayudas sociolaborales y otras ayudas a empresas, con evidentes debilidades de gestión y control.
El proyecto de Presupuesto de la Junta de 2002 fue el primero que contuvo en su estado de gastos la partida de la transferencia de financiación a favor del Instituto de Fomento de Andalucía (IFA). Pues bien, en el debate presupuestario celebrado en los dos últimos meses del año 2001, el Grupo socialista presentó una enmienda al proyecto presentado por el Gobierno en la que proponía vaciar la partida de subvenciones a empresas privadas para incrementar la partida de la transferencia de financiación al IFA en 5,41 millones de euros, con la siguiente justificación: «Atención y coste de los acuerdos sociales generados como consecuencia de adaptación de plantillas a las necesidades de personal, generados por los planes de viabilidad y reestructuración de empresas en crisis». (BOPA Nº 222, de 4 de diciembre de 2001).
El alcance de la enmienda, finalmente aprobada e incorporada al Presupuesto del ejercicio, fue el siguiente: a) por un lado, desapareció la partida teóricamente más adecuada para subvenciones a empresas, concentrándose todo el crédito en la transferencia de financiación al IFA; b) por otro, se estableció que la finalidad de la transferencia de financiación era atender a subvenciones para empresas en crisis; y, c) al utilizarse la transferencia de financiación, el gasto público efectivo quedó exento de fiscalización previa de la Intervención.
Los presupuestos de los ejercicios 2003 a 2010 incluyeron el Programa 31L, asignándole, como objetivo principal, el mantenimiento del empleo y del tejido productivo de Andalucía, a través de la ejecución de convenios para ayudas a empresas en crisis y ayudas previas a la jubilación, financiadas con la transferencia de financiación al IFA. Asimismo, los Presupuestos contenían información suficiente sobre el principal mecanismo legal utilizado por el Gobierno para la gestión de este programa de ayudas: los convenios entre la Consejería de Empleo y el IFA en virtud de los cuales la primera gestionaba las ayudas y la segunda las pagaba por orden de aquélla.
La aplicación conjunta de ambos instrumentos, la transferencia de financiación y los mencionados convenios, es lo que creó un marco organizativo y financiero con controles sumamente debilitados. Dicho marco no fue, por tanto, producto de una decisión adoptada por la Administración al margen o en contra de la legalidad presupuestaria, sino el resultado de una decisión del Parlamento de Andalucía.
En los estados democráticos, la decisión política que se plasma en la aprobación del presupuesto anual es un acto complejo en el que intervienen, necesariamente, el Gobierno y el Parlamento. La iniciativa del proyecto le corresponde en exclusiva al Gobierno y la aprobación le corresponde al Parlamento. Con los datos destacados más arriba, he demostrado que el Parlamento andaluz no sólo conocía que las
transferencias de financiación al IFA tenían como destino la concesión de subvenciones en un marco de gestión y control que adolecía de
evidentes deficiencias, sino que tuvo un activo papel en la definición de todo ello.
Evidentemente, el Parlamento no aprobó ni autorizó, en manera alguna, el incumplimiento de la normativa de subvenciones y presupuestaria que tuvo lugar al conceder las ayudas de los ERE; ni mucho menos, huelga decirlo, los fraudes que se han conocido después.
Todo esto tuve ocasión de explicarlo con suficiente pormenor en mi comparecencia ante la comisión de investigación, como puede comprobarse en el Diario de Sesiones. La evidencia de que el marco organizativo y financiero establecido había facilitado el fraude debió conducir a la asunción de responsabilidades políticas por quienes lo habían propiciado desde el Gobierno y el Parlamento. En su lugar, en la comisión se pretendió atribuir la responsabilidad política del desaguisado al interventor general, el único órgano que estuvo en su sitio, formulando atinadas sugerencias y advertencias que nunca fueron atendidas.
De aquellos polvos vinieron estos lodos en los que, a veces, se tiene la impresión de que la Justicia se ha visto obligada a desempeñar un papel que no supo jugar la Política, cuando fue su momento.”
 
Ignorancia temeraria
 
Artículo publicado, con mi firma, en el diario El Mundo 1 de noviembre de 2014.
 
“El presidente del Consejo Consultivo de Andalucía, Juan Cano Bueso, ha considerado este jueves que «la relajación» e incluso «el fracaso » de los mecanismos de control en la tramitación de expedientes administrativos de gasto público ha devenido en la aparición de «prácticas corruptas», como en el caso de los ERE irregulares. Estas palabras, pronunciadas durante la presentación de la Memoria del Consejo Consultivo correspondiente a 2013 son completamente desafortunadas.
Cano Bueso parece ignorar y, debido a su cargo, sería una ignorancia inexcusable, que los expedientes administrativos de las subvenciones de los ERE irregulares quedaron excluidos de los procedimientos habituales de control del gasto público, merced, fundamentalmente, al modelo organizativo y presupuestario plasmado en las leyes del Presupuesto de la Junta de Andalucía. Como es de sobra conocido, las sucesivas leyes del Presupuesto atribuyeron a la Dirección General de Trabajo la competencia para la gestión de un programa de ayudas sociolaborales y establecieron su financiación mediante transferencias de financiación a favor de la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía (antiguo IFA), mecanismo conjunto que comportó que estas subvenciones quedaran excluidas de fiscalización previa y de cualquier otro tipo de control por la Intervención de la Junta.
Es decir, no es que los mecanismos de control del gasto se hubieran relajado o hubieran fracasado. Es que eran inexistentes, por virtud de decisiones adoptadas por el Gobierno y el Parlamento de Andalucía. En vista de ello, no cabe sino enmarcar la errada declaración del Presidente del Consejo Consultivo en la estrategia puesta en práctica por el Gobierno presidido por José Antonio Griñán y por la mayoría del PSOE e IU en el Parlamento de Andalucía, consistente en desviar las responsabilidades del fraude de los ERE, desde los órganos políticos hacia la Intervención General de la Junta.
Lo que resulta realmente sorprendente en este caso es que participe de esta estrategia el Presidente del «superior órgano consultivo del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Junta de Andalucía, incluidos los Organismos y Entes sujetos a Derecho Público de la Junta de Andalucía» (artículo 1 de su Ley reguladora). Y que tiene entre sus funciones la de elevar «una Memoria anual al Consejo de Gobierno, en la que expondrá (…) las sugerencias que estime oportuno para la mejora de la actuación administrativa»; o la de elevar memorandos al Gobierno «si de los dictámenes se dedujera que una determinada norma presenta deficiencias, lagunas, contradicción con otras superiores o con principios de obligado acatamiento, oscuridad u obstáculos para su efectiva aplicación, o pudiera producir resultados desproporcionados en relación con la finalidad perseguida» (artículo 2 de su Reglamento orgánico).
En virtud de tales normas, bien podría haber formulado el Consejo Consultivo sugerencias o recomendaciones al Gobierno, con ocasión de sus informes preceptivos a las sucesivas leyes del Presupuesto, con el fin de corregir la supresión del control previo del gasto sobre las ayudas sociolaborales que derivaba de las mismas.
En circunstancias que podríamos calificar como normales, uno podría ser comprensivo con quien, en lugar de pedir disculpas, trata de difuminar las deficiencias producidas en el ejercicio de la función consultiva, endosándole las culpas a otro. Pero, lo que parece una temeridad es que Cano Bueso se meta en un jardín en el que ya no importa otra perspectiva que la penal y en el que hay decenas de personas imputadas que quizá echen de menos, ahora, no haber recibido el asesoramiento adecuado, de los órganos que tenían la obligación legal de haberlo hecho en su momento.”
 
El Derecho, por fin, irrumpe en los ERE
 
Artículo publicado, con mi firma, en el Diario de Sevilla el 24 de octubre de 2016.
 
“RECIENTEMENTE se ha conocido el auto dictado por la juez Núñez Bolaños, en el que acuerda el archivo de la pieza separada de los ERE, relativa a las ayudas concedidas a los trabajadores despedidos de la empresa Azucareras Reunidas. En el maremágnum de noticias político-judiciales que padecemos, este auto ha pasado inmerecidamente
desapercibido, a pesar de que en sus 15 páginas se contienen argumentos, que, llevados hasta sus últimas consecuencias, desguazarían el 90% de las tesis incriminatorias de la macrocausa de los ERE.
De acuerdo con dichas tesis, un nutrido grupo de autoridades y funcionarios habrían diseñado, puesto en práctica y mantenido en el tiempo un sistema de ayudas sociolaborales de carácter presuntamente prevaricador, por adolecer de las siguientes irregularidades: el procedimiento de concesión sería opaco y carente de controles y estaría financiado de forma anómala, con recursos presupuestarios que debieron destinarse a otras finalidades. Las tesis incriminatorias originales concluyen afirmando que el doble juego de los elementos prevaricadores señalados (procedimiento y financiación presuntamente ilegales) habría propiciado, según una deliberada relación causa-efecto, la malversación de caudales públicos consistente en el pago de ayudas a intrusos (personas que no han trabajado en las empresas sujetas a un ERE), el pago de comisiones desorbitadas a determinados mediadores y otras conductas.
Pues bien, Núñez Bolaños, en apenas cuatro trazos, desmonta el núcleo central de estas tesis incriminatorias diseñadas por su antecesora y sostenidas por su actual juez ayudante y por la Fiscalía.
En primer lugar, en lo que se refiere a la legalidad del procedimiento de concesión de las ayudas, dice Núñez Bolaños que "no se puede admitir, ni siquiera como razonable, que la misma ayuda que recibe un trabajador, cofinanciada por el Ministerio y la Junta de Andalucía sea, a la misma vez, justa e injusta, dependiendo del procedimiento utilizado, porque sea cual sea el procedimiento la ayuda la recibe su legítimo beneficiario." Por otro lado, el Auto cita al instructor del Tribunal Supremo, cuando dijo que "un porcentaje de las subvenciones ilegalmente concedidas habría que concederlo también en el caso de que la concesión fuera legalmente tramitada". Bolaños apostilla al instructor del Supremo enfatizando que "la posición contraria nos llevaría a afirmar que todos los actos de concesión de las ayudas son constitutivos de Delito y, en consecuencia, todos los trabajadores que han percibido estas ayudas, al menos unos 6.000 trabajadores, deberían devolverlas trayéndolos al procedimiento, al menos, como beneficiarios a título lucrativo, lo cual hasta ahora no se ha verificado, ni creo que se deba hacer".
La conclusión de todo ello, por tanto, para Núñez Bolaños, no puede ser otra que la siguiente: "en el presente caso las ayudas (que) han tenido como beneficiarios a los trabajadores afectados por el ERE de Azucareras Reunidas, legítimos beneficiarios de las mismas, se hubieran otorgado igualmente por medio de otro procedimiento."
En segundo lugar, en lo que se refiere a la legalidad del sistema de financiación de las ayudas otorgadas por la Junta, el Auto de Bolaños no podrá ser acusado, desde luego, de ambigüedad, puesto que afirma categóricamente que aquellas "se han otorgado con cargo a la partida presupuestaria 31L, establecida precisamente para ello. Por tanto, las cuantías abonadas no se han apartado de su destino previsto presupuestariamente."
Y, en tercer lugar, en cuanto a los presuntos fraudes (como las posibles sobrecomisiones) que habrían sido propiciados por el procedimiento y el sistema de financiación de la Junta, en contraste con los aplicados por el Estado, la Juez dice, como al desgaire, lo siguiente: "En este caso se abonó más porcentaje (de comisión) por el Ministerio de Trabajo, 12,56 (por ciento) que por la Junta de Andalucía, 11,31 (por ciento)."
Las consecuencias de la admisión de las tesis de este auto sobre la denominada pieza del procedimiento específico, en la que se encuentran imputadas 26 autoridades y funcionarios de la Junta, serían devastadoras. Enunciemos algunas de ellas:
1. Difícil mente puede tacharse, no ya de delictivo, sino ni siquiera de irregular el procedimiento de concesión de las ayudas utilizado por la Junta de Andalucía, cuando ha llegado al mismo resultado que el procedimiento aplicado por el Estado.
2.
La financiación de las ayudas por la Junta de Andalucía es perfectamente legal, ya que ha tenido lugar "con cargo a la partida presupuestaria establecida precisamente para ello" y, por tanto, "las cuantías abonadas no se han apartado de su destino previsto presupuestariamente".
3.
De ninguna manera se puede considerar que se haya malversado la totalidad de los fondos públicos destinados a estas ayudas, ya que ello se daría de bruces con el hecho de que la mayoría de las mismas han ido dirigidas a sus "legítimos destinatarios" (Bolaños dixit).
4. El procedimiento y el sistema de financiación empleados por la Junta de Andalucía no parecen haber tenido un papel determinante en el favorecimiento de los presuntos fraudes habidos, si se tiene en cuenta que, en el ERE de Azucareras Reunidas, la presunta sobrecomisión pagada por la virtuosa Administración del Estado ha sido incluso superior a la pagada por la viciosa Junta de Andalucía.
Cabe decir, para finalizar, que esta resolución judicial que hemos comentando brevemente transita por la misma senda que el coetáneo auto de archivo de la denominada causa política de la formación. Ambas resoluciones tienen por autora a la misma magistrada y exhiben un son general desconocido hasta ahora en ambas causas judiciales. Se trata del aroma que desprende una aplicación racional y natural del derecho, sin espurias adherencias ni obscuros objetivos.”
 
Entrevista con Carlos Alsina en el programa Más de uno de Onda Cero
 
El día 15 de abril de 2015, sobre las 9 de la mañana, salió en antena esta entrevista:
 
Carlos Alsina: La Brújula es un programa estupendo que hace María Hernández. Contaba Javier Caraballo cómo el que fue Interventor General de la Junta de Andalucía entre el año 2000 y el año 2010 había difundido una carta o un comunicado, que había llegado también a la redacción del programa, en el que expresaba su deseo de ser llamado a declarar por el juez del Tribunal Supremo, que está interrogando a los aforados en la instrucción de esta vertiente del caso de los ERE. El exinterventor se llama Manuel Gómez Martínez, es el firmante de esta carta y nos está escuchando creo a esta hora de la mañana. Señor Gómez Martínez, buenos días.
Manuel Gómez: Qué tal señor Alsina, buenos días, me alegro de saludarle.
Carlos Alsina: Usted es exinterventor o sigue siendo interventor.
Manuel Gómez: Yo soy funcionario, soy interventor en la actualidad de la Junta de Andalucía, pero no soy el Interventor General. Ejercí ese puesto entre el año 2000 y el año 2010.
Carlos Alsina: Está usted perfectamente al tanto de todo lo que se decidía en la Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía y ese es el motivo de que tenga algunas apreciaciones que hacer y que le gustaría trasladar al juez del Tribunal Supremo, respecto de las declaraciones que han prestado el señor Griñán y el señor Chaves. Este es el motivo de su carta o su comunicado, ¿no?
Manuel Gómez: Bueno, debería precisar que, precisamente porque la Intervención no estaba perfectamente al tanto de lo que ocurría en la Consejería de Empleo, esta es una de las razones, probablemente, por la que se produjeron las consecuencias que todos los conocemos.
Lo que sí es verdad es que ese no estar al tanto fue debido a una decisión consciente por parte del Gobierno y con apoyo de la mayoría parlamentaria, de que ese programa presupuestario se gestionara de esa manera, que comportaba que la Intervención no pudiera fiscalizar. No que no quisiera, sino que no pudiera fiscalizar las subvenciones y esto es una circunstancia que nosotros pusimos de manifiesto muy desde el principio y esto es lo que ahora mismo parece olvidarse.
Carlos Alsina: Cuando dice que se pusieron de manifiesto o que puso usted de manifiesto. ¿Puso de manifiesto de qué manera y ante quién?
Manuel Gómez: Pues mire, nosotros, como le digo, no podíamos fiscalizar las subvenciones que gestionaba la Consejería de Empleo pero, como la Consejería de Empleo utilizaba como instrumento de tesorería, para pagar esas subvenciones, al Instituto de Fomento de Andalucía, que era una empresa pública de la Junta, nosotros sí auditábamos a esa empresa.
Y, con motivo de las auditorías de esa empresa, pudimos detectar que había esa área de gestión pública, que eran esas subvenciones, que no tenían ningún control de la Intervención. Cuando se habla de que hay un área sin control no se puede confundir. Todo departamento debe tener sus propios mecanismos de control. Pero en esa área en concreto no había control de la Intervención.
Entonces nosotros cuando hacíamos las auditorías del Instituto de Fomento advertimos que eso estaba ocurriendo, que se estaban gestionando esas subvenciones sin control. Esas auditorías fueron comunicadas hasta a tres miembros del Gobierno de la Junta.
Carlos Alsina: ¿Qué tres miembros?
Manuel Gómez: Los consejeros de Hacienda de Empleo y de Innovación, por una serie de circunstancias. Pero vamos, básicamente, porque eran destinatarios legales de las auditorías.
Por eso, llama la atención que ahora el expresidente Chaves repita innumerables veces que el interventor no le dirigió ninguna advertencia, cuando él sabe perfectamente que el interventor nunca se dirige al Presidente, sino que se dirige a sus consejeros y se dirigió y él también lo sabe y llama la atención que reproche que el interventor no le dirigiera ninguna advertencia, pero, en cambio, no le haga ningún reproche a los miembros de su gobierno que sí recibieron los informes.
Carlos Alsina: La versión que dan Griñán y Chaves es que a ellos esos informes no les llegan, porque la Viceconsejera, dice Griñán, a mí no me lo comunica; el expresidente Chaves ayer decía: yo no tuve en ningún momento noticia de que se estuviera produciendo ninguna irregularidad. ¿Eso es factible? ¿Es posible que existiendo los informes de la Intervención General ni Chaves ni Griñán supieran nunca de su existencia?
Manuel Gómez: A ver, yo creo que hay una situación diferente. El señor Chaves fue presidente durante el período en el que ocurrieron los hechos, fue presidente y sólo presidente de la Junta y, si ninguno de los tres consejeros consideró necesario darle traslado del contenido o de los aspectos más relevantes del contenido de los informes de la intervención, bueno, pues, eso merecerá un juicio, acerca de la mayor o menor responsabilidad con la que estos consejeros ejercieron su cargo, pero es perfectamente posible. Ahora, el Consejero de Hacienda sí fue destinatario de los informes. Entonces, el señor Griñán, en la mayor parte del período, fue consejero de Economía y Hacienda. Luego, al final, fue también presidente, y, probablemente, en su calidad de presidente, se le pueda, digamos, sí se puede reproducir el mismo razonamiento que acabo de hacer yo respecto al señor Chaves. Pero, respecto a la calidad de Griñán como Consejero de Economía y Hacienda, no. Yo, si tengo la oportunidad, porque el magistrado del Supremo accede a que yo declare, si tengo la oportunidad de hacerlo, voy a aportar una serie de documentos que hacen, desde mi punto de vista, inverosímil la versión de que él no los conoció.
Carlos Alsina: Pero ¿qué dicen esos documentos?
Manuel Gómez: Permítame que no sea más explícito, porque, en fin, estos son cuestiones que además, técnicamente, llevaría un tiempo explicarlas. Pero estoy convencido de que hubo un análisis de la documentación y me parece inverosímil que ese análisis no llegara a su despacho.
Carlos Alsina: Le he entendido bien que usted va a aportar pruebas de que el señor Griñán sí estaba al tanto de lo que decían los informes de la Intervención General. 
Manuel Gómez: Para ser rigurosos, que es inverosímil que no lo estuviera. En todo caso, ahí hay un argumento muy claro: él sabe perfectamente que es destinatario de los informes de la Intervención General y, si no le llegaban durante años, pues, debió preguntar por ellos. Parece evidente que no se trata de unos informes que eventualmente se emitían. Cada intervención emitía cada año sobre cada empresa pública tres informes, que iban destinados al Consejero de Hacienda y, si durante años, no le llegó ninguno, pues eso también merece un juicio determinado: ese consejero al que no le llegan los informes y no pregunta por ellos. De todas maneras, le insisto en que me parece inverosímil, por los hechos que se documentaban en esos informes, algunos de ellos muy directamente relacionados con las competencias del departamento de Hacienda, que no llegaran a la mesa de su despacho. Eso dice mucho de su organización. Evidentemente, si fuera cierto que yo creo que no lo es.
Carlos Alsina: Manuel, usted también está imputado en este sumario de los ERE, está imputado por la juez A., ¿verdad? 
Manuel Gómez: Cierto. 
Carlos Alsina: ¿Acusado de qué?
Manuel Gómez: Mire, no es fácil de contar, porque realmente la descripción que se hace de la hipotética conducta delictiva, desde mi punto de vista, no merece un juicio de tipicidad penal. Pero, en fin, se trata de cuestiones que se están ventilando en la instrucción y que estoy convencido que se van a aclarar perfectamente. Espero que más pronto que tarde y que este enorme perjuicio que a mí me está causando a nivel personal y profesional, esta situación procesal, pues, se resuelva, aunque deje esa huella inevitable.
Carlos Alsina: Digamos que usted está acusado. Es una imputación que todavía no hay ni ha habido juicio, no ha habido decisión final, pero, usted está acusado de no haber actuado correctamente, llevando a cabo las acciones que hubieran permitido asegurar que los consejeros integrantes del gobierno del señor Chaves hubieran tenido que pronunciarse.
Manuel Gómez: No, no, no, no. Hay un juicio sobre las funciones de la Intervención en la instrucción. Se apunta a, digamos, que no se ejerció con toda la amplitud. Yo, como le digo, he demostrado, creo haber demostrado ya en la instrucción justamente lo contrario, es decir, que nosotros ejercimos controles por encima de nuestras exigencias legales y evidentemente, en ningún caso se puede alegar que los órganos que tenían que tomar las decisiones para que estas circunstancias que ocurrían dejaran de ocurrir no las hubieran tomado. Tenían conocimiento perfecto por nuestra información de cuál era la situación.
Carlos Alsina: En esta mesa el que más sabe del caso de los ERE es Javier Caraballo, obviamente, y estoy seguro de que alguna cuestión le querrá plantear al Sr. Gómez Martínez.
Javier Caraballo: Sobre esto último que plantea. Muy buenos días don Manuel. La responsabilidad que se le adjudica al ex Interventor General de la Junta Andalucía, a Manuel Gómez, que lo fue durante todo el tiempo de los ERE, de 2000 a 2010, es no haber realizado un informe de actuación. En todas las declaraciones que podáis ver ante los jueces de Griñán de Chaves e incluso de Viera, lo que se le reprocha a don Manuel Gómez es no haber realizado un informe de actuación. ¿Qué es un informe de actuación? Bueno, la Intervención General realizaba informes en los que advertía de que las ayudas no se estaban dando de acuerdo al procedimiento legal de transparencia de libre concurrencia de publicidad. Pero nunca llegó a realizar el informe de actuación, en el que se señala que podía estar habiendo un menoscabo de fondos públicos. Por eso lo que dicen Chaves y Griñán es que los informes que se realizaban ya, los informes que realizaba la Intervención General, pues, eran informes menores. Pero en cualquier caso yo don Manuel lo que le quiero preguntar es: ¿usted tiene la sensación de que todo lo que se pretende es echarle el muerto a usted?
Manuel Gómez: Es evidente. Esto es una estrategia que, como es bien conocido, diseñó la alta dirección de la Junta de Andalucía, del Gobierno y del Partido Socialista en su momento. Ustedes recordarán la inicua comisión de investigación en la que al final la responsabilidad del fraude consistía en que había habido un director general que había actuado fraudulentamente y un interventor que no había cumplido con su obligación. Y, en concreto, respecto a este asunto del informe de actuación, se sabe que ha sido, efectivamente, la gran excusa que se ha utilizado siempre. El informe de actuación es un mecanismo especial que contiene la norma para cuando un interventor detecta un supuesto menoscabo de fondos públicos.
Esto es un término técnico que se ha utilizado constantemente y se sigue utilizando a la ligera: menoscabo de fondos públicos. Es un concepto específico del derecho financiero, que es equivalente a la responsabilidad contable. Cuando un interventor detecta un supuesto de menoscabo, no el Interventor General, cualquier interventor está obligado a ponerlo en conocimiento inmediatamente del Consejero de Hacienda. Lo que nosotros hemos sostenido es que en el desempeño de nuestro trabajo nunca detectamos un supuesto menoscabo de fondos públicos y por eso no emitimos el informe de actuación. Pero sí emitimos otros informes, en los que poníamos de manifiesto irregularidades que eran muy serias, muy serias. Básicamente dos: una, que se estaba produciendo un déficit que podía poner en peligro el cumplimiento del objetivo de estabilidad de la Junta de Andalucía y, en segundo lugar, que se estaba gestionando las subvenciones de una forma tan irregular que podía provocar que fueran todas nulas de pleno derecho. En las dos cuestiones, digamos, eran dos razones objetivas y ninguna de las dos motivaba la emisión de un informe de actuación.
Pero es que este señuelo del informe de actuación tiene, además de esta cuestión, digamos de principio, que no se produjo el supuesto desencadenante. No porque no lo viera yo, porque eso no requiere unas lentes especiales. Es decir, en la Intervención trabajan muchos funcionarios, pero no sólo en la intervención. Si hubiera un supuesto de menoscabo que se hubiera deducido de los documentos, muchas personas lo hubieran visto, no hace falta ser interventor para verlo. Pero es que, además, el informe de actuación, según la ley, no se le dirige al Consejero de Hacienda, no se le dirige al presidente.
Por eso es absolutamente vano que digan los dos expresidentes ahora que no recibieron un informe de actuación porque el informe de actuación se le remite al consejero del que depende la empresa pública en la que se detecta el caso de menoscabo. Y ese es el que tiene dos opciones: o le ordena a la empresa que resuelva el problema o, si no está de acuerdo con el interventor, entonces es cuando le dice al Consejero de Hacienda que lo eleve al Consejo de Gobierno y decida en definitiva.
Pero, si se hubiera producido, pues mire usted, yo estoy convencido de que ese informe de actuación hipotético hubiera corrido la misma suerte que los informes que nosotros emitimos, porque eran suficientemente reveladores de hechos como para tomar decisiones y quedaron en un cajón. En el mismo cajón en el que con toda seguridad hubiera quedado el informe de actuación. Pero insisto, no procedía y así lo han ratificado tres interventores generales y la Cámara de Cuentas de Andalucía. Así que es una cuestión de índole jurídica y desde mi punto de vista no es excusa de nada.
Carlos Alsina: De manera que si el juez Barreiro le cita a declarar como es su deseo usted lo que le va a decir al juez Barreiros es que no se crea ni una palabra de lo que le han dicho Chaves y Griñán.
Manuel Gómez: En particular, a la declaración del señor Griñán le cuadra bastante esto que usted acaba de decir, en lo que se refiere a las funciones de la Intervención. Fue un cúmulo de invenciones y eso es lo que yo tengo interés en demostrar. Desde el momento en que tuve conocimiento de su declaración tomé la decisión de solicitar mi declaración. Si ayer me decidí a hacerlo público fue porque me sorprendió, francamente, la declaración del señor Chaves en la misma dirección. No con tantos aspectos, porque el señor Griñán se refirió a una batería de cuestiones amplísima y el señor Chaves, en cambio, se limitó a esta añagaza del informe de actuación pero, tan reiteradamente y de una forma tan infundada, desde mi punto de vista, que me animó a hacerlo público, porque yo creía que la opinión pública debería saber que en un asunto relevante como éste para la sociedad, en especial en Andalucía, pero ya excede de esos límites, supiera que aquí hay un contrapunto, que esta versión que se está dando no es en absoluto correcta.
Antonio Casado: ¿Puedo intervenir?
Carlos Alsina: Sí, la última pregunta, ¡venga, Antonio!
Antonio Casado: Don Manuel ¿es usted consciente de que lo que ha dicho nos remite a una responsabilidad exclusivamente política? Porque usted mismo admite, después de decir que había control, el control parlamentario y que no se informó directamente al presidente sino a los consejeros, usted mismo llega a una conclusión que es estrictamente política cuando dice: “Es inverosímil que no estuvieran al corriente porque nosotros sí informamos a los consejeros.” ¿Qué puede hacer el juez con esta apreciación? Donde no hay una relación causa efecto, por lo menos en lo que se refiere a la tipificación de un tipo penal.
Usted mismo acaba de decir que a usted no le atribuyen ningún tipo penal, que es incierta la acusación, la imputación que le hace la Juez. ¿Se da cuenta de que todo su argumento se centra en esa frase “es inverosímil que el presidente no supiera por el consejero lo que nosotros le habíamos dicho?” ¿Es consciente de que esto no tiene ningún valor judicial, que es una apreciación exclusivamente política, que yo puedo compartir, desde luego, desde el punto de vista político, pero no judicial?
Manuel Gómez: Mire yo no me quiero convertir y mi pretensión cuando he pedido o cuando voy a pedir, he anunciado que voy a pedir declarar no es convertirme en acusador penal, en absoluto. Yo salgo a la palestra porque unos responsables, altísimos responsables políticos a los que se les están imputando política y penalmente una serie de conductas supuestamente delictivas pretenden desviar esas responsabilidades hacia actuaciones de sus inferiores y en este caso los interventores de la Junta. Y yo salgo al paso.
¿Qué valoración merezca eso? Verá, eso que usted comenta abre un debate amplísimo. Yo puedo compartirlo con usted, pero, le quiero insistir: yo no pretendo convertirme en acusador penal. Yo lo que quiero es poner de manifiesto que determinados hechos que se describen no son ciertos.
Antonio Casado: Ya, pero eso es para la política y para nosotros los contertulios, pero no para el juez.
Carlos Alsina: Sr. Gómez, muchas gracias por habernos atendido y hasta una próxima ocasión. 
Manuel Gómez: Muy bien, muchas gracias a ustedes, Sr. Alsina. Buenos días.
Carlos Alsina: Manuel Gómez Martínez, que fue Interventor General de la Junta de Andalucía desde el año 2000 hasta el año 2010 y que ha expresado de esta manera su punto de vista, su opinión y su versión, después de saber lo que Griñán y Chaves le han contado al juez Barreiro en estos últimos días.
 
Entrevista con Santiago Talaya en Radio Nacional de España
 
El día 20 de abril de 2015 grabé esta entrevista con el Jefe de los servicios informativos de Radio Nacional de España en Andalucía, el tan tempranamente malogrado periodista Santiago Talaya:
 
Santiago TA.: Comprenderá usted, Manuel Gómez que a muchos les ha podido sorprender este comunicado suyo.49
Manuel Gómez: Bueno sí, la verdad es que a mí mismo. Yo no soy nada partidario en la situación en la que estoy. Soy un ciudadano de a pie de normal que no me gusta tener que salir a los medios. Lo que pasa es que me ha producido una gran indignación comprobar la conducta de los dos expresidentes en el Supremo, no dando explicaciones sobre sus propios actos y simplemente tratando de desviar las responsabilidades que pudieran tener hacia los interventores de la Junta. No hacia mí sólo, porque esto sí es importante destacarlo. La negligencia que se insinúa de la intervención no sería atribuible exclusivamente a mí. De acuerdo con nuestro método de funcionamiento si lo que ellos insinúan fuese cierto habría que achacársele probablemente a decenas de funcionarios. Me ha parecido indignante y esa es la razón. Creía que el público debería saberlo y que además yo debería asumir la responsabilidad de pedir declarar para explicarlo en sede judicial.
Santiago TA.: Los expresidentes y otros exconsejeros siempre han dicho que la Intervención nunca alertó del menoscabo de fondos públicos, señor Gómez Martínez.
Manuel Gómez: Sí, es cierto, lo que pasa es que resulta hasta cierto punto irónico que el que le cortó las alas al pájaro, luego se lamente de que no vuele. Es decir, las decisiones que se tomaron conllevaban ineludiblemente que el procedimiento de subvenciones no era fiscalizado por los interventores. No digo que no tuviera o no pudiera tener otra clase de controles. Bueno, la Consejería de Empleo debería tener sus propios controles, pero, evidentemente, con la decisión que se toma de arbitrar el programa 31L del modo en que se hizo, conllevaba inexcusablemente que ahí desaparecía el interventor. Entonces, lamentarse ahora de que el interventor no detectara el menoscabo de fondos públicos, pues, como mínimo, no sé qué clase de juicio merece, pero parece un poco cínico. Y, si lo que se quiere decir es que el interventor vio el fraude y no lo comunicó se está hablando de una cosa de otra naturaleza. Eso no ha llegado a decirse. No ha llegado a decirse porque, ya sólo lo que les queda decir es que, digamos, la observación del fraude requiere unas lentes especiales que sólo las tenía el interventor. Eso es ridículo.
Santiago TA.: Cuando el expresidente Griñán dice el otro día que hubo un gran fraude y evidentes fallos de control, ¿a quien se cree usted que se está refiriendo?
Manuel Gómez: Hombre, si uno se lee su declaración inmediatamente anterior, bastante extensa, y todas las insinuaciones malévolas que hace, en las que insinúa negligencia de los interventores, yo no puedo pensar que se esté refiriendo a otra cosa. Yo quiero recordar que, al socaire de todo esto, ha habido ya tres presidentes de la Junta: el señor Chaves, bajo cuyo mandato se fraguó este programa; el señor Griñán, que lo continuó; y la señora Díaz que, lamentablemente, tiene que heredar sus consecuencias. Pues, de los tres presidentes, dos han dicho expresamente los medios de comunicación han expresado su lamento por haber establecido unos programas sin controles. En cambio, el tercero, que es el señor Griñán, dice que los controles fallaron. Yo creo que están más mucho más cerca de la verdad los otros dos cuando reconocieron, el señor Chaves, en una entrevista en un medio escrito y la señora Díaz en una entrevista en la radio, han reconocido expresamente que el Gobierno instauró un proyecto, un programa de subvenciones sin controles 
Santiago TA.: Los famosos 12 o 15 informes de la intervención, advirtiendo de la improcedencia del mecanismo de financiación de los fondos laborales. Usted denuncia que se guardaron en un cajón.
Manuel Gómez: Bueno, es una expresión. Lo cierto es que no motivaron ninguna medida concreta para corregir los defectos que nosotros advertíamos. Mire, le voy a poner un ejemplo que me parece altamente expresivo de lo que le digo. El informe sobre el que se suele poner más énfasis de los nuestros, porque fue el que con más amplitud expresamos todo aquello que habíamos vislumbrado, que fue un informe que emitimos en el año 2005, con motivo de la auditoría del Instituto de Fomento de Andalucía IFA. Nosotros vimos los convenios que tenía el IFA firmados con otras consejerías y emitimos una serie de juicios y en ese informe de auditoría incluimos dos anexos. Uno referido a las subvenciones de los ERE, que es del que se ha hablado mucho, en el que nosotros denunciábamos que había falta de procedimiento y que había un déficit que, a fecha de 2003 (ese informe que se emite en el 2005 se refiere al ejercicio 2003), acumulaba un déficit de 38 millones de euros. Bien, pues esa misma auditoría tenía otro anexo, del que nadie habla, pero que está también en el sumario y es conocido por todo el mundo que, digamos, está en este ajo. Tenía otro anexo referido a otro programa de subvenciones, un programa de subvenciones para facilitar el acceso a las nuevas tecnologías y cuyo objeto, en líneas generales, era otorgar subvenciones a pymes y a familias, para comprar ordenadores personales. Bien, pues a esa fecha, ese programa de subvenciones había acumulado un déficit de 43 millones de euros, es decir, más alto todavía que el de los ERE. Bueno, pues ese déficit se atajó radicalmente. No volvió a aparecer nunca más. Es decir, se tomaron medidas. Eso era una línea de subvenciones que tiene una deriva determinada de la que nosotros advertimos. ¿Por qué se atajó el déficit del programa de subvenciones para ordenadores y no el de los ERE? Yo no puedo responder a esa pregunta, porque ni yo apruebo las subvenciones, ni los programas presupuestarios, ni los incremento, ni los reduzco, ni los suprimo, ni tenía competencia el Interventor General ni ningún interventor para ello. Pero, es un hecho constatable que, de dos problemas se atajó el más grave en ese momento y el otro no, sino que se dejó marchar durante siete años más. Esos dos problemas estaban en el mismo informe, con los mismos destinatarios, tres miembros del Gobierno de la Junta de aquel momento.
Santiago TA.: ¿Y el Departamento de gasto era la Consejería de Empleo en ambas líneas de ayudas?
Manuel Gómez: Inicialmente sí, lo que pasa es que estábamos hablando ya de un momento… Es decir, le digo que nos referíamos al año 2003. En el año 2003 existía lo que se llamaba, creo recordar, Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, que tenía las competencias relacionadas con el tema de los ERE en materia de empleo y tenía también las competencias en materia de fomento de las tecnologías, por su área de desarrollo tecnológico. A partir del año 2004 se parte en dos y entonces las competencias de empleo se quedan en la Consejería de Empleo y las competencias en materia de desarrollo tecnológico pasan a Innovación. Entonces, en ese momento, ya había dos departamentos distintos para abordar la problemática. Por eso nosotros les dirigimos las auditorías a los dos consejeros, tanto al de Empleo, como al de Innovación y al de Hacienda, evidentemente. Al de Hacienda porque estábamos legalmente obligados. Entonces, yo constato que el problema de la subvención de ordenadores desaparece, mientras que el otro persiste, pues, creo que siete años más.
Santiago TA.: ¿Y usted en esos siete años, ustedes la intervención, siguen advirtiendo?
Manuel Gómez: Evidentemente, todos los años advertimos de todo lo que vimos en las auditorías del IFA. Insisto que nosotros no fiscalizamos las subvenciones, porque el modelo conllevaba que no había un interventor fiscalizando las subvenciones. Nosotros veíamos el final de la cadena, que era meramente el pago y, en relación con el pago, pues, nosotros, digamos, que hicimos algunas averiguaciones, entre otras, saber de qué volumen estábamos hablando y detectamos las desviaciones presupuestarias. Eso es un asunto tan notorio, tan extraordinariamente notorio, que estaba en las cuentas anuales del IFA. Las cuentas anuales del IFA no sólo las audita la Intervención General, sino que las audita también una firma auditora privada, en aquel tiempo PriceWaterhouse&Coopers, en cuyos informes se reflejaba también la desviación presupuestaria. Las cuentas del IFA se integran en la Cuenta General de la Junta, la Cuenta General se presenta al Parlamento, se publica en Internet y la audita la Cámara de Cuentas. La Cámara de Cuentas, en su informe, se refiere al déficit del IFA, motivado por los ERE. No se puede negar que era un hecho absolutamente conocido y le voy a decir una circunstancia también especialmente relevante. Mire usted, la deriva de los ERE llegó a ocasionar que durante dos ejercicios 2004 y 2005 el déficit ocasionado se aproximó a los 100 millones de euros. Yo le puedo asegurar, llevo 30 años en la Junta, que es un caso absolutamente extraordinario e irrepetible. No he conocido ningún caso de una sola dirección general que por sí sola generara un déficit de esas características. Si eso no le llamó la atención a nadie o teníamos unos gobernantes ineptos o irresponsables. Yo no puedo tener otra conclusión.
Santiago TA.: Por último, Manuel Gómez porque estoy abusando quizás de su amabilidad. Se dice y se ha dicho por parte de los expresidentes que nunca nadie en diez años de debate presupuestario en el Parlamento, ningún diputado, ni mucho menos tampoco de la oposición, nunca mostró ni en el pleno ni en las comisiones ningún tipo de duda de reserva respecto a la partida 31L.
Manuel Gómez: Bueno, yo aún diría más. Está demostrado y está acreditado en el sumario judicial incluso esta circunstancia: que en el año 2001 - estamos hablando de los albores de este asunto de este fenómeno -, en el año 2001, el Parlamento aprobó una enmienda al presupuesto del 2002. Es decir, cuando se estaba debatiendo en el año 2001 el Presupuesto 2002. El gobierno presentó un proyecto que tenía una dotación para las subvenciones de los ERE, pues, digamos, no recuerdo muy bien, 25 millones de euros aproximadamente. Hubo una enmienda de un grupo, que propuso que esa partida se incrementara en 5 millones más, con cargo precisamente a la partida de subvenciones a empresas que hubiera sido la adecuada. O sea, que en la partida de las transferencias de financiación famosa, un grupo presentó esa enmienda, esa enmienda se aprobó y se incorporó al presupuesto del año 2002. Y, además, si usted lee la motivación de la enmienda la enmienda decía expresamente cuál era su objeto. Su objeto era atender a las subvenciones a empresas en crisis. O sea, el Parlamento era plenamente consciente de lo que estaba haciendo. No me cabe la menor duda. Entonces, sí, se corrieron unos riesgos diseñando un programa como este, pero se corrieron conscientemente. Todo el mundo sabe que cuando se financia una actuación con transferencias de financiación ya no hay un interventor fiscalizando ese gasto, ese gasto ya se gestiona por una empresa y tiene un régimen diferente. Sobre eso nadie puede alegar ignorancia hacia un dato tan claro como ese. Si se pretenden gestionar subvenciones con transferencias de financiación, no hay fiscalización del gasto.
Santiago TA.: Estaría usted abriendo una, por así decirlo, una responsabilidad política en un sentido amplio de la propia Cámara andaluza, de los propios parlamentarios.
Manuel Gómez: Desde mi punto de vista está más que abierto desde hace mucho tiempo, lo que pasa es que otra de las circunstancias que concurren aquí es que pocas personas, físicas en concreto, han actuado con gallardía suficiente en este asunto, asumiendo sus responsabilidades. Yo, francamente, echo de menos que el Parlamento, institucionalmente, haya dado un paso al frente y haya dicho: sí, señores, nosotros aprobamos este programa presupuestario con estas características y si ha tenido estas consecuencias, debido a un diseño erróneo, somos también responsables. Yo echo de menos esa declaración
Santiago TA.: Los informes de cumplimiento se remitieron a las consejerías de Empleo de innovación y de Hacienda por oficio, porque por obligación legal tienen ustedes que enviarlo al consejero. Recuerdo a la consejera Carmen Martínez Aguayo haciéndose una foto junto a un carrito de informes guardados en unos archivadores, diciendo que teníamos que comprender que, evidentemente, un viceconsejero o un consejero no se pueden leer cientos de informes que le llegan todos los años.
Manuel Gómez: Es evidente. Pero ¿qué pretende hacernos creer la señora Martínez Aguayo, que ella trabaja sola? Mire, son cosas que son tan ridículas que da hasta pudor tener que explicarlas. Un consejero o un viceconsejero tienen un Gabinete o un grupo de funcionarios que les examinan los asuntos, se los filtran se los depuran y les transmiten lo que consideran que deben transmitirle. Me parece que eso es tan obvio que ampararse detrás de la cantidad de papel para decir bueno imagínese… Las leyes establecen determinaciones absurdas. Los informes se le tienen que hacer llegar al consejero simplemente para que los meta en un armario. Esa es la consecuencia que se derivaría de esa argumentación de la señora Aguayo. Que la ley que exige que los informes de auditoría vayan al consejero de Hacienda es una ley absurda porque el consejero no se los puede leer. A mí me produce, sin más, algo de risa.
Santiago TA.: Muy bien, Sr. Gómez. Muchísimas gracias. Al final nos hemos extendido más de lo que pretendíamos, pero creo que ha sido esclarecedor. Muchísimas gracias y un saludo.
Manuel Gómez: Un saludo. Haga usted el uso que considere conveniente de mis palabras. Buenos días, adiós.
 
Doble rasero
 
Artículo publicado, con mi firma, en El Independiente el 29 de junio de 2017.
 
Hace ya varios años que la Guardia Civil sabía que en el ERE de la llamada Faja Pirítica de Huelva, subvencionado por el Ministerio de Trabajo del Partido Popular, de 325 ayudas sociolaborales que otorgaron, 51 de ellas no tenían el requisito de 55 años bonificados. Dicho en román paladino, en las ayudas tramitadas por el Ministerio, concedidas por la presuntamente escrupulosa Administración del Estado, se colaron 51 intrusos.
Este jueves se ha sabido que la juez María Núñez Bolaños ha imputado por ello a dos altos cargos de segundo nivel del Ministerio de Trabajo del Partido Popular. En vista de ello, resulta pertinente formularse determinadas preguntas:
¿Por qué no imputó la juez instructora, no ésta, sino la anterior, en su momento, al Presidente del Gobierno, a los ministros de Hacienda y Trabajo, al Interventor General del Estado y a los subsecretarios de hacienda y de trabajo, de forma análoga a como imputó a dos presidentes de la Junta, siete consejeros y decenas de otros altos cargos? ¿Es que los intrusos perpetrados por la Administración del Estado gobernada por el PP son de mejor condición que otros?
En vista de lo que se ha sabido ahora, ¿resulta admisible que el PP continúe siendo acusación popular en las piezas del caso de los ERE o debería ser expulsada inmediatamente?
¿Por qué los peritos judiciales designados por el Interventor General del Estado del Gobierno del PP no observaron en sus informes ninguna irregularidad en las subvenciones financiadas por la Administración del Estado, a pesar de los 51 intrusos de la Faja Pirítica? ¿Acaso las lentes de estos peritos sufren alguna distorsión que sólo les permiten percibir las irregularidades en los expedientes tramitados por la Junta de Andalucía y no en las que incurren los expedientes tramitados por la Administración Central del Estado? ¿A qué obedece este extraño caso de hipermetropía pericial, que les impide ver, precisamente, lo que tienen más cerca?
¿Por qué la juez declaró impertinentes todas las preguntas que los abogados defensores pretendieron formular, en su comparecencia judicial, a estos peritos hipermétropes, sobre las subvenciones de los ERE tramitadas por el Ministerio de Trabajo? En vista de que la gestión realizada por la Administración del Estado ha dado el mismo resultado presuntamente fraudulento que la realizada por la Junta, ¿acaso temía la juez quedar en evidencia ella misma y su ridícula teoría sobre la trama para delinquir de 52 altos cargos de la Junta y por eso prohibió las preguntas?
¿Quién se atreve a responder?
 
Entrevista en el diario ABC
 
El 2 de marzo de 2020, el diario ABC publicó esta entrevista realizada por el redactor Antonio Rodríguez Vega:
 
Manuel Gómez Martínez (Córdoba, 1959) está felizmente absuelto. Pero no perdona ni olvida. Ni a sus antiguos jefes políticos en el Gobierno andaluz que eligieron al interventor como «cabeza de turco» para descargar sobre sus hombros la responsabilidad de la pasividad propia. Tampoco «indulta» de sus rencores a los jueces y fiscales que pretendieron encarcelarlo.
Atrás quedan nueve años de pesadilla desde que comenzaron a apuntarlo con el dedo índice como estrategia de autodefensa hasta que el tribunal dictó su sentencia, absolutoria para él y el exjefe del Gabinete Jurídico de la Junta y condenatoria para los expresidentes andaluces Manuel Chaves y José Antonio Griñán y otros 17 ex altos cargos socialistas. La cicatriz de los ERE ha dejado profundos e indelebles rastros en su vida, su familia y su carrera. Nunca albergó dudas sobre su inocencia, mas nadie puede dormir tranquilo cuando se enfrenta a seis años de cárcel.
 
¿Cómo se siente uno cuando lo absuelven después de nueve años en el punto de mira, de políticos, primero, y de los jueces, después?
 
Las sensaciones predominantes son el alivio y la satisfacción lógicamente. Pero aun queda sitio para la indignación, por lo gratuito, arbitrario y hasta inmoral del calvario que personas concretas me han hecho pasar.
 
Cuando sus compañeros de trabajo le dieron la bienvenida tras la absolución, dejó entrever que no ha perdonado. ¿A quiénes guarda rencor?
 
A más personas de lo que puedo soportar. En primer lugar, a los responsables políticos del gobierno anterior y de IU, que me utilizaron como cabeza de turco y pusieron las bases para mi persecución judicial. Pero, fundamentalmente, a los jueces y fiscales que tomaron decisiones que me produjeron un dolor y un daño infinitos, además de gratuitos, como con extrema contundencia demuestra la sentencia. También a otras personas de distinta condición cuya falta de decencia me ha perjudicado.
 
A la vista de lo que ha pasado en el caso ERE y en otros procesos judiciales, ¿entre los funcionarios hay miedo a firmar según qué informes y documentos en la Junta de Andalucía?
 
En los últimos años hemos estado imputados y procesados, al menos, seis interventores de la Junta. Ningún procedimiento ha terminado con una condena. Creo que la razón fundamental de este extraño fenómeno es el desconocimiento que tienen jueces y fiscales sobre la naturaleza y el alcance de nuestras funciones; y el escaso interés que muestran en suplir esa laguna, como he podido comprobar personalmente en el caso de los ERE. Por todo ello, no hay duda de que muchos funcionarios, interventores o no, se tientan la ropa antes de poner su firma bajo determinados informes.
 
¿Cree que el estigma de los ERE le ha perjudicado para que la Mesa del Parlamento no le conceda la plaza de interventor a la que optaba pese a tener uno de los mejores currículos?
 
Permítame que le corrija: uno de los mejores, no. El mejor. Y no es inmodestia. Me puedo permitir decirlo porque el Parlamento andaluz no ha publicado ni lo hará, porque tal cosa no existe, cuál es el escalafón de los aspirantes. Y, mientras no haya un orden en base a un baremo objetivo le diré que mi bagaje profesional para esa plaza es el mejor. Lo que no quiere decir que no haya otros con similares merecimientos, que los hay. Pero, me temo que entre ellos no está, precisamente, la persona seleccionada. Sin duda, además de las ignotas y supongo que inconfesables razones que hayan beneficiado a la agraciada, en mi caso ha sido determinante el estigma derivado de la inmoral persecución que he sufrido por el caso de los ERE.
 
Manuel Chaves y José Antonio Griñán declararon ante el Supremo que ignoraban el fraude porque la Intervención no emitió un informe de actuación alertando de un menoscabo de fondos. ¿Cree que hizo lo suficiente para parar esto? Si no es así, ¿en qué cree que pudo equivocarse?
 
Es un pretexto, apenas un Macguffin que pusieron en circulación quienes trataban de zafarse de las responsabilidades que les acechaban, desviándolas hacia el interventor general. La sentencia afirma tajantemente y sin resquicio alguno para la duda que la emisión de tal clase de informe no era procedente. Respecto de la segunda parte de su pregunta, debo decirle que no ha habido otro cargo público de los que fuimos encausados en los ERE, cuyas funciones hayan sido escudriñadas con la extensión e intensidad con las que lo han sido las del interventor general. Jueces, fiscales, abogados, peritos y acusados han rebuscado en todos los rincones posibles con tal de hallar alguna anomalía, error, omisión culposa o dolosa que me fuera achacable y que pudiera dar con mis huesos en la cárcel.
La sentencia rechaza con igual contundencia que en el caso anterior todas estas acusaciones. Basa su decisión, entre otras cosas, en documentos que están en la causa desde 2011, más de dos años antes de ser imputado y más de cinco antes de ser procesado. Pero, no es que el tribunal haya interpretado tales documentos de forma distinta a los dos jueces de instrucción que me imputaron y procesaron, o a los fiscales que me acusaron. No. Es que el tribunal se los ha leído y aquéllos parece que no, porque si lo hubieran hecho los habrían debido citar en sus resoluciones y se habrían visto obligados a rebatirlos, algo que nunca hicieron.
 
En el juicio usted matizó la gravedad del procedimiento de los ERE, pero en noviembre de 2012 había afirmado en una entrevista en ABC que «todo el tinglado de corrupción se habría podido desmantelar en 24 horas con una orden verbal». ¿Sigue pensando lo mismo?
 
Claro que sí. Ambas ideas son compatibles y, además, son cosas distintas. Lo que yo he dicho siempre es que las transferencias de financiación no poseen los caracteres truculentamente delictivos con que las pintaban las acusaciones. Ahora bien, el tinglado de concesión de ayudas sin controles y sin normas reguladoras montado, exclusivamente, en la Dirección General de Trabajo, pudo y debió desmantelarse en 24 horas, bastando para ello con una orden verbal del consejero de Empleo al director general.
 
El interventor de Empleo emitió un informe en contra de la concesión de las primeras ayudas a Cárnicas Molina en 1999. A raíz de sus reparos, el Gobierno ideó el sistema de los ERE: la Consejería daba las ayudas, pero las pagaba mediante la agencia IFA/IDEA. ¿Cómo habría cambiado el «cuento» de los ERE si le hubieran hecho caso?
 
En mi opinión, el caso de los ERE no habría llegado a surgir si el Gobierno de la Junta hubiera asumido las sugerencias que yo personalmente le formulé en un informe a un proyecto de decreto elaborado para regular las ayudas públicas a trabajadores de empresas en crisis, en noviembre de 2000. Es decir, en los puros albores de este fenómeno. Este proyecto fue sometido hasta en tres ocasiones a la Comisión General de Viceconsejeros y, por razones que nadie ha explicado, nunca se elevó al Gobierno para su aprobación.
 
¿Le está abonando la Junta de Andalucía –el anterior gobierno o el actual– los gastos de su defensa?
 
La Junta de Andalucía se ha venido comportando conmigo sobre este asunto con una mezquindad insoportable. En primer lugar, no quiso hacerse cargo de mi defensa y tuve que pleitear contra ella en los tribunales. Gané el recurso por goleada, pero no se conformaron, sino que siguieron poniéndome obstáculos, recurriendo la sentencia ante el tribunal superior. Y volvieron a perder por goleada, incluso siendo condenados en costas. Recientemente, la Junta ha rechazado abonarme más de dos terceras partes de los gastos que ha comportado mi defensa. No me voy a entretener en los pormenores de los conceptos que la Administración me regatea y se niega a pagarme. Pero, por ponerle un ejemplo, la Junta se niega a calificar el caso ERE como una causa compleja, y a abonar los honorarios correspondientes. Hoy es el día en que aún no he visto un duro de las cantidades que me adeuda la Junta de los gastos de mi defensa. Ni siquiera de ese escaso tercio que, al parecer, accede a abonarme.
 
¿Qué lección ha sacado de esta mala experiencia?
 
Llevo casi 38 años trabajando como servidor público con dedicación, lealtad y compromiso. Y, ¿qué he recibido a cambio? Pues ya se lo he venido contando: el intento mendaz desde la Administración y la Justicia de responsabilizarme del fraude de los ERE; toda clase de obstáculos para resarcirme los gastos de mi defensa y ahora, con mi carrera profesional destrozada, cuando opto en una convocatoria pública al puesto de interventor mejor pagado en la comunidad autónoma, blandiendo un bagaje profesional difícilmente superable para la plaza, me la birlan, sin duda, entre otras razones, por el estigma indeleble que me ha dejado el maldito asunto de los ERE. ¿Qué lección cree usted que puedo sacar de todo ello?
 
Antes de que empezara el huracán de los ERE, Manuel Gómez sentía «gran admiración» por Griñán y tenía una relación muy cordial con él. Conserva discos que éste le grabó con piezas de jazz con los títulos escritos de su puño y letra. A su antiguo jefe le regaló una «excelsa» novela de Gonzalo Hidalgo Bayal, cuyo título, «Paradoja del interventor», «quién sabe qué le sugerirá hoy». Siendo ya presidente, en su cumpleaños, le envió la canción que Marilyn le dedicó a Kennedy, un gesto «algo adulatorio, pero expresivo», reconoce. Esa relación cordial se truncó. «La estrategia que siguió para defenderse del huracán de los ERE, utilizándome como cabeza de turco, me produjo una honda decepción personal», lamenta.
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXOS



 
 
 
ANEXO I: EL CASO DE LOS ERE PARA NO VERSADOS
 
 
 
 
Expediente de Regulación de Empleo.
 
En la legislación española, un Expediente de Regulación de Empleo es un procedimiento mediante el cual una empresa en una mala situación económica busca obtener de la autoridad laboral competente un permiso, para suspender o extinguir las relaciones laborales de sus trabajadores, en un marco en el que se les garantizan ciertos derechos. En este sentido, es frecuente que el ERE venga acompañado de aportaciones de la empresa, que complementan las prestaciones a las que los trabajadores tienen derecho por razón de desempleo. En este contexto, en ocasiones, las administraciones públicas realizan aportaciones en concepto de ayudas a los trabajadores o a las empresas, con la misma finalidad de amortiguar los negativos efectos de la pérdida de empleo.
 
Ayudas sociolaborales.
 
En la legislación española existían desde antiguo determinadas disposiciones del Ministerio de Trabajo que regulaban, entre otras, las ayudas que podían percibir empresas o trabajadores, con ocasión de un ERE. Alguna de estas disposiciones se refirió a la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establecieran prestaciones con la misma finalidad.
En este contexto, la Junta de Andalucía ya había concedido alguna ayuda de este tipo antes del establecimiento del sistema que acabó en el escándalo de los ERE, como la que se concedió a los trabajadores de la industria cárnica, Hijos de Andrés Molina.
En el año 2000, la Consejería de Empleo intentó la aprobación de un Decreto de la Junta, que le diera cobertura regular a estas ayudas, pretensión que no llegó a prosperar, a pesar de someterse a la deliberación de la Comisión General de Viceconsejeros, antesala del Consejo de Gobierno, hasta en tres sesiones sucesivas50. Esta renuencia del Gobierno de la Junta a regular esta materia pareció dejar las manos libres a la Consejería de Empleo, que a partir del año 2001, puso en marcha un sistema de ayudas sociolaborales, mediante dos instrumentos: un Convenio, en el que se establecía que la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social (DGTSS) gestionaría y concedería las ayudas y la agencia Instituto de Fomento de Andalucía, después, Agencia para la Innovación y el Desarrollo de Andalucía (IFA/IDEA) las pagaría por orden de aquella, y la introducción en el Presupuesto de la Junta de una partida de transferencias de financiación (TF) en favor de IFA/IDEA, para sufragar las ayudas a conceder. Estos son los otros dos elementos esenciales que terminan de configurar el asunto de los ERE, y cuyas características detallaremos más adelante.
En síntesis, la gestión de las ayudas puede describirse del modo siguiente:
Ante la existencia de un ERE, bien la empresa afectada, bien los representantes de sus trabajadores se ponían en contacto con la DGTSS, reclamándole su participación en el plan laboral, mediante ayudas económicas. Durante la investigación judicial se ha llegado a sospechar que, debido a las facilidades que la DGTSS ofrecía, en determinados casos, se iniciaron y se aprobaron ERE no suficientemente justificados, de lo cual habrían sacado provecho los llamados conseguidores, que cobrarían comisiones por trabajos de contenido incierto; básicamente, por su labor de mediación entre los solicitantes y la DGTSS.
La decisión de la DGTSS de realizar aportaciones a un ERE en concreto estuvo mediatizada por diversos factores. En primer lugar, se debe señalar que, ante la ausencia de un marco jurídico específico, la Administración actuante no se sintió constreñida por limitaciones tales como la existencia de criterios de valoración o baremos con los que seleccionar las solicitudes con mayores merecimientos. Debe señalarse, no obstante, que esta ausencia de criterios de selección es una característica que comparten las normas del Ministerio de Trabajo, al amparo de las cuales la Administración del Estado concedía este tipo de ayudas.
Esta carencia (flexibilidad, dirán algunos), sin duda está en la base de que la DGTSS pudiera verse sometida a diversos factores que condicionaron su actividad, tales como: la presión social y sindical de sectores o territorios particularmente afectados por procesos de desindustrialización; las órdenes políticas desde la alta dirección de la Junta, con el fin de desactivar o amortiguar los conflictos sociales y laborales ya mencionados; y, por qué no decirlo, el capricho de las personas que ocupaban los cargos con capacidad decisoria. A pesar de que el número de trabajadores incursos en ERE en Andalucía, durante el tiempo en que estuvo vigente este sistema, es mucho mayor que el de alrededor de 6.000 que fueron beneficiarios de ayudas, no se tiene noticia de ningún caso en el que la DGTSS haya denegado este tipo de ayudas.
Este alto nivel de discrecionalidad que ejerció la Administración en el caso de los ERE entrañaba unos riesgos inherentes, el principal, que la discrecionalidad se convirtiera en abuso y arbitrariedad. No obstante, debe señalarse que a ninguno de los responsables políticos y administrativos que han sido exhaustivamente investigados policial y judicialmente se le ha descubierto ningún signo que permita concluir que su actuación pudiera haber estado guiada por un objetivo de enriquecimiento personal. Es cierto que el desenvolvimiento del sistema produjo el enriquecimiento, probablemente ilegítimo, de otras personas, como los intrusos y los conseguidores ya mencionados y otros, de los que se hablará posteriormente, pero no el de quienes adoptaron las decisiones en el seno de la Administración.
Una vez que la DGTSS tomaba la decisión de realizar aportaciones a un ERE, en concepto de ayudas sociolaborales, generalmente, en favor de los trabajadores, estas se articulaban del modo siguiente:
La DGTSS contrataba, sin procedimiento alguno, un agente mediador de seguros, que realizaba los cálculos actuariales de un seguro de rentas para los trabajadores afectados. Este seguro de rentas constituía, virtualmente, un subsidio de desempleo de duración indefinida, pues, realmente, en la inmensa mayoría de los casos, la prestación se prolongaba hasta la fecha en la que el trabajador comenzaba a percibir su pensión de jubilación. A partir de aquí, la propia DGTSS contrataba, también sin procedimiento, a una compañía de seguros, que, a cambio de una prima, pagadera de una o varias veces por la Administración, se comprometía al abono de las rentas periódicas a los trabajadores, hasta que estos se jubilaban.
En el caso de los mediadores se produjo otra de las presuntas excrecencias del caso, las llamadas sobrecomisiones. Los mediadores de seguros cobran por sus servicios una comisión, que se calcula como un porcentaje de la operación en la que intervienen. En el proceso judicial se han emitido dictámenes periciales que acreditarían que, en determinados casos, estas comisiones excedieron con mucho de los valores habituales en el mercado. Los interesados se han defendido alegando, entre otras cosas, que los servicios que prestaban excedían de los habituales de estos profesionales, comprendiendo, por ejemplo, el mantenimiento durante varios años de oficinas de asesoramiento e información a los trabajadores afectados (a veces, varios centenares). Al parecer, de la comisión de las mediadoras pudieron salir otras cantidades con destinos cuya justificación era cuando menos discutible, como el pago a los ya citados conseguidores y a los sindicatos, estos últimos por la realización de funciones no demasiado precisas, como su intervención en los cálculos actuariales. Todo esto es, de momento, lo bastante confuso como para que se puedan sostener diversas tesis sobre el destino de este dinero.
Al margen o por encima de todo ello se encuentra el hecho de que el papel de los mediadores de seguros en este asunto resulta controvertido, debido a su probable innecesariedad. Por qué la Administración acudió a estos profesionales, en lugar de realizar ella misma los oportunos cálculos actuariales es una pregunta sin respuesta. Una pregunta análoga podría formularse respecto de la intervención de entidades aseguradoras. En primer lugar, porque las cantidades satisfechas a los trabajadores son virtualmente prestaciones sociales públicas, siendo el seguro de rentas contratado una mera vestimenta. Y, en segundo lugar, porque parece de todo punto innecesario que la Administración de la Junta asegure un riesgo que podría haber asumido con su propio patrimonio.
Por otro lado, en la determinación de las prestaciones que debían percibir los trabajadores afectados por un ERE subsidiado por la Junta se produjeron algunas situaciones aberrantes, entre las que se pueden citar prestaciones por importes mensuales superiores a los 3 mil, 4 mil o incluso 5 mil euros, u otras establecidas con carácter hereditario. No obstante, estos fueron casos infrecuentes.
Finalmente, la DGTSS no llevó a cabo ninguna labor de comprobación de que los trabajadores afectados encontraban un empleo o de cualquier otra circunstancia que hiciera decaer el derecho a continuar cobrando la renta del seguro, cuya prima había abonado la Administración.
 
Intrusos.
 
Como puede deducirse de la exposición precedente, se denominan intrusos aquellos trabajadores a los que se concedieron ayudas sociolaborales de este tipo, sin estar incursos en un ERE o, en algunos casos, habiendo sido incluidos en un ERE indebidamente, con la única finalidad de percibir la ayuda.
 
Ayudas a empresas y otras excrecencias.
 
Dostoyevski puso en boca de Ivan Karamazov esta idea tan citada: “Si Dios no existe, todo está permitido”. Aunque no comparto, en absoluto, el fondo moral del que deriva este aserto, lo traigo a la palestra porque ilustra a la perfección la verdadera naturaleza de los hechos que dieron lugar al monumental escándalo de los ERE. En concreto, resulta particularmente oportuno traer a colación esta idea para hablar de lo que nos proponemos a continuación.
Las extremas flexibilidad y discrecionalidad de las que disfrutó la DGTSS y que derivaban del sistema implantado, no sólo generó irregularidades y probablemente fraude (intrusos, sobrecomisiones, pagos aparentemente sin causa, etc.) en la gestión genuina a la que estaba destinado este crédito presupuestario: las ayudas sociolaborales a trabajadores incursos en un ERE. La gestión del crédito presupuestario era tan desahogada, que pronto empezó a utilizarse para otras finalidades, algunas con alguna conexión, más o menos vaga, con los objetivos del programa presupuestario (mantenimiento del empleo y del tejido productivo de Andalucía) y otras completamente ajenas a dichos objetivos.
Aquí podemos encontrarnos, desde una subvención a un ayuntamiento, para facilitar la celebración de una feria comercial o la construcción de un hipódromo, hasta la subvención a un particular para financiar una instalación agropecuaria o las nóminas de sus trabajadores, pasando por el pago de los derechos de inscripción de cursos de formación para directivos de la Junta, articulado como una subvención a la entidad organizadora de los cursos. A este tipo de ayudas se destinó una cifra aproximada al 10% del total de los fondos investigados, es decir, más de 70 millones de euros. Si bien ya hemos señalado que la ausencia de publicidad y concurrencia en las ayudas sociolaborales no parece una especialidad de la Junta de Andalucía, no podemos decir lo mismo de este tipo de ayudas, cuya concesión absolutamente discrecional no está, a priori, justificada.
No es extraño, pues, que este modus operandi tuviera como consecuencia que la inmensa mayoría de las ayudas de este tipo fueran a parar a personas y empresas de la comarca de la Sierra Norte de Sevilla, de la que eran originarios el Consejero de Empleo, José Antonio Viera y el Director General de Trabajo, Javier Guerrero.
 
Vamos a describir, a continuación, los elementos más característicos de los dos instrumentos administrativos utilizados por la Consejería de Empleo para la gestión de estas ayudas: el Convenio y las TF. La aplicación conjunta de estos dos instrumentos es lo que ha venido a denominarse “procedimiento específico” y, así, lo que yo vengo denominando la pieza política, en el lenguaje jurídico-procesal de la causa judicial se denomina la pieza del procedimiento específico.
Según algunos testimonios oídos en el proceso, al procedimiento específico le pasa un poco como a Puertollano, el llamado pueblo de las dos mentiras, puesto que ni es un procedimiento, ni es específico.
Comparto esta apreciación y, además, añado que es otra de las inconsistencias del caso. El sintagma procedimiento específico fue puesto en circulación por el Consejero de Empleo, Antonio Fernández, en su cruel declaración ante la Juez campeadora, que acabó a las cinco de la madrugada con su ingreso en prisión. Ignoro las razones por las que Fernández usó esta expresión, pero no me consta que entre la documentación administrativa del asunto se haya utilizado nunca y tiene toda la pinta de haber sido una salida de ocasión del inventor, en un momento en el que la Juez le apretaría, exigiéndole una respuesta sobre las normas aplicables al programa de ayudas de los ERE.
 
Convenio de 17 de julio de 2001 entre el Consejero de Empleo y el Presidente del IFA.
 
Esta fue la herramienta administrativa utilizada por la Consejería de Empleo para establecer el reparto de tareas entre la DGTSS e IFA/IDEA, en virtud de la cual, a la primera le correspondería la tramitación y concesión de las ayudas y, a la segunda, el pago de estas por orden de aquella. Por si había alguna duda sobre el alcance de las responsabilidades de ambos órganos, los convenios individuales que se formalizaban para cada ayuda concedida contenían una cláusula que señalaba que la documentación acreditativa de las ayudas obraba en poder de la DGTSS, que se encontraba conforme con la misma. De todo ello se deduce que el papel de IFA/IDEA en el procedimiento se ceñía a su labor de mandatario de pago a ciegas de la DGTSS. Decimos que el pago se realizaba a ciegas porque IFA/IDEA no asumía responsabilidad alguna, ni sobre la causa del pago (la procedencia y correcta tramitación de la ayuda concedida), ni sobre su justificación (si el importe abonado era efectivamente destinado a la finalidad para la que se concedió la ayuda).
Aunque estamos tratando de realizar una exposición lo más descriptiva posible del fenómeno, es imprescindible expresar en este caso la perplejidad que produce este encargo de tareas a IFA/IDEA, habida cuenta de que su papel no parece aportar valor añadido alguno al proceso. Más adelante señalaremos algunas conjeturas sobre las razones de este encargo.
Por lo demás, este Convenio fue firmado por las partes intervinientes sin que conste que recibieran asesoramiento alguno para ello. En concreto, el proyecto de Convenio, con seguridad, no fue objeto de informe, ni por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, ni por la Intervención General de la Junta de Andalucía (IGJA).
 
Transferencias de financiación.
 
La TF es una figura presupuestaria que se encontraba51 definida en términos no demasiado precisos en la legislación vigente en el momento en el que se puso en marcha el sistema (años 2000-2001) y mientras se estuvo utilizando, hasta el año 2009. 
La TF supone una mera transferencia de fondos en favor de una entidad instrumental pública (agencia, empresa pública, fundación pública, consorcio, etc.), para que esta los destine a las actuaciones que constituyen su giro o tráfico típico. La característica fundamental de la TF, por tanto, es que, aunque supone una ejecución del Presupuesto de la Junta, no comporta un gasto público efectivo, sino que dicho gasto efectivo se lleva a cabo por la entidad instrumental. Entenderá el lector el juego de esta figura con este ejemplo típico: la Consejería de Salud dispone en su presupuesto de una TF en favor de la Agencia Pública Hospital de Marbella, cuya finalidad es atender los gastos ordinarios (personal, suministros, servicios, etc.) o de inversión (obras, equipamiento, etc.) necesarios para el funcionamiento del Hospital como servicio público de la Junta. En este caso, la materialización de la TF supone una ejecución del Presupuesto de la Junta (Consejería de Salud), pero el gasto público efectivo no se produce hasta que lo realiza el Hospital, pagando sus nóminas, adquiriendo material sanitario, etc.
Una de las circunstancias a tener en cuenta más relevantes y concernientes al caso de los ERE de este diseño es la de que los mecanismos de control del gasto establecidos en la Junta se encuentran acomodados a la funcionalidad que hemos descrito para las TF. En el ejemplo esbozado y de acuerdo con lo que se acaba de señalar, en el momento en el que la Consejería de Salud tramita las indicadas TF, el Interventor sólo tiene que comprobar que dicha TF existe en el Presupuesto de la Consejería y que la partida correspondiente dispone de dotación en cuantía suficiente para atender la propuesta que se le somete a fiscalización. Es decir, el Interventor de la Consejería de Salud no debe preocuparse de a qué se destina la TF, ni de qué modo el Hospital decide gastar los recursos que percibe con la TF. Esto es así, porque las actuaciones del Hospital disponen de sus mecanismos de control interventor específicos, en cuyo seno se realizan las comprobaciones relativas al empleo adecuado de los fondos públicos. Y, así, el Interventor del Hospital será el encargado del control de las nóminas y los contratos que celebre el Hospital; en definitiva, de las actuaciones en las que se concreta el empleo de las TF que percibe el Hospital, procedentes del Presupuesto de la Consejería de Salud.
Como señalamos más arriba e interesa repetir en este momento, todo el entramado presupuestario, contable y de control de la Junta de Andalucía responde a la configuración y funcionalidad de las TF que acabamos de describir.
En este contexto, la Consejería de Empleo decidió incluir en su Presupuesto una TF en favor del IFA, para que este abonase las ayudas de los ERE concedidas por la DGTSS, en los términos ya señalados. Lo primero que cabe decir de esta iniciativa es que supuso una distorsión de la naturaleza y funcionalidad de las TF, tal y como las hemos descrito anteriormente. En efecto, por un lado, la TF de los ERE atendía gastos propios de la Consejería de Empleo y no de IFA/IDEA; al contrario de lo que ocurría con la TF de la Consejería de Salud, que atendía gastos propios de la Agencia gestora del Hospital y no de la Consejería. Y, en segundo lugar y consecuentemente, esta TF de Empleo en favor de IFA/IDEA produjo un ángulo ciego de control. La descripción de las circunstancias que provocan este ángulo ciego de control exige una explicación algo más detallada, que llevaremos a cabo inmediatamente.
Pero, antes, debemos referirnos a una de las cuestiones que más ríos de tinta han hecho correr en el proceso judicial sobre los ERE, especialmente, en el enjuiciamiento de la denominada pieza política. Me refiero al debate sobre la legalidad o ilegalidad de la TF que financió las ayudas de los ERE. Sobre esta cuestión me pronuncié repetidamente en las diferentes ocasiones en las que tuve que pronunciarme, tanto ante la Comisión de Investigación, como en sede judicial. En apretada síntesis diré que, en mi opinión, esa TF fue objeto de un uso inadecuado, pero, habida cuenta de que dicho empleo fue expresamente aprobado por el Parlamento y consentido tácitamente por la Cámara de Cuentas de Andalucía, no puede considerarse ilegal. Naturalmente y, de ahí devienen los ríos de tinta derramados sobre este asunto, esta tesis no ha sido compartida, ni por los peritos de la IGAE, ni por los jueces de instrucción, ni por los fiscales, ni, por supuesto, por el Tribunal de la Audiencia en su Sentencia.
 
Impacto del procedimiento específico sobre los procedimientos de control de la IGJA.
 
Como ya hemos señalado, este marco administrativo y presupuestario, que ha venido a denominarse procedimiento específico, resulta configurado por los dos elementos reiteradamente aludidos, que acabamos de describir someramente: la partida de las TF en el presupuesto de la Consejería de Empleo, en favor de IFA/IDEA y el Convenio suscrito el 17 de julio de 2001 entre el Consejero de Empleo y el Presidente de IFA/IDEA.
La aplicación conjunta de ambos instrumentos, a partir de los años 2000 y 2001, no irrumpió en un terreno baldío, desde el punto de vista del control que ejerce la IGJA. Muy al contrario. En el año 2000, la Junta de Andalucía disponía de un marco legal e institucional de control plenamente consolidado, tanto desde un punto de vista normativo, como en la práctica administrativa cotidiana del órgano de control interno; es decir, la IGJA y todos los servicios que de ella dependen.
Dicho marco de control, expuesto muy resumidamente, partía y parte de la distinción entre la Administración General (Consejerías y organismos administrativos), en la que se aplica el sistema de fiscalización previa, y la Administración Instrumental (empresas públicas, sociedades mercantiles, fundaciones, consorcios, etc.), en la que se aplica el control por auditoría o control posterior. Este marco se caracteriza, entre otras cosas, por su certidumbre y por la ausencia de ámbitos exentos de control, salvo las excepciones previstas expresamente en la Ley. Cualquier programa de gastos que pretenda implantarse, si es gestionado por la Administración General, estará sujeto a fiscalización previa y, si es gestionado por la Administración Instrumental, estará sometido a control posterior. Las normas e instrucciones vigentes, aplicables a las actuaciones de control que debe desarrollar la IGJA, se encontraban y se encuentran acomodadas a esta dicotomía, sin que la Ley previese ni prevea la existencia de modelos o instrumentos de control mixtos o intermedios.
En este sentido, el empleo de TF para la financiación de la actividad encomendada a las entidades instrumentales parte de la asunción de una condición que resulta de especial relevancia a los efectos que nos ocupan. Se trata de lo siguiente: la actividad financiada con TF debe ser desarrollada en su integridad por la entidad instrumental. La razón es evidente: la TF es una mera transferencia de fondos a la entidad instrumental, que es donde se realiza el gasto público efectivo (recuérdese el ejemplo de la Consejería de Salud y el Hospital); por tanto, es en el ámbito de la entidad instrumental en el que la Intervención realiza el control de esa porción del gasto público, control que no podría llevarse a cabo si su gestión la llevara a cabo la Administración y no la entidad instrumental. Este principio no ha experimentado excepción alguna, salvo la que se ha juzgado en este proceso de los ERE. Desde este punto de vista, cuando la Administración General concede subvenciones, dicha actividad está sujeta a fiscalización previa. Y, cuando se decide que la gestión la lleve a cabo una entidad instrumental, dicha actividad de concesión de subvenciones, ya sea financiada con TF o con cualquier otra fuente de financiación, está sometida a auditoría o control posterior de la Intervención. Coherentemente con ello, las normas que regulan el control interno en la Junta (Ley de Hacienda y Reglamento de Intervención) no preveían ni prevén, que una consejería gestione un programa de gastos, sin que sus actuaciones se materialicen en expedientes de gasto, desplazando exclusivamente el pago a una entidad instrumental, mediante TF.
La Consejería de Empleo gestionó las ayudas sociolaborales, hasta el año 2000, de acuerdo con el primer modelo, sin entidad instrumental y con sometimiento a fiscalización previa, como lo prueba la ayuda concedida a Hijos de Andrés Molina, S.A., que ya ha sido mencionada anteriormente.
Pues bien, con los ojos con que hoy lo contemplamos, el diseño establecido para la gestión del Programa de ayudas de los ERE, mediante los dos instrumentos ya mencionados (las TF y el Convenio de 2001), supuso una genuina perturbación de este marco de certidumbre que acabamos de describir someramente. En efecto, al haberse retenido la gestión de las ayudas en la DGTSS, se vulneraba el criterio preceptivo y, por tanto, esperable por todos los operadores, que implicaba el empleo de las TF: que la gestión de las actuaciones de que se trate fuera asumida en su integridad por la entidad instrumental. En este caso, por virtud del Convenio de 2001, la gestión de las ayudas sociolaborales quedó retenida en la DGTSS, pero desconectada de la gestión presupuestaria, ya que dicha gestión presupuestaria quedó agotada con la ejecución de las TF. Las consecuencias de esta decisión, desde el punto de vista del control fueron, fundamentalmente, estas tres:
a) En el ámbito de la DGTSS, la fiscalización del gasto público presupuestario quedó reducida a la fiscalización de las TF, que se limita a comprobar que se libran en favor de la entidad para la que están presupuestadas, y poco más. Es decir, la concesión de las ayudas no fue objeto de fiscalización previa, ni pudo serlo, al no materializarse tales ayudas en expedientes de gasto, que es el objeto de la citada fiscalización.
b) En el ámbito de IFA/IDEA, el Interventor se limitó a controlar, a posteriori, la actividad de pago material de las ayudas desempeñada por la entidad. Pero el alcance de dicho control fue sumamente exiguo, pues, se limitaba a comprobar lo que la entidad hacía: el pago a ciegas de las ayudas por los importes y en favor de las personas o entidades que le ordenaba la DGTSS.
c) La consecuencia más importante del modelo fue la aparición de lo que la ex Interventora General de la Junta, Rocío Marcos, en su declaración en el juicio, llamó un “ángulo ciego” de control, en relación con los expedientes de ayudas gestionados por la DGTSS. Esto es así por cuanto la gestión de las ayudas quedó fuera de los controles previos o posteriores de la IGJA.
 
Estas características del control derivado del modelo de gestión de las ayudas implantado se encuentran perfectamente descritas en el Informe de la Cámara de Cuentas sobre las ayudas de los ERE y en el Informe pericial de la IGAE incorporado a las diligencias judiciales.
La Cámara de Cuentas señala en el epígrafe 86 de su informe lo siguiente: “El artículo 18 de la Ley 15/2001, regula la figura de transferencia de financiación. La fiscalización de conformidad de dichos expedientes ha requerido junto con la propuesta de resolución del órgano competente autorizándola, que se verifique su inclusión en los Presupuestos así como la existencia de crédito, y para su pago, el calendario aprobado por la Consejería competente en materia de Hacienda.” Y, en los epígrafes 56 y 89, señala: “La IGJA ha emitido desde el ejercicio 2000 los correspondientes informes anuales de control financiero sobre cumplimiento de la legalidad, cuentas anuales e informe sobre la gestión de los programas asignados (PAIF), referidos a la actividad realizada por el ente instrumental”;
y, “los fondos remitidos al IFA/IDEA con la codificación presupuestaria de transferencias de financiación, han sido destinados a un fin concreto y previamente determinado por el órgano gestor del gasto, cual es la materialización del pago de las subvenciones y ayudas excepcionales concedidas por la Consejería de Empleo a través de la Dirección General de Trabajo”.
Por su parte, uno de los informes periciales de la IGAE, este emitido a solicitud del Instructor del TS afirma, por un lado, que “La única fiscalización previa, que se pudo producir en la CEM52 y se produjo, fue la del expediente de Transferencia de Financiación.” En el mismo Informe, los peritos de la IGAE señalan lo siguiente: “…nos consideramos obligados a explicar, aunque sea sucintamente, los procedimientos de control del gasto, tanto en el ámbito de la Consejería de Empleo, como en el ámbito de la entidad IFA/IDEA. Ello es especialmente importante por las siguientes razones:
1. Para disipar cualquier duda sobre el procedimiento de control en la Junta de Andalucía, que por otra parte es similar al establecido en la Administración Central y en el resto de Comunidades Autónomas.
2. Para determinar con claridad que la secuencia inmediata y directa producida por el uso indebido de la partida presupuestaria de "Transferencia de Financiación” fue hurtar al interventor de la CEM la fiscalización previa de la concesión de subvenciones sociolaborales, lo que propició su otorgamiento por la CEM prescindiendo absolutamente del procedimiento establecido en la Ley.
3. Para demostrar que el hecho de que el interventor de la CEM fiscalizara el expediente de financiación a IFA/DEA no supone, en ningún caso, que estuviera fiscalizando la concesión de las subvenciones.
4. Para aclarar que, una vez que el interventor de la CEM había fiscalizado el expediente de la Transferencia de Financiación, era materialmente imposible la fiscalización previa de la concesión de subvenciones, dado que no existe ningún procedimiento que permita tramitar otro expediente para dicha concesión, al carecer de crédito presupuestario para ello y haberse consumido el crédito de Transferencia de Financiación al realizar el envío de fondos a IFA/IDEA.
5. Para demostrar, en definitiva, que las subvenciones sociolaborales fueron concedidas por la CEM al margen del presupuesto, imposibilitando así su fiscalización previa, lo que propició su descontrol absoluto y la comisión del conjunto de irregularidades puestas de manifiesto en nuestro informe pericial de diciembre de 2013.”
En lo que se refiere al alcance del control en IFA/IDEA, los peritos de la IGAE se expresan así: “la actuación encomendada a IFA-IDEA en cuanto a las subvenciones del programa 31L, fue exclusivamente el pago de las mismas, por lo que sus procedimientos de concesión no estaban dentro del alcance del control realizado en aquélla.”
 
Tomando como modelo el ejemplo descrito en el apartado anterior, de la Consejería de Salud y el Hospital de Marbella, el Interventor de la Consejería de Empleo, cuando realizaba el control de una TF, que es lo que la DGTSS le remitía para fiscalizar, solo comprobaba lo que ya hemos señalado: que la TF existe en el Presupuesto y cuenta con dotación suficiente. Por su parte, el Interventor de IFA/IDEA, al realizar el control de la entidad, se limitaba a examinar lo que esta hacía, que es, como ya dijimos, pagar a ciegas lo que la DGTSS le ordenaba. Esto es así, guste o no guste. El Interventor de Empleo fiscalizaba lo que le presentaban y lo que le presentaron fue una TF y no un expediente de ayudas. Pero es que, además, si, acompañando a la TF se hubiera pretendido que fiscalizara las ayudas, habría devuelto los expedientes con fiscalización desfavorable, simplemente, porque el crédito presupuestario al que hubieran pretendido imputarse (la TF) habría sido inadecuado. Y esto ni siquiera llegó a ocurrir. Es decir, la DGTSS jamás sometió los expedientes de ayudas a fiscalización de la Intervención. Por su parte, el Interventor de IFA/IDEA sólo pudo ejercer sus facultades de control sobre la actividad realizada por la entidad fiscalizada, que, como ya hemos señalado reiteradamente, se limitó a pagar, a ciegas, lo que le ordenaba la DGTSS.
En vista de ello, toda la actividad de la DGTSS, consistente en la selección de los beneficiarios de las ayudas, la acreditación de su derecho a las mismas, la determinación de su importe, su forma de pago, su justificación, etc. quedó fuera de los dos ámbitos de control de la Intervención. Es evidente que todas las deficiencias, irregularidades, ilegalidades, o como se les quiera llamar, que desembocaron en los diferentes fenómenos, más o menos fraudulentos, producidos tuvieron lugar en esa fase del procedimiento realizada por la DGTSS, exenta virtualmente de control de la Intervención.
Este panorama y sus consecuencias fueron descritos por los informes de la IGJA, desde el año 2003, en el que se emitieron las auditorías definitivas de IFA/IDEA de 2001 y, después, todos los años, hasta el año 2009, año en el que desaparecieron del Presupuesto las TF que financiaban las ayudas de los ERE. Y dichos informes de auditoría, en los que se advertía de un uso inadecuado de las TF y de sus consecuencias (ausencia de controles, tramitación irregular de subvenciones, desviaciones presupuestarias, etc.), les fueron comunicados a los consejeros de Empleo, Innovación y Hacienda y al Director General de IFA/IDEA. Incluso en una ocasión, en el año 2006, fue el propio Consejo de Gobierno el destinatario de un informe de la IGJA, en el que se realizaba esa clase de advertencia. Pues bien, ningún órgano o autoridad adoptó iniciativa alguna durante todo ese tiempo, para corregir las deficiencias denunciadas por la IGJA en sus informes.
 
Podrá decirse que la Administración debió acomodar su presupuesto, su contabilidad, sus procedimientos, incluso los de control, en vista de las consecuencias que estaba ocasionando la gestión de los ERE, que hemos referido más arriba. Nosotros podríamos estar de acuerdo con esta conclusión, pero, para ello, deberíamos contestar previamente algunas preguntas:
a) ¿Para qué acomodar los procedimientos, con el fin de evitar las irregularidades producidas por un procedimiento mal diseñado; no es obvio que lo que debió hacerse es corregir los errores de diseño? Olvidémonos ahora mismo de la circunstancia de si ese diseño erróneo fue o no buscado de propósito.
b) Y, en directa relación con la última de las dos preguntas anteriores: para corregir los errores de diseño, ¿no bastaría con derogar lo hecho (el Convenio de 2001 y las TF) y reconducir la gestión de las ayudas de los ERE al marco presupuestario, contable, de procedimiento y de control vigente en la Junta, antes del establecimiento de los nuevos mecanismos?
c) ¿No fue eso, por cierto, lo que finalmente se hizo a partir de 2009 y, decididamente, a partir de 2011-12, suprimiendo las TF y dejando sin efecto el Convenio de 2001?
La respuesta a estas preguntas sitúa la cuestión en el lugar adecuado. En concreto, la conducta de los responsables políticos de la Junta, responsabilizando en los medios de comunicación, en la Comisión parlamentaria de investigación y en los tribunales a la IGJA de no haber evitado los presuntos fraudes cometidos y de no haber acomodado los procedimientos de control a la nueva realidad es algo así como si el evasor fiscal culpara al inspector por haberle permitido defraudar.
También puede decirse y, de hecho, se ha dicho, que la Intervención debió saltar por encima de los protocolos y procedimientos establecidos y extender su presunta longa manus para enterarse de cuanto estaba ocurriendo en la DGTSS. Lo cierto es que eso es lo que realmente hizo la IGJA en el año 2004. Complementariamente a los procedimientos de control establecidos, la IGJA realizó un examen de una amplia muestra de los expedientes de ayudas gestionados hasta ese momento por la DGTSS y pudo comprobar las serias irregularidades de que adolecían. Las conclusiones de esa extraordinaria actuación de control se plasmaron en un informe, que se les remitió a los consejeros de Empleo, Hacienda e Innovación y al Director General de IFA/IDEA, ninguno de los cuales realizó actividad alguna para corregirlo.
 
Durante el juicio, algunas defensas pretendieron demostrar que la concesión de las ayudas pudo ser fiscalizada por la Intervención, apelando a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Hacienda Pública de Andalucía. Pues bien, vamos a examinar esta cuestión aceptando el marco normativo planteado por dichas defensas. Pero en su totalidad, no según el enfoque sesgado que pudo oírse reiteradamente en el juicio. En efecto, el citado artículo 77 de la Ley de Hacienda establece que “Todos los actos, documentos y expedientes de la Administración de la Junta de Andalucía de los que se deriven derechos y obligaciones de contenido económico, serán intervenidos y contabilizados…” Pero, el precepto no termina aquí, como interesadamente se sostuvo en el juicio. El precepto señala que los actos de contenido económico serán, efectivamente, intervenidos, pero “con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley y por las disposiciones que la desarrollen”, como literalmente establece el artículo 77 en su inciso final. Como no podría ser de otra manera, deberíamos decir. Y, entre las disposiciones de desarrollo que resulta imprescindible considerar para obtener una respuesta adecuada y conforme a Derecho sobre esta cuestión, de si era o no era posible fiscalizar las ayudas, se encuentra, lógicamente, el Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía. Concretamente, sus artículos 4.1 y 7.1. De acuerdo con el primero, se entiende por fiscalización previa el examen de todo documento o expediente en el que se formule una propuesta de gasto. Es necesario recordar que, de acuerdo con las normas relativas a la contabilidad presupuestaria de gastos, en vigor en el momento en que se produjeron los hechos,53 las propuestas de gasto se plasman en documentos contables que, en el caso que nos ocupa, eran de aportación imposible, dada la inexistencia de crédito para su expedición.
El segundo precepto citado, el artículo 7.1 del RIJA, regula el alcance de la fiscalización previa. El artículo establece que la fiscalización se extiende a la comprobación de determinados extremos, cinco, en concreto, cuatro de los cuales requieren, inexcusablemente, contar con una propuesta de gasto sobre la que realizar tales comprobaciones. Nos referimos a:
a) La competencia del órgano que suscribe la propuesta de gasto.
b) El carácter adecuado del crédito contenido en la propuesta de gasto.
c) El carácter suficiente del crédito contenido en la propuesta de gasto.
d) El cumplimiento de las normas sobre gastos plurianuales, si la propuesta de gasto es de tal naturaleza.
Por tanto, efectivamente, la Intervención deberá fiscalizar todos los actos de contenido económico de la Administración, pero esto lo hará, de acuerdo con lo dispuesto en la ley y en sus reglamentos. Y, en este caso, la fiscalización, siendo una actuación debida para el órgano gestor, fue de ejecución imposible, por inexistencia de objeto: no había, ni podía haber expediente de gasto. Como con gran elocuencia señala el informe pericial de la IGAE “Los expedientes de concesión de subvenciones sociolaborales del período considerado, nunca se tramitaron ni pudieron tramitarse ante la Intervención de la CEM, ya que esta Consejería no disponía de crédito presupuestario alguno al que imputarlos. Por tanto, dado que no es posible tramitar ningún expediente de gasto que no esté aplicado a un crédito presupuestario adecuado y que este no existió en dicho período, la Intervención de la Consejería de Empleo NUNCA FISCALIZÓ NI PUDO FICALIZAR ningún expediente de concesión de subvenciones sociolaborales, ya que, simplemente, ESTOS EXPEDIENTES NO EXISTÍAN NI PODÍAN EXISTIR. Esta misma conclusión es alcanzada por la Cámara de Cuentas de Andalucía en su informe de fiscalización de las subvenciones concedidas por la CEM en el período 2001-2010.”54
 
Que el modelo de gestión de las ayudas tuvo como consecuencia que la Intervención de la Junta quedó apartada de todos los ámbitos en los que su actuación podría haber sido eficaz para corregir las deficiencias o irregularidades que se produjeran fue una circunstancia de la que la IGJA no tomó conciencia de modo inmediato. Téngase en cuenta que la Intervención no participa, en absoluto, en el proceso de elaboración de los estados de gastos del Presupuesto, en el que se incluyeron las TF. Téngase en cuenta, también, que el Convenio de julio de 2001 no fue sometido a informe de la IGJA, como era habitual que informara esa clase de documentos, fuera o no preceptivo. Ni siquiera le fue comunicada su firma ni las consecuencias que ello acarrearía, en lo que se refiere a la gestión y el control de las ayudas. Pero, lo cierto es que las evidencias que fueron obteniéndose, de modo indirecto, a través del control financiero posterior al que estaba sometida IFA/IDEA, fueron incluidas en los informes que tuvieron los destinatarios previstos legalmente. De este modo, desde el informe de cuentas anuales del año 2001, la IGJA ha puesto en conocimiento de los titulares de las consejerías de Empleo y de Innovación, según los casos, y de Hacienda, el hecho de que las ayudas, indebidamente, no estaban siendo objeto de fiscalización previa. Como ya hemos señalado, dicha circunstancia fue puesta en conocimiento, también, del Consejo de Gobierno, con ocasión de la Memoria de control financiero del ejercicio 2006, que acompañaba al Acuerdo del Consejo de Gobierno de 2007 sobre el programa anual de control financiero permanente.
 
Sin el entendimiento cabal del impacto que tuvo el procedimiento específico sobre los procedimientos de control de la IGJA, tal y como lo acabamos de describir, no es posible comprender el conjunto de hechos acaecidos, que desembocaron en la causa de los ERE. Las TF y, sobre todo, el Convenio de julio de 2001, produjeron, de facto, un debilitamiento de los controles atribuidos a la Intervención de la Junta de Andalucía, hasta hacerlos prácticamente desaparecer. La gestión de las ayudas no podía fiscalizarse previamente y, como dicha gestión no fue atribuida a IFA/IDEA, tampoco quedó dentro del ámbito del control financiero de dicha entidad.
 
Desviaciones presupuestarias y modificaciones presupuestarias.
 
La dinámica de gestión de las ayudas de los ERE por la DGTSS, sin fiscalización de la Intervención y sin límite presupuestario, generó periódicamente desviaciones presupuestarias que llegaron a ser de cifras que pudieron poner en peligro el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria de la Junta de Andalucía, en su conjunto. Cuando hablamos de desviaciones presupuestarias nos estamos refiriendo a que la DGTSS concedía ayudas por importes superiores a las TF que tenía en su presupuesto. Concretamente, el importe de las desviaciones es el que se refleja en el gráfico que se inserta a continuación:
 

 
Estas desviaciones motivaban la necesidad de aprobar modificaciones presupuestarias, es decir, operaciones mediante las que se incrementaba el saldo de la partida de la TF, con cargo a la cual se abonaban las ayudas, con el fin de atender todas aquellas que habían sido concedidas por encima del límite del Presupuesto. La aprobación de estos expedientes fue valorada por la Juez de instrucción y por las acusaciones con la misma gravedad con la que valoraron la propia creación de la partida de las TF y su presupuestación cada año. En estos casos se ha atribuido la presunta ilegalidad a todos los que intervinieron en el procedimiento de los expedientes, desde su propuesta por la Consejería de Empleo, hasta su aprobación por el Consejo de Gobierno, pasando por el Interventor que emitió informe.
 
Los informes de la Intervención General de la Junta de Andalucía.
 
Mucho se han mencionado los informes que emitió la IGJA a lo largo del periodo enjuiciado. El escrito de acusación formulado por la Fiscalía, en el juicio de la pieza política, basa casi todas sus acusaciones en el conocimiento que tendríamos los acusados de los diferentes informes emitidos por la IGJA. Por ello, vamos a describir a continuación las numerosas actuaciones llevadas a cabo por la IGJA, en el período considerado, en las que se formularon advertencias a los órganos superiores de la Junta de Andalucía, sobre el régimen jurídico administrativo y jurídico financiero aplicable a la gestión de las ayudas de los ERE, así como sobre las deficiencias advertidas en los diversos procedimientos de control realizados por la Intervención General. Dichas alertas o advertencias tuvieron lugar en las más diversas áreas.
 
I. Informes de la Intervención General sobre las normas reguladoras de
subvenciones.


La Ley de Hacienda Pública de la Junta de Andalucía establece que “Los proyectos de normas reguladoras de la concesión de subvenciones serán sometidos a informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía, antes de su aprobación.”
 
1. Proyecto de Decreto de 2000.
Al amparo de la citada Ley de Hacienda, el 9 de octubre de 2000, la DGTSS remitió a la IGJA un proyecto de Decreto, “relativo al procedimiento para la concesión de ayudas sociales a trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración”, para que aquella emitiera el preceptivo informe.
Con fecha 3 de noviembre de 2000, la Intervención General, con mi firma, remitió a la DGTSS el informe solicitado, del que merecen destacarse las siguientes determinaciones, por las razones que, en cada una de ellas, se expresarán:
a) Se pone de manifiesto que el proyecto no contiene una memoria económica y, por tanto, la IGJA no pudo enjuiciar la idoneidad y suficiencia de la partida presupuestaria con la que pretendían financiarse las ayudas.
b) Se señala que la norma que pretende dictarse carece del contenido mínimo exigible a este tipo de disposiciones, careciendo de regulación expresa, entre otros, de los siguientes extremos:
- Objeto de la subvención. Una correcta regulación de esta materia permite conocer las actividades o circunstancias que la Administración considerase susceptibles de ser subvencionadas.
- Requisitos de los beneficiarios. De este modo se habría precisado si el beneficiario de la subvención es la empresa o el trabajador, con las importantes consecuencias que de ello se derivan y, en cualquiera de los dos casos, cuáles habrían sido los requisitos objetivos que deberían reunir para beneficiarse de las ayudas.
- Criterios objetivos para la concesión y su ponderación, con el fin de evitar una distribución arbitraria o discrecional de los recursos públicos.
- Plazo y forma de justificación de la subvención. La definición de este extremo habría exigido la aportación de los documentos y otros elementos para acreditar que la subvención se ha destinado a su finalidad y no a otras espurias.
- Especificación de que la concesión de las subvenciones estará limitada por las disponibilidades presupuestarias, con el fin de evitar la generación de un déficit presupuestario con motivo de la gestión de las subvenciones.
c) Finalmente, el Informe recomendaba que se clarificase el papel que se pretendía que jugase el Instituto de Fomento de Andalucía, en especial si se pretendía que actuase como entidad colaboradora.
En definitiva, la norma proyectada pretendía poner en manos del Gobierno una herramienta que permitiera otorgar subvenciones con absoluta discrecionalidad, tanto en cuanto al importe, como en cuanto a los beneficiarios seleccionados.
La Intervención General, en su informe sobre la norma que pretendía dictarse, fijó las líneas generales del marco jurídico y presupuestario en el que debería desenvolverse un programa de subvenciones como el proyectado. Dicho marco jurídico contiene mecanismos tendentes a asegurar que los recursos públicos se gestionan con eficacia y eficiencia y con respeto pleno a la Ley y al Derecho y a evitar fenómenos tales como la concesión arbitraria de subvenciones, la superación de los límites presupuestarios, la elusión de los mecanismos ordinarios de control previstos en las normas vigentes, la utilización de mecanismos presupuestarios no adecuados, la desprotección de los derechos de la Hacienda Pública y la vulneración de otras reglas básicas aplicables a la actividad financiera pública.
Tan elementales criterios aplicables al establecimiento de un programa de ayudas a trabajadores afectados por un ERE u otros procesos de reconversión y reestructuración fueron conocidos, con toda probabilidad, por las máximas autoridades del Gobierno de la Junta de Andalucía, como demuestra que el asunto entró en la agenda de la Comisión General de Viceconsejeros, antesala del Consejo de Gobierno, hasta en tres ocasiones sucesivas y, por tanto, pudo ser conocido por todos los departamentos del Gobierno al máximo nivel.
Nada cuesta imaginar los beneficiosos efectos que habría tenido atender las sugerencias que tan tempranamente (en el mes de noviembre de 2000) formuló la IGJA, sobre la mejor manera de poner en práctica un programa de ayudas a trabajadores de empresas en crisis como el que se pretendía.
¿Por qué no llegó a fraguar este proyecto de Decreto? No dispongo de información fidedigna al respecto, ni la investigación judicial y policial ha alumbrado nada sobre el particular. Solo me puedo permitir una conjetura, si bien la formulo con todas las reservas, ya que las consecuencias que podrían extraerse son realmente desdichadas, se mire por donde se mire el asunto.
En mi opinión, ya he dicho que con reservas, la Comisión de Viceconsejeros debió de enfrentarse a la siguiente tesitura. Por un lado, el proyecto, tal y como había sido elaborado por la Consejería de Empleo, era totalmente inviable, desde un punto de vista jurídico, debido, entre otras cosas, a las graves carencias que ponía de manifiesto el Informe de la IGJA. Pero, por otro lado, la admisión de las sugerencias del citado Informe de la IGJA podría hacer inviable la consecución de los objetivos que, al parecer, se pretendían.
Lo cierto es que no llegó a aprobarse ninguna norma sobre la materia, sin que sepamos si la alta dirección de la Junta tomó alguna decisión al respecto. Sin duda, cuesta admitir que la Consejería de Empleo se embarcara, por su cuenta y riesgo, en el denominado procedimiento específico de los ERE. Se nos ocurren otras hipótesis, todas con un tufo algo mafioso, como por ejemplo, una orden que podría haber recibido el Consejero de Empleo, tal como esta: “haz lo que tengas que hacer”. Lo cierto es que el Consejero lo hizo. En el primer cuatrimestre del mismo año 2000, se aprobó la primera modificación presupuestaria (luego vendrían otras muchas) que dotaba la partida de la TF para el pago de los ERE y, en julio de 2001 se firmó el famoso Convenio entre el Consejero de Empleo y el Presidente del IFA. Es evidente que esa hipotética orden, si se hubiera impartido, no podría contener la coletilla “… pero, que yo no me entere”, porque, quien hubiera dado la orden tenía necesariamente que enterarse, puesto que la inclusión de la partida de las TF en el Presupuesto, ya directamente, ya a través de modificaciones presupuestarias, exigió la participación del Consejo de Gobierno de la Junta.
 
2. Proyecto de Orden de 2004.
Por otro lado, el 20 de diciembre de 2004, la misma DGTSS solicitó a la IGJA un nuevo informe preceptivo, esta vez a un proyecto de Orden relativo al procedimiento para la concesión de ayudas sociales a trabajadores afectados por procesos de reestructuración. Este proyecto de Orden era técnicamente algo más acabado que el proyecto de Decreto anterior, pero, aun así, mereció numerosos comentarios en el informe preceptivo emitido. Entre dichos comentarios se encontraba que la concesión de las subvenciones debía sujetarse a fiscalización previa. Este era un requisito axiomático del procedimiento de concesión y, por tanto, de innecesaria mención, que, no obstante, la IGJA, incluyó en su Informe, como recordatorio, dados los antecedentes.
En relación con la financiación presupuestaria de las ayudas, la DGTSS proponía anular la TF que figuraba en su presupuesto y dotar una partida apropiada para la concesión de ayudas a trabajadores. Ello, entre otras cosas, habría facilitado el cumplimiento de la otra sugerencia del Informe, en el sentido de que los expedientes de subvención se hubiesen sometido a fiscalización previa.
Desde mi punto de vista, el establecimiento de la línea de subvenciones regladas que pretendía poner en práctica la Consejería de Empleo por medio de esta Orden, en las primeras semanas de 2005, era perfectamente viable desde todos los puntos de vista, incluso el presupuestario.
Desconozco completamente las razones por las que, a pesar de lo dicho, el proyecto de Orden no llegó a buen puerto, mediante su aprobación y publicación, una vez incorporadas las sugerencias de la Intervención General y aprobada la modificación presupuestaria correspondiente.
 
Desde una visión retrospectiva del asunto, como la que ahora tenemos, resulta inexplicable que los órganos competentes no llegarán a poner en marcha sendos proyectos (el de 2000 y el de 2004) que, no en sus planteamientos iniciales, pero sí incorporando las sugerencias de la Intervención General, a todas luces, habrían, si no impedido, al menos, dificultado extraordinariamente, las irregularidades que han sido posteriormente conocidas.
De modo que cabe razonablemente preguntarse si la causa de que se malograran estuvo, precisamente, en tales sugerencias.
 
II. Informes de control financiero permanente.
 
La IGJA desarrolló, durante todo el período al que se extiende el caso de los ERE, las actuaciones de control financiero permanente sobre la entidad IFA/IDEA, al amparo de lo dispuesto en la Ley de Hacienda Pública, el Decreto 9/1999 y los acuerdos del Consejo de Gobierno, que fijaban anualmente el alcance de los controles.
Dicha modalidad de control comporta la emisión de 3 auditorías anuales (contable, de legalidad y de gestión de programas), en las que frecuentemente se pusieron de manifiesto deficiencias relacionadas con las operaciones realizadas por IFA/IDEA, derivadas de los convenios suscritos con la Consejería de Empleo, para la materialización del pago de las ayudas de los ERE.
Todos estos informes fueron comunicados, al menos, a la entidad auditada, a la Consejería a la que se encontraba adscrita IFA/IDEA y a la Consejería de Hacienda.

Las observaciones más importantes que se reflejaron en dichos informes a lo largo del tiempo fueron las siguientes:
1. La IGJA advirtió, ya en el Informe de Cuentas Anuales de 2001 (notificado en septiembre de 2003), de que se estaba produciendo un uso inadecuado por parte de la Consejería de Empleo de las TF que servían para el abono de estas ayudas. Esta observación se repite en los informes de cuentas anuales de 2002, 2003, 2006, 2007 y 2009 y en los informes de cumplimiento de 2001-2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008 y 2009.
2. La IGJA advirtió también de que la Consejería de Empleo estaba gestionando las ayudas de los ERE al margen del procedimiento ordinario de gestión del gasto público, lo que implicaba, entre otras cosas, que las ayudas no se estaban fiscalizando. Esta advertencia se reflejó en los informes de cumplimiento de 2001-2002, 2003 y 2004.
3. La tercera advertencia importante fue que en la gestión de las subvenciones de los ERES se habían generado obligaciones por encima de los créditos presupuestarios. Esta alerta se refleja en los informes de cumplimiento de 2003, 2007, 2008 y 2009 y en los informes de cuentas anuales de 2003, 2007 y 2008.
4. Finalmente, una de las observaciones más importantes fue que la Consejería de Empleo estaba gestionando subvenciones prescindiendo absolutamente del procedimiento legalmente establecido. La auditoría de cumplimiento del ejercicio 2003 enumeró pormenorizadamente la concurrencia de hasta 23 irregularidades legales distintas en un solo expediente, lo que llevó al auditor a formular la mencionada conclusión. Esta alerta aparece en los informes de cumplimiento de 2003 y 2004 y en el informe de cuentas anuales de 2007.
 
Es evidente que, al menos desde septiembre de 2003, el Gobierno de la Junta de Andalucía tuvo noticias, mediante un Informe que la IGJA le elevó a dos de sus miembros, de que el marco presupuestario del programa de los ERE adolecía de una grave debilidad, consistente en que el gasto público efectivo (en este caso las ayudas) se encontraba excluido de fiscalización previa. Desde nuestro punto de vista, este es el elemento clave de la cuestión, porque de él derivan todas las demás circunstancias que han podido propiciar las irregularidades cometidas. Al desaparecer la fiscalización previa de las subvenciones se ha eliminado el elemento más eficaz de que dispone la Administración para disuadir o impedir y, a su vez, descubrir, según los casos, la aparición de conductas desviadas en el manejo de los caudales públicos.
Esto es algo, por lo demás, evidente, que no requiere explicaciones adicionales. Si una auditoría pública alerta de un empleo inadecuado de las TF, está alertando, simultáneamente, de que el gasto público efectivo queda exento de fiscalización previa.
No obstante, el informe de auditoría de cumplimiento del ejercicio 2003 se demoró explicando con detalle el significado que tenía, en términos de ausencia de control, el hecho de que las ayudas se financiaran con transferencias de financiación.
En este sentido, la auditoría explicaba las diferencias entre el procedimiento aplicado por el Gobierno (transferencias de financiación) y el que la Intervención consideraba que hubiera sido el correcto (subvenciones), en los siguientes términos: “La elección por el gestor de una figura u otra no se reduce, como es evidente, a una mera cuestión de forma. Es de fondo. Aunque el correcto cumplimiento de las normas que disciplinan estos procedimientos administrativos es, por sí sólo, argumento suficiente, hay más. Así, los regímenes de fiscalización, justificación de la actuación y pago material son marcadamente distintos en estos procedimientos y especialmente rigurosos para la figura de la subvención excepcional:
- La transferencia exige para su fiscalización previa la resolución del órgano competente, un calendario de tesorería para el pago material y su previsión en el PAIF de la empresa. No exige justificación previa ni posterior al pago de la aplicación de los fondos.
- La subvención excepcional exige en el momento de la fiscalización previa la propuesta del documento AD, solicitud de la subvención junto con la valoración económica o borrador del convenio a suscribir en su caso, declaración responsable del beneficiario de no concurrencia de ayudas, proyecto de Acuerdo del Consejo de Gobierno si la subvención supera determinados importes. Previo al pago, acreditación de estar al corriente de obligaciones tributarias y con la seguridad social, Resolución o convenio firmados, Acuerdo del Consejo de Gobierno cuando sea preceptivo. Por último es necesario justificar el cumplimiento de las condiciones fijadas al beneficiario y la aplicación de la subvención.
La diferencia fundamental entre la subvención excepcional, por un lado y, transferencia de financiación, por otro, como vemos está básicamente en la intensidad del control previo al gasto y al pago y la exigencia en las primeras de acreditación del cumplimiento de la obligación, no así en las transferencias.”
El informe de auditoría alertó, también, de que “la utilización de esta figura (las transferencias de financiación) para financiar actuaciones concretas, como las subvenciones excepcionales, da lugar a importantes deficiencias; provoca, por un lado, disfunciones en la labor de control, al impedir verificar de forma exhaustiva el correcto cumplimiento de las obligaciones impuestas a la empresa; y, por otro, facilita que se produzcan resultados contrarios a las normas de aplicación. Entre éstas la adopción de compromisos de obligaciones superando los límites de créditos presupuestarios, (…) que, en caso de seguirse la tramitación procedente, difícilmente se habrían producido”.
Es decir, las auditorías de la Intervención General alertaron pormenorizadamente a sus destinatarios acerca de las consecuencias del modelo elegido sobre los procedimientos de control y cómo el debilitamiento de los controles del Programa de los ERE podría estar en el origen de las irregularidades advertidas.
 
III. Examen de una muestra de los expedientes de ayudas:
 
En el año 2004, con ocasión de los trabajos de auditoría sobre IFA/IDEA, la IGJA decidió solicitar a la DGTSS una muestra de los expedientes de ayudas sociolaborales financiados con la TF, con el fin de verificar la suficiencia financiera de la actividad de pago desarrollada por IFA/IDEA. Las conclusiones de legalidad obtenidas tras el examen estaban claramente fuera del alcance del control financiero sobre la entidad, y, por tanto, estas comprobaciones realizadas por la IGJA constituyeron una actividad desarrollada por encima de sus obligaciones legales de control. Por otro lado, debe tenerse en cuenta que el control se refirió a los expedientes de los ejercicios 2000 a 2004, de entre los que se extrajo una amplia muestra de control. Huelga decir que las conclusiones que se plasmaron en un informe específico, emitido al efecto, fueron suficientemente claras y concluyentes. Por todo ello, carece por completo de fundamento que se le reproche a la IGJA no haber repetido estas comprobaciones, a las que, insistimos, no estaba obligada, en años posteriores.
Este informe específico detalló todas las irregularidades advertidas en los expedientes tramitados por la DGTSS y fue comunicado a los consejeros de Empleo, Hacienda e Innovación y al Director General de IFA/IDEA.
A esta actuación de control extraordinaria y no preceptiva le cabe la aplicación del famoso adagio popular, "En comunidad, no muestres tu habilidad.” En la causa judicial, en lugar de haber sido apreciada como un contraindicio de los delitos de los que era acusado (¿qué sentido habría tenido realizar esos controles y publicar sus resultados, si estuviera inmerso en una trama delictiva?) sirvió, justamente, para lo contrario: tanto los jueces de instrucción, como los fiscales y las defensas que se empleaban a fondo acusándome, utilizaron esta actuación de control para reforzar sus acusaciones, señalando que, si lo había hecho, es porque debía hacerlo y, si debía hacerlo, por qué no lo volví a hacer. De nada sirvieron mis protestas, en el sentido de que las conclusiones del control realizado eran lo suficientemente elocuentes, como para que los destinatarios del informe hubieran tomado medidas.
Hasta el dictado de la Sentencia, que contiene en su página 56355 la siguiente declaración: “la concurrencia del dolo en el acusado, tanto en el delito de prevaricación como en el de malversación, de los que viene acusado, es incompatible con la denuncia reiterada que realizó en los sucesivos informes, de las irregularidades detectadas en la presupuestación y ejecución del programa 31L.”
 
IV. Memoria del Acuerdo del Consejo de Gobierno sobre el control
financiero permanente.
 
El artículo 11.3 del Decreto 9/1999, establece que “El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda, aprobará un programa anual de control financiero permanente de empresas públicas, en el que se establecerán las actuaciones de control a realizar durante el ejercicio.
Al amparo de dicha disposición, el Consejo de Gobierno aprobó el referido acuerdo anualmente. Estos acuerdos los elevaba el Consejero de Hacienda al Consejo de Gobierno acompañados de determinada documentación, entre la que se encontraba una Memoria, elaborada por la IGJA, en la que se describían las actuaciones de control financiero permanente realizadas en el ejercicio anterior. En dichas memorias, la IGJA tuvo ocasión de dar a conocer al máximo órgano político-administrativo de la Junta de Andalucía determinadas irregularidades que concurrían en la financiación de las entidades sometidas a esta modalidad de control, y que están, algunas de ellas, directamente relacionadas con las que afectaban a las TF de los ERE.
Así, en la Memoria de los trabajos de control financiero permanente realizados en el ejercicio 2006, que acompañaba al Acuerdo del Consejo de Gobierno de 2007, se señala literalmente:
 
“Del examen del tratamiento contable dado por las empresas públicas a las transferencias de financiación recibidas, se han puesto de manifiesto irregularidades en la tramitación de los expedientes administrativos utilizados por algunas consejerías para el envío de fondos a aquellas. De tal modo que, de forma indebida, el expediente administrativo de transferencia de financiación ha sido tramitado para financiar operaciones de encargos de ejecución, subvenciones excepcionales u otros que habrían requerido una tramitación administrativa propia y sometida a fiscalización previa.”
 
Esta escueta, pero suficientemente elocuente manifestación del principal órgano de control interno de la Junta de Andalucía pone de manifiesto que el uso inadecuado de las transferencias de financiación, con su ineludible consecuencia de elusión de la fiscalización previa del gasto público efectivo, era conocido por todos los miembros del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.
No se pone en duda que la opción de financiar las entidades instrumentales mediante TF es perfectamente legítima, ni tampoco que es el Gobierno de la Junta de Andalucía el órgano responsable de establecer, en el marco de las Leyes, los supuestos en que una entidad o una categoría de operaciones o gastos queda excluida del control de la Intervención. Pero no cabe duda de que la Intervención General calificó en determinados casos dicha práctica como inadecuada, debido, entre otras cosas, a los riesgos que conlleva. El Gobierno hizo caso omiso de tales observaciones, con las consecuencias por todos conocidas.
 
V. Informes a los altos cargos de la Consejería de Hacienda, miembros de los consejos de administración de las empresas públicas.
 
Desde el año 2005, la IGJA ha venido ejerciendo una función de asesoramiento a los altos cargos de la Consejería de Hacienda que son o han sido miembros de consejos de administración de las diferentes entidades instrumentales, en representación de dicha Consejería. En el ejercicio de dicha actividad de asesoramiento, tales miembros de los consejos de administración han recibido periódicamente informes, en los que se les ilustraba sobre diversos aspectos relativos a la actividad de cada una de las empresas, tales como la financiación que reciben del Presupuesto, análisis económico-financieros, sus resultados contables, sus operaciones más significativas, el grado de cumplimiento de los objetivos de sus programas, etc.
Cada consejero recibía, trimestralmente, la información correspondiente a la entidad a cuyo consejo de administración u órgano equivalente pertenecía. Esta información se remitía, también, a la Viceconsejería de Hacienda, que recibía, además, anualmente, un informe ejecutivo, comprensivo de un resumen global del conjunto de las empresas examinadas.
Por tanto, los altos cargos de la Consejería que eran miembros del Consejo Rector de IFA/IDEA recibieron habitualmente la información correspondiente a dicha entidad, así como la Viceconsejería que, como hemos dicho, recibía también el informe global.
En los informes, cuyo contenido sigue esencialmente las pautas que se han indicado más arriba, se reflejaba, en ocasiones, determinada información, procedente de los informes de control financiero realizados por la IGJA, cuyo conocimiento se consideraba relevante, para los fines informativos que se pretendían. En este sentido, dichos informes reflejaban frecuentemente las conclusiones de las auditorías realizadas por la IGJA a las que nos hemos referido más arriba, conteniendo información relevante sobre las TF, en general, y, en particular, las correspondientes al Programa 31L de los ERE.
 
 
Con la descripción de este conjunto de advertencias, sugerencias y recomendaciones formuladas por la IGJA a la alta dirección de la Junta de Andalucía hemos pretendido ofrecer una perspectiva global de los más variados pronunciamientos realizados por la IGJA en el período sobre las más diversas cuestiones relacionadas directamente con la gestión del programa de ayudas de los ERE. Y demostrar que la conducta de la IGJA estuvo guiada en todo momento por el objetivo de recomendar en cada caso las soluciones más respetuosas con la legislación vigente y que mejor protegieran los intereses de la Hacienda Pública y de advertir todas aquellas circunstancias que los pusieran en riesgo.

Desde nuestro punto de vista, esta perspectiva global constituye un dato relevante, que pone de manifiesto que la IGJA se condujo en todo momento, tratando de que la Administración financiera de la Junta de Andalucía se sometiera plenamente a la Ley y al Derecho, estableciendo los procedimientos que mejor protegieran los intereses públicos.
Una visión de conjunto de los informes emitidos por la Intervención General a lo largo de los años, del Informe específico emitido por la Cámara de Cuentas de Andalucía sobre los ERE y de la información que ofrece la instrucción judicial, arroja una luz retrospectiva sobre las actuaciones desarrolladas a lo largo de una década en esta materia. Esta visión retrospectiva pone de manifiesto que el abandono de aquel proyecto de Decreto del año 2000 no significó, ni mucho menos, un olvido de la pretensión de contar con una herramienta discrecional para otorgar subvenciones. Ahora sabemos que el Gobierno de la Junta de Andalucía, con el aval del Parlamento, a partir de 2001, decidió llevarlo a cabo de modo indirecto.
El modelo organizativo y financiero de gestión de las ayudas puesto en práctica sin norma legal específica cumplió dos requisitos fundamentales. Por un lado, excluyó de fiscalización previa de la Intervención a los expedientes de concesión de subvenciones, y así, no se repitieron los obstáculos que aquélla puso al intento de Decreto. Y, por otro, facilitó la posibilidad de conceder las subvenciones necesarias, sin sometimiento a límite presupuestario.
El cumplimiento de ambas condiciones se logró a través de los mecanismos ya citados anteriormente:
a) La consignación de una partida presupuestaria de transferencias de financiación en la Consejería de Empleo, a favor del IFA, para la financiación de las ayudas, lo que tuvo como consecuencia que su gestión quedara excluida de control previo de la Intervención.
b) La firma del Convenio entre el Consejero de Empleo y el Presidente del IFA, cuya consecuencia fue que la gestión de las subvenciones quedara excluida del control financiero posterior de la Intervención.
Es decir, la gestión global del programa quedó excluida prácticamente por completo del control por la Intervención de la Junta.
 
El papel de la Administración del Estado.
 
Quiero añadir un dato adicional que considero especialmente significativo y que ayuda a relativizar algunas de las ideas que, como verdades inatacables, se han asentado en el saber judicial, periodístico y social sobre el tema de los ERE. Se trata de lo siguiente:
La Administración del Estado, siendo gobernada por un partido distinto al que gobernaba en la Junta de Andalucía, cofinanció con esta última, al menos, dos de los expedientes de ayudas sociolaborales a trabajadores incursos en un ERE: los correspondientes a la empresa Azucareras Reunidas y el de la Faja Pirítica de Huelva, este último, por cierto, el expediente de mayor cuantía y con mayor número de trabajadores afectados de todos los tramitados por la Junta.
La Administración del Estado aportó un porcentaje del coste de los seguros de rentas en favor de los trabajadores de estas empresas, completando la aportación de la Junta de Andalucía. La gestión llevada a cabo por el Ministerio de Trabajo fue muy similar a la desarrollada por la Junta: ausencia de publicidad y concurrencia, participación de mediadores de seguros, suscripción de pólizas de seguros de rentas con compañías de seguros, etc. No obstante, la tramitación administrativa del Ministerio contó con una diferencia, aparentemente fundamental, respecto de la tramitación realizada en la Junta de Andalucía: los expedientes de ayudas fueron fiscalizados por el Interventor del Ministerio de Trabajo. Pues bien, esto no pareció evitar dos de las habituales consecuencias aparentemente fraudulentas, o, al menos, irregulares, en las que incurrieron las ayudas tramitadas por la Junta: las sobrecomisiones y los intrusos. Como está acreditado en las diligencias judiciales, en el ERE de Azucareras Reunidas, la Administración del Estado abonó al mediador una comisión superior a la habitual del mercado y ligeramente superior a la abonada por la Junta. Y en las ayudas al ERE de la Faja Pirítica abonadas por el Ministerio de Trabajo se detectó la presencia de, nada menos, que 51 presuntos intrusos, de un total de 325 beneficiarios, hasta el punto de que, por ese motivo, se encuentran imputados por el juzgado dos antiguos altos cargos del Ministerio de Trabajo, de la época en la que gobernaba el PP. Curiosamente, en la diligencia de ratificación del informe pericial de la IGAE, realizada durante la instrucción de la causa, la Juez campeadora declaró impertinentes todas las preguntas que quisieron formular las defensas a los funcionarios de la IGAE, sobre las ayudas gestionadas por el Estado. Es evidente que la Juez no quiso que se pusiera de manifiesto en el proceso contra responsables de la Junta de Andalucía, que en el ámbito de la Administración del Estado se habían producido conductas de análoga naturaleza que no estaban siendo objeto de persecución penal.56 Circunstancia, por cierto, que habría puesto en un aprieto a Juan Ignacio Zoido, acusador particular en la causa de los ERE y exdelegado en Andalucía de un gobierno al que se le atribuyen prácticas presuntamente irregulares análogas a aquellas por las que el Sr. Zoido acusaba a otras personas, como ya hemos señalado.
Si hemos calificado este hecho de la participación de la Administración del Estado como significativo se debe a dos razones. La primera es por lo llamativo que resulta que, en el caso de la Administración del Estado, sólo se haya imputado a 2 cargos de rango medio o bajo, mientras que en la Administración de la Junta de Andalucía se llegó a imputar a 52 personas, entre ellas, 2 presidentes, 8 consejeros e innumerables altos cargos de distinto nivel. Y, la segunda, que ya la hemos apuntado, es que el hecho de que la Junta tramitara las ayudas sin que las fiscalizara un interventor no parece un elemento determinante para evitar las consecuencias aparentemente fraudulentas que se produjeron, ya que conductas de la misma naturaleza tuvieron lugar en los ERE financiados por el Ministerio de Trabajo, con fiscalización previa de un interventor. Interventor que, por cierto, no ha sido molestado por la Justicia.
 
¿Todas las ayudas son ilegales?
 
Voy a tratar ahora otra de las excentricidades del caso de los ERE, a la que me refiero en otros lugares de este libro. Se trata de lo siguiente:
El procedimiento judicial que se ha seguido en la denominada pieza política, parte de la base de que la totalidad de los fondos empleados en el pago de ayudas de los ERE tendría carácter fraudulento y, por tanto, habría sido malversado. No obstante, debe tenerse en cuenta que, en lo que se refiere a los perceptores de las ayudas, solo están siendo llamados al proceso, en calidad de imputados, en las diferentes piezas, los denominados intrusos, pero no los que podríamos llamar beneficiarios legítimos de las ayudas. Esta circunstancia, unida al hecho de que los llamados beneficiarios legítimos (aproximadamente, el 98% del total), o han cobrado las ayudas en su totalidad, o las continúan percibiendo regularmente, sin que ni la Administración ni la Justicia les reclame el reintegro, pone de manifiesto una incongruencia monstruosa, que es la siguiente: a los responsables de la Administración a los que se les considera responsables del delito de malversación, se les exige judicialmente la responsabilidad civil por el 100 por 100 de las ayudas concedidas, aunque, a todos los efectos, el 98% aproximadamente no se les reclama a sus perceptores.
Esto ha sido denunciado repetidamente por los imputados y luego acusados en las diferentes fases del proceso, sin que, ni jueces de instrucción ni fiscales hayan dado respuesta alguna a esta incongruencia. Los acusados han sido procesados y acusados por la totalidad de las ayudas y el Fiscal, en su escrito de acusación, solicitó responsabilidades económicas a los afectados por dicho importe total. Esta tesis ha sido acogida por la Sentencia, que condena a determinados procesados por la comisión de un delito de malversación, computando como malversadas la práctica totalidad de las ayudas concedidas con cargo al programa presupuestario 31L.
 
La vertiente judicial.
 
La descripción de la vertiente judicial del caso es uno de los asuntos más complejos de esta causa. En aras de evitar repeticiones, recomiendo al lector la lectura del apartado de este libro en el que se describe la cuestión previa del juicio oral planteada por la Fiscalía, relativa a la definición del objeto del proceso.
En líneas generales, la organización del proceso se ha ido decantando a lo largo del tiempo mediante la incoación de diversas piezas separadas. Muy simplificadamente, podemos decir que se ha instruido una causa de carácter general, en la que han sido acusados y juzgados los responsables políticos y administrativos de la Administración de la Junta, en la que los hechos objeto de enjuiciamiento han sido:
a) Por un lado, el diseño, puesta en marcha y mantenimiento en el tiempo del marco administrativo y presupuestario (denominado procedimiento específico) que, según la acusación, habría facilitado la concesión de las ayudas sin control de la Intervención, con las consecuencias de todo tipo, incluso, presuntamente fraudulentas, que de ello se habrían derivado.
b) Y, por otro lado, a los conocedores de las conclusiones que contenían los informes de la IGJA, la ausencia de respuesta ante las mismas.
En esta causa se encuentran todos los presidentes, consejeros, viceconsejeros, directores generales, etc. de las consejerías que tuvieron algún papel en los hechos mencionados.
Además de esta pieza, que podemos denominar política, se han instruido tantas otras piezas como ayudas fueron concedidas, en las que están inicialmente encausados quienes participaron directamente en la concesión y pago y algunos de los perceptores de aquellas. Aquí conviene realizar dos precisiones importantes:
En primer lugar, los responsables de la Junta que participaron directamente en la concesión y pago de las ayudas, además de estar encausados en las distintas piezas de las ayudas, lo han estado en la pieza principal o pieza política. Esto ha ocasionado una controversia jurídica, en la cual, los interesados han alegado que no pueden ser juzgados dos veces por los mismos hechos, por lo que están consiguiendo ser apartados de las piezas singulares, según se cuenta en el apartado correspondiente del libro.
En lo que se refiere a los perceptores de las ayudas, hemos dicho recientemente que solo están siendo llamados al proceso, en calidad de imputados, los denominados intrusos, pero no los que podríamos llamar beneficiarios legítimos de las ayudas.
 



 
 
 
ANEXO II: EL PRESIDENTE GRIÑÁN EN LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN
 
 
 
Lo que extracto en cursiva de las palabras de Griñán en la Comisión no es siempre la cita literal del Diario de Sesiones, sino una traducción absolutamente fiel de la idea expuesta en cada caso, con el fin de hacer la exposición más inteligible al lector. No obstante, para quien se quiera asegurar de la fidelidad de la cita, reseño en cada caso la página del Diario de Sesiones de la que se ha extraído.
1. La Intervención debía haber apagado el fuego, si lo había, porque tiene los medios para ello (señalado en 3 momentos distintos en las páginas 40 y 41). Esta idea encierra un doble sofisma. Por un lado, se asimila la idea del fuego que yo utilicé con la idea de fraude, asimilación falsa, por cuanto yo dije con rotundidad que la Intervención no había detectado fraude. Y, por otro lado, se transmite la impresión de que la Intervención tiene herramientas legales para subsanar u ordenar subsanar las deficiencias advertidas, lo cual no es cierto, como ampliaré más adelante.
2. La Intervención no emplazó al Consejo de Gobierno a actuar (página 35). Esto es una lectura torcida de la regulación del informe de actuación. El informe de actuación se remite al consejero del que depende la entidad auditada y, si éste no está conforme con el mismo, le puede pedir al Consejero de Hacienda que someta el asunto al Consejo de Gobierno. Es decir, un consejero puede pedirle a otro que haga tal cosa, o puede no hacerlo. Nada hay en la Ley que le obligue a hacer una u otra cosa y mucho menos, el Interventor. Por su parte, el consejero de Hacienda someterá, en su caso, el asunto al Consejo de Gobierno, previo informe de la Intervención General; es decir, hará tal cosa, o no la hará. Por tanto, el Interventor nunca somete ningún asunto al Consejo de Gobierno. Sólo emite un informe y tiene que coincidir la voluntad de dos consejeros para que el asunto acabe en el Consejo de Gobierno.
Por otro lado, el ordenamiento jurídico de la Junta de Andalucía no contempla ningún supuesto en el que esté previsto que la Intervención General someta un asunto a la consideración del Consejo de Gobierno. Ni en este caso ni en ningún otro. Lo que sí preveía, en cambio, la normativa vigente, es que el Consejero de Hacienda, si lo hubiera creído conveniente, podría haber elevado al Consejo de Gobierno los informes definitivos de auditoría de la Intervención General, para la adopción de las medidas que hubieran sido necesarias (art. 57.3 Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía).
3. El Interventor debió reparar las ampliaciones de crédito, si hubiera detectado fraude (señalado 3 veces, en las páginas 38, 49 y 50). La Intervención sólo puede informar desfavorablemente una ampliación de crédito de una partida presupuestaria si detecta ilegalidades en el propio expediente de la ampliación y no por razones ajenas al mismo. Lo que pretende trasladar esta idea repetida tres veces es algo así como que se debe rechazar la ITV de un vehículo por el hecho de que su conductor carezca de licencia para conducir, aunque el vehículo se encuentre en perfectas condiciones técnicas y de seguridad. El alcance del informe del interventor sobre las modificaciones presupuestarias consiste en verificar la legalidad del expediente de modificación. Es decir, no hay causa legal de reparo de una modificación presupuestaria, porque en el programa presupuestario afectado por la modificación se hayan detectado irregularidades. No procede legalmente tal reparo. Sería un empleo desviado de la potestad de control.
Pero, lo más importante no es eso. Si hay una gestión globalmente irregular de un programa, es el responsable del programa o sus superiores jerárquicos los que deben adoptar medidas y no el interventor, cuyas decisiones vinculantes se extienden, en el mejor de los casos, a actuaciones o expedientes concretos y no a programas completos.
4. ¿Por qué no planteó el interventor ninguna cuestión sobre el pago de las ayudas, si el pago también es un procedimiento? Esta es una de las cuestiones más insidiosas que, probablemente, sólo quienes la urdieron y algún iniciado la captasen. A ver cómo lo explico: El pago de las ayudas se llevaba a cabo por IFA/IDEA, mediante una encomienda de la Consejería de Empleo. Era ésta la única función que desempeñaba IFA/IDEA en el procedimiento y su alcance era limitadísimo. En su comparecencia, uno de los Directores Generales de IFA/IDEA llegó a decir, a pregunta de un diputado, que él habría realizado un pago en ejecución de dicha encomienda, aunque en la misma se indicara una finalidad ajena al objeto de la misma. Es decir, IFA/IDEA no tenía responsabilidad alguna ni sobre la causa del pago, ni sobre la justificación de su empleo. Correlativamente, en la auditoría de IFA/IDEA, el alcance del control a realizar por la Intervención se limitaba a dicha actividad. En este contexto, la afirmación de Griñán no es suficientemente clara, pero parece querer sugerir que la Intervención debería haber hecho sobre el pago unas observaciones que no hizo, lo cual no es cierto.
En definitiva, esta afirmación es apenas un trampantojo, ya que su casi total carencia de contenido y significado se aprecia con una mera aproximación. Porque la Intervención, efectivamente, pudo formular alguna cuestión, así, en singular, sobre el pago. Pero, la única cuestión que pudo plantear ante un alcance tan exiguo como en el que estaba confinada su actividad por la ley fue si la entidad IFA/IDEA cumplía correctamente la orden de pago emitida por la Consejería de Empleo, como así se hizo.
5. La Intervención dio por bueno que Empleo no alegara nada sobre las deficiencias de procedimiento detectadas en la auditoría, pensando que eso significaba que las iba a subsanar y, por eso, no se hicieron más controles (página 38).
La verdad es que lo que yo dije en mi comparecencia es que ese control de los procedimientos de concesión de subvenciones estaba más allá de nuestras obligaciones legales y por eso no se repitió. Y, no es que nos diéramos por satisfechos. Lo que yo dije literalmente es que tal circunstancia "pudo dar a entender" que se iban a subsanar las deficiencias.
6. La Intervención no formula observaciones entre los años 2005 y 2011 (págs. 38 y 39 DSPA). La verdad es que la Intervención formuló observaciones o salvedades sobre la gestión del programa 31L con ocasión de las auditorías de IFA/IDEA de todos los ejercicios entre 2001 y 2009.
7. La Intervención no vuelve a notificarle otro informe sobre este asunto a la Consejería de Empleo desde 2005 hasta 2011 (páginas 38 y 39). Se sugiere que esto constituye alguna clase de negligencia de la Intervención. La razón fue perfectamente explicada en mi comparecencia. No se le remitieron más informes sobre IFA/IDEA a Empleo porque dicha entidad ya no estaba adscrita a dicha Consejería y no es, por tanto, destinataria de los mismos. A partir de 2004, IFA/IDEA, en cuyas auditorías se detectaron dichas deficiencias, dejó de depender de la Consejería de Empleo y pasó a depender de la de Innovación y, por tanto, la Consejería de Empleo dejó de ser destinataria legal de los informes de auditoría. No obstante, las auditorías fueron remitidas siempre a IFA/IDEA, en cuyo Consejo Rector siempre estuvieron presentes 2 altos cargos de la Consejería de Empleo, quienes debieron conocer las auditorías. Por otro lado, nada impidió al Consejero de Innovación o al de Hacienda darle traslado de las auditorías al de Empleo.
8. La Intervención es la que tiene que dar las alarmas ante irregularidades y suscitar el procedimiento adecuado (afirmado hasta en 4 ocasiones diferentes, en las páginas 40 y 41). Con esta afirmación se está sugiriendo que la Intervención parece ser el único órgano que debe reaccionar ante las irregularidades y el único con potestades para subsanarlas. Aquí es importante aclarar un par de cosas:
- Por un lado, que cualquier iniciativa de la Intervención ante la detección de una irregularidad sólo tiene efectos en el asunto concreto de que se trate y no se puede extender a todo un organismo o una categoría de gastos.
- Complementariamente a lo anterior, es evidente que mucho más eficaz para detener el fraude en una línea de subvenciones es una orden jerárquica de un Consejero a un Director General, que cualquier actuación que pueda llevar a cabo un interventor.
Pero es que, además, la obligación de actuar ante casos de fraude le compete, antes que al Interventor, al superior jerárquico del autor del fraude y al Consejero de Hacienda. En concreto, el artículo 110 de la Ley de Hacienda Pública emplaza al Interventor que conozca de un caso de menoscabo de fondos públicos, únicamente, a ponerlo en conocimiento del Consejero de Hacienda. En cambio, atribuye al ordenador de pagos y al superior del responsable del menoscabo, no sólo la obligación de ponerlo en conocimiento del Consejero de Hacienda, sino la de instruir las diligencias previas y adoptar las medidas cautelares necesarias en defensa de los derechos de la Hacienda Pública.
Es decir, además de lo dispuesto en el citado artículo 110, no hay en el ordenamiento jurídico de Andalucía ninguna disposición ni ningún procedimiento por el que la Intervención deba jugar un papel activo en la adopción de medidas para atajar un supuesto de menoscabo, diferente a las obligaciones generales que tienen todas las autoridades y funcionarios públicos.
9. Han fallado todos los sistemas de prevención (página 41). La Intervención emitió todos los informes previstos en la normativa vigente y alguno más. Es lógico que fallen si se desactivan. Y desactivar el mecanismo más eficaz de prevención (la fiscalización previa) es gestionar las ayudas por la Consejería de Empleo y financiarlas con transferencias de financiación. Es como si el Alcalde apaga los semáforos y luego se queja de que haya accidentes.
10. La actuación del Consejero de Hacienda es tasada y reglada (página 48). Esta concepción de las funciones de un consejero que sólo actúa en supuestos tasados es incompatible con la naturaleza de dicho órgano, tal y como se desprende de la Ley de Administración, la Ley de Gobierno y la Ley de Hacienda. Al Consejero de Hacienda le corresponde la ejecución de la política presupuestaria y velar por la integridad de los caudales, los recursos y el patrimonio públicos y para ello puede y debe utilizar todas las potestades regladas y discrecionales previstas en la legislación vigente. El Consejero de Hacienda es el máximo órgano ejecutivo en materia presupuestaria y financiera y es miembro del Consejo de Gobierno. Por ello, decir que sólo actúa en supuestos tasados es una tergiversación, sólo explicable si se tiene en cuenta que la formula quien huye despavorido de las responsabilidades que cree que le acechan.
11. Toda la ejecución del programa se controló por auditoría. (página 35). Es evidente que sólo una ínfima porción del programa estuvo sujeta a auditoría. Concretamente, la ejecución por IFA/IDEA de la encomienda de pago a ciegas de la Consejería de Empleo. Digo que es a ciegas porque, de acuerdo con los convenios singulares suscritos por la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social e IFA/IDEA, esta última se desentendía de la causa u origen del pago y de su justificación, dos elementos esenciales del procedimiento de ejecución y pago de las obligaciones públicas. Por tanto, quedó fuera del control de la intervención la fiscalización de la concesión de las ayudas y la fiscalización del pago de las mismas y de su justificación.
12. La Intervención sólo advirtió de cuestiones menos importantes de procedimiento, pero no de irregularidades (págs. 41, 47, 49 y 50; en total en 4 ocasiones). Lo cierto es que la Intervención advirtió de que la debilidad de los controles a los que estaba sujeto el sistema de gestión del programa 31L había provocado la contracción de obligaciones sin crédito presupuestario en cifras siderales y la concesión de subvenciones prescindiendo absolutamente del procedimiento, ambas causas de nulidad de pleno derecho de las operaciones que adolecieran de tales vicios.
13. El Interventor remitió el informe de auditoría de legalidad de IFA/IDEA del ejercicio 2003 a la Viceconsejera de Hacienda, para su conocimiento, pero no para su elevación al consejero (página 44). Lo cierto es que el oficio con el que se remite dicho informe a la Viceconsejera señala que se hace a los efectos previstos en el artículo 12.3 del Decreto 9/1999, que establece que los informes definitivos se remitirán, entre otros, al Consejero de Hacienda.
 



 
 
 
ANEXO III: SOSPECHOSAS COINCIDENCIAS
 
 
 
Desde que recibí el Informe de los peritos de la IGAE en diciembre de 2013, me invadió la potente sospecha de que el informe era conocido por la Juez instructora, el día en que me tomó declaración, cinco meses antes. En este caso, como en otros muchos, esta Juez demostró ser experta en deambular por los entresijos de una Ley de Enjuiciamiento Criminal que ya se cae de vieja, aprovechándose de procedimientos establecidos hace 150 años, completamente en desuso o de prácticas no expresamente prohibidas, pero que chocan con principios elementales del proceso y hasta con la decencia.
Que la Juez se había reunido cuantas veces le pareció conveniente con los peritos, mientras desarrollaban su trabajo, es algo perfectamente conocido. Como también lo es que a ninguno de dichos contactos tuvieron acceso las defensas que, por tanto, desconocían por completo el grado de conocimiento del trabajo pericial que había obtenido la Juez, como desconocían el propio contenido de la pericia. Lo que pretendo demostrar en las siguientes líneas es que, el día en que me tomó declaración, en el mes de julio de 2013, la Juez conocía perfectamente las consideraciones y conclusiones del informe pericial de la IGAE, presentado oficialmente en el juzgado y conocido por las defensas cinco meses después. Al menos, en lo que se refiere a las cuestiones relacionadas con los hechos por los que yo estaba imputado.
A continuación, realizaré un análisis comparativo entre la imputación que me formuló la Juez al inicio de mi declaración y aquellos pasajes del informe pericial de la IGAE que se refieren a los mismos asuntos. 57
58
Se analizan separadamente los cuatro motivos de imputación y, en cada uno de ellos, se examina, en primer lugar, el texto de la imputación que figura en el Acta de mi declaración y, en segundo lugar, el Informe pericial de la IGAE. En cada uno de los textos se marca con un número cada uno de los asuntos, materias o expresiones que tienen un correlativo en el otro texto, marcado con el mismo número, con el fin de que el lector pueda apreciar las coincidencias entre ambos.
 
1. FISCALIZACIÓN DE LAS TRANSFERENCIAS DE FINANCIACIÓN
Imputación
“Conociendo la indiciaria (1)
ilegalidad que se estaba cometiendo en la Consejería de Empleo en la concesión de subvenciones, (…) (2)
no consta que comunicara la misma al Interventor Delegado en la Consejería de Empleo
(3)
para que éste al realizar la fiscalización previa de los expedientes de transferencias de financiación a IDEA, pudiera haber interpuesto el correspondiente reparo suspensivo
(4)
de conformidad con el art. 83 de la Ley General de Hacienda Pública, tanto por estimar que en los mismos (5)
no se cumplían los trámites esenciales del procedimiento de subvenciones, como (6)
por considerar que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebranto económico a la Junta, conociendo (…) el (7)
desfase presupuestario por tal motivo en la Consejería de Empleo por importe debidos a IFA/IDEA. Don Manuel Gómez en su condición de Interventor General, (8)
en virtud de lo establecido en el art. 72.2 y 81 del Reglamento de Intervención, tampoco avocó o recabó para sí la fiscalización de tales expedientes de gasto, como así estaba facultado para evitar personalmente tal uso irregular de fondos públicos.”
Informe pericial
(4) “El artículo 83 de la LGHPCAA establece, en cuanto a los (3)
reparos suspensivos, que: “Si el reparo afecta a la disposición de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos, suspenderá hasta que sea solucionado la tramitación del expediente de los siguientes casos: c) (5)
Si faltan en el expediente requisitos o trámites esenciales o (6)
se estima que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos a la Junta o a un tercero.
(…) (como pudiera ser el caso de la tramitación de un expediente de transferencia de financiación, que permitiera después la (1)
concesión de subvenciones con cargo a ella prescindiendo absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o (7)
haberse superado los créditos presupuestarios). (…)
(2)
No consta que la Intervención General de la Junta de Andalucía comunicara al Interventor Delegado en la Consejería de Empleo la existencia de las irregularidades puestas de manifiesto a través de los informes de control financiero realizados a IFA-IDEA, o las contenidas en el informe adicional antes mencionado, ni que éste las conociera por ninguna otra vía, (3)
lo cual le hubiera permitido, en su caso, paralizar los expedientes de transferencia de financiación a IFA-IDEA.
No consta que, alternativamente, (8)
el Interventor General recabara para sí la fiscalización de los expedientes de transferencias de financiación del programa 31L, haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 72.2 del RIJA.” (páginas 213 y 214)
 
2. INFORME FAVORABLE A LAS MODIFICACIONES PRESUPUESTARIAS DEL PROGRAMA 31L
Imputación
“Pese a conocer esta reiterada ilicitud (por la Consejería de Empleo se estaban concediendo subvenciones sociolaborales excepcionales, prescindiendo de forma absoluta del procedimiento legalmente establecido, entre otros extremos de la fiscalización previa, y que ello se hacía a través de (1)
uso totalmente irregular por la citada Consejería del expediente de transferencias de financiación para el envío de fondos a IFA/IDEA, que es quién realizaba el pago de dichas subvenciones por orden de aquella) y que la Consejería de Empleo estaba contrayendo con IFA/IDEA obligaciones que superaban extraordinariamente los límites de los créditos presupuestarios aprobados para ésta, Don Manuel Gómez Martínez obviaría conscientemente el cumplimiento de la legalidad vigente, (…) (2)
Informando favorablemente a 20 modificaciones presupuestarias propuestas por la Consejería de Empleo, al objeto de aumentar desde el año 2000 al 2009 el crédito de la misma destinado a la partida de Transferencias de Financiación a IFA/IDEA, cuya finalidad era la concesión de subvenciones del programa 31.L o de su anterior 22.E, (…). Estas 20 modificaciones presupuestarias, contrarias las seis primeras a las Leyes de Presupuesto de 2000 y 2001, y todas ellas de manera radical a la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma Andaluza 5/1983 y al (3)
art. 20 del Reglamento de Intervención, supuso un coste total para la Junta de Andalucía de 145.193.285 euros.”
Informe pericial
“4.2.4 .1. Informes de la IGJA a las modificaciones presupuestarias de las Transferencias de Financiación.
La regulación específica del informe a emitir por la IGJA (o sus Intervenciones Delegadas) en las modificaciones presupuestarias, normativa aplicable a las aprobadas durante 2000-2009 para elevar el crédito de transferencias de financiación a IFA-IDEA, se contiene en la Sección Tercera del (3)
RIJA.
Así, su artículo 19 … (…)
Por su parte, el (3)
artículo 20 establece que: Cuando el expediente de modificación presupuestaria propuesto no se ajuste o contravenga lo establecido en la LGHPCAA o en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma, el Interventor correspondiente recabará del órgano proponente que se subsanen los defectos observados, o devolverá el expediente para que se amplíe su instrucción en los extremos deficientes.
(…)
Dado que (1)
la Transferencia de Financiación no era una partida adecuada para concesión de subvenciones, y dado que la IGJA había puesto de manifiesto este hecho en sus informes, (2)
a tenor de la normativa antes citada, no resulta razonable que informara favorablemente la modificaciones presupuestarias que aumentaran dicha partida para esa finalidad.” (páginas 212 y 213)
 
3. INFORME DE ACTUACIÓN
Imputación
“... el hoy inculpado conociendo que se estaban dando circunstancias, como la (1)
concesión de subvenciones sociolaborales con total ausencia de procedimiento, a través de créditos presupuestarios inadecuados, y muy por encima del techo de gastos de la Consejería de Empleo, lo que (2)
podía ocasionar menoscabo de fondos públicos, no inició, a sabiendas, el (3)
procedimiento reglado previsto en el art. 12.5 del Decreto 9/1999 de 19 de enero a través del Informe de Actuación que hubiese concluido necesariamente con la cuestión sometida a la consideración del Consejo de Gobierno, si antes no se manifestaba la conformidad y se cumplían las recomendaciones por la (4)
Consejería de Empleo y por la Consejería de Innovación.”
Informe pericial
“... los informes de CFP habían puesto de manifiesto: 
1. (…) 
2. Que entre dichas irregularidades, la IGJA destacó en la CEM el hecho de haberse (1)
prescindido absolutamente del procedimiento legal establecido para la concesión de ayudas sociolaborales. 
3. Que IFA-IDEA actuaba, aunque fuera de manera irregular, como entidad colaboradora de la CEM, efectuando el pago material de dichas ayudas.
De todo ello se deduce que la IGJA puso de manifiesto que IFA-IDEA participaba, como entidad colaboradora, en un sistema irregular de gestión de subvenciones, mediante el pago de las ayudas. 
Por ello, en nuestra opinión, era de aplicación la obligatoriedad legal de la IGJA de (3)
emitir el informe de actuación a que se refiere el artículo 12.5 del Decreto 9/1999, de 19 de enero, dado que las actuaciones de IFA-IDEA como pagador, (2)
pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos, al materializar el proceso de gestión de las ayudas que, de forma irregular, comenzaba la Consejería de Empleo. 
El informe de actuación, si bien no tiene legalmente prevista su remisión a la        (4)
Consejería de Empleo, sino a la de Innovación de la que IFA-IDEA dependía, nada parece que impidiera su envío también a aquélla.” (páginas 209 y 210)
 
4. CONTROL FINANCIERO DE SUBVENCIONES
Imputación
“... el Interventor General Don Manuel Gómez, conocería a través de los Informes de Cuentas Anuales de IFA desde el año 2001 y a través del llamado (1)
Informe Adicional, que la Dirección General de Trabajo estaba tramitando subvenciones excepcionales sin sujeción a trámite procedimental alguno, (...). Pese a ello, incumpliría de modo flagrante el (2)
art. 85 bis de la Ley General de la Hacienda Pública pues no ordenó que se realizara sobre estas subvenciones que sabía que se estaban concediendo, el necesario (3)
control financiero sobre los beneficiarios, con el objeto de comprobar el adecuado destino de las ayudas..."
Informe pericial
"Sin perjuicio de que las subvenciones sociolaborales del programa 31L (conocidas por la IGJA a través de sus trabajos para la emisión del (1)
Informe adicional al de cumplimiento de 2003) no se hallaran en la base de datos mencionada, no consta que por parte de la IGJA se haya efectuado el (3)
control financiero de dichas subvenciones concedidas por la Consejería de Empleo, en los términos a los que alude el (2)
artículo 85 bis de la LGHPCAA." (Página 216)
 
Hasta aquí el análisis de ambos textos. Los resultados son ciertamente turbadores. La lectura detenida de los dos documentos permite advertir la existencia de tal cantidad de coincidencias entre ambos que resulta imposible sustraerse a la potente impresión de que uno de ellos ha sido inspirado por el otro. Las coincidencias son exactamente 18, en un texto de apenas cuatro páginas.
Este mismo fenómeno de emulación entre la Juez y los peritos de la IGAE ha sido descubierto por el análisis realizado por el periodista Antonio Avendaño, cuyas conclusiones publicó en Internet en dos entregas sucesivas en la página web, actualmente inexistente, andaluces.es. Los textos publicados por Avendaño ya no están disponibles, pero guardo copia de lo publicado en su día. En definitiva, lo que expone Avendaño es exactamente lo que yo acabo de demostrar, pero referido a otros imputados y, en concreto, este periodista expone lo siguiente:
 
“Ciertas coincidencias las carga el diablo. Y si además se trata de coincidencias en recónditos artículos dispersos en alguno de los centenares de leyes, decretos, reglamentos o textos refundidos que componen el cuerpo legislativo autonómico, entonces el diablo es que juega con ventaja. Y si, además de todo eso, las coincidencias no son solo en esos artículos sino, algo más improbable todavía, en una específica y muy determinada interpretación jurídica de tales artículos, entonces las coincidencias pueden dejar, sencillamente, de ser coincidencias para empezar a ser otra cosa.
Eso es aproximadamente lo que piensan las defensas de varios de los imputados en la macrocausa de los ERE tras un pormenorizado análisis textual comparativo entre determinados autos de la juez instructora del caso, M. A., y ciertos párrafos y referencias jurídicas del informe pericial de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), de 12 de diciembre de 2013.
La coincidencia de argumentos extremadamente técnicos utilizados por la IGAE en su informe y por la jueza en autos muy anteriores a esa fecha ha alimentado entre las defensas la sospecha de que A. tuvo acceso a dicho documento pericial en fecha muy anterior al 12 de diciembre, que es cuando los imputados lo conocieron.”
 
Siendo así las cosas, cabe preguntarse: ¿han sido los peritos de la IGAE los que han plagiado los relatos de imputación formulados por la Juez, sobre materia económico-financiera, presupuestaria y contable, o ha sido al contrario?
La respuesta parece evidente, ya que no es verosímil que, en unas materias sobre las que se presume su especialidad, hayan sido los peritos quienes se hayan inspirado en los autos de la Juez. Lo verosímil es, precisamente, lo contrario y produce una sugestión tan intensa que resulta irresistible conjeturar si no dispondría el juzgado del Informe pericial (o de un avance del mismo) cuando imputó a Magdalena Álvarez y a otros 19 altos cargos de la Junta, entre los que me encontraba. Es decir, en una fecha anterior, no solo a la de su presentación oficial, en el mes de diciembre de 2013, sino a la toma de declaración de algunos imputados, como yo mismo, en julio de 2013. Es lógico pensar que en la primera mitad de 2013 el informe pericial debía de encontrarse en un estado muy avanzado, y no era para menos, habida cuenta de que los peritos habían comenzado su trabajo en febrero de 2012, es decir, más de un año antes. Si esto fuera así, la Juez, cuando imputó a Magdalena Álvarez y al resto de los responsables de la Junta de Andalucía y nos tomó declaración en el verano y el otoño de 2013, habría estado basando y sosteniendo sus acusaciones en un documento que los imputados no conocíamos, ya que no nos fue comunicado hasta el 18 de diciembre de 2013, día en el que se hizo la entrega a las partes del Informe por parte del juzgado. Si esta lógica hipótesis se confirmara, nos encontraríamos ante una anomalía procesal de indudable transcendencia y que, además, habría requerido del necesario concurso de la IGAE, prestándose, presuntamente, a entregar el informe de modo oficioso en el juzgado en una fecha y presentándolo oficialmente por registro unos meses después.
La importancia de esta presunta anomalía reside en el hecho de que se habría hurtado a los imputados el conocimiento de un documento que, tanto la Juez, como la Fiscalía, han considerado como esencial para fundamentar sus acusaciones, colocando a aquéllos en una situación de indefensión tal que, con toda seguridad, avocaría a la nulidad de todo lo actuado desde entonces y, probablemente, del propio informe pericial.
Estas cuestiones las discutí con mi abogado en su momento y le insté a que estudiara el modo de plantear la nulidad del Informe de la IGAE, por indefensión. La respuesta no pudo ser más desalentadora. Una iniciativa tal no tenía recorrido alguno, al parecer. En primer lugar, habría que probar que se había producido una indefensión material (que no formal) y, en segundo lugar y más importante: cuando un juez o tribunal tuviera que entender en definitiva sobre el asunto, o bien el propio asunto habría sido arrastrado al olvido por las vicisitudes del proceso (se habría convertido en un jeringo frío59, en palabras de mi abogado); o bien, la estimación de la queja produciría unos efectos tan devastadores sobre la causa que ningún juez o tribunal estaría dispuesto a asumir semejante responsabilidad.
Es decir, se puede tener razón, pero, como dártela produce un trastorno enorme, te j…
Peculiaridades del proceso penal español, siempre en perjuicio del justiciable, querido lector.
 
 



 
 
 
ANEXO IV: LA ESTRATEGIA DE GRIÑÁN Y OTROS
 
 
 
En las últimas semanas del año 2014 cayó en mis manos un documento de 18 páginas que habría sido elaborado por las defensas, con despacho en Madrid, del Presidente Griñán y otros imputados, con la finalidad de aleccionar a los medios de comunicación de la capital. Este documento constituye un epítome de las principales líneas argumentales empleadas por Griñán y otros en su defensa ante los medios y en el propio proceso judicial. Vendría a dar respuesta a las principales tesis formuladas por la instructora en su exposición razonada remitida al Tribunal Supremo, en la que solicitaba la imputación de los expresidentes Chaves y Griñán y de varios exconsejeros. En las siguientes líneas comentaré brevemente los aspectos más relevantes y relacionados conmigo de este documento.
 
La línea argumental del documento contiene un núcleo central, que consiste en la insinuación de que la inactividad de los responsables políticos de la Junta ante el fraude se debió a un funcionamiento deficiente o, al menos, insuficiente de los interventores de la Junta. Muestra elocuente de la especial dedicación del documento a las funciones de la Intervención lo constituye el hecho de que la Intervención es citada hasta en 30 ocasiones en 18 páginas, mientras que la Consejería de Empleo es mencionada 18 veces y la Dirección General de Trabajo, gestora de las ayudas de los ERE, sólo 4. Estos datos dan una idea objetiva del sesgo del texto que vamos a examinar.
 
Analizamos, pues, a continuación, las menciones más significativas que le dedica a la Intervención y sus funciones el documento remitido a los medios informativos de la capital.
 
	Los controles a los que estaba sometida la gestión de las subvenciones del Programa 31L.

El documento afirma que existió una fiscalización de las transferencias de financiación, que el IFA estuvo sujeto a control financiero permanente y que la Intervención informó las modificaciones presupuestarias de la partida presupuestaria, tratando así de relativizar el hecho de que la gestión de las subvenciones estuvo excluida por completo de control previo o posterior de la Intervención. Pues bien, ninguno de los controles que se mencionan en el documento habría detectado jamás las irregularidades cometidas en la gestión de las subvenciones. Pero no porque los interventores actuantes, por negligencia, como se sugiere, o por cualquier otra oscura razón, no lo detectaran. Sino porque el objeto y alcance legal de dichos controles no están dirigidos hacia los procedimientos de gestión y justificación de las subvenciones y, por tanto, habría sido esencialmente imposible la detección del fraude.
Se mire como se mire, la lógica de este razonamiento conduce siempre al mismo sitio: se pretende sugerir que el Programa de las ayudas de los ERE tenía muchos controles, es decir, las autoridades políticas se comportaron responsablemente; pero los controles no funcionaron. ¿Quién es el responsable?
 
	El informe de actuación.

El documento menciona el hecho de que la Intervención no emitió un informe de actuación, para luego señalar que, en realidad, no hubo causa legal para ello. Y, si no concurrió causa legal para ello, ¿por qué se alude a ello, no en una, sino hasta en 6 ocasiones, en solo 18 páginas?
Por otro lado, se señala que el Gobierno de la Junta dio instrucciones en numerosas ocasiones a la Intervención General para que emitiera informes de actuación en el caso de que sus observaciones no fueran atendidas o apreciara menoscabo de fondos públicos. Bien, esta no es una cuestión valorativa, sino meramente factual: el Gobierno no ha dado jamás tales instrucciones a la Intervención General. Como tampoco le tiene que dar instrucciones a los inspectores tributarios para que persigan las infracciones tributarias; o a los inspectores urbanísticos para que hagan lo propio con las infracciones urbanísticas. No es preciso hacer tal cosa, porque es el ordenamiento el que prevé las obligaciones legales de tales órganos de inspección y control. En el caso que nos ocupa, el artículo 12.5 del Decreto 9/1999, que regula el informe de actuación. Esta cuestión tiene un aspecto algo chusco, y es que se pretende demostrar tal afirmación mediante la cita de una norma, el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 19 de abril de 2005. Una sola norma, de los numerosos casos que, erróneamente, se afirma que existen, pero que nada tiene que ver con el asunto, como puede comprobarse acudiendo al caso que fallidamente se invoca: el punto 6 del Acuerdo mencionado.
Asimismo, el documento afirma que la Intervención habría podido “paralizar” la gestión de las subvenciones emitiendo un informe de actuación. En primer lugar, un informe de actuación no paraliza ningún procedimiento y esto, de nuevo, es un hecho, no una opinión: para comprobarlo basta acudir al artículo 12.5 del Decreto 9/1999, única norma que regula este tipo de informes. Pero, en segundo lugar, no podemos dejar de lado el hecho de que nos encontramos ante otra insinuación intencionada, porque, si no procedía emitir un informe de actuación, ¿porque se vuelve a mencionar, nada menos que para decir que si se hubiera emitido se hubiera “paralizado” el fraude?
Y, para terminar con esto, no deja de ser significativo que no se mencione un Informe emitido por la IGJA en julio de 2005, que tuvo el mismo contenido que habría tenido un hipotético informe de actuación, si hubiera sido procedente, y que se remitió a los mismos destinatarios que habría tenido un informe de actuación y, además, al Consejero de Empleo y al Director General del IFA, que no eran destinatarios legales de los informes de actuación. ¿Qué se reprocha o supuestamente se echa de menos, el título del informe?
 
	Las advertencias de la Intervención sobre el Programa 31L fueron tardías e intranscendentes.

El documento señala que “hay que esperar hasta julio de 2005 para conocer un informe de la Intervención Delegada advirtiendo de lo inadecuado del procedimiento para la concesión de ayudas”. Con esta afirmación se pretende ofrecer una imagen negligente de la Intervención, que, según se afirma, no advirtió de nada hasta 2005, acerca de algo que venía ocurriendo, al menos, desde 2001. Esta idea es no sólo errónea, sino injusta. Es injusta porque nada cabe reprochar, ni insinuar acerca de los resultados de un procedimiento de control que se ha suprimido (y menos aún, por quienes lo suprimieron y lo mantuvieron suprimido). Si no existía fiscalización previa de las subvenciones, qué se quiere que sepa la Intervención sobre ello. Pero, además, es erróneo lo que se afirma, porque la IGJA advirtió, ya en el Informe de Cuentas Anuales del IFA de 2001 (notificado en septiembre de 2003), de que se estaba produciendo un uso inadecuado por parte de la Consejería de Empleo de las transferencias de financiación del Programa 31L (o su antecedente, el 22E) a favor de IFA/IDEA. Esta observación se repitió en los informes de cuentas anuales de 2002, 2003, etc. y en los informes de cumplimiento de 2001-2002, 2003, 2004, 2005, etc. Y en el Informe de Cumplimiento de 2001-2002, notificado en 2004, se señaló que la Consejería de Empleo estaba gestionando subvenciones al margen del procedimiento ordinario de gestión del gasto público.
Siguiendo con esta idea, el documento afirma que “A partir de este momento (2005) –no antes– se establece un debate técnico jurídico entre la Consejería de Empleo y la Intervención Delegada” sobre el procedimiento para la concesión de las ayudas. Esto es, de nuevo, erróneo. En el informe de 2005 al que se alude la Intervención señaló, entre otras cosas, que en la concesión de las ayudas se había prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido y, ni la Consejería de Empleo, ni los demás destinatarios del Informe (Consejero de Hacienda, Consejero de Innovación y Director General del IFA) dijeron nada sobre el particular. El debate al que se alude es, pues, meramente imaginario.
Por otro lado, el documento trata de quitarle importancia a las advertencias formuladas por la IGJA despachándolo de esta guisa: “el asunto de las discrepancias procedimentales (quedó) enmarcado en la dinámica propia del control que la Intervención realizaba sobre centenares de centros directivos o gestores del gasto.”
Bien, debe recordarse que las principales conclusiones del Informe de la Intervención de 2005 fueron:
- Nulidad de pleno derecho de los expedientes de subvenciones de modo generalizado.
- Contracción de obligaciones por encima del Presupuesto en cifras tales que pudieron poner en peligro el cumplimiento del objetivo de estabilidad de la Junta de Andalucía.
- Uso inadecuado de las transferencias de financiación.
De nuevo debemos acudir a un dato puramente factual para acotar este asunto apropiadamente y decir que ha sido la única vez que la Intervención General de la Junta ha comunicado hechos de tal naturaleza, nada menos que a 3 miembros del Gobierno.
En vista de ello, parece que, en lugar de restarle importancia a la gravedad de las advertencias formuladas, habría sido más pertinente responder por qué, tras conocerlas, en julio de 2005, se siguió presupuestando la partida de los ERE y se siguieron aprobando modificaciones presupuestarias para incrementarla.
 
	“Si la Intervención no pudo detectar los presuntos delitos que se estaban cometiendo en la gestión de las ayudas, difícilmente lo podían hacer los máximos responsables políticos de las Consejerías, más alejados de la gestión administrativa concreta, y mucho menos la Consejería de Hacienda o la Presidencia de la Junta de Andalucía”.

Esta afirmación, por su cinismo francamente insuperable, merece un apartado para ella sola. Adviértase que, quienes dicen esto son los mismos que, con sus decisiones, apartaron y mantuvieron apartada por completo a la Intervención de cualquier control sobre el procedimiento de concesión de subvenciones de los ERE. Es algo así como desplumar a un pájaro y preguntarse luego por qué no vuela; o desconectar la alarma contraincendios y extrañarse después de que no nos avisara cuando hubo fuego.
Este es el juicio que merece esta afirmación aisladamente considerada. Pero, formulada en un contexto en el que se ha insinuado reiteradamente una conducta negligente de los interventores, la afirmación es mucho más insidiosa y transcendente. Este es el valladar tras el que se han escondido los máximos responsables políticos de la Junta del período objeto de investigación judicial: la Intervención no pudo advertirles de los delitos que se estaban cometiendo, dicen con la boca pequeña, porque con la grande ya han insinuado reiteradamente que la Intervención no vio lo que sí debió ver. La verdad de este asunto es que el Gobierno (y el Parlamento) desmontaron el mecanismo más eficaz con el que cuenta la Administración para evitar el fraude en el gasto público, que es la fiscalización previa. Tenido esto en cuenta, volver a insistir en que la Intervención no detectó el fraude, redunda en la intención ya conocida.
 
	La Intervención nunca paralizó el procedimiento para la concesión de las ayudas “evacuando el pertinente informe de actuación o con cualquier otro tipo de reparos que tampoco fueron formulados.”
Las dos alternativas que se señalan son falsas. La emisión de un informe de actuación, sin perjuicio de que en este caso era improcedente, no supone la paralización de nada (véase el artículo 12.5 del Decreto 9/1999) y decirlo es mentir a sabiendas. Y, si los expedientes de concesión de subvenciones estaban excluidos de fiscalización, ¿de qué reparos estamos hablando? Esta es otra falsedad.

 
	“En ningún caso, el IFA/IDEA a cualquier nivel, sea su equipo directivo o sus administradores, fue informado de que hubiese ninguna ilegalidad ni tan siquiera irregularidad en su proceder en esta materia. Y tampoco recibió ninguna advertencia por parte de la IGJA en el sentido de que cesase o modificase el desarrollo de esta relación con la Consejería de Empleo.” Esta falsedad gratuita se desmonta, meramente, haciendo constar que el Director General del IFA y las Consejerías de Empleo y, posteriormente, Innovación, cuyos titulares presidieron el IFA, fueron receptores de todos los informes de control financiero del IFA emitidos por la Intervención General, en los que se ponían de manifiesto el conjunto de deficiencias e irregularidades ya conocidas.

 
	“Estas ayudas, (...) venían por lo demás siendo consideradas plenamente legales por la propia Intervención General de la Junta de Andalucía, que se dirigió el 11 de octubre de 2004 al Interventor Delegado de la Consejería de Empleo ordenándole una retención cautelar de crédito en la aplicación 3.1.L “tomando en consideración la necesaria salvaguarda de los derechos adquiridos por terceros afectados y nacidos de vínculos jurídicos válidamente establecidos”.

Esta es una cita asaz malintencionada, aunque resulta en el fondo inocente... o ignara, quién sabe, tras tanto desatino como llevamos descrito. Se trae a colación en el debate sobre si la Junta de Andalucía tiene o no competencia para otorgar ayudas sociolaborales, cuestión sobre la que nada tiene que decir la Intervención de la Junta y sobre la que, por lo tanto, nada ha dicho nunca. En todo caso, esta cita, ni cogida por los pelos ha de tener significado alguno en las materias que nos ocupan. El contexto en que se produjo el oficio que se trae a colación no supuso, en ningún caso, una valoración del procedimiento de concesión de las ayudas. El juicio que le mereció a la IGJA dicho procedimiento ya se ha citado: es nulo de pleno derecho, la más grave sanción prevista en el ordenamiento jurídico para los hechos y actos jurídicos.
 
	“En ningún ejercicio se hizo mención alguna (en la Cuenta General) a posibles irregularidades o a un uso inadecuado de las TF.” ¡Claro!, ni en la Cuenta General, ni en otros centenares de documentos expedidos o emitidos por la IGJA, porque no es el lugar para señalar tales deficiencias. Las irregularidades detectadas en el Programa 31L fueron puestas de manifiesto en los informes de control financiero, sobre cuyos destinatarios no es necesario volver a extendernos.

 
Este documento no agota la miríada de falsedades, medias verdades e insidias proferidas por algunos de mis queridos compañeros, en mi perjuicio y en su dudoso beneficio, pero es una muestra acabada de lo más granado de esta estrategia
 
 



 
 
 
ANEXO V: LA INSPECCIÓN DEL CGPJ RESPALDA A LA JUEZ NÚÑEZ BOLAÑOS FRENTE A LOS FISCALES
 
 
 
El Diario de Sevilla dio cuenta del Informe emitido por el Promotor de la Acción Disciplinaria del CGPJ, en relación con la denuncia presentada por la Fiscalía anticorrupción contra la Juez Núñez Bolaños, con el siguiente titular: “La Inspección del Poder Judicial avala rotundamente la labor de la juez Bolaños”. Jorge Muñoz 03 febrero, 2020 - 13:30h.
 
“Un aval rotundo a la labor de la juez María Núñez Bolaños en los últimos cuatro años y un serio varapalo para la denuncia de la Fiscalía Anticorrupción contra la magistrada. La inspección realizada por el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) en el juzgado de Instrucción número 6 de Sevilla, a raíz de la denuncia de la Fiscalía Anticorrupción -que acusó a la magistrada de llevar a una situación de «parálisis» a las macrocausas como la de los ERE-, ha concluido que las posibles paralizaciones o retrasos en «algunas de las piezas», valorando la carga de trabajo y el número de procedimientos en trámite de manera simultánea, «no se deben a la inacción ni a la falta de actividad procesal o de impulso general en labor de la oficina judicial o de la magistrada instructora».
 
La culpa está, según el informe del máximo órgano de gobierno de los jueces al que ha tenido acceso este periódico, en el elevado número de recursos presentados por las partes, entre ellos la Fiscalía Anticorrupción, y que han hecho que la «principal actividad procesal» haya consistido en la resolución de asuntos sobre la exclusión de los ex altos cargos juzgados en la denominada «pieza política» de los ERE.
Frente a esa acusación de parálisis que denunciaba la Fiscalía, los inspectores llegan a una conclusión que la refuta por completo, al afirmar que cuando se produjo la visita de la inspección, en octubre de 2019, «estaba concluida la instrucción de la gran mayoría de las diligencias previas examinadas y por lo tanto a expensas del dictado de algunas de las resoluciones del artículo 779 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal [en alusión al dictado del auto de sobreseimiento o de continuación del procedimiento], o pendiente de diligencias señaladas en la presente anualidad».
La inspección de los hombres de negro del Consejo General del Poder Judicial se desarrolló durante ocho intensos días en octubre del año pasado y estuvo dirigida por los magistrados Francisco Segura y Juan Francisco López Sarabia, quienes han emitido un extenso informe de 402 folios en los que destacan la labor realizada por la juez María Núñez Bolaños desde que asumió el juzgado de las macrocausas en el año 2015 y procedió a la división de la causa de los ERE en casi 200 piezas.
En las conclusiones, los inspectores no dudan en «reconocer el trabajo realizado tanto en la actividad resolutoria del juzgado como en la documentación, estructuración, organización y control de las macrocausas, lo que ha facilitado su inspección de una forma sistemática y organizada».
 
Un «esfuerzo plausible» en la división y estructuración de las macrocausas
 
En este sentido, los inspectores reconocen que adoptar esas «decisiones y ejecutar las acciones necesarias en una causa de la envergadura y complejidad» de las diligencias previas 174/11 -la macrocausa de los ERE-, desde la incoación de la causa principal hasta el momento en que en 2015 se dispuso la apertura de piezas, su ordenación, estructura y control, ha supuesto, «como así reconoce y ha comprobado la unidad inspectora, un trabajo y un esfuerzo plausible que unido a la instrucción de las mismas ha permitido, en el momento de la visita de inspección, examinar unas causas procesalmente susceptibles de ser enjuiciadas».
 
Concluyen asimismo los inspectores que los escritos, peticiones de las partes, diligencias, actos de comunicación, trámites procesales y el impulso del proceso se realizan en unos «plazos razonables» en relación a la carga de trabajo derivada de la instrucción, así como el que «soporta la oficina judicial como consecuencia del trámite conjunto y simultáneo de la causa principal y del resto de piezas separadas abiertas».
 
«Profundas discrepancias» con las partes, sobre todo la Fiscalía
 
Los magistrados que han realizado la inspección atribuyen el posible retraso en la instrucción de algunas de las piezas al elevado número de recursos y en este sentido destacan especialmente los presentados por la Fiscalía Anticorrupción contra la exclusión de los ex altos cargos juzgados en el denominado «procedimiento específico» de los ERE en el resto de las piezas separadas abiertas. «Desde el primer momento han existido profundas discrepancias entre la magistrada instructora y las partes procesales, fundamentalmente la acusación pública, en torno a la delimitación subjetiva de los diferentes procedimiento derivados de las iniciales diligencias previas 174/11», señala la Inspección del Poder Judicial, que añade que «estas discrepancias se han traducido en que la principal actividad procesal desplegada a lo largo de la instrucción haya consistido, fundamentalmente, en la resolución de los numerosos escritos en los que se solicitaba la inclusión o la exclusión de los investigados en cada una de las causas, así como de los innumerables recursos derivados de estas peticiones».
 
Los recursos «lastran seriamente» el proceso
 
El elevado número de recursos «en cada una de las causas analizadas» es la conclusión principal de la demora a la que han llegado los inspectores, porque «su tramitación, con el consiguiente traslado a cada una de las partes personadas, que en algunos casos superaba la decena, ha lastrado seriamente todo el trámite procesal». Y esta situación, prosigue el informe de los inspectores, se ha visto agravada por la interposición, contra una misma resolución, de diferentes tipos de recurso (devolutivos en algunos casos y no devolutivos en otros) o ante la impugnación consecutiva de varias resoluciones por las distintas partes procesales.
 
Esos recursos contra las decisiones de la juez Bolaños acababan en la Sección Séptima de la Audiencia de Sevilla, donde «la mayoría de la resoluciones impugnadas han sido confirmadas», precisan los inspectores, que vuelven a insistir en cómo la situación se complicaba nuevamente como en un bucle: «En algunos casos, el Ministerio Fiscal volvía a reproducir ante el juzgado de Instrucción la misma pretensión que previamente ya había sido resuelta, aunque con fundamento en el criterio mantenido por la Sección Primera de la Audiencia de Sevilla [que juzgó a los ex altos cargos por el procedimiento específico], dando con ello a una nueva sucesión de resoluciones: la primera resolución denegando aquella petición, y frente a ella interponiendo recurso de reforma y contra el auto desestimándolo, recurso de apelación, que fueron de nuevo desestimados por la Sección Séptima de la Audiencia de Sevilla».
 
De otro lado, los inspectores señalan que algunas de las demoras observadas en la tramitación de las peticiones o recursos interesados por la Fiscalía Anticorrupción «se resolvieron inmediatamente después al momento en el que fueron reiteradas, lo que evidencia una capacidad de reacción adecuada ante una incorrecta tramitación procesal».
 
De la misma forma, el informe reconoce que en algunos casos ha existido un «retraso en el dictado del auto de investigación, tras la incoación de las diligencias previas, fundamentalmente referidas a las anualidades de 2016 y 2017». Estas diligencias, continúa, se incoaban mediante una «resolución estereotipada, un auto genérico, posteriormente, en cada una de las incoadas, se ha dictado un auto de investigación concreto, justificado e individualizado acordando diligencias de investigación y señalando fechas para la declaración de los investigados». Los inspectores concluyen, no obstante, que durante este periodo «continuaban tramitándose otras piezas incoadas en el año 2014 y 2015, alguna de ellas de especial complejidad (ejemplo caso avales, curso de formación, Ojeda, Juan Lanzas, Santana Motor)», es decir, vuelven a justificar la actuación de la instructora ante el volumen y complejidad de las investigaciones.
 
Innumerables solicitudes de sobreseimiento
 
«Ha sido arduo el número de incidentes procesales que se han producido ante las denominadas exclusiones de los investigados en las distintas piezas, que exigían una respuesta justificada por parte de la magistrada que, sin solución de continuidad, eran impugnadas bien por parte del Ministerio Fiscal o acusaciones o bien por los investigados en caso de denegación, y que generalmente eran confirmadas por la Sección Séptima de la Audiencia», asevera otra de la conclusiones, entre las que también se cita las «innumerables solicitudes de sobreseimiento de forma escalonada por parte de las personas investigada, y peticiones de diligencias de investigación interesadas por las partes que exigía una respuesta justificada a sus pretensiones», lo que se traduce en más trabajo para la instructora.
 
En cuanto a los señalamientos de las declaraciones de los investigados, concluyen los inspectores en que no se ha observado con carácter general que «se hayan producido desvíos alarmantes a tenor del número de investigados y testigos que han comparecido a lo largo de estos últimos años».
 
Todas estas conclusiones del extenso informe llevan a los inspectores a poner de manifiesto que «a la vista de la carga de trabajo y complejidad de los asuntos que se tramitan en el juzgado, la situación de baja de la magistrada titular del órgano, es preciso y necesario mantener las medidas de refuerzo del órgano» -que cuenta con un juez de apoyo y una letrada de la Administración de Justicia también de refuerzo- para «atender la tramitación ordinaria del juzgado y procedimientos de especial complejidad derivados de las diligencias previas 174/11 hasta lograr su normalización».
 
Por último, los inspectores subrayan la «excelente predisposición a la labor inspectora» de la juez María Núñez Bolaños, del magistrado de apoyo, José Ignacio Vilaplana, de las dos letradas de la Administración de Justicia Teresa León y Cecilia Cano y del personal componente de la oficina judicial. Sobre la juez, recuerdan que estaba de baja en aquel momento y a pesar de ello acudió al juzgado y «participó de forma muy positiva en las entrevistas que mantuvo la unidad inspectora con el magistrado de apoyo y las letradas de la administración de Justicia».”
 
 



 
 
 
ANEXO VI: EL SILOGISMO FALAZ DE LA MALVERSACIÓN
 
 
 
La construcción fundamental del delito de malversación que se contiene en el Auto PROA se encuentra en la página 95 y se encierra en el siguiente silogismo:
- Se identifica a una serie de personas que dictaron las resoluciones prevaricadoras. Todos los acusados por ese delito.
- El Informe adicional de la IGJA de 2005 habría puesto de manifiesto que aquellas resoluciones prevaricadoras eran, además, el instrumento a través del cual fueron objeto de apropiación indebida (indebida lo digo yo, ni siquiera el auto la califica de indebida) los fondos públicos.
- En consecuencia, el Auto considera que los conocedores del contenido de dicho Informe son autores del delito de malversación, por acción u omisión.
Sin embargo, la conclusión de este silogismo es falaz, porque lo es su segunda premisa. De ninguna manera puede afirmarse que el Informe adicional de la IGJA de 2005 ponga de manifiesto supuestos de apropiación indebida o ilegítima de fondos públicos o malversación de caudales públicos.
Vamos a examinar los aspectos más relevantes, a los efectos que nos ocupan, del citado Informe adicional, para confirmar lo dicho. Pero antes es preciso realizar una breve explicación, con el fin de contextualizar la actuación de control que llevó a cabo la IGJA, que se plasmó en el referido Informe adicional.
El Acuerdo del Consejo de Gobierno que regulaba las actuaciones de control financiero permanente del ejercicio 2003 estableció, entre las comprobaciones que debía llevar a cabo la IGJA, el “Examen de los expedientes administrativos que soportan las operaciones de financiación de las (empresas)”.60
Para cumplir con ese apartado del alcance del control, el auditor actuante decidió realizar una actuación adicional de control, solicitando una muestra de las subvenciones concedidas, que se instrumentaban mediante convenios celebrados entre la DGTSS e IFA/IDEA, en el marco del Convenio de 17 de julio de 2001. La pretensión de esta actuación no fue la de comprobar la legalidad de las subvenciones concedidas por la DGTSS, algo que quedaba fuera del alcance del control financiero permanente sobre IFA/IDEA. El objetivo del análisis de esta documentación fue comprobar si todos los compromisos asumidos por IFA/IDEA, derivados de los convenios suscritos con la DGTSS tenían financiación presupuestaria suficiente. No obstante, una vez recibida la documentación solicitada, la IGJA decidió encargar al Servicio de Fiscalización un examen de la misma y las evidencias obtenidas se plasmaron en un informe adicional, integrado como Anexo del informe de control financiero permanente. Este Informe sería dirigido a la Consejería de Empleo, que ya no era destinataria legal del informe de control financiero, puesto que IFA/IDEA había pasado a depender de la Consejería de Innovación. El resultado de las comprobaciones realizadas por el Servicio de Fiscalización, plasmado en el Informe adicional, fue éste:
 
“3º .1 Resultados de la revisión de determinados expedientes por el Servicio Fiscal de la Intervención General
El IFA no emite resolución previa al reconocimiento del compromiso con establecimiento de condiciones para el beneficiario, ni régimen de justificación posterior al pago. Ello lo salva el Instituto acogiéndose al tenor de las cláusulas 2ª o 3ª que se incluye en todos los convenios: "La documentación acreditativa de las ayudas obra en poder de esta Dirección General de Trabajo y Seguridad Social, siendo conforme con la misma".
Conociendo la citada cláusula la Intervención General ha solicitado con fecha 27 de octubre de 2004 a la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social la aportación para su examen de la documentación relativa a 20 convenios de concesión de ayudas excepcionales sobre un total de 114 tramitados. Una vez revisados por el citado servicio, se incluye aquí a modo de ejemplo, el extracto del resultado de la fiscalización de la ayuda concedida a la entidad HYTASAL. Las deficiencias detectadas pueden considerarse extensivas al resto de los convenios examinados. Las deficiencias son:
"Calificación del expediente
Se trata de una subvención excepcional, ya que no consta la existencia de norma reguladora.
Normativa de aplicación
El régimen Jurídico al que debe someterse es el establecido en el Título VIII de la LGHP, en el Reglamento de Subvenciones y en las normas contenidas en la de Presupuestos de la Comunidad Autónoma del año 2003.
Análisis del expediente y deficiencias
3.1. Imputación presupuestaria del gasto: 0.1. 13 .00.01.00.440.00.3lL.3
Ha de considerarse inadecuada, por cuanto:
- La subvención consiste en un importe máximo de 10.500.000,00 € destinado a ayudas sociales individuales a los 83 trabajadores afectados por el expediente de regulación de empleo, correspondientes a obligaciones económicas asumidas por Hytasal con sus trabajadores (según el acuerdo de 12 de marzo y 15 de abril de 2003 entre Hytasal y el comité de empresa), por tanto, el beneficiario de las ayudas es Hytasal, debiendo imputarse el gasto al artículo 47, con independencia de que, en virtud de la encomienda de gestión efectuada al !FA sea este Instituto quien abone las primas a la compañía aseguradora.
- 500.000,00 € se conceden a la "Asociación 14 de noviembre" para gastos de gestión, por tanto deben imputarse al artículo 48.
Por otra parte, la subvención es plurianual (2003-2005), sin que se prevea gasto para ejercicios distintos a 2003.
3.2. No consta solicitud presentada por los interesados respecto a ninguna de las dos ayudas.
3.3. No se aporta presupuesto desglosado por partidas y conceptos y con detalle de ingresos y gastos (sobre todo en lo que hace a la que se concede a la Asociación para gastos de gestión, porque en la del programa de rentas, el presupuesto se obtendrá de la aplicación de la fórmula recogida en el acuerdo del expediente de regulación de empleo de 12 de marzo de 2003, según la situación personal de cada trabajador y del proyecto de contrato de seguro). (Artículo 15.1 R.S.).
3.4. No se aporta declaración responsable del beneficiario de otras subvenciones o ayudas concedidas para la misma finalidad (artículos 111 y 105.d LGHP y artículo 15.1 R.S.).
3.5. No se acredita la personalidad de las entidades solicitantes ni de sus representantes (artículo 32 LRJAP y PAC).
3.6. No se aporta informe o memoria acreditativa de la finalidad pública o razones de interés social o económico, así como de la inexistencia de normas reguladoras a las que pudiera acogerse (artículo 15.2 R.S.).
3.7. No consta informe de Gabinete Jurídico sobre ninguno de los dos convenios (artículo 78.2 Decreto 450/2000).
3.8. No consta autorización de la concesión de la subvención por el Consejo de Gobierno (artículo 104 LGHP y 4.1 R.S.).
3.9. No consta declaración expresa de los beneficiarios de no haber recaído sobre ellos resolución administrativa o judicial firme de reintegro (artículo 18.2 Ley de Presupuestos para 2003).
3.10. No consta informe de la Dirección General de Asuntos Europeos y Cooperación, de la Consejería de la Presidencia, sobre cumplimiento del deber de notificar a la Comisión de las subvenciones concedidas a empresas.
3 11. Estas subvenciones no se han incluido en la Base de Datos.
3.12. No se acredita por los beneficiarios estar al corriente en sus obligaciones fiscales (artículo 105.e LGHP, artículo 17.3 R. S. y Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 31de octubre de 1996).
3.13. El texto del "protocolo de colaboración entre la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social de la Consejería de empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía e Hytasal", de 30-7-2003, que habría de entenderse como el instrumento jurídico por el cual se concede la ayuda, presenta las siguientes irregularidades (artículo 15.2 en relación con el 13.2 del R.S.):
a) No consigna plazo de ejecución de la actividad subvencionada con expresión del inicio del cómputo.
b) No consigna la aplicación presupuestaria del gasto y su distribución plurianual, ni el presupuesto subvencionado y el porcentaje que representa la subvención sobre el presupuesto aceptado.
c) No se indica la forma y secuencia del pago y los requisitos exigidos para su abono.
d) No se determina el plazo y forma de justificación por el beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la que se concede la ayuda.
e) Respecto a las inversiones que ha de realizar Hytasal, no se indica cuáles sean, ni el plazo de ejecución ni de justificación de la realización de éstas.
3.14. No se aporta resolución o convenio de concesión de una subvención a la Asociación 14 de Noviembre por importe de 500.000,00 €, ya que a ella sólo se hace referencia en el convenio entre DGTSS y el IFA y en el protocolo entre la DGTSS e Hytasal.
3.15. Se ha omitido la fiscalización previa.
 
3.16. No consta que se haya dado publicidad a la concesión de las ayudas (artículo 109 LGHP).
3.17. El Director General de Trabajo y Seguridad Social no tiene delegadas las competencias para la concesión de subvenciones excepcionales.
3.18. El importe correspondiente a las prejubilaciones asciende a 10.285.137,38 €, en lugar de 10.500.000,00 €.
Vistas las anteriores deficiencias se puede concluir que la citada Dirección General ha tramitado subvenciones excepcionales prescindiendo de forma total y absoluta del procedimiento administrativo establecido. Dado que las deficiencias que presentan los expedientes son comunes a la práctica totalidad de los examinados existen dudas razonables sobre la correcta tramitación del resto de los expedientes no seleccionados.”
 
Esta prolija relación de deficiencias advertidas requiere una aclaración de no escasa relevancia, que es la siguiente. La actuación llevada a cabo por el Servicio de Fiscalización no fue propiamente una actuación de auditoría, sino que la técnica de control utilizada fue la propia de la fiscalización previa y no del control financiero. Esto quiere decir, entre otras cosas, que las conclusiones que se describen de uno de los expedientes examinados no son extrapolables al conjunto de la población, a pesar de lo que parece darse a entender en el texto del Informe, en cuanto que no se han empleado técnicas de muestreo, que pudieran darle validez estadística a las conclusiones obtenidas. Y, en segundo lugar y no menos importante. Cuando se señala que no consta determinada documentación se está queriendo decir estrictamente eso: que el documento al que se refiere no ha sido aportado, lo que no quiere decir que no exista, ya que no se han realizado pruebas adicionales que corroboren dicho extremo.
Estas evidencias obtenidas por el Servicio de Fiscalización le merecieron al auditor actuante las siguientes consideraciones, plasmadas, también, en el Informe adicional:
 
“4º Relevancia del procedimiento administrativo
La elección por el gestor de una figura u otra no se reduce, como es evidente, a una mera cuestión de forma. Es de fondo. Aunque el correcto cumplimiento de las normas que disciplinan estos procedimientos administrativos es, por sí sólo, argumento suficiente, hay más.
Así, los regímenes de fiscalización, justificación de la actuación y pago material son marcadamente distintos en estos procedimientos y especialmente rigurosos para la figura de la subvención excepcional:
- La transferencia exige para su fiscalización previa la resolución del órgano competente, un calendario de tesorería para el pago material y su previsión en el PAIF de la empresa. No exige justificación previa ni posterior al pago de la aplicación de los fondos.
- La subvención excepcional exige en el momento de la fiscalización previa la propuesta del documento AD, solicitud de la subvención junto con la valoración económica o, borrador del convenio a suscribir en su caso, declaración responsable del beneficiario de no concurrencia de ayudas, proyecto de Acuerdo del Consejo de Gobierno si la subvención supera determinados importes. Previo al pago, acreditación de estar al corriente de obligaciones tributarias y con la seguridad social, Resolución o convenio firmados, Acuerdo del Consejo de Gobierno cuando sea preceptivo. Por último es necesario justificar el cumplimiento de las condiciones fijadas al beneficiario y la aplicación de la subvención.
La diferencia fundamental entre la subvención excepcional por un lado y, transferencias de financiación, por otro, como vemos está básicamente en la intensidad del control previo gasto y al pago y la exigencia en las primeras de acreditación del cumplimiento de la obligación, no así en las transferencias.
El régimen más laxo de fiscalización de las transferencias tiene sentido si su tramitación responde realmente a la finalidad para la cual han sido concebidas. Esto es, financiar de forma genérica las actividades corrientes o de inversión de las empresas. Siendo así, su previsión en el PAIF de la empresa y el examen de su tratamiento contable por éstas en vía de control financiero, parecen suficientes para garantizar su correcta aplicación. Por el contrario, la utilización de esta figura para financiar actuaciones concretas, como las subvenciones excepcionales, da lugar a importantes deficiencias; provoca, por un lado disfunciones en la labor de control al impedir verificar de forma exhaustiva el correcto cumplimiento de las obligaciones impuestas a la empresa; y, por otro facilita que se produzcan resultados contrarios a las normas de aplicación. Entre éstas la adopción de compromisos de obligaciones superando los límites de créditos presupuestarios, recogido en el apartado VI de este informe que, en caso de seguirse la tramitación procedente, difícilmente se habrían producido.”
 
Y, definitivamente, éstas fueron las conclusiones finales del Informe adicional:
 
“1. A 31 de diciembre de 2004, el Instituto de Fomento de Andalucía (IFA) ha contraído obligaciones de pagos con terceros por compromisos con base en convenios firmados con la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social POR IMPORTE DE 199.740.397 euros superando el límite de los créditos aprobados en 38.317.849 euros. Se han generado así obligaciones para la Junta de Andalucía sin cobertura presupuestaria.
2. El procedimiento administrativo utilizado por la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, transferencia de financiación de explotación, no se considera adecuado para financiar la concesión de ayudas excepcionales efectuada.
3. El desfase financiero y la superación de los créditos que se ha producido, podría haberse evitado con la utilización de la figura de la subvención excepcional.
4. El IFA no emite resolución previa al reconocimiento del compromiso con establecimiento de condiciones para el beneficiario, ni régimen de justificación posterior al pago. Ello lo salva el Instituto acogiéndose al tenor de las cláusulas 2ª o 3ª que se incluye en todos los convenios: “La documentación acreditativa de las ayudas obra en poder de esta Dirección General de Trabajo y Seguridad Social, siendo conforme con la misma”.
5. Conociendo la citada cláusula la Intervención General ha solicitado con fecha 27 de octubre de 2004 a la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social la aportación para su examen de la documentación relativa a 20 convenios de concesión de ayudas excepcionales sobre un total de 144 tramitados. Una vez revisados se puede concluir que la citada Dirección General ha tramitado subvenciones excepcionales prescindiendo de forma total y absoluta del procedimiento administrativo establecido. Dado que las deficiencias que presentan los expedientes son comunes a la práctica totalidad de los examinados existen dudas razonables sobre la correcta tramitación del resto de los expedientes no seleccionados.”
 
Una lectura apenas detenida de las citas que acabamos de transcribir nos permite observar que ninguna de las evidencias, consideraciones y conclusiones puestas de manifiesto en el Informe constituyen o poseen los elementos configuradores del delito de malversación.
En este sentido, interesa traer a colación las breves consideraciones sobre el delito de malversación vertidas en la EXPOSICIÓN RAZONADA del Magistrado Instructor a los efectos de la formalización de suplicatorio al Congreso de los Diputados con respecto a los siguientes imputados que presentan en la causa la condición de aforados: José Antonio Viera Chacón, Gaspar Zarrias Arévalo y Manuel Chaves González, emitida en la Causa Especial nº 3/20619/2014 seguida en el Tribunal Supremo. La sucinta descripción que realiza el Instructor del TS de aquellas conductas de las que se encuentran reflejadas en esta causa, que tienen un presunto o aparente carácter malversador nos puede y debe servir de guía para apreciar si en este Informe adicional de la IGJA se ponen de manifiesto hechos o circunstancias que pudieran merecer la calificación penal de malversación. Así se produce el Instructor del TS, en las páginas 126 y siguientes de la Exposición razonada.
 
“En la narración de hechos provisional que se ha descrito en el apartado 11 se especificaba que concurre un quebranto patrimonial del erario público derivado de diferentes modalidades de actuación: entrega de dinero a empresas que no procedía, ya sea porque no se hallaban en crisis o ya porque se preveía diáfanamente que el dinero no iba a ser destinado a reflotar la empresa; abonos de ayudas sociolaborales ilegales, ya fuera porque los trabajadores ni siquiera pertenecían a la empresa, ya porque las cantidades concedidas superaban ampliamente las que procedían por ley; entregas de sobrecomisiones a las entidades mediadoras de seguros que rebasaban de forma ostensible los porcentajes vigentes en el mercado; pago a bufetes jurídicos por intervención profesional en algunos de los ERE, a pesar de que los honorarios no correspondía abonarlos a la Junta de Andalucía; y entregas de dinero a los sindicatos mayoritarios sin un fundamento legitimador que, en principio, las apoye.
En todos esos casos se estaba disponiendo de los caudales públicos en perjuicio de la Junta de Andalucía y en beneficio lucrativo ilícito de terceros. Sin embargo, lo cierto es que no constan indicios de que los imputados Gaspar Zarrias y Manuel Chaves intervinieran en esas entregas de fondos públicos. Ni tampoco constan datos indiciarios de que supieran que se estaba disponiendo de los caudales públicos presupuestados para las ayudas/subvenciones con destino al lucro ilícito de terceras personas. Sí sabían que el procedimiento de concesión de las subvenciones era claramente ilegal, pero, para este Instructor, no constan indicios de que conocieran que con la materialización del sistema se estuvieran desviando importantes sumas de dinero para favorecer el beneficio ilícito de terceras personas.
En cambio, no puede afirmarse lo mismo con respecto al imputado José Antonio Viera. En este caso sí aparecen datos indicativos de que el exconsejero de Empleo intervenía en la concesión de dinero a empresas a las que beneficiaba ilícitamente por no concurrir los requisitos para proporcionarles ayuda alguna. Así lo constata indiciariamente la declaración judicial prestada por el Director General de Trabajo, Francisco Javier Guerrero, tal como se refirió en su momento. 
Siendo así, ha de proseguirse la investigación con respecto a este imputado no solo por el presunto delito de prevaricación, sino también por el de malversación de fondos públicos.”
 
Estos hechos o conductas descritos por el Instructor del TS son los que en la causa se han venido decantando como presuntamente constitutivos del delito de malversación. Pues bien, ninguno de esos hechos o conductas tienen presencia alguna en el Informe adicional de la IGJA, que se limita a exponer deficiencias de tipo puramente administrativo y/o presupuestario, ninguna de las cuales puede ser calificada como susceptible de integrar un delito de malversación de caudales públicos, de los previstos en el artículo 432 CP.
 
Esto fue confirmado en la causa, precisamente, por la Jefe del Servicio de Fiscalización de la IGJA, Rosario Lobo Iglesias, que, en su declaración como testigo-perito en la fase de instrucción, afirmó que en las comprobaciones que realizó sobre los convenios suscritos entre la DGTSS e IFA/IDEA, la documentación examinada se limitó exclusivamente a la fase de preparación y adjudicación de las subvenciones concedidas y que, en ningún caso, se extendió a la fase de pago y justificación de las mismas. Por tanto, resulta esencialmente imposible que las consideraciones obtenidas de tal examen establezcan conclusión alguna sobre apropiación ilegítima o malversación de los fondos o caudales públicos empleados.
Por lo demás, esta conclusión, en el sentido de que de los expedientes de subvenciones obrantes en la DGTSS no se deducen las circunstancias que, eventualmente, podrían merecer la calificación de malversación de caudales públicos, fue advertida, también, por el Consejo Consultivo de Andalucía, en los procedimientos de revisión de oficio de este tipo de expedientes que en gran número ha debido informar. Y, así, por ejemplo, en el Informe 167/2014 cc, el Consejo Consultivo dice, entre otras cosas, las siguientes:
 
“La Administración consultante pretende, pues, por un lado, la declaración de nulidad de los convenios que fueron el instrumento para la concesión de ayudas a la empresa que aplicó el expediente de regulación de empleo, pero solo en la medida en que los mismos permitieron pagar las primas de quien no era trabajadora de la empresa y, por consiguiente, no podía beneficiarse en última instancia del seguro en cuestión, y a ello serviría la causa de nulidad ex artículo 62.1.e), pues tales convenios son el instrumento de una actuación de la Administración nula de pleno derecho, pues supuso la concesión de una ayuda prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.
Por otro lado, la Administración persigue la declaración de la nulidad de pleno derecho de la inclusión de la interesada como beneficiaria de tal seguro, al pago de cuyas primas iban destinada las ayudas referidas, pues el mismo se concibió para la protección de los trabajadores despedidos, dado que, como se ha indicado, la interesada no era trabajadora de la empresa afectada. A tal finalidad llevaría, sostiene la Administración, la causa de nulidad ex artículo 62.1.f).
En cuanto a esto último, no es posible la revisión de oficio, como se decía en el dictamen, por la sencilla razón de que no tiene expreso reflejo en el expediente acto alguno administrativo, expreso, tácito o implícito, ni actuación administrativa que haya determinado tal inclusión. La designación de una persona como beneficiaria se realiza por el tomador del seguro. Por lo demás, la empresa que procedió a la extinción de los contratos de trabajo afirma no haber incluido a la interesada en póliza alguna, y la Administración da carta de veracidad a tal alegación. Pero aunque no fuese así, ningún acto administrativo existiría al respecto, pues la Administración no ha suscrito ningún contrato de seguro.
Ciertamente, podrían existir actos administrativos previos o conexos con la ejecución del contrato de seguro que hayan llevado a la inclusión de la interesada como beneficiaria de la póliza en cuestión, pero no hay reflejo alguno en el expediente de tales actos. Por eso se acordó la devolución y no el archivo del expediente.”
 
Como puede observarse, el Consejo Consultivo emitió este informe sobre uno de los que podríamos denominar supuestos típicos de malversación habidos en esta causa –la inclusión de los denominados intrusos en la póliza de seguro de un ERE– y el propio Consejo Consultivo ha podido comprobar y así lo refleja en su Informe, que en el expediente administrativo no queda reflejo alguno de la actuación malversadora, la cual es llevada a cabo al margen de las actuaciones administrativas por el tomador del seguro.
 
Adicionalmente, es necesario destacar que la tesis del Auto PROA, en el sentido de que el Informe adicional de la IGJA ofrecería lo que podríamos denominar un panorama malversador de las actuaciones sometidas al control de la IGJA, habría de conllevar no pocas ni menos graves consecuencias, que en manera alguna el Auto, con notoria incoherencia, llegó a extraer.
En efecto, el Auto pretende sostener la imputación por malversación de 17 personas, por el hecho de que, presuntamente, conocían de la existencia del delito por un informe que les habría sido comunicado. Y, así, se señala en el Auto, por un lado, “que se cumplen todos los presupuestos de la malversación en todas aquellas personas que, a partir del año 2005, vinieron a tener conocimiento” de los informes de la Intervención; y, por otro lado, que “ese conocimiento (de los informes que se van sucediendo desde el año 2005) los convierte en corresponsables de la malversación de los fondos públicos vinculados al ‘procedimiento específico’”.
De admitirse esta tesis, el principal delito que se pondría de manifiesto y al que el Auto en manera alguna alude, es el de omisión del deber de denunciar delitos, del artículo 408 CP, que, por cierto, obliga en especial a los funcionarios públicos. Y esto no lo decimos gratuitamente, ya que, antes que los destinatarios de los informes, los primeros conocedores de su contenido son, lógicamente, los funcionarios que realizaron las actuaciones materiales de control, quienes redactaron los informes, quienes los supervisaron y quienes de cualquier modo significativo coadyuvaron a todo ello.
Y, en relación con esto último, téngase en cuenta que en la Junta de Andalucía las irregularidades advertidas por los interventores en el ejercicio de los controles que tienen encomendados obligan a los funcionarios responsables a adoptar determinadas decisiones previstas en las leyes. Y no estamos hablando, únicamente, de la denuncia de la existencia de infracciones penales, como la malversación. La mera detección de un presunto supuesto de infracción en materia contable obliga al funcionario, individualmente, a poner los hechos en conocimiento del Consejero de Economía y Hacienda, ex artículo 110.2 de la Ley de Hacienda. En este sentido, nada costará admitir que una irregularidad en el manejo de los caudales públicos, antes de ser calificada de delito de malversación, la infracción más grave que prevé el ordenamiento, debería o podría ser calificada como infracción contable. Y, ¿acaso es lógico pensar que los funcionarios que intervinieron en estos controles, en número que supera la decena, se han jugado su carrera profesional, omitiendo las denuncias de los delitos e infracciones contables que, según el Auto se deducen de sus informes? ¿O es que el Instructor consideró que con la inculpación del Interventor General quedaría remitida toda una miríada de presuntas infracciones que habrían cometido sus subordinados?
 
En fin, en definitiva y resumidamente, los expedientes de subvenciones examinados por la IGJA no contenían información alguna que permitiera inferir de los mismos la presunta comisión de un delito de malversación de caudales públicos, como así pudo comprobarlo el Consejo Consultivo de Andalucía, al emitir los informes preceptivos en los procedimientos de revisión de oficio de estos expedientes instados por la Junta de Andalucía y lo ratificó, en sede judicial, la funcionaria responsable de esta actuación de control. En consecuencia, los informes de control financiero de la IGJA, incluido el Informe adicional de 2005, no contenían advertencia ni conclusión alguna de la existencia de hechos que pudieran ser calificados como malversación de caudales públicos.
Por todo ello, carece por completo de fundamento atribuir responsabilidad alguna, derivada de la comisión de un delito de malversación de caudales públicos, a quienes tuvieron conocimiento de estos informes de la IGJA, por el mero hecho de tener conocimiento de los mismos.
 
 



 
 
 
ANEXO VII: ESCRITO DE ACUSACIÓN DEL FISCAL
 
 
 
Voy a transcribir, a continuación, las alusiones que me dedica el escrito de acusación. Son numerosas, aunque casi todas ellas inocuas, desde un punto de vista penal, por no decir que son, además, inicuas. Veámoslo:
 
“El encausado Antonio Fernández García, como Viceconsejero de Empleo planteó a este informe de disconformidad discrepancia ante la Intervención General, resolviendo como tal el encausado Manuel Gómez Martínez mediante resolución de 18 de septiembre del 2000 manteniendo parcialmente los reparos , sin que conste se trasladarán las actuaciones al Consejo de Gobierno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad , previa comunicación a la Consejería de Economía y Hacienda.” (pág. 3)
 
“En el segundo semestre el ejercicio 2000 se elaboró con el conocimiento y participación de los encausados José Antonio Viera Chacón , Antonio Fernández García , Francisco Javier Guerrero Benítez y Juan Francisco Sánchez García, el "Proyecto de Decreto de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico , por el que se establece el procedimiento para la concesión de ayudas sociales a trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración , en el ámbito de la Comunidad Autónoma Andaluza".
(…)
El 3 de noviembre del 2000, el encausado Manuel Gómez Martínez, como Interventor General, remite a la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social de la Consejería de Empleo el preceptivo informe previo de dicho proyecto que recoge, entre otras, las siguientes observaciones:
(…)” (pág. 4).
 
“El 26 de noviembre del 2000, y previa petición por ser objeto de sesión de la Comisión General de Viceconsejeros, el encausado Manuel Gómez Martínez remite al Servicio de Coordinación de la Viceconsejería de Economía y Hacienda escrito adjuntando el informe ya reseñado "... habiendo constatado que no se han incorporado a dicho proyecto de Decreto ninguna de las observaciones realizadas por este Centro en el citado informe". (pág. 5).
 
“El encausado Manuel Gómez Martínez como Interventor General de la Junta de Andalucía, al conocer la situación descrita del déficit presupuestario de 38.225 miles de euros remite al Interventor Delegado de la Consejería de Empleo, Ramón Gutiérrez de la Chica, comunicación el 18 de octubre de 2004 ordenando una retención de crédito cautelar en la aplicación presupuestaria 440.51 31L del ejercicio 2004, y si no fuera suficiente en los sucesivos por importe de 38.225 miles de euros. El Interventor Delegado de la Consejería de Empleo procedió a dicha retención – rechazando propuestas de documentos OP y barrado de documento AD -, comunicándola a la Intervención General el 28 de octubre de 2004. Como se expondrá posteriormente esta retención se dejó sin efecto.” (pág. 17).61
 
A partir de aquí, el escrito realiza una enumeración de los informes de control emitidos por la IGJA, sin alusiones a mi persona y, finalmente, dice:
 
“De estos informes destacar el informe adicional de ayudas de 2003 - como anexo III dentro del informe de cumplimiento se incluye " Informe sobre determinados aspectos de la gestión del Instituto de Fomento de Andalucía de los convenios suscritos con la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en materia de Trabajo y Seguridad Social". El encausado Manuel Gómez Martínez, como Interventor General, no sólo ordenó la retención de crédito por el importe del déficit presupuestario, sino que en el marco de los trabajos de control financiero permanente del Instituto del ejercicio 2003 y durante el último trimestre de 2004 instó que se incluyeran trabajos específicos en relación a los convenios particulares que la Dirección General de Trabajo suscribía con el IFA para el pago de las ayudas sociolaborales. Para desarrollar dichos trabajos la intervención solicitó a la Dirección General de Trabajo que le remitiese una muestra de los expedientes - 20 de 144 - en los que se habían tramitado dado que, como ya se dijo, la documentación acreditativa se residenciaba en dicho centro.” (pág. 18).
 
En la página 20 aparece, por primera vez, una consideración que parece suponer un reproche, aunque en términos absolutamente vagos, cuando no crípticos y por completo desconectados de los hechos indiciariamente delictivos expuestos en el Auto PROA.
 
“Con conocimiento de las deficiencias que se recogen en el informe adicional complementario de 2003 y de la incertidumbre recogida por los auditores de cuentas en su informe de dicho ejercicio, los encausados Manuel Gómez Martínez, como Interventor General , José Antonio Griñán Martínez como Consejero de Economía (etc…), no hicieron actuación alguna en el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas de velar por la integridad de los fondos públicos para iniciar los procedimientos y mecanismos previstos para reintegrar o convalidar en su caso, los fondos públicos del programa 22E y 31L gestionados mediante transferencias de financiación al IFA-IDEA por la Consejería de Empleo hasta la fecha.” (pág. 20).
 
A continuación siguen las alusiones inocuas e inicuas:
 
“… el encausado Sr Guerrero Benítez como DGTSS remitió el 3 de diciembre de 2004 el proyecto a la IGJA para preceptivo informe-. El contenido del proyecto de Orden es similar al de los Proyectos de Decreto de 2000 que ya fueron reseñados.
El 29 de diciembre de 2004, el encausado Manuel Gómez Martínez como Interventor General, remite comunicación a la DGTSS para que acompañe la necesaria Memoria económica y funcional del proyecto de orden.
El 10 de febrero de 2005 el encausado Manuel Gómez Martínez, como Interventor General, tras recibir la memoria evacua el informe preceptivo del que cabe destacar lo siguiente:
(…)” (pág. 21).
 
A continuación, se refiere el escrito a las memorias elaboradas por la IGJA, relativas a los acuerdos del Consejo de Gobierno que aprobaban los programas de control financiero permanente de cada año, en las que se ponían de manifiesto determinadas deficiencias de las transferencias de financiación.
En las siguientes páginas, el escrito se refiere a una multiplicidad de hechos de los que va señalando las responsabilidades de distintos imputados. Yo vuelvo a aparecer en el siguiente contexto:
 
“Por último indicar que los encausados José Antonio Viera Chacón, Antonio Fernández García, Agustín Barberá Salvador, Justo Mañas Alcón, Fco. J. Guerrero Benitez, Juan Márquez Contreras y Daniel Alberto Rivera Gómez
como cargos de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía, con los fondos públicos del programa 31 L gestionados a través de la utilización de las transferencias de financiación a IFA-IDEA y la Encomienda de Gestión del 2010, como consecuencia directa y necesaria de esta gestión, concedieron tales fondos a terceros de forma que:
A). En cuanto al importe de las primas de pólizas de rentas y capital abonados por la Junta de Andalucía de las que se han visto beneficiadas unas 77 empresas que tuvieron la necesidad de presentar expedientes de regulación de empleo extintivos o simplemente reducir plantilla mediante despidos, decir:
	Al no haberse regulado como era exigido una convocatoria de estas ayudas que garantizase su publicidad y conocimiento general por los potenciales beneficiarios de las mismas, al no publicarse como es exigida su concesión y no registrarse como es obligado en la Base de datos y subvenciones de la Junta de Andalucía se han visto privados de su derecho a acceder a estas ayudas un importante número de trabajadores afectados por el desempleo o/y situaciones de crisis empresarial. De forma comparativa destacar que, tomando como fuente la estadística publicada anualmente por la Subdirección General de Estadística de la Secretaria General Técnica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, el número total de expedientes de regulación de empleo tramitados en la comunidad andaluza en el año 2001 fueron 748 afectando a un total de 7.582 trabajadores, en el año 2002 fueron 650 afectando a un total de 4.787 trabajadores, en el año 2003 fueron 511 afectando a un total de 4.957 trabajadores, en el año 2004 fueron 657 afectando a un total de 4.833. trabajadores, en el año 2005 fueron 424 afectando a un total de 5.476 trabajadores, en el año 2006 fueron 434 afectando a un total de 2.968 trabajadores, en el año 2007 fueron 428 afectando a un total de 3.247 trabajadores, en el año 2008 fueron 652 afectando a un total de 7.000 trabajadores, en el año 2009 fueron 1.379 afectando a un total de 30.821 trabajadores, en el año 2010 fueron 1.490 afectando a un total de 21.450 trabajadores y en el año 2011 fueron 2.088 afectando a un total de 27.708 trabajadores, lo que contrasta con los expedientes de ayudas tramitados por la DGT . Por otro lado y como ejemplo, el número de parados registrados - fuente: Instituto Nacional de Estadística - de 55 años y más edad en Andalucía en los cuartos trimestres de los años 2002 a 2010 respectivamente fue de 41,7 - 40,1 - 32,3 - 33,2 - 31,4 43,2 - 57,6 - 78,2 y 87,0 (datos en miles de personas).
	Al no establecerse el más mínimo mecanismo de comprobación de la pertenencia al colectivo afectado de las personas beneficiarias de las pólizas, personas que nunca han pertenecido al mismo han percibidos rentas de pólizas abonadas por la Consejería de Empleo.
	La no exigencia de justificación alguna ni de seguimiento de la situación laboral de los beneficiarios, ha permitido que un número de ellos siguiese percibiendo las rentas aún habiéndose incorporado al mercado laboral.
	Haber ignorado las más mínimas normas aplicables en la contratación de las pólizas de seguros en las que la Consejería de Empleo ha asumido la obligación de pago - bien como tomador bien como tomador impropio- ha supuesto que se haya abonado la cantidad, al menos, de 66.155.573,51 euros por encima de los precios de mercado en los denominados gastos de gestión externa o comisiones a las entidades mediadoras.

B) En cuanto a las ayudas a empresas en crisis, al no haberse regulado como era exigido una convocatoria de estas ayudas que garantizase su publicidad y conocimiento general por los potenciales beneficiarios de las mismas, al no publicarse como es exigida su concesión y no registrarse como es obligado en el registro de la base de datos y subvenciones de la Junta de Andalucía se han visto privados de su derecho a acceder a estas ayudas un importante número de empresas en situación de crisis económica o tecnológica. Del muestreo realizado por los peritos de la IFAE se aprecia que un gran número de estas ayudas carecen además de un objeto concreto, respondiendo a fines muy diversos, tales como pago de nóminas, pago de deudas, pago de minutas por asesoramientos jurídicos, pago de avales, etc...
C) Los fondos del programa 31 L se emplearon también en fines distintos y ajenos a los recogidos en el mismo, así podemos reseñar que se abonó:
	Facturas emitidas por las mercantiles TAPSA y CICM derivadas de varios contratos de campañas de comunicación sobre Fomento de Empleo y divulgación del SAE por un total de 3.386.017,00 euros que fueron abonadas por el Instituto en el periodo 15/07/2003 a 2/03/2004.
	Financiación del protocolo suscrito el 16 de diciembre de 2002 por el encausado José Antonio Viera Chacón
como Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el Consejero de Gobernación por el cual la Consejería de Empleo realizará las actuaciones encaminadas a la cesión al sistema de emergencias 112 Andalucía de las dependencias correspondientes a las alas noroeste y Suroeste de la sexta planta del edificio Pabellón de Italia. Los gastos de esta cesión se compensaron contablemente con otros saldos de la Agencia IDEA dentro de la Comunidad de bienes "Centro de Empresas Pabellón de Italia".
	Financiación del programa de formación el voluntariado de los Juegos del Mediterráneo en Almería. conforme al Convenio firmado el 26/09/2003 por el encausado José Antonio Viera Chacón
como Consejero de Empleo asumiendo el pago de 180.304 euros para la realización de cursos on line.
	Financiación de Campaña de divulgación en materia de prevención de riesgos laborales conforme al Protocolo de colaboración suscrito entre la Consejería de Empleo y el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Graduados Sociales de fecha 14/04/2005, que supuso el abono a la entidad CENFORPRE de 491.424,43 euros mediante la suscripción de póliza de rentas y de capital en la que figuraba como beneficiario José Antonio Gómez Romón.
	Financiación de parte de las subidas salariales de trabajadores de las empresas FCC SA, FCC Medio Ambiente SA y CESPA SA como consecuencia de la suscripción del convenio colectivo en 2006 que puso fin a la conflictividad laboral de la limpieza pública de Granada. El pago de estas cantidades se realizó mediante la suscripción de pólizas de seguros figurando la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social como tomadora y beneficiarios las mercantiles CESPA SA y FCC Medio Ambiente SA, habiendo percibidos éstas las cantidades de 276.222,24 euros cada una de ellas
	Colaboración en la financiación de dieciséis Muestras de artesanía y jornadas relacionadas con el empleo por municipios andaluces en los ejercicios 2002 a 2004, de los cuales 14 eran regidos por el PSOE, 1 por el PA y 1 por IU en la fecha de la concesión, y siendo mayoritariamente pertenecientes a la provincia de Sevilla - sólo uno en Jaén y dos en Cádiz-.
	En los ejercicios 2004, 2005, 2006, 2009 y 2010 se destinaron 1.192.000 euros para el pago a la Fundación San Telmo del "Curso de Alta Dirección de Instituciones Sociales " para un total de 100 personas.

 

Estos hechos reseñados en los tres apartados anteriores eran también conocidos por los demás encausados José Antonio Griñán Martínez, Carmen Martínez Aguayo, Francisco Vallejo Serrano, Jesús Mª Rodríguez Román, Juan Francisco Sánchez García, Javier Aguado Hinojal, Lourdes Medina Varo,
Manuel Gómez Martínez, Miguel Ángel Serrano Aguilar, Jacinto Cañete Rolloso y Antonio Valverde Ramos, que tuvieron conocimiento de las conclusiones de la Intervención andaluza a partir de la comunicación del informe adicional de ayudas de 2003 - que se incluye como anexo III dentro del informe de cumplimiento del entonces IFA del año 2003 y que lleva por título:" Informe sobre determinados aspectos de la gestión del Instituto de Fomento de Andalucía de los convenios suscritos con la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en materia de Trabajo y Seguridad Social", firmado en el año 2005 y cuyas conclusiones fueron repitiéndose en los sucesivos informes de la Intervención de las cuentas anuales de IDEA de los ejercicios siguientes , así como de las consecuencias de la gestión de los fondos del programa 31 L que ya han sido descritas.” (págs. 34 a 36).
 
Parece ser que lo que quiere decir el Fiscal es que todas las personas enumeradas en el último párrafo que se acaba de transcribir conocíamos los hechos que enumera en los apartados A), B) y C) anteriores, aunque estamos siendo generosos en esta apreciación aclaratoria. Es importante hacer notar que la mayoría de los referidos hechos no eran conocidos por mí, en absoluto, por lo que se trata de una imputación gratuita y carente de prueba alguna. Y, por otro lado, que se está otorgando relevancia penal al mero conocimiento de unos hechos y no a las acciones (u omisión de las mismas), que hubiera correspondido realizar a cada uno, según sus competencias. El escrito, inmediatamente después del pasaje que se ha descrito, señala:
 
“II.- Los hechos narrados son constitutivos de un delito continuado de prevaricación de los artículos 404 y 74 en relación de concurso medial con un delito continuado de malversación del artículo 432,1º y 2º y del art. 74, todos del Código Penal en su redacción vigente al tiempo de cometerse todos los hechos.
 
III.- Responden criminalmente conforme al art. 28 del Código Penal,
del delito continuado de prevaricación como autores:
Manuel Chaves González, José Antonio Griñán Martínez, (…), Manuel Gómez Martínez, (…).
 
y del delito continuado de malversación como autores: José Antonio Griñán Martínez, José Antonio Viera Chacón, (…), Manuel Gómez Martínez, (…).” (pág. 37).
 
La única forma ligeramente coherente de entender esta acusación, al menos, en lo que a mí se refiere, es que los hechos de los que se me acusa son: conocer una serie de actuaciones presuntamente irregulares, perpetradas por distintos órganos de la Consejería de Empleo (apartados A), B) y C) de las páginas 34 a 36), así como conocer el famoso informe de la IGJA de 2005 y, habiendo tenido conocimiento de todo ello, no realizar “actuación alguna en el ejercicio de las funciones que (tengo) encomendadas de velar por la integridad de los fondos públicos para iniciar los procedimientos y mecanismos previstos para reintegrar o convalidar en su caso, los fondos públicos” (pág. 20), cualquiera que sea lo que esto signifique, que no es fácil de aprehender.
 
Este planteamiento tan vago de la acusación me generó numerosas preguntas, la más importante de las cuales fue: ¿De qué se me acusa realmente?
 
El escrito de acusación termina pidiendo para mí una pena de prisión de 6 años, con inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena e inhabilitación absoluta por tiempo de 20 años, respondiendo solidariamente de la devolución a la Hacienda de la Junta de Andalucía de 483.937.659 euros (sic).
 
 



 
 
 
ANEXO VIII: AUTO DE APERTURA DEL JUICIO ORAL
 
 
 
El Juez dictó el Auto en el que acordó la apertura de juicio oral, imponiendo fianzas millonarias, contra 26 de los 52 imputados, el tres de noviembre de 2016.
Casi todos los encausados habían presentado recurso contra la fase anterior del proceso. Es cierto que dicho recurso no tiene carácter suspensivo. Pero, no lo es menos que, si la Audiencia Provincial hubiera estimado, total o parcialmente, todos o algunos de los recursos presentados, el Auto dictado no tendría sentido alguno. Y, para qué hablar de los daños irreparables de las fianzas impuestas. Si esto es así, ¿para qué se dictó el Auto en ese momento tan prematuro? ¿O es que el Juez conocía que la Audiencia iba a desestimar de plano y totalmente todos los recursos?
El Auto del Juez plantea otra cuestión que pone de manifiesto otra de las peculiaridades del modo de impartir justicia en el caso de los ERE. Se trata de lo siguiente:
Habían presentado escrito de conclusiones provisionales las cuatro acusaciones personadas en las diligencias del procedimiento específico.62 Cualquiera que se moleste en analizar los escritos presentados por las cuatro acusaciones que lo formalizaron podrá comprobar la distancia abismal que existe entre el escrito de la Junta de Andalucía y los tres restantes. El escrito del Fiscal se limitaba a seguir al pie de la letra el Auto del Juez de instrucción de transformación del procedimiento abreviado, sin tomar en consideración los miles de páginas y centenares de horas de declaraciones de testigos y peritos, contrarios a los argumentos del Juez, que constan en la causa, sin molestarse en rebatir ninguno de ellos. El escrito de Manos Limpias se limitaba a adherirse al escrito del Fiscal y el del PP hacía prácticamente lo mismo, añadiendo, sin aportar prueba alguna, el delito de asociación ilícita, con el único y evidente propósito de permitirle solicitar penas de prisión para el expresidente Chaves y otras personas, a las que el Fiscal sólo les pedía penas de inhabilitación.
En cambio, la calificación de los abogados de la Junta se planteó en un escrito de 69 páginas de densos y bien fundados razonamientos jurídicos, en el que se analizan los fundamentos del Auto PROA, rebatiendo uno por uno todos sus argumentos. Es importante destacar que la representación legal de la Junta no niega en su escrito que se hayan podido perpetrar delitos en la gestión de estos fondos públicos, ni que en dicha actividad presuntamente delictiva hayan participado autoridades o funcionarios de la Administración. La tesis de los abogados de la Junta es que los presuntos delitos se habrían producido al tramitar, conceder y pagar las ayudas de los ERE, pero no al aprobar los presupuestos de la Junta y sus modificaciones, hechos estos últimos que son el objeto de esta pieza política de la causa y que, por tanto, dada su irrelevancia penal, procedía sobreseer y archivar.
Pues bien, el Auto de apertura del juicio oral estimó el 100 por 100 de las pretensiones de la Fiscalía, del Partido Popular y de Manos Limpias, mientras que rechazó de plano las pretensiones planteadas por la representación legal de la Junta de Andalucía. En este caso, lo llamativo no es tanto el contenido de la resolución judicial, previsible y casi pregonado, como su carencia absoluta de argumentos y motivación. Este Auto despacha las 69 páginas cuajadas de argumentos del escrito de la representación legal de la Junta de un modo que no pasará, desde luego, a la historia de la jurisprudencia. En su Fundamento de Derecho Primero el Auto se limita a decir lo siguiente: 
"Dispone el artículo 783 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que, solicitada la apertura de juicio oral por el Ministerio Fiscal o la acusación particular, el Juez debe acordarla salvo supuesto de sobreseimiento, que no concurre en el presente caso."
Eso es todo lo que consideró necesario argüir el Juez, de contrario al razonado alegato de los abogados de la Junta: "no concurre en este caso causa de sobreseimiento.” “Porque yo lo digo”, debió apostillar. Si se tratara de un mero intercambio epistolar entre particulares deberíamos decir que la respuesta del Juez supone un desprecio de su interlocutor. Pero estamos hablando de un proceso en el que se ventilan la libertad, la fama y la hacienda de 21 personas. ¿Qué juicio debe merecer la conducta de ese Juez que desdeña, desecha, ignora, en definitiva, desprecia por completo a una de las partes del proceso? Y lo que es peor, impunemente. Una auténtica vergüenza.
En la causa de los ERE, las distintas instancias judiciales que han intervenido, hasta la sentencia, se han negado obstinadamente a valorar, examinar, analizar y, en su caso, aceptar o rebatir fundada y motivadamente, los numerosos y sólidos argumentos expuestos, no sólo por las defensas, sino por testigos y peritos, e incluso por la acusación particular, que son abiertamente contrarios a las tesis que formuló la primera Juez instructora, basadas, exclusivamente, en el controvertido aparato argumental que construyó, auxiliada por los peritos de la Intervención General del Estado.
Esta falta de atención por parte de los jueces instructores, la Audiencia Provincial, e incluso, el Tribunal Supremo, a los argumentos que discuten las tesis incriminatorias es una de las causas del tamaño elefantiásico que ha adquirido la causa. La impotencia que han sentido los encausados, al comprobar que ninguna de las contundentes razones expuestas en sus declaraciones se ha tomado en consideración, ni siquiera para rebatirlas, ha producido una inflación de escritos, informes periciales, larguísimas declaraciones de testigos y peritos, etc., que hace inabarcable a estas alturas para cualquiera un conocimiento cabal de la causa.
Los jueces instructores, y, sobre todo, la Audiencia Provincial y el Tribunal Supremo, en sus respectivos ámbitos, han demostrado una enorme habilidad en el dominio de la técnica de la patada a seguir del juego del rugby que, en ocasiones, más ha parecido un futbolístico patadón de despeje. De este modo, ha debido ser el tribunal que ha enjuiciado la causa (una sala de la Audiencia Provincial distinta de la que ha entendido hasta ahora de los recursos) el primer órgano que se ha enfrentado a las numerosísimas cuestiones de fondo que estaban sobre la mesa y que fueron orilladas hasta ese momento por los demás órganos judiciales. Trabajo éste que, en lo que a mí se refiere, podría haberse ahorrado perfectamente, si el Juez instructor hubiera atendido a las fundadas razones expuestas, tanto por mí, como por mi abogado y, estimándolas, hubiera decretado el archivo de la causa contra mí.
 
Nos preguntábamos más arriba que si el carácter precipitado del Auto de apertura del juicio oral, dictado antes de que la Audiencia resolviese los recursos contra la fase previa del procedimiento, podría deberse a que el Juez instructor conocería que dicho tribunal iba a desestimar de plano todos los recursos. Pues bien, pocos días después de dictado el Auto, recibimos una señal que podría convertir en plausible dicha suposición. Se trata de una Providencia de la Audiencia Provincial, en la que señaló el día 16 de diciembre de 2016 para la deliberación de los 16 recursos de apelación directos presentados contra el Auto PROA.
Esta Sala de la Audiencia Provincial es la que se ha venido enfrentando a la catarata de recursos presentados por todas las partes contra las diferentes decisiones adoptadas por los sucesivos jueces de instrucción que han entendido de esta causa. Los más importantes han sido los recursos interpuestos contra los distintos autos de imputación y contra los que fijaban fianzas a los imputados. La Sala tardó en resolver estos recursos un tiempo, por lo general, de varios meses, superando el año en algunos casos, desde la fecha en que fueron presentados.
Los recursos contra el Auto PROA son los más complejos a los que tuvo que enfrentarse esta Sala durante la instrucción de esta pieza. Los escritos de interposición se acercan a las 50 páginas, cuando no las superan ampliamente y la densidad y hondura jurídica de las cuestiones de fondo y de forma planteadas es infinitamente mayor que las de cualquier otra iniciativa procesal sostenida con anterioridad por las diferentes partes, acusadoras y defensoras.
El conjunto de los recursos presentados fue elevado a la Audiencia por el juzgado a mediados del mes de octubre de 2016. Por cierto, todos ellos fueron presentados en los primeros días del mes de junio. Es decir, el juzgado tardó cuatro meses, sólo para elevar a la Audiencia los recursos presentados, lo que no dice mucho acerca de su productividad, máxime si se tiene en cuenta que estas diligencias eran el cometido casi único del Juez encargado del caso.
Por todo ello, sorprende que se fijara fecha para deliberar sobre este asunto, apenas dos meses después de que el ponente hubiera tomado conocimiento de su contenido. Téngase en cuenta, además, que uno de los argumentos más importantes utilizados por los recurrentes, que debería haber abordado la Audiencia al resolver, es que el juzgado había ignorado por completo todos los escritos, testimonios e informes periciales presentados por las diferentes defensas a lo largo de la instrucción. Es decir, el Juez cerró la instrucción con el mismo arsenal incriminatorio utilizado por su antecesora para imputar a todas las personas que estaban encausadas, como si nada hubiera ocurrido, nada hubiera sido dicho o escrito, nada hubiera sido instruido durante los casi seis años que duró la instrucción. Es más, aun cabría decir que la carga acusatoria enunciada por la Juez campeadora quedó demediada por el Auto final dictado por el Juez Álvaro Martín, pero no porque éste hubiera estimado algunas de las alegaciones de las defensas, sino, simplemente, porque está más pobremente formulado y con menor convicción que la empleada al inicio del proceso por la Juez para arrojar sus imputaciones.
En este sentido, no es necesario apelar al mostrenco devenir de esta Sección de la Audiencia en su toma de decisiones, para calificar de imposible que, en tan breve plazo, fuera capaz de preparar con una mínima solvencia su decisión. Es imposible que en dos escasos meses una persona normalmente constituida, utilizando una jornada laboral ordinaria, pueda analizar, con el rigor que lo que estaba en juego merecía, el material probatorio que el Juez instructor había orillado olímpicamente.
Siendo así las cosas, este calendario dado a conocer por la Audiencia Provincial no presagiaba otra cosa que lo que realmente ocurrió: un Auto absolutamente vacío de contenido, en el que, eludiendo, una vez más, entrar en el fondo de las alegaciones presentadas, se calificaron como suficientes los indicios enunciados por el Juez, a pesar de los abrumadores elementos presentes en la instrucción que demuestran, sin lugar a dudas, que no lo son dando una patada a seguir. ¿Para qué?: en definitiva, para que fuera otra Sección de la Audiencia la que cargase con el mochuelo de examinar y valorar los argumentos de las defensas, algo inédito hasta ese momento en esta causa.
Y así sucesivamente, porque, qué garantías tenía el justiciable de que la Sección de enjuiciamiento se desprendiera de la pereza mental que ha aquejado a sus colegas hasta ahora y se decidiera, por fin, a entrar en el fondo y, aplicando el principio de contradicción, no sólo tomase en consideración los motivos del Juez instructor, sino también los de las defensas, aunque sea para rebatirlos fundadamente.
 
 



 
 
 
ANEXO IX: DECLARACIÓN DE LUIS HINOJOSA.
 
 
 
En el lugar correspondiente he reseñado que las declaraciones prestadas en juicio por Rocío Marcos, Teresa Arrieta, Luis Hinojosa, Charo Lobo y Mª Victoria López fueron soberbias. No obstante, voy a transcribir, a continuación, algunos pasajes de la declaración de Luis Hinojosa, tocantes a aspectos críticos de los hechos de los que se me acusaba y que él contestó con enorme claridad. Aunque el resto de los citados no fueron menos elocuentes, me decanto por el testimonio de Luis Hinojosa, ya que fue el único de los testigos que fue citado en exclusiva por mi abogado y, además, por el elogio que sobre él formuló el Fiscal, ponderando su conocimiento y experiencia como superiores a los de otros testigos que habían declarado en sentido contrario. Este elogio del Fiscal fue recogido por el Tribunal en su Sentencia, en la que se expresó así: “el testigo Sr. Hinojosa, interventor de la Junta de Andalucía, en el que este tribunal apreció una cualificación y experiencia en la materia muy superior a la de otros testigos y peritos de las defensas.”
A continuación, el pasaje de esta declaración:
 
Preguntas del FISCAL:
 
“Fiscal: Y a pesar de esa valoración (se refiere a la calificación como importantes y graves de las deficiencias de los expedientes de ayudas examinados en el CFP de Cumplimiento de IFA/IDEA de 2003), ¿cómo es que en ejercicios posteriores se siguieron fiscalizando de conformidad las transferencias de financiación? Que eran fiscalizadas por el Interventor Delegado, que estaba bajo su supervisión y coordinación.
Luis Hinojosa: Bueno, fundamentalmente, porque las actuaciones de irregularidad que se estaban cometiendo no podían tener una incidencia directa en el expediente de informe de la modificación presupuestaria.
Fiscal: Me refiero sobre las transferencias de financiación, no sobre las modificaciones presupuestarias, que le iba a preguntar posteriormente, sino sobre la tramitación del propio expediente de gasto transferencia de financiación.
Luis Hinojosa: Le digo: mi consideración es la misma, para el expediente de fiscalización de las transferencias, como para el expediente de modificación presupuestaria, que incidía en las transferencias de financiación. Son expedientes que, bajo mi punto de vista, tienen un alcance muy concreto. Estamos examinando concretos expedientes y no podemos tener en cuenta las irregularidades generales que se están cometiendo en alguna consejería, porque tienen su ámbito concreto de análisis, sus concretos procedimientos de análisis. En este caso, el control financiero. Insisto, bajo mi punto de vista, los expedientes de modificación presupuestaria y de fiscalización están muy acotados en su alcance y no deberían verse afectados por esas irregularidades. Esto que estoy diciendo ahora lo tengo clarísimo y, claro, como esta situación posiblemente fuese, desde el punto de vista de oportunidad normativa, fuese criticable o no fuese aceptable o fuese mejorable, en el año 2013, la Ley del Presupuesto de la Junta de Andalucía habilitó a la Consejería de Economía y Hacienda a implementar controles adicionales a los que ya existían. Efectivamente, esa Orden de la Consejería (se refiere a la Orden de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, de 30 de abril de 2014, por la que se desarrollan los mecanismos adicionales de control de las transferencias de financiación a entidades del sector público andaluz con contabilidad no presupuestaria, BOJA Nº 84, de 5 de mayo de 2014) del mes de abril de 2014 venía, efectivamente, a mejorar la fiscalización de esos expedientes de modificación presupuestaria que afectaban a transferencias de financiación y los propios expedientes de fiscalización de las transferencias, porque de esa manera, con esa reforma en el control, esas actuaciones se hacían eco de lo que estaba pasando, de lo que podía haber pasado en una entidad instrumental. Estoy intentando decir que esa norma habilitaba ya al Interventor a, teniendo en cuenta que se hubiese emitido algún informe de actuación, poder tener en cuenta, a efectos de fiscalizar las transferencias de financiación y de informar las modificaciones presupuestarias que afectasen a una transferencia. Como esto fue una habilitación de la Ley de Presupuestos y de una Orden de 2014 yo lo tengo clarísimo. Estos mecanismos no existían con anterioridad, vinieron a implementarse a partir de esa Orden.”
 
Preguntas de PEPE REBOLLO (mi abogado):
 
“Pepe Rebollo: Teniendo en cuenta este marco general (se refiere al carácter estimativo de los créditos de IFA/IDEA), ¿está usted de acuerdo con que si la Intervención hubiese reparado las transferencias de financiación, dicho reparo nunca habría tenido la eficacia de suspender la actividad de la Dirección General de Trabajo concediendo las ayudas y de IFA/IDEA pagándolas?
Luis Hinojosa: ¿Reparando la transferencia de financiación, dice usted?
Pepe Rebollo: Sí, si las hubiese reparado.
Luis Hinojosa: No, porque no eran actos…. Vamos a ver, la actuación de reparo del interventor en esa actuación no tiene nada que ver directamente con la gestión de IFA/IDEA. IFA/IDEA se mueve en otro ámbito de actuación y el efecto suspensivo del reparo sería a la transferencia. Quiero decir, no, no tendría que haber paralizado, por supuesto.
Pepe Rebollo: Eso respecto a IFA/IDEA, pero ¿respecto a la Dirección General de Trabajo concediendo las subvenciones?
Luis Hinojosa: Tampoco. Tenga usted en cuenta que estaba esa actuación de concesión de subvenciones, estaba siendo llevada a cabo no al abrigo de una actuación regular de gasto público, sino fuera del procedimiento de gasto público. No, no podíamos haberlas suspendido. No tendría esa eficacia que tiene un reparo con una actuación administrativa regular de gasto público.
Pepe Rebollo: De igual forma, ¿está usted de acuerdo en que un informe desfavorable de la Intervención a un expediente de modificación presupuestaria de la partida de la transferencia de financiación no habría tenido la eficacia de suspender la actividad de la Dirección General de Trabajo concediendo ayudas o la de IFA/IDEA pagándolas?
Luis Hinojosa: Por la misma consideración que acabo de hacer, no tendría por qué tener esa incidencia en la actuación de concesión de subvenciones y de pago posterior por parte de IFA/IDEA.
Pepe Rebollo: Con exhibición del escrito de la IGJA dirigido a la ID de Empleo, ordenando una retención de crédito, se formula la siguiente pregunta:
¿Puede señalar si existe en el ordenamiento de la Junta de Andalucía alguna norma que contenga una habilitación legal expresa que ampare esta actuación de la Intervención General?
Luis Hinojosa: ¿Esta en concreto, o la de la retención de crédito? Vamos a ver. La retención de crédito es una posibilidad, una práctica que le confieren las normativas de cierres de ejercicios presupuestarios a los interventores actuantes, con motivo del cierre del ejercicio presupuestario, efectivamente, al objeto de salvaguardar los compromisos ya adquiridos, dado que se han quedado sin crédito cuando se cierra el ejercicio. A efectos de que tengan nueva cobertura presupuestaria, si la consejería no cuenta con crédito suficiente, se habilita al interventor para que retenga crédito y que con esa retención se habilite el crédito necesario para asumir los compromisos que ya se habían asumido, antes de los nuevos compromisos. Eso es una práctica, insisto, que se contempla en la normativa de cierre de ejercicio presupuestario. Una norma que habilite en este específico supuesto a la Intervención para hacer una retención yo la desconozco, en este concreto supuesto, en el contexto en el que nos movemos.
Pepe Rebollo: Quiere decir que si no existe una norma habilitante en este supuesto del que estamos tratando, si la Consejería de Empleo hubiese exigido a la Intervención General que alzase esa retención, no le habría quedado más remedio que alzarla, ¿no?
Luis Hinojosa: Posiblemente sí, porque, insisto, no había una norma explícita, específica, que contemplase que en estos supuestos o parecidos se pudiese hacer una retención de crédito.
Pepe Rebollo: Y, en general, de las retenciones de crédito, le pregunto si es cierto que la retención de crédito no impide el pago del crédito, sino que lo que hace es suspenderlo, hasta que se pagan unos créditos anteriores. ¿Es cierto lo que le he dicho?
Luis Hinojosa: Sí. Estamos hablando de una práctica que trata de, insisto, de salvaguardar crédito antes de que se consuma en nuevos compromisos. Salvaguardo el crédito con una retención, para permitir que el gestor, con ese crédito que yo he retenido, dé cobertura a los compromisos que tenía anteriormente. Claro, esto es más complicado; los compromisos necesitan ese crédito, porque al final del ejercicio presupuestario, los compromisos no afectos al cumplimiento de obligaciones reconocidas se anulan en el Presupuesto. Por tanto, necesitan crédito. Ese crédito se lo tiene que dar el nuevo presupuesto. En fin, en definitiva, que son operaciones en el contexto del cierre de un ejercicio y para salvaguardar créditos que ya están comprometidos.”
 



 
 
 
ANEXO X: EL INFORME DE MI ABOGADO EN EL JUICIO ORAL
 
 
 
En este Anexo se exponen los principales argumentos de carácter jurídico administrativo, jurídico financiero y jurídico penal manejados por mi abogado en la preparación de su informe. No todo lo que se refleja a continuación formó parte del informe de conclusiones ni todo lo expuesto por mi abogado en su informe está aquí recogido. No podría serlo, debido a la extensión del mismo, entre otras cosas, ya que tuvo una duración de alrededor de cuatro horas.
Aunque observará el lector que el tiempo verbal empleado en la descripción de esta materia es, en general, la primera persona del singular, se trata de un simple recurso retórico, que me ha parecido más apropiado para este libro. El autor del informe fue mi abogado, sin perjuicio de que en el mismo se incluyan algunas de mis sugerencias y, lógicamente, él se expresó en el juicio en tercera persona refiriéndose a su cliente.
 
Principio acusatorio.
 
Ya se dijo en el recurso de apelación formulado contra el auto de incoación de procedimiento abreviado, y en el propio escrito de defensa, que los hechos que se me imputaban no eran ni podrían ser en ningún caso constitutivos del delito de prevaricación o de malversación. Y que ni el auto ni las conclusiones provisionales de la acusación contenían la preceptiva determinación de los hechos punibles que se consideraban (indiciariamente en el primer caso) constitutivos de uno u otro delito. 
En el momento de las conclusiones definitivas, estas dos cuestiones no habían perdido un ápice de vigencia. Los escritos de acusación elevados a definitivos, en lo que a mi se refiere, no contenían elementos que pudieran servir de base — ni siquiera en abstracto— para imputarme un delito de prevaricación o malversación. 
Persistía en la formulación de la acusación la absoluta falta de determinación de los hechos concretos en los que se pretendía sustentar la acusación por un delito continuado de prevaricación en concurso medial con uno continuado de malversación, y la falta de carácter penal (por carencia absoluta de los elementos del tipo de uno u otro delito) de los hechos que se imputan. 
No sabíamos — porque la acusación en ningún momento lo explicitó— qué actos u omisiones concretas eran los que pretendían incardinarse en el delito de prevaricación, y no sabíamos qué actos u omisiones concretos consideraba la acusación constitutivos de malversación. 
Tampoco se dedicó una sola línea a explicar la supuesta relación de “necesariedad de medio a fin” entre los actos u omisiones que se consideraba que integran la prevaricación y los actos u omisiones que se conceptuaban como malversación que justificaría, en su caso, la consideración de un concurso medial (y no un concurso ideal o un simple concurso de leyes). 
Nos teníamos que defender desde una absoluta oscuridad. Y eso nos obligó a plantear nuestra defensa a ciegas, tratando de conjeturar, entre otras cuestiones, qué acciones u omisiones integran cada delito, qué supuesto imperativo legal se había infringido u omitido en cada caso, y el por qué la relación de necesidad que se afirmaba entre unas y otras. Ello nos generaba una evidente indefensión, porque nos impedía defendernos adecuadamente de unas consideraciones esenciales para la apreciación de delito, que no habían sido explicitadas y que por tanto se habían hurtado del debate contradictorio. 
Conocer la acusación no es saber que se te acusa, sino poder saber exactamente de qué se te acusa. Y no se había explicitado el razonamiento que seguía la acusación para afirmar con todos los elementos necesarios el carácter delictivo de los hechos que me imputaba. Esa falta de concreción nos impidió conocer los hechos de los que se acusa, generándonos indefensión al privarnos de la posibilidad de combatir y refutar unas consideraciones no exteriorizadas, unos argumentos que no se nos habían dado a conocer. 
Difícilmente podrá ejercitarse el derecho defensa — y menos aún de forma plena — si la acusación no expone– siquiera en forma breve o sucinta– los elementos imprescindibles para sostener la acusación.
El TC y el TS han establecido en jurisprudencia constante que el derecho a la tutela judicial sin indefensión, a ser informado de la acusación y a un proceso con todas las garantías que reconoce el art. 24 CE suponen la consagración del principio acusatorio en el proceso penal, de forma que nadie puede ser condenado si no se ha formulado contra él una acusación en términos tales de la que haya tenido oportunidad de defenderse de manera contradictoria (STS nº 1954/2002, de 29 de enero (RJ 2003, 2019):
Ello implica dos cosas:
1º). - La necesaria correlación entre acusación y sentencia, de forma que el contenido de la acusación determina los límites de la sentencia. El Tribunal está vinculado a los términos de la acusación, y en particular a los hechos que constituyen su objeto, que deben permanecer inalterables en su aspecto sustancial. Es posible que el Tribunal prescinda de elementos fácticos que no considere suficientemente probados o que añada elementos circunstanciales que permitan una mejor comprensión de lo sucedido según la valoración de la prueba practicada. Pero aquí no es que faltasen en los términos de la acusación simples datos circunstanciales, sino que faltaba algo tan básico como los elementos esenciales del tipo penal.
2º). - El Tribunal que juzga no puede resolver mediante una sentencia de planteamiento inquisitivo que venga a tratar de subsanar el defecto de la pretensión acusatoria. 
El Tribunal que juzga no puede ocupar la posición propia de la acusación. Por tanto, no puede introducir hechos perjudiciales para el acusado sustancialmente distintos de los consignados por la acusación. Tal forma de proceder afectaría al principio acusatorio, pues en ese caso el Tribunal invadiría funciones del acusador construyendo un relato fáctico que no tiene su antecedente correlativo en la acusación. 
Y precisamente por ello con dicha actuación no sólo se vulnera el principio acusatorio en conexión con el derecho a la tutela judicial efectiva, sino también en relación al derecho a un Juez imparcial, en cuanto la actuación del Tribunal tratando de paliar carencias graves de la acusación puede valorarse como una toma de posición contra el acusado.
Sobre la base del relato fáctico de las acusaciones, no cabía afirmar siquiera la tipicidad de los hechos, porque carecen de los elementos esenciales que han de configurar la acusación de un delito de prevaricación o malversación. Salvo mi condición de funcionario público, no concurría uno solo de los elementos del tipo. Y en cuanto a dicha circunstancia, la acusación se realizó obviando la realidad de que, por razón de la naturaleza de mis competencias, ni dicté ni participé en la adopción de resolución administrativa alguna vinculada a los hechos objeto de imputación. 
Para poder ser autor de un delito de prevaricación es necesario que el funcionario o la autoridad en cuestión pueda dictar resoluciones decisorias. No basta con la condición in genere de funcionario público, sino que el mismo debe tener competencia funcional (SSTS 22/12/1992 (RJ 1992, 10473) y 7/02/1994 (RJ 1994, 703). Como se ha dicho, también es preciso que el funcionario tenga facultades decisorias. 
Como se expondrá al analizar de forma individualizada las acciones y omisiones que la acusación me reprochaba, éstas no serían susceptibles de equipararse a resoluciones decisorias y definitivas, sino que en unos casos constituyen simples actos de trámite que no deciden sobre el fondo del asunto, y en otros de informes no vinculantes. 
A efectos de dilucidar si se puede para calificar como ilegal y, además, arbitraria, una determinada actuación de control de la Intervención, debe precisarse la norma jurídica que se considera infringida de forma grosera, y en el caso de la omisión, qué imperativo legal se ha omitido de forma grosera. 
Como se reiteró a lo largo del juicio, el funcionamiento de la Intervención es de carácter reglado y, si el deber legal imperativo de actuar en un determinado sentido no existe, no es sólo que la Intervención no está obligada a una determinada actuación, sino que ni siquiera se encuentra habilitada para realizarla.
Por ello, la precisión de la norma que impone el deber legal de proceder en un determinado sentido debe precisarse y ser parte integrante y perfectamente identificada de los hechos objeto de acusación. Sin dicha precisión la acusación sencillamente no puede sostenerse. Y tampoco es posible defenderse de forma adecuada y efectiva frente a la misma.
La identificación de la obligación legal de una determinada acción es imprescindible para dilucidar si la omisión o la realización de otro acto, o la emisión en el ejercicio de las competencias de intervención de otra resolución o informe en vez del que se dice omitido, tenía o no fundamento en derecho o era, por el contrario, irrazonable y arbitraria en el sentido en que ha de serlo para poder ser constitutiva en su caso de un delito de prevaricación.
Si la acusación no precisa qué norma contiene el deber imperativo de actuar en un determinado sentido y en qué sentido concreto se reprocha al acusado que no actuase, no es posible analizar siquiera este requisito, lo cual genera indefensión. Y a nuestro juicio es motivo por sí mismo más que suficiente para que se traduzca en una sentencia absolutoria, pues se hurta del debate contradictorio la cuestión de la arbitrariedad o contradicción flagrante con unas normas o preceptos que a lo largo de este procedimiento nunca se ha explicitado en relación a cada actuación u omisión de las que de forma un tanto difusa se imputan a la intervención. 
Lo mismo sucede con la imputación del delito de malversación. La acusación no concretó ni razonó qué debí haber hecho que no hice que pueda equipararse a consentir (término empleado en el tipo penal) la sustracción de caudales públicos. 
Consentir implica conocimiento cabal de que un tercero está sustrayendo caudales públicos, y ánimo de que en efecto lo haga. 
Hemos de precisar que del hecho de que conociera la existencia de irregularidades en la tramitación de las ayudas no puede desprenderse que supiera el destino final de las ayudas, alejado de la finalidad pública que le es propia. Esa equiparación entre conocimiento de irregularidades y conocimiento de que se estaba cometiendo un delito por terceras personas ni se puede establecer, ni se razonó por la acusación. Es más, en el acto del juicio fueron numerosísimos los testimonios cualificados que corroboraron que no hay equiparación posible entre conocimiento de irregularidades administrativas y el menoscabo o malversación de caudales públicos. 
Por otra parte, debemos recordar que la presunción de inocencia alcanza no sólo a los hechos sino también a la participación del acusado en los mismos, y que es preciso acreditar el ánimo que presidía la conducta del acusado, cuestión que normalmente sólo puede ser objeto de una inferencia razonable. Pero en todo caso debe de haber alguna prueba, siquiera indiciaria, que pueda llevar a tal inferencia. Ese ánimo es un juicio de inferencia que no se justificó por la acusación, del que no existió prueba alguna, y que además es contradictorio con los hechos incontrovertidos que sí fueron acreditados. 
La acusación que se insistía en mantener frente a mí no sólo era significativamente imprecisa, difusa y gravemente incompleta, sino que incurría en incongruencias insalvables que hacían insostenible la tesis sobre la que se sustentaba la acusación. 
Resulta inconcebible que sea acusado de prevaricación y malversación precisamente quien alertó de las irregularidades detectadas en la concesión de subvenciones por parte de la DGTSS y emitió en 2005 el Informe Adicional de 2003 tantas veces referido en el juicio, Informe que resultó esencial para la investigación de los hechos que se enjuiciaban y en el que se basó la propia acusación para formular su imputación frente a la mayoría de los encausados. 
Resulta incoherente que a lo largo del procedimiento se aludiera de forma reiterada a un procedimiento diseñado precisamente “para eludir la fiscalización previa de la Intervención General”, o, empleado de hecho para eludir la fiscalización, y que se me reprochara penalmente no realizar unos controles que según se afirmaba por la acusación y se acreditó con la prueba pericial, quedaban legalmente excluidos de dicho diseño, o que se reprochase la falta de eficacia práctica de la labor de la intervención en el exiguo reducto de control que el sistema diseñado ad hoc había dejado a la labor de fiscalización de la intervención. 
Resulta incongruente afirmar, por un lado, que denuncié en reiteradas ocasiones y a través de mis informes la irregularidad en el uso del sistema establecido y los riesgos que el mismo entrañaba y que, al mismo tiempo, se me responsabilice de un delito de prevaricación y de malversación. 
Resulta ilógico que las numerosas actuaciones realizadas por la Intervención no se considerasen relevantes en modo alguno por la acusación, pese a reconocer expresamente la propia acusación que el Informe Adicional de 2003 fue una dación de cuentas más que suficiente de las deficiencias detectadas a quienes detentaban facultades ejecutivas de las que carecía el Interventor General. A quienes como órganos superiores de la Junta de Andalucía ostentaban las facultades legales para poner fin a dichas irregularidades adoptando las medidas que en tal caso la ley prevé y cuya realización les imponía en el ejercicio de sus competencias.
En definitiva, no puede entenderse que si lo que yo pretendía era consentir la sustracción de caudales públicos emitiera el informe adicional de 2003 y todos los demás informes en los que se denunciaban las irregularidades detectadas.
 
Contradicciones de la acusación: actuaciones realizadas por mí como Interventor General, recogidas en el Auto Proa y en las conclusiones definitivas del ministerio fiscal que evidencian la falta de voluntad de facilitar el hecho típico.
Hemos de partir de los hechos relatados en el auto transformación a Proa. En el mismo, el Juez de instrucción afirmaba, en primer término, que el sistema se diseñó para evitar el control de la Intervención. Y que, de hecho, se conseguía por el juego que creaba el uso de las transferencias de financiación, la concesión de las ayudas por la DGTSS y la ejecución del pago por IFA/IDEA:
“Este procedimiento se caracterizaba por tener como consecuencias y fines los siguientes: 1°. Eludir la fiscalización previa de la Intervención General de la Junta de Andalucía, la cual es propia de todo procedimiento de subvención...
Mediante la aplicación de este sistema se desconectaba el expediente de concesión de la ayuda o subvención, caso de existir, del propio procedimiento de pago, en tanto en cuanto el primero se residenciaba en la Dirección General de Trabajo, de modo que desde IFA-IDEA no se tomaba conocimiento ni se realizaba control alguno sobre él, pese a que el pago a tercero se verificaba desde este instituto y no desde la Dirección General de Trabajo o de la Consejería de Empleo a través de la Consejería de Hacienda.
La consecuencia de esta desconexión era la falta de control sobre los fondos públicos destinados a subvenciones o ayudas, por cuanto la Intervención Delegada de la Junta de Andalucía en la Consejería de Empleo no controlaba más que una transferencia de financiación, es decir, se limitaba a la comprobación de la existencia de saldo suficiente dentro del concepto presupuestario específico para tal fin, la emisión de la orden de traspaso hacia IFA-IDEA, y que todo ello se verificase conforme a un calendario de pagos autorizado por la Dirección General de Tesorería, sin entrar a supervisar el expediente de subvención o ayuda, pues no se le presentaba como tal el acto de disposición de fondos hacia IFA-IDEA. Por su parte, el Control Financiero Permanente, al que estaba sometido este instituto, se limitaba a controlar que la operación estuviese correctamente contabilizada en las cuentas del Instituto, como así era, y que concurriese base para el pago, entendiendo por tal el convenio particular, sin comprobar el expediente que sustentaba éste, que quedaba en el ámbito de la Dirección General de Trabajo y que, a efectos del instituto, no era la causa del pago verificado en favor de tercero como ayuda o subvención. Se generaba así un hueco en el sistema de control de los fondos públicos que resultaba idóneo para amparar actos de disposición discrecionales, o incluso arbitrarios.”
Destacamos nuevamente que el Juez instructor atribuía a los creadores del “sistema” la generación de un “hueco” que tenía por finalidad, precisamente, eliminar del entramado a la Intervención General. Resulta contradictorio considerar que el Interventor General quería facilitar la comisión del delito y, al mismo tiempo, mantener que el sistema se creó para evitar al Interventor. Si lo evitaban, evidentemente, es porque suponía un obstáculo para la finalidad perseguida.
Por otra parte, en el mismo texto se afirma que emití numerosos informes relativos a IFA/IDEA denunciando diversas irregularidades, que fueron reiteradas (Informes de cumplimiento de los años 2003, 2004, 2005, 2006, e Informes trimestrales de seguimiento) pese a lo cual, los competentes para subsanarlas no hicieron nada: 
“...si bien desde ejercicios anteriores se venía señalando por la Intervención General de la Junta de Andalucía el «uso inadecuado de las transferencias de financiación», con fecha 25 de julio de 2005 se emitió por la Intervención General de la Junta de Andalucía un «Informe adicional al informe definitivo de auditoría de cumplimiento del ejercicio 2003» en el que se concluía, entre otras cosas, que se estaba prescindiendo de manera total y absoluta del procedimiento establecido en el Art. 107 de la Ley 5/83 General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía para la concesión de subvenciones. Este informe de 2005 venía precedido de un examen, por el Servicio de Fiscalización de la Intervención, de una pequeña muestra de los «expedientes» que soportaban la concesión de las ayudas o subvenciones, con el resultado de entender que no se cumplían los presupuestos para la concesión, hecho que se ponía de manifiesto en ese informe.
Además, centraba su atención en que el cambio de procedimiento administrativo para la gestión de estas cantidades trascendía a aspectos tan esenciales como el régimen de fiscalización, justificación de la actuación y pago; indicando el diferente trato aplicable a los casos de transferencia, más laxo que el propio de la subvención, a los efectos de control tanto de la concesión, como del ulterior destino de las cantidades recibidas, en la medida en que el primero conllevaba una mera operación entre organismos de la Administración y el segundo conllevaba salida de fondos públicos hacia tercero, lo que justificaba un mayor control en este caso.
En fechas posteriores se produjeron nuevos avisos por parte de la Intervención General de la Junta de Andalucía. Así en septiembre de 2006, el informe definitivo de auditoría de cumplimiento correspondiente al ejercicio 2004, advirtió de que las ayudas «han carecido de la tramitación que la normativa impone»; en marzo de 2007, en el informe definitivo de auditoría de cumplimiento correspondiente al ejercicio 2005, se advertía de que la financiación a IFA-IDEA para estos pagos no debió realizarse a través de transferencias de financiación, así como que tampoco cabía emplear este instituto como entidad colaboradora a estos efectos; en diciembre de 2007, en el informe definitivo de auditoría de cumplimiento correspondiente al ejercicio 2006, se reiteran estas advertencias; en octubre de 2008, el informe definitivo de las cuentas anuales de IFA IDEA del ejercicio 2006, señalaba que las transferencias de financiación no eran instrumento adecuado para la concesión de ayudas excepcionales.
Estas conclusiones fueron reiteradas en los denominados "informes trimestrales de seguimiento" que se elaboraban por la Intervención General de la Junta de Andalucía en el marco del control financiero permanente al que estaba sujeto IFA-IDEA desde el año 2005.
Pese a las irregularidades y situación de descontrol que, de modo reiterado, denunciaban estos informes, tanto de la Intervención General de la Junta de Andalucía, como de Price-Waterhouse, o de Garrigues, se constata que no se adoptó medida alguna para enmendar el sistema. 
Tampoco se abordó la reforma del régimen jurídico de concesión de estas ayudas y subvenciones, pese a que la cuestión se planteó al menos en cinco ocasiones entre los años 2000 y 2005 en la comisión general de viceconsejeros, los denominados «consejillos»...
De lo transcrito se evidencia que mi actuación como Interventor General tuvo como finalidad la corrección de las irregularidades existentes. Pese a ello el instructor me reprochaba el no haber hecho más, afirmando que “omitió la adopción de las medidas para impedir que se mantuviese este sistema en los años sucesivos.” Sin embargo, las medidas que puede adoptar un Interventor consisten, esencialmente, en denunciar, advertir... las irregularidades a quienes tienen poder decisorio y competencia para aprobar las medidas correctoras.
Por su parte, el escrito de Conclusiones Definitivas del Ministerio Fiscal es aún más revelador de mi voluntad de evitar la comisión del delito que nos ocupa. De hecho, los numerosos informes que emití denunciando las irregularidades constituyen la base sobre la que el Ministerio Fiscal sustenta el conocimiento que el resto de acusados tuvieron de las ilegalidades del sistema. Es del todo contradictorio considerar que quien año tras año denuncia las irregularidades del sistema a los competentes para subsanarlas pueda tener la voluntad de que estas se mantengan.
El Ministerio Público parte de la idea de que el sistema se diseñó para evitar la fiscalización de la Intervención, para lo cual no existieron expedientes de gasto de las ayudas:
“Como resultado buscado por los encausados, de los cambios operados en la gestión presupuestaria del programa 22E consiguieron que las denominadas ayudas sociolaborales...y las ayudas de empresas en crisis soslayaran la necesaria y preceptiva fiscalización crítica o previa de la Intervención Delegada de la Consejería de Empleo, la cual se limitó a fiscalizar las transferencias de financiación, pero que, en ningún caso, se refería a los expedientes de gasto de las ayudas, los cuales realmente y como se expondrá no llegaron a existir como tales. Por otra parte, el control financiero de IFA sólo y a través de técnicas de auditoría abarcaba la función encomendada a éste que era del mero pago de lo ordenado por la Consejería, ya que formalmente la documentación justificativa de la ayuda constaba en la DGTSS y no se trataba de ayudas otorgadas por el IFA”, dice el Informe del Fiscal.
En reiteradas ocasiones se afirma que “se puso en manos del Director General de Trabajo y Seguridad Social la cifra de... para que este dispusiera, sin sujeción a la fiscalización debida de la Intervención General de la Junta de Andalucía y sin necesidad de tramitar expediente alguno, en este caso de tramitación de subvenciones excepcionales”.
El Fiscal continúa afirmando que, pese a que el sistema se diseñó para esquivar a la Intervención, con motivo del control realizado sobre IFA/IDEA, la Intervención General advirtió una serie de irregularidades y desde entonces las denunció año tras año a quienes tenían competencia para subsanarlas. Hemos de subrayar las numerosas actuaciones realizadas por la IGJA encaminadas a corregir las deficiencias del sistema, de las que ya se ha dado cuenta en otros pasajes de este libro.
En la parte final del relato fáctico del MF se incide en que todos aquellos que tuvieron conocimiento del informe adicional de ayudas de 2003, “cuyas conclusiones fueron repitiéndose en los sucesivos informes de la Intervención General de las cuentas anuales de IDEA en los ejercicios siguientes...no hicieron nada...sino que posibilitaron y permitieron que, año tras año – conforme a las facultades y potestades que su cargo les permitía – se siguieran reproduciendo el mecanismo ya descrito”.
Consideramos que, todas las actuaciones realizadas por la IGJA para que se subsanasen las irregularidades advertidas, recogidas en el escrito de conclusiones definitivas del Ministerio Fiscal, acreditan que no tuve la intención de facilitar la comisión del delito de prevaricación, sino todo lo contrario.
El art. 404 CP exige un dolo “reforzado” en el delito de prevaricación que, como es obvio, ha de acreditarse. Así, la STS 917/2003 de 23 de junio, destaca lo siguiente:”… ese dolo reforzado o reduplicado, según el cual no basta conocer que se incumple determinadas formalidades administrativas, sino que es preciso percatarse de que con tales incumplimientos se cometería una flagrante, palmaria y grosera injusticia, de modo tal que la actuación podría calificarse de absolutamente arbitraria”. En el mismo sentido, la STS 627/2006, de 8 de junio, que habla de doble dolo.
Pues bien, en los textos analizados no sólo es que nada se diga de sobre una voluntad por mi parte de auxiliar a la conducta de dictar una resolución injusta, nada que pudiera ser entendido como una aparente coartada jurídica a la actuación del autor en el hecho, sino que, por el contrario, se afirma que advertí en numerosas ocasiones de las deficiencias que tenía el sistema, pese a lo cual los competentes para subsanarlas no hicieron nada al respecto.
 
Como hemos dicho en otro capítulo, las TF y, sobre todo, el Convenio de julio de 2001, produjeron, de facto, un debilitamiento de los controles atribuidos a la Intervención de la Junta de Andalucía, hasta hacerlos prácticamente desaparecer. La gestión de las ayudas no podía fiscalizarse previamente y, como dicha gestión no fue atribuida a IFA/IDEA, tampoco quedó dentro del ámbito del control financiero de dicha entidad.
La admisión de estos hechos, en nuestra opinión, ineludible, se convierte en un elemento esencial para enjuiciar los reproches de que he sido objeto durante el proceso judicial, como responsable que fui de la IGJA. Reproches que considero, no solo infundados todos ellos, sino injustos.
Ya hemos dicho que la IGJA fue apartada de los ámbitos genuinos en los que se podían haber producido las actuaciones regulares de control previstas en la legislación vigente. También hemos dicho que el ordenamiento no contemplaba mecanismos de control específicos, aplicables al modelo implantado. Por tanto, ya en una primera aproximación, debemos destacar la injusticia de las acusaciones que se han vertido contra mi: quien no pudo ejercer los controles regulares previstos en la normativa vigente, resulta acusado de las consecuencias que, según el Fiscal, se han producido, precisamente, por la ausencia de dichos controles. Para ello, la acusación escudriñó exhaustivamente toda la normativa reguladora del control interno en la Junta de Andalucía, espigando de entre ella una serie de actuaciones que, a su juicio, la Intervención debía o podía haber utilizado, para combatir las deficiencias e irregularidades que había detectado en el control financiero sobre IFA/IDEA. Podemos decir que, en este proceso, no ha habido otro órgano de la Administración de la Junta, de aquellos cuyos titulares han sido procesados, cuyo marco legal de actuación haya sido analizado con mayor extensión y profundidad como lo ha sido el de la IGJA. Resulta incuestionable que la acusación se ha beneficiado de la especialización profesional de los peritos de auxilio judicial. No en vano, todos ellos son funcionarios de la IGAE.
Pues bien, como acabamos de adelantar, todas las acusaciones sobre actuaciones presuntamente omitidas o irregularmente realizadas por la IGJA carecen de fundamento.
Pero, antes de examinar cada una de ellas, debemos referirnos a un concepto que resulta imprescindible aprehender, para enjuiciar cabalmente las actuaciones de la Intervención. Nos referimos al concepto de alcance del control. Todas las actuaciones de control que realiza la IGJA tienen un alcance previamente definido. Por tanto, no puede exigirse a la Intervención que sus funciones de control se extiendan sobre ámbitos que se encuentren fuera de dicho alcance. Como voy a tener ocasión de demostrar, en la mayoría de las actuaciones que voy a examinar a continuación, el Fiscal me acusó de no haber realizado determinadas actuaciones que se encuentran fuera del alcance del concreto procedimiento al que se refieren. Veámoslo.
 
¿Por qué no se repararon las TF?
 
El Informe pericial de la IGAE sostiene y, en su estela, la Juez instructora y los fiscales, que la Intervención debió haber formulado una nota de reparos contra las TF, basándose en lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley General de Hacienda Pública, que establece que se interpondrá nota de reparos con carácter suspensivo “si faltan en el expediente requisitos o trámites esenciales, o se estima que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos a la Junta o a un tercero.”
Lo primero que hay que decir es que este informe pericial es la única prueba existente en la causa, en la que se sostiene tal cosa. Los testimonios contrarios a la opinión de la IGAE son, por el contrario, abrumadores. Veamos:
1. En un informe que presenté en el juzgado el 21 de febrero de 2014 se exponen, a lo largo de 33 páginas, los argumentos legales en los que se defiende que todos los expedientes de transferencias de financiación cumplieron todos los requisitos legales y que, por tanto, no procedía formular nota de reparo contra los mismos, ni por la Intervención Delegada, ni por la IGJA, previa avocación de la competencia. Dichos argumentos son, sucintamente, los siguientes:
a) De acuerdo con lo dispuesto en el RIJA, la fiscalización previa consiste en verificar la legalidad del contenido y tramitación de los expedientes de gasto:
	El artículo 4.1 RIJA define la intervención crítica o fiscalización previa del reconocimiento de obligaciones o gastos, como “el ejercicio de la competencia atribuida a la Intervención General de la Junta de Andalucía para examinar, antes de que se dicte el correspondiente acuerdo, todo expediente o documento en que se formule una propuesta de gasto, con objeto de conocer si su contenido y tramitación se ajustan a la legalidad económicopresupuestaria y contable aplicable en cada caso.”
	Y el artículo 7 RIJA regula el alcance del acto de fiscalización previa. Su tenor literal es el siguiente:

“1. En el acto de la fiscalización previa, la Intervención comprobará los siguientes extremos:
a) Que la obligación o gasto se generará por aprobación del órgano competente.
b) Que el crédito al que se pretende imputar el gasto u obligación es el adecuado a su naturaleza.
c) Que existe remanente suficiente en el crédito indicado para dar cobertura al gasto u obligación y,
d) En el supuesto de que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual, si se cumple lo preceptuado en el artículo 39 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y disposiciones que la desarrollen.
e) Que consten los informes preceptivos que deban figurar en cada expediente.”
b) La verificación en que la fiscalización consiste se realiza sobre los documentos que forman parte del expediente de gasto: artículo 17.3 del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen del control interno ejercido por la IGAE, que establece, literalmente, lo siguiente: "3. En el ejercicio de la fiscalización previa se comprobará el cumplimiento de los trámites y requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico mediante el examen de los documentos e informes que integran el expediente".
c) "Este clásico control de legalidad, pleno y exhaustivo, permite (…) la detección de los actos defraudatorios contra las arcas públicas cuando la vulneración de la normativa administrativo-financiera puede deducirse del examen del propio expediente administrativo".63
d) Los documentos que forman parte del expediente están reflejados en las Guías de fiscalización de la IGJA. En ese sentido, la fiscalización de las TF consiste en verificar la existencia y corrección de los documentos y trámites que componen el expediente de gasto de las TF, que enumera la citada Guía y que son los siguientes:
	Propuesta de Resolución de órgano competente autorizando la transferencia.
	El calendario de pagos aprobado por la DG de Tesorería.
	Los documentos contables pertinentes que acreditan su consignación presupuestaria.
	El Programa de Actuación, Inversión y Financiación (PAIF) publicado en el BOJA por Orden de la Consejería de Hacienda.

e) No existe ninguna obligación legal de la IGJA de comunicar al Interventor Delegado los resultados de las auditorías ni de avocar la competencia para fiscalizar, puesto que los resultados de las auditorías no forman parte de las verificaciones de la fiscalización previa.
f) No se dio ningún supuesto legal que permitiera formular una nota de reparos, puesto que los expedientes cumplían todos los requisitos legales.
g) En tal sentido, no era un motivo legal para formular una nota de reparos, el hecho de que la Consejería de Empleo se propusiera emplear dichas TF para financiar ayudas sociolaborales gestionadas por ella misma y pagadas por IFA/IDEA. En primer lugar, porque tal circunstancia no se desprende de los documentos que forman parte del expediente de la TF y, en segundo lugar, porque era el propio Presupuesto de la Junta de Andalucía el que establecía dicha previsión.
h) Tampoco era un motivo legal para formular una nota de reparos el hecho de que la IGJA hubiera detectado deficiencias en la gestión de las ayudas por la DGTSS. En primer lugar, porque tal circunstancia no se desprende de los documentos que forman parte del expediente de la TF y, en segundo lugar, porque, en todo caso, se trataría de unas circunstancias ya acaecidas que no tienen por qué afectar al gasto que se está fiscalizando.
i) Tampoco era un motivo legal para formular una nota de reparos el que mencionan los peritos de la IGAE en su informe, en el que se refieren al artículo 83 de la Ley de Hacienda, que establece que la Intervención deberá formular una nota de reparos cuando se estime que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos a la Junta o a un tercero. Pero, nótese cómo los peritos de la IGAE se refieren a este extremo. Para los peritos de la IGAE las razones por las que podría producirse un quebranto económico a la Junta o a un tercero, pudieran ser: “la tramitación de un expediente de transferencia de financiación, que permitiera después la concesión de subvenciones con cargo a ella prescindiendo absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o haberse superado los créditos presupuestarios”. Esta argumentación es absurda por varios motivos:
	Porque tales circunstancias en manera alguna se desprenden de los documentos que forman parte del expediente de gasto de las TF.
	Porque, de ningún modo puede admitirse que la aprobación del gasto de una TF conlleve, por sí misma, perjuicio alguno; paralelamente también puede decirse que nada asegura que, si en lugar de la TF se hubiera utilizado otra fuente de financiación quedaría conjurado ese riesgo.
	Finalmente, el informe pericial no expone la más mínima argumentación que permita saber cuáles son las razones por las que dichas circunstancias suponen un quebranto económico. ¿Por qué ha de ser un quebranto económico infringir el procedimiento o incurrir en un déficit?

j) Por otro lado, más adelante se argumentará que un eventual reparo de las transferencias de financiación no habría tenido eficacia alguna para detener las actuaciones de la DGTSS concediendo subvenciones o del IFA/IDEA pagándolas.
 
En cuanto a las evidencias que constan en las diligencias practicadas a lo largo del proceso y que apoyan nuestras tesis, debemos mencionar:
a) En un Informe dirigido a la Policía Judicial, el 4 de marzo de 2011, es decir, apenas un mes después de abiertas las diligencias, la IGJA se expresaba así:
“La fiscalización previa de las transferencias de financiación (…) se ciñe por tanto a la comprobación de la propuesta de Resolución de órgano competente autorizando la transferencia, del calendario de pagos aprobado, y de los documentos contables pertinentes que acreditan su consignación presupuestaria y asimismo de que el Programa de Actuación, Inversión y Financiación de la empresa ha sido publicado por Orden de la Consejería de Hacienda (artículo 60 del Texto Refundido por el que se aprueba la Ley General de Hacienda Pública de la Junta de Andalucía).
Estos trámites de fiscalización de las transferencias de financiación y su contenido se describen en las Guías de fiscalización de la Intervención General de la Junta de Andalucía que se encuentran disponibles en la página Web de la Consejería de Hacienda y Administración Pública.”
b) El Informe de la Cámara de Cuentas confirma que el expediente de gasto de la TF tiene el contenido que han establecido las Guías de Fiscalización de la IGJA, pues en su pág. 21, señala que el expediente de la transferencia de financiación consiste, exclusivamente, en una “propuesta de resolución del órgano competente autorizándola, que se verifique su inclusión en los Presupuestos, así como la existencia de crédito, y para su pago, el calendario aprobado por la Consejería competente en materia de Hacienda.” Hay que decir que la Cámara de Cuentas no ha formulado en su informe observación alguna, relativa a la tramitación de las TF ni a la fiscalización favorable de las mismas por la Intervención.
c) La exinterventora general Rocío Marcos, en la declaración prestada el día 1 de marzo de 2016 señaló:
	Por un lado, que ni la IGJA ni la Intervención Delegada estaban habilitadas para formular reparos contra las transferencias de financiación por hechos pasados o por deficiencias o irregularidades detectadas en los informes de control financiero realizados por la IGJA.
	Y, por otro lado, que teniendo en cuenta que la gestión de las subvenciones que llevaba a cabo la DGTSS y su pago estaba desligada de las TF, consideraba que un reparo de las TF no suspendería dicha gestión ni su pago.

d) La Interventora Adjunta al Interventor General, Teresa Arrieta, en la declaración prestada en el juzgado el día 19 de mayo de 2016 confirmó exactamente la misma opinión vertida por Rocío Marcos.
e) El Informe pericial de la IGAE de diciembre de 2013 señala lo siguiente:
- Por un lado, que “Los expedientes de transferencias de financiación no carecían, en sí mismos, de ningún requisito o trámite esencial que permitiera su reparo por la Intervención Delegada en la Consejería.”.
- Y, por otro lado, los peritos afirman que “la Intervención Delegada fiscalizó de conformidad los expedientes de Transferencia de Financiación a IFA-IDEA que la CEM le remitió, al cumplir aquéllos los requisitos legales exigidos.”.
f) Por otro lado, el perito, Sr. Turrión, a la pregunta de mi abogado en el acto del juicio, sobre si, a la vista de lo dispuesto en el artículo 4.1 del RIJA y en el artículo 17.3 del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen del control interno ejercido por la IGAE, es cierto que de estas dos normas se desprende que la comprobación en que consiste la fiscalización previa se realizará mediante el examen de los documentos que integran el expediente de gasto, la respuesta fue que, efectivamente, así es.
 
Aquí nos encontramos con la clave del porqué la Intervención de la Junta no reparó las TF. Porque, de los documentos que integraban el expediente de gasto de las TF no se dedujo ninguna razón que exigiera o permitiera dicho reparo, ya que, como la propia IGAE señala en sus informes que acabamos de mencionar, “Los expedientes de transferencias de financiación no carecían, en sí mismos, de ningún requisito o trámite esencial que permitiera su reparo por la Intervención Delegada en la Consejería”, la cual, por tanto, los fiscalizó favorablemente, “al cumplir los requisitos legales exigidos”.
Eh aquí la contradicción en la que incurren los peritos de la IGAE. Por un lado, admiten que la fiscalización consiste en el examen de los documentos que forman parte del expediente de gasto y que de dichos documentos no se deduce ninguna circunstancia que permita su reparo por la Intervención. Pero, por otro lado, afirman que se debieron reparar las TF, pero, en base a circunstancias que no se extraen del contenido del expediente, sino de fuentes exógenas al mismo, como son los informes de control financiero.
g) La reforma legal de 2014 sobre las TF arroja una elocuente luz retrospectiva sobre las obligaciones legales de la Intervención de la Junta, relacionadas con las TF. En concreto nos referimos a la Orden de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, de 30 de abril de 2014, por la que se desarrollan los mecanismos adicionales de control de las TF. Esta norma establece, en su artículo 18, la obligación de la IGJA de comunicar a la intervención delegada correspondiente, en determinados supuestos, el uso indebido o inadecuado de las TF que se haya podido detectar en el ámbito del control financiero, con el fin de que dicha intervención delegada proceda a suspender, mediante nota de reparos, las TF de que se trate. Es evidente que esta norma está dictada al socaire de los hechos relacionados con el caso de los ERE y que, por tanto, con anterioridad a la promulgación de la misma no existía tal obligación de la IGJA.
h) El Informe emitido por la IGJA a mi solicitud, de 7 de noviembre de 2017, se pronuncia sobre este asunto, en las páginas 4 y siguientes, en los siguientes términos:
 
	A la pregunta de si cabe que la Intervención formule una nota de reparos contra un expediente de gasto de transferencia de financiación, que reúna los requisitos previstos en las Guías de Fiscalización, basada en el artículo 91.c) de la Ley de Hacienda, por el hecho de que en la concesión de las ayudas financiadas con la transferencia de financiación se prescinda absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o se superen los créditos presupuestarios, responde: “ninguna de las dos circunstancias señaladas (…) tienen nada que ver con el contenido y tramitación del expediente de gasto de la transferencia de financiación y, por tanto, no cabe por ese motivo formular una nota de reparos, ni aun en base a lo dispuesto en el artículo 91.c) del TRLGHP.”
	A la pregunta de si el Interventor General, haciendo uso de la facultad contemplada en el articulo 72.2 del Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía (RIJA) avoca la competencia que le corresponde a un Interventor Delegado, para fiscalizar un expediente de gasto de transferencias de financiación, ¿puede aquél formular una nota de reparos contra dicho expediente, basada en que, en la concesión de las ayudas financiadas con la citada transferencia se prescinda absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o se superen los créditos presupuestarios, responde: “no resulta legalmente procedente que el Interventor General fiscalice desfavorablemente un expediente de transferencia de financiación, basado en que en la concesión de las ayudas financiadas con la citada transferencia se prescinda absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o se superen los créditos presupuestarios aprobados para la transferencia de financiación, ya que ninguna de estas dos circunstancias tienen relación con la legalidad económico-presupuestaria del expediente de gasto de la transferencia de financiación, ni se desprenden de su contenido y tramitación, que es el alcance de la fiscalización previa.”
	A la pregunta de si la Intervención hubiera reparado las transferencias de financiación de los programas 22E y 31L, durante los ejercicios 2000 a 2009, ambos inclusive, ¿habría imposibilitado, de hecho o de derecho: a) que la DGTSS hubiera continuado otorgando ayudas, y b) que la entidad IFA/IDEA las hubiera seguido pagando, responde: por un lado, que “Una vez fiscalizadas las transferencias de financiación las actuaciones después realizadas con ellas no se vuelven a fiscalizar. Por tanto un reparo de la Intervención de las transferencias de financiación no hubiese evitado que se continuaran concediendo ayudas”; y, por otro, que “un reparo de las transferencias de financiación no habría imposibilitado, de acuerdo con la normativa de aplicación y de la práctica contable, que IFA/IDEA hubiera continuado ejecutando las órdenes de pago que recibía de la DGTSS.”
	Y, en relación con lo expresado en el apartado anterior, el informe señala lo siguiente sobre la reforma legal de 2004, relativa al control de las TF: “En la Orden mencionada, se establecen nuevos procedimientos de control de las transferencias de financiación, que, en síntesis, consisten en la comprobación de que las citadas transferencias de financiación respetan su régimen legal y, específicamente, que no se incumplen las normas relativas al destino que puede darse a las mismas. Esta reforma legal supone una importante modificación de los procedimientos anuales de control que sólo son aplicables desde la aprobación de la mencionada Orden de 30 de abril de 2014 y no lo eran con anterioridad.”

i) Es importante tener en cuenta, por las consecuencias que de ello se pueden derivar en el ámbito penal, que la fiscalización previa no es un informe vinculante. Además de no estar así calificado en la Ley, dicho carácter no vinculante se desprende de su regulación, contenida en el artículo 84 de la Ley de Hacienda, en virtud del cual, un reparo formulado por un interventor, delegado o general, puede ser revocado por el Interventor General o por el Consejo de Gobierno.
 
En definitiva y como resumen sobre la fiscalización de las transferencias de financiación, debemos decir que todos los expedientes de tal naturaleza tramitados reunían todos los requisitos legales; que no existió ninguna circunstancia que hubiera habilitado a la IGJA o a la ID de Empleo para formular una nota de reparos.
 
El reproche formulado por la acusación en relación con la pretendida omisión del reparo de las TF es tan inconsistente que ni siquiera se nos dijo qué delito se habría cometido. Y ello es así porque conceptualmente resulta imposible incardinar la no formulación de reparo de las TF en un delito de prevaricación o de malversación.
Si se pretende que sea constitutivo de un delito de prevaricación, lo sería en su caso de prevaricación por omisión. Ni siquiera se nos explicitó qué norma imponía en este caso concreto de forma imperativa la formulación de un reparo. En cambio, la prueba practicada acreditó que no cabía formular reparo a las TF porque el expediente de TF cumplía en sí mismo todos los requisitos que le son propios.
Pese a la evidencia del resultado de la prueba, la acusación insiste en que se habría omitido un supuesto deber imperativo de formular reparo a las TF. 
Si la acusación no indica qué precepto legal imperativo se ha infringido al no formular reparo a las TF, no podemos debatir y refutar contradictoriamente esa cuestión. No podemos, entre otras cosas, analizar si dicho precepto es susceptible de otra interpretación razonable en derecho, de tal forma que la omisión de ese deber impuesto en esa norma ignota no pueda considerarse groseramente contraria a derecho. 
Para apreciar delito de prevaricación la contradicción de la resolución con el ordenamiento ha de ser clamorosa y grosera hasta el punto de que carezca de justificación razonable desde cualquier perspectiva o interpretación de la norma que no sea “sostenible mediante ningún método aceptable de interpretación de la Ley” (auto del Tribunal Supremo de 14 de mayo de 2002 (RJ 2002/6843) y SSTS de 24 de noviembre de 2014 (RJ 2015/24), 11-12-2001(RJ 2002, 1792),5 de marzo de 1.997 (RJ 1997, 1697) y 12 de junio de 1.998 (RJ 1998,5314).
Para saber si la interpretación del precepto tenido en cuenta por la acusación es correcta o no, y si puede hacerse una interpretación razonable del mismo distinta a la que sostiene la acusación, es imprescindible saber de qué precepto estamos hablando. La acusación no dijo qué precepto es ése, y por tanto no pudimos argumentar nada en contra al respecto. La indefensión es más que evidente. 
El Interventor General pudo tener en cuenta — porque no la hay — ninguna norma que obligase a formular reparo a las TF en este caso concreto. Y si se sostiene que actuó a sabiendas de la arbitrariedad que suponía la conculcación de esa norma ignota, es algo que debe razonarse por la acusación, y no se hizo. Resulta diabólico pretender que sea el propio imputado el que alegue y acredite que no había, en todo el ordenamiento jurídico de aplicación, una norma que le obligase a actuar en el sentido pretendido por la acusación. 
Por otro lado, la falta de reparo a la TF de financiación tampoco puede ser constitutiva de un delito de malversación. 
Sobre esta cuestión, debe advertirse que el auto de incoación de procedimiento abreviado, al referirse a la malversación en relación conmigo, establecía que “asumí la eventualidad” del destino irregular de los fondos públicos. Es decir, que el marco fijado por el auto de incoación de procedimiento abreviado que no fue objeto de recurso por la acusación, era el de dolo eventual. Y no cabe la malversación por dolo eventual. Ni es posible que las acusaciones se excedan del marco delimitado por el auto de incoación de procedimiento abreviado.
El término consentir del art. 432 CP implica que existe también la posibilidad de oposición. Por tanto, la cuestión es si legalmente la intervención podía formular reparo al expediente concreto de TF. Y la respuesta es que no. No podía formular reparo a las TF porque no había motivo legal para ello. Los expedientes de TF cumplían todos y cada uno de los requisitos que le son propios. 
Por otra parte, el “consentir” implica no sólo que se omita una conducta debida, sino que dicha omisión se haga con conocimiento de que un tercero está sustrayendo caudales públicos. Y dicho elemento subjetivo no concurre en este caso. Del hecho de que conociera por mi labor de intervención que había irregularidades en el procedimiento de concesión de ayudas, procedimiento ulterior e independiente a los expedientes de transferencias de financiación, no puede desprenderse que supiera que terceros estaban malversando caudales públicos. La irregularidad administrativa puede ser causa de anulabilidad o de nulidad de pleno derecho pero es evidente que no tiene que suponer ni mucho menos la comisión de una infracción penal como la malversación. 
Si no tuve conocimiento de que terceros estaban sustrayendo caudales públicos, menos aún podía tener ánimo de que un tercero los sustrajera. Ánimo que además es incompatible con la denuncia reiterada por mi parte de las irregularidades detectadas en los procedimientos administrativos de concesión de ayudas por parte de la Consejería de Empleo. 
En definitiva, resulta absurdo que trate de sostenerse una especie de connivencia consentidora entre quienes se supone que dispusieron de forma indebida de caudales públicos y la persona que, precisamente, expuso en distintos informes remitidos a los órganos competentes la detección de irregularidades para que se adoptasen las medidas oportunas.
 
¿Por qué no se informaron desfavorablemente las modificaciones presupuestarias?
 
También se ha formulado acusación por no haber informado desfavorablemente una serie de modificaciones presupuestarias.
Sobre los aspectos fácticos de esta cuestión de las modificaciones presupuestarias hay que hacer determinadas precisiones. Son las siguientes:
a) Resulta relevante tener en cuenta que la primera de las 20 modificaciones presupuestarias de las TF para ayudas sociolaborales fue aprobada por el Consejo de Gobierno el día 18 de abril de 2000. Si se tiene en cuenta que fui nombrado Interventor General el día 21 de mayo de 2000, se colige con facilidad que no pude informar dicho expediente. De hecho, este informe aparece con la firma del entonces titular de la IGJA, Eduardo León Lázaro. Esta circunstancia tiene su importancia, porque si, como parece, se ha enjuiciado el diseño del mecanismo de los ERE, parece evidente que cuando me hice cargo de la IGJA, el procedimiento ya estaba diseñado y puesto en marcha, por cuanto esa primigenia modificación presupuestaria de 18 de abril de 2000 es la primera que dota créditos de la partida de TF de la Consejería de Empleo, a favor del IFA. Ni que decir tiene que el autor del informe de esta primera modificación presupuestaria no ha sido molestado en el proceso.
b) En segundo lugar, hay que tener en cuenta que, como se encuentra acreditado en la causa, mediante un certificado de la Consejería de Hacienda, los expedientes originales de las modificaciones presupuestarias anteriores a 2005 se encuentran destruidos, por criterios de archivística. Por tanto, los informes favorables de la IGJA relativos a expedientes anteriores a 2005 que obren en la causa, si es que hay alguno, no son originales. Y, por otro lado, el hecho de que conste que se produjo una modificación presupuestaria y que la misma fue informada por la Intervención, sin disponer del documento donde conste el informe y su remisión al solicitante, no permite saber quién fue el firmante del informe, si tenía carácter favorable o desfavorable o si, a pesar de su carácter favorable, contenía alguna indicación u observación que resultara relevante.
c) En tercer lugar, el Auto PROA comete un error garrafal cuando dice que informé “favorablemente a las modificaciones presupuestarias de 7 de diciembre de 2005; 7 de noviembre de 2006; 27 de noviembre de 2007; 22 de diciembre de 2008, que en este caso fueron cinco64; y 1 de diciembre de 2009.” Como se desprende de los documentos que obran en las diligencias:
- Los Informes de las modificaciones presupuestarias de 2005 y 2006, efectivamente, los firmé yo.
- El Informe de la modificación presupuestaria 613/2007, de 27 de noviembre de 2007 fue informado por el Interventor Adjunto al Interventor General.
- El expediente 653/2008, de 22 de diciembre de 2008 fue informado por el Interventor Adjunto al Interventor General.
- El expediente 691/2008, de 22 de diciembre de 2008 fue informado por el Interventor Adjunto al Interventor General.
- El expediente 715/2008, de 22 de diciembre de 2008 fue informado por el Interventor Adjunto al Interventor General.
- El expediente 584/2009, de 1 de diciembre de 2009, lo aprobó la persona titular de la Consejería de Hacienda, al contrario que los anteriores, que los aprobó el Consejo de Gobierno. Por ese motivo, este expediente no fue informado por la IGJA, porque no era preceptivo. Es importante hacer notar que, ni el Informe de la IGAE, ni el Auto PROA, ni, al parecer, las acusaciones, se han percatado, sin duda, porque no lo saben, que las modificaciones presupuestarias que son competencia del Consejero de Hacienda no son informadas por la IGJA.
En definitiva, el Auto PROA y las acusaciones, por descuido o ignorancia me imputaron haber emitido 7 informes presuntamente ilegales, de los cuales, sólo firmé 2, otros 4 los firmó otra persona, que no ha sido inquietada en este proceso y el séptimo era un supuesto en el que el informe de la IG no era preceptivo y, por tanto, no se emitió. Es decir, ni lo firmé yo, ni lo firmó nadie.
Esto ya lo habíamos advertido en el escrito presentado en el juzgado el 21-02-2014, en cuya página 45 se señala lo siguiente:
“De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del RIJA “Los expedientes de modificaciones presupuestarias incoados por las Consejerías y Organismos Autónomos serán informados previamente por las respectivas Intervenciones Delegadas o por el Interventor General en los casos que corresponda al Consejo de Gobierno su resolución.” Por tanto, de acuerdo con el RIJA, será preceptivo el informe de la Intervención de los expedientes de modificación que deban aprobar los titulares de las Consejerías o el Consejo de Gobierno, pero no los que apruebe el Consejero de Hacienda”.
 
Los argumentos legales en los que se defiende que todos los informes emitidos a las 20 modificaciones presupuestarias fueron legales se encuentran expuestos a lo largo de 27 páginas del escrito que presenté en el juzgado el 21 de febrero de 2014.
A continuación, se exponen sucintamente dichos argumentos y se añaden otros adicionales:
- El alcance del control que lleva a cabo la Intervención cuando informa una modificación presupuestaria se extiende a verificar si en su tramitación se han cumplido los requisitos legales de este tipo de expedientes. Y dichos requisitos se encuentran regulados en la Ley de Hacienda y en las leyes del Presupuesto de cada ejercicio. 
- La Guía de Fiscalización de la IGJA de las modificaciones presupuestarias define el alcance del informe de la Intervención a este tipo de expedientes, enumerando los requisitos o trámites cuya concurrencia se debe verificar. En concreto, lo que debe verificar la Intervención cuando emite un informe a un expediente de modificación presupuestaria es lo siguiente:
	Que constan en el expediente los documentos que señala la propia Guía, es decir, propuesta del documento contable que corresponda, solicitud de la modificación, memoria, e informes preceptivos.
	La descripción en la Memoria de la incidencia de la propuesta de modificación en la consecución de los objetivos del Programa.
	La perfecta correspondencia entre las aplicaciones presupuestarias afectadas descritas en la solicitud, el documento en el que se autorizará la modificación y las que aparecen en la propuesta de documento contable, y
	La competencia del órgano que aprobará la modificación presupuestaria.

- Todos los expedientes de modificación presupuestaria tramitados cumplían todos los requisitos legales de este tipo de expedientes, que se acaban de enumerar.
- El hecho de que el centro gestor de la partida que se modifica, en este caso la DGTSS, venga utilizando la misma de un modo inadecuado o incluso ilegal, no es motivo para que la Intervención informe desfavorablemente una modificación presupuestaria. Tales deficiencias son ajenas al expediente de modificación presupuestaria y deben ser corregidas en el seno del procedimiento en el que se hayan producido.65
- Tampoco es motivo para un informe desfavorable que el centro gestor se proponga y así lo manifieste, dedicar las TF al pago de ayudas sociolaborales. Y no sólo porque dicha circunstancia es una cuestión que queda fuera del alcance de este tipo de informes, porque no afecta al régimen jurídico de las modificaciones presupuestarias, sino porque dicho destino no entraña irregularidad alguna.66
- Las TF del Programa de los ERE eran auténticas TF y, por tanto, no sólo se destinaron a las ayudas sociolaborales, sino a otras finalidades que no tienen carácter controvertido. Como muestra de ello, podemos citar el documento de la acusación patrocinada por el Partido Popular presentado en la causa, en el que se pone de manifiesto que la partida de las TF del Programa de los ERE fue utilizada, entre otras cosas, para determinadas aportaciones realizadas por el IFA a la empresa Santana Motor, en su calidad de propietaria de esta. Desde tal punto de vista, reparar las modificaciones presupuestarias que incrementen la partida de las TF hubiera supuesto privar injustificadamente de financiación a otras atenciones públicas sobre las que no existe controversia alguna.
- La reforma legal de 2014 arroja luz retrospectiva para interpretar la normativa vigente hasta ese momento, al establecer una definición clara de las TF y unos mecanismos de control tendentes a verificar su cumplimiento, entre otros momentos, al informar las modificaciones presupuestarias. Efectivamente, en el artículo 13.2 de la Orden de la Consejería de Hacienda, de 30 de abril de 2014, que citamos anteriormente, se establece que en los expedientes de modificación presupuestaria en los que se incrementen los créditos de las TF “se comprobará, además del cumplimiento de lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y en la ley del Presupuesto, que el destino de los créditos afectados no es objeto de una concreción o singularización mayor que la prevista como destino legal de las trasferencias de financiación en el apartado 1 del artículo 58.bis del citado Texto Refundido, o en los estados de gastos del Presupuesto aprobados por el Parlamento.” Téngase en cuenta que el artículo 20 del RIJA establecía que “Cuando el expediente de modificación presupuestaria propuesto no se ajuste o contravenga lo establecido en la Ley General de Hacienda Pública o en la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, el Interventor correspondiente recabará del órgano proponente que se subsanen los defectos observados, o devolverá el expediente para que se amplíe su instrucción en los extremos deficientes.” Como dijimos anteriormente, el adverbio “además” que se contiene en la Orden citada, interpretado a la luz de lo que disponía el RIJA pone claramente de manifiesto que los controles adicionales establecidos en aquella no estaban en vigor con anterioridad a su promulgación.
- Por otro lado, debe tenerse en cuenta que los informes de la IGJA a los expedientes de modificación presupuestaria son preceptivos, pero no vinculantes. Es decir, que el órgano competente puede aprobarlos, aun con informe desfavorable de la IGJA, máxime, siendo este favorable. El argumento que se ha oído en la causa varias veces, en el sentido de que una modificación presupuestaria que cuente con un informe desfavorable de la IGJA no podría prosperar carece de apoyo legal alguno. Como, asimismo, carece de soporte legal otra afirmación que también se hace a veces, según la cual el Consejero de Hacienda o el Consejo de Gobierno estarían compelidos a aprobar una modificación presupuestaria, por el mero hecho de que cuente con un informe favorable de la IGJA. Entre otras razones, porque, como hemos dicho, el análisis que realiza la IGJA y que se plasma en el referido informe es limitado y en manera alguna se extiende a todos los aspectos que comporta un expediente de esta naturaleza. Su alcance consiste, exclusivamente, en verificar que se cumplen las normas relativas a este tipo de expedientes; se trata, por tanto, de una función reglada. En cambio, el órgano instructor y el competente para su aprobación actúan funciones o competencias discrecionales, en las que deben tomar en consideración, no sólo criterios de legalidad, sino, también, criterios de oportunidad, que le están vedados al Interventor. Esta opinión que acabo de exponer está corroborada por la Subdirectora General de Presupuestos, María de la Cabeza Caño, que depuso en la causa como testigo-perito ante el juez de Instrucción, el día 10 de febrero de 2016. En dicha declaración, la funcionaria Sra. Caño afirmó:
	Por un lado, que la Dirección General de Presupuestos está facultada para rechazar una propuesta de modificación presupuestaria planteada por una consejería, cuando no se encuentre de acuerdo con la misma.
	Y, por otro lado, que el Consejero de Hacienda y el Consejo de Gobierno pueden decidir no autorizar una modificación presupuestaria que se les someta, a pesar de contar con informe favorable de la IGJA.

Este planteamiento lo corrobora el Manual de Usuario del Sistema PALAS de gestión electrónica de las modificaciones presupuestarias, en el que pueden leerse, entre otras cosas, las siguientes:
	La Dirección General de Presupuestos examinará cada expediente y continuará su tramitación si está completo y correcto. De lo contrario podrá devolver el expediente, de forma motivada, al Órgano Gestor para que subsane los defectos encontrados o proceda a darlo de baja. También podrá solicitar “Completar Información”, con el objeto de que aporte documentación que amplíe o aclare alguno de los aspectos contenidos en el expediente. La Dirección General de Presupuestos puede solicitar al Órgano Gestor que revise algunos aspectos de la propuesta de expediente. Si la citada Dirección General acepta la tramitación del expediente, pasará automáticamente a la petición de los Informes que sean necesarios en función de su naturaleza.

Es decir, la Dirección General de Presupuestos puede: i) devolver el expediente de forma motivada para que la consejería interesada subsane defectos de los que pueda adolecer; ii) solicitar aclaraciones o documentación complementaria; iii) solicitar a la consejería interesada que revise algunos aspectos de la propuesta de expediente; iv) solicitar a la consejería proponente que proceda a dar de baja el expediente.
	Emitidos todos los informes, continuará la tramitación mediante la elevación del expediente para la aprobación del Consejero de Economía y Hacienda o del Consejo de Gobierno según el caso. Estos órganos podrán, a su vez, aprobar el expediente, o devolverlo a la Dirección General de Presupuestos, la cual resolverá o si le es posible subsanar el expediente o si debe devolverlo al Órgano Gestor.

 
Debemos decir que la tesis de la acusación, tildando de presuntamente irregulares los informes favorables de las modificaciones presupuestarias, carece de cualquier apoyo en ningún documento, informe o pericia que obre en la causa. Por el contrario, son numerosas las diligencias practicadas de las que se deduce justamente todo lo contrario, respaldando cuanto se acaba de decir.
Entre dichas evidencias que constan en las diligencias practicadas y que apoyan nuestras tesis, debemos mencionar:
a) El escrito de la IGJA de 20 de diciembre de 2011, remitido al juzgado, en el que se manifiesta que el informe de la Intervención a estos expedientes no se extiende a las irregularidades que se puedan estar produciendo en el empleo que de las partidas presupuestarias afectadas por la modificación lleve a cabo el órgano gestor.
b) El Informe de la Cámara de Cuentas sobre las ayudas sociolaborales, después de analizar los expedientes de modificaciones presupuestarias y las previsiones legales a las que se encuentran sujetos afirma, literalmente: “En todos los expedientes se cumplen estas previsiones”. Ergo, si los expedientes fueron todos legales, nada cabe reprochar al Interventor que emitió los informes favorables, reproche que en modo alguno realiza la Cámara.
Continuando con la opinión que a la Cámara de Cuentas le merecen las modificaciones presupuestarias que se enjuician en esta causa, debemos mencionar el hecho de que el expediente de modificación nº 691/2008, que es uno de ellos, fue objeto de control por la Cámara de Cuentas, con ocasión de los trabajos conducentes a la elaboración del Informe sobre la Cuenta General de la Junta de 2008. La Cámara de Cuentas señala que dicho expediente formó parte de la muestra de control del Informe de dicho ejercicio. Y, en el resultado de la fiscalización que se incluye en las páginas 62 a 82 del Informe de fiscalización de la Cuenta General, de la Contratación Administrativa y del Fondo de Compensación Interterritorial correspondiente al ejercicio 2008,67 la Cámara de Cuentas no formula ninguna objeción ni observación alguna respecto de la legalidad de este expediente.
c) La exinterventora general Rocío Marcos, en la declaración prestada el día 1 de marzo de 2016 afirmó, entre otras cosas, las siguientes:
- Ratificó lo que señalaba el Informe de 20 de diciembre de 2011 mencionado anteriormente.
- Y, por otro lado, señaló que, teniendo en cuenta que la gestión de las subvenciones que llevaba a cabo la DGTSS y su pago estaba desligada de las TF, consideraba que un informe desfavorable de las modificaciones presupuestarias que incrementaban la partida de las TF no suspendería dicha gestión ni su pago.
d) El Informe de la IGJA de 7 de noviembre de 2017, varias veces citado, se pronuncia sobre esta cuestión en las páginas 14 y siguientes, en los siguientes términos:
- A la pregunta de cuáles son los requisitos legales que debe cumplir un expediente de modificación presupuestaria que persiga incrementar la dotación de una partida presupuestaria para que merezca el informe favorable de la Intervención, responde en términos prácticamente idénticos al Informe de la IGJA de 20 de diciembre de 2011.
- A la pregunta de si cabe que la Intervención General informe negativamente una modificación presupuestaria, basando su dictamen en el presunto destino inadecuado que la entidad perceptora de la transferencia le haya dado o pretenda darle a la misma o en el hecho de que en la concesión de las ayudas financiadas con la citada transferencia se prescinda absolutamente del procedimiento legalmente establecido, o se superen los créditos presupuestarios, responde que la Intervención no está habilitada legalmente para informar desfavorablemente un expediente de modificación presupuestaria, por los motivos expresados anteriormente.
- A la pregunta de si tiene carácter vinculante el informe de la Intervención a las modificaciones presupuestarias responde que, al no existir ninguna norma que establezca que los informes de la Intervención General sobre las modificaciones presupuestarias son vinculantes, hay que decir que estos informes no tienen carácter vinculante.
- A la pregunta de si en el caso de que la Intervención hubiera informado negativamente los expedientes de modificación presupuestaria que incrementaron la dotación de la partida de TF para financiar las ayudas de los ERE, durante los ejercicios 2000 a 2009, ambos inclusive, ello habría imposibilitado, de hecho o de derecho: a) que la DGTSS hubiera continuado otorgando ayudas o subvenciones, y b) que la entidad IFA/ IDEA las hubiera seguido pagando, responde que dicho informe desfavorable no hubiera impedido la concesión de las ayudas ni que IFA/ IDEA las hubiera seguido pagando.
e) Debe destacarse que el Informe pericial de la IGAE no tacha de irregulares o ilegales los informes favorables a las modificaciones presupuestarias. Se limita a señalar literal y exclusivamente, lo siguiente: “Dado que las transferencias de financiación no era la partida adecuada para concesión de subvenciones, y dado que la IGJA había puesto de manifiesto este hecho en sus informes, no resulta razonable, a tenor de lo establecido en la normativa vigente, emitir informe favorable a las modificaciones presupuestarias que aumentaban dicha partida para tal finalidad.”.
f) En un informe que la D. G. de Presupuestos le dirigió al juzgado, se reconoce que una de las comprobaciones que dicha Dirección General realiza sobre las modificaciones presupuestarias es que la aplicación presupuestaria de destino sea la adecuada. En congruencia con ello, la Guía de Fiscalización de las modificaciones presupuestarias no incluye dicha comprobación dentro del alcance del informe de la Intervención a dichos expedientes.
 
En definitiva y como resumen sobre las modificaciones presupuestarias cabe decir que no hubo ningún motivo legal para informar los expedientes desfavorablemente, puesto que todos cumplieron con la legalidad aplicable; y que, en todo caso, de los 7 expedientes de modificación presupuestaria cuyo informe favorable me atribuye el Auto PROA, yo sólo firmé 2, 4 los firmó otra persona y el séptimo no tenía informe de la IGJA, por no ser preceptivo; y, de los 20 expedientes que me imputaba la Juez campeadora, el primero, no era yo aún Interventor General y, de los 19 restantes, sólo consta que haya firmado yo 2 de ellos. Finalmente, debemos repetir que ninguna eficacia habría tenido un informe desfavorable, para impedir que se siguieran concediendo y pagando las ayudas.
 
Lo que sí tenemos claro es que la acusación, para poder hacer la imputación que me hace a mi en relación con dichos informes a las modificaciones presupuestarias, ha de incardinarlos de forma disyuntiva en un delito u otro, pero no indistintamente en los dos, porque la acusación lo es en concepto de autor por un delito de prevaricación en concurso medial con un delito de malversación. La calificación como concurso medial — y no ideal —, supone que se considera que hay acciones u omisiones que me serían imputables constitutivas de un delito de prevaricación, necesarias para que llevase a cabo otras acciones u omisiones constitutivas de un delito de malversación. 
Esta gravísima y clamorosa falta de concreción a nuestro juicio impone por sí una sentencia absolutoria, porque la condena por uno u otro delito, obligaría al Tribunal sentenciador a ser él quien defina y concrete la acusación, y ello contradice el principio acusatorio y los más elementales principios de Derecho penal. 
No obstante lo cual, a mayor abundamiento de lo que ya se ha expuesto, el punto en que nos encontramos hace necesario justificar por qué los informes favorables a las modificaciones presupuestarias no son constitutivos de prevaricación ni de malversación, ni existe nexo de causalidad de medio a fin. 
Por qué no es delito de prevaricación: 
a).- Para apreciar delito de prevaricación, en primer lugar la autoridad o funcionario público ha de ostentar facultades decisorias en la materia de que se trate, (por todas, STS de 1 de julio de 2008 (RJ 2008, 5480), que recoge la jurisprudencia anterior), y no es el caso. 
b).- Un Informe no vinculante no es un acto administrativo. No supone “una declaración de voluntad de contenido decisorio que afecte a los derechos de los administrados o a la colectividad en general”, ni tiene efecto ejecutivo alguno. 
De acuerdo con lo dispuesto en el art. 83 del LRJAPPAC, salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes. Carácter de no vinculante que en este caso además se desprende de lo dispuesto en el art. 19 y siguientes del RIJA. 
El Tribunal Supremo ha tenido ocasión de señalar que, en presencia de determinadas circunstancias, podría llegar a merecer la consideración de resolución a los efectos del delito de prevaricación también un informe, siempre y cuando tenga carácter vinculante (STS de 24 de junio de 1994 (RJ 1994/5031) y 17 de febrero de 1995 (RJ 1995/1186) y 23 de enero de 1998RJ 1998/50). Pero no es el caso. 
En consecuencia, los informes a las modificaciones presupuestarias que analizamos, al carecer de efecto vinculante, no constituyen ni pueden constituir resolución administrativa a los efectos del art. 404 CP. Así lo ha establecido el Tribunal Supremo, entre otras, en sentencia de 27 de junio de 2003 (RJ 2003/4366), dictada en la misma línea que las anteriormente citadas, y de forma clara en la STS núm. 627/2006 de 8 junio, al subrayar que “La emisión de informes, salvo en la prevención urbanística y medioambiental, no integran el delito de prevaricación”. 
c).- Los informes emitidos por la Intervención respecto de las modificaciones presupuestarias de referencia no son informes contrarios a Derecho y mucho menos arbitrarios. Por las razones expuestas anteriormente, a las que nos remitimos en evitación de reiteraciones. 
Como se ha analizado, precisamente la normativa vigente impedía emitir informe desfavorable, porque todos expedientes de modificación presupuestaria cumplían en sí mismo todos los requisitos que le son propios.
d).- Siendo Informes conforme a Derecho, no cabe afirmar que se emitieran a sabiendas de la ilicitud de los mismos. 
e).- A lo anterior se añade que, dado el carácter de no vinculante de los informes relativos a los expedientes de modificación presupuestaria, un informe favorable carece de aptitud para ser necesario para un ulterior delito de malversación. Si no es vinculante, carece de relevancia respecto a la malversación, pues una eventual malversación podría cometerse con o sin informe favorable.
Por qué no es delito de malversación: 
Por otro lado, un Informe favorable a un expediente de modificación presupuestaria tampoco puede ser en sí mismo constitutivo de un delito de malversación. Al tratarse de un informe no vinculante, no puede equipararse a consentir que otro defraude, porque ese tercero para defraudar no necesita de dicho Informe favorable. 
Emitir informe favorable podría en el plano de la abstracción llegar a equipararse a permitir algo si hubiera podido oponerse de forma efectiva. Pero la intervención no sólo no podía oponerse de forma efectiva (porque un eventual informe desfavorable no es vinculante), sino que ni siquiera podía oponerse a la emisión de un informe favorable, por la sencilla razón de que no había motivo legal para ello. 
La cuestión a plantearse es si el Interventor General disponía de algún instrumento legal para informar desfavorablemente dichas modificaciones. No ya si debía informar de modo desfavorable, que ha quedado claro que no, sino si tenía opción legal para informar desfavorablemente. Y la respuesta es que no. Todos los expedientes de modificación presupuestaria tramitados cumplían todos los requisitos legales de este tipo de expedientes, que se han enumerado con anterioridad. 
Consentir implica que también se puede oponer, es decir, que legalmente podía haberse opuesto a la emisión de informe favorable. Y, por todas las razones que se han expuesto, no era el caso. No podía oponerse a emitir informe favorable porque no había motivo legal para ello, y así se ha acreditado en esta causa. Se trata de un extremo que ha quedado ratificado hasta la saciedad con la prueba practicada, a la que hemos hecho alusión con anterioridad. 
A lo anterior se suma que no existe nexo de causalidad posible entre el informe favorable y el destino final de los fondos. Si los referidos informes, ni son vinculantes ni despliegan efectos suspensivos en caso de ser desfavorables, ni condicionan en modo alguno la decisión del órgano competente para tramitar y aprobar la modificación presupuestaria, que puede apartarse del criterio expresado, no es sostenible afirmar que la emisión de informe favorable implique, ni en el plano fáctico ni en el plano de la abstracción, consentir que un tercero malverse caudales públicos, pues puede hacerlo con o sin el informe favorable, que no es necesario para ello, toda vez que en todo caso el órgano competente para resolver puede apartarse del criterio expresado en el informe de la Intervención. 
Dado el control de legalidad formal que supone la emisión de un informe a las modificaciones presupuestarias, el hecho de que fuese favorable afirmando por tanto el cumplimiento de los requisitos formales exigidos, no implica conocimiento, y mucho menos aceptación de que por parte de terceros se malversaran caudales públicos. No cabe malversación por dolo eventual (STS núm. 362/2018 de 18 de julio (RJ 2018/3772)). “Consentir” ha de suponer (presupone) un conocimiento cabal del resultado final de la malversación de otro. Y la intervención no sabía ni tenía forma de saber que terceros estuvieran malversando. No es una conclusión que se desprenda de simples irregularidades administrativas. 
La malversación requiere e implica “consentir”. Las palabras y los verbos empleados en un tipo penal no son orientativos, sino definitorios. Las acciones u omisiones que no pueden encuadrarse en un tipo penal, quedan al margen del derecho penal. Lo contrario implica distorsionar y retorcer el lenguaje en perjuicio del reo, vulnerando el principio de legalidad y tipicidad. 
 
¿Por qué no se emitió un informe de actuación?
 
El Auto PROA no menciona, en absoluto, el Informe de actuación, como tampoco lo hace el escrito de acusación de los fiscales.
 
Los argumentos legales en virtud de los cuales no era preceptivo ni adecuado emitir un informe de actuación en este caso, constan en 35 páginas de los escritos que presenté en el juzgado el 21 de febrero de 2014 y el 6 de abril de 2016.
En cuanto a las evidencias que constan en las diligencias practicadas y que apoyan nuestras tesis, debemos mencionar:
a) Escrito de la IGJA a la Policía Judicial de 25-03-2011, en el que se expresa así: “Entre 2001 y 2008 no se han emitido por la Intervención General informes de actuación al IFA/IDEA, al no considerarse que el informe de actuación tal como se encuentra regulado en el Decreto 9/1999 resultara de aplicación a las recomendaciones efectuadas en los citados informes. Dicho procedimiento está previsto para la subsanación de irregularidades de la actividad de la entidad auditada, mientras que las observadas ponían de manifiesto que habían de atribuirse al ámbito competencial de la Consejería de Empleo, y en concreto de la Dirección General de Trabajo.”.
b) Escrito de 18 de junio de 2012, que presenté ante la Cámara de Cuentas, que se encuentra unido a mi declaración en el juzgado, el 25 de julio de 2013.
c) Escrito de 31 de octubre de 2012, que presenté ante la Comisión de Investigación del Parlamento de Andalucía, que se encuentra unido a mi primera declaración en el juzgado, el 25 de julio de 2013.
d) Mi declaración ante la Comisión de Investigación, en la que, a preguntas de los diputados, razoné que en este caso no procedía emitir un informe de actuación, porque la Intervención no detectó un supuesto de menoscabo de fondos públicos y porque, en todo caso, las deficiencias advertidas tenían su origen en la Consejería de Empleo y no en el IFA.
e) El Informe de la Cámara de Cuentas afirma que “la ausencia de Informe de Actuación puede deberse a que por parte de la Intervención no se apreciaron circunstancias que, por su importancia, pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos”.
f) En las alegaciones presentadas por la IGJA, suscritas por el entonces Interventor General, D. Adolfo García Fernández, se señala lo siguiente: “El informe de actuación, como recoge en sus conclusiones el propio informe de fiscalización objeto de alegación, procede para entidades sometidas a control financiero e incluidas en el ámbito de aplicación del Decreto 9/1999 de 19 de enero, no siendo aplicable cuando las circunstancias que podrían motivarlo son ocasionadas por entidades no incluidas en el citado ámbito subjetivo tal como es la Consejería de Empleo. No se emitió informe de actuación porque las deficiencias, incumplimientos e irregularidades puestas de manifiesto eran atribuibles a la Consejería y por tanto la adopción de medidas de corrección correspondía a esta no a IFA-IDEA. Lo mismo puede decirse respecto de la existencia de circunstancias que pudieran ocasionar menoscabo. No se detectaron en IFA-IDEA por lo que no procedía informe de actuación.
g) En las alegaciones presentadas por la anterior Interventora General, Dª Rocío Marcos, en las que se adhiere a las alegaciones presentadas por la IGJA.
h) En las alegaciones presentadas por mí mismo se sostiene la misma tesis.
i) El Informe del Gabinete Jurídico de la Cámara de Cuentas. Este informe, emitido por la funcionaria responsable del asesoramiento en Derecho de la Cámara de Cuentas de Andalucía es particularmente concluyente cuando afirma: “Con base a lo expuesto no procede la emisión del Informe de Actuación que solo es predicable en supuestos de entidades sometidas a control financiero pero no a entidades, como la Consejería de Empleo sometida a intervención previa o crítica del gasto, acto a acto.”
j) La declaración de Ignacio García Revilla, realizada en el juzgado el día 11 de mayo de 2016, en la que confirmó la improcedencia del informe de actuación.
k) La declaración de Rocío Marcos, realizada en el juzgado, el día 1 de marzo de 2016, en la que ratificó que la emisión de un informe de actuación no era procedente en este caso.
l) El Informe HPP 10132/14 del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, en el que, entre otras cosas, se afirma que para que proceda la emisión de un informe de actuación, el menoscabo debe ser real y efectivo y no potencial.
m) La Instrucción núm. 4/2017, de la Intervención General de la Junta de Andalucía, que se dicta, entre otras cosas, para la aplicación del artículo 12.5 del Decreto 9/1999, sobre el informe de actuación, de la que merecen destacarse las siguientes indicaciones que se formulan a todos los interventores de la Junta de Andalucía:
- Informe de actuación por falta de seguimiento de recomendaciones: las deficiencias deben ser imputables a la entidad auditada y debe ser ella la responsable de subsanarlas.
- Informe de actuación por menoscabo: el menoscabo debe ser real y efectivo y no potencial.
n) Declaración en juicio de la auditora de la Cámara de Cuentas, Nuria Mendoza, que afirmó que si la IGJA no emitió un informe de actuación, es porque no encontró en su momento razones para ello.
o) Declaración en juicio del auditor de la Cámara de Cuentas, Carlos Vaz, que se negó a ratificar, a preguntas del fiscal, un memorando interno de la Cámara, en el que se concluía la necesidad de emitir un informe de actuación y señaló que no se puede juzgar en 2012 (fecha de emisión del informe de la Cámara) la decisión que adoptó la IGJA ocho años antes, de no emitir un informe de actuación.
 
Frente a este abrumador elenco de opiniones expertas que se han venido manifestando en el sentido de que en el caso que nos ocupa no era procedente ni viable la emisión de un informe de actuación, la única opinión en contrario que consta en las diligencias, salvo error u omisión, es la que procede del Informe pericial de la IGAE. Esta opinión carece por completo de fundamento, como veremos a continuación. Lo que señala el Informe pericial de la IGAE es lo siguiente:
- Por un lado, que en el proceso de concesión de subvenciones por parte de la CEM se estaban produciendo graves irregularidades, consistentes en el hecho de haberse prescindido absolutamente del procedimiento legal establecido, es decir, el informe reconoce que “Las irregularidades puestas de manifiesto por la IGJA en sus informes de control financiero sobre la tramitación de subvenciones sociolaborales y a empresas en crisis, antes descritas, correspondían y estaban originadas, en efecto, en la Consejería de Empleo”.
- Y, por otro lado, que “la IGJA puso de manifiesto que IFA-IDEA participaba, como entidad colaboradora, en un sistema irregular de gestión de subvenciones, mediante el pago de las ayudas. Por ello, en nuestra opinión, era de aplicación la obligatoriedad legal de la IGJA de emitir el informe de actuación a que se refiere el artículo 12.5 del Decreto 9/1999, de 19 de enero, dado que las actuaciones de IFA-IDEA como pagador, «pudieran ocasionar menoscabo de fondos públicos», al materializar el proceso de gestión de las ayudas que, de forma irregular, comenzaba la Consejería de Empleo. El informe de actuación, si bien no tiene legalmente prevista su remisión a la Consejería de Empleo, sino a la de Innovación de la que IFA-IDEA dependía, nada parece que impidiera su envío también a aquélla.”
Los graves errores en los que incurre esta tesis de la pericia son:
a) El principal es el de calificar las deficiencias de procedimiento directamente como un supuesto de menoscabo de fondos públicos. Los peritos de la IGAE, como tantas veces en esta causa, aplican un conocimiento retrospectivo a la realidad que analizan y califican como menoscabo de fondos públicos lo que, entre 2000 y 2010 sólo eran deficiencias de procedimiento.
b) El segundo, el de atribuirle al IFA/IDEA la responsabilidad del hipotético menoscabo, cuando es evidente que las causas invocadas son responsabilidad de la Consejería de Empleo.
c) Y, el tercero, que para resolver el sinsentido de la argumentación, acude a la ocurrencia de afirmar que el informe de actuación se le puede notificar a la Consejería de Empleo, en contra de lo dispuesto en el artículo 12.5 del Decreto 9/1999.
 
En definitiva y como resumen sobre el informe de actuación, debemos decir que no se emitió el mismo porque no concurrió ninguno de los supuestos legales que obligan a ello, es decir que las deficiencias advertidas no constituían menoscabo de fondos públicos y, además, no habían sido ocasionadas por una entidad sujeta a control financiero, emitiéndose, en cambio, un informe no preceptivo, dirigido a la Consejería de Empleo, causante de las irregularidades detectadas y quien debía corregirlas.
En otro orden de cosas, cabe afirmar que la obligación de emitir un informe de actuación no tiene una concreta fecha de caducidad y no hay noticia de que mis sucesores en la IGJA hayan emitido el informe cuya omisión a él se le reprocha.
 
Realmente, con el tenor literal de la acusación, no tenemos del todo claro que se me reproche penalmente la no emisión de informe de actuación. 
Recordemos que nada se decía del informe de actuación de forma expresa en el Auto de incoación de procedimiento abreviado. Y nada se decía en el escrito de conclusiones provisionales ni definitivas del Fiscal y del Partido Popular, que se remitió al de éste. La no emisión de un informe de actuación no ha sido aludida de forma expresa como hecho objeto de imputación hasta el informe final de la acusación. Y lo ha sido por parte del Ministerio Fiscal para, prácticamente a renglón seguido, afirmar que idéntica dación de cuentas se dio mediante la elaboración y remisión del Informe adicional a quienes tenía potestades ejecutivas para tomar medidas. 
A la vista del veleidoso tratamiento del tema del Informe de actuación por la acusación, a realmente me queda la duda— no resuelta— de si se me reprocha o no penalmente la no emisión de informe de actuación. Y nos vimos obligados a defendernos “preventivamente” para el supuesto de que, ante esa incertidumbre acusatoria, el Tribunal entendiera o interpretara que en efecto la acusación ha formulado reproche penal en relación al Informe de actuación. 
Por otra parte, en este punto, al igual que sucede con otras materias, la acusación no concretó si la no emisión del Informe de actuación era considerada constitutiva de un delito de prevaricación, o de malversación. Y, si la conceptuaba como prevaricación, en qué se fundamentaba en este caso concreto la consideración de medio a fin propia del concurso medial que sostenía la acusación. 
En cualquier caso, la defensa preventiva nos obligó a hacer una serie de precisiones.
En relación al delito de prevaricación: 
Sería en su caso una prevaricación por omisión, cuya apreciación, entre otros elementos, requiere que exista un deber imperativo de actuar en un determinado sentido. Y en este caso no existía tal deber imperativo, pues no se daba el supuesto de hecho previsto en el art. 12.5 del decreto 9/1999 para la emisión de un informe de actuación, por las razones antes expuestas, a las que nos remitimos. 
Ha sido abundante la prueba (por no decir prácticamente unánime) que ha venido a corroborar que no procedía emisión de informe de actuación. Pero, incluso si finalmente pese a ello se alcanzase por el Tribunal la conclusión contraria y se considerase que sí procedía su emisión, lo que sí ha quedado acreditado de forma innegable es que la no emisión de informe de actuación se asienta en razones de hecho y derecho que conforman un criterio perfectamente fundado. E, incluso en la hipótesis menos favorable, lo que en última instancia no puede negarse es que la procedencia o no de un informe de actuación era una cuestión controvertida que no estaba jurídicamente clara. 
De hecho, así lo viene a corroborar la Instrucción aclaratoria 4/2017 de la IGJA, que pone en evidencia que hasta esa fecha no estaban acotados con claridad los elementos que habilitaban la emisión de informe de actuación, estableciéndose mediante dicha instrucción y hasta el día de hoy, un criterio congruente y coincidente con el que sostenemos. 
Siendo ello así, no existía el deber imperativo de emitir informe de actuación que permitiría plantear una prevaricación por omisión, ni cabe apreciar que el criterio conforme al cual actué, que me llevó a emitir un informe adicional porque no procedía la emisión de Informe de actuación sea groseramente contrario a derecho. Como ya se ha expuesto, era un criterio razonable fundado en derecho, y tan fundado en derecho que a día de hoy continúa siendo el criterio que se aplica de conformidad con la citada instrucción 4/2017. 
Para apreciar en abstracto el delito de prevaricación el Tribunal Supremo destaca que la contradicción de la resolución con el ordenamiento (o bien la omisión de la misma) ha de ser “flagrante y clamorosa”, “esperpéntica”, “grosera” hasta el punto de que carezca de justificación razonable desde cualquier ángulo o posibilidades de interpretación de la norma de que se trate, procesal o sustantiva, o “que se aparte de todas las opciones jurídicamente defendibles, careciendo de interpretación razonable, siendo en definitiva exponente de una clara irracionalidad” o que no sea “sostenible mediante ningún método aceptable de interpretación de la Ley” (auto del Tribunal Supremo de 14 de mayo de 2002 (RJ 2002/6843) y SSTS de 24 de noviembre de 2014 (RJ 2015/24), 11-12-2001 ( RJ 2002, 1792),5 de marzo de 1.997 (RJ 1997, 1697) y 12 de junio de 1.998 (RJ 1998,5314)). Como señala el Tribunal Supremo en Auto de 29 enero 2016 (RJ\2016\439), ante la existencia de discrepancias interpretativas (fundadas y legítimas, se entiende), no cabe apreciar una contradicción patente y grosera con el Derecho, ni cabe hablar de una ilegalidad evidente flagrante y clamorosa. Y afirmaba entonces el TS que no correspondía a la jurisdicción penal resolver el fondo de dicha controversia jurídica porque no es esa la jurisdicción propiamente competente, pero añade que “sí es factible afirmar que precisamente la disparidad de criterios sobre normas jurídicas y procedimiento aplicable elimina los indicios de una posible prevaricación”. 
En definitiva, se excluye la existencia de prevaricación cuando el funcionario actúa en atención a la normativa que resulta de aplicación, aun cuando la interpretación a priori razonable de dicha norma pueda ser considerada incorrecta posteriormente en la revisión pertinente. No basta la mera ilegalidad, interpretación errónea, equivocada o discutible como tantas veces ocurre en el ámbito del derecho, pues ello supondría anular en la práctica el control y facultad revisora que corresponde a los tribunales del orden contencioso-administrativo. 
A ello se suma la obviedad de que un informe de actuación no es una resolución administrativa. Es un informe, además de carácter no vinculante ni decisorio, que, como tal, no es susceptible de integrar un delito de prevaricación. No concurriendo esos tres elementos, resolución administrativa cuyo dictado venga impuesto por una norma imperativa de tal forma que su omisión sea grosera y clamorosamente contraria a derecho, no es preciso el examen de los requisitos restantes, pues no cabe que concurra el conocimiento de una arbitrariedad que no existe. En este sentido, las SSTS de 27 de junio (RJ 2003, 4366) núm. 300/2012, de 3 de mayo (RJ 2012, 5980), y num. 787/2013 de 23 octubre (RJ\2013\7122) recuerdan que jurisprudencia y doctrina entienden por resolución todo acto de la Administración Pública de carácter decisorio que resuelve sobre un asunto con eficacia ejecutiva. En el mismo sentido la STS nº 48/2011 (RJ 2011, 2372) que cita la nº 939/2003 (RJ 2003, 4366), con cita de otras tantas, establecía que resolver es decidir en sentido material, o, como se ha dicho, sobre el fondo de un asunto. Quedan por tanto excluidos, de una parte, los actos políticos, y, de otra, los denominados actos de trámite (v.gr. los informes, consultas, dictámenes o diligencias) que instrumentan y ordenan el procedimiento para hacer viable la resolución definitiva, (SSTS 14 noviembre 2.003 (RJ 2004, 2126), 9 abril 2007, 1 diciembre 2.008, 1 julio 2.009 (RJ 2009, 4352), 2 febrero 2.011 (RJ 2011, 2372), entre otras).
Tampoco expuso la acusación el nexo de causalidad de medio a fin entre la no emisión de informe de actuación como forma de prevaricación y una posterior malversación. En cualquier caso, no habría nexo de causalidad posible entre un informe no vinculante y el resultado final de una malversación por parte de terceros. Y menos aún si, como la acusación sostuvo, el eventual efecto que pudo haber tenido el informe de actuación en el caso de darse el supuesto de hecho que legalmente habilita su emisión, fue suplido por el Informe Adicional emitido por IGJA que, en palabras de la acusación, reiteramos una vez más, fue una dación de cuentas más que suficiente para aquellos que podían adoptar medidas. 
En cualquier caso, un informe de actuación carece de cualquier efecto paralizador o suspensivo. Si la entidad que puede adoptar medidas no las adopta, es totalmente indiferente que el conocimiento de las irregularidades le haya sido puesto de manifiesto mediante un informe de actuación que no procedía o mediante el informe adicional que, en efecto, se le remitió. 
Y finalmente, en cuanto al delito de malversación, la no emisión de informe de actuación que legalmente no procedía, no puede entenderse como consentir que otro malverse caudales públicos. La única facultad de la Intervención en esta materia era la de emitir informe o no emitirlo. Informe que, además, al no ser decisorio ni determinante de nada, no permite apreciar el necesario nexo de causalidad con el resultado final. No procedía Informe de actuación y por eso se emitió un informe adicional, que en todo caso fue considerado por la acusación como dación de cuenta más que suficiente de la situación a quienes tenían facultades ejecutivas para tomar medidas. Facultades de las que sencillamente carecía el Interventor General. A lo cual se añade el hecho de que el conocimiento de irregularidades administrativas no supone ni se puede equiparar al conocimiento de que por parte de un tercero se estén malversando caudales públicos, por las razones ya expuestas, a las que nos remitimos en evitación de reiteraciones.
 
 
¿Por qué no se realizó el control financiero de subvenciones?
 
1. Porque las ayudas sociolaborales no son subvenciones.
El artículo 1.2 del Decreto Ley 4/2012, de 16 de octubre, de medidas extraordinarias y urgentes en materia de protección sociolaboral a ex-trabajadores y ex-trabajadoras andaluces afectados por procesos de reestructuración de empresas y sectores en crisis establece:
 
“A estas ayudas sociolaborales no les es de aplicación la normativa general sobre subvenciones públicas, en particular, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el Título VIII del Texto Refundido de la Ley General de Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, así como el Decreto 282/2010, de 4 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.”
 
La Junta de Andalucía no tiene competencia para establecer el ámbito de aplicación de la Ley General de Subvenciones, pues esta es una competencia estatal, que ha ejercido a través de la Ley 38/2003, General de Subvenciones, cuyos preceptos relativos al ámbito de aplicación de la norma tienen el carácter de legislación básica del Estado y, por tanto, indisponible por las Comunidades Autónomas. En consecuencia, la única interpretación constitucionalmente admisible de este precepto del ordenamiento jurídico de la Junta de Andalucía es entender que las ayudas que regula no son subvenciones, porque no es admisible que la Comunidad Autónoma de Andalucía establezca la no aplicabilidad de la LGS a una clase o categoría de subvenciones.
Esta interpretación está corroborada por un importante documento. Se trata del Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía al proyecto de Decreto Ley y su importancia reside en que se trata del principal asesoramiento jurídico que recibió el Gobierno de la Junta de Andalucía para aprobar la norma68 y hay que entender, por tanto, que en el contenido de dicho informe se encuentran los fundamentos jurídicos de la disposición. Este informe, entre otras cosas, contiene la siguiente declaración fundamental, en su página 35:
 
“En atención a todas estas circunstancias, y siendo conscientes de que es una cuestión debatida, consideramos ajustada al bloque de la constitucionalidad la opción del proyecto de considerar que estas ayudas no son subvenciones en sentido estricto.”
 
Consideramos fundamental este precepto que hemos mencionado por los siguientes motivos:
- Se trata de una norma con rango de Ley que no ha sido impugnada y, por tanto, plenamente válida y en vigor.
- De acuerdo con esta norma - el Decreto Ley 4/2012 -, las ayudas sociolaborales concedidas y pagadas con cargo al Programa de los ERE no son subvenciones. Pero, entiéndase bien, ni lo son, ni lo han sido, porque no es dable pensar que una figura jurídica sea o deje de ser algo, según los días. Máxime teniendo en cuenta que la norma de la que estamos hablando (véase su contenido), no es una ley, entendida esta como una norma de carácter abstracto y general, sino que se trata de lo que la doctrina denomina una Ley singular o de caso concreto, cuyo objeto no es tanto establecer una regulación general y abstracta de las ayudas sociolaborales, como resolver el problema planteado por una serie de ayudas ya concedidas.
- Y, por lo que ahora interesa, al no tener estas ayudas la naturaleza de subvenciones, quedan fuera del ámbito del control financiero de subvenciones. No es que no exista obligación legal de la IGJA, sino que no cabe realizar un control financiero sobre las ayudas. Como no cabría realizarlo sobre un préstamo, un aval o cualquier otro instrumento de auxilio o fomento proporcionado por la Administración a los particulares, distinto de las subvenciones en sentido estricto.
 
2 El resto de los argumentos contrarios a esta imputación constan en 16 páginas del escrito de 21 de febrero de 2014 presentado en el juzgado. A continuación, extractaremos las razones principales por las que no consideramos que quepa reprochar a la IGJA como algo indebido y mucho menos como una infracción dolosa, la no realización de un control financiero de subvenciones en este caso.
- No existe ninguna previsión legal que obligue a la IGJA a realizar el control financiero de determinadas subvenciones en concreto.
- El control financiero de subvenciones se realiza mediante la ejecución de planes anuales, en los que se incluyen las subvenciones registradas en la Base de Datos de Subvenciones. Las subvenciones del Programa de los ERE no estaban en ningún registro conocido.
- El control financiero de subvenciones se realiza sobre las subvenciones totalmente pagadas y justificadas, de acuerdo con lo dispuesto en la Instrucción 1/1998 de la IGJA. En la causa no se ha acreditado, en ningún momento, qué subvenciones pudieran encontrarse en tal situación, mientras yo fui Interventor General.
- El control realizado por la IGJA en 2005 sobre una muestra de ayudas, cuyos resultados se plasmaron en un informe adicional, puede ser caracterizado como un control financiero de subvenciones.
- La conducta más apropiada de un interventor, si se detecta causa de nulidad es suspender el control financiero de subvenciones y ponerlo en conocimiento del órgano concedente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.3 de la Ley General de Subvenciones, que es precisamente lo que hizo la IGJA en este caso.
 
3. En cuanto a las evidencias que constan en las diligencias practicadas y que apoyan nuestras tesis, debemos mencionar:
a) La Instrucción 1/1998 de la IGJA, en virtud de la cual, la IGJA realizará el control financiero de subvenciones mediante la aprobación de planes anuales de control, en los que se incluirán las subvenciones totalmente pagadas y justificadas durante el año anterior. En este sentido, hay que hacer notar que la IGJA, durante los años 2000 a 2010, en los que yo la dirigí, aprobó y ejecutó cada año un plan de control de subvenciones, con lo que dio cumplimiento a sus obligaciones legales sobre la materia.
b) Por Auto de 28-10-2011, el juzgado de Instrucción requirió a la IGJA para que aportara los informes que hubiera emitido sobre las ayudas sociolaborales a:
- Asociación de Prejubilados de Graficromo.
- Asociación de Antiguos Trabajadores Bodegas Nacional IV 2009.
- Asociación de Antiguos Trabajadores 11 Abril 2008 (González Byass).
La IGJA contestó mediante escrito de fecha 08-11-2011 que no había realizado ningún informe de control financiero sobre esas entidades.
b) En el Informe que la IGJA emitió, con fecha 15-05-2015, a requerimiento del Instructor del TS se acreditan, entre otros extremos, los siguientes:
- Que la IGJA cumplió sus obligaciones en materia de control financiero de subvenciones entre 2001 y 2009, aprobando y ejecutando cada año un plan de control financiero de subvenciones.
- Que entre los requisitos para que una subvención pueda someterse al control financiero de subvenciones se encuentran, “que se trate de subvenciones que hayan sido pagadas en su totalidad y estén justificadas o cuyo plazo de justificación haya vencido, de acuerdo con la información registrada en el sistema de Contabilidad de la Junta de Andalucía.”
- Que ninguna ayuda financiada con la TF del Programa de los ERE cumplió los requisitos para que se hubiera efectuado sobre las mismas un control financiero de subvenciones.
c) El Informe de los peritos de la IGAE se limita a señalar en este punto que “No consta que por parte de la IGJA se haya efectuado el control financiero de subvenciones concedidas por la Consejería de Empleo con cargo al programa 31L”, sin calificar dicha circunstancia como irregular, porque, evidentemente, no lo es.
d) La exinterventora general Rocío Marcos, en la declaración prestada en el juzgado el día 1 de marzo de 2016 señaló que no tenía conocimiento de la existencia de algún registro en el que constara qué subvenciones de las financiadas con la TF del Programa de los ERE están totalmente pagadas y justificadas, como requisito para ejercer sobre ellas un control financiero de subvenciones.
e) La Interventora Adjunta al Interventor General, Teresa Arrieta, en la declaración prestada en el juzgado el día 19 de mayo de 2016 señaló, entre otras cosas, las siguientes:
- Que no hay ninguna norma jurídica que obligue a la IGJA a realizar un control financiero de alguna subvención en concreto.
- Que la IGJA cumplió con sus obligaciones legales en materia de control financiero de subvenciones elaborando y ejecutando en los años 2000 a 2010 un plan de control financiero de subvenciones.
- Que los informes periciales de la IGAE no mencionan en ningún momento la Instrucción 1/1998.
- Que, de acuerdo con la citada Instrucción 1/1998, las subvenciones a incluir en los planes de control financiero son todas aquellas que se encuentren totalmente pagadas y justificadas.
- Que no tenía conocimiento de que las subvenciones financiadas con la TF del Programa de los ERE estuvieran incluidas en algún registro público que permitiera conocer cuáles de ellas estarían totalmente pagadas y justificadas.
- Que para justificar el correcto empleo de una subvención cuyo objeto consista en financiar seguros de renta a trabajadores desempleados deben acreditarse los pagos realizados a dichos trabajadores de las prestaciones en que el seguro consiste.
- Que si un interventor que realiza un control financiero de una subvención, tras el examen del expediente administrativo de concesión de aquella, concluyere que pudiera ser nula de pleno Derecho, por haberse prescindido absolutamente del procedimiento legalmente establecido, el interventor no podría emitir opinión y su informe sería de opinión denegada, que se comunicaría al órgano gestor de la subvención, que sería el responsable de adoptar las medidas oportunas para el restablecimiento de la legalidad.
f) El Informe de la IGJA de 7 de noviembre de 2017 se pronuncia sobre este asunto, en las páginas 22 y siguientes, en los siguientes términos:
- A la pregunta de si existe la obligación legal de la Intervención de realizar el control financiero de subvenciones en concreto, responde que “no existe ninguna previsión legal por la que se deba realizar el control financiero de subvenciones y ayudas sobre unas determinadas y concretas, sólo existe la obligación legal de realizar un plan de control tanto por aplicación de los dispuesto en el TRLGHP, como por aplicación supletoria de la LGS.”
- A la pregunta sobre si existe la obligación legal de la Intervención General de la Junta de Andalucía de realizar el control financiero de las ayudas sociolaborales concedidas por la DGTSS y pagadas por IFA/IDEA entre 2000 y 2009, con cargo al Programa presupuestario 31L, antes 22E, responde que “Acudiendo a la respuesta de la cuestión anterior, con carácter general no existe ninguna obligación legal de realizar el control financiero de subvenciones concretas; por tanto, tampoco existe tal obligación sobre las ayudas sociolaborales. No obstante, la práctica de gestión de estas ayudas hubiera impedido, que ni siquiera con un criterio estadístico se hubieran podido incluir en la muestra del plan de control, ya que como se ha dicho, las subvenciones y ayudas han de constar en el sistema contable de la Junta de Andalucía como pagadas y justificadas totalmente, lo que implica que estas subvenciones vayan unidas a un expediente de gasto, expediente que no existía para estas ayudas.”
- A la pregunta sobre si resulta apropiada la conducta de un interventor que, al realizar el control financiero de una subvención, detecte que su concesión pudiera ser nula de pleno derecho y decida interrumpir el control y dar cuenta al órgano concedente de la posible causa de nulidad para que adopte la resolución oportuna, responde que “Para estos supuestos, el artículo 49.3 de la Ley General de Subvenciones establece que «Cuando en el desarrollo del control financiero se determine la existencia de circunstancias que pudieran dar origen a la devolución de las cantidades percibidas por causas distintas a las previstas en el artículo 37, se pondrán los hechos en conocimiento del órgano concedente de la subvención, que deberá informar sobre las medidas adoptadas, pudiendo acordarse la suspensión del procedimiento de control financiero». Por tanto, en el caso planteado, si un interventor, al realizar el control financiero de una subvención detecta que la misma pudiera estar incursa en una causa de nulidad de pleno derecho, se considera que la suspensión del control financiero y la comunicación al órgano concedente, no sólo es la actuación más apropiada en orden a conciliar los distintos procedimientos (control financiero y declaración de nulidad), sino la que mejor se acomoda a lo previsto en la LGS.”
- A la pregunta sobre cuál es la respuesta adecuada a la circunstancia que se produjo cuando la IGJA realizó determinadas actuaciones de control sobre 25 ayudas financiadas con la transferencia de financiación del Programa 31L (antes 22E), con ocasión del control financiero permanente de IFA/ IDEA del ejercicio 2003, detectando que las mismas podrían estar incursas en causa de nulidad, responde que “Los trabajos que se realizaron podían asimilarse a lo que en el control financiero de las subvenciones se desarrolla para conocer si los beneficiarios cumplen las condiciones impuestas en la concesión de la subvención mediante el análisis del expediente administrativo. Si se asimilara a un control financiero de subvenciones, y tal y como se ha concluido en la respuesta anterior, se podría suspender el trabajo y proponer al órgano concedente que procediera a la oportuna revisión de la concesión. Ahora bien, puesto que no se estaba realizando un control financiero de subvenciones, las conclusiones obtenidas se incluyeron en un informe adicional al de control financiero permanente de IFA/IDEA que fue remitido a la Consejería de Empleo como responsable de las concesiones, ya que a éste correspondería, en su caso, el eventual inicio y resolución de los correspondientes expedientes de revisión.”
- A la pregunta sobre si la Intervención General realizó el control financiero de estas ayudas después de cesar Manuel Gómez como Interventor General, responde que “No consta que la Intervención General haya realizado control financiero de las mencionadas ayudas después de cesar D. Manuel Gómez como Interventor General.”
 
En definitiva y como resumen sobre el control financiero de subvenciones, debemos decir que la IGJA cumplió en todo momento sus obligaciones en la materia, aprobando y ejecutando planes anuales de control de subvenciones, habida cuenta, además, de que no existe ninguna obligación legal de realizar controles de subvenciones sobre subvenciones en concreto. No obstante, no hubiera sido posible realizar un control financiero de las subvenciones de los ERE, fundamentalmente, por dos razones: porque no estaban completamente pagadas y justificadas ante el órgano gestor y porque carecían de una documentación mínima. En todo caso, la IGJA realizó un control sobre una amplia muestra de expedientes y transmitió los resultados del mismo a la Consejería de Empleo.
Por otro lado, hay que tener en cuenta que ni el Juez instructor ni el Fiscal ni la defensa de Griñán han señalado qué subvención/es en concreto debió/eron ser objeto de un control financiero de subvenciones. A estas alturas resulta imposible determinar qué subvenciones en concreto (if any) podrían haber estado totalmente pagadas y justificadas antes de que yo cesara como Interventor General. Pero, en el tiempo transcurrido desde entonces, con seguridad, algunas de las subvenciones han concluido su proceso de pago y justificación y, con la misma seguridad sabemos que la IGJA no ha realizado nunca un control financiero de estas subvenciones.
 
Retenciones de crédito.
 
Lo que reprochó la acusación es que se alzara la retención ordenada a la Intervención Delegada de Empleo el 18 de octubre de 2004, a la que se ha hecho referencia con anterioridad, y que no se repitiera en años posteriores. Y lo hizo en los siguientes términos:
 
“Al conocer la situación de déficit presupuestario de 38.225 miles de euros, ejerciendo las competencias que la ley le atribuye, remite el interventor delegado de la Consejería de Empleo, Ramón Gutiérrez de la Chica comunicación el 18 de octubre de 2004 ordenando una retención de crédito cautelar en la aplicación presupuestaria 440.51 31 L del ejercicio 2004, y si no fuera suficiente en los sucesivos por importe de 38.225 miles de euros. El Interventor Delegado procedió a dicha retención — rechazando propuestas de documentos OP Y BARRADO DE DOCUMENTO ad EN LOS EXPEDIENTES DE GASTOS DE TRANSFERENCIAS DE FINANCIACIÓN DESDE LA Consejería de Empleo al IFA—, comunicándola a la Intervención General el 28 de octubre de 2004. Esta retención se deja sin efecto por el Interventor General D. Manuel Gómez Martínez”. 
 
En relación con el alzamiento de la retención, en el Informe final el Fiscal reprochó que se alzó sin que conste que hubieran cambiado las circunstancias que la motivaron.
La acusación pareció magnificar el concepto de retención cautelar de crédito, que es algo mucho más modesto de lo que se nos da a entender. 
Las retenciones cautelares de crédito son un mecanismo ordinario previsto en las normas contables de la Junta de Andalucía, para asegurar la cobertura presupuestaria de los compromisos de gasto adquiridos por la Administración, especialmente, con ocasión de las operaciones de cierre del ejercicio y de traspaso de saldos al ejercicio siguiente. 
El sentido de la retención es impedir que el órgano gestor consuma todo el crédito del año siguiente con nuevos compromisos, de modo que no quede remanente para asumir los que deben traspasarse y pagarse del ejercicio anterior.
En ocasiones ocurre que el importe del presupuesto de un ejercicio en una partida determinada no alcanza para asumir los gastos de ese ejercicio, más los compromisos ya adquiridos, procedentes de ejercicios anteriores. En estos casos, las normas contables habilitan, discrecionalmente, a la Intervención a practicar retenciones cautelares de crédito, para garantizar que, con cargo al presupuesto del ejercicio, se satisfagan, en primer lugar, los compromisos ya adquiridos, antes de asumir otros nuevos.
En este caso, al conocer que las cuentas anuales de IFA/IDEA ponían de manifiesto que la DGTSS había generado obligaciones sin cobertura presupuestaria por un importe de más de 38 millones de euros, se decidió ordenar a la Intervención Delegada de Empleo la contabilización de una retención de crédito cautelar por dicho importe. Se pretendía con ello que la DGTSS satisficiera las obligaciones ya contraídas, antes de generar otras nuevas. 
Los peritos de auxilio judicial, a preguntas de mi letrado, confirmaron que la finalidad de una retención es garantizar la satisfacción de las obligaciones ya adquiridas, antes de comprometer otras nuevas.
De modo que la IGJA hizo uso de esta facultad para tratar de garantizar que con cargo a las TF del ejercicio 2004 se satisficieran, en primer lugar, los compromisos adquiridos por la DGTSS a 31 de diciembre de 2003, que habían provocado el déficit que reflejaban las cuentas anuales de IFA/IDEA y que se plasmaría en el informe de control financiero permanente de cumplimiento del ejercicio 2003 que, en ese momento (10 de octubre de 2004), estaba realizando la IGJA. 
El Ministerio Fiscal señaló que la retención de crédito ordenada el 18 de octubre de 2014 se hizo “ejerciendo las competencias que la ley le atribuye”. No concretó en momento procesal alguno qué norma atribuye expresamente dicha competencia o facultad de practicar retenciones de crédito. 
Lo cierto es que la única habilitación legal expresa para efectuar retenciones cautelares de crédito se contempla para el supuesto de cierre del ejercicio. De hecho, en el Informe de la IGJA, de 7 de noviembre de 2017 se expone, al contestar a la cuestión relativa a la facultad que confieren a los interventores las órdenes de cierre del ejercicio presupuestario, para realizar retenciones cautelares de crédito en los procesos de traspaso entre ejercicios, lo siguiente: 
“3.14.- Cuestión 14. ¿Cuál es el alcance de la facultad que le otorgan a los interventores las órdenes de cierre del ejercicio presupuestario, para realizar retenciones cautelares de crédito en los procesos de traspaso entre ejercicios?
Respuesta de la IGJA a la cuestión 14:
“Las retenciones cautelares de crédito son un mecanismo ordinario previsto en las normas contables de la Junta de Andalucía, para asegurar la cobertura presupuestaria de los compromisos de gasto adquiridos por la Administración, especialmente, con ocasión de las operaciones de cierre del ejercicio y de traspaso de saldos al ejercicio siguiente.
En ocasiones ocurre que el importe del presupuesto de un ejercicio en una partida presupuestaria determinada no alcanza para asumir los gastos de ese ejercicio, más los compromisos ya adquiridos que no han podido imputarse a los presupuestos de ejercicios anteriores.
Este mecanismo no impide que el órgano gestor del gasto satisfaga los compromisos de cualquier clase que ya tenga adquiridos, sino, meramente, que contraiga otros nuevos, mientras no satisfaga los más antiguos o incremente la dotación de la partida presupuestaria correspondiente, mediante una modificación presupuestaria.
Por tanto, el alcance de la facultad que se otorga a los interventores por las órdenes de cierre del ejercicio presupuestario consiste en habilitarles a practicar retenciones cautelares de crédito, para garantizar que, con cargo al presupuesto del ejercicio se satisfagan, en primer lugar, los compromisos ya adquiridos de años anteriores, antes de asumir otros nuevos.”
Se trata de un mecanismo puramente contable, previsto en las órdenes de cierre del ejercicio que, en lo que se refiere a la actuación que estamos comentando, se encontraba previsto en la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda, de 15 de octubre de 2003, sobre cierre del ejercicio presupuestario 2003 (art. 13.e), cuyo tenor literal era el siguiente: “e) Para garantizar la completa finalización de las operaciones de traspaso, se autoriza a los Centros Contables a practicar retenciones cautelares de crédito.”
Por tanto, la normativa contable contempla la facultad de practicar retenciones cautelares que aseguren las operaciones de cierre del ejercicio, supuesto éste que, aunque guarde cierto parecido con el que nos ocupa, es distinto.
Asimismo, Luis. Hinojosa afirmó en el juicio la ausencia de habilitación legal expresa y llegó a decir que si la Consejería de Empleo hubiera solicitado que se alzara la retención, por carecer la IGJA de facultades para ello, debería haberse alzado.
A la pregunta que se hizo el Ministerio Fiscal en cuanto al motivo por el que se dejó sin efecto la retención, la respuesta es que cuando la Consejería de Empleo acreditó ante la IGJA que había promovido un expediente de modificación presupuestaria para cubrir el desfase presupuestario y que dicha modificación contaba con el visto bueno de la Dirección General de Presupuestos, se ordenó a la Intervención Delegada de Empleo el alzamiento de la retención cautelar. 
Además, el 1 de noviembre de 2004 entró en el Parlamento el proyecto de presupuesto para 2005, que contenía un crecimiento de la partida de las TF de 17 millones de euros (pasaba de 65 millones de euros a 82 millones de euros, por lo que se cubrirían casi el 50% de las obligaciones excedidas). 
En adición a lo anterior, ha de tenerse en cuenta que la IGJA ordenó la retención cautelar y alzó la misma, antes de emitir en 2005 el famoso informe adicional que se adjuntaba al informe de control financiero permanente del año 2003. Ello supone que al tiempo en que se alzó la retención, la Intervención aún no había elaborado el tantas veces citado informe adicional, y, por tanto, eran desconocidas aún las irregularidades que se detectaron con ocasión de las labores de dicho control.
Y a mayor abundamiento, resulta esencial destacar que, en cualquier caso, el ejercicio estaba terminando y, por tanto, el 31 de diciembre de 2004 la retención cautelar habría dejado de surtir efecto automáticamente, a partir del 1 de enero de 2005, por el cierre del ejercicio, momento en el cual la retención habría quedado automáticamente anulada. 
Éstas y no otras fueron las razones por las que se alzó la retención cautelar ordenada en octubre de 2004, antes de que concluyera dicho ejercicio. Frente a esta realidad, la tesis de la acusación resulta sencillamente insostenible. 
Al referirse a la razón que supuestamente motivó el alzamiento de la retención de crédito, en su informe el Ministerio Fiscal fundamentó su tesis acusatoria en la declaración prestada por el Sr. Guerrero. En concreto, la declaración que consta en el sumario, en la que éste afirmaba haber mantenido una reunión con los Sres. Martínez Aguayo, Barberá Salvador y Lozano Peña y yo mismo, aduciendo la acusación en dicho trámite de informe lo siguiente: 
 
“Se mantuvo en 2005 con la asistencia de los encausados, Sra. Martínez Aguayo, Sr. Barberá, Sr. Lozano y Sr. Gómez, la cual el Sr. Barberá no olvidemos, persona que remite las alegaciones de la Consejería de Empleo recogidas en el informe definitivo del 2003 notificado en 2005, informó de cómo se tramitaban estas ayudas (según declaró el Sr. Guerrero). Recordad (sic) que en fechas próximas se acordó la retención de crédito –octubre de 2004- por el Sr. Interventor, que posteriormente se dejó sin efecto”.
 
Es decir, que se da por sentado que esa reunión coincidió en el tiempo con el alzamiento de la retención en su día ordenada, y se viene a afirmar que la razón de dicho alzamiento estaba vinculada a lo tratado en aquélla. 
Lo cierto es que dicha reunión nunca tuvo lugar, y así lo han expresado sin excepción quienes supuestamente asistieron a ella según refirió el Sr. Guerrero. Pero, en cualquier caso, cronológicamente, es imposible vincular esa reunión aludida por el Sr. Guerrero —que éste sitúa ya avanzado el 2005—, con el alzamiento de la retención de crédito ordenada por el Interventor General en octubre de 2004, que se alzó en fecha que no consta y nunca se ha precisado pero que, en todo caso, se tuvo que producir, necesariamente, antes del 31 de diciembre de dicho año, coincidiendo necesariamente con el cierre del ejercicio, momento en el cual, como ya se ha señalado, dicha retención habría quedado anulada de plano en todo caso.
Este incontestable dato cronológico desmonta y desmiente la sugerencia del Ministerio Fiscal de que el alzamiento de la retención de crédito, de algún modo, pudo venir influido por dicha inexistente reunión con el Sr. Guerrero. 
Por tanto, no puede atenderse a la tesis del Ministerio Fiscal, de que el alzamiento de la retención vino motivado por la pretendida reunión con el Sr. Guerrero, y no por las razones que motivaron la misma expuestas con anterioridad y a las que nos remitimos, habida cuenta que ésta se practicó y alzó en 2004, y el Sr. Guerrero afirma que esa reunión tuvo lugar en 2005, tras la emisión del informe adicional de la Intervención. 
La acusación imputó a la IGJA que no realizase retenciones en los años sucesivos y lo consideró, al parecer, constitutivo de un delito de prevaricación. Frente a dicha imputación, la pregunta que necesariamente tenemos que hacernos, y que la acusación no respondió, es dónde se contempla la obligación legal de realizar de forma inexorable esta retención: qué precepto legal imponía el supuesto deber imperativo de una retención por darse el supuesto de hecho y los requisitos previstos en esa hipotética y desconocida norma. 
El Fiscal en su escrito de conclusiones definitivas se limitó a reseñar el hecho objetivo del alzamiento de la primera retención practicada en 2004, sin imputar a la intervención no haber hecho retenciones en los años siguientes. 
Sobre esta cuestión, en su trámite de conclusiones lo único que alegó el Ministerio Fiscal es que no consta el motivo por el cual se alzó esa primera retención, y que no se realizó retención en años posteriores. Pero, insistimos, no se ha concretado de dónde deriva el imperativo legal de ordenar la retención cautelar de crédito en ese año o en los posteriores, como tampoco se nos ha explicitado por qué cabría considerar groseramente contraria a derecho el alzamiento de una retención cuya obligación imperativa e inexorable de realizarse sigue siendo un enigma. Y lo sigue siendo porque el origen legal de dicha obligación nunca se nos ha precisado. 
 
Necesariamente, tenemos que coincidir con el Ministerio Fiscal en que la práctica de la retención habría tenido efecto y habría sido útil. En efecto, una retención habría surtido su efecto (impedir la contracción de nuevas obligaciones, antes de la satisfacción de las ya contraídas), si la concesión de cada una de las ayudas hubiera ido acompañada de un expediente de gasto, con sus documentos contables y su fiscalización. Y no era el caso. Por un lado, porque no había expediente de gasto —y eso es un hecho incontrovertido—. Y por otro, porque la DGTSS adoptaba los acuerdos de concesión de nuevas ayudas con desconexión absoluta de la contabilidad presupuestaria de gastos. 
Lo determinante no es, como pareció sugerir la acusación, que se desconozca la causa del alzamiento o de la no práctica de retención; lo determinante para la eventual apreciación de un delito de prevaricación es que existiera realmente una obligación legal imperativa de practicar la retención, de tal forma que, no hacerla o alzarla resultase contrario a dicha obligación, cuestión ésta que trataremos más adelante. 
Por otra parte, la acusación, aunque no lo expresó, pareció partir de la base de que la retención cautelar de crédito habría podido suponer a la postre la evitación de la malversación de caudales públicos. Este planteamiento parte de un una noción equivocada de la virtualidad de una retención. Como se ha expuesto al principio, la retención cautelar de crédito supone dar prioridad en el pago a las obligaciones primeramente contraídas, a fin de evitar que exista un desfase entre los fondos de que se dispone y éstas. 
Si el sistema diseñado y a través de modificaciones presupuestarias se nutría constantemente de fondos para la atención de obligaciones, sucesivas retenciones cautelares de crédito habrían supuesto simplemente efectuar los pagos conforme a las progresivas dotaciones presupuestarias. Pero aquí el problema no era tanto que se fuese incrementando la partida para atender ayudas, sino que dichas ayudas se estaban concediendo sin los criterios que deben presidir la concesión de subvenciones, destinándose por los responsables de su concesión a finalidades ajenas a aquéllas que sobre el papel le eran propias. La retención de crédito no habría podido impedir que, contando con dotación presupuestaria, como de hecho se contaba, las ayudas finalmente se concedieran al margen del procedimiento público y finalidad que les es propia. En definitiva, la cuestión no es el incremento desmesurado de las ayudas sociolaborales que por sí mismo solo podría ser indicativo de una cuestionable gestión política. La cuestión es que el dinero público, por parte de los encargados de la concesión de subvenciones, se desvió a finalidades ajenas a las inherentes a una ayuda sociolaboral.
La Intervención General carece de facultad legal para bloquear el presupuesto, y mediante retenciones, en este caso, resulta imposible bloquear un presupuesto siempre que se siga incrementando la partida. 
Ninguna virtualidad podría haber tenido la retención de crédito practicada por la Intervención Delegada de Empleo, por orden de la IGJA, para evitar las desviaciones presupuestarias de la partida de los ERE, pues el efecto de la retención quedó completamente inutilizado al aprobar el Consejo de Gobierno y el Consejero de Hacienda las sucesivas e ilimitadas ampliaciones de crédito que aprobaron. 
Ni siquiera en el plano de la abstracción cabría apreciar nexo de causalidad en la práctica de retención cautelar o la ausencia de la misma y el resultado finalmente acontecido. Una retención cautelar es una operación puramente contable, que para nada prejuzga ni paraliza la gestión del órgano gestor afectado. Lo que se pretende con dicha medida es que se satisfagan las obligaciones contraídas, no interrumpirlas. Y de ninguna manera impide que el centro gestor adopte las decisiones que tenga por conveniente para ello, incluida la de incrementar el crédito de la partida, especialmente si cuenta con una Dirección General de Presupuestos y una Consejería de Hacienda que admitieron año tras año las ampliaciones de crédito solicitadas por la Consejería de Empleo. Además, tras la práctica de la retención, la totalidad de la transferencia de financiación seguía afecta al pago por IFA/IDEA de las ayudas sociolaborales. 
En suma, la práctica de la retención nunca podría haber paralizado la práctica del Programa presupuestario 31L. 
 
No sabemos, porque la acusación no lo explicitó, si el alzamiento de la retención o el hecho de que no se practicara retención en años posteriores lo consideraba integrante del delito de prevaricación o del de malversación. Sea como fuere, en el planteamiento no explicitado de la acusación, lo cierto es que no cumple con los requisitos de tipicidad de ninguno de los dos delitos. 
Reveladoras resultan algunas de las declaraciones, que seguidamente se transcriben, sobre este particular:
 
- Declaración en juicio de la Sra. Marcos Ortiz:
Pregunta del Ministerio Fiscal: “¿Por qué usted cree que no se mantuvo? Si se hubiera mantenido esa retención de crédito, a lo mejor se hubiera solucionado esta cuestión”.

Respuesta de la testigo: “Mire, la retención de crédito se regula en la orden de contabilidad del 95, también en la de 2015, que la sustituyó, pero con otra cierta connotación, como un instrumento del que disponía el propio órgano gestor para reservarse créditos para determinadas… prioridades o cosas ¿no? Nunca… no se había previsto la utilización directamente de los que denominábamos documentos de … Por parte de los interventores hasta que en las órdenes de cierre del ejercicio económico se pensó que era un instrumento idóneo para reservar créditos para aquellos compromisos de gastos adquiridos contablemente en el ejercicio anterior que carecían de créditos adecuados en el ejercicio que se iniciaba de forma tal que, haciendo retenciones de créditos, lo que se impedía era que esos créditos se gastaran en compromisos nuevos sin que se hubieran atendido los compromisos anteriores. Pero el presupuesto de hecho, y yo creo que en ningún otro supuesto está prevista la utilización de un documento de retención de créditos por parte del Interventor, porque como digo, era un instrumento que se ponía a disposición de los órganos gestores para organizar mejor sus créditos. El supuesto de hecho que se daba aquí era bastante distinto, en el supuesto realmente regulado hay unos compromisos de créditos con sus correspondientes documentos contables y sus saldos de importes comprometidos y no ejecutados, en la contabilidad presupuestaria de gastos que por un procedimiento, por supuesto automático, cuando se habían hecho las modificaciones presupuestarias para disponer de los créditos necesarios, se traspasaban, y para eso previamente se habían reservado los créditos. Yo no sé si aquí se hubiera podido hacer eso porque no había ningún compromiso comprometido en la contabilidad. Yo realmente tengo mi…”
Pregunta del Ministerio Fiscal: “Cuando usted habla de que no había compromiso comprometido, se refiere a que no había un compromiso en la contabilidad…”
Respuesta de la testigo: “…presupuestaria, en la que debía de estar, en la contabilidad presupuestaria. Entonces ese mecanismo automático para el que está previsto el documento RC, por el cual esos compromisos contables se pasan a las aplicaciones correspondientes o a las partidas presupuestarias correspondientes del ejercicio siguiente… soy incapaz de ver cómo se verá articulado, no lo sé… creo que no se podría articular, es mi opinión personal.”
 
- Declaración en juicio del Sr. Luis Hinojosa:
Pregunta de Don José Rebollo: “¿Existe alguna norma que contenga alguna habilitación legal expresa que ampare esta actuación de la Intervención General?”
Respuesta del Testigo: “¿Este en concreto o la de la retención de créditos? Vamos a ver. La retención de crédito es una posibilidad una facultad que le confieren las normativas de cierre de ejercicio presupuestario a los Interventores actuantes con motivo del cierre del ejercicio presupuestario, efectivamente. Al objeto de salvaguardar los compromisos ya adquiridos, dado que se han quedado sin crédito cuando se cierra el ejercicio, a efectos de que tengan nueva cobertura presupuestaria, si la Consejería no cuenta con crédito suficiente se habilita al interventor para que retenga crédito y que con esa retención se habilite el crédito necesario para asumir los compromisos que ya se habían asumido antes de los nuevos compromisos. Es una práctica, insisto, que se contempla en la normativa de cierre de ejercicio presupuestario. Una norma que habilite en este específico supuesto a la Intervención para que realice una retención yo la desconozco, en este concreto supuesto, en el contexto en el que nos movemos.”
Pregunta de Don José Rebollo: “Esto quiere decir, que si no existe una normativa en este supuesto que estamos tratando, si la Consejería de Empleo hubiese exigido a la Intervención General que alzase esa retención, no les hubiese quedado más remedio que alzarla, ¿no?”
Respuesta del testigo: “Posiblemente sí. Porque insisto, no había una norma explícita específica que contemplase que en estos supuestos o parecidos se pudiese hacer una retención de créditos”.
Preguntas de Don José Rebollo: “Y, en general, en las retenciones de créditos, le pregunto si es cierto que la retención de crédito no impide el pago del crédito, sino que lo que hace es suspenderlo hasta que se paguen unos créditos anteriores. ¿Es cierto lo que le he dicho?”.
Respuesta del testigo: “Si. Estamos hablando de una práctica, insisto, de salvaguardar crédito antes de que se consuman en nuevos compromisos. Salvaguardo el crédito con una retención, para permitir que el gestor con ese crédito que yo he retenido dé cobertura a los compromisos que tenía anteriormente. Claro, esto es más complicado. Los compromisos necesitan ese crédito porque al final del ejercicio presupuestario los compromisos no afectos al cumplimiento de una obligación reconocida se anulan en el presupuesto y, por tanto, necesitan crédito. Ese crédito se lo tiene que dar el nuevo presupuesto. En fin, en definitiva, que son operaciones en el contexto del cierre de un ejercicio y para salvaguardar créditos que ya están comprendidos”.
 
Desde la perspectiva del delito de prevaricación, una retención de crédito es un mero acto contable que no posee ninguna de las notas caracterizadoras de una resolución, a efectos penales. Y el alzamiento de dicha retención tampoco. 
Una resolución es un acto administrativo de contenido decisorio, y así lo ha señalado el propio Ministerio Fiscal. Lo esencial es que dicha resolución posea, por sí misma, un efecto ejecutivo, es decir, que decida sobre el fondo de un tema sometido a juicio o criterio de la administración. Como señala la STS 27 de junio de 2003 (RJ 2003/4366): Según el Diccionario de la Real Academia Española, resolver es “tomar determinación fija y decisiva”. Y en el ámbito de la doctrina administrativa, la resolución entraña una declaración de voluntad, dirigida, en última instancia, a un administrado para definir en términos ejecutivos una situación jurídica que le afecta. Así entendida, la resolución tiene carácter final, en el sentido de que decide sobre el fondo del asunto en cuestión.
De tal forma que “en rigor jurídico, resolver es decidir en sentido material, o, como se ha dicho, sobre el fondo del asunto”.

En consecuencia, habida cuenta el carácter no decisorio ni ejecutivo de las decisiones y facultades de la intervención, en lo que se refiere a la materia de las retenciones cautelares de crédito, el pretendido incumplimiento de un deber legal de retención, de origen no desvelado por la acusación, nunca podría tener los elementos de un delito de prevaricación. 
Lógicamente en relación con lo anterior, tampoco se puede afirmar que la práctica de la retención o su alzamiento, o el hecho de no practicarla en años sucesivos, suponga una violación flagrante del derecho, grosera y esperpéntica, entre otras razones porque ni siquiera se nos precisó a qué norma se está refiriendo, que haya de analizarse para ver si la actuación o la omisión es contradictoria con ella, hasta el punto de resultar esperpéntica, por no encontrar sustento en una interpretación razonable en derecho. 
Los hechos enjuiciados, en lo que a la retención de crédito se refiere, carecen de aptitud para constituir un delito de prevaricación, porque no estamos ante resolución administrativa fruto del ejercicio de una facultad decisoria sobre el fondo del asunto o de forma ejecutiva. Si es una facultad potestativa y discrecional, y no imperativa, que obligue ineludiblemente a actuar en un determinado sentido, no puede conceptuarse ni plantearse siquiera la posibilidad de que estemos ante un delito de prevaricación. 
Y en cualquier caso, la ausencia total y absoluta de concreción por la acusación de la normativa aplicable que se entiende groseramente infringida y que permitiera sostener que no cabía otra posible interpretación en derecho del mismo, nos impidió defendernos de unos argumentos jamás explicitados, y que resultan esenciales e imprescindibles para la determinación de si concurre o no el elemento nuclear del delito de prevaricación, consistente en la contradicción flagrante y grosera con lo que establece una norma. En este caso, una norma misteriosa e ignota, que nunca llegó a concretarse por la acusación. 
En este punto, resulta necesario recordar que la arbitrariedad o injusticia habría de poder predicarse respecto de la concreta omisión de una resolución a cuyo dictado viniese obligado el Interventor General, — obligación legal cuyo origen la acusación no llegó a precisar — y no a la arbitrariedad de resoluciones dictadas por otras autoridades o funcionarios en el ejercicio de sus funciones propias. No se pueden confundir los planos en los que opera cada autoridad o funcionario desde su esfera de competencia. No pueden confundirse desde la perspectiva del Derecho administrativo, y menos aún, a efectos del Derecho penal, cuando el tipo delictivo, para ser precisado, depende de la correcta intelección de normas administrativas. 
No concurriendo los requisitos expresados del delito de prevaricación, resulta ocioso el análisis de la falta de concurrencia del resto, pues si no hay contradicción del acto u omisión con norma imperativa, no cabe plantearse si se actuó con consciencia de dicha contradicción inexistente. 
 
Por otro lado, los hechos concernientes a la retención de crédito o falta de la misma que se me imputaban, en ningún caso podrían incardinarse en el tipo del art. 432 CP, relativo a la malversación de caudales públicos, puesto que no concurren los requisitos exigidos por el tipo penal y la jurisprudencia que ha venido a desarrollarlos. 
El alzamiento de la retención o la no práctica de retención en años posteriores, no es un acto hábil para consentir malversación de fondos públicos. 
La retención cautelar de crédito, en modo alguno habría impedido que se siguiesen aprobando sucesivas modificaciones presupuestarias para nutrir de fondos la partida de los ERE. La Intervención, haciendo uso de esta figura, jamás habría impedido que el órgano gestor siguiese contrayendo obligaciones destinadas a las ayudas financiadas con cargo a las TF del programa 31L. De ahí que resulte insostenible la acusación relativa al delito de malversación. El único papel de la Intervención quedaría limitado, por imperativo legal, a comprobar que la DGTSS abonase con preferencia las obligaciones antiguas en lugar de las más recientes, o las últimas contraídas, nunca a impedir que se concediesen o abonasen las mismas. 
De los hechos que se me imputaron sólo se deriva la concurrencia de dos requisitos: soy un funcionario público y los caudales a los que se hace referencia son de titularidad pública. 
Sin embargo, los otros dos elementos exigidos por el tipo no concurren en este caso. Falta el elemento objetivo de la posesión y facultad decisoria sobre los mismos, y el subjetivo del conocimiento o la realización a sabiendas que implica el verbo “consentir” del art. 432 CP. 
a) En cuanto al elemento objetivo, consistente en “que se tenga la posesión de los caudales o una facultad de decisión jurídica sobre los mismos”, el Interventor General no tenía la posesión de los caudales públicos ni la facultad de decidir sobre los mismos mediante simples retenciones de crédito. 
Sobre este punto, el Tribunal Supremo, en sentencia núm. 411/2013, de 06 de mayo de 2013, establecía: “En conclusión, lo importante es que el funcionario tenga la posibilidad de disposición sobre los efectos sometidos a tal poder, en virtud de la función atribuida al ente público, o en virtud de una mera situación de hecho derivada del uso de la practica administrativa dentro de aquella estructura” (SSTS. 30.11.94, 1840/2001 de 19.9). “Tener a su cargo significa no sólo responsabilizarse de su custodia material, sino también ostentar capacidad de disposición e inversión, de tal manera que los caudales no puedan salir del organismo oficial sin la decisión del funcionario (por disposición de Ley, nombramiento o elección) que tiene la capacidad de ordenar gastos e inversiones.”
Una retención cautelar de crédito, aún en la hipótesis de que contase con habilitación legal expresa, no supone decidir en relación con caudales públicos, en el sentido a que se refiere la expresión “decisión jurídica sobre los mismos”. Decidir implica disponer en firme de los caudales públicos. Una retención cautelar de crédito, por su propia naturaleza, tiene un mero carácter temporal y provisorio y, lo que es más importante en este caso: solo afecta al crédito presupuestario de la partida de la TF; es decir, era absolutamente inhábil e ineficaz para suspender la salida de caudales producida por los pagos que la DGTSS le ordenaba a IFA/IDEA, por el cauce extrapresupuestario ya reiteradamente descrito. 
b) Tampoco concurre el elemento subjetivo del tipo, consistente en "consentir que otro sustraiga" caudales públicos con ánimo de lucro. 
Como se afirma en la STS núm. 211/2006 de 2 marzo, la autoría en el delito de malversación de caudales públicos del art. 432 CP “exige la constatación indubitada de un elemento subjetivo constituido por el dolo directo o de primer grado de actuar con conciencia y propósito específico de que el autor material sustraiga los caudales públicos que tiene a su cargo, consintiendo con su hacer o no hacer intencionado en que se produzca el expolio. Es ese elemento subjetivo, imprescindible e inexcusable para la configuración del tipo...exige del Tribunal sentenciador la exteriorización de un juicio de inferencia que en el caso brilla por su ausencia.”
El auto de incoación a procedimiento abreviado, en relación con el delito de malversación que se me imputaba, afirma lo siguiente: “El Sr. Gómez asumió así cuando menos, la eventualidad de que los fondos vinculados a este procedimiento fuesen objeto de disposición discrecional, si no arbitraria, e, incluso, con fines ajenos a los intereses generales a los que estaban destinados, eludiendo la fiscalización previa de la Intervención General de la Junta de Andalucía, omitiendo el régimen aplicable en relación a la autoridad competente para la concesión de la subvención, así como de convocatoria pública para su conocimiento por todo interesado en acceder a ella, con falta de control del cumplimiento, por parte del perceptor de la subvención, de los presupuestos o condiciones para disfrutar de la ayuda y con ausencia de un control posterior del destino dado a la subvención”. 
Los propios términos en que se expresaba el auto descartaban ya la posible imputación de un delito de malversación. Si consentir implica “actuar con conciencia y propósito específico” de que otro sustraiga caudales públicos, no cabe la comisión por dolo eventual, que es lo que describía la citada resolución.
Las conclusiones definitivas del Ministerio Fiscal se apartaron del marco establecido por el auto de incoación de procedimiento abreviado y, donde antes simplemente se apuntaba que se asumió la eventualidad, la acusación afirma que, junto con otros encausados, yo habría tenido conocimiento de las irregularidades puestas de manifiesto en el informe adicional emitido en 2005, relativo al ejercicio 2003, y permití que se siguiera reproduciendo ese mecanismo. Es decir, el Ministerio Fiscal equiparó, sin más, conocimiento de irregularidades, con conocimiento de la comisión de un delito por parte de terceros.
Es imprescindible que se pueda afirmar y resulte acreditado el conocimiento de que un tercero está sustrayendo caudales públicos. En relación con este elemento subjetivo, hemos de puntualizar que del hecho de que la IGJA detectara y conociera irregularidades en la tramitación de las ayudas no puede desprenderse que conociera el destino final de las ayudas, y por tanto, que tuvieran un ánimo de lucrar a terceros. 
En el mismo sentido se ha pronunciado en el acto del juicio la Sra. Marcos Ortiz, en cuanto a que no cabe equipar irregularidad administrativa con malversación de caudales públicos.
Como dato significativo, esta cuestión ya ha sido resuelta en sentido contrario —es decir, negando que se pueda inferir conocimiento de un delito de malversación por el simple hecho de que se hayan detectado irregularidades — por el Tribunal Supremo, al analizar los hechos que se imputaban a funcionarios y autoridades en la Causa Especial n° 3/20619/2014, concretamente en la Exposición Razonada del Magistrado Instructor, a los efectos de la formalización de suplicatorio al Congreso de los Diputados, de fecha 24 de junio de 2015:
 
“En todos esos casos se estaba disponiendo de los caudales públicos en perjuicio de la Junta de Andalucía y en beneficio lucrativo ilícito de terceros. Sin embargo, lo cierto es que no constan indicios de que los imputados Gaspar Zarrías y Manuel Chaves intervinieran en esas entregas de fondos públicos. Ni tampoco constan datos indiciarios de que supieran que se estaba disponiendo de los caudales públicos presupuestados para las ayudas/subvenciones con destino al lucro ilícito de terceras personas. Sí sabían que el procedimiento de concesión de las subvenciones era claramente ilegal, pero, para este Instructor, no constan indicios de que conocieran que con la materialización del sistema se estuvieran desviando importantes sumas de dinero para favorecer el beneficio ilícito de terceras personas.”
 
La acusación no razonó ni el conocimiento que yo habría podido tener en esos años de que se estuvieran sustrayendo fondos públicos, ni la intención de que terceros se lucrasen. 
Desde el punto de vista subjetivo, el derecho a la presunción de inocencia alcanza no sólo a los hechos, sino también a la participación del acusado en los mismos. Por tanto, es preciso establecer el conocimiento de los hechos de la sustracción por terceros, y el ánimo que presidía la conducta del acusado, cuestión que normalmente sólo puede ser objeto de una inferencia razonable. Pero, en todo caso, debe de haber alguna prueba, siquiera indiciaria, que pueda llevar a tal inferencia.
Ninguna prueba hay, siquiera indiciaria, que permita concluir que actué con la intención de permitir que otros se lucrasen con la sustracción de caudales públicos. No hay prueba alguna, y la lógica más elemental impide sostener esa tesis no explicitada de la acusación. 
A mayor abundamiento, y por agotar las posibilidades dialécticas en relación con esta cuestión, debe precisarse que el término consentir (que equivale a un comportamiento omisivo, de dejar hacer a un tercero) requiere la existencia de un deber especial de evitación de tales conductas, de quienes el ordenamiento jurídico ha colocado en una posición especial, respecto a la protección del bien jurídico protegido, que en este caso es el patrimonio público. 
Han de precisarse tres extremos en relación con lo anterior.
Por un lado, como la propia acusación afirmó, la perversión en el uso de unos instrumentos legales tenía como objetivo eludir los controles de la intervención, impidiendo el desarrollo de la labor de control. Es decir, la perversión del sistema tenía como efecto buscado que no pudiera ejercitarse la posición de garante que, en principio, es predicable de la Intervención. La eliminaba tanto de derecho (en cuanto que, como se ha visto a la postre, le dejaba legalmente al margen de las labores de fiscalización usuales, que quedaban eliminadas) como de facto, en cuanto que no era materialmente posible el control.
Por otro, la posición de garante no ha de entenderse en sentido omnímodo y omnisciente, sino ejercitable mediante el ejercicio de las facultades que la ley expresamente atribuye a la Intervención, al ser ésta de carácter reglado. 
Finalmente, no está de más recordar que en la Administración pública no hay una única posición de garante, sino que el deber de evitación de determinados resultados compete a distintas esferas y cargos, de conformidad con las competencias y funciones que les son propias y han de ser cumplidas por cada uno.
Por otro lado, la tesis de que quien dio la alerta de las irregularidades pretendía en el fondo consentir la malversación de caudales públicos es insostenible. La acusación consideró corresponsables de la malversación a las personas destinatarias y receptoras de los informes que se fueron sucediendo desde el año 2005. Sin embargo, la acusación soslaya el hecho y parece que no lo tiene en cuenta para nada positivo, de que yo no era el destinatario, sino que fui el autor de los informes, y, por tanto, quien advirtió a quienes sí tenían poder decisorio respecto del sistema establecido. 
En la propia tesis mantenida por la acusación, reiterada a lo largo de las sesiones de juicio, se reconocía que advertí a quienes tenían poder decisorio del riesgo que entrañaba el sistema instaurado, como se ha destacado al tratar de las contradicciones de la acusación. 
Por eso, sorprende aún más que se me atribuya responsabilidad en el mantenimiento de este sistema, tras reconocer que fui precisamente quien advirtió, y en numerosas ocasiones, de su irregularidad, a quienes tenían autoridad y poder decisorio, para que adoptasen las medidas oportunas. Decisiones que se encontraban fuera de la esfera de competencias de la Intervención General. 
Resulta incongruente — e insostenible — afirmar, por un lado, que denuncié en reiteradas ocasiones y a través de mis informes la irregularidad del sistema establecido y que, al mismo tiempo, se me responsabilice de haber venido a instaurar un procedimiento de reparto de fondos públicos a través de un sistema carente de las más elementales exigencias de publicidad y control y de consentir las irregularidades que en su seno se produjeron.
Esta incongruencia pretende resolverse con la idea de que conocer la irregularidad del sistema y omitir las acciones tendentes a ponerle fin es por sí suficiente justificación para mantener el procedimiento penal frente al investigado.
Pero en ningún momento se concretó qué norma o normas me conferían las competencias o facultades para poder ponerle fin al sistema, más allá de la emisión de los Informes reiterados que remití. El funcionamiento de la Intervención es reglado, y nadie, ni siquiera la Intervención, puede actuar al margen de las competencias que tiene atribuidas. Y esa es la clave, porque sin dicha norma que obligue a actuar en un determinado sentido, no puede hablarse, ni siquiera en abstracto, de la posibilidad de apreciar delito. No digamos ya si además no concurre ni el elemento subjetivo del tipo, ni nexo de causalidad, ninguna de estas cosillas penales que hacen falta para sostener la acusación y condenar.
Lo cierto es que, con la única finalidad de poner fin al sistema instaurado, la IGJA emitió los referidos informes en los que denunciaba irregularidades administrativas relativas al procedimiento seguido; que estos informes fueron remitidos a quienes tenían competencia para adoptar acciones tendentes a ponerle fin, facultad de la que carecía la IGJA; y que, en todo caso, sólo supe de las irregularidades administrativas, pero no de que éstas estuviesen siendo utilizadas para la comisión de delitos. Y es que yo no sabía ni tenía porque saber el destino que la DGTSS estaba dando a los fondos trasferidos.
Es preciso el conocimiento de la malversación y el consentimiento a la misma, de no ser así, cualquier eventual omisión de un acto debido que no se ha llegado a explicitar, no podría equipararse ni equivale a una malversación. Así se concluye de la STS núm. 121/2007 de 14 de febrero de 2007 (RJ 2007/1605):
 
"Evidentemente incumplió el recurrente los deberes de cuidado y vigilancia inherentes a su condición de depositario, pero tal incumplimiento no es equivalente a una malversación impropia; podría integrar un caso de imprudencia , pero hay que recordar que así como en el Código penal de 1973 estaba prevista la figura de la malversación por imprudencia --art. 395 -- que también era aplicable a los supuestos de malversación impropia dada la generalidad de la cláusula de remisión del art. 399, aquel artículo no tiene correspondencia en el actual Código. No existe la figura culposa de la malversación, al no estar prevista su tipificación, con la consecuencia de proceder a la estimación del motivo y absolución del recurrente."
 
¿Por qué la IGJA no formuló observaciones en la Cuenta General de la Junta?
 
Esta es una milonga que introdujeron los peritos de la IGAE en la causa, con bastante mala intención, por cierto y que los fiscales y alguna defensa manosearon en ocasiones, con la intención de incrementar la carga incriminatoria contra mí. Se reprocharía a la IGJA que no hubiera plasmado en la Cuenta General de la Junta las evidencias que había advertido en sus auditorías sobre la gestión de los ERE.
Las cuentas anuales son un mero reflejo de la actividad de contenido económico y de la situación económico-patrimonial de la entidad a la que se refieren y no resulta apropiado ni procedente que quien forma y rinde las cuentas de una entidad formule juicios sobre irregularidades que haya podido cometer la entidad cuya actividad y situación económico-patrimonial se refleja en las cuentas rendidas.
Otra cosa sería que la Ley estableciera como contenido de la Cuenta General de la Junta de Andalucía los informes de control financiero emitidos por la IGJA en el ejercicio, pero tal previsión legal es inexistente. Para comprobarlo, basta con acudir a lo dispuesto en los artículos 105 y 106 de la Ley de Hacienda, en los que se establece el contenido de la Cuenta General y sus anexos
Esta es una imputación completamente absurda. Se basa en los siguientes preceptos:
a) Art. 90.b) de la Ley de Hacienda, que dice: “Como centro gestor de la contabilidad pública, corresponde a la Intervención General de la Junta:
a) Formar la Cuenta General.
b) Examinar, formular observaciones y preparar las cuentas que hayan de rendirse al Parlamento de Andalucía, al Tribunal de Cuentas y a la Cámara de Cuentas de Andalucía.”
b) Artículo 66 del RIJA: “Las cuentas establecidas en el artículo 64 (cuentas mensuales que rinden los gestores del Presupuesto) se rendirán en el plazo máximo de 10 días contados a partir del siguiente al del final del período a que se refieran. En la Intervención General de la Junta de Andalucía se examinarán y repararán, en su caso, redactándose nota de reparos por triplicado ejemplar, que habrá de contestarse en el plazo de 10 días desde la recepción de dicha nota.”
En ningún caso se desprende de dichos preceptos que la IGJA pueda incluir observaciones o reparos en la Cuenta General (el contenido de la Cuenta General está claramente establecido en los artículos 105 y 106 de la Ley y no incluye estos extremos). La posibilidad de formular observaciones o reparos es una facultad que se ejerce con carácter previo a la rendición de la Cuenta, con el fin de que se subsanen los posibles defectos técnicos de que puedan adolecer los estados que deben rendirse. Lo contrario sería tanto como admitir que la IGJA puede rendir unas cuentas defectuosas, a sabiendas de que lo son, simplemente porque en la propia cuenta se señalan dichos defectos.
Pero la cuestión de fondo es que las cuentas rendidas no contenían defectos y la propia IGAE lo reconoce en sus informes. Las TF y las ayudas estaban bien contabilizadas, tanto en Empleo, como en el IFA. Para la IGAE, los problemas eran de presupuestación, no de contabilización y eran de naturaleza jurídica y no contable y la Cuenta General no es lugar para poner de manifiesto estos hechos. Es decir, en este caso, la IGJA, ni debía, ni podía hacer lo que se le reprocha no haber hecho.
 
En cualquier caso, la cuestión es estéril para la acusación, porque el resultado de la prueba fue unánime al señalar que la Cuenta General que reflejaba cada ejercicio la situación patrimonial y económico-financiera de la Junta no adolecía de defecto o irregularidad alguna. 
Así lo ha ratificado, entre otros, la IGAE, señalando que los problemas eran de presupuestación, no de contabilización, y que la Cuenta General era correcta y no presentaba defecto alguno. 
En el documento informe de 2013 de la IGAE se afirma que “EN CONTABILIDAD: IFA-IDEA, tomando como criterio la naturaleza real de la operación, reflejó correctamente tanto las operaciones de recepción de fondos para el pago de subvenciones sociolaborales como los pagos efectuados.”
La absoluta corrección de la Cuenta General es un hecho incontrovertido. Y por ello es innecesario detenernos a analizar de forma individualizada la falta de encaje en los tipos de prevaricación o malversación de la no formulación de unas observaciones o reparos que, no sólo habrían carecido de habilitación legal para ser realizadas, sino que también habrían carecido de cualquier tipo de razón de fondo, al no existir irregularidad alguna que señalar respecto de una Cuenta General que se ha declarado por todos correcta.
 
Sobre la eficacia de los reparos, los informes desfavorables a las modificaciones presupuestarias, las retenciones, etc., para frenar la actividad de concesión de ayudas por la DGTSS y el pago de las mismas por IFA/IDEA.
 
En este apartado vamos a demostrar que las actuaciones cuya omisión me han reprochado los jueces de instrucción, las acusaciones y algunas defensas, si se hubieran realizado, no habrían tenido los efectos que se pretenden.
 
A) En primer lugar, demostraremos que de nada habría servido informar desfavorablemente las modificaciones presupuestarias o reparar los expedientes de gasto de las TF, si lo que se pretendía era interrumpir o suspender la actividad de la DGTSS de concesión de las ayudas. Para demostrarlo nos vamos a ayudar del siguiente cuadro, expresivo de las cantidades presupuestadas, las realmente gastadas y, por diferencia, la desviación presupuestaria (déficit) ocasionada, tanto en cifras absolutas como en porcentaje sobre lo presupuestado:
 

 
Como puede comprobarse, la DGTSS concedió ayudas en todos los ejercicios por encima del importe de las TF presupuestadas. En 6 de los 9 ejercicios su desviación fue superior al 50% del crédito presupuestario y, en uno de ellos, superó el 100% y, en otro, el 200%. Esto quiere decir que la DGTSS concedía las ayudas con desconexión y desconocimiento absoluto del importe de las TF que hubieran sido fiscalizadas por la Intervención Delegada en la Consejería de Empleo. O, lo que es lo mismo, que un reparo de las TF no habría tenido efecto alguno sobre la actividad de la citada DGTSS de concesión de las ayudas sociolaborales y otras ayudas a empresas.
La misma falta de eficacia suspensiva habría tenido el que la IGJA hubiera informado desfavorablemente los expedientes de modificación presupuestaria que incrementaron la partida de las TF. En vista del comportamiento de la DGTSS, lo único que cabe presumir es que si dichas modificaciones presupuestarias no hubieran llegado a aprobarse, el déficit generado por dicha DGTSS habría sido mayor.
 
Esta conclusión encuentra apoyo en las siguientes diligencias que obran en las actuaciones del proceso:
1. La exinterventora general Rocío Marcos, en la declaración prestada en el juzgado el día 1 de marzo de 2016 señaló que, teniendo en cuenta que la gestión de las subvenciones que llevaba a cabo la DGTSS y su pago estaba desligada de las TF, consideraba que un reparo de las TF no suspendería dicha gestión ni su pago.
2. La Interventora Adjunta al Interventor General, Teresa Arrieta, en la declaración prestada en el juzgado el día 19 de mayo de 2016 confirmó exactamente la misma opinión vertida por Rocío Marcos.
3. El Informe de la IGJA de 7 de noviembre de 2017 se pronuncia sobre este asunto, en las páginas 4 y siguientes, en los siguientes términos: A la pregunta de si la Intervención hubiera reparado las transferencias de financiación de los programas de los ERE, durante los ejercicios 2000 a 2009, ambos inclusive, habría imposibilitado, de hecho o de derecho: a) que la DGTSS hubiera continuado otorgando ayudas, y b) que la entidad IFA/IDEA las hubiera seguido pagando, responde: por un lado, que “Una vez fiscalizadas las transferencias de financiación las actuaciones después realizadas con ellas no se vuelven a fiscalizar. Por tanto un reparo de la Intervención de las transferencias de financiación no hubiese evitado que se continuaran concediendo ayudas”, y, por otro, que “un reparo de las transferencias de financiación no habría imposibilitado, de acuerdo con la normativa de aplicación y de la práctica contable, que IFA/IDEA hubiera continuado ejecutando las órdenes de pago que recibía de la DGTSS.”
 
B) En segundo lugar, vamos a demostrar que los referidos reparos a las TF e informes desfavorables a las modificaciones presupuestarias tampoco habrían desplegado eficacia alguna frente a la actividad de IFA/IDEA del pago material de las ayudas.
La idea fundamental a la que me refiero es la siguiente: en determinados ejercicios, IFA/IDEA realizó el pago de las ayudas antes de que la DGTSS le transfiriera los fondos de las TF. Esta circunstancia demuestra por sí misma que la fiscalización desfavorable de las TF no habría impedido el pago por IFA/IDEA de las ayudas, puesto que dicho pago podía producirse (e incluso se produjo), sin que la DGTSS hubiera ni siquiera tramitado dichas TF ante la Intervención. Este fenómeno podía producirse por las siguientes circunstancias:
a) Las dotaciones presupuestarias de IFA/IDEA son estimativas y no limitativas, es decir, que IFA/IDEA puede pagar por encima de su Presupuesto, sin que esta actuación sea ilegal.
b) IFA/IDEA percibe ingresos de fuentes diferentes a la TF de Empleo e incluso tiene ingresos propios, que le podían permitir y le permitieron, realizar los pagos anticipados a los que nos referimos.
El Informe pericial de la IGAE ofrece una información bastante concluyente a este respecto. Nos estamos refiriendo al Informe pericial de diciembre de 2013, que refleja 5 supuestos en los que IFA/IDEA anticipó los fondos correspondientes a ayudas sociolaborales otorgadas por la DGTSS, abonándolos a sus beneficiarios, con anterioridad a recibir los fondos correspondientes a las TF procedentes de la DGTSS. Son los siguientes:
1. Convenio de HAMSA.
2. Convenio de Jerez Industrial.
3. Convenio Santana Motor.
4. Encomienda ayudas DELPHI 2008.
5. Complemento Encomienda DELPHI 2009.
Durante la práctica de la pericial conjunta, los peritos de la IGAE ratificaron estos extremos y el hecho de que, en ocasiones, IFA/IDEA había abonado las ayudas, antes de que la DGTSS hubiera abonado las TF, antes de que dicho pago de las TF estuviera fiscalizado e incluso antes de que la DGTSS dispusiera de crédito para ello.
Con estos datos que acabamos de ofrecer, entiendo que queda roto de modo concluyente el nexo causal entre las actuaciones cuya omisión considera indebida el Ministerio Fiscal (carácter indebido que nosotros no compartimos, como ya ha quedado dicho) y la concesión y el pago de las ayudas. Una vez más queda demostrado que, por mor del sistema implantado, las actuaciones de control de la Intervención, o no pudieron ejercerse o, como en este caso, aunque se hubieran ejercido, habrían carecido de la efectividad que pretende darle la acusación.
 
Lo que pudieron hacer y no hicieron otros órganos y autoridades.
 
Nos hemos referido a la subversión del orden presupuestario producido por el uso inadecuado de las TF, así como por lo dispuesto en el Convenio de 2001, al impedirse que se realizaran los controles previstos en el ordenamiento de la Junta de Andalucía a ejercer por parte de la IGJA. 
La Intervención resultó privada de los instrumentos de control generales ordinarios, al utilizarse mecanismos por parte de quien ahora nos referiremos que, precisamente, pretendían eludirla. Entre los más significativos se encuentra el de la imposibilidad de fiscalización y necesario control de las ayudas que eran concedidas sin la tramitación de un expediente de gasto. 
Y aún así, pese a los obstáculos que imposibilitaban que la IGJA desplegase su elenco de facultades regladas, ésta realizó numerosas actuaciones que estaban a su alcance, las cuales ya han sido descritas, encaminadas a que los órganos responsables de tal subversión corrigiesen y subsanasen cuantas irregularidades eran puestas de manifiesto por la Intervención. 
Ya hemos dicho lo que la Intervención hizo, lo que no pudo hacer porque carecía de competencias. A continuación, relacionaremos con un carácter no exhaustivo un conjunto de actuaciones que podrían haberse llevado a cabo por diversos órganos. Con ello damos, también, respuesta a lo que alegaron en sus informes algunas defensas, qué se preguntaban qué podían haber hecho sus defendidos para resolver o regularizar la situación creada en la DGTSS.
 
1. El Consejo de Gobierno: Comoquiera que las actuaciones de subsanación conciernen a varios departamentos de la Junta de Andalucía, habría resultado pertinente que el Consejo de Gobierno hubiera dictado las oportunas instrucciones a las consejerías de Empleo, Innovación y Hacienda, para que corrigieran las deficiencias advertidas. No se considera necesario invocar ningún precepto del ordenamiento que otorgue esta facultad de coordinación, bastando para ello con tener en cuenta que el artículo 119.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía califica al Consejo de Gobierno como “el órgano colegiado que, en el marco de sus competencias, ejerce la dirección política de la Comunidad Autónoma, dirige la Administración y desarrolla las funciones ejecutivas y administrativas de la Junta de Andalucía.” No obstante, cabe citar, también, lo dispuesto en el artículo 27.10 de la Ley 6/2006 del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que establece que corresponde al Consejo de Gobierno, entre otras competencias, la de “Aprobar programas, planes y directrices vinculantes para todos o varios órganos de la Administración de la Junta de Andalucía y sus organismos autónomos.”
No nos vamos a detener aquí a detallar las posibilidades de actuación del Consejo de Gobierno para resolver los problemas planteados. Basta con que recordemos brevemente qué fue lo que realmente se hizo, a partir de 2010, para reparar en lo que pudo hacerse puntualmente:
a) Por ejemplo, suspender la gestión y pago de las ayudas y del Convenio de 2001, tal y como se hizo finalmente.
b) Presupuestar los créditos para estas ayudas en las aplicaciones presupuestaras adecuadas, como se hizo a partir de 2010.
c) Regular las ayudas sociolaborales. Recuérdese el Decreto Ley 4/2012 y los dos intentos fallidos de normas reguladoras de las ayudas sociolaborales.
d) Regular detalladamente las TF: Recuérdese la reforma que entró en vigor en 2014.
Huelga decir que ninguna de estas actuaciones era de la competencia de la IGJA.
En cuanto al modo en que el Consejo de Gobierno pudo tomar conocimiento de estas deficiencias advertidas por la IGJA en sus informes, dado que no era destinatario de los mismos, es evidente que cualquiera de sus tres miembros que recibieron los informes (los consejeros de Empleo, Innovación y Hacienda), los podrían haber elevado al Consejo de Gobierno, con las propuestas de actuación que resultaran procedentes. Esta posibilidad no requiere la cita de precepto alguno, bastando con que se tenga en cuenta que los consejeros, por el hecho de serlo, son miembros del Consejo de Gobierno. No obstante, en lo que se refiere al Consejero de Hacienda, esta posibilidad está expresamente prevista en el artículo 57.3 del RIJA, al que ya nos hemos referido con anterioridad. Y, sin que deba olvidarse, por otro lado, que el propio Consejo tuvo conocimiento, por sí mismo, por la documentación anexa a los Acuerdos sobre control financiero permanente, de que la IGJA había detectado numerosos supuestos de uso inadecuado de las TF, que estaban implicando la omisión indebida de la fiscalización previa de determinados gastos.
 
2. El Consejero de Empleo: Es el órgano competente para formular el anteproyecto de presupuesto de su departamento, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley de Hacienda Pública de Andalucía. De modo que, en lugar de presupuestar las TF, podría haber presupuestado las partidas adecuadas para la concesión de subvenciones, permitiendo su fiscalización previa.
Este Consejero, como responsable máximo de su departamento, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39.1º de la Ley 6/1983, de 21 de Julio del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía69 y 26 de la Ley 7/2007, de Administración de la Junta de Andalucía70, podía haber resuelto el Convenio de 2001 y haber ordenado a la DGTSS el cese inmediato de la actividad de concesión y pago de las ayudas.
También habría podido proponerle a la Consejería de Hacienda una modificación presupuestaria, en la que se dieran de baja los créditos de la TF y de alta en las aplicaciones adecuadas, que hubieran permitido la fiscalización previa de las ayudas.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.1 de la Ley de Hacienda Pública de Andalucía, al Consejero de Empleo le correspondía aprobar los gastos propios de los servicios a su cargo, autorizar su compromiso y liquidación e interesar de la Consejería de Hacienda la ordenación de los correspondientes pagos. En el ejercicio de esta competencia, el Consejero de Empleo podría haber dejado de proponer a la Intervención Delegada la fiscalización de los gastos y los pagos de las TF, retirándole al DGTSS la delegación de competencias en materia de gastos, si la hubiera tenido conferida.
El artículo 99.c) de la Ley de Hacienda Pública establece que constituye una infracción en materia de Hacienda, “Comprometer gastos y ordenar pagos sin crédito suficiente para realizarlo.” Por su parte, el artículo 100.1 de la misma Ley establece que “Conocida la existencia de las infracciones enumeradas en el artículo anterior, los Jefes de los presuntos responsables y los ordenadores de pagos instruirán las diligencias previas y adoptarán, con igual carácter, las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Junta de Andalucía, poniéndolo inmediatamente en conocimiento del Consejero de Hacienda y, en su caso, del Tribunal de Cuentas, para que procedan según sus competencias y conforme a los procedimientos establecidos.” Es evidente que el Consejero de Empleo fue conocedor, por los informes de control financiero permanente, por las cuentas anuales de IFA/IDEA y por la Cuenta General de la Junta, de que la DGTSS estaba contrayendo obligaciones derivadas de las ayudas concedidas, por importe superior a sus créditos presupuestarios, lo que podría haber constituido una infracción en materia de Hacienda, de acuerdo con el citado artículo 99.c). Tampoco ofrece duda ninguna que el Consejero de Empleo es el superior jerárquico del Director General de Trabajo. En consecuencia, el Consejero de Empleo, no solo pudo, sino que debió actuar conforme se indica en el precepto que hemos citado.
 
3. El Consejero de Hacienda: La misma obligación que se acaba de señalar que le incumbía al Consejero de Empleo, pesaba sobre el Consejero de Hacienda. Téngase en cuenta que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 51.1 de la Ley de Hacienda, “Corresponde al Consejero de Hacienda las funciones de ordenador general de pagos de la Junta.” Recuérdese que el artículo 100, ante el conocimiento de infracciones en materia de Hacienda, emplazaba a actuar al jefe del presunto responsable y al ordenador de pagos. El conocimiento por el Consejero de Hacienda de que la DGTSS estaba generando obligaciones por encima de sus créditos presupuestarios provino de las mismas fuentes que mencionamos anteriormente, respecto del Consejero de Empleo. Es decir, los informes de control financiero permanente, las cuentas anuales de IFA/IDEA y la Cuenta General de la Junta.
En este caso, el Consejero de Hacienda resulta doblemente concernido por las obligaciones que se derivan de lo dispuesto en el artículo 100 de la Ley de Hacienda Pública. Por un lado, como ordenador de pagos, resultaba obligado, como dice el artículo 100, a instruir las diligencias previas y a adoptar, con igual carácter, las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Junta de Andalucía. En este caso, podemos decir que las competencias del Consejero de Hacienda resultaban particularmente apropiadas para adoptar medidas de protección de la Hacienda Pública. En efecto, por un lado, los servicios de la Tesorería General de la Junta dependen del Consejero de Hacienda, de acuerdo, entre otras normas, con lo dispuesto en el artículo 1.4 del Decreto 239/2004, de 18 de mayo, por el que se regula la estructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda. En el ejercicio de tales competencias, el Consejero de Hacienda podría haber ordenado, si esa hubiera sido la medida adecuada, la suspensión de los pagos de las TF a IFA/IDEA e, incluso, la suspensión de los pagos de las ayudas por dicha entidad. Para esto último, el Consejero de Hacienda posee un instrumento de indudable eficacia. Nos referimos a la facultad que le otorga el artículo 70.2 de la Ley de Hacienda, en cuya virtud, el Consejero de Hacienda podría haber anulado la autorización de las cuentas corrientes utilizadas por IFA/IDEA para el pago de las ayudas.
Pero, decíamos que el Consejero de Hacienda se encontraba doblemente concernido por el artículo 100 de la Ley de Hacienda. Y la segunda faceta bajo la cual habría estado emplazado a actuar no es en su calidad de ordenador de pagos, sino ejerciendo las genuinas funciones de Consejero de Hacienda, a las que se refiere el citado precepto. Como señalamos anteriormente, una vez que el Consejero de Hacienda toma conocimiento de las infracciones de que se trate (en este caso, la contracción de obligaciones por encima de los créditos presupuestarios), debe proceder “según sus competencias y conforme a los procedimientos establecidos.” Esta expresión remite a lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley de Hacienda, relativo a la incoación de los correspondientes procedimientos de responsabilidad contable y a lo dispuesto allí nos remitimos, con el fin de no alargar en exceso esta exposición.
Además de todo ello, en el caso del Consejero de Hacienda, su reacción ante las desviaciones presupuestarias producidas por la DGTSS se vuelve aun más exigente y exigible, cabe decir. Veamos por qué. El artículo 1.4 del Decreto de Estructura Orgánica de la Consejería de Hacienda, mencionado anteriormente, atribuye a la Consejería de Hacienda la competencia del “seguimiento y control del Presupuesto”. Desde que entraron en vigor las leyes de estabilidad presupuestaria, esta función ha adquirido una especial relevancia. Esto es así porque todas las administraciones públicas tienen fijados unos límites de déficit, en el marco de dichas leyes y porque la superación de dichos límites puede acarrear serios perjuicios a la administración incumplidora, que pueden llegar a la imposición de responsabilidades monetarias (artículo 11 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria). Pues bien, dentro de las funciones de seguimiento y control del Presupuesto se encuentra la necesaria vigilancia de las desviaciones presupuestarias en las que puedan incurrir los órganos gestores del Presupuesto, con el fin de que no se comprometa el cumplimiento de las obligaciones de la Junta de Andalucía. En este caso, el cumplimiento del objetivo de estabilidad. Este asunto del que estamos hablando no es, en absoluto, una mera cuestión teórica o de laboratorio. Piénsese que, en el sexenio 2001-2006, el objetivo de estabilidad fijado para la Comunidad Autónoma de Andalucía fue de 0 (cero). Es decir, no se podía incurrir en déficit. Pues bien, la DGTSS generó déficit en todos esos años, déficit que estuvo próximo a los 100 millones de euros en los ejercicios de 2004 y 2005, como señalamos anteriormente. Por tanto, se puede afirmar que una sola Dirección General, con su comportamiento presupuestariamente descontrolado, comprometió el cumplimiento del objetivo de estabilidad del conjunto de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Se alegó en el juicio que la Comunidad Autónoma en su conjunto cumplió el objetivo de estabilidad todos los años. Y es cierto y nosotros nos congratulamos por ello, lógicamente. Pero cualquiera puede entender que si, con esas desviaciones presupuestarias de la DGTSS, se cumplió el objetivo de déficit fue porque en otras áreas del sector público se produjeron superávits que compensaron los déficits ocasionados por la gestión de las ayudas sociolaborales. Téngase en cuenta, dato determinante a estos efectos, que la Junta de Andalucía cobró del Gobierno Central la famosa deuda histórica, que ascendió a 2.500 millones de euros, precisamente en el ejercicio 2004, uno de los años en los que la desviación de la DGTSS fue mayor. Es decir, el cobro de la deuda histórica ayudó a emboscar las desviaciones presupuestarias generadas por la DGTSS. Todo ello no obsta para que el Consejero de Hacienda hubiera debido prestar la debida atención a esta conducta de la DGTSS. Pero, ¿qué podía haber hecho este Consejero sobre el particular? No nos vamos a extender en ello, que sería objeto de un seminario sobre estabilidad presupuestaria. Pero sí nos vamos a referir a una actuación muy clara y reveladora: las numerosas modificaciones presupuestarias que solicitó la DGTSS, para que se le ampliara la dotación de la partida. Tales ampliaciones de crédito tenían su origen, precisamente, en las desviaciones presupuestarias ocasionadas. Es algo tan simple como eso: la DGTSS gastaba más de lo que tenía y pedía tapar el agujero provocado mediante modificaciones presupuestarias, mediante ampliaciones de crédito, que nunca le fueron negadas, dicho sea de paso. En tal tesitura, la postura que han mantenido quienes han sido acusados de tramitar y aprobar las modificaciones presupuestarias de las TF del Programa de las ayudas de los ERE ha consistido en escudarse unánimemente en que los expedientes tramitados contaban con el informe favorable de la IGJA. De la exposición precedente se deduce claramente lo siguiente: que los consejeros de Empleo y de Hacienda, uno porque proponía y el otro porque tramitaba, eventualmente aprobaba o elevaba al Gobierno para su aprobación y el Consejo de Gobierno, porque aprobaba, podrían haberse preguntado acerca de cuáles eran las causas de las ampliaciones de crédito que reiteradamente se sometían a su consideración. En lugar de escudarse en el informe favorable del Interventor, que, por imperativo legal, como ya dijimos anteriormente, sólo se pronuncia sobre la legalidad del procedimiento seguido para la tramitación y aprobación de la modificación presupuestaria de que se trate (artículo 19 del RIJA). Si así lo hubieran hecho, es decir, si se hubieran preguntado por las causas de las ampliaciones de crédito, probablemente, habrían tomado conciencia de que las desviaciones presupuestarias eran una de las excrecencias que estaba produciendo el clima de descontrol en el que se encontraba sumida la DGTSS, pero no la única. Todos estos fenómenos que nos hemos tomado la licencia de denominar excrecencias (desviaciones presupuestarias, uso inadecuado de las TF, ausencia de fiscalización previa, deficiencias de procedimiento, etc.), estaban reflejados en los informes de auditoría que la IGJA le fue remitiendo hasta a tres miembros del Consejo de Gobierno. Pero, con las consideraciones que acabamos de realizar, sobre las ampliaciones de crédito, hemos querido poner de manifiesto que los consejeros implicados y el Gobierno en su conjunto, tuvieron en dichas ampliaciones de crédito una excelente fuente de información, a poco que se hubieran preguntado por las razones de dichas ampliaciones. Con independencia de que los expedientes tuvieran informe favorable de la IGJA o se desplazaran en un índice rojo o verde, en su tránsito hasta su aprobación por el Gobierno, la verdad es que no se prestó atención a esta realidad tan a la vista. En este momento, no podemos por menos que recordar las palabras del exconsejero Sr. Vallejo en el TSJA y preguntarnos: ¿fue la decisión de establecer que este programa de ayudas careciera de fiscalización previa y estuviera habilitado de facto para contraer déficit el motivo de dicha ceguera?
Aun no hemos terminado con el Consejero de Hacienda. A este Consejero le corresponde la competencia de elaborar el proyecto de Presupuesto y la de elevarlo al Consejo de Gobierno, para su aprobación. Nosotros no discutimos que la Consejería de Hacienda refleja en el proyecto de Presupuesto, en líneas generales, el anteproyecto que han elaborado las diferentes consejerías, siempre que respeten la política presupuestaria del Gobierno y la denominada envolvente financiera. Pero eso no puede llegar al extremo de que la Consejería de Hacienda no deba cuestionarse, en determinados casos, una partida presupuestaria determinada. Especialmente, si existe la evidencia o, al menos, la sospecha de que en la gestión de dicha partida se estén produciendo fenómenos como los que ya hemos descrito y que no vamos a volver a repetir. Por ello, cabe preguntarse si la Consejería de Hacienda, lo mismo que debió cuestionarse y, en su caso, suspender la tramitación de las ampliaciones de crédito, no debió actuar análogamente, respecto del mantenimiento de la TF del Programa 31L en los proyectos de Presupuesto de sucesivos ejercicios.
 
Como habrá podido comprobarse, tanto el Consejo de Gobierno como los titulares de las respectivas Consejerías, ostentan un amplio elenco de funciones y competencias, la mayoría de ellas discrecionales, propias de la función política. Así, son competencias discrecionales la decisión de incluir la partida de la TF para financiar las ayudas de los ERE en el anteproyecto y en el proyecto de presupuesto, los acuerdos de tramitación y aprobación de las modificaciones presupuestarias, el acuerdo de aprobación del gasto de las TF, la firma del convenio-marco de 2001 y la decisión de conceder ayudas afectas a ese programa. 
En ejercicio de sus respectivas facultades discrecionales, se adoptaron una serie de decisiones, cuando se debían haber adoptado otras que hubieran puesto fin al sistema. De este modo, al igual que se hacía uso de la partida de las TF, se podía haber dejado de presupuestar; se podían no haber aprobado las modificaciones presupuestarias que incrementaban el crédito de la partida; podía no haberse tramitado ni la TF ni las modificaciones presupuestarias; podría no haberse firmado el Convenio de 2001 o podrían no haberse concedido las ayudas o no haberse ordenado su pago.
Prueba de ello es que, de hecho, esto último fue lo que ocurrió, tras incoarse la causa judicial de los ERE. Los distintos responsables que ostentaban competencias para la regularización del sistema, en uso de sus amplísimas facultades discrecionales, decidieron: 
- Suspender la vigencia del Convenio de 2001.
- No volver a conceder y pagar las ayudas.
- No se volvieron a aprobar modificaciones presupuestarias que incrementaran la partida de las TF.
- No se volvieron a presupuestar TF.
Conocida la judicialización de la causa, fue el Consejero de Empleo el que ordenó el inicio de las actuaciones de regularización, el que propuso presupuestar el crédito necesario para las ayudas sociolaborales en una partida adecuada, que permitiera su fiscalización. Por su parte, el Consejo de Gobierno aprobó el DL 4/2012 y aprobó, también, según la propuesta que le elevó el Consejero de Hacienda, un nuevo proyecto de Ley del Presupuesto, en el que ya no se incluía la partida de la TF del Programa 31L, sino una partida adecuada. También fue el Consejo de Gobierno el que propuso al Parlamento una nueva regulación de las TF en el año 2013 y el Consejero de Hacienda el que, en desarrollo de dicha nueva regulación legal, aprobó en 2014 la Orden ya citada, en la que se establecieron medidas adicionales de control de las TF.
La Intervención no tuvo ningún papel en la toma de estas decisiones, lo cual es prueba concluyente de que no ostentaba ninguna facultad para poner fin al sistema, tal y como en algunas ocasiones se le ha reprochado. Resulta sorprendente que quienes pervierten un sistema con el fin de eludir los controles de la Intervención —siguiendo la descripción que realizó de los hechos la propia acusación— y quienes no supieron reaccionar frente al mismo en el ejercicio de sus competencias, reprochen a la Intervención una supuesta falta de control que no le era posible. 
Paradójicamente, quienes realmente tenían posibilidad de acabar con el sistema reprocharon a la Intervención no haber puesto fin al uso inadecuado de los recursos de que éstos disponían. Siendo así que la Intervención tenía vedada cualquier posibilidad de actuación —por el propio diseño del sistema que ellos mismos habían creado y mantenido.
Especialmente llamativo es que la estrategia de defensa del Consejero de Empleo haya sido atribuir cualquier tipo de culpa a la Intervención. Fue el Consejero de Empleo quien incluyó en su anteproyecto de Presupuesto la partida de las TF y solicitó al Consejero de Hacienda que incrementara la partida mediante modificaciones presupuestarias, por lo que no tiene sentido que se pretenda diluir su responsabilidad reprochando a la Intervención la falta de reparo de éstas. Ello nos lleva a preguntarnos por qué motivo las presupuestó e incrementó su importe mediante modificaciones presupuestarias, si el destino final era, según sostiene, que la IGJA las reparara. 
En definitiva, no puede perderse de vista la diferente naturaleza de las facultades que ostentaban unos y otros órganos. Mientras la Intervención tiene competencias regladas de control el resto de órganos ostentaban facultades decisorias de tipo discrecional que hubieran permitido resolver o regularizar la situación creada en la DGTSS.
Por todo ello no cabe que la acusación —y algunas defensas— hayan pretendido atribuir a la IGJA una responsabilidad que corresponde a otros órganos con facultades decisivas y ejecutorias, conforme a criterios discrecionales de oportunidad. Y conste que, cuando hablamos de responsabilidad de otros órganos, no nos referimos a responsabilidad penal, al menos en algunos casos, porque pese a las omisiones en que han incurrido, no se darían los elementos del tipo. 
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1. He señalado en diversas ocasiones a lo largo del libro que una imputación judicial puede llegar a convertirse en una pesadilla y un verdadero infierno que lleve a la destrucción y a la ruina a una persona decente e inocente. Lo que quiero destacar en este momento es el modo irreflexivo, cuando no jubiloso o incluso jactancioso con el que la sociedad española asiste a esta clase de fenómenos de destrucción gratuita de personas inocentes.
El patrón es similar en todos los casos. Un juez de instrucción estimulado por una denuncia o querella con carga política o ideológica, sobre un asunto que suscita el interés de los medios de comunicación abre una investigación e imputa a un número variable de personas (pueden llegar a ser decenas) que, a partir de ese momento, quedan atrapadas en una red de la que, de un modo u otro, probablemente ya no saldrán en lo que les queda de vida.
Son varios los aspectos que quiero destacar de este fenómeno que, utilizando una terminología lo más neutra posible, podemos denominar imputaciones judiciales con carga mediática.
En primer lugar, los instigadores de las denuncias o querellas que provocan la apertura de este tipo de procedimientos penales suelen actuar por motivaciones espurias, generalmente con la finalidad de atacar y destruir, si es posible, a adversarios políticos o ideológicos. En definitiva, utilizan la Justicia para lograr lo que no les otorgan las urnas. Rara vez jueces y fiscales obstaculizan este uso fraudulento del Derecho penal, cuando no lo fomentan con sus propias decisiones y, lo que es peor, adornan estas iniciativas con una pátina prestigiosa, como si sus promotores fueran unos auténticos adalides de la justicia universal. Cuando lo que realmente están haciendo entre todos es bastardear y desprestigiar la noble institución de la acción popular.
En segundo lugar, los acuerdos de apertura de diligencias penales y los de imputación de personas concretas son decisiones que, pese a su transcendencia, las adopta una sola persona con poderes omnipotentes. Resulta ya cansina la cita de Napoleón, cuando dijo, al parecer, que quienes verdaderamente mandaban en Francia eran los jueces de instrucción y no el Emperador. Pero esa cita resulta mucho más ajustada en el momento actual que entonces. A fin de cuentas, no creo que ningún juez osara subirse a las barbas del Emperador, entre otras cosas, porque sería él quien los nombraba. Pero, quién osa hoy subirse a las barbas de un juez de instrucción que, en la práctica, solo responde ante Dios y la historia. Como vemos todos los días, frente a las decisiones de los jueces de instrucción el sistema de recursos procesales resulta no solo inútil, sino irrisorio. Es cierto que un auto de imputación puede ser recurrido ante la audiencia provincial correspondiente, pero esto no es garantía de nada, por diversos motivos que paso a explicar.
En primer lugar, porque para imputar a una persona basta con que sobre ella recaiga un indicio de ser el autor de un delito. Indicio, como ya he señalado en páginas anteriores, es una “cantidad pequeñísima de algo, que no acaba de manifestarse como mensurable o significativa” (DRAE). Y, por tanto, cuesta poco trabajo argüir que sobre una persona recae un indicio de ser el autor de determinados hechos supuestamente delictivos. Basta con que esa persona se encuentre próxima a los referidos hechos, por razones físicas, personales, profesionales o de cualquier otra índole.
Si el juez de instrucción ha sido extremadamente tosco o perezoso en su descripción del indicio (recuérdese, una cantidad pequeñísima de algo), la audiencia provincial, al resolver el eventual recurso que se haya podido interponer contra el auto de imputación, lo único que hará será obligar al juez a que reformule su imputación. Y para ello bastará con que dedique algún párrafo adicional a completar lo que con frecuencia son apenas dos o tres líneas de relato incriminatorio en el auto de imputación. Si eso llegara a ocurrir, el juez puede estar seguro de que la audiencia no va a cuestionar la racionalidad ni mucho menos la completitud penal de su relato. Cuando el imputado recurre su imputación, no porque esté escasamente argumentada, sino por la falta de relevancia penal de los hechos de los que se le acusa, la audiencia se acogerá al socorrido y sempiterno argumento de que lo que el imputado pretende es entrar en el fondo del asunto y que para eso deberá esperar al juicio, que es donde se ventilan esas cuestiones. Para qué sirve la instrucción penal, entonces, cabe preguntarse, como ya lo hemos venido haciendo a lo largo del libro.
Esto es mucho más importante de lo que parece. Sin temor a equivocarme podría afirmar que la práctica totalidad de los relatos de imputación que prosperan en los juzgados y tribunales en España carecen por completo del mínimo rigor jurídico penal exigible, ya que se encuentran eximidos de justificar que los dichosos indicios se extienden a todos o, al menos, los principales elementos del delito de que se trate. En los días en los que escribo estas líneas hemos estado contemplando cómo una esclarecida juez de Madrid ha pretendido llevar adelante, contra viento y marea, una investigación judicial, en la que ha acusado de haber cometido un delito de prevaricación al Delegado del Gobierno, por no haber prohibido las manifestaciones feministas del 8M. El delito de prevaricación exige que su autor haya dictado una resolución groseramente ilegal, es decir, indefendible desde cualquier criterio de interpretación jurídica y apreciable a primera vista, hasta por un lego en Derecho. Y exige que el autor haya delinquido a sabiendas de la completa arbitrariedad de lo que hace, con la única finalidad de ejecutar su interés particular. No cabe pues cometer el delito de prevaricación por imprudencia o negligencia. Estos dos elementos que hemos mencionado (la necesidad de contar con una resolución y el carácter intencional de la conducta) son axiomáticos. Es decir, para prevaricar hay que haber dictado una resolución, cuando en este caso, lo que se le achacaba al Delegado del Gobierno era, precisamente, no haberla dictado. Es cierto que bajo determinadas condiciones es posible prevaricar por omisión, pero, en tal caso, debe estar meridianamente clara la norma que habría obligado al imputado a dictar la resolución omitida ¿Creen ustedes que la juez, para imputar al Delegado del Gobierno en Madrid, se molestó en explicar qué resolución arbitraria habría dictado, o qué norma le habría obligado a dictar la resolución presuntamente omitida y, sobre todo, qué indicios tenía de su intención dolosa de delinquir? ¡Quia! Es evidente que lo que la Juez pretendía con los numerosos informes y testimonios que recabó era encontrar los indicios del presunto delito. Es decir, que no tenía los indicios, sino que los buscaba y, por tanto, no debió imputar. Y no es menos evidente que por muchos informes y testimonios que hubiera recabado, esta juez no podría haber logrado jamás demostrar la existencia de algo (la norma que habría obligado al Delegado a prohibir las manifestaciones) que simplemente no existe, ni podría haber acreditado algo que hubiera ido más allá de una posible imprudencia que, por definición, no puede integrar el delito que investigaba.
Como consecuencia de todo lo anterior, los abogados suelen mostrarse remisos a recurrir los autos de imputación. La razón que frecuentemente arguyen es su demostrada inutilidad, pero yo creo que el motivo real por el que los abogados no recurren estos autos es porque se niegan a plantear un debate que es de carácter extrajurídico, lábil por completo y que carece de reglas de Derecho o cuyas reglas son absolutamente arbitrarias y las manejan a capricho los órganos judiciales competentes.
Por otro lado, los jueces de instrucción suelen carecer de conocimientos materiales sobre muchos de los asuntos que pretenden investigar. Me refiero, por ejemplo, a los delitos contra la Administración (prevaricación, malversación, etc.) y a los delitos económicos (delitos fiscales, apropiación indebida, blanqueo de capitales, etc.). Por ello, con frecuencia solicitan informes a diferentes tipos de funcionarios o a las fuerzas de seguridad, en funciones de policía judicial. Y aquí nos encontramos con otra de las aberraciones que casi sin excepción concurren en esta clase de procedimientos. Un juez de instrucción se dirige, por ejemplo, al Interventor General de la Administración del Estado, al Director General de Seguros, al Director General de la Guardia Civil o al de la Policía Nacional, solicitándole que designe funcionarios a su cargo para la práctica de determinadas diligencias de prueba: elaboración de informes, realización de comprobaciones, examen de documentación u otros efectos, etc. Lo normal es que este tipo de peticiones de los juzgados sean innominadas. Es decir, el juez no le indica a su destinatario que designe a determinado funcionario, en función de su especial cualificación o experiencia, en relación con la materia de que se trate. De modo que la autoridad pública interpelada designa a placer a los funcionarios encargados de la práctica de las diligencias judiciales. Es cierto que quien verdaderamente designa es el juez, pero está por verse la primera vez en que un juzgado rehúsa al funcionario designado y exige la designación de otro.
Este contexto no puede ser más inapropiado para el buen fin de la Justicia. Repare el lector en una circunstancia como esta: un juzgado le pide a un organismo de la Administración que designe a cuatro funcionarios para la realización de una pericia sobre un asunto complicado que va a absorber centenares de horas de trabajo. ¿A quién designaría usted, querido lector, a lo mejor de su plantel? Es evidente que no. De este modo, existe el riesgo cierto de que a este tipo de ocupaciones sean asignadas personas inapropiadas. Por poner algunos ejemplos: designación de funcionarios arrinconados por su incompetencia o carácter conflictivo, que encuentran en el encargo que de pronto les cae del cielo la ocasión de su vida, que les permitirá reivindicarse profesionalmente o, en el peor de los casos, reparar la frustración o el encono que sienten contra el mundo mundial; designación de funcionarios con perfiles profesionales completamente ajenos al asunto que se les encarga; designación de funcionarios con un tufo ideológico o político más o menos evidente; etc. Y qué decir de los encargos que reciben las fuerzas de orden público. Da igual que el propio encargo que reciban sea inapropiado, por exceder de la cualificación de los guardias designados o de las funciones genuinas de la policía judicial; o que sean los propios guardias los que se auto invistan del carácter de expertos en derecho, finanzas u otras áreas del saber. En todo caso, los jueces de instrucción asumen las conclusiones de los atestados como si hubieran sido dictados ex cátedra y un tropel de seguidores las tomarán como verdad revelada. Las críticas a los frecuentes desatinos cometidos por estos funcionarios serán calificadas como ataques inaceptables a la Guardia Civil, como ofensas a la gloriosa memoria del Duque de Ahumada y otras sandeces. Merece recordarse el ejemplo de esta juez de Madrid, que le encargó diligencias de averiguación del presunto delito que habría cometido el Delegado del Gobierno, al no haber prohibido la manifestación, a un funcionario cuya especialidad era de psicoterapeuta y a un par de guardias civiles cuyos conocimientos sobre epidemiología o régimen jurídico de los derechos fundamentales podemos presumir escasos o inexistentes.
En las numerosas instrucciones politizadas que venimos contemplando las actuaciones judiciales son seguidas de cerca por una jauría mediática, política y social que lanza su fétido aliento sobre el juez de instrucción y los fiscales, a los que no se les permite ni siquiera un titubeo en su furor acusatorio sin ser ellos mismos acusados, a su vez, de lenidad o de estar vendidos al Gobierno o a cualquier otra causa nefanda.
Por otro lado, cualquier crítica que suscite la actuación de un juez de instrucción es calificada inmediatamente como una agresión a la independencia del poder judicial. Así, en su conjunto y con letras mayúsculas. Da igual que las críticas hayan ido dirigidas contra una sesuda y sensata sentencia del pleno del Tribunal Supremo (si tal cosa existiera, que no lo sé), que contra una resolución sin pies ni cabeza dictada por un juez de instrucción mentalmente perturbado: si la crítica entorpece los objetivos políticos e ideológicos que se persiguen, el juez será inmediatamente endiosado y cualquiera que ose criticar su labor será arrojado a la ignominia de la anticonstitucionalidad.
Todo lo que venimos razonando acerca de las decisiones de los jueces de instrucción de apertura de diligencias penales y de imputación de personas concretas es predicable de los acuerdos que dichos jueces adoptan en materia de medidas cautelares. Los autos de imposición de prisión provisional o de fianzas, a veces en cifras mareantes, devienen como consecuencia de la existencia de los dichosos indicios, cuya sustancia penal no puede ser virtualmente atacada por los afectados, ni directamente ante el propio juez, ni ante la audiencia provincial, pues siempre se encontrarán con la misma respuesta: espere usted al acto del juicio (dentro de equis años).
El sistema de instrucción penal rampante en España desconoce el principio esencial del proceso del mundo civilizado de igualdad de armas. El imputado en una instrucción penal debe defenderse, no solo de los denunciantes y querellantes particulares, sino de los ejercientes de la acción popular, del fiscal y del propio juez instructor, que suele adoptar una posición incriminatoria activa y que actúa sin tutela jerárquica alguna y sin conocimientos materiales sobre el asunto en muchos casos. Esta acción combinada provoca la condena anticipada de personas inocentes, que son arrojadas a la muerte civil y a la ruina, sin haber podido plantear las cuestiones fondo de la acusación de la que son objeto.
Este infernal escenario que hemos descrito se cierra con la circunstancia más abracadabrante de todas. Si la causa abierta contra un imputado finalmente se archiva o, celebrado el juicio, finalmente resulta absuelto, la norma no prevé ningún tipo de indemnización ni compensación, por muchos que hayan sido los sufrimientos padecidos o los años transcurridos.
Como dije, la sociedad contempla con satisfacción o indiferencia este estado de cosas. A fin de cuentas, el porcentaje de inocentes maltratados por la Justicia durante años sobre el conjunto de la población no es significativo. Tampoco existen grupos de presión establecidos que propugnen la modificación de este estado de cosas. Los individuos afectados, mientras están sufriendo los ensañamientos del sistema judicial no se atreven a asomar la cabeza y, una vez que consiguen librarse de esta maldición bíblica lo que quieren es olvidarse del asunto (empeño no siempre posible, por cierto) y no involucrarse en batallas que probablemente solo conducirán a la melancolía, en el mejor de los casos.
No soy experto en el proceso penal. Mis conocimientos de este asunto se reducen (o se alargan) a los años en los que he sufrido la inicua persecución penal que he narrado en este libro. Con tal legitimidad y bagaje me atrevo a proponer que la instrucción penal le sea retirada a los jueces y se le atribuya a los fiscales. Las ventajas de esta medida son claras. En primer lugar, la decisión de imputar a un ciudadano dejará de estar en manos de una sola persona y pasará a ser una decisión de un órgano sujeto al principio de jerarquía, lo que supone una garantía frente a investigaciones criminales atrabiliarias. En segundo lugar, el juez desempeñará en la instrucción penal su papel propio de órgano neutral e independiente, para impedir las posibles desviaciones o abusos de la acusación, validar las decisiones afectantes a los derechos fundamentales, como la prisión provisional y conciliar los conflictos entre acusación y defensa, garantizando la igualdad de armas. Por otro lado, el inicuo término indicio debería ser desterrado del Derecho penal, como justo castigo que merece el abuso de que ha sido objeto. En su lugar, la Ley debería exigir a quien se proponga imputar a una persona que presente pruebas preliminares suficientes. Y, lo que es más importante, esas pruebas deben cubrir los elementos esenciales del tipo penal de que se trate.
Cuando escribo estas páginas, la dichosa juez del 8M ha decretado el archivo de la causa, que nunca debió abrir, contra el Delegado del Gobierno en Madrid. Y, en lugar de pedir disculpas por el daño causado y los recursos malgastados con su inútil y jurídicamente torpe iniciativa, plaga su auto de archivo de valoraciones políticas y de reproches a unos y otros y, especialmente, al Delegado del Gobierno, por presuntas negligencias. ¿Con qué derecho hace eso esta señora? Con ninguno. Si no se han apreciado indicios de delito un juez honesto y en sus cabales debe limitarse a constatarlo y no debe utilizar la jurisdicción para dar rienda suelta a sus pulsiones personales o para sus desahogos políticos o ideológicos, que, entre otras cosas, a nadie importan. Lo contrario es prevalerse de la impunidad con la que se protegen los jueces de sus desmanes. En este caso, esta juez, no contenta con haber perjudicado gravemente a un ciudadano, al imputarlo injusta e injustificadamente, despilfarrando recursos públicos impunemente, aprovecha la resolución de archivo para denostarlo públicamente. Y encima le sale gratis. ¡Qué vergüenza!
 
 
2. El caso de los ERE plantea diversas cuestiones que exceden del enfoque casi exclusivamente criminal en que ha derivado. Como he dicho o, al menos, insinuado, a lo largo del libro, para que dicho enfoque penal se haya convertido en predominante ha hecho falta que se produjera una desgraciada confluencia de dos factores que se han retroalimentado:
a) La exasperación de los medios sociales y políticos de la derecha andaluza, que vieron en la instrumentalización judicial del escándalo de los ERE la oportunidad que les permitiría doblegar la hegemonía del PSOE y, en general, de la izquierda en la región.
b) La atribución a una Juez específica del conocimiento de la causa penal, unido a la incapacidad, dejadez o ignorancia (o todo ello junto) de los órganos judiciales superiores, para atajar la deriva de una instrucción que desbordó todos los límites imaginables. A todo ello se unió una Fiscalía Anticorrupción que, en lo esencial, ha remado en la misma dirección que la dichosa juez justiciera.
A despecho de la consideración del Derecho penal como el último recurso del Estado ante actuaciones ilegítimas de los ciudadanos, en el caso de los ERE, su criminalización ha violentado todos los límites imaginables de los principios de intervención mínima y ultima ratio que orientan el Derecho penal de una sociedad civilizada. Y, en particular, la imputación judicial de la cúpula política de la Junta de Andalucía entre los años 2000 y 2010 convirtió en conductas presuntamente criminales las de todos aquellos agentes administrativos y políticos que tuvieron a lo largo de los años alguna relación, por lejana que esta fuera, con la gestión de estas ayudas.
La malhadada gestión de las ayudas de los ERE realizada por el Gobierno de la Junta produjo determinadas excrecencias (intrusos, sobrecomisiones, subvenciones sin causa, etc.) que, probablemente, acabarán siendo calificadas como delictivas. De hecho, ya lo han sido en la sentencia sobre la pieza política del caso. Pero, el alcance y cuantía de tales excrecencias no se conocerán hasta que terminen todos los procesos judiciales en curso, algo para lo que tendremos que esperar aun varios años. Hasta entonces, resulta oportuno examinar el fenómeno, desprovisto de dichas excrecencias. 
Y, para describir este fenómeno desde la perspectiva que ahora adopto, debemos preguntarnos acerca de cuál fue el objetivo esencial que persiguió el Gobierno de la Junta al dotarse de unos recursos presupuestarios específicos para esta finalidad. Es evidente y, al mismo tiempo, lamentable que dichos objetivos nunca estuvieron claramente definidos ni establecidos. Como tampoco lo estuvieron los mecanismos administrativos para ponerlos en práctica ni, por supuesto, hubo una evaluación que hubiera permitido conocer los resultados que con la aplicación de dicha política se habrían obtenido.
Pero, que la definición fuera difusa, imprecisa y hasta inconsistente no quiere decir que fuera inexistente. Debemos recordar que, al menos desde el Presupuesto de 2002, la TF que financió las ayudas de los ERE se presupuestó en un Programa, el famoso 31L, que tenía como objetivos expresamente definidos “el mantenimiento del empleo y del tejido productivo de Andalucía”. En algunos ejercicios, si no en todos, la definición del programa presupuestario se completaba con la alusión a que dichos objetivos generales se cumplirían a través de la gestión de una línea de subvenciones o ayudas, para lo que se utilizarían instrumentalmente los convenios con IFA/IDEA.
Otro elemento que permite deducir cuáles eran las intenciones del Gobierno de la Junta en relación con este asunto lo constituyen los dos proyectos de normas reguladoras elaborados, con la finalidad de dotar de una cobertura jurídica al programa de ayudas de los ERE. Estos proyectos ya han sido objeto de consideración en estas páginas y solo quiero recordar ahora la importancia del hecho de que la primera de dichas normas fuera elaborada en los puros albores de este fenómeno, en el mismo año 2000. Es decir, en el momento apropiado para que una regulación adecuada de esta materia hubiera disciplinado la gestión de estas ayudas, como oportuna y preceptivamente recomendó la IGJA. Dichas normas iban dirigidas al establecimiento de una línea de ayudas a trabajadores o empresas en procesos de reconversión o que atravesaran dificultades por otros motivos, objetivos que nada cuesta enlazar con los del Programa presupuestario 31L enunciados más arriba.
Vistas así las cosas, nada nefando cabe atribuir a que el Gobierno de la Junta, al igual que han hecho el Gobierno central y otros gobiernos regionales, se propusiera un proyecto político de esa naturaleza. Por tanto, no comparto las críticas que ha merecido el fenómeno de los ERE, que lo han identificado con un instrumento al servicio de una supuesta política clientelar de los gobiernos socialistas. Dejando de lado otra de las críticas que puedo parcialmente compartir, centrada en la improcedencia de que los poderes públicos dediquen recursos a salvar empresas en crisis, la identificación del fenómeno de los ERE con el clientelismo político no soporta su contraste con un hecho tan concluyente como el número de beneficiarios de las ayudas concedidas. Alrededor de 6 mil personas se han beneficiado de estas ayudas a lo largo de 10 años, montante absolutamente incapaz de condicionar un resultado electoral, como de modo autocomplaciente han sostenido y todavía lo hacen, para su propio consuelo, los sectores políticos y sociales contrarios al socialismo exgobernante.
 
Desde otra perspectiva, el programa de ayudas de los ERE ha sido descalificado por sus críticos, por considerarlo un derroche de recursos públicos, que podrían haberse destinado a otras finalidades. Esta crítica merece cierta consideración. El fenómeno de decisiones presupuestarias ineficientes o claramente derrochadoras goza de cierto arraigo en nuestra región, como en otras, por supuesto. El Parlamento de Andalucía, que le dio su respaldo a las dotaciones de la partida con la que se sufragaron las ayudas de los ERE, también se lo ha dado a otras iniciativas no menos ineficientes o pródigas, que no han merecido críticas en absoluto (incluso han merecido parabienes) o estas han sido sumamente débiles y, desde luego, no han conducido, en ningún caso, al aquelarre penal en el que ha devenido la causa de los ERE. Veamos algunos ejemplos:
 
A) Uno de los proyectos más señeros de la política de infraestructuras de la Junta de Andalucía ha sido el de la Autovía Jerez-Los Barrios, cuyo coste económico ascendió a 347 millones de euros. Para percibir el carácter desatinado de este proyecto basta con parar mientes en lo siguiente:
La Autovía Jerez-Los Barrios está trazada en paralelo a otra que discurre por la costa, encontrándose ambas a una distancia media de apenas 25 Km. Ambas tienen, entre otras funciones, la de conectar los dos polos económicos y demográficos de las bahías de Cádiz y de Algeciras. Pero, la primera discurre por un área escasamente poblada, produciendo un coste medioambiental permanente, en forma de un enorme costurón en pleno Parque Natural de Los Alcornocales, uno de los más extensos y singulares de España. En cambio, la segunda, además de la comunicación a la que se ha hecho referencia, logra comunicar numerosas poblaciones costeras de intensa explotación turística del litoral atlántico de la provincia de Cádiz. Pero, ¡ay!, esta se ha detenido en Vejer de la Frontera. Al parecer, este truncamiento de la autovía está relacionado con problemas de impacto ambiental, pero, de forma consciente o no, las autoridades presupuestarias de los poderes públicos han debido concluir que ya estaba bien de derrochar recursos públicos en dos autovías paralelas, a tan escasa distancia una de la otra. Con la consecuencia añadida de que el trazado extremadamente más útil y eficiente de los dos ha quedado truncado, por el momento.
A veces me he preguntado si en esta atolondrada decisión presupuestaria de la Junta de Andalucía habrá tenido algo que ver el origen de una parte de la dirigencia del PSOE andaluz de la época de la localidad de Alcalá de los Gazules, población de 5.000 h., situada a apenas 4 Km de la Autovía.
Pues bien, sobre el carácter ineficiente de esta inversión no se han producido críticas que hayan tenido repercusión alguna ni, por supuesto, ninguna iniciativa penal se ha iniciado, sobre la base de una presunta malversación de los recursos públicos empleados en la misma. Sin duda, el prestigio social de una autopista, aunque sea tan dilapidadora e ineficaz como esta, es infinitamente mayor que el seguro de desempleo de unos pobres parados.
 
B) El segundo proyecto en orden de importancia del derroche producido es la línea de alta velocidad Sevilla-Antequera, para comunicar Sevilla con Málaga. Este es un proyecto disparatado desde su propia concepción. Si se hubiera ultimado, habría logrado una mejora del tiempo de viaje entre ambas ciudades de entre 15 y 20 minutos, respecto de la obra que se está completando en estos momentos, aprovechando las líneas Sevilla-Córdoba y Córdoba-Málaga. El llamado bypass de Almodóvar del Río, actualmente en construcción, se ha licitado por 15 millones de euros, mientras que en la obra ya ejecutada de la línea Sevilla-Antequera se han enterrado (literalmente) 270 millones de euros. Las estimaciones de lo que hubiera costado terminar dicha línea se acercan a los mil millones de euros. Mil millones, frente a 15 millones.
Cabe preguntarse si tras la desacertada y ruinosa decisión de promover la línea Sevilla-Antequera pudieran encontrarse responsables de la Junta de Andalucía y del Ministerio de Fomento de aquel tiempo con intensos vínculos con la ciudad de Málaga.
Puestos a encontrar malversaciones, ¿qué podemos decir de 77 Km de vía férrea literalmente enterrados y sin uso alguno, con un coste de 270 millones de euros? ¿Acaso pueden competir con un subsidio de desempleo percibido por 6.000 parados, aunque haya sido concedido sin sujeción a un procedimiento administrativo que merezca tal nombre?
¿Ha merecido reproche penal esta actuación? No, que sepamos.
 
C) El proyecto de las Setas de Sevilla, aunque municipal y no de la Junta de Andalucía, ha tenido un coste de 138 millones de euros. Vamos a dejar de lado los aspectos estéticos y de integración urbana que suscita esta obra, en función de los cuales muchas personas piensan que el proyecto es por completo inadecuado. No dispongo de las cifras de lo que ha comportado la construcción del nuevo mercado de abastos y la recuperación de las ruinas romanas para su público disfrute (contenido que podemos calificar como indiscutible, del proyecto global de las Setas), pero me atrevo a conjeturar que no llega a la mitad de lo invertido en esta obra tan excesiva.
 
D) Y, qué decir del Estadio Olímpico de Sevilla. Esta obra, al servicio del megalómano proyecto olímpico de la ciudad, solo es concebible desde la perspectiva política del momento. En aquel tiempo, el PSOE necesitó los votos del Partido Andalucista y se vio obligado a autorizar este ruinoso e innecesario proyecto con un coste de 125 millones de euros, a mayor oprobio de los dirigentes del Partido Andalucista del momento, auténticos responsables del desaguisado. Y decimos ruinoso y decimos bien, porque, según se ha sabido recientemente, el Estadio ha sido clausurado por el mal estado de su cubierta. A los 20 años de su inauguración.
No tenemos conocimiento de que se hayan instado y, mucho menos, iniciado diligencias penales para investigar el posible carácter delictivo de esta inversión. Ni aun teniendo en cuenta que las posibilidades de que Sevilla fuera designada sede de los Juegos Olímpicos nunca han estado más allá de las mentes de unos pocos aventados, algunos de ellos, además, aprovechados.
 
Estos no son los únicos proyectos ruinosos emprendidos en Andalucía por los poderes públicos. Recuérdese, por ejemplo, el tranvía de Jaén, la fallida biblioteca de la Universidad de Sevilla en el Prado de San Sebastián, etc. Pero, no debemos mortificarnos como andaluces. Lamentablemente, este tipo de fenómenos se reparte por toda nuestra geografía: Aeropuerto de Ciudad Real (1.100 millones de euros); Ciudad de la Cultura de Galicia (400 millones de euros); Aeropuerto de Castellón (150 millones de euros)…
 
Con estas consideraciones he querido contextualizar las críticas sobre el carácter inadecuado de la decisión presupuestaria adoptada por la Junta de Andalucía, de sufragar un seguro de desempleo indefinido para trabajadores de empresas en crisis, que es en lo que se ha invertido la mayor parte de los fondos del programa de los ERE.
Como insinué anteriormente, puede resultar discutible que los poderes públicos empleen recursos para subvenir a empresas en crisis y sus consecuencias laborales, pero, al tiempo, resulta indudable que la mayor parte de la partida de los ERE se ha invertido en pagar el mencionado subsidio de desempleo. Ha sido empleada, por tanto, en la finalidad establecida en el Presupuesto de la Junta de Andalucía. 
 
Es inevitable destacar, por otro lado, que la gestión de los ERE materializada en el pago del mencionado subsidio no mereció, en su momento, la más mínima crítica por parte de grupos políticos o sociales. Nadie cuestionó, en ningún momento, que los recursos públicos se dedicasen a semejante finalidad. Antes al contrario. Recuérdese el episodio narrado en el libro, en el que IULVCA amenazó con demandar en los tribunales a los responsables de la Junta que decidieron la suspensión de una de las ayudas de los ERE. Por no referirme a un episodio apócrifo, cuya noticia circuló por los mentideros de la villa y corte sevillana en su día, que, de ser cierto, y yo creo que lo fue, tendría un evidente carácter revelador. Cuando el Gobierno de la Junta se propuso relevar al entonces Director General de Trabajo, Francisco Javier Guerrero, según esta información, las más altas instancias de las organizaciones sindicales y patronales de Andalucía habrían presionado para que dicho relevo no se produjera. Con todo esto quiero poner de manifiesto que la política de ayudas sociolaborales llevada a cabo por la Junta de Andalucía gozaba de un cierto consenso social. Aunque ni mucho menos quiero decir con ello que dicho consenso se extendiera a las excrecencias fraudulentas que se hayan producido a su socaire.
Por otro lado, a posteriori, podemos considerar que dicha iniciativa es cuestionable o inadecuada, desde un punto de vista ético o político, pero, su sustancia penal, como proyecto político, es inexistente. A menos que consideremos penalmente reprochables esas otras iniciativas que hemos citado más arriba y otras muchas que podrían traerse a colación.
 
Lo que convirtió el asunto de los ERE en una monumental causa penal fue la monstruosa sinécdoque elaborada y puesta en circulación por la Juez campeadora, en virtud de la cual los presuntos fraudes hallados (intrusos, sobrecomisiones, subvenciones sin causa, etc.) habrían sido propiciados, maliciosamente y a sabiendas, por toda la estructura política y administrativa de la Junta de Andalucía. Ni durante la instrucción, ni durante la vista oral del juicio de la pieza política se ha aportado ni una sola prueba que acredite la intención clara, directa y consciente de los responsables políticos y administrativos acusados, de facilitar conductas fraudulentas. Siempre he pensado que las decisiones administrativas y presupuestarias del denominado procedimiento específico (fundamentalmente, la aprobación de los proyectos de presupuestos y de las modificaciones presupuestarias y el Convenio de 2001), podrían ser tildados de erróneos, ineficaces o ineficientes, pero, en manera alguna podría decirse que dichas decisiones persiguieran, a sabiendas, la obtención ilegítima de fondos públicos por otras personas. Incluso, aunque admitiéramos, a puros efectos dialécticos, que dichas decisiones fueran ilegales, no podrían calificarse de prevaricadoras y, mucho menos, de malversadoras. Tanto mi abogado como yo hemos vertido en la causa ingentes argumentos (algunos reproducidos en este libro), en virtud de los cuales cabe rechazar el carácter grosero de dichas decisiones. Esta convicción personal, evidentemente, ha sido desmentida de plano por la sentencia dictada y ya dije anteriormente que no me he propuesto en este libro hacer una crítica de la sentencia en términos jurídico penales, empeño para el que no me considero habilitado.
 
Por otro lado, que de la estructura político administrativa de la Junta sólo fueran seleccionadas, en su momento, 52 personas (los cargos públicos imputados), de los varios centenares, por no decir miles, que tuvieron conocimiento y/o participaron en los diversos procedimientos que fueron considerados por dicha Juez presuntamente delictivos no fue sino otra de las muchas arbitrariedades perpetradas en la instrucción judicial. Si el proyecto de Ley del Presupuesto de los ejercicios 2002 al 2008 o 2009 se consideró presuntamente delictivo, ¿por qué sólo se imputó a dos presidentes, seis consejeros, tres viceconsejeros, dos secretarios generales de Hacienda y dos directores generales de Presupuestos? Los mismos o similares indicios delictivos por los que se imputó a estos concurrían, sin ánimo exhaustivo, en los siguientes: todos los consejeros que asistieron a los consejos de gobierno en los que se aprobaron los proyectos de Ley (varias decenas); todos los Viceconsejeros (varias decenas); todos los altos cargos y funcionarios que participaron en el procedimiento de elaboración de los citados proyectos de Ley, como por ejemplo: funcionarios de la Dirección General de Presupuestos; Secretario General Técnico de la Consejería de Hacienda y funcionarios de dicho centro que informaron los proyectos de Ley; letrados del Consejo Consultivo de Andalucía y miembros de dicho órgano que elaboraron los informes correspondientes y los aprobaron; altos cargos y funcionarios que participaron con actuaciones de informe e impulso en la tramitación de los proyectos ante la Comisión General de Viceconsejeros y el Consejo de Gobierno… ¿Acaso la alucinada trama delictiva pergeñada por esta Juez tenía numerus clausus? Por supuesto que no. Esta autocontención en el furor acusatorio de la Juez campeadora no tiene base racional alguna. Vista con perspectiva, la razia incriminatoria emprendida por la Juez pareció buscar el objetivo de someter a persecución penal, exclusivamente, a lo más granado de la organización de la Junta de Andalucía, pero en número suficiente para que la eventual poda que pudieran realizar los órganos judiciales superiores por vía de recurso no le chafara la tarta que pensaba colocar en la mesa del Tribunal Supremo, coronada con los dos expresidentes. Este fue el sueño húmedo de nuestra Juez favorita, que llegó a ver cumplido, aunque no en su plenitud: finalmente, fue la Audiencia de Sevilla y no el Tribunal Supremo la encargada de enjuiciar a la cúpula política de la Junta.
 
En lo que se refiere a la inactividad que se imputaba a muchos de los acusados (a mí mismo, entre otros), ante el contenido de los informes de la Intervención, deben realizarse importantísimas precisiones. La primera y principal es la de que dichos informes nunca pusieron de manifiesto la existencia de fraude o menoscabo de fondos públicos. Es cierto que dichos informes o, al menos, algunos de ellos, reflejaron hechos de cierta gravedad, como incumplimientos graves de normas básicas del procedimiento administrativo y financiero y la existencia de desviaciones presupuestarias en cifras importantes. En este sentido, las acusaciones no han hecho el menor esfuerzo, ni durante la instrucción, ni en la vista oral, para justificar por qué la inactividad de determinadas personas ante los hechos descritos en los informes de la Intervención puede constituir un delito de prevaricación y, mucho menos, de malversación. Lo único que puede parecerse a un intento de explicación en este sentido es apenas una frase, contenida, no en el escrito de acusación de la Fiscalía, sino en el Auto PROA dictado por el Instructor, cuando señala que determinados acusados (los conocedores del contenido de los informes de la Intervención) asumieron, “cuando menos, la eventualidad de que los fondos vinculados a este procedimiento fuesen objeto de disposición discrecional, si no arbitraria, e, incluso, con fines ajenos a los intereses generales a los que estaban destinados, eludiendo la fiscalización previa de la Intervención General de la Junta de Andalucía, omitiendo el régimen aplicable en relación a la autoridad competente para la concesión de la subvención, con ausencia de bases reguladoras de la subvención, así como de convocatoria pública para su conocimiento por todo interesado en acceder a ella, con falta de control del cumplimiento, por parte del perceptor de la subvención, de los presupuestos o condiciones para disfrutar de la ayuda y con ausencia de un control posterior del destino dado a la subvención.”
Esta expresión (asunción de la eventualidad del uso arbitrario de los fondos públicos) fue utilizada por el Fiscal en sus conclusiones definitivas y es la única pista que se encuentra en el proceso sobre la aplicación del denominado dolo eventual71 a las conductas enjuiciadas. Es evidente que, por un lado, ni el Auto PROA, ni las acusaciones, han realizado el más mínimo desarrollo de este concepto, cuyos perfiles técnicos están configurados por la doctrina y la jurisprudencia de la Sala 2ª del Tribunal Supremo. Sin contar con que resulta más que discutible que el delito de malversación pueda cometerse con dolo eventual, pues la definición del delito en el Código parece exigir la presencia de dolo directo.
No obstante, todas las dudas, incertidumbres y prevenciones que he expresado hacia las teorías incriminatorias sostenidas por los jueces de instrucción y las acusaciones, han sido procesalmente despejadas por la sentencia dictada, que rechaza todos estos reparos y condena por la comisión de los delitos correspondientes con dolo eventual. 
 
Me voy a referir ahora a otro asunto controvertido, en el que mi opinión también rema a contracorriente de la rampante opinión dominante en la sociedad. Estoy hablando de la comparación entre el caso de los ERE y otros casos de corrupción que han entretenido a la opinión pública en los últimos años y aun lo hacen.
Esa corriente de opinión mayoritaria a la que me he referido razona que debe merecer la misma consideración cualquier malversación o fraude que tengan por objeto fondos públicos, ya haya ido a parar el dinero a finalidades de interés público, pero con desviaciones fraudulentas, ya haya ido a parar a un partido político o directamente al bolsillo de los responsables públicos malversadores. No tengo inconveniente en aceptar que la respuesta del Código Penal haya de ser la misma o parecida en todos estos casos. Pero, la vertiente penal no es la única desde la que pueden ser contemplados estos fenómenos. Por ello, quienes afirman que es lo mismo poner en marcha un programa de ayudas a desempleados, cuyas debilidades habrían facilitado que las obtengan quienes no tenían derecho a ellas, que esquilmar el patrimonio público en el propio provecho, engordando una cuenta en Suiza, comprando un palacete privado o guardando un millón de euros en el doble techo de la casa de tu suegro, lo único que demuestran es que disponen de una ética ciertamente singular. Y que yo no comparto, por supuesto.
 
Dicho todo lo anterior, el programa de los ERE solo merece críticas, críticas que de un modo resumido reseño a continuación:
a) No es aceptable gestionar un programa de ayudas de esta naturaleza sin publicidad y concurrencia, por más que así lo haya hecho, también, la Administración del Estado y las de otras Comunidades Autónomas. En una región con un millón de parados es injustificable que una medida de esta naturaleza haya beneficiado a 6.000, en general, todos ellos extrabajadores pertenecientes a empresas de tamaño grande o mediano: Delphi, Faja Pirítica de Huelva, Hijos de Andrés Molina, etc. Esta circunstancia abona otra de las críticas emparentadas con el clientelismo: el hecho de que las ayudas de los ERE se habrían utilizado para desactivar crisis empresariales que podrían producir un desgaste al gobierno regional, sin reparar en qué desempleados merecían las ayudas, conforme a un baremo preestablecido.
b) La gestión administrativa de las ayudas ha sido extraordinariamente deficiente. Entre las deficiencias más graves producidas se encuentra la extrema debilidad del expediente, cuando la documentación existente merece tal nombre, conducente a la concesión de la ayuda. Estas deficiencias han podido facilitar la aparición de fenómenos tales como los intrusos, las sobrecomisiones y otros. Y, por otro lado, el inexistente seguimiento realizado sobre las ayudas concedidas ha podido ocasionar que continúen percibiéndolas personas que han encontrado un empleo o han perdido el derecho por otros motivos.
c) La gestión de las ayudas ocasionó unas enormes desviaciones presupuestarias, de las que ya hemos hablado a lo largo del libro.
d) Los recursos destinados a las ayudas de los ERE fueron empleados para finalidades completamente ajenas, también en este caso, sin publicidad, concurrencia y objetividad en la concesión, ni exigencia de justificación de que los fondos fueran destinados a la finalidad que motivó la concesión de la subvención. Sin mencionar otra irregularidad más grave, que señalamos aquí con carácter meramente indiciario, al estar pendiente de enjuiciamiento: la posibilidad de que hayan llegado a otorgarse subvenciones sin objeto identificado; es decir, meras liberalidades sin causa alguna.
e) Finalmente, tampoco es aceptable que ningún órgano o autoridad prestara la más mínima atención a las numerosísimas alertas realizadas por la IGJA, en el marco de diferentes actuaciones de control que tomaron contacto con algunos aspectos de la gestión de las ayudas de los ERE.
 
La instrucción judicial otorgó alcance penal, no solo a todas estas deficiencias e irregularidades, sino al marco administrativo y presupuestario al amparo del cual se gestionó el programa de ayudas. Nos estamos refiriendo al denominado procedimiento específico, constituido por los dos instrumentos reiteradamente citados en el libro: las TF y el Convenio Consejería de Empleo-IFA/IDEA, de 2001. Y, lo que es más importante: jueces y acusaciones, basándose en el deficiente arsenal argumentativo que les ofreció el Informe pericial de la IGAE, en lugar de centrarse en las irregularidades que se han mencionado, decidieron centrarse, selectivamente, en la responsabilidad en la que, por acción u omisión, habrían incurrido algunas de las máximas autoridades de la Junta de Andalucía, desde el Presidente, hasta el rango de Director General.
En este sentido, es preciso poner de manifiesto que esta auténtica obsesión por poner en el foco de la persecución penal a los responsables políticos de la Junta, cuanto de mayor rango, mejor, es la causa principal de dos fenómenos que pueden acabar por dar al traste con la exigencia de responsabilidades penales en la causa global de los ERE, e incluso, con la posibilidad de recuperar los fondos que resulten, finalmente, ilegítimamente percibidos por terceros. Nos estamos refiriendo a lo siguiente:
a) Por un lado, el haber creado una pieza para enjuiciar a los máximos responsables políticos de la Junta, colocándola como mascarón de proa, puede acabar teniendo consecuencias letales para la causa en su conjunto. Como ya he explicado en otro lugar de este libro, la obstinación con la que los fiscales se empeñaron en acusar de malversación en la pieza política, si el Tribunal Supremo no considerara probado dicho delito, ello puede llegar a impedir que se pueda acusar y, por tanto, condenar a nadie por malversación en las diferentes piezas separadas.
b) Por otro lado, la extraordinaria dedicación prestada a la persecución de los responsables políticos en tres instancias judiciales (Tribunal Supremo, TSJA y Juzgado de Instrucción) ha tenido como consecuencia la desatención de las diferentes piezas en las que se investiga el destino de los fondos presuntamente defraudados, lo que está ocasionando la prescripción de numerosos de los presuntos delitos cometidos. Prescripciones que, sin duda, seguirán produciéndose en los próximos meses y años.
 
ooOoo
 
Quiero terminar este libro recordando unas palabras que trajo a la memoria el Profesor García de Enterría en su obra ya clásica, publicada en 1961, La administración española. En dicho ensayo nos recordaba el Profesor Enterría las palabras del filósofo dublinés Edmund Burke, que, en su obra, también clásica, La revolución en Francia, publicada en 1790, dejó dicho lo siguiente:
 
“Hemos consagrado al Estado para evitar los males de la inconstancia y de la inestabilidad, males mil veces peores que los de la obstinación y el prejuicio más ciego. Lo hemos consagrado para que ningún hombre se atreva a examinar sus defectos o su deterioro sin la necesaria circunspección, para que nadie piense en hacer reformas por medio de la subversión, para que nadie se acerque a los defectos del Estado, sino como se hace ante las heridas de un padre, con un miedo respetuoso y una solicitud temblorosa”.
 
A lo largo de este libro hemos puesto de manifiesto que las principales herramientas utilizadas para la puesta en marcha de este sistema de ayudas, la TF y el Convenio de 2001, constituyeron una genuina subversión del orden presupuestario y de control establecido. Es probable que dicha decisión estuviera motivada por altos objetivos de interés público. Pero, tomando prestadas las palabras de Burke que acabamos de citar, esta decisión supuso la instauración de reformas en la presupuestación y gestión de las ayudas por medio de la subversión, reformas que fueron realizadas sin el miedo respetuoso que requiere este tipo de actuaciones.
En este marco, el órgano de control interno de la Junta de Andalucía, la IGJA que yo dirigía y coordinaba, resultó privado de los instrumentos regulares de control previstos por la legislación vigente. No obstante lo cual, la IGJA fue el único órgano de la Comunidad Autónoma que se percató de tal subversión y plasmó algunas de sus consecuencias reiteradamente por escrito, comunicándolas a quienes podrían haberlas atajado. Los informes que personalmente comuniqué hasta a tres miembros del Gobierno de la Junta y hasta al propio Gobierno constituyeron potentes contraindicios de la comisión de cualquiera de los delitos de los que he sido acusado, como de un modo difícilmente más elocuente ha terminado reconociendo la sentencia dictada por el Tribunal de la Audiencia Provincial de Sevilla. De modo que ha sido una enorme injusticia haber sufrido durante tantos años la persecución política y penal que he descrito en este libro, que, como dije al principio y a pesar de lo que reza el subtítulo, naturalmente, no es solo una crónica, sino la purga de mis humores más amargos.
 
Espartinas (Sevilla), 1 de julio de 2020.



Notas
[←1]
 Este diario publicaba una información a 2 páginas en la misma edición del día 10 de febrero de 2020, en la que comentaba diversos casos en los que imputaciones judiciales que terminaron en nada habían destruido las carreras políticas y/o profesionales de las personas injustamente perseguidas. Animo al lector a que se asome a esta información, para comprobar el sesgo de la misma: https://www.abc.es/espana/abci-condenas-telediario-y-politicos-sin-presuncion-inocencia-202002100315_noticia.html



[←2]
 Todo lo que hace la UCO es voluminoso, abigarrado y minucioso, hasta la más irritante nimiedad, si no, no sería de la UCO.



[←3]
 Se refiere al famoso Convenio suscrito el 17 de julio de 2001 entre el Consejero de Empleo (José Antonio Viera) y el Presidente del IFA (Antonio Fernández), que le dio cobertura al reparto de tareas entre la Consejería de Empleo, concediendo ayudas y el IFA, pagándolas por cuenta de aquélla.



[←4]
 Todas estas citas textuales están tomadas del Diario de Sesiones del Parlamento de Andalucía.



[←5]
 El art. 109, en relación con el 108 de la Ley de Hacienda vigente en el momento en el que ocurrieron los hechos enumera los supuestos de infracciones que causan menoscabo en los fondos públicos de la Junta de Andalucía.



[←6]
 Los apartados 1 y 2 del artículo 54 de la Ley de Hacienda establecen: “1. Corresponden a la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda las funciones de ordenación general de pagos de la Junta de Andalucía. 2. Con objeto de facilitar el servicio, existirán ordenaciones de pagos secundarias y sus titulares serán nombrados por la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda.”



[←7]
 Recordemos que el ordenador general de pagos de la Junta de Andalucía es el Consejero de Hacienda.



[←8]
 Véase el ANEXO II.



[←9]
 Inolvidable el pasaje del “pito-pito-gorgorito”, en la comparecencia de Chaves, perpetrado por esta diputada, digno de entrar con honor en la historia del parlamentarismo.



[←10]
 El artículo 12.5 del Decreto 9/1999, de 19 de enero, sobre régimen presupuestario, financiero, de control y contable, de las empresas de la Junta de Andalucía.



[←11]
 Artículo 35.a) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.



[←12]
 https://twitter.com/JuezA.
https://www.facebook.com/FansA./



[←13]

Puede contemplarse aquí: https://youtu.be/d6PYc52j9kQ



[←14]
 https://www.elmundo.es/cronica/2017/01/29/588c68ca22601d3d7c8b45e4.html



[←15]

DICCIONARIO DEL ESPAÑOL JURÍDICO. RAE-CGPJ
“derecho penal de autor
Pen. Noción del derecho (durante los años treinta y principios de los cuarenta del siglo xx con el triunfo del nazismo en Alemania, la llamada escuela de Kiel) que propugna el abandono del derecho penal del hecho (responsabilidad por un hecho o hechos concretos demostrados) y su sustitución por un derecho penal de autor, mucho más intervencionista y eficaz, basado únicamente en la clasificación de tipos de autor (o sea, de clases de delincuentes) y su adecuado tratamiento o represión, con independencia de si han cometido un delito concreto o no; o por un derecho penal de la actitud interna, basado no en hechos objetivos, sino en el talante o disposición de ánimo del autor por la finalidad educativa, sin la cual no puede cumplir su cometido.
• De todas maneras esta concepción autoritaria-totalitaria también reformula el concepto de delito, basándolo en la contrariedad a deber o infracción de deber del sujeto frente a la comunidad y no en la antijuridicidad o contrariedad a derecho, y manteniendo una culpabilidad por la conducción de la vida y no por el hecho concreto. El puro derecho penal de autor es incompatible con el principio de legalidad penal y la seguridad jurídica y por ello inaceptable; en cambio, es aceptable, partiendo de la prueba de la comisión de un hecho concreto, tener en cuenta también las circunstancias personales del delincuente para graduar, sustituir o suspender la pena, o igualmente para poder aplicar medidas de seguridad.”



[←16]
 Decimos discrecionalmente, porque la Juez bien pudo ser adscrita a otra sala de la Audiencia no contaminada.



[←17]
 Tomado literalmente del Acta de mi declaración.



[←18]
 En otro apartado de este libro realizo un análisis de las sospechosas coincidencias que pueden encontrarse entre la descripción de la imputación contra mí que se acaba de transcribir y el Informe pericial de la Intervención General de Administración del Estado.



[←19]
 Tomado literalmente del Acta de mi declaración.



[←20]
 En otro lugar de este libro explico cómo en la causa solo estaba acreditada mi firma en 2 de las 20 modificaciones presupuestarias que, como gravísimo delito, me imputaba la juez. La primera de las 20 y precursora y genesiaca, por cuanto había instaurado el mecanismo de las TF para financiar las ayudas sociolaborales en que consistía el asunto de los ERE, la informó mi predecesor en el cargo, que no estaba imputado y nunca fue molestado en la causa. Del resto, muchas de ellas habían sido informadas por algunos de mis subordinados, que tampoco fueron nunca imputados ni procesados o no constaba quién había suscrito el informe o no contaban con informe de la IGJA, por no resultar este preceptivo. En estas condiciones de precariedad factual fui imputado, procesado, acusado y sometido a un juicio en el que me pidieron 6 años de prisión.



[←21]
 El banco BBVA estaba personado en la causa como perjudicado, por unos efectos descontados a una empresa beneficiaria de los ERE que, en una de las muchas trapisondas del caso, no había cobrado finalmente la subvención prometida.



[←22]
 En el original del Auto, el sintagma “pericial contable” aparece en negrita y subrayado.



[←23]
 En esta cita, todas las negritas y subrayados son nuestros.



[←24]
 Tome conciencia el lector de la supuesta gravedad de los hechos que llevaron a los fiscales a solicitar una fianza de 205 millones de euros a una persona cuya acusación fue sobreseída y no llegó a ser procesada. Lo que da una idea de la gravedad (su ausencia) de los motivos para la fianza. Otra de las desmesuradas chifladuras del caso ERE.



[←25]
 La Ley permite en estos casos recurrir ante el juez que dictó el acto y, posteriormente, en su caso, ante la Audiencia Provincial o recurrir directamente a la Audiencia.



[←26]
 Antonio Diz-lois, al igual que Mª José Rofa, había trabajado en la Dirección General de Trabajo, en la instrucción de los expedientes de ayudas de los ERE.



[←27]
 En otro lugar hemos explicado que, de las 20 modificaciones presupuestarias realizadas en la partida de los ERE, sólo 16 contaban con informe de la Intervención, pues los otro cuatro no requerían legalmente tal informe y, por tanto, no se emitió. Y, de los 16 informes emitidos, sólo consta en las diligencias que yo hubiera informado dos de ellos. El resto o fue informado por mi antecesor o por mis subordinados o ha desaparecido el informe de los archivos y, por tanto, no es posible saber, a estas alturas, quién lo emitió. Por cierto, ni mi antecesor ni ninguno de mis subordinados han sido, no digo ya procesados o imputados, sino ni siquiera molestados por este asunto.



[←28]
 Los subrayados de esta cita y la siguiente son nuestros.



[←29]
 Se refiere, lógicamente, a las subvenciones sociolaborales del programa de los ERE.



[←30]
 Según la Wikipedia, “En la localidad andaluza de Jerez de la Frontera se denomina Zambomba a las fiestas navideñas que se suelen realizar los días festivos previos a la Nochebuena. Su origen, que se remonta al s. XVIII, radica en las fiestas en patios de vecinos y gañanías en los barrios flamencos de Jerez donde se compartían viandas, vinos y cantes cuyas letras y ritmos formaban parte de la cultura popular. En ella un grupo de gente canta villancicos 'aflamencados' en coro al son de una zambomba y, a veces, acompañados también por otros instrumentos como panderetas o botellas de anís. Actualmente esto ha dado lugar a la participación de artistas flamencos en ellas, tanto en directo como con grabaciones de estudio.”



[←31]
 José Salgueiro fue Viceconsejero y Consejero de Economía y Hacienda y también fue imputado en el mismo Auto ya mencionado.



[←32]
 El comunicado fue enviado el día 8 de octubre de 2014 a los siguientes destinatarios: Agencia EFE, El País, El Mundo, ABC, La Razón, Diario de Sevilla, El Correo de Andalucía, Cadena SER, Onda Cero, RTVE Andalucía y Canal Sur TV.



[←33]
 En el Capítulo siguiente me refiero a la documentación que recibí anónimamente en mi domicilio, demostrativa, no sólo de lo que aquí sostengo, sino de otras interesantes revelaciones.



[←34]
 Se trataba de un proyecto de Decreto elaborado por la Consejería de Empleo en el año 2000, con el que pretendían regularse las ayudas de los ERE y que había informado la IGJA, aunque finalmente no fue aprobado.



[←35]
 Juan Luque, uno de los interventores delegados de la Consejería de Empleo estuvo inicialmente imputado y después sobreseído.



[←36]
 Lo que en el proceso ha terminado denominándose “procedimiento específico”.



[←37]
 Este comunicado lo envié a los siguientes medios de comunicación el día 14 de abril de 2015: Agencia EFE, El País, El Mundo, ABC, La Razón, Diario de Sevilla, El Correo de Andalucía, RTVE en Andalucía, Canal Sur Cadena SER y Cadena COPE.



[←38]
 https://www.rae.es/diccionario-panhispanico-de-dudas/apendices/modelos-de-conjugacion-verbal#n46



[←39]
 Nueva Gramática de la Lengua Española. Manual. Real Academia Española, Asociación de Academias de la Lengua Española. Madrid 2010.



[←40]
 Lo recurrieron todas, salvo una.



[←41]
 Véase lo dicho sobre la cuestión previa del juicio oral, relativa a la definición del objeto del proceso.



[←42]
 Observe el lector que la Audiencia Provincial, al advertir reiteradamente a los fiscales del error que han cometido al acusar por malversación en el juicio de la pieza política, ha reforzado el carácter intencional de esta estrategia de la Fiscalía, por lo que sus eventuales nefastas consecuencias no podrán atribuirse a un error; ni siquiera a una negligencia.



[←43]
  Equivalente al auto de procesamiento en el proceso penal ordinario.



[←44]
 No confundir con el ilustre y sabio catedrático de Derecho Internacional de varias universidades y Magistrado del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Juan Antonio Carrillo Salcedo.



[←45]
 Viceconsejero de Innovación, Ciencia y Empresa con Francisco Vallejo como Consejero.



[←46]
 Se puede consultar aquí: http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8a106f05edc84502/20191120



[←47]
 En estos momentos, dejando de lado el caso del ABC, que, tradicionalmente ha tenido una edición sevillana, distinta de la nacional, de los otros tres diarios de tirada nacional, El País, El Mundo y La Razón, es este último el que tiene, con gran diferencia, las páginas de información regional de Andalucía más y mejor surtidas.



[←48]
 Está transcrita al final del capítulo sobre la Comisión parlamentaria de investigación sobre los ERE.



[←49]
 Se refiere al comunicado que envié a los siguientes medios de comunicación el día 14 de abril de 2015: Agencia EFE, El País, El Mundo, ABC, La Razón, Diario de Sevilla, El Correo de Andalucía, RTVE en Andalucía, Canal Sur y Cadena SER.
 



[←50]
 En este mismo capítulo, más adelante, cuando me refiera a los informes de la IGJA, hablaré con más detalle de este proyecto de Decreto.



[←51]
 Utilizamos aquí deliberadamente el tiempo pasado. Al socaire del escándalo de los ERE, la Junta de Andalucía abordó, a partir de 2013, una regulación, con carácter claramente restrictivo, de las TF, estableciéndose mecanismos adicionales de control sobre las mismas, que se encuentran actualmente en vigor.



[←52]
 Consejería de Empleo.



[←53]
 Me refiero a la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda, de 7 de junio de 1995, BOJA nº 86 de 14-6-1995, por la que se regula la contabilidad pública de la Junta de Andalucía, fundamentalmente, sus artículos 5, 8.1, 15.2 y 17.2.



[←54]
 Las mayúsculas de esta cita proceden del original.



[←55]
 Versión oficial del CENDOJ del CGPJ: http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8a106f05edc84502/20191120



[←56]
 La imputación de los cargos del Ministerio de Trabajo no la acordó la Juez campeadora, sino su sucesora en el Juzgado de Instrucción nº 6 de Sevilla, la Juez María Núñez Bolaños.



[←57]
 Todas las transcripciones de ambos textos son parciales, pero literales. Del Informe pericial se señalan sus páginas. El texto de la imputación está extraído de las primeras páginas del Acta de la Declaración judicial del 25 de julio de 2013.



[←58]
 Como hemos dicho, la comparación adquiere sentido teniendo en cuenta que la imputación se formula el 25 de julio de 2013 y el Informe pericial se presenta en el juzgado en diciembre de 2013.



[←59]
 Según Córdobapedia, la Enciclopedia Libre de Córdoba, “El jeringo, similar al churro, es una masa de harina, levadura, agua y sal frita en aceite con forma de rueda de unos 16 cm. de diámetro, denominada así por la jeringa o instrumento cilíndrico con émbolo que expulsa la masa con el diámetro dado a la boquilla de esta.
Los jeringos se toman tradicionalmente para desayunar, sobre todo los días festivos, y son elaborados en los numerosos puestos que se reparten por los barrios cordobeses.
Antiguamente se expendían insertados en juncos; en la actualidad se envuelven en papel y se entregan en bolsas de plástico.
Algunos los denominan churros, si bien este último nombre se aplica a las ruedas de parecida masa en forma de espiral y de mayor tamaño que se venden por trozos.”



[←60]
 Punto 2.c), del Apartado Segundo, del Acuerdo de 4 de marzo de 2003, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el programa de control a realizar en el ejercicio 2003 de las empresas de la Junta de Andalucía sometidas a control financiero permanente, y se establecen otras medidas de control financiero. (BOJA 71 de 14 de abril de 2003).



[←61]
 Esta cuestión la han utilizado el Fiscal y algunas defensas para sostener que la IGJA podía haber paralizado el Programa 31L. Por otro lado, el escrito señala que posteriormente se expondrá que esta retención se dejó sin efecto, pero el escrito de acusación no vuelve a hacer referencia a ello.



[←62]
 La Fiscalía, el Partido Popular, Manos Limpias y la Junta de Andalucía.



[←63]

El control de las Administraciones Públicas y la lucha contra la corrupción: Especial referencia al Tribunal de Cuentas y a la Intervención General de la Administración del Estado - página 229- . José Antonio Fernández Ajenjo. Universidad de Salamanca. Salamanca 2009.



[←64]
 No sé por qué el Juez se refiere a 5. Yo sólo encuentro 3. La información que vengo utilizando es la que consta en los anexos del primer Informe de la IGAE. Concretamente, los Tomos 3 al 6.



[←65]
 En el caso de que el conductor de un vehículo que vaya a pasar la ITV revele signos inequívocos de intoxicación etílica, y, por tanto, no aptas para conducir, si el vehículo se encuentra en las condiciones adecuadas para ello obtendrá una revisión técnica positiva, con independencia de las condiciones en las que se encuentre su conductor.



[←66]
 Ídem.



[←67]
 Se puede consultar en www.ccuentas.es.



[←68]
 Téngase en cuenta que el proyecto de Decreto-Ley no fue objeto de dictamen del Consejo Consultivo.



[←69]

Ley 6/1983, de 21 de Julio del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
Articulo 39º. 
Sin perjuicio de las atribuciones que les corresponden como miembros del Consejo de Gobierno, los Consejeros están investidos de las siguientes competencias: 
1º. Ejercer la representación, dirección, gestión e inspección de la Consejería de la que son titulares y la alta inspección y demás funciones que le correspondan respecto de la Administración Institucional adscrita a la misma. 
 



[←70]

Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.
Artículo 26. Titulares de las Consejerías
1. Las personas titulares de las Consejerías ostentan su representación y ejercen la superior dirección, iniciativa, coordinación, inspección, evaluación y potestad reglamentaria en su ámbito funcional, correspondiéndoles la responsabilidad inherente a tales funciones.
(…)
2. Además de sus atribuciones como miembros del Consejo de Gobierno y las que les asignan esta y otras leyes, a las personas titulares de las Consejerías les corresponde:
(…)
c) Aprobar los planes de actuación de la Consejería, asignando los recursos necesarios para su ejecución de acuerdo con las dotaciones presupuestarias.
d) Dirigir las actuaciones de las personas titulares de los órganos directivos de la Consejería e impartirles instrucciones.
(…)
f) Evaluar la realización de los planes y programas de actuación de la Consejería por parte de los órganos directivos y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de dichos órganos, así como de las entidades públicas dependientes.



[←71]
 DICCIONARIO DEL ESPAÑOL JURÍDICO. RAE-CGPJ
“Dolo eventual:
Pen. Conocimiento y aceptación de la posibilidad eventual, no segura, de realizar el hecho típico objetivo sin pretenderlo directamente, aceptación que se da si no hay una confianza mínimamente fundada en no producir el hecho; de lo contrario solo habrá imprudencia consciente, en la que el sujeto también conoce que puede realizar un hecho típico, pero no lo acepta del modo descrito.
● Esta es la concepción de las teorías mayoritarias del consentimiento o aceptación, que consideran que, igual que en las otras dos clases de dolo, el directo de primer grado y el de segundo grado, en el eventual es preciso también el elemento de voluntad, al menos en la forma de consentimiento o aceptación. Ahora bien, la «teoría pura del consentimiento» considera excluido este en cuanto el sujeto confíe, aunque sea sin el menor fundamento racional, en que no se produzca el hecho; por ejemplo, si un terrorista que coloca una bomba con un mecanismo de relojería en una dependencia de unos almacenes confía simplemente en que en el momento de la explosión no pasen personas por allí sin haber tomado medida alguna para poder confiar. Parece más razonable la interpretación normativamente restrictiva de la «teoría restringida del consentimiento o la aceptación», que requiere un mínimo de fundamento racional en la confianza de que esta excluya la aceptación o el consentimiento. Frente a esto, la «teoría de la probabilidad» sostiene que el dolo eventual no requiere aceptación o consentimiento, sino que basta un mayor grado de conocimiento, conocer que es probable que se produzca el tipo, mientras que si el sujeto tiene conciencia solo de la posibilidad de producir el tipo, habrá imprudencia consciente, concepción no correcta por prescindir del elemento volitivo necesario para todo dolo y su desvalor de acción. No obstante, una variante de esta teoría acaba coincidiendo con la restringida del consentimiento « dolo directo de segundo grado (/lema/dolo-directo-de-segundo-grado) dolo incidental (/lema/dolo-incidental) » por entender que, si la alegada confianza en que no se produzca el hecho carece de mínimo fundamento, el sujeto realmente considera probable la producción del hecho. Finalmente, existe la minoritaria «teoría del sentimiento o de la indiferencia», que considera que hay dolo eventual si el agente no se preocupó o fue indiferente ante la posible producción del hecho, e imprudencia consciente si sintió preocupación; es inaceptable por hacer depender la solución de un sentimiento moralmente reprobable y prescindir de elemento jurídicamente relevante, el volitivo.”
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